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PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

DECRETO 262 DE 2000
(Febrero 22)

Por el cual se modifican la estructura y la organización de la Procuraduría General de la Nación y del Instituto de Estudios del Ministerio Público; el régimen de competencias interno de la Procuraduría General; se dictan normas Para su funcionamiento; se modifica el régimen de carrera de la Procuraduría General de la Nación, el de inhabilidades e incompatibilidades de sus servidores y se regulan las diversas situaciones administrativas a las que se encuentren sujetos.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

en ejercicio de las facultades extraordinarias que le confiere el numeral 4 del artículo primero de la Ley 573 de 2000, y oído el concepto del Procurador General de la Nación,

DECRETA:

TITULO I.

NATURALEZA JURÍDICA

Artículo 1o. Suprema Dirección del Ministerio Publico. La Procuraduría General de la Nación es el máximo organismo del Ministerio Público. Tiene autonomía administrativa, financiera y presupuestal en los términos definidos por el Estatuto Orgánico del Presupuesto Nacional y ejerce sus funciones bajo la suprema dirección del Procurador General de la Nación. 

TITULO II.

ORGANIZACIÓN

Artículo 2o. Estructura orgánica. Para el cumplimiento de las funciones constitucionales y legales, la Procuraduría General de la Nación tiene la siguiente estructura orgánica: 

1. NIVEL CENTRAL 

1.1. DESPACHO DEL PROCURADOR GENERAL 

1.1.1. Procuraduría Auxiliar para Asuntos Constitucionales 

1.1.2. Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios 

1.1.3. Dirección Nacional de Investigaciones Especiales 

1.1.4. Oficina de Planeación 

1.1.5. Oficina de Selección y Carrera 

1.1.6. Oficina de Control Interno 

1.1.7. Oficina de Prensa 

1.1.8. Oficina Jurídica 

1.1.9. Oficina de Sistemas 

1.2. DESPACHO DEL VICEPROCURADOR GENERAL 

1.2.1. División de Registro y Control y Correspondencia 

1.2.2. División de Documentación 

1.2.3. División de Seguridad 

1.3. SALA DISCIPLINARIA 

1.4. PROCURADURÍAS DELEGADAS 

1.4.1. Procuradurías Judiciales 

1.5. INSTITUTO DE ESTUDIOS DEL MINISTERIO PÚBLICO

1.5.1 Consejo Académico 

1.5.2. Dirección 

1.5.3. División de Investigaciones Sociopolíticas y Asuntos Socioeconómicos 

1.5.4. División de Capacitación 

1.5.5. División Administrativa y Financiera 

1.6. SECRETARÍA GENERAL 

1.6.1 División de Gestión Humana 

1.6.2 División Administrativa 

1.6.3 División Financiera 

1.6.4 División Centro de Atención al Público 

1.7. VEEDURÍA 

2. NIVEL TERRITORIAL 

2.1. Procuradurías Regionales 

2.2. Procuradurías Distritales 

2.3. Procuradurías Provinciales 

TITULO III.

PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

CAPITULO I.

DISPOSICIONES GENERALES Y FUNCIONES

Artículo 3o. Elección y posesión. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado de la República para un período personal de cuatro años, de terna integrada por un candidato del Presidente de la República, uno de la Corte Suprema de Justicia y uno del Consejo de Estado. 

El Procurador General tomará posesión ante el Presidente de la República o ante quien haga sus veces. 

Artículo 4o. Inhabilidades. No podrá ser elegido ni desempeñar el cargo de Procurador General de la Nación: 

1. Quien padezca alguna afección física o mental debidamente comprobada que comprometa la capacidad necesaria para el desempeño del empleo. 

2. Quien haya sido condenado, en cualquier época, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos. 

3. Quien haya sido condenado, en cualquier época, por delitos contra el patrimonio del Estado, incluidos peculado culposo y por aplicación oficial diferente, o por enriquecimiento ilícito. 

4. Quien se encuentre bajo medida de aseguramiento que implique la privación provisional de la libertad o haya sido afectado por resolución de acusación o su equivalente, debidamente ejecutoriada, excepto por delitos políticos o culposos. 

5. Quien se halle en interdicción judicial. 

6. Quien haya sido sancionado disciplinariamente, en cualquier época, mediante decisión ejecutoriada, por falta grave o gravísima. 

7. Quien, dentro de los cinco (5) años anteriores, haya sido retirado del servicio por haber obtenido calificación de servicios insatisfactoria por decisión en firme. 

8. Quien haya sido excluido, en cualquier época, del ejercicio de una profesión o suspendido en su ejercicio. 

9. Quien tenga vínculos por matrimonio o unión permanente o de parentesco dentro del cuarto grado de consanguinidad, primero de afinidad o único civil, con los Senadores que intervienen en su elección, con los miembros de la Corporación que lo candidatiza para el cargo o con el Presidente de la República. 

10. Las demás que señalen la Constitución y la ley. 

Artículo 5o. Incompatibilidades. La investidura del cargo de Procurador General de la Nación es incompatible con: 

1. El desempeño de otro empleo público o privado. 

2. La celebración de contratos, por sí o por interpuesta persona, con entidades públicas, o la celebración de contratos de prestación de servicios con entidades privadas. 

3. El desarrollo de funciones de árbitro, conciliador o amigable componedor, salvo que cumpla con estas funciones en razón de su empleo. 

4. La condición de miembro activo de la fuerza pública. 

5. La gestión profesional de negocios ajenos y el ejercicio de la abogacía o cualquier otra profesión u oficio. 

6. Las demás que señalen la Constitución Política y las leyes. 

Parágrafo. En los casos establecidos en los numerales 1, 2 y 5 de este artículo se exceptúan la docencia y la investigación académica. 

Artículo 6o. Falta Absoluta. En caso de falta absoluta del Procurador General de la Nación, se procederá a nueva elección, siguiendo el procedimiento señalado en este decreto, dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha en que se produzca la falta. 

Mientras se realiza la elección y posesión, el Viceprocurador ejercerá como Procurador General de la Nación. 

Artículo 7o. Funciones. El Procurador General de la Nación cumple las siguientes funciones: 

1. Representar a la Procuraduría General de la Nación ante las autoridades del poder público y los particulares. 

2. Formular las políticas generales y criterios de intervención del Ministerio Público en materia de control disciplinario, vigilancia superior con fines preventivos, actuación ante las autoridades administrativas y judiciales y centros de conciliación, y promoción, protección y defensa de los derechos humanos. 

RESOLUCIÓN N.° 199

(27 JUL. 2006)

"Por medio de la cual se le asignan funciones a los Procuradores Judiciales II para Asuntos Administrativos, para Asuntos Ambientales y Agrarios y para Asuntos del Menor y la Familia, con el fin de actuar ante los Jueces Administrativos"

El Procurador General de la Nación, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, y

CONSIDERANDO

Que mediante la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (Ley 270 de 1996), dentro de la estructura orgánica de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, se crearon los Juzgados Administrativos, entre otras cosas, con la finalidad de colocar a la justicia administrativa más cerca del administrado como expresión garantista del derecho fundamental de acceso a la administración de justicia. 

Que las leyes 393 de 1997, artículo 3º 446 de 1998, artículo 42; 472 de 1998, artículos 16 y 51, y 678 de 2001, artículo 7º, asignaron competencias a los Juzgados Administrativos para conocer de las acciones de cumplimiento, populares, de grupo, de repetición, tutelas, procesos ordinarios, procesos ejecutivos y demás actuaciones que se tramitan ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

Que, por su parte, en ejercicio de sus funciones constitucionales y legales, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, en armonía con las previsiones presupuestales adoptadas para tal efecto, ha venido implementando una serie de medidas tendientes a poner en funcionamiento los Juzgados Administrativos, los cuales iniciarán actividades el 1º de agosto de 2006. 

Que el artículo 118 de la Constitución Política, dispone: "El Ministerio Público será ejercido por el Procurador General de la Nación, por el Defensor del Pueblo, por los procuradores delegados y los agentes del Ministerio Público, ante las autoridades jurisdiccionales, por los personeros municipales y por los demás funcionarios que determine la ley. Al Ministerio Público corresponde la guarda y promoción de los derechos humanos, la protección del interés público y la vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas". 

Que de conformidad con lo establecido en los artículos 277, numerales 1, 3 y 7 de la Constitución Política; 35 de la Ley 446 de 1998; 37 y 44 del Decreto 262 de 2000, corresponde al Ministerio Público como función misional esencial la de -intervenir, como sujeto procesal especial, cuando sea necesario, en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, en defensa del interés público, del orden jurídico, del patrimonio público y de los derechos y garantías fundamentales. 

Que acorde con lo previsto en el artículo 7, numerales 2 y 7 del Decreto 262 de 2000, corresponde al Procurador General de la Nación establecer los criterios obligatorios de intervención procesal que deben orientar la actuación de los agentes del Ministerio Público ante la jurisdicción contencioso administrativa, con miras a asegurar una participación oportuna y eficaz en las diferentes etapas de los procesos que se tramitan ante dicha jurisdicción, para que la misma se ejerza y desarrolle con estricta sujeción a los términos y normas legales de carácter procesal, sin que por ello se afecte la imparcialidad y autonomía. 

Que en el contexto de sus funciones en relación con la Rama Judicial del Poder Público, de la cual forma parte la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a la Procuraduría General de la Nación se le han asignado específicas e importantes atribuciones en desarrollo de la alta responsabilidad que le compete en su condición de Ministerio Público y de órgano de control especial, en aras de la protección de los intereses generales de la comunidad. 

Que la intervención judicial del Ministerio Público se ha venido cumpliendo ante los Tribunales Contencioso Administrativos y ante el Consejo de Estado, y es absolutamente obligante extenderla a los Juzgados Administrativos. 

Que en aras de continuar realizando la intervención del Ministerio Público ante la jurisdicción de. lo contencioso administrativo en los mismos niveles de eficiencia y eficacia que la han caracterizado, se deben designar Procuradores Judiciales II para Asuntos Administrativos, para Asuntos Ambientales y Agrarios y para Asuntos del Menor y la Familia, que actúen como tales ante algunos Juzgados Administrativos, mientras se crean nuevas plazas de Procuradores Judiciales I para Asuntos Administrativos, en desarrollo del proyecto de ley que la Procuraduría General de la Nación tramitará ante el Congreso de la República con dicho propósito. 

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación, 

RESUELVE:

Primero. Designar como agentes del Ministerio Público para que actúen ante los Juzgados Administrativos que más adelante se describen, a los Procuradores Judiciales II para Asuntos Administrativos, para Asuntos Ambientales y Agrarios y para Asuntos del Menor y la Familia que se señalan a continuación: 

	Distrito
	Distrito o Ciudad
	Circuito
	Funcionario que intervendrá como agente del Ministerio Público

	Antioquia
	Medellín
	Juzgados 1 a 10 Administrativos de Medellín


	Procurador 30 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 11 a 20 Administrativos de Medellín


	Procurador 31 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 21 a 30 Administrativos de Medellín


	Procurador 32 Judicial II para Asuntos Administrativos

	Atlántico
	Barranquilla
	Juzgados 1 a 6 Administrativos de Barranquilla


	Procurador 14 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 7 a 12 Administrativos de Barranquilla


	Procurador 15 Judicial II para Asuntos Administrativos

	Bolívar
	Cartagena
	Juzgados 1 a 7 Administrativos de Cartagena


	Procurador 21 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 8 a 13 Administrativos de Cartagena


	Procurador 22 Judicial II para Asuntos Administrativos

	Boyacá 


	Tunja


	Juzgados 1 a 8 Administrativos de Tunja


	Procurador 45 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 9 a 15 Administrativos de Tunja
	Procurador 46 Judicial II para Asuntos Administrativos




	Distrito
	Distrito o Ciudad
	Circuito
	Funcionario que intervendrá como agente del Ministerio Público

	Caldas
	Manizales
	Juzgados 1 y 2 Administrativos de Manizales


	Procurador 28 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 3 y 4 Administrativos de Manizales


	Procurador 29 Judicial II para Asuntos Administrativos

	Cauca
	Popayán
	Juzgados 1 a 4 Administrativos de Popayán 
	Procurador 39 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 5 a 8 Administrativos de Popayán
	Procurador 40 Judicial II para Asuntos Administrativos 

	Cesar
	Valledupar
	Juzgados 1 a 3 Administrativos de Valledupar
	Procurador 8 Judicial II para Asuntos Ambientales y Agrarios

	
	
	Juzgados 4 a 6 Administrativos de Valledupar
	Procurador 29 Judicial II para Asuntos del Menor y la Familia

	Chocó
	Quibdó
	Juzgados 1 a 3 Administrativos de Quibdó
	Procurador 9 Judicial II para Asuntos Ambientales y Agrarios

	Córdoba
	Montería
	Juzgado 1 a 3 Administrativos de Montería
	Procurador 10 Judicial II para Asuntos Ambientales y Agrarios

	
	
	Juzgados 4 a 6 Administrativos de Montería
	Procurador 18 Judicial II para Asuntos Administrativos

	Cundinamarca
	Bogotá D.C.
	Juzgado 1 a 3 Administrativos de Bogotá
	Procurador 2 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 4 a 6 Administrativos de Bogotá
	Procurador 10 Judicial II para Asuntos Administrativos


	Distrito
	Distrito o Ciudad
	Circuito 
	Funcionario que intervendrá como agente del Ministerio Público 

	Cundinamarca
	Bogotá D.C.
	Juzgado 7 a 9 Administrativos de Bogotá
	Procurador 1 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 10 a 12 Administrativos de Bogotá
	Procurador 4 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgado 13 a 15 Administrativos de Bogotá
	Procurador 5Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 16 a 18 Administrativos de Bogotá
	Procurador 7 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgado 19 a 21 Administrativos de Bogotá
	Procurador 8 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 22 a 24 Administrativos de Bogotá
	Procurador 51 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgado 25 a 27 Administrativos de Bogotá
	Procurador 55 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 28 a 30 Administrativos de Bogotá
	Procurador 56 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgado 31 a 33 Administrativos de Bogotá
	Procurador 9 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 34 a 36 Administrativos de Bogotá
	Procurador 11 Judicial II para Asuntos Administrativos


	Distrito
	Distrito o Ciudad
	Circuito 
	Funcionario que intervendrá como agente del Ministerio Público 

	Cundinamarca
	Bogotá D.C.
	Juzgado 37 y 38 Administrativos de Bogotá
	Procurador 50 Judicial II para Asuntos Administrativos



	
	
	Juzgados 39 a 41 Administrativos de Bogotá
	Procurador 50 Judicial II para Asuntos Administrativos



	
	
	Juzgado 42 a 44 Administrativos de Bogotá
	Procurador 6 Judicial II para Asuntos Administrativos



	Huila
	Neiva
	Juzgado 1 a 3 Administrativos de Neiva
	Procurador 11 Judicial II para Asuntos Ambientales y Agrarios

	
	
	Juzgado 4 a 6 Administrativos de Neiva
	Procurador 19 Judicial II para Asuntos del Menor y la Familia

	Magdalena 
	Santa Marta
	Juzgado 1 a 4 Administrativos de Santa Marta
	Procurador 13 Judicial II para Asuntos Ambientales y Agrarios

	
	
	Juzgado 5 a 7 Administrativos de Santa Marta
	Procurador 25 Judicial II para Asuntos del Menor y la Familia 

	Meta
	Villavicencio
	Juzgado 1 a 4 Administrativos de Villavicencio
	Procurador 48 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgado 5 a 7 Administrativos de Villavicencio
	Procurador 49 Judicial II para Asuntos Administrativos

	Nariño
	Pasto
	Juzgado 1 a 3 Administrativos de Bogotá
	Procurador 35 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgado 4 a 6 Administrativos de Bogotá
	Procurador 36 Judicial II para Asuntos Administrativos


	Distrito
	Distrito o Ciudad
	Circuito 
	Funcionario que intervendrá como agente del Ministerio Público 

	Norte de Santander
	Cúcuta
	Juzgado 1 a 3 Administrativos de Cúcuta
	Procurador 23 Judicial II para Asuntos Administrativos



	
	
	Juzgados 4 a 6 Administrativos de Cúcuta 
	Procurador 24 Judicial II para Asuntos Administrativos



	Quindío 
	Armenia
	Juzgado 1 a 4 Administrativos de Armenia
	Procurador 4 Judicial II para Asuntos del Menor y la Familia

	Risaralda 
	Pereira
	Juzgado 1 y 2 Administrativos de Pereira 
	Procurador 37 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgado 3 y 4 Administrativos de Pereira
	Procurador 38 Judicial II para Asuntos Administrativos 

	Santander
	Bucaramanga 
	Juzgado 1 a 7 Administrativos de Bucaramanga
	Procurador 16 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgado 8 a 14 Administrativos de Bucaramanga
	Procurador 17 Judicial II para Asuntos Administrativos

	Sucre
	Sincelejo
	Juzgado 1 a 5 Administrativos de Sincelejo
	Procurador 19 Judicial II para Asuntos Ambientales y Agrarios

	
	
	Juzgado 6 a 9 Administrativos de Sincelejo
	Procurador 27 Judicial II para Asuntos del Menor y la Familia

	Tolima
	Ibagué
	Juzgado 1 a 5 Administrativos de Ibagué
	Procurador 26 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgado 6 a 9 Administrativos de Ibagué
	Procurador 30 Judicial II para Asuntos Administrativos


	Distrito
	Distrito o Ciudad
	Circuito 
	Funcionario que intervendrá como agente del Ministerio Público 

	Valle del Cauca
	Cali
	Juzgado 1 a 7 Administrativos de Cali 
	Procurador 18 Judicial II para Asuntos Administrativos 

	
	
	Juzgados 8 a 14 Administrativos de Cali 
	Procurador 19 Judicial II para Asuntos Administrativos

	
	
	Juzgados 15 a 21 Administrativos de Cali
	Procurador 20 Judicial II para Asuntos Administrativos


Segundo. La intervención ante los jueces administrativos de los procuradores judiciales II para asuntos administrativos, para asuntos ambientales y agrarios y para asuntos del menor y la familia, será transitoria y hasta tanto se creen por el Congreso de la República los cargos de procuradores judiciales I para asuntos administrativos, quienes una vez estén en ejercicio realizarán la intervención de manera permanente y definitiva ante tales despachos judiciales. 

Parágrafo. La intervención ante los jueces administrativos de los procuradores judiciales II para asuntos administrativos, para asuntos ambientales y agrarios y para asuntos del menor y la familia, se establece en proporción al número de jueces existente en cada circuito, y para el caso de los procuradores judiciales II para asuntos administrativos, se organiza con el propósito de que el procurador judicial que intervenga ante el juez administrativo no sea el mismo que actúe en la segunda instancia. 

Tercero. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación. 

Publíquese y Cúmplase, 

Dada en Bogotá, D.C., 27 JUL. 2006
EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 048

(23 FEBRERO 2007)

"Por medio de la cual se modifica la Resolución 199 del 27 de julio de 2006 a través de la cual se le asignan funciones a los Procuradores Judiciales II para Asuntos Administrativos, para Asuntos Ambientales y Agrarios y para Asuntos del Menor y la Familia, con el fin de actuar ante los Jueces Administrativos"

El Procurador General de la Nación,

en uso de sus atribuciones legales, y

CONSIDERANDO

Que mediante Acuerdo No. PSAA06-3805 del 31 de diciembre de 2006, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, dispuso trasladar dos juzgados en el Distrito Judicial Administrativo del Valle del Cauca y cambiar unas nomenclaturas. 

Que en tal virtud, a partir del 11 de enero de 2007, se dispuso el cambio de denominación de los siguientes despachos judiciales: 

El Juzgado Veintiuno del Circuito Administrativo de Cali, se denominará Juzgado Noveno del Circuito Administrativo de Cali y el Juzgado Veinte del Circuito Administrativo de Cali se denominará Juzgado Dieciséis del Circuito Administrativo de Cali. 

Que resulta necesario continuar ejerciendo la función de intervención de los agentes del Ministerio Público ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, en las mismas condiciones de eficiencia, eficacia y equilibrio en relación con el número de Juzgados Administrativos ante los cuales deben actuar. 

Que por tanto, se requiere modificar la Resolución 199 del 27 de julio de 2006, expedida por este despacho, mediante la cual se distribuyen los despachos judiciales ante los cuales deben intervenir en el Distrito Judicial del Valle del Cauca. 

RESUELVE

Primero: Modificar el Artículo Primero de la Resolución 199 del 27 de julio de 2006, expedida por este despacho, mediante la cual se designan como agentes del Ministerio Público en el Distrito Judicial del Valle del Cauca, a los Procuradores Judiciales II para Asuntos Administrativos que a continuación se señalan: 

Juzgados 1, 2, 3, 4, 5 Y 6 del Circuito Administrativos de Cali, al Procurador 18 Judicial II para Asuntos Administrativos. : 

Juzgados 7, 8, 9, 10, 11, 12 Y 13 del Circuito Administrativos de Cali, al Procurador 19 Judicial II para Asuntos Administrativos. 

Juzgados 14, 15, 16, 17, 18 Y 19 del Circuito Administrativos de Cali, al Procurador 20 Judicial II para Asuntos Administrativos. 

Segundo: La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias, en especial la contenida en la parte pertinente del Artículo Primero de la Resolución 199 del 27 de julio de 2006. 

Publíquese y Cúmplase

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

3. Expedir, en ejercicio de la suprema dirección del Ministerio Público, los actos administrativos, órdenes y directrices necesarios para señalar las políticas generales y criterios orientadores de actuación de la Defensoría del Pueblo en la promoción, ejercicio y divulgación de los derechos humanos. 

4. Rendir anualmente informe de su gestión al Congreso de la República. 

5. Ejercer directamente las funciones señaladas en el artículo 278 de la Constitución Política. 

6. Asignar funciones especiales a las dependencias y empleos de la Procuraduría General de la Nación. 

RESOLUCIÓN N.° 070

(16 MAR 2007)

Por medio de la cual se crea el Comité Institucional de Informática de la Procuraduría General de la Nación

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las consagradas en los numerales 6 y 7 del Artículo 72 del Decreto 262 de 2000, y

CONSIDERANDO

Que uno de los componentes más importantes del Proyecto de Fortalecimiento Institucional, desarrollado a través de la ejecución del Contrato de Préstamo No. 1459/OC-CO, suscrito con el Banco Interamericano de Desarrollo, es el de "Tecnología de la Información", por medio del cual se han adquirido distintos bienes de cómputo, que dadas sus funcionalidades requieren determinaciones de uso por parte de las directivas y otras dependencias de la Entidad 

Que se hace necesario crear un Comité Institucional de Informática que se encargue de determinar, aprobar y hacer seguimiento de las políticas y planes que requiera la Procuraduría General de la Nación en materia de sistemas, telecomunicaciones y seguridad informática. 

RESUELVE

Artículo 1 °.- Objeto. La presente Resolución tiene por objeto crear el Comité Institucional de Informática de la Procuraduría General de la Nación, el cual tendrá a su cargo la determinación, aprobación y seguimiento de las políticas, planes y proyectos que requiera la Entidad en materia de sistemas, telecomunicaciones y seguridad informática. 

Artículo 2°.- Integración. El Comité Institucional de Informática de la Procuraduría General de la Nación estará integrado por el Procurador General de la Nación, el Viceprocurador General de la Nación, el Secretario General, el Jefe de la Oficina de Sistemas y el Jefe de la Oficina de Planeación. 

Artículo 3°.- Funciones. Serán funciones del Comité Institucional de Informática, las siguientes: 

1. Determinar los lineamientos de política en materia de adquisición, implementación y administración de software, hardware, redes y telecomunicaciones de la PGN. 

2. Analizar, evaluar y recomendar al señor Procurador General de la Nación, la adopción de las políticas de uso del recurso informático, de seguridad informática y de telecomunicaciones de la Procuraduría General de la Nación. 

3. Aprobar la orientación de la inversión en tecnología Informática y de telecomunicaciones. 

4. Analizar, evaluar y recomendar al señor Procurador General de la Nación, la adopción del Plan de Desarrollo Informático de la Entidad, elaborado de forma conjunta entre Oficinas de Planeación y Sistemas de la Procuraduría. 

5. Adelantar el seguimiento y evaluación del Plan de Desarrollo Informático de la Entidad 

6. Efectuar la coordinación y seguimiento del cumplimiento de las políticas adoptadas por la Entidad para el uso de su recurso informático, la seguridad informática y las telecomunicaciones. 

Artículo 4°.- Sesiones. El Comité Institucional de Informática de la Procuraduría General de la Nación sesionará de manera ordinaria una vez (1) cada semestre y extraordinariamente cuando se estime pertinente, por convocatoria de cualquiera de sus integrantes. 

Las decisiones del Comité se adoptarán por la votación de la mitad más uno de sus miembros. 

A sus sesiones podrán asistir con voz pero sin voto las personas y/o funcionarios de la Entidad que se convoquen con el fin de que orienten o aclaren los temas a tratar en cada sesión. 

De lo batido en las sesiones se dejará constancia en el acta correspondiente. 

Artículo 5°.- Secretaría Técnica del Comité. El jefe de la Oficina de Sistemas de la Entidad, ejercerá la Secretaría Técnica del Comité, en tal calidad, tendrá a su cargo las siguientes funciones: 

1. Convocar a los miembros del Comité e invitados a las sesiones, con la debida antelación. 

2. reparar el orden del día de las sesiones del Comité, remitiendo a los miembros e invitad s a la sesión, a través de cualquier medio y dejando constancia de los envíos, la agenda de trabajo y los documentos que deban analizarse. 

3. laborar para la firma de los miembros del Comité las actas de las sesiones, que deberá someterse a su aprobación y suscripción como primer punto del orden del día en cada sesión. 

4. reparar los informes que soliciten los miembros del Comité para el estudio de los asuntos de su competencia o aquellos que se soliciten de forma externa sobre las actividades del mismo. En este sentido, la Secretaría podrá solicitar la información que requiera a las diferentes dependencias y funcionarios o contratistas de la Entidad. 

5. 
Llevar el archivo y custodia de las Actas y demás documentos que se produzcan en el Comité, de forma sistemática y organizada. 

Artículo 6°.- Vigencia. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

Dada Bogotá D.C., a los 16 MAR 2007 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 040

(12 FEBRERO 2007)

Por medio de la cual se asigna a los Coordinadores de Grupo de la Oficina de Sistemas la función de evaluar y calificar el desempeño laboral de los integrantes de los grupos bajo su coordinación

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales y en especial las conferidas en los numerales 6, 7, 34 y 38 del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, y

C O N S I D E R A N D O:

Que de acuerdo con lo dispuesto en los numerales 6 y 7 del Artículo 7 del Decreto 262 de 2000, corresponde al Procurador General de la Nación "Asignar funciones especiales a las dependencias y empleos de la Procuraduría General de la Nación" y "Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la Entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley'. 

Que de conformidad con los numerales 34 y 38 del Artículo 7 del Decreto 262 de 2000, el Procurador General de la Nación, está facultado para "Crear comités asesores y grupos de trabajo para el cumplimiento de las funciones de la Entidad y los previstos en la ley." y " Organizar las dependencias de la Procuraduría General de la Nación para su adecuado funcionamiento conforme a las reglas y principios establecidos en este decreto y denominarlas, de acuerdo con las necesidades del servicio, sin establecer a cargo del tesoro público obligaciones que excedan el monto global fijado para el respectivo servicio en la Ley de Apropiaciones'. 

Que en atención al proceso de modernización de la Entidad, surgieron nuevas responsabilidades a cargo de la Oficina de Sistemas, razón por la cual fue necesario redefinir, en concurso con la Oficina de Planeación, las funciones y la división del trabajo de dicha dependencia. 

Que como resultado de la redefinición enunciada, se profirió la Resolución N.° 111 del 8 de mayo de 2006, acto administrativo mediante el cual se crearon al interior de la estructura orgánica de la Oficina de Sistemas, los Grupos de SOPORTE A USUARIOS, INFRAESTRUCTURA Y APOYO A SISTEMAS DE INFORMACIÓN, Y se designaron los funcionarios encargados de su coordinación. 

Que de conformidad con el Artículo 229 del Decreto 262 de 2000, corresponde al superior inmediato evaluar y calificar el desempeño laboral de los servidores públicos bajo su dirección o a quien ejerza la supervisión directa del empleado por calificar. 

Que la supervisión directa de los empleados que integran los Grupos de Soporte a Usuarios, Infraestructura y Apoyo a Sistemas de Información, es ejercida por los respectivos Coordinadores de Grupo. 

RESUELVE

Artículo Primero: Asignar a los Coordinadores de los Grupos de Soporte a Usuarios, Infraestructura y Apoyo a Sistemas de Información de la Oficina de Sistemas de la Procuraduría General de la Nación, la función de evaluar y calificar el desempeño laboral de los servidores públicos bajo su coordinación. 

Artículo Segundo: La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición.

Dada en Bogotá D.C., a los 12 FEB. 2007 

COMUNÍQUESE y CÚMPLASE

EDGARD JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

7. Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley. 

RESOLUCIÓN N.° 383

(20 DIC. 2006)

Por medio de la cual se modifica la Resolución N.° 297 del 20 de Octubre de 2006

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las conferidas en los numerales 6 y 7 del Artículo 7° del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000 y,

C O N S I D E R A N D O:

Que Mediante Resolución N.° 297 del 20 de Octubre de 2006, se creó el Comité de Apoyo y Seguimiento del Sistema de Información Misional -CASIM -de la Procuraduría de la Nación y se asignaron funciones. 

Que de acuerdo al artículo 30 de la Resolución precitada, el Comité de Apoyo y Seguimiento del Sistema de Información Misional -CASIM- de la Procuraduría General de la Nación esta conformado por el GERENTE DEL PROYECTO, los LIDERES DE LOS SUBCOMITÉS de Dirección, Apoyo Temático, Apoyo Técnico, Usuarios, Asesor de Calidad del Proyecto y Responsable Operativo y los LIDERES DE CAPACITACIÓN Y PROCESOS. 

Que dada la importancia que tienen para la entidad tanto el proyecto de Diseño, Desarrollo e Implantación del Sistema de Información Misional -SIM, como el contrato No. 054 DE 2006, cuyo objeto es el diseño, desarrollo e implantación del Sistema de Información Misional (SIM) de la Procuraduría General de la Nación y adquisición del software de base necesario para el funcionamiento del sistema, adjudicado a la firma Sociedad Synapsis Colombia S.A., que lo desarrollará de forma directa, se hace necesario designar un Coordinador General del proyecto quien verificará técnicamente el cumplimiento de las funciones de los miembros e instancias que componen el CASIM y mantendrá informado al Señor Procurador General de la Nación sobre los avances del proyecto, en aras de garantizar la culminación exitosa del mismo. 

En mérito de lo Expuesto; 

RESUELVE

ARTICULO PRIMERO.- COORDINADOR PROYECTO. Modificar el artículo tercero de la Resolución N.° 297 del 20 de octubre de 2006, creando dentro de la estructura del COMITÉ DE APOYO Y SEGUIMIENTO DEL SISTEMA DE INFORMACIÓN MISIONAL -CASIM, un COORDINADOR GENERAL DEL PROYECTO, que tendrá como función principal la de verificar desde el punto de vista técnico el cumplimiento de las funciones a cargo de cada una de las instancias que lo componen, con el fin de lograr el eficiente y adecuado cumplimiento del cronograma de actividades de este proyecto, así como garantizar que el adecuado diseño del respectivo software, facilite y agilice el cumplimiento de las funciones encomendadas constitucional y legalmente a la Procuraduría General de la Nación, con mayor celeridad y eficiencia, presentando los informes respectivos al Señor Procurador General de la Nación. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- FUNCIONES DEL COORDINADOR GENERAL DEL PROYECTO: El Coordinador General del Proyecto tendrá a su cargo las siguientes funciones: 

· Verificar desde el punto de vista técnico el cumplimiento de las funciones asignadas al Gerente del Proyecto, a los Líderes de los Subcomités de Dirección, Apoyo Temático, Apoyo Técnico, Usuarios, Asesor de Calidad del Proyecto y Responsable Operativo y a los Líderes de Capacitación y Procesos. 

· Verificar desde el punto de vista técnico el cumplimiento y ejecución del Cronograma del proyecto. 

· Presentar al Señor Procurador General de la Nación, un informe cada dos (2) meses, sobre el avance y desarrollo del proyecto, en cada una de las siguientes etapas: etapa de iniciación, etapa de planeación, etapa de ejecución, etapa de seguimiento y control y etapa de cierre. Estos informes también deberán ser presentados cuando así lo requiera el señor Procurador General o cuando el Coordinador del Proyecto lo estime pertinente. 

· Las demás que se requieran para el cumplimiento del objeto de la designación realizada. 

ARTICULO TERCERO.- DESIGNACIÓN. Designar como Coordinador General del Proyecto de Diseño, Desarrollo e Implementación del Sistema de Información Misional -SIM -al Jefe de la Oficina de Sistemas de la entidad. 

Parágrafo.- Se entiende que el Jefe de la Oficina de Sistemas hará parte del Subcomité de Dirección en su calidad de Coordinador del Proyecto. 

ARTÍCULO CUARTO.- VIGENCIA. La presente Resolución rige a partir de la fecha de expedición y modifica la Resolución N.° 297 de 20 de octubre de 2006. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 297

(20 OCTUBRE 2006)

Por medio de la cual se crea el Comité de Apoyo y Seguimiento del Sistema de Información Misional – CASIM de la Procuraduría General de la Nación y se asignan Funciones.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las conferidas en los numerales 6 y 7 del Artículo 7º del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000 y,

C O N S I D E R A N D O:

Que la República de Colombia y el Banco Interamericano de Desarrollo BID con fecha 30 de julio de 2003 suscribieron el Contrato de Crédito 1459/OC-CO, para sufragar parcialmente el costo del proyecto “Programa de Apoyo al Fortalecimiento de la Procuraduría General de la Nación”.

Que dicho programa ha buscado entre otros fines la modernización tecnológica de la Procuraduría General de la Nación, en adelante PGN, a través de la formulación de un plan estratégico de tecnología de la información, que requiere la ejecución de un proyecto de diseño, desarrollo e implantación de un Sistema de Información Misional, que facilite y agilice el cumplimiento de las funciones encomendadas constitucional y legalmente a la Procuraduría General de la Nación con mayor celeridad y eficiencia.

Que el proyecto de diseño desarrollo e implantación del Sistema de Información Misional - SIM, está enmarcado dentro de los bloques de actividades jurídico-misionales e infraestructura tecnológica y permite dar continuidad al trabajo realizado por la consultoría contratada en diciembre de 2004 con la Universidad de los Andes, Contrato No. 66 de 2004, mediante la cual se evaluaron los sistemas de información actuales, se optimizaron los macroprocesos de la PGN, se recomendó la arquitectura de sistemas de información para la PGN en materia misional y se determinaron los requerimientos funcionales y técnicos del nuevo sistema. 

Que el proyecto en mención fue presentado el 25 de octubre de 2005 ante la Comisión Intersectorial de Políticas y Gestión de la Información para la Administración Pública - COINFO, que impartió la correspondiente aprobación. Adicionalmente, fue aprobado mediante el CONPES 3402 del 12 de diciembre de 2005. 

Que el objetivo general del proyecto es el diseño, desarrollo e implantación del Sistema de Información - SIM de manera tal que: i) soporte las funciones misionales de la Entidad; ii) cubra las necesidades de la Entidad en los ámbitos central, regional y local; iii) integre los sistemas de información misionales de la Entidad, y iv) permita ser adaptado a cambios en la normatividad. Para lograr este objetivo se requiere contratar una solución integral que incluya el diseño, desarrollo e implantación del SIM, el acompañamiento y soporte a la Entidad durante un año y el suministro y soporte del software de base necesario para el funcionamiento del sistema.

Que con fundamento en los productos recibidos en desarrollo del contrato de Consultoría No. 66 de 2004, la PGN adelantó la Licitación Pública Internacional No. 011 de 2006, con el objeto de llevar a cabo el DISEÑO, DESARROLLO E IMPLANTACIÓN DEL SISTEMA DE INFORMACIÓN MISIONAL – SIM DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y ADQUISICIÓN DEL SOFTWARE DE BASE NECESARIO PARA EL FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA, que se adjudicó mediante Resolución N.° 3753 de 19 de octubre de 2006.

Que dada la importancia que este proyecto y la ejecución del contrato que lo desarrollará de forma directa tienen para la Entidad, se hace necesario crear un Comité de Seguimiento y apoyo, que verificará que el diseño, desarrollo e implantación del Sistema de Información Misional - SIM, se lleve a cabo de acuerdo con el alcance del proyecto definido por la Entidad en el pliego de condiciones de la Licitación Pública Internacional No. 011 de 2006, y en los documentos que se generen en su trámite y adjudicación.

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO.- OBJETO. La presente Resolución tiene por objeto la creación, estructuración y asignación de funciones a los miembros del COMITÉ DE APOYO Y SEGUIMIENTO DEL SISTEMA DE INFORMACIÓN MISIONAL de la Procuraduría General de la Nación, en adelante CASIM. La asignación de funciones aquí plasmada genera las responsabilidades establecidas en la Ley, sobre el cumplimiento de las mismas.

ARTÍCULO SEGUNDO.- DEL COMITÉ DE APOYO Y SEGUIMIENTO DEL SISTEMA DE INFORMACIÓN MISIONAL. Crear el COMITÉ DE APOYO Y SEGUIMIENTO DEL SISTEMA DE INFORMACIÓN MISIONAL de la Procuraduría General de la Nación - CASIM, que estará encargado de orientar, asesorar y definir asuntos trascendentales en aspectos técnicos, funcionales y legales del proyecto de diseño, desarrollo e implantación del Sistema de Información Misional de la PGN, en adelante SIM.

ARTÍCULO TERCERO.- INTEGRACIÓN DEL COMITÉ. El CASIM estará conformado de la siguiente manera:

1. GERENTE DEL PROYECTO. Encargado de dirigir y coordinar la ejecución del proyecto.

2. LÍDERES DE SUBCOMITÉ. Cada Subcomité contará con un líder que dirigirá, orientará su gestión, representará y comunicará sus conceptos y recomendaciones. 

3. LÍDERES DE CAPACITACIÓN Y PROCESOS. Encargados de asesorar, revisar, conceptuar y orientar aspectos puntuales del proyecto.

4. SUBCOMITÉS: 

4.1 SUBCOMITÉ DE DIRECCIÓN. Integrado por el Procurador General de la Nación, el Viceprocurador General de la Nación, el Jefe de la Oficina de Sistemas, el Gerente del Proyecto y el asistente administrativo del mismo. Los funcionarios de la Unidad de Coordinación y Apoyo PGN – BID, el Jefe de la Oficina Jurídica, el Jefe de la Oficina de Planeación y el Supervisor del contrato por medio del cual se ejecutará el diseño, desarrollo e implantación del SIM, podrán participar en calidad de invitados a las reuniones del Subcomité de Dirección, con voz pero sin voto.

4.2 SUBCOMITÉ DE APOYO TEMÁTICO. El Subcomité de Apoyo Temático estará conformado por el Procurador Delegado Para el Ministerio Público en Asuntos Penales, el Procurador Delegado II Sala Disciplinaria, el Procurador Delegado para la Vigilancia Preventiva para la Función Pública y el Procurador Primero Delegado Ante el Consejo de Estado, quienes tendrán a su cargo fijar las pautas conceptuales de operación y hacer el control y seguimiento legal al Sistema de Información, a efectos de que la funcionalidad del mismo se corresponda adecuadamente con la Ley. 

4.3 SUBCOMITÉ DE APOYO TÉCNICO. El Subcomité de Apoyo Técnico estará conformado por los funcionarios de la Oficina de Sistemas que administran los Sistemas de Información de la Entidad, a saber, Sistema de Gestión Disciplinaria - GEDIS, Sistema para Prevención en Materia de Derechos Humanos - SEPREDH, Proyecto Informático de Relatoría - PIREL, Sistema del Registro de Inhabilidades - SIRI, Sistema Administrativo y Financiero SIAF, un responsable del Área de Infraestructura, un responsable del tema de seguridad informática y un responsable de Pruebas.

4.4 SUBCOMITÉ DE USUARIOS. El Subcomité de Usuarios estará conformado por los responsables funcionales de los Subsistemas de Información integrantes del SIM, a saber, Subsistema de Información Misional de la Procuraduría General de la Nación – SIMIP, Subsistema de Información de Apoyo a la Misión – SIAM, Subsistema de Información de Legislación y Relatoría - SIREL, Subsistema de Información a la Ciudadanía – SIC, Subsistema de Información de Registro de Sanciones e Inhabilidades SIRI – y el Subsistema de Correspondencia SIAF, los cuales tendrán a su cargo validar las pruebas de usuario final. 

5. ASESOR DE CALIDAD DEL PROYECTO. Encargado de asesorar, apoyar y acompañar el diseño, desarrollo e implantación del SIM, verificando el cumplimiento de los más altos estándares de calidad, identificando los riesgos en la ejecución del proyecto y proponiendo herramientas y mecanismos de disminución y superación de los mismos. 

6. RESPONSABLE OPERATIVO. El Procurador General de la Nación designará un funcionario del nivel territorial como responsable de la ejecución de las pruebas integrales de funcionalidad de todos los subsistemas del CASIM, validando el acceso y los tiempos de respuesta desde una sede distinta al nivel central

ARTÍCULO CUARTO.- FUNCIONES GENERALES DEL CASIM. El CASIM tendrá a su cargo las siguientes funciones generales:

1. Orientar, asesorar y definir los asuntos trascendentales de la ejecución del proyecto. 

2. Brindar apoyo y asesoría al supervisor del contrato que se suscriba en desarrollo de la Licitación Pública Internacional No. 11 de 2006.

3. Coordinar con las diferentes áreas misionales de la Entidad las gestiones necesarias para revisar y ajustar el Sistema de Información Misional a las necesidades de las mismas. 

ARTÍCULO QUINTO.- FUNCIONES DE LOS MIEMBROS DEL CASIM. Dada la magnitud y naturaleza del Proyecto, las funciones y responsabilidades de los integrantes del CASIM se definen de acuerdo a las siguientes etapas propias de la ejecución de un proyecto: etapa de iniciación, etapa de planeación, etapa de ejecución, etapa de seguimiento y control y etapa de cierre.
Los informes, conceptos, recomendaciones y demás documentos elaborados por los miembros del CASIM, en cumplimiento de las funciones asignadas en la presente Resolución, serán producto de su análisis profesional y se traducirán en criterios de orientación y vistos buenos sobre la ejecución del proyecto, que orientarán al supervisor del contrato que ejecutará el diseño, desarrollo e implantación del SIM. 

A. DEL GERENTE DEL PROYECTO. El Procurador General de la Nación designará un funcionario encargado de ejercer la Gerencia del Proyecto, a quien le corresponderá, para cada etapa de desarrollo del proyecto, el cumplimiento de las siguientes funciones:

En la etapa de iniciación del proyecto:

1. Realizar las actividades de contextualización y sensibilización de los miembros del CASIM.

En la etapa de planeación del proyecto:

1. Revisar el plan de gestión del proyecto presentado por el Contratista encargado del diseño, desarrollo e implantación del SIM, velando porque se encuentren documentadas todas las acciones necesarias para definir, preparar, integrar y coordinar los subplanes de gestión del alcance, tiempo, costos, calidad, recursos humanos, comunicaciones, riesgos y adquisiciones, comunicando las observaciones necesarias al Supervisor del contrato.

2. Revisar el cronograma de actividades del proyecto, presentando las observaciones necesarias para que de forma conjunta con el Contratista encargado del diseño, desarrollo e implantación del SIM, se realicen los ajustes pertinentes.

3. Estimar y gestionar los costos adicionales asociados al proyecto y comunicarlos oportunamente al Ordenador del Gasto de la Entidad.

4. Revisar los indicadores de gestión definidos y comunicar al Supervisor del Contrato que ejecutará el diseño, desarrollo e implantación del SIM, las observaciones pertinentes orientadas a perfeccionar sus características.

5. Revisar el plan de comunicaciones presentado por el Contratista encargado del diseño, desarrollo e implantación del SIM, reportando al Supervisor sus observaciones.

6. Revisar las observaciones presentadas por el Asesor de Calidad del Proyecto, inherentes a temas de gestión de calidad y gestión de riesgos y adoptar las medidas preventivas o correctivas necesarias.

En la etapa de ejecución del proyecto:

1. Dirigir la ejecución del proyecto, ejecutando el plan de gestión definido y propendiendo por el logro de las metas definidas en el alcance del proyecto.

2. Coordinar la interacción de los miembros del CASIM, a efectos de mantener altos niveles de cohesión y rendimiento.

3. Distribuir oportunamente la información relacionada con el trámite del proyecto a los directamente relacionados con el mismo.

 En la etapa de seguimiento y control del proyecto:

1. Verificar y controlar el avance del proyecto, a fin de identificar las variaciones efectuadas en el plan de gestión del mismo y adoptar las medidas correctivas, cuando sea necesario, para cumplir con los objetivos del proyecto.

2. Analizar, conceptuar y dar visto bueno a los cambios de todo nivel, que deban efectuarse tanto a los productos esperados en el proyecto como a los entregables, y comunicarlo al Supervisor del contrato que ejecutará el diseño, desarrollo e implantación del SIM. Igualmente el Gerente del Proyecto deberá analizar y conceptuar sobre el cumplimiento parcial de las obligaciones derivadas del citado contrato asesorando al supervisor del mismo en este aspecto.

3. Comunicar al Supervisor del contrato que ejecutará el diseño, desarrollo e implantación del SIM, su concepto sobre la aceptación o rechazo de los productos y entregables del proyecto, previa verificación integral del cumplimiento de lo pactado. 

4. Controlar los cambios efectuados en el cronograma del proyecto, adoptando las medidas necesarias para evitar desfases que puedan poner en riesgo su exitosa y oportuna culminación.

5. Controlar los costos asociados al Proyecto, velando porque los factores que generen o puedan generar variaciones en los mismos, sean detectados y controlados.

6. Hacer seguimiento a la gestión y resultados de las actividades ejecutadas por miembros del CASIM, proporcionando retroalimentación, resolviendo polémicas y coordinando los ajustes y actualizaciones necesarias para el logro de los objetivos.

7. Monitorear el avance de proyecto mediante el uso y lectura de los indicadores de gestión definidos.

8. Coordinar la comunicación entre los miembros del CASIM, desde adentro y hacia fuera, a fin de satisfacer las solicitudes de información y requerimientos que se eleven por funcionarios y particulares frente al proyecto. 

9. Presentar al Subcomité Directivo del Proyecto los informes que se acuerden en la etapa de planeación, con la periodicidad ordinaria definida o cuando así se solicite. 

En la etapa de cierre del proyecto:

1. Presentar el informe consolidado de revisión de todos los productos y actividades ejecutadas por el contratista encargado del diseño, desarrollo e implantación del SIM, en el que se dejará constancia de los conceptos, vistos buenos y recomendaciones presentadas por cada uno de los miembros del CASIM, sobre el desarrollo integral del proyecto y servirá de base para que el supervisor del contrato certifique el cumplimiento total del mismo y autorice los pagos correspondientes. 

B. DEL APOYO ADMINISTRATIVO DEL PROYECTO. EL Procurador General de la Nación designará el funcionario que ejercerá las actividades de apoyo administrativo del Comité, quien estará bajo la coordinación de la Gerencia del Proyecto y cumplirá, en todas las etapas de desarrollo del mismo, con las siguientes funciones:

1. Administrar el archivo y la correspondencia de entrada y salida de acuerdo a las políticas vigentes y las impartidas por la gerencia del proyecto

2. Gestionar las comunicaciones telefónicas de entrada y de salida que determine la Gerencia del Proyecto.

3. Ejecutar todas las demás labores de apoyo administrativo que se requieran en el desarrollo del proyecto.

C. DE LOS LÍDERES DEL PROYECTO

I. DEL LÍDER DE PROCESOS. El Jefe de la Oficina de Planeación de la Entidad será el Líder de Procesos del Proyecto y tendrá a su cargo, para cada una de las etapas de desarrollo del mismo, las siguientes funciones:

En la etapa de planeación del proyecto:

1. Presentar a la Gerencia del Proyecto las observaciones y recomendaciones pertinentes frente a la metodología de documentación de procesos utilizada en el Sistema de Información Misional - SIM.

En la etapa de ejecución del proyecto:

1. Distribuir oportunamente a los destinatarios que corresponda la información relacionada con los aspectos de su competencia en el proyecto.

 En la etapa de seguimiento y control del proyecto:

1. Verificar, conceptuar y dar su visto bueno sobre la correcta aplicación de los procedimientos y los procesos definidos en el alcance del Proyecto, presentando los informes respectivos a la Gerencia del Proyecto, con el fin de orientar al supervisor del contrato que ejecutará el diseño, desarrollo e implantación del SIM, en lo relacionado con la certificación de cumplimiento de estos aspectos.

2. Interactuar con los Subcomités de Apoyo Temático y de Usuarios, a efectos que las pruebas de funcionalidad realizadas al Sistema de Información Misional reflejen la correcta aplicación de los procedimientos y procesos definidos en el Proyecto.

3. Presentar a la Gerencia del Proyecto los informes acordados en la etapa de planeación, con la periodicidad ordinaria definida o cuando le sea solicitado.

II. DEL LÍDER DE CAPACITACIÓN. El Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público será el Líder de Capacitación del Proyecto y realizará todas las actividades tendientes a que los funcionarios de la Entidad se capaciten, adapten y sensibilicen frente al nuevo Sistema de Información, procurando que manejen sus funcionalidades con los estándares mínimos de calidad.

En este sentido, el Líder de Capacitación tendrá a su cargo, para cada una de las etapas del Proyecto, las siguientes funciones:

En la etapa de ejecución del proyecto:

1. Distribuir oportunamente a los destinatarios que corresponda, la información relacionada con los aspectos de su competencia en el proyecto.

En la etapa de seguimiento y control del proyecto:

1. Coordinar la ejecución de las actividades que se requieran para que el Contratista encargado del diseño, desarrollo e implantación del SIM dé cabal cumplimiento al plan de capacitación acordado.

2. Conceptuar y dar su visto bueno, ante la Gerencia del proyecto, sobre el cumplimiento total o parcial del plan de capacitación definido, con el fin de asesorar al supervisor del contrato que ejecutará el diseño, desarrollo e implantación del SIM, en la certificación de cumplimiento de este aspecto y la autorización de pago correspondiente.

3. Presentar a la Gerencia del Proyecto los informes acordados en la etapa de planeación, con la periodicidad ordinaria definida o cuando le sea solicitado.

III. LÍDER DEL SUBCOMITÉ DE APOYO TEMÁTICO. El Viceprocurador General de la Nación, liderará la gestión del Subcomité de Apoyo Temático, cumpliendo con las funciones que se relacionan a continuación, de acuerdo con cada una de las etapas de desarrollo del Proyecto:

En la etapa de planeación del proyecto:

1. Comunicar a la Gerencia del Proyecto los resultados obtenidos en la verificación efectuada por los miembros del Subcomité de Apoyo Temático sobre la funcionalidad del SIM, expresada en los casos de uso.

En la etapa de seguimiento y control del proyecto:

1. Liderar la interacción de los miembros del Subcomité de Apoyo Temático del Proyecto, a efectos de mantener altos niveles de cohesión y rendimiento.

2. Verificar el cumplimiento de los objetivos de carácter funcional y legal del SIM.

3. Dar su visto bueno y poner a disposición de la Gerencia del Proyecto los informes presentados por los miembros del Subcomité, elaborados en cumplimiento de las funciones asignadas en la presente Resolución. 

IV. LÍDER DEL SUBCOMITÉ DE APOYO TÉCNICO. El Coordinador del Grupo de Apoyo a Sistemas de Información de la Oficina de Sistemas de la Entidad, será el Líder del Subcomité de Apoyo Técnico del Proyecto y tendrá a su cargo la coordinación del Subcomité, velando porque el Sistema de Información Misional se diseñe, desarrolle e implemente de acuerdo con los requerimientos técnicos establecidos por la Entidad, las mejores prácticas aplicables y las estipulaciones contenidas en los términos de referencia de la Licitación Pública Internacional No. 11 de 2006, en el contrato que se suscriba en desarrollo de la misma y en los demás documentos contractuales.

Además, para cada una de las etapas de desarrollo del proyecto, deberá cumplir con las siguientes funciones:

En la etapa de planeación del proyecto:

1. Revisar el alcance del esquema técnico, la arquitectura de software y en general todos los componentes de carácter técnico del proyecto y contrastarlos con los requerimientos definidos por la Entidad en los términos de referencia y demás documentos contractuales derivados de la Licitación Pública Internacional No. 11 de 2006, asegurándose que guarden coherencia e integridad funcional de acuerdo con las necesidades institucionales. 

2. Definir previamente las políticas de seguridad informática que debe cumplir el Sistema de Información Misional, con base en los criterios previamente establecidos por la PGN.

3. Proponer la estrategia y/o plan de migración de datos.

En la etapa de ejecución del proyecto:

1. Distribuir la información relacionada con el componente técnico del proyecto, dejándola a disposición de los interesados cada vez que haya sido acordado o que el proyecto lo requiera, siempre en coordinación con la Gerencia del mismo.

2. Coordinar la interacción de los miembros del Subcomité de Apoyo Técnico del Proyecto, a efectos de mantener altos niveles de cohesión y rendimiento.

En la etapa de seguimiento y control del proyecto:

1. Verificar el cumplimiento de los objetivos de carácter técnico perseguidos por el proyecto, presentando el informe respectivo a la Gerencia del mismo, con el fin de asesorar al supervisor del contrato que ejecutará el diseño, desarrollo e implantación del Sistema de Información Misional de la PGN, en la certificación del cumplimiento de los mismos.

2. Coordinar el desarrollo de pruebas de desempeño al Sistema de Información Misional, que permitan asegurar el cumplimiento del acuerdo de niveles de servicio.

3. Velar porque el Sistema de Información Misional cumpla con las políticas de seguridad informática definidas en la etapa de planeación del Proyecto.

4. Verificar el cumplimiento de la estrategia técnica y/o plan de migración de datos.

5. Verificar el cumplimiento de las metodologías de desarrollo e implantación de software definidas para el proyecto.

6. Verificar la correcta implantación del esquema técnico de la arquitectura de software y en general de todos los componentes de carácter técnico definidos en el alcance del Proyecto.

7. Presentar a la Gerencia del Proyecto los informes acordados en la etapa de planeación, con la periodicidad ordinaria definida o cuando le sea solicitado.

V. LÍDER DEL SUBCOMITÉ DE USUARIOS. Un funcionario de la Entidad designado por el Procurador General de la Nación desempeñará el Rol de Líder de Usuarios del Proyecto, al mismo le corresponderá coordinar la gestión del Subcomité de Usuarios, velando porque los encargados de la administración funcional de los Subsistemas de Información SIMIP, SIREL, SIAM, SIRI, SIC, y el Líder de Procesos del proyecto, validen las pruebas de usuario final conforme a la aplicación de las mejores prácticas, las estipulaciones de los términos de referencia y demás documentos contractuales de la Licitación Pública Internacional No. 11 de 2006.

Además de lo anterior, el Líder tendrá a su cargo, para cada una de las etapas de desarrollo del proyecto, el cumplimiento de las siguientes funciones:

En la etapa de planeación del proyecto:

1. Reportar a la Gerencia del Proyecto las observaciones y ajustes necesarios al alcance funcional del Sistema de Información Misional, expresado en los casos de uso definidos en los estudios previos del proyecto, en los términos de referencia y demás documentos contractuales de la Licitación Pública Internacional No. 11 de 2006.

En la etapa de ejecución del proyecto:

1. Distribuir la información relacionada con los temas a su cargo en el proyecto, dejándola a disposición de los interesados cada vez que haya sido acordado o cuando el proyecto lo requiera, siempre en coordinación con la Gerencia del Proyecto.

En la etapa de seguimiento y control del proyecto:

1. Coordinar la interacción de los miembros del Subcomité de Usuarios del Proyecto, a efectos de mantener altos niveles de cohesión y rendimiento.

2. Verificar el cumplimiento de los objetivos perseguidos por el proyecto, en lo concerniente a la funcionalidad del Sistema de Información Misional, presentando el informe respectivo, con su recomendación y visto bueno, a la Gerencia del Proyecto, con el fin de asesorar al supervisor del contrato que ejecutará el diseño, desarrollo e implantación del Sistema de Información Misional de la PGN, en la certificación del cumplimiento del mismo. 

3. Coordinar el desarrollo de pruebas de funcionalidad, facilidad y calidad al Sistema de Información Misional, que permitan asegurar el cumplimiento del acuerdo de niveles de servicio.

4. Verificar que la ejecución del plan de migración de datos no altere la integridad de los mismos.

5. Presentar a la Gerencia del Proyecto los informes acordados en la etapa de planeación, con la periodicidad ordinaria definida o cuando le sea solicitado.

D. DE LOS SUBCOMITÉS. Los Subcomités tendrán las funciones y estructura que se determina a continuación.

Funcionamiento

1. REUNIONES. Los subcomités se reunirán con la periodicidad que les exija el cumplimiento de las funciones que se le asignan en la presente Resolución e internamente definirán los mecanismos de comunicación, adopción de decisiones, verificación de cumplimiento de actividades y demás aspectos trascendentales para su operación, plasmándolas en un acta que deberán suscribir todos sus miembros, de la cual se remitirá copia al Gerente del Proyecto, para su conocimiento y fines pertinentes.

2. SECRETARÍA DE LOS SUBCOMITÉS. Cada Subcomité designará una Secretaria Técnica, que tendrá a su cargo las siguientes funciones:

•
Convocar a los miembros del Subcomité e invitados a las sesiones, con la debida antelación. 

•
Preparar el orden del día de las sesiones del Subcomité, remitiendo a los miembros e invitados a la sesión, a través de cualquier medio y dejando constancia de los envíos, la agenda de trabajo y los documentos que deban analizarse. 

•
Elaborar para la firma de los miembros del Subcomité las actas de las sesiones, que deberán someterse a su aprobación y suscripción como primer punto del orden del día en cada sesión.

•
Preparar los informes que soliciten los miembros del Subcomité para el estudio de los asuntos de su competencia o aquellos que se soliciten de forma externa sobre las actividades del mismo. En este sentido, la Secretaria podrá solicitar la información que requiera a las diferentes dependencias y funcionarios o contratistas de la Entidad.

•
Llevar el archivo y custodia de las Actas y demás documentos que se produzcan en el Subcomité, de forma sistemática y organizada. En el caso de que quien ejerza la Secretaría se retire de la Entidad o de las funciones del cargo que ocupe, deberá entregar a quien se designe en su reemplazo, un inventario de actas y documentos del Subcomité, así como una relación de los asuntos pendientes de trámite.

3. FUNCIONES DE LOS SUBCOMITÉS

3.1 SUBCOMITÉ DE DIRECCIÓN. 

Funciones. Este Subcomité adoptará las medidas necesarias para el éxito del proyecto, resolverá las diferencias que se presenten durante la ejecución y supervisará el cabal cumplimiento de los compromisos.

Sesiones. El Subcomité Directivo sesionará de manera ordinaria una vez (1) al mes y extraordinariamente cuando se estime pertinente, por convocatoria de cualquiera de sus integrantes. 

Las decisiones del comité se adoptarán por la votación de la mitad más uno de sus miembros.

A sus sesiones podrán asistir con voz pero sin voto las personas y/o funcionarios de la Entidad que se convoquen con el fin de que orienten o aclaren los temas a tratar en cada sesión.

De lo debatido en las sesiones se dejará constancia en el acta correspondiente.

3.2 SUBCOMITÉ DE APOYO TEMÁTICO. El Subcomité de Apoyo Temático cumplirá, para cada etapa de desarrollo del Proyecto, con las siguientes funciones:

En la etapa de planeación del proyecto:

1. Conocer todos los documentos del proyecto, incluidos los precontractuales, contractuales y poscontractuales derivados del trámite de la Licitación Pública Internacional No. 11 de 2006, verificando que la funcionalidad del SIM, expresada en los casos de usos, permita y facilite el cumplimiento de las funciones atribuidas a las diferentes áreas misionales de la Entidad.
2. Presentar el informe correspondiente, con las observaciones, recomendaciones y validaciones necesarias al Líder del Subcomité.
En la etapa de seguimiento y control del proyecto:

1. Verificar que en la ejecución del proyecto se cumplan los requisitos de orden legal definidos en los términos de referencia y demás documentos precontractuales y contractuales de la Licitación Pública Internacional No. 11 de 2006, presentando los informes respectivos ante el Líder del Subcomité.

2. Verificar que la documentación suministrada por el contratista encargado de la ejecución del diseño, desarrollo e implantación del Sistema de Información Misional de la PGN, esté acorde con los requerimientos de orden legal definidos, presentando los informes respectivos ante el Líder del Subcomité.

3. Presentar al Líder del Subcomité informes periódicos del estado y avance de las actividades a su cargo, conforme se defina en la fase de planeación del proyecto.
3.3 SUBCOMITÉ DE APOYO TÉCNICO. El Subcomité de Apoyo Técnico cumplirá, para cada etapa de desarrollo del Proyecto, con las siguientes funciones:
En la etapa de ejecución del proyecto:

a. Ejecutar todas las actividades de orden técnico orientadas a facilitar y orientar el desarrollo técnico del proyecto, entre las que se encuentran:

1. Hacer seguimiento al proceso de migración de datos velando por su calidad.

2. Realizar la homologación de tablas de datos (sistema anterior vs. sistema nuevo).

3. Hacer seguimiento y acompañar el proceso de realización de pruebas transitorias de funcionalidad, facilidad, calidad y desempeño en conjunto con el Subcomité de usuarios finales.

4. Analizar las solicitudes de los usuarios y proponer alternativas de solución a los problemas técnicos o nuevos requerimientos planteados.

5. Evaluar las alternativas dadas por el Contratista encargado del diseño, desarrollo e implantación del SIM en situaciones eventuales de decisión técnica y recomendar la que mejor se ajuste a las necesidades de la Entidad. 

En la etapa de seguimiento y control del proyecto:

1. Informar oportunamente al Líder del Subcomité el nivel de cumplimiento de las políticas de seguridad informática definidas en la PGN. 

2. Realizar las correspondientes pruebas de desempeño al sistema de información contratado que permitan asegurar el cumplimiento del acuerdo de niveles de servicio.

3. Validar la documentación técnica suministrada por el Contratista encargado del diseño, desarrollo e implantación del SIM. 

4. Verificar la estricta aplicación de los estándares y metodologías de desarrollo de software acordadas.

5. Verificar que las aplicaciones de software actuales se vean reflejadas o reemplazadas por mejores prácticas y de manera integral en el nuevo Sistema de Información Misional.

6. Informar al Líder del Subcomité el estado de cumplimiento de los requerimientos técnicos definidos en los términos de referencia y demás documentos contractuales.

7. Presentar al Líder del Subcomité, los informes acordados en la etapa de planeación, con la periodicidad ordinaria definida o cuando les sea solicitado.

3.4 SUBCOMITÉ DE USUARIOS. El Subcomité de Usuarios tendrá a su cargo, para cada una de las etapas del Proyecto, el cumplimiento de las siguientes funciones:

En la etapa de ejecución del proyecto:

1. Ejecutar todas las actividades de orden funcional orientadas al cumplimiento del proyecto, entre las que se encuentran:

a. Hacer seguimiento al proceso de migración de datos velando por su calidad. 

b. Realizar la homologación de datos (sistema anterior vs. sistema nuevo). 

c. Hacer seguimiento y acompañar el proceso de realización de pruebas transitorias de funcionalidad, facilidad, calidad y desempeño.

En la etapa de seguimiento y control del proyecto:

1. Realizar las correspondientes pruebas de funcionalidad, facilidad y calidad al Sistema de Información Misional, verificando el cumplimiento de las especificaciones técnicas definidas previamente por la Entidad.

2. Verificar que la documentación funcional del Sistema de Información Misional suministrada por el Contratista que ejecute el contrato de diseño, desarrollo e implantación del mismo, esté actualizada y ajustada a las observaciones presentadas por la Entidad a lo largo de las pruebas.

3. Verificar que la funcionalidad de los sub-sistemas de Información actuales se vea reflejada o reemplazada por iguales o mejores prácticas en el nuevo Sistema de Información Misional.

4. Informar al Líder del Subcomité de Usuarios el estado de cumplimiento de los requerimientos de carácter funcional definidos por la Entidad en los términos de referencia y demás documentos contractuales de la Licitación Pública Internacional No. 11 de 2006. 

5. Presentar al Líder de Usuarios los informes acordados en la etapa de planeación, con la periodicidad ordinaria definida o cuando les sea solicitado.

E. DEL ASESOR DE CALIDAD: El Procurador General de la Nación designará un funcionario que desempeñará el rol de Asesor de Calidad del Proyecto, quien deberá asesorar a la Gerencia del Proyecto en el aseguramiento de la consistencia de la aplicación de metodologías, técnicas y herramientas de gestión orientadas al cumplimiento exitoso del mismo, bajo el principio de efectividad.

Para cada etapa de desarrollo del proyecto, el Asesor de Calidad tendrá a su cargo el cumplimiento de las siguientes funciones:

En la etapa de planeación del proyecto:

1. Verificar que el plan de calidad diseñado por el Contratista encargado del diseño, desarrollo e implantación del SIM, cuente con la integración de normas y estándares que aseguren a la Entidad la obtención oportuna e integral del producto, comunicando a la Gerencia del Proyecto las observaciones respectivas.

2. Analizar el plan de gestión de riesgos definido por el Contratista encargado del diseño, desarrollo e implantación del SIM y hacer las observaciones que estime necesarias a la Gerencia del Proyecto.

3. Identificar riesgos que no hayan sido contemplados por el citado Contratista y comunicarlos a la Gerencia del Proyecto

4. Hacer el análisis cualitativo de riesgos, estableciendo la prioridad de las acciones preventivas a ejecutar, evaluando y combinando su probabilidad de ocurrencia e impacto y comunicando oportunamente a la Gerencia del Proyecto los resultados de su gestión en esta materia.

5. Hacer al análisis cuantitativo de riesgos en donde se examine numéricamente el efecto de los mismos en el cumplimiento de cada uno de los objetivos generales del proyecto e informar el resultado a la Gerencia del Proyecto.

6. Verificar que el plan de respuesta o mitigación de riesgos incluya el desarrollo de opciones y acciones necesarias para mejorar las oportunidades y reducir las amenazas a los objetivos del proyecto y presentar a la gerencia del mismo las recomendaciones respectivas.

En la etapa de seguimiento y control del proyecto:

1. Coordinar el control integrado de cambios a los productos entregables dentro del contrato de diseño, desarrollo e implantación del SIM, verificando todas las solicitudes de modificación y ajuste antes de la revisión por parte de la Gerencia del Proyecto. 

2. Llevar a cabo el control de calidad sobre la integralidad del proyecto, revisando los resultados específicos del mismo para determinar si cumplen o no con las normas de calidad relevantes e implementar las acciones necesarias para eliminar las causas de rendimiento insatisfactorio.

3. Realizar el seguimiento y control a los riesgos residuales, identificando nuevos riesgos, ejecutando los planes de respuesta y evaluando su efectividad a lo largo del ciclo de vida del proyecto.

F. DEL RESPONSABLE OPERATIVO. El Procurador General de la Nación designará un funcionario del nivel territorial como responsable de la ejecución de las pruebas integrales de funcionalidad de todos los subsistemas del SIM, validando el acceso y los tiempos de respuesta desde una sede distinta al nivel central.

ARTÍCULO SEXTO.- DEL PROCEDIMIENTO PARA LA DESIGNACIÓN DE LOS MIEMBROS DEL COMITÉ. La designación de los miembros del Comité que no se efectúe directamente en la presente Resolución, se llevará a cabo por parte del Procurador General de la Nación, y se comunicará por escrito a los responsables, a quienes además se les remitirá copia del presente acto administrativo. 

Cuando los funcionarios designados como miembros del Comité se separen del cargo o de sus funciones o se retiren de la Entidad, deberán entregar un informe al Gerente del Proyecto en el que relacionen los asuntos pendientes de trámite y el estado general de su gestión, de ser posible, deberán efectuar el empalme respectivo con quien se designe en su reemplazo.

ARTÍCULO SÉPTIMO.- DEL CONTRATO POR MEDIO DEL CUAL SE EJECUTARÁ DISEÑO, DESARROLLO E IMPLANTACIÓN DEL SISTEMA DE INFORMACIÓN MISIONAL. La Supervisión del Contrato del Sistema de Información Misional – SIM estará a cargo del funcionario designado para el efecto por los Miembros de la Junta de Licitaciones de la Entidad, quien deberá dar cumplimiento a lo establecido en las Resoluciones 340 de 2001 y 382 de 2005 y en el manual de organización y funciones de los supervisores de contratos del Programa PGN – BID. Su gestión será autónoma pero deberá ser coordinada con la gestión de los miembros el CASIM, que le brindarán apoyo, asesoría y orientación y otorgarán su visto bueno en los asuntos sometidos a su revisión, verificación, asesoría acompañamiento. No obstante lo anterior, cuando el Supervisor decida apartarse de las decisiones, conceptos, recomendaciones e instrucciones impartidas por el CASIM, deberá motivar su determinación y verificar que con la misma se cumpla los objetivos, procedimientos y políticas del Proyecto y se satisfagan las necesidades de la Entidad.
ARTÍCULO OCTAVO.- DE LA OFICINA DE CONTROL INTERNO. En cumplimiento de las funciones legales establecidas en la Ley 87 de 1993, en el Decreto 1599 de 2005 y en el artículo 13 del Decreto 262 de 2000, la Oficina de Control Interno de la PGN, llevará a cabo la auditoría independiente sobre el diseño, desarrollo, implantación, operatividad y funcionalidad del SIM en la Entidad, de acuerdo con las etapas del proyecto, presentando oportunamente los informes a que haya lugar. Igualmente deberá llevar a cabo la auditoría independiente sobre el funcionamiento y gestión del CASIM, de conformidad con las funciones y responsabilidades plasmadas en la presente Resolución.

ARTÍCULO NOVENO.- DE LA PARTICIPACIÓN DE LA GERENCIA DEL PROGRAMA PGN – BID. La Gerencia del Programa de Modernización de la Procuraduría General de la Nación, a nombre del Banco Interamericano de Desarrollo, dentro de los términos del contrato de préstamo suscrito, ejercerá una inspección general sobre la ejecución del Proyecto y para tales efectos podrá solicitar información relativa a los procedimientos y trámites necesarios para asegurar el desarrollo del mismo, de acuerdo con lo dispuesto en el Anexo A del Contrato No. 1459 – OC/CO.

ARTÍCULO DÉCIMO.- MATRIZ DE ACTIVIDADES. Sin perjuicio del cumplimiento de las funciones asignadas en la presente Resolución, los integrantes del CASIM deberán observar, en el desarrollo del Proyecto, la Matriz de Actividades que les será entregada por la Gerencia del mismo, al inicio de su ejecución, con el fin de mantener la coherencia, homogeneidad y armonía en todos los niveles de gestión.

ARTÍCULO DECIMOPRIMERO.- VIGENCIA: La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Dada en Bogotá D. C., a los 20 OCT. 2006 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

DIRECTIVA N.° 06

(Junio 1 de 2006)

"Por medio de la cual se toman medidas para el recibo y trámite oportuno de las peticiones y recursos que las autoridades por cualquier motivo no reciban" 

El Procurador General de la Nación, en cumplimiento de las funciones asignadas por el numeral 7º del artículo 7º del Decreto 262 de 2000 y en desarrollo de la función establecida para el Ministerio Público en el artículo 75 del Decreto 01 de 1984, con el propósito de velar por el recibo y trámite oportuno de las peticiones y recursos que las autoridades por cualquier motivo no reciban. 

RESUELVE:

Primero: La competencia para recibir los documentos y recursos que por cualquier motivo las autoridades competentes no reciban, es exclusiva de las personerías municipales y distritales. En consecuencia, corresponde a las mencionadas entidades disponer lo necesario para que tales documentos, con la correspondiente constancia de recibo, se hagan llegar a la autoridad competente. Por ningún motivo las personerías pueden abstenerse de recibir los documentos que los ciudadanos presenten en ejercicio del derecho que consagra el artículo 75, numeral 3 del Decreto 01 de 1984. 

Segundo: Cualquier petición o recurso que los ciudadanos en aplicación del numeral 3 del artículo 75 del Decreto 01 de 1984 hubieren radicado en la Procuraduría General de la Nación a la fecha de esta directiva, en especial alegando el cese de funciones de la rama judicial, deberá identificarse por el Grupo de Correspondencia de la División de Registro y Control y Correspondencia o por las Secretarías de las diferentes dependencias del nivel territorial de esta Entidad. Una vez termine el cese de actividades, los documentos deberán ser enviados al Despacho correspondiente, haciendo claridad sobre el motivo de la remisión y la fecha en que fueron recibidos en la Procuraduría General de la Nación. 

En consecuencia, las distintas dependencias de la Procuraduría General de la Nación a partir de la fecha no están facultadas para recibir tales documentos, pero deberán orientar a la ciudadanía sobre el trámite a seguir. 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

8. Distribuir las funciones y competencias atribuidas en la Constitución o la ley a la Procuraduría General de la Nación, entre las distintas dependencias y servidores de la entidad, atendiendo criterio de especialidad, jerarquía y las calidades de las personas investigadas, cada vez que por necesidades del servicio se requiera. 

DIRECTIVA N.° 15

Bogotá D.C., septiembre seis (6) de dos mil siete (2007). 

De: 
Procurador General de la Nación 

Para: 
Procuradores Delegados con funciones disciplinarias.

Director Nacional de Investigaciones Especiales. 

Procuradores Regionales, Distritales y Provinciales.

Todo operador jurídico con funciones disciplinarias. 

El Procurador General de la Nación en ejercicio de sus atribuciones Constitucionales y legales y, 

l. CONSIDERANDO:

1.1. Que de conformidad con lo establecido en el Decreto 262 de 2002, al Procurador General de la Nación como supremo director del Ministerio Público, le corresponde expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarias para orientar, dirigir y señalar las directrices o pautas generales que deben observarse para el funcionamiento de la institución y para el cumplimiento de las funciones que le atribuye la Constitución y la ley. 

1.2. Que el legislador extraordinario en aplicación de la cláusula general de competencia, expidió el Decreto 262 de 2000, a fin de determinar, entre otros aspectos, el régimen de competencias interno de la Procuraduría General de la Nación. En el numeral 8 del artículo 7 Ibídem, se asignó al Procurador General de la Nación la función de distribuir las funciones y competencias atribuidas en la Constitución y la ley a la Procuraduría General de la Nación, entre las distintas dependencias y servidores de la entidad, atendiendo, entre otros criterios, la especialidad, jerarquía y las calidades de las personas investigadas. Dicho mandato fue desarrollado por este Despacho mediante Resolución Nro. 017 del 4 de marzo de 2000. 

1.3. Que el numeral 4 del artículo 75 y 2 del artículo 76 del Decreto 262 de 2000, faculta a los titulares de las Procuradurías Regionales y Provinciales, dentro de su circunscripción territorial, para adelantar las actuaciones disciplinarias que correspondan, así sean de competencia de los procuradores delegados, hasta antes de la apertura de investigación disciplinaria. 

1.4. Que con fundamento en el artículo 143, numeral 1 de la Ley 734 de 2002 y las sentencias C-181 y C-1076 de 2002, no existe nulidad por falta de competencia, cuando un funcionario distinto a aquel que debe fallar el proceso, adelanta una investigación que por competencia le correspondería fallar a otra dependencia de la Procuraduría General de la Nación, en razón a que las etapas de instrucción en el proceso disciplinario y las actuaciones que se surtan en ellas, no determinan el resultado final del proceso, ni afectan las garantías implícitas del debido proceso del investigado. En ese orden, todas las dependencias de la Procuraduría General de la Nación con funciones disciplinarias, se encuentran habilitadas, para iniciar la actuación y continuarla hasta antes de dictar fallo de primera instancia, pues tal y como lo afirmó la Corte Constitucional en las referidas sentencias, la función disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación es unitaria, pese a que el legislador distribuyó la actuación disciplinaria en cabeza de distintos funcionarios que componen o integran la Procuraduría, no existe razón para que se decrete la nulidad de aquellas actuaciones surtidas por funcionario distinto al que debe fallar. El archivo por tratarse de una disposición que pone fin al proceso, también debe ser adoptado por el competente para fallar. 

1.5. Que en aplicación de los principios constitucionales de celeridad, economía procesal, inmediación, eficacia y eficiencia que deben primar en las actuaciones judiciales y administrativas, le corresponde al funcionario con funciones disciplinarias que recibe una queja, asegurar y recaudar de manera efectiva e inmediata, el mayor número de pruebas posibles tendientes a determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos denunciados y la responsabilidad de los servidores públicos implicados, o las circunstancias que tiendan a demostrar su inexistencia o los eximan de responsabilidad, tal y como lo señala el artículo 129 de la Ley 734 de 2002. Investigación que en los términos de la jurisprudencia constitucional y de los organismos internacionales, no debe ser un simple formalismo llamado al fracaso, sino por el contrario, debe ser seria y objetiva para establecer la verdad de los hechos denunciados y la participación o no de servidores públicos. 

1.6. Que cuando ante una autoridad disciplinaria se ponga en conocimiento un hecho irregular que pueda configurarse como una conducta o comportamiento violatorio de los Derechos Humanos o del Derecho Internacional Humanitario, previsto como falta en el Código Único Disciplinario, la dependencia con funciones disciplinarias que primero conoció del hecho, ante la existencia de duda frente a la naturaleza de la falta y su adecuación típica en la ley disciplinaria, debe adelantar las actuaciones necesarias para cumplir por lo menos, con los fines de las etapas instructivas del proceso disciplinario, así la actuación sea de competencia de otra dependencia y, luego sí, de manera integral y con algún grado de certeza proceder a evaluarla para determinar si de conformidad con los factores de competencia establecidos en la ley, es procedente remitirla a otra dependencia con funciones disciplinarias o si por el contrario debe continuar conociendo de ella. En ejercicio de esta función los Procuradores Regionales y Provinciales deberán dar aviso al Procurador Delegado competente a más tardar el día hábil siguiente, de conformidad a lo estipulado en los artículos 75 y 76, numeral 4 y 2 respectivamente del Decreto 262 de 2000. 

En virtud de lo anterior, el Procurador General de la Nación, en uso de sus atribuciones Constitucionales y legales, 

DISPONE:
Primero. Sin perjuicio del cumplimiento de la política de descongestión y agilización de procesos adoptada por la Procuraduría General de la Nación, las dependencias y servidores públicos que tengan bajo su responsabilidad el ejercicio de competencias en materia disciplinaria, antes de entrar a determinar la remisión de asuntos puestos en su conocimiento, en especial si se trata de hechos relacionados con violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al Derecho internacional Humanitario, deberán adelantar, como mínimo, todas las actuaciones que sean necesarias para el cumplimiento de los fines de las etapas instructivas del proceso disciplinario, así sean asuntos que por competencia correspondería fallar a otra dependencia.

Segundo. En los casos relacionados con violaciones a los Derecho Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, siempre que se ejerza el control preferente disciplinaría y/o se solicite la revocatoria directa de una decisión que haya puesto fin al proceso disciplinario la dependencia de la Procuraduría General de la Nación que solicite la aplicación de dichas figuras, antes de remitir la actuación a otra dependencia, deberá practicar todas las demás pruebas que haya decretado en etapa de indagación preliminar y/o investigación disciplinaria. 

Tercero. De la iniciación de estas investigaciones se dará aviso al procurador delegado competente, a más tardar el día siguiente hábil, para que, si lo estima conveniente, asuma directamente su conocimiento. 

Cuarto. INSÉRTESE la presente decisión en la página WEB de la entidad y remítase a todos los operadores jurídicos del Derecho Disciplinario. 

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 089

(10 ABRIL 2007)

"Por la cual se asignan competencias a las Procuradurías Provinciales y Distritales y se adiciona la Resolución 018 de 2000"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en los numerales 7, 8 y en el parágrafo del artículo 7 del Decreto 262 de 2000,

CONSIDERANDO:

Que conforme a lo dispuesto en el numeral 7, del artículo 7 del Decreto 262 de 2000, el Procurador General de la Nación debe expedir los actos administrativos que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad. 

Que el numeral 8 de la norma en cita, lo autoriza a distribuir las competencias de la Procuraduría entre las distintas dependencias y funcionarios de ésta y el parágrafo de la misma disposición lo faculta para asignar, distribuir o delegar las funciones asignadas por el artículo 277 de la Constitución Política y las demás atribuidas por el legislador, en las distintas dependencias o funcionarios de la entidad. 

Que revisado el Decreto 262 de 2000, no se encuentra entre las funciones de las dependencias que tienen atribuciones disciplinarias, la de investigar a los soldados regulares, profesionales o bachilleres, ni a los auxiliares bachilleres de la Policía Nacional. 

Que la Ley 48 de 1993, señaló que el servicio militar obligatorio se puede prestar como soldado regular, como soldado bachiller, como soldado campesino y como policía auxiliar bachiller, personas éstas que por la naturaleza de la función pública que desarrollan tienen una relación especial de sujeción con el Estado y como tal sujetos de la potestad disciplinaria del Estado como integrantes de la Fuerza Pública. 

Que según lo previsto en el artículo 1 de la Ley 180 de 1995, que modificó la Ley 62 de 1993, normas relativas a la Policía Nacional, dicha institución está integrada por oficiales, personal del nivel ejecutivo, suboficiales, agentes, alumnos y por quienes prestan el servicio militar obligatorio en la institución, y que como tal, todos quedan sujetos a las normas de carrera y disciplina que establezca el legislador. 

Que se hace necesario llenar el vacío legal que existe en relación con la competencia al interior de la Procuraduría General de la Nación para adelantar las investigaciones que se deben seguir contra el personal antes mencionado y asignar dicha función a algunas de las dependencias de la entidad, teniendo en cuenta la categoría y rango que dichos servidores ostentan dentro de la Fuerza Pública. 

En consecuencia, el Procurador General de la Nación, 

RESUELVE

PRIMERO: Asigna a las Procuradurías Distritales y Provinciales, la competencia para conocer en primera instancia las investigaciones que se adelanten contra los soldados regulares, profesionales o bachilleres de las fuerzas militares y auxiliares bachilleres de la Policía Nacional, que desarrollen funciones en su jurisdicción. 

Cuando la conducta sea constitutiva de graves violaciones a los Derechos Humanos o al Derecho Internacional Humanitario, estas dependencias adelantarán la correspondiente indagación e investigación si es del caso. Una vez culminada estas etapas, remitirán el expediente a la Procuraduría Delegada Disciplinaria para los Derechos Humanos, única dependencia competente para archivar y fallar dichos asuntos.

Parágrafo: En los lugares en donde no existan procuradurías provinciales o distritales, se aplicará la regla de competencia para las procuradurías Regionales establecida en el artículo 75, numeral 2 del Decreto 262 de 2000.

SEGUNDO: La segunda instancia en los procesos a los que se refiere este acto administrativo, se adelantará conforme a la competencia dispuesta en el Decreto 262 de 2000 y distribuida por la Resolución 018 de 2000.

Parágrafo: En los casos en los que las Procuradurías Regionales asuman la primera instancia del proceso, conforme a lo dispuesto en el parágrafo del artículo primero, la segunda instancia será competencia de las Procuradurías Delegadas para la Policía Nacional o para las Fuerzas Militares, según la condición del sujeto comprometido y la institución en la que preste el servicio, en los términos de la Resolución 017 de 2000.

TERCERO: Los procesos en curso deberán remitirse, en el estado en que se encuentren, a los funcionarios competentes designados en esta Resolución, para que continúen el trámite correspondiente y adopten las decisiones pertinentes.

CUARTO: La presente resolución rige a partir de su publicación. 

PUBLÍQUESE, INSÉRTESE EN EL DIARIO OFICIAL Y CÚMPLASE.

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 273

(2 OCT. 2006)

Por la cual se fija la competencia territorial de los Procuradores Judiciales Agrarios y Ambientales, se deroga la Resolución 364 del 11 de octubre de 2000 y se modifica la Resolución 199 del 13 de junio de 2000 

El PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN, 

en cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales, en especial de la establecida en el artículo 277 de la Constitución Política y las previstas en los numerales 7, 8, 38, 39, 40 Y en el parágrafo único del artículo 7° del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, 

CONSIDERANDO: 

Que el Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes, ejerce las funciones señaladas en el artículo 277 de la Constitución Política de conformidad con el inciso primero del parágrafo único del artículo 7° del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000; 
Que el Procurador General de la Nación tiene la facultad para expedir los actos administrativos que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley, conforme a lo dispuesto por el numeral 7 del artículo 7° del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000; 
Que de conformidad con el numeral 8 del artículo 7° del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, es función del Procurador General de la Nación distribuir las funciones y competencias atribuidas en la Constitución o la ley a la Procuraduría General de la Nación, entre las distintas dependencias y servidores de la entidad, atendiendo criterios de especialidad, jerarquía y las calidades de las personas investigadas, cada vez que por las necesidades del servicio se requiera; 
Que conforme al numeral 38 del artículo 7° del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, el Procurador General de la Nación está facultado para organizar las dependencias de la entidad para su adecuado funcionamiento y denominarlas, de acuerdo con las necesidades del servicio; 
Que conforme al numeral 39 del artículo 7° del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, es función del Procurador General de la Nación distribuir y reubicar los empleos de la planta de personal globalizada, entre las distintas dependencias de la Procuraduría. 
Que conforme al numeral 40 del artículo 7° del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, compete al Procurador General de la Nación distribuir, fijar la sede y la circunscripción territorial de las diferentes dependencias y de cada uno de los empleos de la entidad de acuerdo con las necesidades del servicio. 
Que de conformidad con lo previsto en el parágrafo único del artículo 7 del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, las funciones y competencias que en dicho Decreto se atribuyen a las Procuradurías delegadas, territoriales y judiciales, se ejercerán por aquellas si el Procurador General resuelve asignarlas, distribuirlas o delegarlas en virtud de las facultades previstas en este artículo. Así mismo, establece que el Procurador General de la Nación puede asumirlas en cualquier momento o delegarlas en otros funcionarios o dependencias de la entidad. 
Que mediante Resolución 364 de 11 de octubre de 2000 se estableció la competencia territorial de los Procuradores Judiciales Agrarios. 
Que según Resolución 199 del 13 de junio de 2000 se organiza la planta de personal de la Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios. 
Que se hace necesario reorganizar la planta de procuradores judiciales con sede en Bogotá, San José del Guaviare, Santander, Boyacá, Caquetá, Meta y Huila, para lo cual se requiere ubicar y redistribuir los despachos de los procuradores judiciales agrarios localizados en estas Entidades Territoriales. 
Que con el fin de garantizar el funcionamiento de la Entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley se hace necesario delegar funciones y competencias del Procurador General de la Nación y distribuir y asignar competencias de la Procuraduría General de la Nación. 
Que en mérito de lo expuesto se 
RESUELVE:

Artículo 1°. Reubicar la sede de los siguientes Procuradores Judiciales Agrarios y Ambientales, así: 

	Cargo
	Código
	Judicial
	Sede anterior
	Nueva Sede

	Procurador Judicial 
	3-PJ-EC
	26
	Barrancabermeja 
	Bucaramanga

	Procurador Judicial
	3-PJ-EC
	22
	San José del Guaviare
	Bogotá

	Procurador Judicial
	3-PJ-EC
	02
	Arauca
	Tunja

	Procurador Judicial
	3-PJ-EC
	06
	Florencia
	Villavicencio


Artículo 2°. Fijar la sede habitual de trabajo de los Procuradores Judiciales Agrarios y Ambientales en las siguientes ciudades: Barranquilla, Bogotá, Bucaramanga, Cartagena de Indias, Ibagué, Manizales, Medellín, Montería, Neiva, Popayán, Quibdó, Riohacha, San Juan de Pasto, San José de Cúcuta, Santiago de Cali, San Andrés, Santa Marta, Sincelejo, Tunja, Valledupar, Villavicencio y Yopal. 

Artículo 3°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Barranquilla, comprende el Distrito Industrial y Portuario de Barranquilla y los municipios que conforman la división político administrativa del Departamento del Atlántico. 

Artículo 4°. La competencia territorial de los Procuradores Judiciales Agrarios y Ambientales con sede en la ciudad de Bogotá, D.C., comprende el Distrito Capital de Bogotá y los municipios de la división político administrativa del departamento Cundinamarca, con excepción de los municipios de Guayabetal, Medina, Paratebueno y Puerto Salgar. 

También comprende los municipios de la división político administrativa del departamento del Amazonas. 

Artículo 5°. La competencia territorial de los Procuradores Judiciales Agrarios y Ambientales con sede en la ciudad de Bucaramanga comprende la división político administrativa del departamento de Santander y los municipios de Cáchira y La Esperanza, que corresponden a la división político administrativa del departamento de Norte de Santander y los municipios de Morales, Santa Rosa del Sur, Simití, San Pablo y Cantagallo que corresponden a la división político administrativa del departamento de Bolívar. 

También les corresponde los municipios de Puerto Berrio y Yondó que forman parte de la división político administrativa del departamento de Antioquia. 

Artículo 6°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Cartagena de Indias, comprende al Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias y los municipios que conforman la división político administrativa del departamento de Bolívar con excepción de los municipios de Morales, Santa Rosa del Sur, Simití, San Pablo y Cantagallo. 

Artículo 7°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Ibagué, comprende los municipios que corresponden a la división político administrativa del departamento de Tolima. 

Artículo 8°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Manizales, comprende los municipios que corresponden a la división política de los departamentos de Caldas, Quindío y Risaralda. 

También la conforman el municipio de Puerto Salgar que corresponde a la división político administrativa del departamento de Cundinamarca. 

Artículo 9°. La competencia territorial de los Procuradores Judiciales Agrarios y Ambientales con sede en la ciudad de Medellín, comprende la división político administrativa del departamento de Antioquia, excepto los municipios de Puerto Berrio y Yondó, que se asignan a los Procuradores Judiciales Agrarios y Ambientales con sede en Bucaramanga. 

También corresponde a la competencia de los Procuradores con sede en Medellín, los municipios de Acandí, Riosucio y Ungía del departamento de Chocó. 

Artículo 10°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Montería, comprende los municipios que corresponden a la división político administrativa del departamento de Córdoba. 

Artículo 11°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Neiva, comprende los municipios de la división político administrativa de los departamentos de Huila y Caquetá. 

Artículo 12°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Popayán, comprende los municipios de la división político administrativa del departamento del Cauca. 

Articulo 13°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Quibdó, comprende los municipios de la división político administrativa del departamento de Chocó con excepción de los municipios de Acandí, Riosucio, San José del Palmar y Ungía. 

Artículo 14°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Riohacha, comprende los municipios de la división político administrativa del departamento de La Guajira. 

Artículo 15°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de San Juan de Pasto, comprende los municipios de la división político administrativa de los departamentos de Nariño y Putumayo. 

Artículo 16°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de San José de Cúcuta, comprende los municipios que corresponden a la división político administrativa del departamento de Norte de Santander con excepción de los Municipios de Cáchira y La Esperanza, que corresponden a los Procuradores con sede en Bucaramanga. 

También la conforman los municipios de González y Río de Oro, que corresponden a la división político administrativa del departamento del Cesar. 

Artículo 17°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Santiago de Cali comprende los municipios que corresponden a la división político administrativa del departamento del Valle del Cauca y el municipio de San José del Palmar del departamento del Chocó. 

Artículo 18°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de San Andrés Islas, comprende la división político administrativa del Departamento Archipiélago de San Andrés, Santa Catalina y Providencia. 

Artículo 19°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Santa Marta, comprende el Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta y los municipios de la división político administrativa del departamento de Magdalena. 

Artículo 20°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Sincelejo, comprende los municipios de la división político administrativa del departamento de Sucre. 

Artículo 21°. La competencia territorial de los Procuradores Judiciales Agrarios y Ambientales con sede en la ciudad de Tunja, comprende los municipios de la división político administrativa de los departamentos Arauca y Boyacá. 

También la conforman, los municipios de Capitanejo, Guacamayo, Maracavita y San Benito, que corresponden a la división político administrativa del departamento de Santander. 

Artículo 22°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Valledupar, comprende los municipios de la división político administrativa del departamento de Cesar, con excepción de los municipios de Río de Oro y González. 

Artículo 23°. La competencia territorial de los Procuradores Judiciales Agrarios y Ambientales con sede en la ciudad de Villavicencio, comprende los municipios de la división político administrativa de los departamentos del Meta, Guainía, Guaviare, Vaupés y Vichada. 

También la conforman, los municipios de Guayabetal, Medina y Paratebueno que corresponden a la división político administrativa del departamento de Cundinamarca. 

Artículo 24°. La competencia territorial del Procurador Judicial Agrario y Ambiental con sede en la ciudad de Yopal, comprende los municipios de la división político administrativa del departamento de Casanare. 

Artículo 25°. El Procurador Delegado para Asuntos Ambientales y Agrarios en ejercicio de sus funciones de coordinación distribuirá a través de acto administrativo la jurisdicción para cada uno de los Procuradores Judiciales Agrarios y Ambientales con sede en las ciudades capitales de los departamentos de Antioquia, Boyacá, Cundinamarca, Meta y Santander. 

Artículo 26°, Por Secretaría General de la Procuraduría General de la Nación, efectúense los trámites administrativos necesarios para la adecuación de las nuevas sedes laborales en los aspectos referentes a ubicación y dotación de oficina, pago de nómina, entrega de las sedes y los demás que sean pertinentes, en un término no mayor a un mes, contado a partir de la expedición de la presente Resolución. 

Artículo 27° Esta Resolución rige a partir de la fecha de su expedición, deroga la Resolución 364 del 11 de octubre de 2000 y modifica la Resolución 199 de 13 de junio de 2000 y las demás normas que le sean contrarias. 

PUBLÍQUESE y CÚMPLASE.

Dada en Bogotá, D. C., a 2 OCTUBRE 2006 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 305 

(11 SEP 2002)
Por la cual se modifica el artículo 19, inciso 8 de la Resolución 017 del 4 de marzo del año 2000, sobre la competencia de la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial.
EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en los numerales 8o. y 38o. y en el parágrafo único del articulo 7o. del Decreto 262 del 22 de febrero del año 2000,
Que de conformidad con lo dispuesto en el articulo 277 numeral 6° de la Constitución Política, le corresponde al Procurador General de la Nación, por si o por medio de sus delegados y agentes " ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley”
Que la ley 522 de 1999, Código Penal Militar, entro a regir a partir del 13 de agosto del año 2000, con posterioridad a la vigencia del decreto 262 del año 2000.
Que la ley 522 de 1999 en su articulo 260 creó los Fiscales Penales Militares, que ejercen sus funciones ante el Tribunal Superior Militar y los Juzgados de conocimiento de la Justicia Penal Militar.
Que la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial, con fundamento en la Resolución 017 del 4 de marzo del año 2000, articulo 19, inciso 8 ejerce la competencia para adelantar, en primera instancia, los procesos disciplinarios en contra de los Magistrados del Tribunal Superior Militar y de los jueces de conocimiento de la Justicia Penal Militar y demás funcionarios judiciales de la misma jerarquía que cree la ley.
Que los Fiscales Penales Militares son funcionarios judiciales de la misma jerarquía de los Magistrados y Jueces ante los cuales actúan, motivo por el que se hace necesario determinar el funcionario de la Procuraduría General de la Nación que es el competente para vigilar y controlar disciplinariamente sus actuaciones.

Que por razones funcionales y organizativas tal competencia debe asignarse a la misma Procuraduría Delegada que actualmente examina las actuaciones de Magistrados y Jueces de la Justicia Penal Militar que lo es la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial.
Que por tal razón se hace necesario modificar el artículo 19, inciso 8, de la Resolución 017 del 4 de marzo de 2000, adicionando a dicha Delegada la competencia para examinar las actuaciones de los Fiscales Penales Militares.
RESUELVE

ARTICULO PRIMERO. Modificar el articulo 19, inciso 8, de la Resolución 017 del 4 de marzo de 2000, relacionado con la competencia de la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial, en el entendido de que, a partir de la fecha de esta Resolución, a esta compete conocer, en primera instancia de los procesos disciplinarios, que deban adelantarse contra los Fiscales Penales Militares a que hace referencia el articulo 260 de la ley 522 de 1999.
ARTICULO SEGUNDO. La presente Resolución rige a partir de su expedición.
11 DE SEPTIEMBRE DE 2002
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación
RESOLUCIÓN N.° 227

(14 DE AGOSTO DE 2001)

Por la cual se modifica el artículo 19, inciso 10o. de la Resolución 017 del 4 de marzo de 2000 sobre la competencia de la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y Policía Judicial. 

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,
en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en los numerales 8o. y 38o. y en el parágrafo único del artículo 7o. del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, 
CONSIDERANDO:
Que el Decreto 2550 del 12 de diciembre de 1998, anterior Código Penal Militar, en su artículo 358, catalogaba los auditores de guerra en superior, principal y auxiliar; 
Que el Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, por medio del cual se estableció el régimen interno de competencias de la Procuraduría General de la Nación, asignó a las procuradurías delegadas el conocimiento de asuntos relacionados con los auditores superiores y principales de guerra, artículo 25, numeral 10., literal i); a las procuradurías distritales y provinciales, los disciplinarios contra los auditores principales y auxiliares de guerra, en primera instancia, si la competencia no estaba asignada a otra dependencia de la Procuraduría, artículo 76, numeral 10., literal e), y a las procuradurías regionales, los procesos disciplinarios, en primera instancia, cuya competencia corresponda a las procuradurías distritales o provinciales, en las circunscripciones territoriales en donde éstas no existan, artículo 75, numeral 20; 
Que con fundamento en la clasificación antes mencionada, el Procurador General de la Nación" a través de la Resolución 0 17 del 4 de marzo de 2000, artículo 19, inciso 10o., determinó que la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y Policía Judicial tendría la competencia para adelantar, en primera instancia, los procesos disciplinarios en contra de los auditores superiores y principales de guerra; 
Que la Ley 522 de 1999, por medio de la cual se expidió el Código Penal Militar y que entró en vigencia el 12 agosto de 2000, en su artículo 267, no hizo distinción alguna entre los auditores de guerra, como lo hacía el Decreto 2550 de 1998, calificándolos únicamente como auditores de guerra; 
Que la eliminación de tal clasificación hace necesario modificar el artículo 25, numeral 1o., literal i) del Decreto 262 de 2000, en el sentido según el cual la competencia para conocer de los procesos disciplinarios contra los auditores de guerra, en primera instancia, sin distingo alguno, corresponde a las procuradurías delegadas. En consecuencia, 
SE RESUELVE:
ARTÍCULO PRIMERO: MODIFICAR el artículo 19, inciso 10o. de la Resolución 017 del 4 de marzo de 2000, relacionado con la competencia de la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y Policía Judicial, en el entendido de que, a partir de la fecha de esta resolución, a ésta compete conocer de los procesos disciplinarios, en primera instancia, contra los auditores de guerra a que hace referencia el artículo 267 de la Ley 522 de 1999. 
PARÁGRAFO TRANSITORIO: Las actuaciones que se encuentren actualmente en trámite, en las que se haya proferido auto de cargos en las procuradurías distritales, provinciales y en las regionales, donde no existan distritales o provinciales, contra auditores de guerra antes denominados principales, superiores y auxiliares, continuarán su trámite, en primera instancia, en dichas dependencias. La segunda instancia se regirá por las reglas de competencia señaladas en el Decreto 262 de 2000. 
Las actuaciones disciplinarias que se encuentren en curso en las que no se haya proferido auto de cargos, así como las que deban iniciarse a partir de la fecha en contra de auditores de guerra, serán competencia, en primera instancia, de la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y Policía Judicial. 
ARTÍCULO SEGUNDO: La presente resolución rige a partir de su expedición. 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
EDGARDO MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación
RESOLUCIÓN N.° 017
(4 de marzo de 2000)

El Procurador General de la Nación (E.), en cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales, en especial de la establecida en el artículo 277 de la Constitución Política y las previstas en los numerales 7, 8 y 38 y en el parágrafo único del artículo 7º del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000,

CONSIDERANDO:

Que en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República en el numeral 4 del artículo primero de la Ley 573 de 2000 se expidió el Decreto número 262 del 22 de febrero de 2000 por el cual se modificó la estructura y organización de la Procuraduría General de la Nación y del Instituto de Estudios del Ministerio Público; el régimen de competencias interno de la Procuraduría General; se dictaron normas para su funcionamiento; se modificó el régimen de carrera de la Procuraduría General de la Nación, el de inhabilidades e incompatibilidades de sus servidores y se regularon las diversas situaciones administrativas a las que se encuentren sujetos;

Que el Procurador General de la Nación puede ejercer por sí las funciones señaladas en el artículo 277 de la Constitución Política, o delegarlas en cualquier servidor público o dependencia de la entidad de conformidad con el inciso primero del parágrafo único del artículo 7º del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000;

Que el Procurador General de la Nación puede expedir los actos administrativos que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley, de conformidad con la facultad prevista en el numeral 7 del artículo 7º del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000;

Que de conformidad con el numeral 8 del artículo 7º del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, es función del Procurador General de la Nación distribuir las funciones y competencias atribuidas en la Constitución o la ley a la Procuraduría General de la Nación, entre las distintas dependencias y servidores de la entidad, atendiendo criterios de especialidad, jerarquía y las calidades de las personas investigadas, cada vez que por las necesidades del servicio se requiera;

Que, igualmente, conforme al numeral 38 del artículo 7º del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, el Procurador General de la Nación está facultado para organizar las dependencias de la entidad para su adecuado funcionamiento y denominarlas, de acuerdo con las necesidades del servicio;

Que de conformidad con lo previsto en el parágrafo único del artículo 7 del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, las Procuradurías delegadas, territoriales y judiciales, ejercen las funciones y competencias que les sean asignadas, distribuidas y delegadas por el Procurador General de la Nación, pudiendo asumirlas en cualquier momento o delegarlas en otros funcionarios o dependencias de la entidad o comisiones especiales disciplinarias cuando lo considere necesario;

Que con el fin de desarrollar el objeto social de la Procuraduría General de la Nación se hace necesario denominar algunas dependencias de la entidad, delegar funciones y competencias del Procurador General de la Nación y distribuir y asignar competencias de la Procuraduría General de la Nación,

RESUELVE:

T I T U L O I

DENOMINACIÓN DE LAS PROCURADURÍAS DELEGADAS

Artículo 1º. Las competencias y funciones previstas en los artículos 23 al 36 del Decreto 262 de 2000, se delegan, distribuyen y asignan en las Procuradurías Delegadas que a continuación se denominan:

- Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública

- Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia

- Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles

- Procuraduría Delegada para Asuntos Laborales

- Procuraduría Delegada para la Descentralización y las Entidades Territoriales

- Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios

- Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos.

- Procuraduría Delegada para la Moralidad Pública

- Procuraduría Primera Delegada para la Vigilancia Administrativa

- Procuraduría Segunda Delegada para la Vigilancia Administrativa

- Procuraduría Primera Delegada para la Contratación Estatal

- Procuraduría Segunda Delegada para la Contratación Estatal

- Procuraduría Delegada para la Economía y la Hacienda Pública

- Procuraduría Delegada para la Policía Nacional

- Procuraduría Delegada para las Fuerzas Militares

- Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos

- Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial

- Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales

- Procuraduría Primera Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Segunda Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Tercera Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Cuarta Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Quinta Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Sexta Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Séptima Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Primera Delegada para la Casación Penal

- Procuraduría Segunda Delegada para la Casación Penal

- Procuraduría Tercera Delegada para la Casación Penal

- Procuraduría Cuarta Delegada para la Casación Penal

- Procuraduría Primera Delegada para la Investigación y Juzgamiento Penal

- Procuraduría Segunda Delegada para la Investigación y Juzgamiento Penal.

T I T U L O II

DELEGACIÓN DE FUNCIONES Y COMPETENCIAS

Artículo 2º. Delegación de las funciones y competencias preventivas y de control de gestión. Deléganse las competencias preventivas y de control de gestión establecidas en el artículo 24 del Decreto 262 de 2000 en las siguientes procuradurías delegadas:

- Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública

- Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia

- Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles

- Procuraduría. Delegada para Asuntos Laborales

- Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios

- Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos.

- Procuraduría Delegada para la Descentralización y las Entidades Territoriales

- Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales.

Artículo 3º. Delegación de funciones preventivas y de control de gestión en las procuradurías delegadas que ejercen funciones de intervención ante las autoridades judiciales. La función preventiva y de control de gestión establecida en el numeral 15 del artículo 24 del Decreto 262 de 2000 la ejercen, en el ámbito de competencia previsto en esta resolución para cada una de estas dependencias, las siguientes Procuradurías Delegadas:

- Procuraduría Primera Delegada para la Casación Penal

- Procuraduría Segunda Delegada para la Casación Penal

- Procuraduría Tercera Delegada para la Casación Penal

- Procuraduría Cuarta Delegada para la Casación Penal

- Procuraduría Primera Delegada para la Investigación y Juzgamiento Penal

- Procuraduría Segunda Delegada para la Investigación y Juzgamiento Penal

- Procuraduría Primera Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Segunda Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Tercera Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Cuarta Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Quinta Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Sexta Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Séptima Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles.

- Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos.

- Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios

- Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia

- Procuraduría Delegada para Asuntos Laborales.

Artículo 4º. Delegación de las funciones y competencias disciplinarias. Deléganse las competencias disciplinarias establecidas en el artículo 25 del Decreto 262 de 2000 en las siguientes Procuradurías Delegadas:

- Procuraduría Delegada para la Moralidad Pública

- Procuraduría Primera Delegada para la Vigilancia Administrativa

- Procuraduría Segunda Delegada para la Vigilancia Administrativa

- Procuraduría Primera Delegada para la Contratación Estatal

- Procuraduría Segunda Delegada para la Contratación Estatal

- Procuraduría Delegada para la Economía y la Hacienda Pública

- Procuraduría Delegada para la Policía Nacional

- Procuraduría Delegada para las Fuerzas Militares

- Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos

- Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial.

Artículo 5º. Delegación de las funciones y competencias de protección y defensa de los derechos humanos. Deléganse las competencias de protección y defensa de los derechos humanos establecidas en el artículo 26 del Decreto 262 de 2000 en las siguientes Procuradurías Delegadas:

- Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública

- Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia 

- Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles

- Procuraduría Delegada para Asuntos Laborales

- Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios

- Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos.

Artículo 6º. Delegación de las funciones y competencias de intervención ante las autoridades administrativas. Deléganse las funciones y competencias de intervención ante las autoridades administrativas establecidas en el artículo 27 del Decreto 262 de 2000 en las siguientes Procuradurías Delegadas:

- Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública 

- Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia

- Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles

- Procuraduría Delegada para Asuntos Laborales

- Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios

- Procuraduría Delegada para la Descentralización y las Entidades Territoriales

- Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos.

- Procuraduría Delegada para la Moralidad Pública.

Artículo 7º. Delegación de las funciones y competencias de intervención judicial en procesos penales. Deléganse las funciones y competencias de intervención judicial en procesos penales establecidas en los artículos 28 y 29 del Decreto 262 de 2000 en las siguientes Procuradurías Delegadas:

- Procuraduría Primera Delegada para la Casación Penal

- Procuraduría Segunda Delegada para la Casación Penal

- Procuraduría Tercera Delegada para la Casación Penal

- Procuraduría Cuarta Delegada para la Casación Penal

- Procuraduría Primera Delegada para la Investigación y Juzgamiento Penal 

- Procuraduría Segunda Delegada para la Investigación y Juzgamiento Penal.

Artículo 8º. Delegación de las funciones y competencias de intervención judicial en procesos contencioso administrativos. Deléganse las funciones y competencias de intervención judicial en procesos contencioso administrativos establecidas en los artículos 28 y 30 del Decreto 262 de 2000 en las siguientes Procuradurías Delegadas:

- Procuraduría Primera Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Segunda Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Tercera Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Cuarta Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Quinta Delegada ante el Consejo de Estado

- Procuraduría Sexta Delegada ante el Consejo de Estado 

- Procuraduría Séptima Delegada ante el Consejo de Estado.

Artículo 9. Delegación de las funciones y competencias de intervención judicial en procesos civiles. Deléganse las funciones y competencias de intervención judicial en procesos civiles establecidas en los artículos 28 y 31 del Decreto 262 de 2000 en las siguientes procuradurías delegadas:

- Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles

- Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos.

Artículo 10. Delegación de las funciones y competencias de intervención judicial en procesos agrarios. Deléganse las funciones y competencias de intervención judicial en procesos agrarios establecidas en los artículos 28 y 31 del Decreto 262 de 2000 en las siguientes Procuradurías Delegadas:

- Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios.

Artículo 11. Delegación de las funciones y competencias de intervención judicial en procesos de familia. Deléganse las funciones y competencias de intervención judicial en procesos de familia establecidas en los artículos 28 y 32 del Decreto 262 de 2000 en las siguientes Procuradurías Delegadas:

- Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia

- Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos.

Artículo 12. Delegación de las funciones y competencias de intervención judicial en procesos laborales. Deléganse las funciones y competencias de intervención judicial en procesos laborales establecidas en los artículos 28 y 33 del Decreto 262 de 2000 en la Procuraduría Delegada para Asuntos Laborales.

Artículo 13. Delegación de la función de intervención en el trámite especial de tutela. Delégase la función de intervención en el trámite especial de tutela establecida en el parágrafo único del artículo 28 del Decreto 262 de 2000 en los procuradores delegados que ejercen funciones de intervención ante las autoridades judiciales.

Artículo 14. Delegación de la función y competencia de intervención ante el Consejo Superior de la Judicatura. Deléganse la función y competencia para intervenir en los procesos disciplinarios que adelante el Consejo Superior de la Judicatura contra servidores públicos de la Rama Judicial establecida en el artículo 34 del Decreto 262 de 2000 en la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales.

Artículo 15. Delegación de la función y competencia disciplinaria ante el Congreso de la República. Delégase la función y competencia para intervenir en los procesos disciplinarios que adelante el Congreso de la República en las siguientes Procuradurías Delegadas:

- Procuraduría Primera Delegada para la Investigación y el Juzgamiento Penal

- Procuraduría Segunda Delegada para la Investigación y el Juzgamiento Penal.

Artículo 16. Delegación de la función de coordinación de la intervención de las autoridades judiciales. Delégase la función de coordinación establecida en el artículo 36 del Decreto 262 de 2000 en las siguientes procuradurías delegadas:

- Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales

- Procuraduría Delegada para el Menor y la Familia

- Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles

- Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios

- Procuraduría Delegada para Asuntos laborales

- Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos.

- Procuraduría Primera Delegada ante el Consejo de Estado.

T I T U L O III

DISTRIBUCIÓN DE FUNCIONES Y COMPETENCIAS 
ENTRE LAS DISTINTAS PROCURADURÍAS DELEGADAS

Artículo 17. Criterios para la distribución de las funciones y competencias entre las distintas Procuradurías Delegadas. Las funciones y competencias delegadas por el Procurador General de la Nación en las distintas Procuradurías Delegadas se distribuyen entre ellas, atendiendo los siguientes criterios de especialidad, jerarquía y calidades de las personas investigadas.

Artículo 18. Distribución de las funciones y competencias preventivas y de control de gestión. Las funciones y competencias preventivas y de control de gestión se distribuyen internamente así:

La Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública ejerce las funciones y competencias establecidas en los numerales 1, 2, 3, 4, 6, 10, 11, 12 y 13 del artículo 24 del Decreto 262 de 2000, salvo que estén atribuidas a otras dependencias de la Procuraduría General de la Nación.

La Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia ejerce las funciones y competencias establecidas en los numerales 1, 3, 5, 6 y 7 del artículo 24 del Decreto 262 de 2000, en los asuntos en los cuales se vean involucrados intereses de los menores, adolescentes, incapaces y la institución familiar.

La Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles ejerce las funciones y competencias preventivas relacionadas con los asuntos civiles establecidas en los numerales 1, 5, 8 y 15 del artículo 24 del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, cuando se trate de asuntos de carácter civil.

La Procuraduría Delegada para Asuntos Laborales ejerce las funciones preventivas establecidas en los numerales 1, 5, 7 y 15 del artículo 24 del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, cuando se trate de asuntos de carácter laboral.

La Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios ejerce las funciones preventivas establecidas en los numerales 1, 2, 5, 6 y 12 del artículo 24 del Decreto 262 de 2000, relacionadas con los asuntos ambientales y agrarios.

La Procuraduría Delegada, para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos ejerce las funciones y competencias preventivas establecidas en los numerales 1, 2, 5, 6, 9 y 12 del artículo 24 del Decreto 262 de 2000, cuando se vean involucrados los derechos de las minorías étnicas y cuando se trate de la defensa de los derechos humanos de cualquier ciudadano.

La Procuraduría Delegada para la Descentralización y las Entidades Territoriales ejerce las funciones y competencias preventivas establecidas en los numerales 1, 2, 6, 9 y 12 del artículo 24 del Decreto 262 de 2000, cuando se trate de asuntos relacionados con la descentralización y las entidades territoriales.

La Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales ejerce las funciones y competencias preventivas establecidas en los numerales 1, 7 y 14 del artículo 24 del Decreto 262 de 2000, cuando se trate de asuntos relacionados con la intervención en los procesos penales.

Artículo 19. Distribución de las funciones y competencias disciplinarias. Deléganse las funciones y competencias disciplinarias establecidas en el artículo 25 del Decreto 262 de 2000 en las siguientes Procuradurías delegadas:

Cuando se trate de conductas relacionadas con la contratación, desde los actos preparatorios, comprendiendo todos los requisitos y procedimientos presupuestales, hasta la liquidación del contrato y el pago de las obligaciones que de él surjan, la Procuraduría Delegada para la Moralidad Pública asume las funciones y competencias disciplinarias establecidas en los literales a), b), c), k), 1) y m) del numeral 1 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000; y en el literal i) exclusivamente en lo que se refiere al Director Nacional y los Directores Seccionales de la Administración de Justicia, del numeral 1 del artículo 25 del mismo Decreto, así como las funciones y competencias establecidas en los numerales 4, 5, 6, 7, 10 y 11 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000.

Salvo que estén asignadas a otra dependencia de la Procuraduría General de la Nación, las Procuradurías Primera y Segunda Delegadas para la Vigilancia Administrativa asumen las funciones y competencias disciplinarias establecidas en los literales a), b), c), k) y 1) del numeral 1 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000; y en el literal i) exclusivamente en lo que se refiere al Director Nacional y los Directores Seccionales de la Administración de Justicia, del numeral 1 del artículo 25 del mismo decreto, así como las funciones y competencias establecidas en los numerales 4, 5, 6, 7, 8 y 9, del artículo 25 del Decreto 262 de 2000.

Cuando se trate de conductas relacionadas con la contratación, desde los actos preparatorios, comprendiendo todos los requisitos y procedimientos presupuestales, hasta la liquidación del contrato y el pago de las obligaciones que de él surjan, las Procuradurías Primera y Segunda Delegadas para la Contratación Estatal asumen las funciones y competencias disciplinarias establecidas en los literales a), b), c), k), 1) y m) del numeral 1 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000; y en el literal i) en lo que se refiere al Director Nacional y los Directores Seccionales de la Administración de Justicia, del numeral 1 del artículo 25 del mismo decreto, así como las funciones y competencias establecidas en los numerales 4, 5, 6 y 7 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000.

Cuando se trate de conductas relacionadas con la hacienda pública, planes de desarrollo y todas las demás formas de intervención del Estado en la economía, lo cual comprende las siguientes materias:

1. Preparación, presentación, aprobación, modificación, ejecución, seguimiento, evaluación y control de los planes de desarrollo económico y social;

2. Preparación, presentación, discusión, aprobación, sanción, liquidación, ejecución, modificación y control del presupuesto;

3. Manejo del tesoro público e inversiones y de los recursos parafiscales; 

4. Administración y utilización de los recursos provenientes de monopolios, regalías y transferencias de la Nación a las entidades territoriales, de rentas de destinación específica y de los fondos cuenta;

5. Crédito público y capacidad de pago; 

6. Contabilidad pública;

7. Intervención en la economía nacional, y

8. Régimen tributario;

La Procuraduría Delegada para la Economía y la Hacienda Pública asume las funciones y competencias disciplinarias establecidas en los literales a), b), c, k) y 1) del numeral 1 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000; y en el literal i) exclusivamente en lo que se refiere al Director Nacional y los Directores Seccionales de la Administración de Justicia, del numeral 1 del artículo 25 del mismo decreto, así como las funciones y competencias establecidas en los numerales 4, 5, 6 y 7 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000.

La Procuraduría Delegada para la Policía Nacional asume las funciones y competencias disciplinarias establecidas en el literal d) del numeral 1 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000 en lo que se refiere a los oficiales superiores de la Policía Nacional, salvo lo asignado expresamente a la Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos; además asume las, funciones y competencias previstas en los numerales 4, 5, 6 y 7 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000 cuando se trate de asuntos relacionados con la Policía Nacional.

La Procuraduría Delegada para las Fuerzas Militares asume las funciones y competencias disciplinarias establecidas en el literal d) del numeral 1 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000, en lo que se refiere a los oficiales superiores de las Fuerzas Militares, salvo lo asignado expresamente a la Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos; además asume las funciones y competencias previstas en los numerales 4, 5, 6 y 7 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000 cuando se trate de asuntos relacionados con las Fuerzas Militares.

La Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos asume las funciones y competencias disciplinarias establecidas en los numerales 2, 3, 5, 6 y 7 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000.

Cuando se trate de asuntos relacionados con la Policía Judicial y los funcionarios de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar, la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial asume las funciones y competencias disciplinarias establecidas en el literal a) cuando se trate de servidores públicos que cumplan funciones de policía judicial, en los literales e), f), g), h) y j) del numeral 1 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000; y en el literal i) exclusivamente en lo referente a los jueces de conocimiento de la justicia penal militar y auditores superiores y principales de guerra, del numeral 1 del artículo 25 del mismo decreto, y en los numerales 4, 5, 6 y 7 del artículo 25 del Decreto 262 de 2000.

Parágrafo. Distribución especial de competencias por razón de la materia. Cuando en una misma actuación disciplinaria, en primera o segunda instancia, deban investigarse y fallarse conductas sometidas a la competencia de los Procuradores Delegados para la Vigilancia Administrativa, Contratación Estatal, Economía y la Hacienda Pública y la Moralidad Pública, se procederá de la siguiente manera mientras subsista la conexidad entre las diferentes conductas:

1. Cuando se trate de competencia de estas delegadas, conocerá la Delegada para la Economía y la Hacienda Pública.

Cuando se trate de competencia de las Procuradurías Delegadas para la Vigilancia Administrativa, la Moralidad Pública y la Contratación Estatal, conocerá esta última.

Artículo 20. Distribución de las funciones y competencias de protección y defensa de los derechos humanos. Las funciones y competencias de protección y defensa de los derechos humanos que se delegan en esta resolución se distribuyen entre las siguientes Procuradurías delegadas, así:

La Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública ejerce las funciones y competencias establecidas en los numerales 6 y 10 del artículo 26 del Decreto 262 de 2000 cuando lo considere necesario en defensa del orden jurídico.

La Procuraduría Delegada para. la Defensa del Menor y la Familia ejerce las funciones y competencias establecida en los numerales 1, 2, 5, 6, 7 y 10 del artículo 26 del Decreto 262 de 2000 en los asuntos en los cuales se vean involucrados intereses de los menores, adolescentes, incapaces y la institución familiar.

La Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles ejerce las funciones y competencias establecidas en los numerales 6 y 10 del artículo 26 del Decreto 262 de 2000, cuando se trate de asuntos de carácter civil.

La Procuraduría Delegada para Asuntos Laborales ejerce las funciones y competencias establecidas en los numerales 6 y 10 del artículo 26 del Decreto 262 de 2000, cuando se trate de asuntos de carácter laboral.

La Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios ejerce las funciones y competencias establecidas en los numerales 6 y 10 del artículo 26 del Decreto 262 de 2000, cuando se trate de asuntos ambientales y agrarios.

La Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos ejerce las funciones y competencias establecidas en los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10 del artículo 26 del Decreto 262 de 2000 cuando se trate de la defensa de los derechos humanos de cualquier ciudadano.

Artículo 21. Distribución de las funciones de intervención ante las autoridades administrativas. La intervención ante las autoridades administrativas está distribuida entre las procuradurías delegadas a las cuales se les delegó esta función, atendiendo criterios de materia y especialidad, así:

La Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública cuando esta función no esté atribuida a otras dependencias de la Procuraduría General de la Nación.

La Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia en los asuntos en los cuales se vean involucrados intereses de los menores, adolescentes, incapaces y la institución familiar.

La Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles cuando se trate de asuntos de carácter civil.

La Procuraduría Delegada para Asuntos Laborales cuando se trate de asuntos de carácter laboral.

La Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios cuando se trate de asuntos ambientales y agrarios.

La Procuraduría Delegada para la Descentralización y las Entidades Territoriales cuando se trate de asuntos relacionados con la descentralización y las entidades territoriales.

La Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos cuando se trate de la defensa de los derechos humanos de cualquier ciudadano.

Artículo 22. Distribución de las funciones de intervención judicial en procesos penales. Las funciones y competencias de intervención judicial en procesos penales se distribuyen entre las distintas procuradurías delegadas, así:

Las Procuradurías Primera, Segunda, Tercera y Cuarta Delegadas para la Casación Penal ejercen las funciones y competencias establecidas en los numerales 1 y 3 del artículo 29 del Decreto 262 de 2000.

Las Procuradurías Primera y Segunda Delegadas para la Investigación y el Juzgamiento Penal ejercen las funciones y competencias establecidas en los numerales 2, 4, 5, 6 del artículo 29 del Decreto 262 de 2000, así como las establecidas en el numeral 7 de la misma norma, excepto cuando se trate del juzgamiento que promueva el Senado contra el Presidente de la República.

Artículo 23. Distribución de las competencias de intervención judicial en procesos contencioso administrativos. Las funciones y competencias de intervención en procesos contencioso administrativos establecidas en los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10 del artículo 30 del Decreto 262 de 2000 se distribuyen en las siguientes Procuradurías Delegadas:

La Procuraduría Primera Delegada ante el Consejo de Estado ejerce las funciones ante la Sección Primera.

Las Procuradurías Segunda y Tercera Delegadas ante el Consejo de Estado ejercen las funciones ante la Sección Segunda.

Las Procuradurías Cuarta y Quinta Delegadas ante el Consejo de Estado ejercen las funciones ante la Sección Tercera.

La Procuraduría Sexta Delegada ante el Consejo de Estado ejerce las funciones ante la Sección Cuarta.

La Procuraduría Séptima Delegada ante el Consejo de Estado ejerce las funciones ante la Sección Quinta.

Artículo 24. Distribución de las funciones y competencias de intervención judicial en procesos civiles. Las funciones y competencias de intervención judicial en procesos civiles establecidas en los artículos 28 y 31 del Decretó 262 de 2000 se distribuyen entre las siguientes procuradurías delegadas, atendiendo criterios de especialidad, jerarquía y calidades de las personas investigadas.

La Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles ejerce las funciones y competencias establecidas en los numerales 1, 2 y 3 del artículo 31 del Decreto 262 de 2000 cuando se trate de asuntos de carácter civil.

La Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos ejerce las funciones y competencias establecidas en los numerales 1 y 3 del artículo 31 del Decreto 262 de 2000 cuando se trate de asuntos en los que se vean involucrados derechos de los grupos étnicos.

Artículo 25. Distribución de las funciones y competencias de intervención judicial en procesos agrarios. Las competencias y funciones de intervención judicial en procesos agrarios establecidas en el artículo 28 y en los numerales 1 y 3 del artículo 31 del Decreto 262 de 2000 se ejercen por la Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios.

Artículo 26. Distribución de las funciones y competencias de intervención judicial en procesos de familia. Las funciones y competencias de intervención judicial, en procesos de familia establecidas en los artículos 28 y 32 del Decreto 262 de 2000 en las siguientes Procuradurías Delegadas:

La Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia ejerce las funciones y competencias establecidas en los numerales 1 y 2 del artículo 32 del Decreto 262 de 2000.

La Procuraduría Delegada para la prevención en materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos ejerce las funciones establecidas en los numerales 1 y 2 del artículo 32 del Decreto 262 de 2000, cuando se vean involucrados los derechos de los menores, adolescentes e incapaces de los grupos étnicos.

Artículo 27. Distribución de las funciones y competencias de intervención judicial en procesos laborales. Las funciones y competencias de intervención judicial en procesos laborales establecidas en los numerales 1 y 2 del artículo 33 del Decreto 262 de 2000 las ejerce la Procuraduría Delegada para Asuntos Laborales.

Artículo 28. Distribución de la competencia disciplinaria ante el Congreso de la República. La competencia para intervenir en los procesos disciplinarios que adelante el Congreso de la República la ejercen las Procuradurías Delegadas para la Investigación y el Juzgamiento Penal.

Artículo 29. Distribución de la función de coordinación de la intervención de las autoridades judiciales. La función de coordinación establecida en el artículo 36 del Decreto 262 de 2000 se distribuye dependiendo de la especialidad de los procuradores judiciales que coordinan, en las siguientes Procuradurías Delegadas:

- Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales

- Procuraduría Delegada para el Menor y la Familia

- Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles

- Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios

- Procuraduría Delegada para Asuntos Laborales

- Procuraduría Delegada para la prevención en materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos.

- Procuraduría Primera Delegada ante el Consejo de Estado.

T I T U L O IV

DELEGACIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS Y FUNCIONES

ENTRE LAS DISTINTAS PROCURADURÍAS JUDICIALES

Artículo 30. Denominación y delegación de funciones en las procuradurías judiciales. Las competencias y funciones previstas en los artículos 37 al 48 del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000 se delegan, distribuyen y asignan en las siguientes procuradurías judiciales:

- Procuradurías Judiciales Penales I y II

- Procuradurías Judiciales Laborales I

- Procuradurías Judiciales de Familia I y II

- Procuradurías Judiciales Civiles I y II

- Procuradurías Judiciales Agrarias II

- Procuradurías Judiciales para Asuntos Administrativos II.

Artículo 31. Criterios para la distribución de las competencias y funciones entre las distintas procuradurías judiciales. Las funciones establecidas en los artículos 37 al 48 del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000 se ejercen por las diferentes las diferentes Procuradurías Judiciales Penales I y II, Procuradurías Judiciales Laborales I, Procuradurías Judiciales de Familia I y II, Procuradurías Judiciales Civiles I y II, Procuradurías Judiciales Agrarias II y Procuradurías Judiciales para Asuntos Administrativos II atendiendo criterios de especialidad, jerarquía y calidades de las personas investigadas.

T I T U L O V

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 32. Vigencia. La presente resolución rige desde la fecha de su expedición y deroga todas aquellas disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 4 de marzo de 2000.

Luis Eduardo Montealegre Lynett.

9. Expedir el reglamento interno de la Sala Disciplinaria. 

10. Formular las políticas académicas y los criterios generales que deben regir la labor de investigación científica y capacitación del Instituto de Estudios del Ministerio Público. 

RESOLUCIÓN N.° 139

(31 MAYO 2006)

“Por medio de la cual se adopta el Plan Estratégico del Instituto de Estudios del Ministerio Público-IEMP"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 7 y 10 del articulo 7º del Decreto Ley 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

1. Que es función del Procurador General de la Nación, expedir los actos administrativos, ordenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley y formular las políticas académicas y los criterios generales que deben regir la labor de investigación científica y capacitación del Instituto de Estudios del Ministerio Público. 

2. Que para garantizar la efectiva aplicación y desarrollo de las funciones del Instituto de Estudios del Ministerio Público, es necesario contar con un Plan Estratégico para el período 2006-2010, que posibilite la optimización de las acciones misionales y el mejoramiento de procesos y procedimientos del Instituto de Estudios del Ministerio Público. 

RESUELVE:

Artículo 1º.- Adoptar el "Plan Estratégico para el Instituto de Estudios del Ministerio Público -IEMP 2006-2010" que se describe a continuación: 

1.1. MISIÓN 

"El Instituto de Estudios del Ministerio Público de la Procuraduría General de la Nación está comprometido: 

(1) Con la formación integral y pertinente de los servidores del Ministerio Público, mediante el desarrollo de programas de investigación y educación continuada, para el fortalecimiento de sus competencias, 

 (2) Con la promoción del conocimiento y el respeto de los derechos consagrados en la Constitución, puestos al servicio del Estado y la sociedad colombiana" 

1.2. VISIÓN 

"En el año 2010, el Instituto de Estudios del Ministerio Público responde, de manera efectiva, con sus programas educativos a la formación de servidores del Ministerio Público, de acuerdo con la misión institucional" 

2.- EL TABLERO DE CONTROL 

La estrategia del Instituto de Estudios del Ministerio Público se enmarca dentro de los lineamientos del Plan Estratégico de la Procuraduría General, formulados según el esquema del Balanced Scorecard. 

El Instituto de Estudios del Ministerio Público de la Procuraduría General de la Nación, de conformidad con las políticas establecidas por el Señor Procurador General de la Nación, debe responder a las necesidades y requerimientos del Ministerio Público e impulsar el fortalecimiento interno de las estrategias y competencias. 

2.1 PERSPECTIVA DE USUARIO 

ESTRATEGIA 

2.1.1 Garantizar a los funcionarios de Ministerio Público un servicio educativo integral y pertinente, mediante el fortalecimiento del Sistema de Capacitación e Investigación. 

2.1.2 Apoyar y promover la acción preventiva del Ministerio Público a través de los programas de capacitación, investigación y divulgación, dirigidos a servidores de entidades públicas y la comunidad en general. 

2.2 PERSPECTIVA DE APRENDIZAJE CRECIMIENTO Y TECNOLOGÍA 

ESTRATEGIA 

2.2.1 Fortalecer el desarrollo de las capacidades del talento humano del IEMP. 

2.2.2 Implementar una estructura tecnológica que apoye la gestión. 

2.3 PERSPECTIVA DE PROCESOS INTERNOS 

2.3.1. Crear un modelo de seguimiento y evaluación de gestión. 

2.3.2. Fortalecer la gestión del IEMP. 

2.3.2.1 Optimizar la gestión de Investigación. 

2.3.2.2 Optimizar la gestión de capacitación. 

2.3.2.3 Fortalecer la gestión administrativa, financiera y de apoyo. 

2.3.2.4 Articular la gestión de las divisiones del IEMP. 

2.4 PERSPECTIVA FINANCIERA 

2.4.1. Garantizar el cumplimiento de la misión del lEMP mediante la optimización de la planeación, ejecución y control del presupuesto 

Artículo 2º.- La presente resolución rige desde la fecha de su publicación. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

Dado en Bogotá D.C. a los 31 días del mes de MAYO de 2006 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

11. Propiciar la búsqueda de soluciones a conflictos sociales y políticos, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, los derechos y garantías fundamentales o el patrimonio público. 

CIRCULAR N.° 42

DE: 
Procurador General de la Nación 

PARA:
Viceprocurador General de la Nación, Procuradores Auxiliares, Procuradores Delegados, Procuradores Regionales, Procuradores Distritales, Procuradores Provinciales, Oficina de Veeduría, Dirección Nacional de Investigaciones Especiales y demás funcionarios de la Procuraduría General de la Nación. 

ASUNTO: 
Dar alcance al numeral 6 de la Circular número 20 de 18 de abril de 2007 

FECHA: 
Bogotá, D.C., 02 AGOSTO 2007
Con el fin de dar alcance al numeral 6 de la Circular número 20 de 18 de abril de 2007, de conformidad con las competencias establecidas en la Ley 1010 de 2006, 'por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo" se atenderá la siguiente instrucción: 

"6. Cuando la entidad pública hubiere agotado el procedimiento preventivo y éste no logre superar la situación de acoso laboral en la entidad, la diligencias deberán remitirse en todos los casos al Ministerio Público, esto es, a la Procuraduría General de la Nación o a las personerías distritales o municipales, órganos de control que dentro de su circunscripción territorial, les corresponde tramitar la acción disciplinaria, en estos casos, sin perjuicio del poder preferente de que trata el artículo 3 de la Ley 734 de 2002. 

Para determinar la competencia al interior de los organismos de control se atenderá al cargo del funcionario acosador denunciado, según las competencias establecidas en el Decreto 262 de 2000, independientemente de la acción correspondiente por la responsabilidad que recae en el Director de la entidad que no puso en marcha el procedimiento preventivo". 

Atentamente, 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 007

(15 ENERO 2007)

Por medio de la cual se designan los representantes de los servidores de la Procuraduría General de la Nación ante los Comités Mediadores para la resolución de conflictos en situaciones de acoso laboral, creados mediante Resolución 292 del 20 de octubre de 2006.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, y en especial las conferidas en los numerales 7, 11 y 34 del articulo 7° del Decreto 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que mediante Resolución N.° 292 del 20 de octubre de 2006, se adoptó en la Procuraduría General de la Nación las medidas preventivas y correctivas en situaciones de acoso laboral y creó los comités mediadores en la resolución de conflictos internos, en cumplimiento a lo dispuesto en la Ley 1010 de 2006. 

Que los comités tanto del nivel central como regional estarán integrados por un (1) representante de la Entidad del nivel directivo y dos (2) suplentes, designados por el Procurador General de la Nación y un (1) representante de los servidores públicos, y dos (2) suplentes elegidos por votación general. 

Que a través de la Resolución 319 del 16 de noviembre de 2006, se efectuó la convocatoria para la designación de los representantes de los servidores de la Entidad que actuarán ante los Comités Conciliadores. 
Que mediante Resolución 342 del 24 de noviembre de 2006, el Procurador General de la Nación efectuó la designación de los representantes de la Entidad, ante los Comités Mediadores en cada una de las zonas en que se encuentra delimitada la Procuraduría General de la Nación, (Central, Norte, Nororiental, Noroccidental, Suroriental y Suroccidental) 

Que con el fin de garantizar la libre participación en los comicios, se permitieron postulaciones de carácter individual y se estableció que en caso de ser dicho aspirante quien obtenga el mayor número de votos, se complementaría la respectiva plancha en lo que respecta a los cargos de primer y segundo suplente con los integrantes de la plancha que siga en votación. 

Que una vez realizado el escrutinio y contabilizados todos los votos de conformidad con lo establecido en el artículo 8Q de la Resolución 319 de 2006, se establecieron las listas de los representantes de los servidores que actuarán ante los Comités Mediadores para la resolución de conflictos en situaciones de acoso laboral en cada zona. 

Que en mérito de lo expuesto, 

RESUELVE

ARTÍCULO PRIMERO: Designar tanto en el nivel central como en cada una de las zonas en que se encuentra delimitada la Procuraduría General de la Nación, los representantes de los servidores de la entidad que integrarán los Comités Mediadores para la resolución de conflictos en situaciones de presunto acoso laboral, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este acto administrativo, los cuales quedarán conformados así: 

ZONA CENTRAL 

LINDA CONSUELO CELY MARTÍNEZ 

Principal 

INÉS SOCORRO IBARRA MENDOZA

Primer Suplente 

ELSY DEL ROSARIO DÍAZ GAVIRIA 


Segundo Suplente 

ZONA NORTE 

LUZ MARINA SCHULTZ NAVARRO 


Principal 

JUDITH CELlNA CAMARGO DE CASTRO
Primer Suplente 

JAVIER ADOLFO BLANCO OLIVEROS 

Segundo Suplente 

ZONA NORORIENTAL 

Angélica VICTORIA CAMPOS 



Principal

La cual se complementa con los siguientes servidores: 

NIYIRETH PADILLA VALDES 




Primer Suplente 

CARLOS WILSON PARDO GONZÁLEZ 

Segundo Suplente 
ZONA NOROCCIDENTAL 

DÉBORA ISABEL TUBEROUIA PETRO 

Principal

La cual se complementa con los siguientes servidores: 

JOSE LUIS OSPINA CUERVO 




Primer Suplente 

LUIS ANGEL GOEZ ARIAS 





Segundo Suplente 

ZONA SURORIENTAL 

FERNANDO ALFREDO GONZÁLEZ PÉREZ 
Principal 

JAIME HUMBERTO RAMIREZ RAMOS


Primer Suplente 

HEBERT ROMERO BOBADILLA 




Segundo Suplente 

ZONA SUROCCIDENTAL 

HUGO ALFONSO CRUZ






Principal 

JULlAN RIVERA








Primer Suplente 

EIFER SÁNCHEZ 








Segundo Suplente 

ARTICULO SEGUNDO: Comunicar a través de la División de Gestión Humana la presente Resolución a cada uno de los Procuradores Regionales de las zonas en que se encuentra delimitada la Procuraduría General de la Nación. 

ARTICULO TERCERO: La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

COMUNÍQUESE y CÚMPLASE

Dada en Bogotá D.C. a los 15 ENE, 2007 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurad General de la Nación

CIRCULAR N.° 20

DE:
Procurador General de la Nación. 

PARA: 
Viceprocurador General de la Nación, Procuradores Auxiliares, Procuradores Delegados, Procuradores Regionales, Procuradores Distritales, Procuradores Provinciales, Oficina de Veeduría, Dirección Nacional de Investigaciones Especiales y demás funcionarios de la Procuraduría General de la Nación. 

ASUNTO: 
Directrices para asumir y tramitar las quejas de acoso laboral que lleguen a la entidad. 

FECHA:
Bogotá, D.C., 18 ABRIL 2007 

Con el fin de unificar criterios y evitar que se siga presentando el envío irregular de las quejas de acoso laboral a las Oficinas de Control Interno Disciplinario de las entidades del orden nacional, regional y municipal, a partir de la fecha se atenderán las siguientes instrucciones: 

1.
Deberá tenerse en cuenta que el acoso laboral es la única falta disciplinaria que tiene un tratamiento diferente a las demás conductas señaladas en el Código Único Disciplinario, pues antes de iniciar el procedimiento disciplinario y sancionatorio debe agotarse necesaria y obligatoriamente, en todos los casos, el procedimiento preventivo de que trata el artículo 9° de la Ley 1010 de 2006. 

2. 
El procedimiento preventivo debe adelantarlo, también en todos los casos, la entidad en donde se encuentren vinculados tanto el funcionario denunciado como el querellante, a través del Comité de Convivencia Laboral, o su equivalente, a quien le corresponde adelantar un procedimiento interno, confidencial, conciliatorio y efectivo para superar las situaciones que ocurran en el lugar de trabajo, tal como lo dispone el numeral 1° del artículo 9° de la Ley 1010 de 2006. 

Es de señalar que todas las entidades estatales, sin excepción, a la fecha ya deben contar con la integración de este mecanismo y sus funciones deben estar claramente señaladas en acto administrativo. 

Y es advertir que no es recomendable que la Oficina de Control Interno Disciplinario forme parte de este Comité de Convivencia Laboral, en razón a que los funcionarios de esta dependencia por disposición legal tienen a su cargo el cumplimiento de funciones disciplinarias, las cuales se encuentran ausentes en esta etapa preventiva. 

3. 
Es de vital importancia que la entidad ponga en marcha el procedimiento preventivo, ya que su omisión por parte del Director de la entidad o los jefes superiores se entenderá como tolerancia del acoso laboral, al tenor de lo señalado en el parágrafo segundo del artículo 9° de la citada ley, y podrá ser entonces vinculado al proceso disciplinario por la omisión en la adopción de esta medida. 

4.
La persona que se considere víctima de acoso laboral puede formular la queja en la misma entidad donde labora, en este organismo de control, en una Inspección de Trabajo, en la Defensoría del Pueblo o en la Personería Distrital y/o Municipal. En cualquiera de estos eventos la primera medida que deberá adoptarse será la de comunicar al Director de la entidad donde se encuentre vinculado el funcionario denunciado, para que se inicie en forma inmediata el procedimiento preventivo, como lo dispone el numeral 2° del artículo 9° de la ley de acoso laboral. 

5. 
Cuando la entidad pública hubiere agotado el procedimiento preventivo y éste culmine con la recomendación de una medida correctiva que efectivamente se adopte y supere la situación de acoso laboral en la entidad, las diligencias se archivarán en la entidad y se abstendrán de remitirlas a este organismo de control. 

6. 
Cuando la entidad pública hubiere agotado el procedimiento preventivo y éste no logre superar la situación de acoso laboral en la entidad, las diligencias deberán remitirse en todos los casos a la Procuraduría General de la Nación a quien le corresponde ejercer de manera exclusiva el poder disciplinario en estos casos, y para determinar la competencia al interior de este organismo de control se atenderá al cargo del funcionario acosador denunciado, según las competencias establecidas en el Decreto 262 de 2000, independientemente de la acción correspondiente por la responsabilidad que recae en el Director de la entidad que no puso en marcha el procedimiento preventivo. 

7.
Tener presente que en aquellos casos en que el denunciado sea un funcionario público, solamente la Procuraduría General de la Nación y las Salas Disciplinarias del Consejo Superior y Seccionales de la Judicatura, adelantarán la acción disciplinaria, como lo señala el artículo 12, inciso segundo, de la citada ley 

8. 
Para adelantar el procedimiento disciplinario las dependencias de la Procuraduría General de la Nación encargadas de cumplir esta función, deberán tener en cuenta lo señalado en el artículo 10, numeral 1°, de la ley de acoso laboral, en el sentido de que pertenece a la categoría de falta gravísima, y para la imposición de la sanción se aplicará el procedimiento previsto en la Ley 734 de 2002. 

9. De todas maneras, la Procuraduría General de la Nación podrá ejercer las funciones de control preventivo que le asigna la Constitución y la ley, respecto de las actuaciones que deben adelantar las entidades en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 1010 de 2006. 

Las directrices señaladas en los numerales 1 a 7 deben ser transmitidas por los funcionarios de la Procuraduría General de la Nación a cada una de las entidades del orden nacional, regional y municipal, cuando remitan las diligencias que por los eventos de acoso laboral lleguen a su conocimiento. 

Para mayor ilustración todas las Oficinas pueden consultar el Oficio C-362-2006 del 16 de noviembre de 2006 de la Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios. 

Atentamente, 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 028

(30 ENERO 2007)

Por medio de la cual se designan en el nivel regional los Secretarios de los Comités para la Mediación de conductas que puedan constituir Acoso laboral.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En uso de sus facultades constitucionales y legales, y en especial de las contempladas en los numerales 6, 7, 11, 34 y 38 del Artículo 7° del Decreto 262 de 2000, en concordancia con las preceptivas de la Ley 1010 de 2006 y Resolución 292 de 2006 y,

CONSIDERANDO:

Que el Procurador General de la Nación se encuentra facultado por los numerales 6, 7, 11, 34 y 38 del artículo 7° del decreto 262 de 2000, para asignar funciones especiales a las dependencias y empleos de la Procuraduría General de la Nación, expedir los actos administrativos necesarios para el funcionamiento de la entidad, propiciar la búsqueda de soluciones a conflictos sociales, crear comités asesores para el cumplimiento de las funciones previstas en la ley y organizar la dependencia de la entidad para su adecuado funcionamiento. 

Que mediante Resolución N.° 292 del 20 de octubre de 2006, se adoptó en la Procuraduría General de la Nación las medidas preventivas y correctivas en situaciones de acoso laboral y creó los comités mediadores en la resolución de conflictos internos, en cumplimiento a lo dispuesto en la Ley 1010 de 2006. 

Que en el parágrafo del articulo quinto de la Resolución 292 de 2006, se estableció: “que en los Comités Zonales se encargará de la secretaria la persona que designe el Procurador General de la Nación, de acuerdo al sitio en el cual se tramite la queja." 

Que en mérito de lo expuesto, 

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO: Designar como secretarios de los Comités Mediadores en la resolución de conflictos que puedan constituir Acoso Laboral, a quienes ejerzan los siguientes cargos de Procuradores Provinciales de las zonas en que se encuentra delimitada la Procuraduría General de la Nación: 

ZONA NORTE: 

Procurador Provincial de Barranquilla. 

ZONA NOROCCIDENTAL: 

Procurador Provincial del Valle de Aburrá

ZONA NORORIENTAL: 

Procurador Provincial de Bucaramanga. 

ZONA SUROCCIDENTAL: 

Procurador Provincial de Cali. 

ZONA SURORIENTAL: 

Procurador Provincial de Villavicencio. 

ARTÍCULO SEGUNDO: La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE y CÚMPLASE

Dada en Bogotá D.C. a los 30 ENE. 2007 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 292

(20 OCT. 2006)

Por medio de la cual se adoptan medidas preventivas y correctivas en situaciones de acoso laboral, se establece un procedimiento interno para superar las que ocurran en la Procuraduría General de la Nación y se crean unos comités mediadores en la resolución de conflictos.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, y en especial las conferidas en los numerales 6,7, 11,34 y 38 del artículo 7° del Decreto 262 de 2000, y,

CONSIDERANDO

Que el 23 de enero de 2006 fue sancionada la Ley 1010, por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco de las relaciones del trabajo. 

Que de conformidad con el artículo 6°, son sujetos activos del acoso laboral, entre otros, la persona natural que se desempeñe como superior jerárquico o tenga la calidad de jefe, compañero de trabajo o subalterno de una dependencia estatal. 

Que el numeral 1 del artículo 9° de la mencionada Ley, señala que las instituciones deberán prever mecanismos de prevención de las conductas de acoso laboral y establecer un procedimiento interno, confidencial, conciliatorio y efectivo para superar las que ocurran en el lugar de trabajo. 

Que la cultura organizacional de la Procuraduría General de la Nación se enmarca en la Carta de Valores y principios éticos, buscando que imperen la solidaridad y la colaboración tanto de los directivos como de sus funcionarios, con miras a reafirmar en una ética de lo público las prácticas que promuevan la transparencia y la formación ética de los servidores, en un ambiente laboral sano y seguro. 

Que para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 9° de la Ley 1010 de 2006, la Procuraduría General de la Nación debe establecer unos criterios y procedimientos acordes con las Políticas Institucionales, que permitan adoptar las medidas preventivas que eviten la aparición de conductas de acoso laboral y faciliten su resolución y corrección. 

Que el Procurador General de la Nación se encuentra facultado por los numerales 6, 7, 11, 34 y38 del artículo 7° del Decreto 262 de 2000 para asignar funciones especiales a las dependencias y empleos de la Procuraduría General de la Nación, expedir los actos administrativos necesarios para el funcionamiento de la entidad, propiciar la búsqueda de soluciones a conflictos sociales, crear comités asesores para el cumplimiento de las funciones previstas en la ley y organizar la dependencias de la entidad para su adecuado funcionamiento. 

Que en mérito de lo expuesto, 

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO.- Adoptar medidas preventivas y correctivas del acoso laboral y establecer un procedimiento interno, confidencial, conciliatorio y efectivo, tendiente a superar las situaciones que se presenten sobre el particular. 

ARTICULO SEGUNDO.- Adoptar los siguientes principios y criterios institucionales para el mejoramiento del clima laboral y la aplicación del reglamento:

1. Los consignados en la carta de valores como principios éticos y que son de obligatoria aplicación y cumplimiento para todos los funcionarios.

2. El trato justo a los servidores públicos de la entidad, observando prácticas laborales basadas en la equidad y en la mutua cooperación dentro del marco de los principios éticos y valores comunes.

3. La cooperación en la creación de condiciones de trabajo sanas y seguras, en un clima de mutuo entendimiento y colaboración, construido por el diálogo entre todos los servidores públicos. 

4. El respeto al derecho a la vida pública y privada de los servidores públicos de la entidad, sin hacer distinciones de género, raza, religión o credo político. 

ARTÍCULO TERCERO.- Establecer las siguientes medidas preventivas y correctivas generales tendientes a mejorar el clima laboral de la organización y a prevenir la aparición de conductas relacionadas con el acoso laboral: 

1. Sensibilizar a los funcionarios del nivel directivo para que como líderes cumplan y promuevan la aplicación de los criterios mencionados anteriormente.

2. Afianzar en la práctica lo consignado en la carta de valores, mediante diversas metodologías, con apoyo en la red de formadores en ética. 
3. Capacitar a los trabajadores sobre seguridad personal, estilos de vida, afianzamiento de las destrezas y habilidades para la asertividad en oposición y habilidades sociales para la concertación y negociación de conflictos, apoyados en la red de formadores en talento humano.
4. Incluir dentro del Programa de Capacitación que adelanta el Instituto de Estudios del Ministerio Público, la inducción y reinducción sobre la Ley de acoso laboral y demás disposiciones, así como una ilustración integral que permita a los funcionarios conocer sus alcances y limitaciones.
5. Implementar un programa de vigilancia epidemiológica de la violencia en el trabajo, dentro del programa de prevención de los riesgos psicosociales, que permita conocer la prevalencia, incidencia, formas y consecuencias de las conductas de acoso laboral, de acuerdo con las disposiciones emitidas por el Ministerio de Protección Social sobre el particular. La ejecución de este programa estará a cargo del área de Salud Ocupacional y la Administración de Riesgos Profesionales.
6. Programar actividades pedagógicas o terapias de grupo, para el mejoramiento de las relaciones laborales dentro de la Entidad.
7. Propender una cultura de bienestar organizacional que garantice unas condiciones laborales psicológicas y sociales adecuadas en los puestos de trabajo.
ARTICULO CUARTO.- Designar como responsable: del cumplimiento de las medidas preventivas y correctivas generales señaladas en el artículo anterior, a la Secretaria General a través de la División de Gestión Humana, Grupo de Bienestar y Desarrollo de Personal dentro del Programa de Salud Ocupacional, con el apoyo del Comité de Ética, Instituto de Estudios del Ministerio Público y Oficina de Prensa, en el proceso de sensibilización, divulgación y capacitación de los servidores de todos los niveles jerárquicos. 

ARTICULO QUINTO.- Crear los comités que actuarán de manera confidencial, conciliatoria y efectiva, como mediadores en la resolución de conflictos, en situaciones relacionadas con el acoso laboral, tanto a nivel central como zonal. 

El comité del nivel central estará integrado por un (1) representante de la entidad del nivel directivo y dos (2) suplentes, designados por el Procurador General de la Nación, y un (1) representante de los servidores públicos, con dos (2) suplentes; quienes se elegirán por votación general, previa convocatoria de la División de Gestión Humana. 

En el nivel territorial se conformará un comité por cada zona en que se encuentra delimitada la Procuraduría General de la Nación (Suroccidental, Nororiental, Suroriental, Norte y Noroccidental). Cada Comité zonal estará integrado por un (1) representante de la entidad y dos (2) suplentes designados por el Procurador General de la Nación. Y un (1) representante de los servidores públicos y dos (2) suplentes, elegidos por votación general, previa convocatoria de la División de Gestión Humana. 

Los suplentes, en su orden, actuarán en caso de faltas absolutas o temporales de los principales, y por impedimentos y recusaciones. 

Parágrafo.- La Secretaría del Comité a nivel central será ejercida por el Jefe de la División de Gestión Humana. En los comités zonales se encargará de la secretaría la persona que designe el Procurador General de la Nación, de acuerdo al sitio en el cual se tramite la queja. 

ARTICULO SEXTO. Asignar a los comités las siguientes funciones: 

1. Participar en las iniciativas de divulgación, capacitación y formación promovidas por la Entidad, con el fin de evitar la ocurrencia de conductas relacionadas con el acoso laboral. 

2. Evaluar los casos específicos de posibles conductas de acoso laboral al interior de la Entidad, dentro de los parámetros legales señalados en las disposiciones vigentes. 

3. Promover acuerdos y compromisos entre las partes para facilitar la resolución del conflicto. 

4. Sugerir las acciones oportunas y las recomendaciones necesarias, dirigidas a fomentar un clima sano y seguro y a asegurar el equilibrio entre los intereses legítimos, con prevalencia de los derechos humanos. 

5. Presentar informes sobre los casos registrados y las actuaciones al Procurador General de la Nación, ya la Secretaría General. 

6. Las demás actividades inherentes o conexas con las funciones anteriores 

7. Las que sean asignadas por el Procurador General de la Nación 

ARTICULO SÉPTIMO.- Fíjase el siguiente procedimiento interno confidencial y conciliatorio, para superar las situaciones de acoso laboral que se presenten en la Procuraduría General de la Nación: 

1. Quienes se consideren afectados por situaciones que puedan llegar a constituir acoso laboral, radicarán por escrito la relación de los hechos junto con los argumentos que los soporten, ante la Secretaría Técnica del nivel central o Zonal que corresponda, sin perjuicio de las facultades contenidas en el numeral 3 del artículo 9 de la Ley 1010 de 2006. . 

2. Recibidos los escritos de que trata el numeral anterior por cualquiera de los comités conformados, el comité respectivo lo evaluará y en caso de que los hechos denunciados puedan constituir acoso laboral, citará a la personas involucradas, a través de la Secretaría Técnica, para que a través de la amigable composición propongan acciones encaminadas a superar las situaciones manifestadas, así como para restablecer la convivencia y las buenas relaciones, si hay acuerdo de las partes. 

Cuando los hechos denunciados se presenten en lugares distintos a la sede del comité que recibió la queja, serán puestos en conocimiento del comité correspondiente a través de la Secretaría Técnica 

3. De todo lo ocurrido en cada diligencia se levantará un acta, que contendrá: a) La descripción de la posible situación de acoso laboral, b) Las intervenciones de los funcionarios implicados, c) Las alternativas de solución propuestas y, d) Los acuerdos logrados, si los hubiere. 

4. Los comités deberán trasladar a la Veeduría de la entidad los casos que consideren que constituyen probables faltas disciplinarias, para que se adelanten las actuaciones pertinentes, de conformidad con lo señalado en la Ley 1010 de 2006. 

5. En todo caso, el procedimiento deberá respetar el derecho de defensa y el debido proceso, de conformidad con el artículo 29 de la Constitución Política. 

PARÁGRAFO PRIMERO. Los comités central y zonales podrán solicitar apoyo técnico para soportar sus decisiones a profesionales expertos en el tema, adscritos a la Administradora de Riesgos Profesionales, a Salud Ocupacional o a otras dependencias de la Entidad. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. Los comités central y zonales sesionarán ordinariamente una vez al mes y extraordinariamente por solicitud de la Jefe de la División de Gestión Humana. 

ARTICULO OCTAVO.- Son causales de impedimentos y recusación de los miembros de los comités, las establecidas en el Código de Procedimiento Civil y en el Código Contencioso Administrativo. 

Parágrafo.- Oportunidad, procedencia y trámite del impedimento y la recusación. El impedimento o la recusación podrán ser presentados, en cualquier momento ante el Procurador General de la Nación, quien procederá a resolverlos de plano, en acto que no admite recurso alguno. Si la recusación o el impedimento es aceptado, entrará a reemplazarlo el respectivo suplente, en su orden. 
En el evento de presentarse y aceptarse una causal de impedimento o recusación, tanto del principal como de los suplentes, el Procurador General de la Nación procederá a la designación de un funcionario Ad hoc que represente a la entidad, y en el caso de los representantes de los servidores públicos, de terna que remita el representante principal de los empleados. 

ARTÍCULO NOVENO.- Las funciones de las Secretarías Técnicas de los comités serán las siguientes: 

1. Recibir los escritos donde se presenten los casos que puedan llegar a constituir acoso laboral, junto con las pruebas que lo soporten. 

2. Convocar a los miembros del Comité a las sesiones ordinarias y extraordinarias. 

3. Citar a los servidores públicos involucrados en las presuntas conductas de acoso laboral, a la reunión de amigable composición con el Comité. 

4. Elaborar las actas de reunión del Comité. 

5. Archivar, custodiar y mantener la confidencialidad de los casos que sean conocidos por los comités. 

6. Proyectar y enviar al Procurador General de la Nación los informes sobre los casos evaluados, a través de la Secretaría General. 

7. Las demás actividades inherentes o conexas con las funciones anteriores. 

8. Las que asigne el Procurador General de la Nación. 

ARTÍCULO DÉCIMO.- Los escritos que se hayan recibido antes de la fecha de expedición de esta resolución se sujetarán a los parámetros aquí dispuestos. 

ARTICULO UNDÉCIMO: La partir de la fecha de su publicación. 

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación 

12. Solicitar ante la Corte Constitucional la revisión de fallos de tutela, cuando lo considere necesario en defensa del orden jurídico, el patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales. 

13. Rendir conceptos en los casos de reserva de identidad de funcionarios judiciales y testigos y de beneficios por colaboración eficaz de acuerdo con lo previsto en la ley. 

14. Solicitar intervenciones humanitarias a las organizaciones y organismos nacionales e internacionales responsables de la protección y defensa de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, cuando sea necesario para defender estos derechos. 

15. Actuar en la mediación y búsqueda de soluciones en los conflictos que se ocasionen por violación de los tratados internacionales sobre derechos humanos y derecho internacional humanitario ratificados por Colombia. 

16. Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive los de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las investigaciones correspondientes e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley. 

DIRECTIVA UNIFICADA N.° 10
Contentiva de instrucciones para los servidores públicos en materia de actualización del Sisben

De:


Procurador General de la Nación 

Para:

Personeros Municipales y Distritales, Procuradores Regionales, Provinciales y Distritales, y Alcaldes municipales

Asunto:

Actualización Sisben 

Fecha:

16 de julio de 2007 

El Procurador General de la Nación, en ejercicio de sus funciones constitucionales y legales, en especial las señaladas en el artículo 277 de la Constitución Política y el artículo 7° numerales 2, 7 y 16 del Decreto-ley 262 de febrero 22 de 2000, que le atribuye la función de ejercer la vigilancia superior de la conducta de los servidores públicos, así como de establecer mecanismos e impartir instrucciones a los funcionarios y empleados del Ministerio Público y demás servidores públicos para prevenir irregularidades que afecten el adecuado desarrollo del proceso electoral, se permite solicitar a los Alcaldes, Personeros, Procuradores Regionales y Provinciales, para garantizar la transparencia en los procesos de actualización del Sisben y con el fin de evitar cualquier tipo de intervención en política con fines partidistas, suministrar la siguiente información, la cual será recepcionada, sistematizada y verificada en su contenido y oportunidad por la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales, que ante cualquier incumplimiento remitirá el informe al funcionario competente para que adelante las acciones disciplinarias del caso, aplicando, si fuere viable, el procedimiento verbal: 

ACTIVIDADES PARA ALCALDES 

1. Remitir al correo electrónico cncae2007@procuraduria.gov.co archivo en Excel que contenga la siguiente información relacionada con las personas que realizan las encuestas para la conformación y actualización de la base de datos Sisben: Número de documento de identidad, tipo de documento de identidad, nombres, apellidos, fecha de nacimiento, dirección, teléfono, nivel de escolaridad, fecha de vinculación o de contratación, término de la contratación o vinculación, tipo de vinculación (contrato de prestación de servicios específicamente para encuestador Sisben, contrato de prestación de servicios para otra actividad adicional, funcionario de planta de la administración municipal). 

2. Remitir al correo electrónico cngae2007@procuraduria.gov.co archivo Excel que contenga el último listado de priorizados para acceder a subsidios de salud a 30 de junio de 2007 indicando: código Dane de Departamento, Código Dane de Municipio, primer nombre, segundo nombre, primer apellido, segundo apellido, número de identificación, tipo de identificación, la fecha de inclusión y/o actualización en la misma, en formato Excel y para las ciudades capitales de Departamento en archivo plano, separados por tabulador. Fecha límite de remisión 19 de julio de 2007. 

3. Remitir al correo electrónico cncae2007@procuraduría.gov.co archivo Excel que contenga el último listado de poblaciones especiales contempladas en el articulo 4 del acuerdo 244 de 2003, indicando: código Dane de Departamento, Código Dane de Municipio, primer nombre, segundo nombre, primer apellido, segundo apellido, número de identificación, tipo de identificación la fecha de inclusión y/o actualización en la misma, tipo de población especial, en formato Excel, y para las ciudades capitales de Departamento en archivo plano, separados por tabulador. A más tardar el 19 de julio de 2007. 

4. Remitir al correo electrónico cngae2007@procuraduría.gov.co archivo Excel que contenga el último listado de priorizados para acceder a subsidios de salud a 31 de Agosto de 2007 indicando: código Dane de Departamento, Código Dane de Municipio, primer nombre, segundo nombre, primer apellido, segundo apellido, número de identificación, tipo de identificación la fecha de inclusión en la misma, y/o actualización en formato Excel, y para las ciudades capitales de Departamento en archivo plano, separados por tabulador, A más tardar el 7 de septiembre de 2007 

5. Remitir copia de la base de datos de Sisben a julio de 2007 que fue requerida por el Departamento Nacional de Planeación a través de la coordinación departamental, a más tardar el 30 de julio de 2007. El medio magnético correspondiente debe remitirse a la Comisión Nacional de Control y Asuntos electorales de la Procuraduría General de la Nación, ubicada en la Carrera 10 No. 16-82 Piso 8 -Bogotá D.C. 

6. Remitir base de datos de Sisben a 31 de agosto que contenga toda la información de las encuestas, nivel y puntaje, a más tardar el 7 de septiembre de 2007. El medio magnético correspondiente debe remitirse a la Comisión Nacional de Control y Asuntos electorales de la Procuraduría General de la nación, ubicada en la Carrera 10 No. 16-82 Piso 8 – Bogotá D.C. 

7. Certificar el número de cupos asignados para subsidios en salud y vivienda y, número de cupos disponibles a 15 de julio de 2007; y los planes de vivienda registrados en el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo para los años 2007 y 2008, especificando en los primeros cuáles se están ejecutando. Esta certificación debe ser enviada junto con el medio magnético especificado en el numeral 4 de la presente directiva. 

ACTIVIDADES PARA EL PERSONERO 

1. Verificar el, cumplimiento exacto y oportuno de las actividades solicitadas en esta directiva a los señores Alcaldes Municipales y Distritales 

2. Solicitar por escrito al administrador del Sisben fotocopia de un formato diligenciado de los utilizados en su municipio para la elaboración de la encuesta Sisben, y remitirla a Comisión Nacional de Control y Asuntos electorales de la Procuraduría General de la Nación, ubicada en la Carrera 10 No. 16-82 Piso 8 -Bogotá D.C., a mas tardar cinco días después de la fecha de recibo de la presente solicitud. 

3. Verificar la organización y estado de los archivos físicos de las encuestas a fin de que se encuentren en condiciones que permitan a la Procuraduría General de la Nación su consulta y verificación 

4. Solicitar al comité técnico del Sisben copia de las actas de certificaciones enviadas al DNP, por medio de las cuales se justifican modificaciones en variables sintomáticas, entre diciembre de 2006 y 31 de diciembre de 2007; junto con lo solicitado en el numeral 2 remitirán las de los comités ya celebrados y al día siguiente a la celebración de los futuros, los que se adelanten en los meses venideros. 

ACTIVIDADES PARA LOS PROCURADORES REGIONALES PROVINCIALES Y DISTRITALES. 

1. Asegurar el pleno y oportuno conocimiento de las directivas que en esta materia profiera el Procurador General de la Nación y la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales, por parte de todos sus destinatarios. 

2. En el evento de ser informados del incumplimiento de los requerimientos aquí previstos o de la incursión de alguna conducta constitutiva de falta disciplinaria por parte de sus destinatarios o de algún otro servidor público, adelantar los procesos disciplinarios a que hubiere lugar, prefiriendo, de ser viable, el adelantamiento por trámite verbal. 

3. Solicitar a las EPS de régimen subsidiado que operan en los municipios que pertenecen a su comprensión territorial, de acuerdo a listado adjunto suministrado por la Superintendencia de Salud a 30 de junio, archivo que contenga listado de afiliados de régimen subsidiado con los siguientes datos: código de Dane de Departamento, código Dane de Municipio, primer nombre, segundo nombre, primer apellido, segundo apellido, número de identificación, tipo de identificación, la fecha de inclusión y/o actualización en formato Excel, y para las ciudades capitales de Departamento en archivo plano, separados por tabulador, y remitir a la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales al correo electrónico gngae2007@procuraduria.gov.co la información de los municipios y en CD las de la capitales de Departamento, a más tardar el, 19 de julio de 2007 

4. Solicitar a las EPS de régimen subsidiado que operan en los municipios que pertenecen a su comprensión territorial, de acuerdo a listado adjunto suministrado por la Superintendencia de Salud a 31 de agosto, archivo que contenga listado de afiliados de régimen subsidiado con los siguientes datos: código de Dane de Departamento, código Dane de Municipio, primer nombre, segundo nombre, primer apellido, segundo apellido, número de identificación, tipo de identificación, la fecha de inclusión y/o actualización en formato Excel, y para las ciudades capitales de Departamento en archivo plano, separados por tabulador. Y remitir a la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales al correo electrónico cncae2007@procuraduria.gov.co la información de los municipios y en CD las de la capitales de Departamento, a más tardar el 7 de septiembre de 2007. 

5. Por solicitud de la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales de la Procuraduría General de la Nación, estudiarán la posibilidad de desplazar funcionarios de sus dependencias para verificar inmediatamente la veracidad de las quejas y denuncias que la ciudadanía haya hecho respecto del indebido manejo de estos recursos y adelantarán las acciones disciplinarias a que hubiere lugar conforme a lo señalado en la Directiva No. 09 de julio de 2007. 

La información en medio magnético (CD) correspondiente a las capitales de departamento debe remitirse a la Comisión Nacional de Control y Asuntos electorales de la Procuraduría General de la nación, ubicada en la Carrera 10 No. 16-82 Piso 8 -Bogotá D.C., 

Atentamente, 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

CIRCULAR N.° 27

DE:
Procurador General de la Nación 

PARA: 
Procuradores Delegados, Distritales, Regionales y Provinciales 

ASUNTO:
Informes Electorales

FECHA: 
1 de junio de 2007 

De cara al proceso electoral que actualmente se desarrolla, con el fin de prevenir posibles irregularidades en todas sus etapas, realizar la intervención como Ministerio Público de una manera coordinada, eficiente y eficaz, y para elaborar un diagnóstico, evaluación e informe de las labores de control, preventiva, de intervención y disciplinaria, les solicito acoger los parámetros planteados para el ejercicio del control y la recolección de la información por la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales, y remitirla en los términos establecidos para ello. 

En cada etapa del proceso electoral se deberá rendir un informe, de acuerdo a los formatos establecidos, publicados en la página Web de la Procuraduría General de la Nación, elecciones libres y soberanas 2007, normatividad; y enviados al correo institucional de cada dependencia. Las Procuradurías Provinciales, solicitarán y recaudaran la información correspondiente a los municipios de su competencia, la remitirán a la Procuraduría Regional correspondiente, quien a su vez la enviará a la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales, al correo electrónico asuntoselectorales@procuraduria.gov.co 
Por lo tanto, les solicito estar atentos a las resoluciones, directivas, circulares, memorandos y solicitudes que se produzcan en materia electoral, revisando diariamente la página Web de la entidad y sus correos institucionales, realizar las labores de control, prevención e intervención señalados y remitir la información correspondiente, en la forma, medios y términos establecidos. 

Atentamente, 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 119

(16 MAYO 2007)

"Por medio de la cual se asignan transitoriamente unas funciones en materia disciplinaria"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En uso de sus facultades constitucionales legales y, en especial las contenidas en el artículo 7 del Decreto 262 de 2000 y,

CONSIDERANDO:

Que, según lo establecido en el numeral 6° del Artículo 7° del Decreto 262 de 2000, es atribución del Procurador General de la Nación, "Asignar funciones especiales a las dependencias y empleos de la Procuraduría General de la Nación". 

Que, según se establece en el numeral 7° del artículo 7° del Decreto 262 de 2000, es función del Procurador General de la Nación "Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para el desarrollo de las funciones atribuidas por la ley" 

Que, corresponde igualmente al Procurador General de la Nación "Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive los de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las investigaciones correspondientes e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley", tal como lo establece el numeral 16 del Decreto 262 de 2000. Se incluyen los particulares que ejercen funciones públicas en los términos de la Ley 734 de 2002. 

Que, por razón del proceso electoral que tendrá lugar el 28 de octubre de 2007 se requiere ejercer, excepcionalmente, "vigilancia superior con fines preventivos" en los términos del numeral 2° del artículo 7° del Decreto 262 de 2000. 

Que, según lo consagrado en el inciso primero del Parágrafo del Artículo 7° del Decreto 262 de 2000, "El Procurador General de la Nación ejercerá directamente las funciones que le otorga el artículo 278 de la Constitución Política. Las señaladas en el artículo 277 constitucional y las demás atribuidas por el legislador podrá ejercerlas por sí, o delegarlas en cualquier servidor público o dependencia de la entidad, en los términos establecidos en este decreto". 

Que, de conformidad con lo señalado por el inciso segundo de dicho parágrafo, las funciones que se atribuyen en el Decreto 262 de 2000 a las Procuradurías delegadas y judiciales, "... se ejercerán si el Procurador General de la Nación resuelve asignarlas, distribuirlas o delegarlas en virtud de las facultades previstas en este artículo. No obstante, el Procurador General de la Nación podrá ejercer dichas funciones, pudiendo asumirlas en cualquier momento o delegarlas en otros funcionarios, dependencias de la entidad o comisiones especiales disciplinarias cuando lo considere necesario para garantizar la transparencia, imparcialidad y demás principios rectores de la función administrativa y disciplinaria" 

Que, el artículo 138 del Decreto 262 de 2000 consagra la facultad que tiene el Procurador General de la Nación de convocar a los servidores públicos de la institución los días de vacancia y por razones de necesidad del servicio. El superior inmediato del servidor dará aplicación al parágrafo segundo, ibídem. 

Que, de conformidad con lo establecido en el calendario electoral, el 28 de octubre de 2007 se llevarán a cabo las elecciones de gobernadores, alcaldes, concejos municipales, asambleas departamentales y juntas administradoras locales para el período constitucional 2008-2012. 

Que, corresponde a la Procuraduría General de la Nación garantizar la efectividad de los principios que orientan la función administrativa y disciplinaria, la plena aplicación de los postulados de transparencia, imparcialidad y demás principios que gobiernan la función electoral. 

Que, con tales propósitos, se hace necesaria la asignación transitoria de funciones de vigilancia superior con fines preventivos a todos los profesionales vinculados a la entidad que por ley o reglamento no la tengan, que hayan acreditado el título universitario ante la División de Personal, para que participen el día 28 de octubre de 2007, así como en las correspondientes diligencias de escrutinios auxiliares, municipales, departamentales y nacionales, en la vigilancia y control del proceso electoral, y para que adelanten las gestiones y diligencias disciplinarias contra las personas que de manera permanente o temporal ejerzan funciones electorales y contra los demás servidores públicos que violen las disposiciones del régimen electoral colombiano, además, dado el caso, para que practiquen las pruebas que sean conducentes con el fin de establecer los hechos que sean materia de investigación disciplinaria. Dichos profesionales quedarán investidos con las mismas facultades y funciones de los profesionales Universitarios Grado 17. 

Que, resulta imprescindible delegar en el Presidente de la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales la asignación directa de estas funciones a dichos profesionales en los casos particulares y la distribución de los lugares donde deben desempeñar su función. 

RESUELVE:

ARTICULO 1°. Asignar a los profesionales vinculados a la Procuraduría General de la Nación que hayan acreditado título profesional en su hoja de vida y que participarán en la vigilancia y control del proceso electoral del 28 de octubre de 2007, la función de adelantar la vigilancia superior con fines preventivos realizando las gestiones y diligencias disciplinarias que competen a un Profesional Universitario Grado 17, necesarias contra quienes de manera permanente o temporal ejerzan funciones electorales y contra los demás servidores públicos y particulares que ejerzan funciones públicas, que violen las disposiciones del régimen electoral colombiano, y para que, dado el caso, practiquen las pruebas que sean conducentes para esclarecer los hechos que sean materia de investigación disciplinaria. 

Las funciones que se asignen en virtud de lo consagrado en la presente resolución, serán ejercidas de manera transitoria durante el día veintiocho (28) de octubre de 2007, así como los días en que se lleven a cabo los escrutinios auxiliares, municipales, departamentales y nacionales por el personal específicamente designado para cumplir con esas tareas. 

Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la culminación de dicha jornada electoral, o de los escrutinios respectivos, los funcionarios a los cuales se hace referencia en el inciso anterior, deberán remitir las diligencias respectivas a la División de Registro, Control y Correspondencia de la entidad, a efectos de que ésta proceda a efectuar el respectivo reparto. 

ARTICULO 2°. Se delega en el Presidente de la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales - Viceprocurador General de la Nación-, la asignación directa y específica de los profesionales de la entidad, como la determinación de los lugares y condiciones en que deberán desempeñar su función. 

En las demás ciudades lo harán los respectivos procuradores regionales y provinciales cuando éstos últimos no estén en capitales departamentales. 

ARTICULO 3°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición, y se insertará en la página WEB de la Procuraduría. 

Dada en Bogotá D.C., a los 16 MAYO 2007 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

CIRCULAR N.° 24

De:
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 

Para: 
Procuradurías Regionales, Distritales, Provinciales, Judiciales, Penales I y II, y las personerías municipales y distritales

Asunto:
Apoyo de las funciones asignadas a la Unidad de Reacción Inmediata Electoral, URIEL. 

Fecha:

Mayo 14 de 2007 

El Procurador General de la Nación, en ejercicio de sus funciones constitucionales y legales, en especial las señaladas en los artículos 118 y 277 de la Constitución Política y el artículo 7°, numerales 2°, 7°, 16°, 36° del Decreto- Ley 262 de febrero 22 de 2000, teniendo en cuenta que mediante Decreto 810 de 14 de marzo de 2007 se creó la Unidad de Reacción Inmediata Electoral, URIEL, a la que compete "adelantar las investigaciones, penales, disciplinarias, fiscales y otras acciones públicas, por infracciones en contra del proceso electoral", en la que para el cumplimiento de las funciones misionales del Ministerio Público de prevención e intervención ante autoridades judiciales, se hace necesaria la participación de los servidores arriba mencionados.

En consecuencia, para los efectos señalados en el artículo 1° del Decreto 810 de 2007, los Procuradores Regionales, Provinciales, Distritales y Judiciales Penales atenderán de manera prioritaria los requerimientos que la Unidad de Reacción Inmediata Electoral, URIEL, haga dentro del marco de su competencia funcional, y rendirán informe inmediato de sus actividades en esta materia a la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales, a quien de conformidad con lo previsto por la Resolución 444 de 2005 corresponde "Coordinar a nivel nacional el ejercicio de las funciones preventivas y disciplinarias sobre conductas en materia electoral", 

La recepción de quejas y los informes sobre asuntos electorales deberán ceñirse estrictamente a los protocolos y formatos diseñados por la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales, para el efecto. 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

DIRECTIVA UNIFICADA N.° 2

(23 FEBRERO 2007)

Mediante la cual se imparte instrucciones a los servidores públicos relacionadas con la jornada electoral del 28 de octubre de 2007, de gobernadores, alcaldes, diputados, concejales, y ediles.

El Procurador General de la Nación en ejercicio de sus funciones Constitucionales y legales, en especial las señaladas en el artículo 277 de la Constitución Política y el artículo 7º. Numerales 2,7,16 y 36 del Decreto Ley 262 de febrero 22 de 2000, que le atribuyen la función de ejercer la vigilancia superior de la conducta de los servidores públicos, así como la de establecer mecanismos e impartir instrucciones a los funcionarios y empleados del Ministerio Público y demás servidores públicos para prevenir irregularidades que afecten el adecuado desarrollo del proceso electoral, se permite recordar los criterios de transparencia e imparcialidad que rigen su actuación como servidores públicos en la contienda electoral, establecidos en la Constitución y la ley sobre conductas relativas a la participación en política, las prohibiciones en esta materia, inhabilidades para ser elegido y para desempeñar cargos públicos, así como de establecer directrices de control y vigilancia para el cumplimiento de estas disposiciones por parte de los servidores del Ministerio Público, quienes durante las etapas pre-electoral, electoral y post-electoral realizarán control preventivo y disciplinario para que ello se cumpla.

I. INTERVENCIÓN DE SERVIDORES PÚBLICOS EN POLÍTICA.

Es claro que tanto el Constituyente como el legislador han pretendido, desde antaño, preservar la total imparcialidad, objetividad y transparencia dentro de la actividad que cada uno de los servidores públicos para lograr que su función esté al servicio del Estado y de la Comunidad, sin inclinar su actuar hacia determinados intereses particulares o grupales. Así, en cuanto al proceso electoral mismo, la situación se encamina hacia ese mismo fin y por ello tanto el constituyente como el legislador han consagrado previsiones para que en manera alguna dichos servidores se parcialicen o inclinen el aparato estatal a favor de una determinada corriente, causa o movimiento político, so pena de que su actuación constituya abuso de autoridad o de poder.

En estas condiciones, para ilustrar el anterior enunciado, a continuación se transcribe la normatividad constitucional y legal que se ocupa de regular esta materia:

El artículo 127 de la Carta, modificado por el artículo 1º del Acto Legislativo 02 de 2004, prescribe que: “(…) A los empleados del Estado que se desempeñen en la Rama Judicial, en los órganos electorales, de control y de seguridad les está prohibido tomar parte en las actividades de los partidos y movimientos y en las controversias políticas, sin perjuicio de ejercer libremente el derecho al sufragio. A los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo se les aplican las limitaciones contempladas en el artículo 219 de la Constitución.

Los empleados no contemplados en esta prohibición solo podrán participar en dichas actividades y controversias en las condiciones que señale la Ley Estatutaria.”

La utilización del empleo para presionar a los ciudadanos a respaldar una causa o campaña política constituye causal de mala conducta. (…)”

El artículo 38 de la Ley 996 de 2005, prescribe que: “A los empleados del Estado les está prohibido: 

1. Acosar, presionar, o determinar, en cualquier forma, a subalternos para que respalden alguna causa, campaña o controversia política. 

2. Difundir propaganda electoral a favor o en contra de cualquier partido, agrupación o movimiento político, a través de publicaciones, estaciones oficiales de televisión y de radio o imprenta pública, a excepción de lo autorizado en la presente ley. 

3. Favorecer con promociones, bonificaciones, o ascensos indebidos, a quienes dentro de la entidad a su cargo participan en su misma causa o campaña política, sin perjuicio de los concursos que en condiciones públicas de igualdad e imparcialidad ofrezcan tales posibilidades a los servidores públicos.

4. Ofrecer algún tipo de beneficio directo, particular, inmediato e indebido para los ciudadanos o para las comunidades, mediante obras o actuaciones de la administración pública, con el objeto de influir en la intención de voto. 

5. Aducir razones de "buen servicio" para despedir funcionarios de carrera. 

La infracción de alguna de las anteriores prohibiciones constituye falta gravísima.” 

El artículo 40 ídem prevé: “Sanciones. Incumplir con las disposiciones consagradas en este capítulo, será sancionable gradualmente de conformidad con lo establecido en la Ley 734 de 2002 y según la gravedad del hecho.”

De la Ley 734 de 2002, Código Único Disciplinario:

Artículo 48, numerales 39 y 40, conforme a los cuales constituyen faltas gravísimas, sancionables con destitución e inhabilidad general: “Utilizar el cargo para participar en las actividades de los partidos y movimientos políticos, sin perjuicio de los derechos previstos en la Constitución y la Ley” y “Utilizar el empleo para presionar a particulares o subalternos a respaldar una causa o campaña política o influir en procesos electorales de carácter político partidista” 

A su vez, con carácter positivo se establece en el artículo 39 de la ley 996 de 2005 que: “Los servidores públicos, en su respectiva jurisdicción, podrán:

2. Inscribirse como miembros o militantes de sus partidos”.

Y, en el artículo 41 ibídem, se contempla que la, “Actividad política de los miembros de las corporaciones públicas. No se aplicará a los miembros de las corporaciones públicas de elección popular, las limitaciones contenidas en las disposiciones de este título.”

El artículo 422 del Código Penal, Ley 599 de 2000, (Modificado por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004) considera como típica del delito “Intervención en política” la conducta de: “El servidor público que ejerza jurisdicción, autoridad civil o política, cargo de dirección administrativa, o se desempeñe en los órganos judicial, electoral, de control, que forme parte de comités, juntas o directorios políticos, o utilice su poder para favorecer o perjudicar electoralmente a un candidato, partido o movimiento político, incurrirá en multa y pérdida del empleo o cargo público.

Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior los miembros de las corporaciones públicas de elección popular.”

II. PROHIBICIONES A LOS SERVIDORES PÚBLICOS

Teniendo en cuenta que en nuestro Estado de Derecho, reglado por excelencia, de conformidad con lo previsto por el artículo 6º de la Carta Política los servidores públicos son responsables por infringir la Constitución y las leyes y por omitir o extralimitar sus funciones, a continuación se transcriben las disposiciones que consagran el catálogo de actuaciones o conductas que esta clase de funcionarios deben abstenerse de realizar, para adecuar su accionar al ordenamiento jurídico.

Así, además de las transcritas en el acápite anterior respecto a la participación en política
, se deben tener en cuenta las siguientes:

El artículo 110 Constitucional señala: “Se prohíbe a quienes desempeñen funciones públicas hacer contribución alguna a los partidos, movimientos o candidatos, o inducir a otros a que lo hagan, salvo las excepciones que establezca la ley.

El incumplimiento de cualquiera de estas prohibiciones será causal de remoción del cargo o de pérdida de investidura.”
Artículo 126. Los servidores públicos no podrán nombrar como empleados a personas con las cuales tengan parentesco
 hasta el cuarto grado de consanguinidad
., segundo de afinidad, primero civil, o con quien estén ligados por matrimonio o unión permanente. Tampoco podrán designar a personas vinculadas por los mismos lazos con servidores públicos competentes para intervenir en su designación. 

Se exceptúan de lo previsto en este artículo los nombramientos que se hagan en aplicación de las normas vigentes sobre ingreso o ascenso por méritos
. 

Artículo 292 ibídem. “Los diputados y concejales y sus parientes dentro del grado que señale la ley no podrán formar parte de las juntas directivas de las entidades descentralizadas del respectivo departamento, distrito o municipio. 

No podrán ser designados funcionarios de la correspondiente entidad territorial los cónyuges o compañeros permanentes de los diputados y concejales, ni sus parientes en el segundo grado de consanguinidad, primero de afinidad o único civil."

De la Ley 617 de 2000, necesario es tener en cuenta las siguientes disposiciones:

Artículo 49. (Modificado por la Ley 821 de 2003). Prohibiciones relativas a los cónyuges, compañeros permanentes y parientes de los gobernadores, diputados, alcaldes municipales, y Distritales; concejales municipales, y Distritales; y miembros de juntas administradoras locales municipales y Distritales. Los cónyuges o compañeros permanentes, y parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil de los gobernadores, diputados, alcaldes municipales y Distritales y concejales municipales y Distritales, y miembros de juntas administradores locales municipales y Distritales no podrán ser miembros de juntas o consejos directivos de entidades del sector central o descentralizados del correspondiente departamento, distrito o municipio, ni miembros de juntas directivas, representantes legales, revisores fiscales, auditores o administradores de las entidades prestadoras de servicios públicos domiciliarios o de seguridad social en el respectivo departamento o municipio.

Los cónyuges o compañeros permanentes de los gobernadores, diputados, alcaldes municipales y Distritales y concejales municipales y Distritales, y miembros de juntas administradoras locales municipales y Distritales y sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, no podrán ser designados funcionarios del respectivo departamento, distrito o municipio, o de sus entidades descentralizadas.
.

Los cónyuges o compañeros permanentes de los gobernadores, diputados, alcaldes municipales y Distritales y concejales municipales y Distritales, y miembros de juntas administradoras locales municipales y Distritales, sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, no podrán ser contratistas del respectivo departamento, distrito o municipio, o de sus entidades descentralizadas, ni directa, ni indirectamente.

Parágrafo 1º. Se exceptúan de lo previsto en este artículo los nombramientos que se hagan en aplicación de las normas vigentes sobre carrera administrativa.

PARÁGRAFO 2º. Las prohibiciones para el nombramiento, elección o designación de servidores públicos y trabajadores previstas en este artículo también se aplicarán en relación con la vinculación de personas a través de contratos de prestación de servicios.

Artículo 50. Prohibición para el manejo de cupos presupuestales. Prohíbese a los diputados, concejales y miembros de juntas administradoras locales municipales y distritales, intervenir en beneficio propio o de su partido o grupo político, en la asignación de cupos presupuestales o en el manejo, dirección o utilización de recursos del presupuesto, sin perjuicio de la iniciativa en materia de gasto que se ejercerá únicamente con ocasión del debate al respectivo plan de desarrollo y del debate de la ordenanza o acuerdo anual de presupuesto, en la forma que establecen las Leyes Orgánicas del Plan y del Presupuesto.

De la Ley 996 de 2005, de Garantías Electorales, deberá atenderse que:

El artículo 38, que señala como prohibiciones para los servidores públicos: “(…) Parágrafo. Los Gobernadores, Alcaldes Municipales y/o Distritales, Secretarios, Gerentes y directores de Entidades Descentralizadas del orden Municipal, Departamental o Distrital, dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, no podrán celebrar convenios interadministrativos para la ejecución de recursos públicos, ni participar, promover y destinar recursos públicos de las entidades a su cargo, como tampoco de las que participen como miembros de sus juntas directivas, en o para reuniones de carácter proselitista. 

Tampoco podrán inaugurar obras públicas o dar inicio a programas de carácter social en reuniones o eventos en los que participen candidatos a la Presidencia y Vicepresidencia de la República, el Congreso de la República, Gobernaciones Departamentales, Asambleas Departamentales, Alcaldías y Concejos Municipales o Distritales.

Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

No podrán autorizar la utilización de inmuebles o bienes muebles de carácter público para actividades proselitistas, ni para facilitar el alojamiento, ni el transporte de electores de candidatos a cargos de elección popular. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

La nómina del respectivo ente territorial o entidad no se podrá modificar dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones a cargos de elección popular, salvo que se trate de provisión de cargos por faltas definitivas, con ocasión de muerte o renuncia irrevocable del cargo correspondiente debidamente aceptada, y en los casos de aplicación de las normas de carrera administrativa.

III. INHABILIDADES

Para efectos de ilustrar a los ciudadanos, tanto a los electores como a los candidatos a las próximas elecciones a celebrarse en el mes de octubre de 2007, la Procuraduría General de la Nación ha realizado la revisión de la normatividad que consagra las inhabilidades que pueden afectar la elección y/o la situación disciplinaria de las personas que se postulen para ocupar los cargos de gobernadores, diputados, alcaldes, concejales y ediles, a fin de que el conocimiento concreto de esas circunstancias evite futuras acciones judiciales y administrativas
 que generen no sólo la afectación de situaciones personales, sino también de los cimientos democráticos del Estado y del patrimonio público que se involucran en el proceso electoral.

Procurando el respeto a la legalidad en la descripción de las conductas que pueden ser consideradas como causal inhabilitante, en el presente instructivo se transcribe literalmente el texto de la disposición que las consagra.

Tanto el Constituyente como el legislador se han ocupado de señalar de manera taxativa los supuestos de hecho que se erigen como causales de inhabilidad, las cuales en algunos eventos resultan aplicables a todos los servidores públicos, y en otros únicamente a un grupo determinado de ellos. Para los efectos ilustrativos aquí propuestos se reseñará las primeras y, en cuanto a las específicas, se hará alusión a aquellas cuyos destinatarios son los servidores que serán elegidos el 28 de octubre de 2007, esto es, gobernadores, diputados, concejales y ediles.

Así, los ciudadanos y los servidores públicos deberán ajustar su conducta a las siguientes previsiones constitucionales y legales:

1. De la Constitución Política:
Artículo 107: “(…) Quien participe en las consultas de un partido o movimiento político no podrá inscribirse por otro en el mismo proceso electoral.”

Artículo 122, modificado por el Acto Legislativo 1 de 2004: “(…) Sin perjuicio de las demás sanciones que establezca la ley, no podrán ser inscritos como candidatos a cargos de elección popular, ni elegidos, ni designados como servidores públicos, ni celebrar personalmente, o por interpuesta persona, contratos con el Estado, quienes hayan sido condenados, en cualquier tiempo, por la Comisión de delitos que afecten el patrimonio del Estado
. Tampoco quien haya dado lugar, como servidor público, con su conducta dolosa o gravemente culposa, así calificada por sentencia judicial ejecutoriada, a que el Estado sea condenado a una reparación patrimonial, salvo que asuma con cargo a su patrimonio el valor del daño.” (Inciso modificado por el artículo 1º del Acto Legislativo 1 de 2004) (Resaltado fuera de texto)

Artículo 272: “(…) Quién haya ocupado en propiedad el cargo de Contralor departamental, distrital o municipal, no podrá desempeñar empleo oficial alguno en el respectivo departamento, distrito o municipio, ni ser inscrito a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus funciones.”

Artículo 291. “Los miembros de las corporaciones públicas de las entidades territoriales no podrán aceptar cargo alguno en la administración pública, y si lo hicieren perderán su investidura. (…)”
Artículo 293 “Sin perjuicio de lo establecido en la Constitución, la ley determinará las calidades, inhabilidades, incompatibilidades, fecha de posesión, períodos de sesiones, faltas absolutas o temporales, causas de destitución y formas de llenar las vacantes de los ciudadanos que sean elegidos por voto popular para el desempeño de funciones públicas en las entidades territoriales. La ley dictará también las demás disposiciones necesarias para su elección y desempeño de funciones”

2. De las leyes:

A. De la Ley 190 de 1995:

Artículo 5. “En caso de haberse producido un nombramiento o posesión en un cargo o empleo público o celebrado un contrato de prestación de servicios con la administración, sin el cumplimiento de los requisitos para el ejercicio del cargo o la celebración del contrato, se procederá a solicitar su revocación o terminación, según el caso, inmediatamente se advierta la infracción.

Cuando se advierta que se ocultó información o se aportó documentación falsa para sustentar la información suministrada en la hoja de vida, sin perjuicio de la responsabilidad penal o disciplinaria a que haya lugar, el responsable quedará inhabilitado pera ejercer funciones públicas por tres (3) años.”
Artículo 6. “En caso de que sobrevenga al acto de nombramiento o posesión alguna inhabilidad o incompatibilidad, el servidor público deberá advertirlo inmediatamente a la entidad a la cual preste el servicio.

Si dentro de los tres (3) meses siguientes el servidor público no ha puesto fin a la situación que dio origen a la inhabilidad o incompatibilidad, procederá su retiro inmediato, sin perjuicio de las sanciones a que por tal hecho haya lugar.”

B. De la ley 610 de 2000
Artículo 60. “Boletín de Responsables fiscales. La Contraloría General de la República publicará con periodicidad trimestral un boletín que contendrá los nombres de las personas naturales o jurídicas quienes se les haya dictado fallo con responsabilidad fiscal en firme y ejecutoriado y no hayan satisfecho la obligación contenida en él.

Para efecto de lo anterior, las contralorías territoriales deberán informar a la Contraloría General de la República, en la forma y términos que esta establezca, la relación de las personas a quienes se le haya dictado fallo con responsabilidad fiscal, así como de las que hubieran acreditado el pago correspondiente, de los fallos que hubieren sido anulados por la jurisdicción contencioso administrativo y de las revocaciones directas que hayan proferido, para incluir o retirar sus nombres del boletín, según el caso. El incumplimiento de esta obligación será causal de mala conducta.

Los Representantes legales, así como los nominadores y demás funcionarios competentes, deberán abstenerse de nombrar, dar posesión o celebrar cualquier tipo de contrato con quienes aparezcan en el boletín de responsables, so pena de incurrir en causal de mala conducta, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 6º de la Ley 190 de 1995. Para cumplir con esta obligación, en el evento de no contar con esta publicación, los servidores públicos consultarán a la Contraloría General de la República sobre la inclusión de los futuros funcionarios o contratistas en el boletín.”

C. De la Ley 734 de 2002 

Artículo 38. “Otras inhabilidades. También constituyen inhabilidades para desempeñar cargos públicos, a partir de la ejecutoria del fallo, las siguientes:

1. Además de la descrita en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política, haber sido condenado a pena privativa de la libertad mayor de cuatro años por delito doloso dentro de los diez años anteriores, salvo que se trate de delito político.

2. Haber sido sancionado disciplinariamente tres o más veces en los últimos (5) cinco años por faltas graves o leves dolosas o por ambas. Esta inhabilidad tendrá una duración de tres años contados a partir de la ejecutoria de la última sanción.

3. Hallarse en estado de interdicción judicial o inhabilitado por una sanción disciplinaria o penal, o suspendido en el ejercicio de su profesión o excluido de esta, cuando el cargo a desempeñar se relacione con la misma.

4. Haber sido declarado responsable fiscalmente.

PARÁGRAFO 1º. Quien haya sido declarado responsable fiscalmente será inhábil para el ejercicio de cargos públicos y para contratar con el estado durante los cinco (5) años siguientes a la ejecutoria del fallo correspondiente. 

Esta inhabilidad cesará cuando la Contraloría competente declare haber recibido el pago o, si este no fuere procedente, cuando la Contraloría General de la República excluya al responsable del boletín de responsables fiscales.

Si pasados cinco años desde la ejecutoria de la providencia, quien haya sido declarado responsable fiscalmente no hubiere pagado la suma establecida en el fallo ni hubiere sido excluido del boletín de responsables fiscales, continuará siendo inhábil por cinco años si la cuantía, al momento de la declaración de responsabilidad fiscal, fuere superior a 50 sin exceder de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes; por dos años si la cuantía fuere superior a 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes sin exceder de 50, y por tres meses si la cuantía fuere igual o inferior a 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

PARÁGRAFO 2º. Para los fines previstos en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política a que se refiere el numeral 1 de este artículo, se entenderá por delitos que afecten el patrimonio del estado aquellos que produzcan de manera directa lesión al patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido o deterioro de los bienes o recursos públicos, producidos por una conducta dolosa, cometida por un servidor público.

Para estos efectos la sentencia condenatoria deberá especificar si la conducta objeto de la misma constituye un delito que afecta el patrimonio del Estado.”

Artículo 48. “Faltas gravísimas. (…) 17. Actuar u omitir, a pesar de la existencia de causales de incompatibilidad, inhabilidad y conflicto de intereses, de acuerdo con las previsiones Constitucionales y Legales.

Nombrar, designar, elegir, postular o intervenir en postulación de una persona en quién concurra causal de inhabilidad, incompatibilidad, o conflicto de intereses.

Las faltas gravísimas de acuerdo con los artículos 44, 45 y 46 de la ley, darán lugar a sanción de destitución e inhabilidad general que será de diez a veinte años.”

A. INHABILIDADES PARA OCUPAR EL CARGO DE GOBERNADOR
Artículo 303 de la Constitución Política. “En cada uno de los departamentos habrá un Gobernador que será jefe de la administración seccional y representante legal del departamento; el gobernador será agente del Presidente de la República para el mantenimiento del orden público y para la ejecución de la política económica general, así como para aquellos asuntos que mediante convenios la Nación acuerde con el departamento. Los gobernadores serán elegidos popularmente para períodos institucionales de cuatro (4) años y no podrán ser reelegidos para el período siguiente.

La ley fijará las calidades, requisitos, inhabilidades e incompatibilidades de los gobernadores; reglamentará su elección; determinará sus faltas absolutas y temporales; y la forma de llenar estas últimas y dictará las demás disposiciones necesarias para el normal desempeño de sus cargos. (…) (Artículo modificado por el artículo 1º del Acto Legislativo No. 2 de 2002)

Artículo 304 ibídem. “El Presidente de la República, en los casos taxativamente señalados por la ley, suspenderá o destituirá a los gobernadores. 

Su régimen de inhabilidades e incompatibilidades no será menos estricto que el establecido para el Presidente de la República.”

El Artículo 30 de la Ley 617 de 2000 establece que: “No podrá ser inscrito como candidato, elegido o designado como gobernador:

1. Quien haya sido condenado en cualquier época por sentencia judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos; o haya perdido la investidura de congresista o, a partir de la vigencia de la presente ley, la de diputado o concejal; o excluido del ejercicio de una profesión, o se encuentre en interdicción para el ejercicio de funciones públicas.

2. Quienes tengan doble nacionalidad, exceptuando a los colombianos por nacimiento.

3. Quienes dentro de los doce (12) meses anteriores a la fecha de la elección haya ejercido como empleado público, jurisdicción o autoridad política, civil, administrativa o militar, en el respectivo departamento, o quién como empleado público del orden nacional, departamental o municipal, haya intervenido como ordenador del gasto en la ejecución de recursos de inversión o celebración de contratos, que deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo departamento.

4. Quien dentro del año anterior a la elección haya intervenido en la gestión de negocios ante entidades públicas del nivel departamental o en la celebración de contratos con entidades públicas de cualquier nivel en interés propio o de terceros, siempre que los contratos deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo departamento.

5. Quien tenga vínculo por matrimonio, o unión permanente o de parentesco en segundo grado de consanguinidad, primero de afinidad o único civil, con funcionarios quienes doce (12) meses anteriores a la elección hayan ejercido autoridad civil, política, administrativa o militar en el respectivo departamento; o con quienes dentro del mismo lapso hayan sido representantes legales de entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las entidades que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social de salud en el régimen subsidiado en el respectivo departamento.

6. Quien haya desempeñado el cargo de Contralor Departamental o Procurador delegado en el respectivo departamento durante un periodo de doce (12) meses antes de la elección de gobernador.

7. Quien haya desempeñado los cargos a que se refiere el artículo 197 de la Constitución Nacional. “

B. INHABILIDADES PARA OCUPAR EL CARGO DE ALCALDE
Artículo 323 de la Carta Política. “(…) La elección de Alcalde Mayor, de concejales distritales y de ediles se hará en un mismo día por períodos de cuatro (4) años y el alcalde no podrá ser reelegido para el período siguiente.

El artículo 37 de la Ley 617 de 2000, que prevé las inhabilidades para ser alcalde señala que: “No podrá ser inscrito como candidato, ni elegido, ni designado alcalde municipal o distrital:

1. Quien haya sido condenado en cualquier época por sentencia judicial a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos; o haya perdido la investidura de congresista o, a partir de la vigencia de la presente ley, la de diputado o concejal; o excluido del ejercicio de una profesión; o se encuentre en interdicción para el ejercicio de funciones públicas.

2. Quien dentro de los doce (12) meses anteriores a la fecha de la elección, haya ejercido como empleado público, jurisdicción o autoridad política, civil, administrativa o militar, en el respectivo municipio, o quien como empleado público del orden nacional, departamental o municipal, haya intervenido como ordenador del gasto en la ejecución de recursos de inversión o celebración de contratos, que deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo municipio.

3. Quien dentro del año anterior a la elección haya intervenido en la gestión de negocios ante entidades públicas del nivel municipal o en la celebración de contratos con entidades públicas de cualquier nivel en interés propio o de terceros, siempre que los contratos deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo municipio. Así mismo, quien dentro del año anterior a la elección, haya sido representante legal de entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las entidades que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social de salud en el régimen subsidiado en el respectivo municipio.

4. Quien tenga vínculos por matrimonio o unión permanente, o de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad primero de afinidad o único civil, con funcionarios que dentro de los doce (12) meses anteriores a la elección hayan ejercido autoridad civil, política, administrativa o militar en el respectivo municipio; o con quienes dentro del mismo lapso hayan sido representantes legales de entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las entidades que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social en salud en el régimen subsidiado en el respectivo municipio.

5. Haber desempeñado el cargo de contralor o personero del respectivo municipio en un periodo de doce (12) meses antes de la fecha de la elección.” 

C. INHABILIDADES PARA OCUPAR EL CARGO DE DIPUTADO

Inciso 2º del artículo 299 de la Constitución Política, modificado por el Acto Legislativo 02 de 2002: “(...) El régimen de inhabilidades e incompatibilidades de los diputados será fijado por la ley. No podrá ser menos estricto que el señalado para los congresistas en lo que corresponda. El período de los diputados será de cuatro años y tendrán la calidad de servidores públicos. (Inciso 2o. modificado por el artículo 2º del Acto Legislativo No. 2 de 2002).

Para ser elegido diputado se requiere ser ciudadano en ejercicio, no haber sido condenado a pena privativa de la libertad, con excepción de los delitos políticos o culposos y haber residido en la respectiva circunscripción electoral durante el año inmediatamente anterior a la fecha de la elección. 

Los miembros de la Asamblea Departamental tendrán derecho a una remuneración durante las sesiones correspondientes y estarán amparados por un régimen de prestaciones y seguridad social, en los términos que fija la Ley."

Artículo 33 de la Ley 617 de 2000: “No podrá ser inscrito como candidato ni elegido diputado:

1. Quien haya sido condenado por sentencia judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos; o haya perdido la investidura de congresista o, a partir de la vigencia de la presente ley, la de diputado o concejal; o excluido del ejercicio de una profesión; o se encuentre en interdicción para el ejercicio de funciones públicas.

2. Quienes tengan doble nacionalidad, exceptuando los colombianos por nacimiento.

3. Quien dentro de los doce (12) meses anteriores a la fecha de la elección haya ejercido como empleado público, jurisdicción o autoridad política, civil, administrativa o militar, en el respectivo departamento, o quién como empleado público del orden nacional, departamental o municipal, haya intervenido como ordenador del gasto en la ejecución de recursos de inversión o celebración de contratos, que deba ejecutarse o cumplirse en el respectivo departamento.

4. Quien dentro del año anterior a la elección haya intervenido en la gestión de negocios ante entidades públicas del nivel departamental o en la celebración de contratos con entidades públicas de cualquier nivel en interés propio o de terceros, siempre que los contratos deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo departamento. Así mismo quién dentro del año anterior haya sido Representante legal de entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las entidades que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social de salud en el régimen subsidiado en el respectivo departamento. 

5. Quien tenga vínculo por matrimonio, o unión permanente, o de parentesco en segundo grado de consanguinidad, primero de afinidad o único civil, con funcionarios que dentro de los doce (12) meses anteriores a la elección hayan ejercido autoridad civil, política, administrativa o militar en el respectivo departamento; o quienes dentro del mismo lapso hayan sido representantes legales de entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las entidades que presenten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social de salud en el régimen subsidiado en el respectivo departamento, así mismo, quien esté vinculado entre sí por matrimonio o unión permanente o parentesco dentro del tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil, y se inscriba por el mismo partido o movimiento político para elección de cargos o de corporaciones públicas que deban realizarse en el mismo departamento en la misma fecha.”

D. INHABILIDADES PARA OCUPAR EL CARGO DE CONCEJAL

Artículo 312 de la Constitución Política. “(…) La ley determinará las calidades, inhabilidades e incompatibilidades de los concejales y la época de sesiones ordinarias de los concejos. Los concejales no tendrán la calidad de empleados públicos.”

Artículo 40 de la Ley 617 de 2000. “No podrá ser inscrito como candidato ni elegido concejal municipal o distrital.

1. Quien haya sido condenado por sentencia judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos; o haya perdido la investidura de congresista o, a partir de la vigencia de la presente Ley, la de diputado o concejal, o excluido del ejercicio de una profesión; o se encuentre en interdicción judicial para el ejercicio de funciones públicas. 

2. Quien dentro de los doce (12) meses anteriores a la fecha de la elección haya ejercido como empleado público, jurisdicción o autoridad política, civil, administrativa o militar, en el respectivo municipio o distrito, o quien como empleado público del orden nacional, departamental o municipal, haya intervenido como ordenador del gasto en la ejecución de recursos de inversión o celebración de contratos, que deban ejecutarse o cumplirse en le respectivo municipio o distrito.

3. Quién dentro del año anterior a la elección haya intervenido en la gestión de negocios ante entidades públicas del nivel municipal o distrital o en la celebración de contratos con entidades públicas de cualquier nivel en interés propio o de terceros, siempre que los contratos deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo municipio o distrito. Así mismo, quien dentro del año anterior haya sido representante legal de entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las entidades que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social de salud en el régimen subsidiado en el respectivo municipio o distrito.

4. Quien tenga vínculo por matrimonio, o unión permanente, o de parentesco en segundo grado de consanguinidad, primero de afinidad o único civil, con funcionarios que dentro de los doce (12) meses anteriores a la elección hayan ejercido autoridad civil, política, administrativa o militar en el respectivo municipio o distrito; o con quienes dentro del mismo lapso hayan sido representantes legales de entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las entidades que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social en el régimen subsidiado en el respectivo municipio o distrito. Así mismo, quien esté vinculado entre sí por matrimonio o unión permanente o parentesco dentro del segundo grado de consanguinidad, primero de afinidad o único civil, y se inscriba por el mismo partido o movimiento para elección de cargos o de corporaciones públicas que deban realizarse en el mismo municipio o distrito en la misma fecha.”

E. INHABILIDADES PARA OCUPAR EL CARGO DE EDIL

Artículo 124 de la Ley 136 de 1994: “Sin perjuicio de las demás inhabilidades que establezcan la Constitución y la ley, no podrán ser elegidos miembros de junta administradora local quienes:

1. Hayan sido condenados a pena privativa de la libertad dentro de los diez (10) años anteriores a la elección, excepto en los casos de delitos culposos o políticos.
2. Hayan sido sancionados con destitución de un cargo público, excluidos del ejercicio de una profesión o sancionados más de dos (2) veces por faltas a la ética profesional o a los deberes de un cargo público.
3. Sean miembros de las corporaciones públicas de elección popular, servidores públicos o miembros de las juntas y consejos directivos de las entidades públicas.”
Artículo 66 ibídem: [Decreto nº 1421 de 1993] “No podrán ser elegidos ediles quienes:
1. Hayan sido condenados a pena privativa de la libertad, excepto en los casos de delitos culposos o políticos. 

2. Hayan sido sancionados con la pena de destitución de un cargo público, o se encuentren, temporal o definitivamente, excluidos del ejercicio de una profesión en el momento de la inscripción de su candidatura. 
3. Hayan perdido la investidura de miembros de la corporación de elección popular; 

4. Dentro de los tres meses anteriores a la inscripción de la candidatura se hayan desempeñado como empleados públicos en el Distrito; hayan sido miembros de una junta directiva distrital; hayan intervenido en la gestión de negocios o en la celebración de contratos con el Distrito; o hayan ejecutado en la localidad contrato celebrado con organismo público de cualquier nivel, y 

5. Sean cónyuges, compañeros o compañeras permanentes, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, o primero de afinidad o único civil, de los concejales o de los funcionarios distritales que ejerzan autoridad política o civil. 

F. INHABILIDADES PARA SER CLAVEROS, JURADOS DE VOTACIÓN, MIEMBROS DE COMISIONES ESCRUTADORAS O SECRETARIOS

Artículo 151 del Decreto 2241 de 1986. (Modificado por el art. 9, Ley 62 de 1988).” Los candidatos a Corporaciones Públicas, sus cónyuges o parientes hasta el segundo grado de [consanguinidad o de] afinidad o primero civil, no podrán ser claveros, jurados de votación, miembros de comisiones escrutadoras o secretarios de éstas, dentro de la respectiva Circunscripción Electoral

Tampoco podrán actuar como claveros de una misma arca o como miembros de una comisión escrutadora o desempeñar estas funciones en el mismo municipio, las personas que estén entre si en los anteriores grados de parentesco y sus cónyuges.

La persona que no se declare impedida por estar en alguna de las situaciones previstas en este artículo, será sancionada con arresto inconmutable hasta de treinta (30) días por medio de resolución que dictarán a petición de parte o de oficio los Delegados del Registrador Nacional.”

IV. DE LAS CONDUCTAS QUE AFECTAN LOS MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN DEMOCRÁTICA, SANCIONADAS POR EL CÓDIGO PENAL

El Código Penal, Ley 599 de 2000, en el Capítulo Único del Título XIV
, tipifica las siguientes conductas, que considera violatorias del ejercicio de los mecanismos de participación democrática:

Artículo 386. Perturbación de certamen democrático. El que por medio de maniobra engañosa perturbe o impida votación pública relacionada con los mecanismos de participación democrática, o el escrutinio de la misma, o la realización de un cabildo abierto, incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) años.

La pena será de prisión de cuatro (4) a ocho (8) años cuando la conducta se realice por medio de violencia. 

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando la conducta sea realizada por un servidor público.

Artículo 387. Constreñimiento al sufragante. El que utilice las armas o amenace por cualquier medio a un ciudadano o a un extranjero habilitado por la ley, con el fin de obtener apoyo o votación por determinado candidato o lista de candidatos, o voto en blanco, o por los mismos medios le impida el libre ejercicio del derecho al sufragio, incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6) años. 

En igual pena incurrirá quien por los mismos medios pretenda obtener en plebiscito, referendo, consulta popular o revocatoria del mandato, apoyo o votación en determinado sentido, o impida el libre ejercicio del derecho al sufragio. 

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando la conducta sea realizada por un servidor público.

Artículo 388. Fraude al sufragante. El que mediante maniobra engañosa, obtenga que un ciudadano o a un extranjero habilitado por la ley, vote por determinado candidato, partido o corriente política, o lo haga en blanco, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años.

En igual pena incurrirá quien por el mismo medio obtenga en plebiscito, referendo, consulta popular o revocatoria del mandato votación en determinado sentido.

Artículo 389. Fraude en inscripción de cédulas. El que por cualquier medio indebido logre que personas habilitadas para votar inscriban documento o cédula de ciudadanía en una localidad, municipio o distrito diferente a aquel donde hayan nacido o residan, con el propósito de obtener ventaja en elección popular, plebiscito, referendo, consulta popular o revocatoria del mandato, incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6) años.

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando la conducta sea realizada por un servidor público.

Artículo 390. Corrupción de sufragante. El que prometa, pague o entregue dinero o dádiva a un ciudadano o a un extranjero habilitado por la ley para que consigne su voto en favor de determinado candidato, partido o corriente política, vote en blanco, o se abstenga de hacerlo, incurrirá en prisión de tres (3) a cinco (5) años y multa de cien (100) a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

En igual pena incurrirá quien por los mismos medios obtenga en plebiscito, referendo, consulta popular o revocatoria del mandato votación en determinado sentido.

El sufragante que acepte la promesa, el dinero o la dádiva con los fines señalados en el inciso primero, incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años.

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando la conducta sea realizada por un servidor público.

Artículo 391. Voto fraudulento. El que suplante a un ciudadano o a un extranjero habilitado por la ley, o vote más de una vez, o sin derecho consigne voto en una elección, plebiscito, referendo, consulta popular, o revocatoria del mandato, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años.

Artículo 392. Favorecimiento de voto fraudulento. El servidor público que permita suplantar a un ciudadano o a un extranjero habilitado por la ley, o votar más de una vez o hacerlo sin derecho, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años.

Artículo 393. Mora en la entrega de documentos relacionados con una votación. El servidor público que no haga entrega oportuna a la autoridad competente de registro electoral, sellos de urna o de arca triclave, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años.

Artículo 394. Alteración de resultados electorales. El que por medio distinto de los señalados en los artículos precedentes altere el resultado de una votación o introduzca documentos o tarjetones indebidamente, incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años, salvo que la conducta constituya delito sancionado con pena mayor.

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando la conducta sea realizada por un servidor público.

Artículo 395. Ocultamiento, retención y posesión ilícita de cédula. El que haga desaparecer, posea o retenga cédula de ciudadanía ajena o cualquier otro documento necesario para el ejercicio del derecho de sufragio, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años, salvo que la conducta constituya delito sancionado con pena mayor. 

Artículo 396. Denegación de inscripción. El servidor público a quien legalmente corresponda la inscripción de candidato o lista de candidatos para elecciones populares que no cumpla con esta función o la dilate o entorpezca, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. 

En igual pena incurrirá quien realice las conductas anteriores cuando se trate de plebiscito, referendo, consulta popular y revocatoria del mandato. 

La misma pena se impondrá al que por cualquier medio impida u obstaculice la inscripción a que se refieren los incisos anteriores.

V. DE LA TRASHUMANCIA ELECTORAL

El trasteo de electores, práctica electoral que ha sido recurrente en los procesos electorales que se desarrollan en el país, por virtud de la cual se alteran los censos electorales al incorporar en los mismos factores cualitativas encaminados a alterar los resultados electorales para beneficio de un candidato y detrimento de sus candidatos se encuentra proscrita por mandato constitucional, pero su prohibición sólo está referida al ámbito de lo relacionado con la elección de las autoridades locales, pues así se dispuso en el artículo 316 de la Carta Política. 

Lo anterior, no implica que este fenómeno electoral no se pueda llevar a cabo en tratándose de elecciones distintas a las locales, como es el caso de la de los Gobernadores y los Diputados, solo que el mismo operaría con carácter interdepartamental, dado que la elección de estos servidores se hace por circunscripción y esta coincide con la del Departamento.

La Corte Constitucional al efectuar el estudio de constitucionalidad de la Ley 2ª del 21 de febrero de 1992 (norma que reguló algunos aspectos electorales pero solo aplicables a las elecciones de ese año), señaló que aun cuando el artículo 316 de la norma superior sólo se refería a las elecciones del orden municipal, igualmente era aplicable la prohibición del traslado de electores a los casos de elección departamentales porque de permitirse ésta se estarían conculcando derechos fundamentales, como el de igualdad entre electores y candidatos, los derechos políticos derivados del artículo 40 Superior y la autonomía de entes territoriales departamentales. 

Dijo el máximo juez de constitucionalidad lo siguiente: 

“En las votaciones que se realicen para la elección de autoridades locales y para la decisión de asuntos del mismo carácter, solo podrán participar los ciudadanos residentes en el respectivo municipio.

Luego el artículo acusado, al decir en su inciso primero que "se entiende que quien vote... declara bajo juramento residir en el respectivo municipio", no está sino desarrollando la preceptiva constitucional, incluso casi por reiteración y redundancia, pues sólo agrega como elemento nuevo la presunción del juramento.

(…)

En cuanto al segundo cargo, tampoco es de recibo la afirmación según la cual la obligación de declarar la residencia era sólo para la elección de las autoridades locales mas no para la elección de las autoridades departamentales, como afirma la vista fiscal, porque si bien es cierto que el artículo 316 superior precitado sólo se refiere a los comicios municipales, es lo cierto que la permisión del denominado turismo electoral para elegir gobernadores y diputados viola la autonomía política de los departamentos, de que tratan los artículos 1°, 286 y 287.1 de la Carta, así como el principio de igualdad, que consagra el artículo 13 ídem.

Ciertamente, en cuanto al primer fundamento, dice así la Constitución:

Artículo 1°.- Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de república unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales... 

Artículo 286.- Son entidades territoriales los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios indígenas...

Artículo 287.- Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley. En tal virtud tendrán los siguientes derechos:

1. Gobernarse por autoridades propias... (Negrillas no originales).

Se advierte sin dificultad que se violaría la autonomía política de las entidades territoriales departamentales si un ciudadano de un departamento pudiese desplazarse para votar en otro, pues simultáneamente el cuerpo electoral de un departamento vería afectada su representatividad por la presencia de fuerzas electorales extrañas, de un lado, y de otro lado los ciudadanos de un departamento terminarían incidiendo en el resultado electoral de otro. 

Así, pues, por la doble vía del departamento que recibe votantes adicionales no residentes en su circunscripción como por parte del departamento que los envía o remite, se viola la autonomía de una entidad territorial seccional para "gobernarse por autoridades propias".

Respecto de la autonomía política de las entidades territoriales, la doctrina nacional ha sostenido que "hasta la reforma del Acto Legislativo Nº 1 de 1986, y desde hacía más de un siglo, los alcaldes eran agentes de libre nombramiento y remoción de los gobernadores. La jerarquía era entonces vertical y el Estado tenía una estructura del poder altamente centralizada. Los gobernadores, a su vez, eran agentes del presidente de la república. La unidad de acción y decisión del poder central sobre todo el territorio nacional estaba garantizada. Colombia era un Estado unitario clásico... Con la reforma de 1986 se introduce la elección popular de alcaldes y se rompe la polea de transmisión del poder entre el segundo y tercer escaño del centralismo descendente... La Constitución de 1991 ratifica la reforma de 1986 y va más lejos, pues enmarca la elección popular de alcaldes dentro del término de 'autonomía'... La Carta complementa la materia con la elección popular de gobernadores. La autonomía no es un concepto abstracto sino que ella es la facultad real de autogobernarse".1 

La autonomía política se enmarca en el conjunto de modificaciones de orden territorial que se realizaron en la Constitución de 1991. Así, algunos autores sostienen que "en materia territorial se presentaron cambios cuantitativos y cualitativos en la Constitución. Los primeros tienen que ver con el número de entidades territoriales. En este sentido, el artículo 286 triplica el mapa político-administrativo del Estado, pues pasa de dos niveles de gobierno que hoy existen (diferentes al nacional) -el seccional y el local-, a seis -regiones, departamentos, provincias, municipios, distritos y entidades territoriales indígenas-. Y los cambios cualitativos se relacionan con los nuevos derechos que se desprenden de la autonomía de las entidades territoriales -autoridades, competencias, recursos y transferencias-"2. 

Y en cuanto al segundo fundamento, esto es, la igualdad, dice así el artículo 13 de la Constitución:

Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ella se cometan.

Ese principio de la igualdad, como lo ha afirmado en reiteradas oportunidades la Corte Constitucional
, es objetivo y no formal; él se predica de la identidad de los iguales y de la diferencia entre los desiguales. Se supera así el concepto de la igualdad de la ley a partir de la generalidad abstracta, por el concepto de la generalidad concreta, que concluye con el principio según el cual no se permite regulación diferente de supuestos iguales o análogos y prescribe diferente normación a supuestos distintos. Con este concepto sólo se autoriza un trato diferente si está razonablemente justificado. Se supera también, con la igualdad material, el igualitarismo o simple igualdad matemática. La igualdad material es la situación objetiva concreta que prohíbe la arbitrariedad.

En este orden de ideas, si se permitiese la trashumancia electoral interdepartamental se violaría el principio de igualdad de los electores y de los candidatos a los cargos de origen popular de los departamentos.

En efecto, en cuanto a los electores, ellos se postulan en virtud del artículo 40 de la Constitución, que dice:

Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político. Para hacer efectivo este derecho puede:

1. Elegir y ser elegido.

(…)

3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin limitación alguna; formar parte de ellos libremente y difundir sus ideas y programas...

En desarrollo de este derecho los ciudadanos pueden entonces votar en los comicios que tienen una circunscripción departamental, pero en este evento ellos participan de la realización de la autonomía departamental, en virtud del principio de igualdad sustancial -artículo 13 superior-, según el cual se permiten discriminaciones razonables que protejan la igualdad de oportunidades de los aspirantes a los cargos de origen popular en el nivel seccional de gobierno.

Y en cuanto a los candidatos, se vulnera el principio de igualdad si se permite que electores que no pertenecen a la circunscripción electoral respectiva se desplacen para sufragar en otro departamento y así incidir en el resultado final de los comicios. De permitirse tal situación, un candidato a gobernador o diputado con posibilidades de atraer votantes de otro departamento se encontraría en una situación privilegiada no razonable ni justificada respecto de los demás aspirantes.

Finalmente, la prohibición de los electores para cambiar de circunscripción departamental -como la municipal-, no puede ser vista como una restricción a libertad de circulación, de que trata el artículo 24 de la Carta, como quiera que lo que se prohíbe no es la movilización per se sino la movilización para votar en otro departamento”. 2
De conformidad con la tesis de la H. Corte Constitucional, armonizada con lo dicho por el propio Consejo de Estado en relación con el trasteo de electores en comicios del orden municipal, se concluye que para alegar con éxito la causal de nulidad por trasteo de electores interdepartamental debe demostrarse: i) que los inscritos no son residentes del Departamento; ii) que efectivamente votaron; y, iii) establecer la incidencia de tales votos en el resultado electoral. 

Partiendo de las anteriores precisiones, las disposiciones aplicables a este tema son:

Artículo 316 de la Constitución Política: "En las votaciones que se realicen para la elección de autoridades locales y para la decisión de asuntos del mismo carácter, sólo podrán participar los ciudadanos residentes en el respectivo municipio". 

Artículo 4º de la Ley 163 de 1994: “Residencia electoral. Para efectos de lo dispuesto en el artículo 316 de la Constitución Política, la residencia será aquella en donde se encuentre registrado el votante en el censo electoral. Se entiende que, con la inscripción, el votante declara, bajo la gravedad del juramento, residir en el respectivo municipio. Sin perjuicio de las sanciones penales, cuando mediante procedimiento breve y sumario se compruebe que el inscrito no reside en el respectivo municipio, el Consejo Nacional Electoral declarará sin efecto la inscripción. Se exceptúa el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina en el cual se seguirán aplicando las disposiciones del Decreto número 2762 de 1991. (…)”
VI. ACTIVIDAD DEL MINISTERIO PÚBLICO

Al igual que ha ocurrido durante las pasadas elecciones, todos los servidores del Ministerio Público ejercerán funciones de control, acompañamiento, vigilancia y disciplinaria durante todas las etapas del proceso electoral a desarrollarse durante el año 2007. Así, para dirigir y facilitar el ejercicio de estas funciones el Procurador General de la Nación, por sí, o a través de la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales, expedirá las directivas y resoluciones con las instrucciones básicas para que ello se cumpla y, además, para que se pueda recopilar y consolidar la información de las actividades desarrolladas por cada uno de estos servidores, las cuales deberán cumplirse en los términos y con las formalidades señaladas en los respectivos instructivos. Para esta oportunidad las funciones antes señaladas se iniciarán desde el momento mismo en que se abra el término para la inscripción de cédulas de votantes, y continuarán hasta la terminación de la etapa post-electoral, todo ello sin perjuicio de ejercer las funciones que constitucional y legalmente competen al Ministerio Público en cualquier tiempo.

El Procurador General de la Nación, con el propósito de dar cumplimiento al Decreto 2390 de 2003, que creó la Comisión para la Coordinación y Seguimiento de los procesos electorales en el orden nacional, a los Decretos 2267 y 2447 de 1997, que crearon las Comisiones Nacionales y Territoriales de Coordinación y Seguimiento de los procesos electorales, así como a lo señalado en el Decreto 2615 de 1991, recuerda que estas comisiones deberán sesionar especialmente en el curso de los procesos electorales del 2007, en particular de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 2008 de 1997, con el fin de garantizar la transparencia de los debates electorales, así como la seguridad de los ciudadanos, candidatos y de las sedes de las campañas, y de prevenir o conjurar hechos que alteren el orden público.

En consecuencia, los Procuradores Regionales, Distritales y Provinciales y los Personeros Municipales y Distritales, deberán promover la activación y el funcionamiento de las respectivas Comisiones y Comités mencionados, informando a la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales de la Procuraduría General de la Nación, sobre las gestiones adelantadas y los resultados obtenidos.

La Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales, conformada mediante la Resolución N.° 444 del 12 de diciembre de 2005, adscrita al Despacho del Procurador General de la Nación, será la responsable de la coordinación y aplicación de la presente Directiva.

La División de Registro, Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación dará aplicación al Decreto 262 de 2000, a la Resolución 017 de 2000, y a la Resolución N.° 017 del 18 de enero de 2006, para efectos del reparto de las quejas relacionadas con los procesos electorales a desarrollarse en el 2007. Los titulares de las distintas dependencias que conozcan de las mencionadas quejas darán prelación al trámite de las mismas y presentarán en forma inmediata a la Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales, un informe resumido sobre el motivo de la queja, las actuaciones adelantadas y las decisiones de fondo que se lleguen a adoptar. 

El Procurador General de la Nación invita a la ciudadanía a participar como veedora de la conducta de los servidores públicos y a poner en conocimiento de esta entidad las presuntas irregularidades disciplinarias de que tengan conocimiento, allegando, de ser posible, los soportes probatorios a su alcance.

La presente directiva deja sin efectos las directivas que le sean contrarias. 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

CIRCULAR N.° 18
DE:
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 

PARA:
PROCURADURÍAS REGIONALES 

FECHA:
BOGOTA D.C. 27 DE MARZO DE 2007 

ASUNTO:
INFORME SOBRE NÚMERO DE PROCESOS DISCIPLINARIOS ADELANTADOS EN LAS SECRETARIAS DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTALES, ASUMIDOS EN EJERCICIO DEL PODER PREFERENTE POR ABUSO Y MALTRATO INFANTIL POR PARTE DE DOCENTES. 

Teniendo en cuenta la instrucción impartida en el encuentro de Procuradores Regionales realizado el 19 de febrero de la presente anualidad, en el sentido de identificar para posteriormente asumir en ejercicio del Poder Preferente, los procesos disciplinarios que se adelantan en las Secretarias Departamentales de Educación por abuso y maltrato infantil cometidos por docentes, les solicito enviar a la Secretaria Privada del Despacho la relación del número de procesos afines con estas conductas, con el objeto de realizar el respectivo control estadístico. 

Atentamente, 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

DIRECTIVA N.° 10

DE: 
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN (E)

PARA: 
VICEPROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN, PROCURADORES DELEGADOS, AUXILIARES, DIRECTOR NACIONAL DE INVESTIGACIONES ESPECIALES, PROCURADORES REGIONALES, PROVINCIALES, PROCURADORES JUDICIALES I Y II, PROCURADORES DISTRITALES.

ASUNTO: 
LINEAMIENTOS QUE DEBEN TENERSE EN CUENTA PARA EL TRÁMITE DEL EJERCICIO DEL PODER PREFERENTE.

FECHA: 
DOS (2) DE NOVIEMBRE DE 2006. 

El Procurador General de la Nación, en ejercicio de sus funciones constitucionales y legales, en especial las señaladas en el artículo 277 (numeral 6°.) de la Constitución Política y el artículo 7° (numerales 7 y 16 del Decreto 262 de 2000), dispone: 

Para efectos de la Resolución N.° 346 de 2002, emanada del Despacho, en orden a darle sentido al ejercicio del Poder Preferente dentro de un marco de seriedad y responsabilidad, en adelante todo operador jurídico disciplinario que haga uso de tal mecanismo una vez sea autorizado para ello deberá:

1. Darle respuesta célere y eficaz al caso sometido a su estudio, para lo cual informará el Despacho cada dos meses sobre el avance del proceso, incluso hasta tomar la decisión final. 

2. Una vez se haya ejercido el Poder Preferente el funcionario no podrá desprenderse del conocimiento del asunto, devolviéndolo al Órgano de Control Interno, sino previa autorización del Viceprocurador General de la Nación. 

El control de lo dispuesto en el primer punto estará a cargo del Secretario Privado del Despacho y se solicitará a la Oficina de Sistemas la elaboración de un instrumento informático que permita facilitar dicho control.

Por otra parte se les recuerda que:

El trámite para el ejercicio del poder preferente no es solamente un control durante la investigación disciplinaria, sino que, también puede ser posterior a la culminación de la misma, para así verificar en todo su trámite el cabal cumplimiento de la Constitución, la Ley y los tratados internacionales celebrados por Colombia. 

Cuando se detecte que la entidad investigadora después de haber adelantado una investigación disciplinaria, haya Incurrido en alguna irregularidad en su trámite, y más aún, si el asunto que se adelantó se trataba de hechos que tengan que ver con graves violaciones a los Derechos Humanos e infracción al DIH, se denunciará el caso penal, y de forma oficiosa se iniciará la respectiva investigación disciplinaria o se enviará el asunto al respectivo competente para que la inicie. 

Para el trámite del ejercicio del poder preferente bien sea de forma oficiosa o cuando se haga por petición escrita, se reitera que se debe practicar una visita al lugar donde se encuentre el proceso disciplinario, y no pedir que se envíe el expediente para revisarlo en la dependencia de la Procuraduría que realiza el trámite, como algunos operadores disciplinarios lo están haciendo. 

Al despacho del Viceprocurador General no se debe enviar todo el expediente disciplinario, solamente se debe remitir copia de la petición si la hay, de la visita que se practica al proceso disciplinario y del concepto suscrito por el titular de la dependencia debidamente sustentado y razonado, donde exponga claramente los motivos por los cuales se considera o no procedente hacerla (Art. 30 Res. 346 de 2002) 

Cuando nos encontremos frente a una petición que no esté debidamente sustentada como lo dispone la Resolución en cita, antes de rechazar la misma, si el asunto versa sobre casos de gran trascendencia, se realizará el trámite previsto en la Resolución 346 de 2002; en consecuencia, no se rechazará “in límine" o de plano por falta de motivación de la petición. 

Cuando una misma petición de poder preferente se presente en distintos lugares, se remitirá a quien sea el competente para hacerlo, para con ello evitar duplicidad de trámites sobre el mismo asunto, quien será el que finalmente presente su concepto ante el despacho del Viceprocurador General de la Nación; así como también deberá tenerse en cuenta, que como el poder preferente es una facultad discrecional reglada, cuando se resuelva un asunto, se deberá advertir expresamente que la decisión no tiene recurso alguno, y no permitirse que frente a un mismo caso ya estudiado se realice la misma petición varias veces desgastando innecesariamente a la administración. 

Cuando se considere pertinente ejercer el poder preferente se tendrá en cuenta que no se podrá desplazar del conocimiento del proceso al Órgano de Control Interno que la tramita, hasta tanto no se tenga la respectiva autorización de éste Despacho o del Viceprocurador General de la Nación. 

Dada en Bogotá D. C; a los dos (2) días del mes de noviembre de 2006. 

Comuníquese, Cúmplase e insértese en la página Web de la entidad.

CARLOS ARTURO GÓMEZ PAVAJEAU
Procurador General de la Nación (e)

RESOLUCIÓN Nº 317

(12 AGO. 2004)

"Por medio de la cual se fijan parámetros para determinar la competencia en relación con el conocimiento de las faltas disciplinarias cometidas y procesos disciplinarios en curso en contra de los servidores públicos de las entidades suprimidas, liquidadas o en liquidación".

El Procurador General de la Nación con fundamento en sus competencias constitucionales y legales, especialmente las atribuidas en el artículo 7 numerales 7º, 18 y 36 del Decreto-Ley 262 de 2000,

CONSIDERANDO:

Que por medio de la resolución No. 071 de marzo 5 de 2004 se dispuso la adopción de parámetros que permitan solventar el vacío legislativo relacionado con la omisión de definir el ejercicio del poder disciplinario respecto de los servidores públicos adscritos a las entidades públicas suprimidas, liquidadas o en proceso de liquidación; 

Que la supresión y liquidación de una entidad no es causal para que la Procuraduría General de la Nación per se ejerza su poder preferente; 

Que la sentencia C-014 de 2004 proferida por la Corte Constitucional ha señalado que la función disciplinaria es "administración de justicia" en sentido material; 

Que ante vacíos de la ley los procesos disciplinarios no pueden quedar en un limbo jurídico que propicie la injusticia, inseguridad jurídica e impunidad disciplinaria. 

Que la supresión o liquidación de entidades públicas por virtud del proceso de modernización y renovación del Estado no implica la desaparición de las funciones que cumplían; 

Que la Procuraduría General de la Nación es un órgano de control externo y sólo conoce de procesos disciplinarios contra servidores públicos cuando ejerce el poder preferente; 

Que el concepto de poder preferente supone la existencia de una competencia original, estable y permanente, por tanto, sino no existe un control interno la figura jurídica del poder preferente no puede tener aplicación; 

Que el poder preferente se ejerce sobre faltas disciplinarias o procesos específicos y no de manera general sobre faltas disciplinarias o procesos a cargo de los órganos de control interno, luego entonces no resulta jurídico proferir un acto administrativo asumiendo una competencia en abstracto; 

Que la Resolución N.° 346 de 2002, emanada del despacho del Procurador General de la Nación, reguló las causales por las cuales procede el ejercicio del poder preferente. 

Que en casos verdaderamente extremos, donde el incumplimiento del artículo 209 de la Carta Política ponga en tela de juicio la función disciplinaria el Estado sobre sus servidores públicos, por falta de una autoridad disciplinaria específica, lo cual conduciría al cuestionamiento serio de la "eficacia y efectividad" del órgano primeramente asignado como competente para cumplir con la función disciplinaria (artículo SEXTO literal a) de la Resolución N.° 346 de 2002), la Procuraduría General de la Nación debe hacer uso del poder preferente estudiando el caso específico de conformidad con los trámites diseñados para ello; 

Que no se puede dejar de administrar justicia so pretexto de vacío o deficiencia de la ley (artículo 48 Ley 153 de 1887); 

El Procurador General de la Nación, en consecuencia: 

RESUELVE:

PRIMERO: Cuando dos o más entidades son fusionadas la que finalmente resulte del proceso deberá conocer de las faltas disciplinarias cometidas por los servidores públicos de aquellas o de los expedientes disciplinarios que cursaban en las anteriores. 

SEGUNDO: Cuando una entidad pública fuere suprimida y otra asuma sus funciones, una vez agotado el proceso de liquidación, la última deberá conocer de las faltas disciplinarias cometidas por los servidores públicos de aquella y de los procesos disciplinarios en curso. 

TERCERO: Cuando una entidad es liquidada, mientras subsista, así sea en proceso de liquidación la oficina de control interno de la misma deberá continuar con el conocimiento de las faltas disciplinarias cometidas por sus servidores públicos y de los procesos disciplinarios a su cargo. 

CUARTO: Cuando no se determine en la normatividad que regule el proceso de supresión o liquidación a quien corresponde la función disciplinaria y ninguna entidad estatal ha asumido las funciones, deberá conocer de las faltas disciplinarias atribuidas o de procesos disciplinarios pendientes, el Ministerio, Departamento Administrativo, Departamento o Municipio al cual se encontraba adscrito o vinculado. 

QUINTO: En cualquiera de los eventos anteriores y siguiendo los criterios señalados en los considerandos n.os 9 y 10 de esta resolución, de presentarse las causales de ejercicio del poder preferente, la Procuraduría General de la Nación deberá asumir las investigaciones y procesos disciplinarios ajustando su proceder a la Resolución N.° 342 de 2002. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN N.° 346

Octubre tres (3) de 2002

POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULAN LAS COMPETENCIAS Y TRÁMITES PARA EL EJERCICIO DEL PODER PREFERENTE DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y DE SU INTERVENCIÓN COMO SUJETO PROCESAL EN LOS PROCESOS DISCIPLINARIOS

El Procurador General de la Nación en uso de sus facultades constitucionales y legales, y

CONSIDERANDO

1. Que de acuerdo con el inciso 1° del artículo 277 de la Carta Política el Procurador General de la Nación por sí o por medio de sus delegados cumple las funciones asignadas por los numerales 2°, 3°, 4° Y 6° ibídem; 

 2. Que los numerales 2° y 7° del artículo 7 del Decreto 262 de 2000 le asignan al Procurador General de la Nación las funciones de formular políticas generales y expedir los actos administrativos en materia de control disciplinario y vigilancia superior, para desarrollar las atribuciones legales y constitucionales; 

3. Que el ejercicio del poder preferente se encuentra previsto en el numeral 6° del articulo 277 de la Carta Política y en los artículos 3 y 69 de la Ley 734 de 2002;

4. Que para el ejercicio de la facultad disciplinaria la ley contempla la designación de "funcionarios especiales" y la creación de "comisiones especiales", según el numeral 19 y el parágrafo del artículo 7° del Decreto 262 de 2000;

5. Que el parágrafo del numeral 58 del artículo 7° del Decreto 262 de 2000 permite la asignación, distribución y delegación de funciones constitucionales y legales permitidas; 

RESUELVE:

PRIMERO. Las quejas y denuncias, incluidas las anónimas cuando la ley autorice la procedibilidad de la acción disciplinaria, que se reciban por el Centro de Atención al Público -CAP-, con sede en la ciudad de Bogotá D.C., y por las oficinas del nivel territorial se clasificarán y enviarán a las dependencias de la Procuraduría competentes para conocer de ellas de conformidad con el Decreto 262 de 2000 y normas que lo complementan. 

La oficina competente para conocer del proceso, prima facie y de manera perentoria en todos los casos, evaluará si la queja o denuncia amerita ser tramitada por la Procuraduría General de la Nación y en caso contrario, sin motivación alguna, la enviará a la respectiva oficina de control Interno. 

En estos casos, si los hechos denunciados tienen cierta relevancia por la importancia del cargo del disciplinado, la gravedad de la imputación o la trascendencia social de la misma, el funcionario competente para conocer el asunto en la Procuraduría General de la Nación podrá disponer la supervigilancia administrativa constituyéndose en sujeto procesal, bien directamente o a través de la designación de un servidor de su dependencia, de conformidad con el artículo 89 de la Ley 734 de 2002. 

Si asumido el conocimiento por parte de la Procuraduría General de la Nación se estableciere que el proceso no amerita el ejercicio del poder preferente el funcionario competente podrá enviar el asunto al órgano de control interno respectivo mediante decisión motivada. 

SEGUNDO. Cuando la queja o denuncia se presente ante el órgano de control interno de la respectiva entidad y éste asuma el conocimiento, o cuando el proceso se inicie de oficio, el responsable del mismo tiene el deber de informar al CAP de la Procuraduría General de la Nación con sede en Bogotá D.C. o a los respectivos Procuradores Regionales de la capital de departamento donde sucedieron los hechos, sobre la aprehensión del conocimiento del asunto dentro de los tres (3) días siguientes a su ocurrencia. Si se enviare a oficina diferente el servidor público que conozca del informe reconducirá el trámite conforme a lo anterior. 

El anterior informe debe enviarse dentro de un término máximo de tres (3) días contados a partir del momento en que se avoque el conocimiento.

El funcionario competente procederá de conformidad con los incisos 2°, 3° y 4° del artículo 1 de esta resolución. Si no se produjere un pronunciamiento expreso sobre el ejercicio del poder preferente dentro de los tres días siguientes al recibo del informe se entenderá que se ha negado a su ejercicio, sin perjuicio de que posteriormente la Procuraduría General de la Nación decida ejercerlo. 

También, a efectos oficiosos del poder preferente (inciso 2° del artículo 3), los siguientes actos de los órganos de control interno se noticiarán al CAP con sede en la ciudad de Bogotá D.C. y a las Procuradurías Regionales ubicadas en ciudades capitales del departamento donde ocurrieron los hechos: 

1. Iniciación de la indagación preliminar; 

2. Apertura de Investigación y archivo; 

3. Suspensión provisional de servidores públicos; 

4. Formulación de cargos y archivo;

5. Fallos de primera y segunda instancia 

TERCERO. Cuando el pronunciamiento sobre ejercicio del poder preferente tenga como origen la solicitud del disciplinado, de un servidor público del órgano de control interno o de un tercero, la solicitud de aprehensión del proceso por parte de la Procuraduría General de la Nación tiene que estar sustentada y en debida forma en torno a las causas fácticas y jurídicas por las cuales el mismo se hace procedente. 

Recibida la solicitud para ejercer el poder preferente, a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes, o cuando se proceda de oficio, el funcionario competente de la Procuraduría General de la Nación para conocer del asunto practicará visita especial al expediente que tramita el órgano de control Interno para verificar que lo solicitado sea cierto, su Importancia y si es procedente la petición, debiendo dejar constancia de oficio cuando aparezcan otras razones pertinentes y conducentes para el ejercicio del poder preferente distintas a las invocadas en la petición. 

Si la solicitud no estuviere debidamente sustentada se rechazará in límine. 

Practicada la visita especial, si no resultare procedente el ejercicio del poder preferente, así lo dispondrá por decisión motivada no susceptible de recurso alguno el funcionario competente, quien resolverá la petición dentro de los tres (3) días siguientes a la práctica de la visita. También podrá dar aplicación al inciso 3° del artículo 1 de esta resolución si así lo considerare. 

Copia de lo decidido se enviará inmediatamente a la Viceprocuraduría General de la Nación. 

Si estimare que resulta procedente enviará su concepto positivo debidamente sustentado y razonado, con los anexos del caso como la visita especial u otros documentos que se aporten por los peticionarios o se hayan allegado de oficio, a la Viceprocuraduría General de la Nación. 

CUARTO. El Viceprocurador General de la Nación, exclusivamente, queda delegado para decidir finalmente la pertinencia y autorización del ejercicio del poder disciplinario preferente o la aplicación de lo dispuesto en el inciso 3° del articulo 1 de esta resolución cuando los procesos se encuentren en trámite ante los órganos de control Interno. 

La decisión deberá adoptarse dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo de la documentación. Podrá ordenarse, alternativamente, la designación de "funcionarios especiales" o la integración de "comisiones especiales" para que asuman el conocimiento del asunto (numeral 19 del artículo 7 del Decreto 262 de 2000). 

Los funcionarios de los órganos de control interno tienen el deber de enviar el expediente inmediatamente al funcionario competente una vez hayan sido requeridos para ello por cualquier medio eficaz. 

PARÁGRAFO ÚNICO. El Viceprocurador General de la Nación es el único funcionario con la atribución de autorizar el ejercicio del poder preferente. 

QUINTO. El ejercicio del poder preferente se someterá a las siguientes reglas de imperioso cumplimiento: 

a. La facultad para tramitar de oficio o por solicitud el ejercicio del poder preferente la tiene el funcionario competente de primera o segunda instancia según el momento procesal en que se encuentre el trámite ante el órgano de control interno. 

b. Deberá hacerse de forma integral, es decir, asumiéndolo contra todos los implicados y por todas las faltas conexas, respetando la competencia por tal factor. 

c. Cuando se aprehenda el conocimiento de un proceso por virtud del procedimiento descrito en el artículo tercero de esta resolución la Procuraduría General de la Nación llevará hasta su culminación el trámite procesal de primera y segunda instancia. 

d. No se podrá solicitar el expediente a los órganos de control interno sino hasta que se haya tomado la decisión de ejercer el poder preferente. 

e. Ni la solicitud de ejercicio del poder preferente ni el trámite descrito en el artículo tercero de esta resolución paralizarán la competencia del órgano de control interno. 

f. Si el proceso se encontrare para fallo, desde el momento de la solicitud o cuando se determine proceder de oficio, podrá solicitarse temporalmente el expediente para evitar el agotamiento de la actividad procesal antes de que se tenga una decisión definitiva sobre el ejercicio del poder preferente. 

SEXTO. Criterios para el ejercicio del poder preferente: 

a. En principio habrá ejercicio del poder preferente siempre que nos encontremos ante hechos de trascendencia por atentar contra los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, la contratación estatal, normas presupuestales, fiscales, contables, carcelarias, el patrimonio público y la moralidad pública. Sólo cuando sea razonablemente seguro que el órgano de control interno manejará el proceso con idoneidad, eficacia, transparencia e imparcialidad podrá en estos casos dejarse de ejercer el poder preferente; de todos modos, si así ocurre, se dispondrá de la figura de que da cuenta el inciso 3° del artículo 1 de esta resolución.

b. Cuando existan serias dudas sobre el cumplimiento de la garantía del derecho de defensa y razonablemente aparezca que para su reconocimiento material no bastan los instrumentos legales diseñados para ello o cuando se desconozca flagrantemente el debido proceso de tal manera que se socaven sustancialmente las bases fundamentales de la Investigación y el juzgamiento. Si no se presentaren objetivamente las exigencias anteriores pero se duda sobre ellas podrá disponerse la utilización de la figura de que da cuenta el inciso 3° del artículo 1 de esta resolución. 

c. Cuando, por cualquier falta, se cuestione seriamente la idoneidad, eficacia, efectividad, transparencia e imparcialidad del órgano de control interno. 

d. Siempre que se tenga conocimiento de que pueda estarse admitiendo eventos de colusión y corrupción en general al interior del órgano de control interno. 

SÉPTIMO. El Viceprocurador General de la Nación, en quien se delega tal función, podrá instituir la figura del Ministerio Público como sujeto procesal de que da cuenta el artículo 89 de la Ley 734 de 2002, en cualquier proceso que tramite la Procuraduría General de la Nación, salvo en los de competencia del Procurador General o de la Viceprocuraduría, caso este último en el cual tal facultad queda reservada en el Procurador General. 

OCTAVO. Esta resolución deroga la resolución No. 01 de enero 23 de 1998. 

OCTAVO. Esta resolución rige a partir de la fecha de su expedición y será insertada en la página WEB de la Procuraduría General de la Nación. Copia de la misma se enviará a la Presidencia de la República, Ministerios, Departamentos Administrativos, Departamentos y Municipios con el fin de que dispongan su socialización a todas sus Oficinas de Control Interno Disciplinario y las de sus organismos adscritos y dependientes; igualmente se enviará a los órganos de control independientes, Banco de la República y a los Presidentes del Senado y Cámara de Representantes. 

Dada en la ciudad de Bogotá el día tres (3) de octubre de 2002. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE


EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

17. Asumir el conocimiento de los procesos disciplinarios e intervenir ante las autoridades judiciales o administrativas cuando la importancia o trascendencia del asunto requieran su atención personal. 

Los procesos disciplinarios que asuma el Procurador General de la Nación serán de única instancia. 

Jurisprudencia: El inciso segundo del numeral 17 y el inciso segundo del parágrafo del artículo 7º fueron declarados exequibles por la Corte Constitucional en sentencia C-429/01. 
El aparte pertinente se transcribe a continuación:

COMPETENCIA - Definición / COMPETENCIA - Finalidad / PRINCIPIO DEL JUEZ NATURAL / PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN - Competencia / MINISTERIO PÚBLICO - Funciones genéricas / PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN - Funciones 

/ PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN - Diferencia entre delegado y agente del Procurador / PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN - Funciones que no puede delegar 

PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN - Poder disciplinario preferente / PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN - Supremo director del Ministerio Público / PROCESOS DISCIPLINARIOS DE ÚNICA INSTANCIA - Impugnación 

4.
El inciso segundo del numeral 17 y el inciso segundo del parágrafo del artículo 7 del decreto 262 de 2000

Considera el demandante que tanto el inciso segundo del numeral 17 como el inciso segundo del parágrafo del artículo 7 del decreto 262 de 2000, acusados, infringen el artículo 29 de la Constitución, pues la competencia no puede quedar a "merced del Procurador", esto es, a su criterio personal, ya que debe "existir plena certeza" respecto del funcionario competente para investigar y sancionar. 

La competencia, que ha sido definida como el grado o la medida de la jurisdicción, tiene por finalidad delimitar el campo de acción, función o actividad que corresponde ejercer a una determinada entidad o autoridad pública, haciendo efectivo de esta manera el principio de seguridad jurídica. 

En el Estado de derecho la posición jurídica del individuo es diametralmente opuesta a la del funcionario público. El individuo puede hacer todo aquello que no le esté expresamente prohibido por la ley. En cambio, el gobernante, la autoridad, actúa siempre con competencias que, en principio, son limitadas. Al individuo, al ciudadano lo que no le está expresamente prohibido le está permitido. Al funcionario público lo que no le está expresamente atribuido, le está prohibido.

Este principio surge de lo dispuesto en los artículos 6, 121 y 122 del Estatuto Superior, en los que se establece que los particulares pueden hacer todo aquello que no esté prohibido en la Constitución y las leyes, mientras que los funcionarios públicos solamente pueden realizar lo que en esos mismos ordenamientos expresamente se les atribuye; que ninguna autoridad del Estado puede ejercer funciones distintas de las que le asignan la Constitución y la ley; y que no habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en la ley o reglamento.

La competencia es parte esencial del debido proceso y presupuesto de validez de los actos que se profieren, pues si una autoridad expide un acto sin tener facultades para hacerlo, éste es nulo. 

En materia disciplinaria, que es el tema que se regula en las normas acusadas, también rige el principio del juez natural, esto es, aquél a quien la Constitución o la ley le ha atribuido el conocimiento de un determinado asunto, está consagrado en el artículo 29 de la Constitución, en estos términos: 


"Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio (…)".

Principio que aparece incluido en el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica", entre las garantías judiciales, así. 


"8. Garantías judiciales.

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, o de cualquier otro carácter." (Destaca la Corte)

De conformidad con estos preceptos, la competencia debe ser constitucional o legal; preexistente, es decir, anterior al hecho que motiva la actuación o proceso correspondiente, y explícita. 

En cuanto atañe a la competencia del Procurador General de la Nación son varios los preceptos constitucionales que se refieren a ella. Veamos: 

En el artículo 118 de la Constitución se señalan las funciones genéricas que corresponde ejecutar al Ministerio Público y a quienes lo integran.

"El Ministerio Público será ejercido por el Procurador General de la Nación, por el Defensor del Pueblo, por los procuradores delegados y los agentes del Ministerio Público, ante las autoridades jurisdiccionales, por los personeros municipales y por los demás funcionarios que determine la ley. Al Ministerio público corresponde la guarda y promoción de los derechos humanos, la protección del interés público y la vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas." 

Disposición que guarda consonancia con el artículo 275 del mismo ordenamiento, que instituye al Procurador General de la Nación como supremo director del Ministerio Público; lo que "implica que los diferentes órganos y funcionarios que lo conforman se encuentran articulados y subordinados orgánica, funcional y técnicamente a dicha institución y concretamente al referido funcionario, quien orienta, dirige y señala las directrices o pautas generales que deben ser observadas por los referidos órganos a efecto de asegurar la coordinación de las funciones y la unidad en las correspondientes acciones y decisiones."
 

En el artículo 277 ibídem, se le atribuyen al Procurador General de la Nación una serie de funciones, las cuales puede ejercer directamente o por medio de sus delegados y agentes:

Dice así el precepto citado:

"El Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes, tendrá las siguientes funciones: (…)"

Entre tales funciones se encuentran, las de "Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantas las investigaciones correspondientes e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley", contenida en el numeral 6.

La diferencia entre delegado y agente del Procurador fue establecida por la Corte en la sentencia C-245/95
, cuyos apartes pertinentes vale la pena transcribir: 

“El delegado es un alter ego del Procurador, hace las veces de éste, y lo vincula plena y totalmente. Aquí opera la figura de la representatividad, por cuanto el delegado actúa en nombre del delegante. Es una transferencia de la entidad propia -en nivel jurídico, no real- a otro, con tres notas: plena potestad, autonomía de ejecución y confianza intuito personae. En cambio, el agente obra en desarrollo de una función antes que en nombre de una persona, pero siempre está bajo la subordinación de otro superior, ante quien responde y de quien puede cumplir órdenes específicas para un asunto determinado. En este orden de ideas, los procuradores delegados son agentes, pero se advierte que todo delegado tiene indirectamente una función de agente, pero no todo agente es necesariamente delegado. 

No obstante lo dicho antes, no existen en la Constitución criterios concretos para diferenciar los delegados, de los agentes del Procurador, pues lo cierto es que unos y otros desarrollan funciones y actúan en representación del Procurador en el cumplimiento de las tareas que son propias del Ministerio Público, salvo en lo atinente a las funciones que privativamente corresponde a aquél en los términos de los artículos 242-2-4 y 278 constitucionales.

Tanto los unos como los otros, en razón de la inmediatez del vínculo funcional con el Procurador, traducen su inspiración, voluntad y las directrices de su política general en lo relativo a la actividad de control que constitucionalmente se les atribuye. Pero obviamente, la asignación de funciones por la ley y la delegación de funciones que pueden recibir, conlleva cierta autonomía e independencia para realizarlas y la radicación en cabeza de dichos delegados y agentes de la consiguiente responsabilidad, sin que ello comporte ruptura del vínculo jerárquico y funcional con el Procurador en su condición de supremo director del Ministerio Público.

Dicha autonomía e independencia, aun cuando relativa según se ha visto, se predica con mayor propiedad de los delegados o agentes del Procurador ante las autoridades jurisdiccionales, dado que actúan como verdadera parte o sujeto procesal en los procesos en que está prevista su intervención, en los cuales están habilitados para realizar los actos procesales correspondientes, acorde con la ley. Es así como se ha previsto la intervención de delegados o agentes del Procurador ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo y ante las diferentes instancias de las jurisdicciones penal, civil, de familia y laboral.

No obstante advierte la Corte, que la autonomía e independencia con que actúan los delegados y agentes del Procurador se predica frente a los funcionarios ante los cuales ejercen sus funciones, más no con respecto al Procurador General de la Nación, del cual son dependientes o subordinados." 

Por otra parte, al Procurador General de la Nación se le asignan en el artículo 278 de la ley suprema, otras funciones que se le ordena cumplir en forma personal o directa, lo que equivale a decir, que no puede delegar, entre ellas las contenidas en el numeral 1, a saber: 

"Desvincular del cargo, previa audiencia y mediante decisión motivada, al funcionario público que incurra en alguna de las siguientes faltas: infringir de manera manifiesta la Constitución o la ley; derivar evidente e indebido provecho patrimonial en el ejercicio de su cargo o de sus funciones, obstaculizar, en forma grave, las investigaciones que realice la Procuraduría o una autoridad administrativa o jurisdiccional; obrar con manifiesta negligencia en la investigación y sanción de las faltas disciplinarias de los empleados de su dependencia, o en la denuncia de los hechos punibles de que tenga conocimiento en razón del ejercicio de su cargo." 

De lo hasta aquí expuesto se puede concluir que las funciones asignadas al Procurador General de la Nación en el artículo 277 del Estatuto Supremo, pueden ser objeto de delegación en sus subalternos jerárquicos, lo que no ocurre con las contenidas en el artículo 278 del mismo ordenamiento, las cuales deben ser ejercidas directamente por dicho funcionario. 

Sobre este punto la Corte se ha pronunciado en varias oportunidades, estableciendo una consistente jurisprudencia, que se concreta así: 

"Al Procurador General le corresponde 'dirigir o señalar las directrices y pautas generales que deben ser observadas por los referidos órganos a efecto de asegurar la coordinación de las funciones y la unidad en las correspondientes acciones y decisiones'.
 De ahí que los delegados y agentes del Procurador actúen en su representación y que además de las funciones que les asigne la ley, cumplan las que siendo propias del Jefe del Ministerio Público, a quien están subordinados, les sean delegadas por éste.
Al Procurador General de la Nación, se le atribuye un conjunto de funciones que él puede ejercer directamente y que, de acuerdo con las necesidades del servicio y con lo determinado por la ley puede también delegar, ya que como supremo director del Ministerio Público se halla asistido por la facultad para 'asignar funciones a sus delegados y agentes, bajo la responsabilidad de éstos, sin perjuicio del derecho de avocación cuando lo estime conveniente por necesidades del servicio'.

En otras palabras, las funciones radicadas en cabeza del Procurador que, según la Constitución no deban ser desempeñadas directa y personalmente por dicho funcionario, "pueden permanecer o no en el, de acuerdo con las necesidades del servicio y es de su competencia delegarlas o recuperarlas, según las necesidades de su función y conforme lo determine la ley."

Así las cosas, la competencia del Procurador General de la Nación está expresamente fijada en la Constitución (arts. 118, 242, 277, 278, entre otros); estatuto que también autoriza al legislador para asignarle otras funciones, como se consagra en el numeral 10 del artículo 277 de la Carta, las cuales, no sobra decirlo, deben respetar la Constitución y, obviamente, no pueden modificar las funciones que ella misma le asigna, ni las que se le atribuyen al ente que dirige. 

La determinación concreta de la competencia de los demás funcionarios de la Procuraduría, en lo no previsto por la Constitución, es función que corresponde cumplir al legislador, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6, 121, 122 y 279 del Ordenamiento Superior, como ya se ha anotado. 

Pues bien: en el inciso segundo del parágrafo del artículo 7, materia de acusación, se establece que "Las funciones y las competencias que en este decreto se atribuyen a las Procuradurías Delegadas, Territoriales y Judiciales, se ejercerán si el Procurador General de la Nación resuelve asignarlas, distribuirlas y delegarlas en virtud de las facultades previstas en este artículo. No obstante, el Procurador General podrá ejercer dichas funciones, pudiendo asumirlas en cualquier momento o delegarlas en otros funcionarios, dependencias de la entidad o comisiones especiales disciplinarias para garantizar la transparencia, imparcialidad y demás principios rectores de la función administrativa y disciplinaria", precepto que debe interpretarse en forma armónica con lo dispuesto en el inciso primero de esa misma disposición, que prescribe: "El Procurador General de la Nación ejercerá directamente las funciones que le otorga el artículo 278 de la Constitución Política. Las señaladas en el artículo 277 constitucional y las demás atribuidas por el legislador podrá ejercerlas por sí, o delegarlas en cualquier servidor público o dependencia de la entidad, en los términos establecidos en este decreto". 

Si el Procurador General de la Nación no puede delegar en ninguno de sus subalternos las funciones contenidas en el artículo 278 superior, pero sí las señaladas en el artículo 277 del mismo ordenamiento y las que el legislador le haya asignado y lo autorice para hacerlo, el precepto acusado no vulnera la Constitución, pues haciendo una interpretación armónica de los incisos primero y segundo, se concluye que las atribuciones que pueden ser objeto de delegación son todas aquellas descritas en el artículo 277 de la Carta y, por consiguiente, son ellas las que, posteriormente, el Procurador puede nuevamente asumir; actuación que no puede ser ejercida por dicho funcionario en forma arbitraria sino razonada y razonable, en la medida en que prevalezca el interés general, la justicia, los principios de transparencia, imparcialidad y moralidad y el debido respeto y garantía de los derechos de los posibles afectados con tal determinación, que no son otros que los servidores estatales involucrados en los respectivos procesos disciplinarios. 

No sobra agregar, que al efectuar la delegación de funciones el Procurador debe, expedir los actos administrativos respectivos, con la observancia de las disposiciones constitucionales y legales que rigen la materia incluyendo, claro está, la debida notificación a los procesados disciplinariamente. 

El inciso segundo del parágrafo del artículo 7, será entonces declarado exequible por no vulnerar la Constitución. No sin antes anotar que esta decisión no implica la declaración de constitucionalidad de las demás normas del mismo decreto en las que expresamente se asignan competencias a las distintas Procuradurías Delegadas, Territoriales y Judiciales como a las demás oficinas y funcionarios de la Procuraduría, que son múltiples, las que habrá de analizar la Corte en cada caso concreto, cuando contra ellas se ejerza la acción pública de inconstitucionalidad, lo que en el presente proceso no tuvo ocurrencia. 

En lo que respecta al inciso segundo del numeral 17 del artículo 7 del decreto 262 de 2000, que establece que los procesos disciplinarios que asuma el Procurador General de la Nación serán de única instancia, no lesiona el ordenamiento supremo, como se verá en seguida. 

En desarrollo del poder disciplinario preferente o prevalente que ejerce el Procurador General de la Nación, éste cuenta con potestad para avocar directamente el conocimiento de los procesos disciplinarios que adelanten tanto las autoridades competentes de los distintos entes u órganos del Estado, como las que tramiten los distintos funcionarios de la Procuraduría, siempre y cuando éstas últimas sean de aquellas que la Constitución y la ley le permite delegar al citado funcionario. 

Que tales procesos tengan solamente una instancia tampoco lesiona los artículos 29 y 31 superiores, pues siendo el Procurador General la máxima autoridad de la entidad que dirige y el supremo director del Ministerio Público no tiene otra instancia superior y, por ende, sus decisiones solamente están sujetas a las acciones contencioso administrativas establecidas en las normas pertinentes, las cuales pueden ser ejercidas por los procesados disciplinariamente, cuando consideren que se les han vulnerado sus derechos. De conformidad con la Constitución "toda persona investigada tiene derecho a impugnar los fallos disciplinarios condenatorios. Sin embargo, ello no excluye per se los procesos de única instancia, pues la impugnación no implica obligatoriamente que el fallo sea apelable sino que el condenado pueda acudir -por medio de cualquier recurso- ante una autoridad con capacidad de revisar la decisión", como sería en este caso, la justicia contencioso administrativa.

18. Coordinar y controlar el cumplimiento de la función disciplinaria. 

CIRCULAR N.° 031

PARA: 
Viceprocurador General 

Procuradores Delegados Disciplinarios 

Procurador Auxiliar Asuntos Disciplinarios

Asesores del Despacho en Contratación 

Asesores del Despacho en Derechos Humanos

Procuradores Regionales 
Procuradores Distritales 

Procuradores Provinciales 
Veedor 

DE:
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 

ASUNTO: 
MODIFICACIÓN META DE EVACUACIÓN DE EXPEDIENTES POR PROFESIONAL 

FECHA: 
JUNIO 6 DEL 2007 

Las cifras estadísticas demuestran que la dinámica de evacuación de expedientes ha tenido una tendencia decreciente y significativa al comparar los inventarios existentes a 2001 frente a los actuales; sin embargo, aún se requiere del compromiso incondicional y una mayor productividad de los servidores responsables de la función disciplinaria, para obtener el éxito esperado con la política de descongestión propuesta durante estos años; pero armonizando el nivel de evacuación con el inventario real de expedientes activos de cada una de las dependencias, como un cambio de estrategia, que busca reconocer el esfuerzo de las dependencias en lo disciplinario que efectivamente han logrado reducciones importantes en los mismos. 

Por lo tanto; la meta mínima de evacuación de expedientes por profesional / mes a partir del 1 de Julio del 2007, quedará así: 

	Rango de Inventario de Expedientes

Activos por Dependencia en lo

Disciplinario
	Meta Mínima de Evacuación de Expedientes por Profesional/mes



	Entre 1 y 100
	4 Expedientes

	Entre 101 y 300
	6 Expedientes

	Superior a 300
	8 Expedientes


Para efecto de establecer el rango e inventario de cada una de las dependencias y de esta forma establecer el mínimo de expedientes a evacuar por profesional mes, se tomara el inventario que aparezca en el GEDIS, en los meses de Diciembre, Marzo, Junio y Septiembre de cada año. 

Es decir: que si estamos evaluando el trimestre Julio- Septiembre/07 se tomara el número de expedientes a junio/07, por ejemplo: A junio de 2007 tiene por decir algo 250 expedientes, entonces, de acuerdo con los rangos de la tabla, su nivel mínimo de evacuación por profesional mes será de 6 expedientes en los meses de julio, agosto y septiembre/07 y así sucesivamente. 

Adicionalmente a estos mínimos de productividad por funcionario, las Procuradurías Delegadas en lo disciplinario, las Regionales y Provinciales en el mismo tema, deberán lograr una reducción en sus inventarios de procesos con respecto al período anterior, puesto que si se cumple con la meta establecida por profesional mes, pero los inventarios de la dependencia siguen creciendo significativamente, se tendrá que incrementar el nivel de evacuación, para de esta forma, lograr una disminución real y por ende cumplir con la política de descongestión. 

Teniendo en cuenta lo anterior y a fin de desarrollar y registrar con eficacia la gestión de sus dependencias, se señalan los siguientes parámetros a seguir: 

· Los Jefes realizarán al final de cada mes una reunión de evaluación con todos los funcionarios responsables de la función disciplinaria, en la que determinarán su rendimiento Individual, especialmente de aquellos que no hayan cumplido con la meta; levantarán un acta donde quedará claramente establecido su cumplimiento o incumplimiento, la cual será remitida a la Oficina de Control Interno; así como la variación de los inventarios con respecto al mes anterior. 

· El término evacuación, se aplicará respecto a todas aquellas actuaciones que implican o contribuyan a la reducción de los inventarios, las cuales el GEDIS las registra como SALIDAS, como es el caso de expedientes archivados, acumulados, etc. 

· Como siempre, las demás actividades que por competencia corresponde realizar a las dependencias y sus funcionarios, serán tenidas en cuenta por los Jefes para la evaluación del desempeño de los mismos, en las calificaciones anuales. 

· Los diferentes trámites de los procesos deberán ser registrados oportunamente en el sistema de información actual GEDIS, los cuales se constituyen en el insumo fundamental para el informe de gestión. 

· El dato sobre el número de funcionarios que tramitan procesos disciplinarios en cada dependencia, deberá ser reportado mes vencido, a la Oficina de Control Interno, si usted no reporta oportunamente la información, en el análisis se tendrá en cuenta la ultima información registrada; lo anterior no obsta para que también los análisis se puedan hacer con la planta que reporta el Siaf en un momento dado. 

No sobra advertirles que en el evento de presentarse un registro de cifras que no correspondan a la realidad, alterando indebidamente la exactitud y veracidad de la información para situarse en un rango diferente, este hecho será informado a la Veeduría para que de acuerdo con su competencia adelante las investigaciones pertinentes; así mismo la presente deja sin vigencia las anteriores disposiciones. 

Por último, les agradezco su compromiso, lo cual no solo permitirá lograr los objetivos propuestos de la política de descongestión, sino poder responder con eficiencia y eficacia las exigencias de la sociedad a la cual representamos, mejorar la calidad de nuestras investigaciones y el volumen de fallos sobre las mismas, respetando en todo momento las garantías procesales y los principios éticos y morales que todos nos comprometimos, a través de nuestra carta de valores y como hombres y mujeres de bien, a cumplir. 

Cordial saludo, 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

DIRECTIVA N.° 04

(16 MARZO 2007)
Señores 

Procuradores Delegados Sala Disciplinaria

Procuradores Delegados 

Director Nacional de Investigaciones Especiales

Procurador Auxiliar para Asuntos Disciplinarios

Coordinador de Asesores en Contratación 

Coordinador de Asesores en Derechos Humanos 

Coordinador de Asesores en Presupuesto y Regalías

Coordinador de Asesores Viceprocuraduría

Coordinador Grupo Especial de Aforados

Veedor 

Procuradores Regionales

Procuradores Distritales 

Procuradores Provinciales 
Respetados señores: 

Mediante la resolución 030 del 4 de febrero de 2005, se reglamentó el Sistema de Información de Gestión Disciplinaria, GEDIS y se establecieron las responsabilidades de cada dependencia en la incorporación de los datos y la generación de estadísticas. 

El artículo 6° señala que "La responsabilidad en el reporte, actualización, veracidad, oportunidad y confiabilidad de lo registrado en el sistema GEDIS es exclusiva del jefe de la respectiva dependencia..." y los artículos 14 y 15 puntualizan el procedimiento para la anotación de los datos en las dependencias del nivel central y en las del nivel territorial. 

Además de la capacitación que personalmente se brindó a todos los funcionarios encargados del GEDIS, de la cual obran las certificaciones correspondientes, periódicamente se han expedido directrices con instructivos para reiterar los procedimientos en los que se han detectados más falencias al reportar la información, como el caso de las comisiones, lo que se ha recabado en las reuniones de trabajo efectuadas con ustedes. 

A través del oficio circular 200 del 15 de agosto de 2006, el Viceprocurador General de la Nación envió un instructivo con directrices sobre el reporte de la segunda instancia que se efectúa en la PGN respecto de expedientes de otras entidades, aspecto que anteriormente no estaba incluido en el GEDIS y que se incluyó para que reflejara todo la carga que realmente desarrollan las dependencias disciplinarias e insistió en varios aspectos, entre ellos en la necesidad de actualizar los hechos investigados y su fecha "Por su importancia como herramienta que les permite controlar el avance de las investigaciones; la correcta generación de estadísticas y determinar la prescripción." 

No obstante lo anterior se ha podido detectar que en algunos procesos la información reportada al GEDIS no corresponde con los hechos investigados, lo que impacta las estadísticas y la realidad de los informes que se publiquen. 

Por las razones anteriores les solicito que quincenalmente hagan una revisión de sus expedientes físicos con relación a la información reportada al GEDIS y si no refleja la realidad procesal se proceda a corregirla de inmediato. 

Todas las dependencias están habilitadas técnicamente para hacerla, salvo las 19 dependencias del nivel territorial que aún reportan mediante correo electrónico. Dichas dependencias -si encuentran falencias en su información- deberán solicitarle mediante escrito firmado por el titular de cada despacho, a la División de Registro y Control y Correspondencia, que actualice la información. 

El Decreto 1599 de 2005 en su anexo técnico MECI 1000:2005 en los fundamentos del Modelo Estándar de Control Interno establece como uno de los principios aplicables al Sistema de Control Interno el Autocontrol: "Es la capacidad que ostenta cada servidor público para controlar su trabajo, detectar desviaciones y efectuar correctivos para el adecuado cumplimiento de los resultados que se esperan en el ejercicio de su función, de tal manera que la ejecución de los procesos, actividades y/o tareas bajo su responsabi)idad, se desarrollen con fundamento en los principios establecidos en la Constitución Política." 

Mediante Circular número 0008 del 27 de febrero de 2007 se dispuso levantar mensualmente un acta para su envío a la Oficina de Control Interno. En adelante a dicha acta se agregará por parte del titular de cada dependencia, una constancia del total de expedientes activos en GEDIS al final de cada mes, certificando que dicha cifra coincide con el inventario físico y que las actuaciones reportadas reflejan la realidad procesal de los expedientes. 

A su vez la Oficina de Control Interno rendirá mensualmente un informe sobre el cumplimiento de esta Directiva, identificando las dependencias que no están cumpliendo con la misma. 

Por las razones planteadas les hago un llamado para que, como responsables de cada dependencia, demuestren su sentido de pertenencia a la Procuraduría y velen por el correcto diligenciamiento de la información en la base de datos denominada GEDIS; puesto que la calidad de la misma depende de la información grabada por ustedes en cada dependencia. 

Atentamente. 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurado General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 168

(22 JUN. 2006)
"Por medio de la cual se modifica parcialmente la Resolución N.° 0082 de abril 10 de 2002 y se dictan otras disposiciones"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

En uso de las facultades que le confieren el artículo 277 de la Constitución Política de Colombia y el artículo 7° del Decreto Ley 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que mediante Resolución N.° 0082 de abril 10 de 2002 se dictaron medidas relacionadas con el seguimiento, evaluación y control de la gestión disciplinaria y se estableció una metodología para la descongestión y agilización de procesos en la Procuraduría General de la Nación. 

Que mediante Resolución N.° 332 de septiembre 27 de 2002, se modificó parcialmente la Resolución N.° 0082 de abril 10 de 2002. 

Que es función del Procurador General de la Nación, "Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley" y "Administrar los bienes y recursos destinados al funcionamiento de la Procuraduría General". 

Que la mayoría de las dependencias del nivel territorial que cumplen funciones disciplinarias, en la actualidad, cuentan con enlace de comunicación para realizar los registros directos en el sistema GEDIS. 

Que se hace necesario garantizar el cumplimiento efectivo de las políticas de racionalización del gasto, como de la política ambiental adoptada mediante Resolución N.° 136 de mayo 4 de 2005. 

En mérito de lo expuesto, 

RESUELVE:

Artículo 1°. -Derogar parcialmente la Resolución N.° 332 de septiembre 27 de 2002. 

Artículo 2°.- Modificar parcialmente el artículo 4° de la Resolución N.° 0082 de abril 10 de 2002, el cual quedará así: 

[……]

Los formatos de que trata el artículo 3° de la Resolución N.° 0082 de Abril 10 de 2002, deberán ser enviados por las dependencias que cumplen funciones disciplinarias y preventivas, a las Oficinas aquí señaladas, con la periodicidad que a continuación se indica, a efectos de que éstas procedan a registrar y verificar su información y oportuna presentación. 

a.
Formato N.° 01, denominado "INVENTARIO DE PROCESOS DE COMPETENCIA DE LA DEPENDENCIA": Los Jefes de todas las dependencias deberán expedir y enviar a la OFICINA DE CONTROL INTERNO, a más tardar, el día 15 de abril de cada año, una CERTIFICACIÓN donde conste el número total de expedientes disciplinarios en trámite, con fecha de corte 31 de Marzo del año respectivo; luego de la verificación de su existencia física frente a los registrados en GEDIS, resultado que debe ser similar. En caso contrario, informará de las diferencias a los responsables de administrar el sistema, de conformidad con el procedimiento señalado en el artículo 5° de la Resolución N.° 0082 de abril 10 de 2002. 

b.
Formato N.° 02, denominado "INVENTARIO DE PROCESOS RECIBIDOS Y ENVIADOS EN COMISIÓN": Con relación a los expedientes disciplinarios recibidos y enviados en comisión, se registrarán debidamente en GEDIS, sin que implique el diligenciamiento y envío de dicho formato. 

c.
Formato N.° 03, denominado "PLAN DE MEJORAMIENTO": Será diligenciado por todas las dependencias, con fecha de corte de los días 30 de Abril y 31 de Octubre de cada año y enviado a la OFICINA DE CONTROL INTERNO a más tardar dentro de los cinco (5) primeros días del mes siguiente; en ellos habrá de relacionarse únicamente los expedientes en los cuales se advierta un alto riesgo de prescripción de la acción disciplinaria, calificado éste cuando el expediente tiene fallo de primera instancia y le faltan 90 días para prescribir, o estando en indagación e investigación le falta un año para prescribir; en todo caso, el término para proyectar la (s) actuación (s) siguiente (s), la fecha de presentación al despacho y la definición por parte de éste, no deben ser mayores de noventa (90) días. En el sub-siguiente plan de mejoramiento se informará sobre los resultados de las medidas adoptadas con respecto a dichos expedientes. 

d.
Formato N.° 04, denominado "INFORME DE GESTIÓN DISCIPLINARIA": Deberá ser diligenciado y remitido por todas las dependencias a la OFICINA DE CONTROL INTERNO a más tardar dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes y en él habrá de consignarse la información relacionada con la totalidad de expedientes disciplinarios en primera, segunda o única instancia, que tenga bajo su directa responsabilidad el Jefe de la dependencia respectiva y cada uno de los asesores o profesionales a ella vinculados. 

Parágrafo.- Se advierte que siguen vigentes las instrucciones impartidas en la Resolución N.° 070 de marzo 7 de 2005, mientras se adopte un mecanismo que permita capturar la información en línea. Este formato es la principal herramienta gerencial que sirve para ejercer un control disciplinario efectivo por parte de los Jefes; de ninguna manera es sustitutivo de los registros del sistema GEDIS, de donde se extractan los datos para generar los informes de gestión. 

e.
Formato N.° 05, denominado “PROCESOS DE TRASCENDENCIA O CIVIGEP": Serán remitidos por todas las dependencias que no cuentan en la actualidad con enlace de comunicación para realizar los registros directos en línea en el GEDIS a la Oficina de Coordinación de los Asesores de la Viceprocuraduría General de la Nación, ubicada en la Carrera 5a N.° 15-80 Piso 24, a más tardar dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes. Las oficinas que se encuentran en línea, pueden ingresar al módulo “R.- Investigaciones transcendentales" y marcar aquellas investigaciones que, de acuerdo con los criterios establecidos, sean de trascendencia nacional o internacional, o que se hayan derivado del CIVIGEP: (...). 

Parágrafo.- Para el diligenciamiento de este formato, las dependencias deben seguir los criterios expresados en la Circular 016 de 2001 emanada del despacho del Viceprocurador General de la Nación. 

f.
Formato N.° 06, denominado "INFORME DE LAS ACCIONES PREVENTIVAS Y/O EDUCATIVAS" : Deberá remitirse por todas las dependencias a más tardar dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes a la Oficina de Coordinación de los Asesores de la Viceprocuraduría General de la Nación, ubicada la sede central en Bogotá, D.C., Carrera. 5 N.° 15-80, Piso 24 (...). 

[……] 

Artículo 3°.- Con el propósito de garantizar el cumplimiento efectivo de la política ambiental adoptada mediante Resolución N.° 136 de Mayo 4 de 2005, así como de las disposiciones referidas a la racionalización del gasto, se solicita a las dependencias enviar los formatos y documentos relacionados con la información de la gestión disciplinaria y preventiva, única y exclusivamente, a las Oficinas señaladas en la presente Resolución. 

Artículo 4°.- Vigencia.- La presente Resolución rige desde la fecha de su publicación. 

Dada en Bogotá, D.C., a los 22 JUN. 2006 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN Nº 030

(4 FEB. 2005)

Por medio de la cual se adopta el sistema de información y registro de la gestión disciplinaria GEDIS, se asignan unas funciones, se aprueban los procedimientos para su operación y se modifica el artículo 3º de la Resolución 082 de 2002

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las consagradas en los numerales 6º y 7º del artículo 7º, del Decreto 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que el numeral 6º del artículo 7º del Decreto 262 de 2000 faculta al Procurador General de la Nación para asignar funciones especiales a las dependencias y empleos de la Procuraduría General de la Nación. 

Que el numeral 7º del artículo 7º del Decreto 262 de 2000 asigna al Procurador General de la Nación la función de "Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la Ley". 

Que corresponde a la División de Registro y Control y Correspondencia, según lo establecido en el artículo 18 numeral 2º del Decreto 262 de 2000 "Registrar y mantener actualizada, en el sistema automático adoptado por la entidad, la información sobre las actuaciones disciplinarias adelantadas por las autoridades de control interno disciplinario, las procuradurías territoriales y las personerías, controlando el envío oportuno de los datos correspondientes" 

Que los numerales 1º y 6º del artículo 16 del Decreto 262 de 2000, asignan a la Oficina de Sistemas la función de "Asesorar al Procurador General de la Nación en la definición de las políticas, planes y programas para la adopción de sistemas de procesamiento automatizado de la información" y de "Elaborar y mantener las metodologías necesarias para el desarrollo de sistemas de información." 

Que el numeral 5º del artículo 13 del Decreto 262 de 2000 asigna a la Oficina de Control Interno la función de diseñar e implementar los mecanismos de verificación, administración, control, seguridad e integridad de la información que suministren las dependencias de la entidad. 

Que los numerales 6º del artículo 25, 7º del artículo 75 y 5º del artículo 76 del Decreto 262 de 2000, asignan a los Procuradores Delegados, a los Procuradores Regionales y a los Procuradores Distritales y Provinciales, respectivamente, la función de "Realizar las acciones necesarias para garantizar el registro oportuno de la información sobre las actuaciones disciplinarias de su competencia." 

Que se deben adoptar parámetros para la información estadística oficial de las investigaciones disciplinarias activas en la Entidad, reportadas al GEDIS. 

Que se requiere asignar responsabilidades a las diferentes dependencias de la Entidad y fijar parámetros para la incorporación y elaboración de datos estadísticos. 

Que para desarrollar las funciones enunciadas; organizar y registrar la información necesaria para cumplir los mandatos legales citados; garantizar y asegurar la confiabilidad y fidelidad de la información registrada en el sistema de información GEDIS, se hace necesario establecer los criterios y fijar el procedimiento a seguir en la Procuraduría General de la Nación. 

RESUELVE:

CAPITULO I

CONDICIONES GENERALES

Artículo 1 °. Adóptese el sistema de información de registro de la gestión disciplinaria (GEDIS), como herramienta tecnológica para registrar y controlar la gestión de las diferentes dependencias de la Procuraduría General de la Nación en materia disciplinaria a nivel nacional. 

Artículo 2°. Definiciones: 

REGISTRO. El registro es la operación por medio de la cual los funcionarios responsables del GEDIS ingresan en el sistema de información los datos sobre las actuaciones procesales y el movimiento de expedientes. 

GEDIS: Sistema de Información de Gestión Disciplinaria 

 

SIAF: Sistema de Información Administrativa y Financiera 

GRABAR: Acción de radicar una queja o de incorporar una actuación disciplinaria en el GEDIS 

RADICAR: Asignación del número de radicación con el cual se identifica la queja a investigar. Esta acción se realiza en forma manual en el nivel territorial y automática en el nivel central. El número de radicación que identifica un proceso disciplinario dentro del GEDIS está compuesto por el código de la dependencia competente y el número consecutivo que le corresponda. 

Artículo 3º Trámite de expedientes. Corresponde a la Unidad Coordinadora o a la Secretaría de la Procuraduría respectiva, donde la primera no exista, registrar en el GEDIS las actuaciones disciplinarias a cargo de cada dependencia. 

Artículo 4º Término para registrar la información al GEDIS.- Los responsables deberán registrar las actuaciones procesales el mismo día que se profieran y el movimiento de expedientes en la misma fecha en que sea entregado o devuelto por un funcionario o el Despacho. 

Artículo 5º Responsable de la base de datos. Corresponde a la División de Registro y Control y Correspondencia grabar las quejas de competencia de las dependencias del nivel central y velar por el reporte oportuno y correcto de la información del nivel territorial, así como el seguimiento a las inconsistencias que se presenten en la transmisión de los datos. Además debe efectuar el reparto de los expedientes procedentes del nivel territorial, enviados para resolver recursos, impedimentos o recusaciones y conflictos de competencia y para la práctica de comisiones. 

En procura de la depuración de la base de datos, las radicaciones repetidas deberán anularse por la División de Registro y Control y Correspondencia, previa verificación de que correspondan a la investigación de los mismos hechos, contra los mismos implicados. También deberá anular las radicaciones que se hayan asignado equivocadamente o corregir aquellas en las cuales se hayan cometido errores en la consignación de los datos al sustanciar la queja. Salvo los casos anteriores no se podrá anular ningún radicado, puesto que esta información forma parte de los archivos históricos de la Entidad. 

Parágrafo.- En los casos en que proceda efectuar descongestión de expedientes, a través de la delegación contemplada en el parágrafo del artículo 77 del Decreto 262 de 2000, está se efectuará suspendiendo la radicación de nuevas quejas a las dependencias afectadas, procedimiento a cargo de la División de Registro y Control y Correspondencia, previa sustentación de la dependencia respectiva y acto administrativo del Procurador General de la Nación, en el que se indique durante cuanto tiempo se suspenderá la asignación de nuevas quejas. 

Artículo 6º Responsables del reporte de los datos: La responsabilidad del reporte, actualización, veracidad, oportunidad y confiabilidad de lo registrado en el sistema GEDIS es exclusiva del jefe de la respectiva dependencia, quien delega en un funcionario el registro y reporte de la correspondiente información y debe velar por el flujo correcto y oportuno de la misma, Es de imperioso cumplimiento este deber, en razón a que la información es incorporada automáticamente y la División de Registro y Control y Correspondencia solamente conoce de la misma una vez que ésta ha sido cargada automáticamente al GEDIS del nivel Central. 

Aquellas dependencias que cometan errores en la incorporación de los datos deberán corregirlos directamente, para lo cual la Oficina de Sistemas deberá dotarlos de las opciones necesarias, 

Las dependencias que carezcan de código para radicar las diligencias e incorporar las diferentes actuaciones disciplinarias en el GEDIS, deberán solicitarlo a la Oficina de Sistemas, 

Artículo 7º Administrador Funcional. El Sistema de Gestión Disciplinaria GEDIS tendrá un Administrador Funcional, designado por el Jefe de la División de Registro y Control y Correspondencia, quien velará por la oportunidad, consistencia y confiabilidad de la base de datos, hará el seguimiento al funcionamiento y operación del Sistema y presentará los proyectos de mejoramiento que considere necesarios, 

Artículo 8º Administrador Técnico. El Sistema de Gestión Disciplinaria GEDIS tendrá un Administrador Técnico designado por el Jefe de la Oficina de Sistemas, con la función de brindar soporte y asistencia técnica a todos los usuarios, 

Artículo 9º Auditoria al GEDIS.- La Oficina de Control Interno tendrá la responsabilidad de efectuar revisiones y evaluaciones periódicas a la información, contará para ello con la colaboración de la Oficina de Sistemas, dependencia que le permitirá el acceso exclusivo a los archivos en donde se registren las modificaciones, actualizaciones o inclusiones eventuales sobre los datos históricos de la gestión disciplinaria, así como la fecha y hora en que se efectuaron dichas operaciones y la identificación del funcionario que las efectuó, con el fin de hacer seguimiento y auditoría al sistema para garantizar su normal operación. 

La División de Registro y Control y Correspondencia mantendrá informada a la Oficina de Control Interno sobre las deficiencias detectadas en el envío oportuno y correcto de los datos por parte de las dependencias respectivas, para su evaluación y traslado al competente, para efectos de la correspondiente investigación disciplinaria a que hubiere lugar. 

Artículo 10º Responsables del soporte técnico del sistema de información GEDIS. La Oficina de Sistemas de la Procuraduría General de la Nación deberá garantizar la operatividad del sistema, así como dotar a los responsables del registro de la información a nivel nacional, de equipos idóneos para la transmisión de la información, de los antivirus y demás soporte tecnológico de competencia de esa dependencia. 

Artículo 11º Responsables de la depuración y actualización del sistema de información GEDIS. La Oficina de Sistemas solucionará las inconsistencias que se detecten en la base de datos y hará los ajustes por cambios normativos y procedimentales, conforme las solicitudes documentadas que le presente la División de Registro y Control y Correspondencia, quien las comunicará a la Oficina de Control Interno para lo de su competencia, con el propósito de que el Sistema pueda reflejar verazmente las actuaciones efectuadas en los procesos disciplinarios. 

CAPITULO II

MÓDULOS QUE CONFORMAN EL SISTEMA DE INFORMACIÓN COMO ESTA GEDIS

Artículo 12º Módulos. El Sistema de Información de la Gestión Disciplinaria GEDIS, contiene los siguientes Módulos en los cuales se registran: Quejas, Trámites, Implicados, Decisiones contenidas en fallos, Quejosos, Afectados por violaciones a los derechos humanos, Expedientes en comisión, Control de Gestión, Trámites intermedios, Reportes, Estadístico, Reparto Aleatorio, Control de prescripciones, Investigaciones de trascendencia nacional o internacional y CIVIGEP, Registro de notificaciones -SIRENO, Constancias de derechos humanos, Oficios queja y de reportes y estadísticas en Impromptu. 

Artículo 13. Manual del Usuario. Adóptase el manual de usuario del Sistema de Información GEDIS tanto del nivel territorial como del nivel central, el cual hace parte de la presente resolución. Es responsabilidad de la Oficina de Sistemas y de la División de Registro y Control y Correspondencia, mantenerlo actualizado de acuerdo con los cambios que se vayan presentando en el Sistema. 

CAPITULO III

PROCEDIMIENTOS

Artículo 14º Registro de datos en el GEDIS en las dependencias del nivel central. Corresponde a los servidores públicos de las diferentes dependencias del nivel central, con funciones de actualizar el GEDIS, anotar en dicho Sistema de Información las actuaciones adelantadas por los profesionales asignados a los procesos disciplinarios y los jefes de dependencia. Dichas anotaciones deberán realizarlas el mismo día en que se produjo la actuación. 

Artículo 15º Registro de datos en el GEDIS en las dependencias del nivel Territorial. Corresponde a los servidores públicos de las procuradurías del nivel territorial, con funciones de actualizar el GEDIS, el registro de las quejas y de las actuaciones que se surtan en desarrollo del proceso disciplinario, para lo cual deberán anotarlas una vez el profesional o el jefe de la dependencia devuelva el expediente. 

Artículo 16º Asignación de funciones. El titular de la procuraduría respectiva del nivel territorial, debe velar por el envío oportuno de la información por parte del funcionario que haya designado para el efecto. La información debe ser reportada semanalmente a la División de Registro y Control y Correspondencia para su incorporación en el GEDIS del nivel central. El funcionario a cargo del GEDIS del nivel territorial debe cumplir con las siguientes funciones: 

Anotar las diferentes actuaciones. 

Conformar el archivo de reporte de actuaciones a la División de Registro y Control y Correspondencia. 

Transmitir la información cada semana, preferiblemente por correo electrónico o por el medio más expedito de que se disponga. 

Verificar que los archivos no hayan sido devueltos por inconsistencias. 

Generar semanalmente una copia de seguridad de la información de su dependencia, contenida en la base de datos del sistema GEDIS territorial. 

CAPITULO IV

PARÁMETROS PARA GENERAR ESTADÍSTICAS DEL SISTEMA DE INFORMACIÓN GEDIS

Artículo 17º Responsables de la Información. Los reportes estadísticos oficiales deberán llevar la firma del Jefe de la División de Registro y Control, del Administrador Funcional y del Administrador Técnico del GEDIS. Los Jefes de las oficinas de Sistemas y de Registro y Control autorizarán la firma de los reportes a otros funcionarios de sus dependencias, en caso de ausencia de los responsables, para evitar la parálisis en el flujo de la información. 

Artículo 18º Parámetros para la elaboración de estadísticas: Para el año 2004 en adelante, las cifras estadísticas de los expedientes tanto del nivel central como del nivel territorial de la PGN se establecerán tomando como parámetro la fecha de grabación de la queja en el GEDIS central. 

 

La información estadística de las investigaciones disciplinarias a 31 de diciembre de 2003 hacia atrás, suministrada por la Oficina de Sistemas con el parámetro de la fecha en que ingresa la queja a la entidad y divulgada en su oportunidad se mantendrá inmodificable. Para tal efecto los datos serán conservados en una o más copias de respaldo (back up) por fuera de los discos del sistema, para que quien solicite esta información en adelante, tenga acceso a esta copia de respaldo. 

En el parámetro adoptado a partir del 2004, consistente en la fecha de grabación de la queja, se tendrá en cuenta que las quejas recibidas a final de año, que por vacaciones colectivas se registran en el año siguiente, se considerarán como ingresadas a la Entidad, en el año de grabación de la queja. 

También se deberá tener en cuenta, para efectos estadísticos, que los datos generales pueden variar por la dinámica propia de los procesos y actividades disciplinarias, tales como el cambio de radicación por delegación o comisión a otros funcionarios, la anulación de radicaciones repetidas, los expedientes en los que se ordenaron desarchivos, acumulaciones, desacumulaciones, remisiones y devoluciones por competencia y las decisiones mediante las cuales se revoca el archivo, entre otras. 

Artículo 19º Acceso a la base de datos y capacitación para la generación de estadísticas 
La Oficina de Sistemas creará los controles para: 

· Registrar las modificaciones, actualizaciones o inclusiones que se efectúen sobre los datos históricos. 

· Evitar que un mismo usuario ingrese al sistema GEDIS en la etapa de producción y en la etapa de desarrollo. De todas maneras, el sistema debe permitir el registro de la fecha y hora de acceso al sistema de información del personal de la Oficina de Sistemas en la etapa de producción. 

· Permitir el acceso a la base de datos del GEDIS a los funcionarios de la Oficina de Control Interno para su consulta. 

· Permitir el acceso al cargue de datos y a la generación de los reportes diseñados en Impromptu a los funcionarios de la División de Registro y Control y Correspondencia. 

La Oficina de Sistemas impartirá la capacitación necesaria a los funcionarios de la Oficina de Control Interno y de la División de Registro y Control y Correspondencia, para que puedan generar los informes y estadísticas de su competencia. 

Una vez efectuada la capacitación a los funcionarios de la División de Registro y Control y Correspondencia, se establecerá el nivel de autonomía de dicha División para la generación de las estadísticas. Las estadísticas cuya complejidad lo amerite, por la dificultad en los accesos a la totalidad de las tablas que integran la base de datos o por otras razones técnicas, serán elaborados coordinadamente por la Oficina de Sistemas y la División de Registro y Control y Correspondencia. 

Artículo 20º Periodicidad. La información estadística sobre inventario de expedientes y actuaciones procesales se generará el primer día hábil de cada mes, con fecha de corte del día hábil anterior y será remitida a la Viceprocuraduría y a la Oficina de Control Interno para lo de su competencia. Los reportes que se soliciten por los usuarios internos y externos serán generados en el momento en que se requieran, anotándose en ellos la fecha a la que corresponden, que siempre será la del último corte. 

Artículo 21º Presentación y contenido de los Informes. Todos los informes estadísticos deberán contener los siguientes datos: 

· Título de la estadística que se suministra, el cual debe coincidir con los datos que se entregan. Si la información se suministra en medio magnético se debe marcar el disquete o disco compacto, con la firma de quienes elaboraron la estadística. 

· Fecha y hora de generación de los reportes .Período al que corresponde la información suministrada.

· Parámetro utilizado para generar la estadística, según el período así: Para el año 2003 hacia atrás el parámetro será el de la fecha de la queja y el año 2004 en adelante, el de la fecha de su grabación de la queja. Igualmente se deberá señalar cada uno de los parámetros utilizados para producir los respectivos informes. 

· Nombres y cargos de los funcionarios responsables de la información.

· Nombre y cargo del funcionario que elaboró la estadística.

· Firma de los responsables 

· Se incluirá la fuente de la información así: "Fuente: Sistema de Información de Gestión Disciplinaria -GEDIS" 

· Se incluirá la siguiente nota: "Nota: Estos datos corresponden a la información incorporada al GEDIS por las dependencias investigadoras de la PGN y están sujetos a variaciones originadas en la dinámica propia de los procesos disciplinarios" 

· Número de cada página 

· La estadística que relacione los códigos de las dependencias o de las actuaciones, deberá acompañarse del listado que identifique dichas dependencias y actuaciones, para su cabal comprensión por parte del destinatario de los datos. 

Artículo 22º Contenido de los reportes estadísticos básicos. 

-Inventario de procesos por dependencia 

-Actuaciones realizadas por dependencia 

-Decisiones de primera instancia por dependencia 

-Decisiones de segunda instancia por dependencia 

Artículo 23º Solicitud de información contenida en el Sistema GEDIS. Los usuarios internos y externos que requieran información acerca de los datos registrados en el GEDIS, deberán realizar la solicitud por escrito al Jefe de la División de Registro y Control y Correspondencia. 

Parágrafo 1. Los datos contenidos en el GEDIS serán para uso exclusivo de la Entidad. Los funcionarios que soliciten información de dicha base de datos, accederán a ella previa autorización del titular de la dependencia correspondiente. El encargado del GEDIS llevará un control de la fecha y hora en que fueron solicitados los datos con indicación del expediente para el que fueron requeridos. 

Parágrafo 2. La División de Registro y Control y Correspondencia podrá informar sobre los datos generales de las investigaciones incorporados en el GEDIS, tales como el número y estado de la averiguación, los hechos investigados, los funcionarios presuntamente involucrados y los empleos que ocupan, datos que al no poner en evidencia los pormenores de los procesos disciplinarios no comprometen la reserva de los procesos prevista en el artículo 95 de la Ley 734 de 2002. 

Artículo 24º Reclamaciones. Las reclamaciones y solicitudes que eleven los particulares relativas al contenido del registro de los procesos disciplinarios deberán ser resueltas, previa la actuación administrativa correspondiente, por el titular de la dependencia responsable de incorporar la información o por el jefe de la División de Registro y Control y Correspondencia, así: Si se trata de registros de investigaciones del nivel territorial, el respectivo titular de cada procuraduría, si son registros de actuaciones del nivel central, el titular de cada dependencia y si son grabaciones de quejas del nivel central, la División de Registro y Control y Correspondencia. 

CAPITULO V

Módulo de Control de Gestión Disciplinaria

Artículo 24º Definición del Módulo de Control de Gestión Disciplinaria. Es una herramienta que permite el adecuado control sobre la gestión disciplinaria a fin de garantizar que el Proceso Disciplinario se desarrolle dentro de un término razonable, así como la evaluación de la gestión disciplinaria de las dependencias y funcionarios de la Entidad y aplicará a todas las dependencias actualmente en línea. Las demás lo utilizarán en la medida en que se amplíe la cobertura. 

Artículo 25º Responsables. Corresponde a la Oficina de Control Interno de la Procuraduría General de la Nación, realizar la auditoría y el seguimiento al manejo y operación del módulo de Control de Gestión Disciplinaria. 

Artículo 26. Objetivos específicos. El módulo de Control de Gestión tiene los siguientes objetivos específicos: 

· Generar instrumentos que permitan efectuar un oportuno control de los términos del proceso disciplinario. 

· Implementar un modelo estadístico de gestión disciplinaria por dependencia y funcionario. 

· Generar indicadores de gestión por dependencia y funcionario, en relación con el movimiento de expedientes. 

Artículo 27º Reportes básicos del Módulo de Control de Gestión Disciplinaria. El módulo genera los siguientes informes: 

· Proyectos por abogado 

· Proyectos de fondo por tipo 

· Proyectos de fondo por dependencia 

· Proyectos de trámite por tipo 

· Proyectos de trámite por dependencia 

La Oficina de Control Interno generará la información y la analizará, de tal manera que la misma sirva de soporte para la toma de decisiones en las dependencias en las cuales se encuentra implementado. 

Artículo 28º Capacitación. Corresponde al Instituto de Estudios del Ministerio Público impartir la capacitación a los funcionarios de la Entidad que tengan a su cargo el manejo y utilización del módulo, así como las actualizaciones que se incorporen por cambios normativos, para lo cual contará con el apoyo de las áreas correspondientes de la Entidad. 

Artículo 29º Formularios para el procedimiento. Adóptense los siguientes formularios contenidos en el Módulo de Control de Gestión Disciplinaria: 

· Actividades y trámites procesales 

· Ficha para la entrega y devolución de expedientes 

· Planilla de reparto 

Artículo 30º Formatos para el reporte de información. Modificar la Resolución 082 de 2002, en su artículo 3º Así: 

Los formatos deberán ser diligenciados por las dependencias de la Procuraduría donde no esté implementado el Módulo de Control de Gestión Disciplinaria. 

Formato número 1: Inventario de Procesos de Competencia de la Dependencia, el cual contendrá los siguientes datos: Dependencia responsable, cargo y grado de quien lo elabora, hoja número, número consecutivo, número radicado, fecha de los hechos, fecha de la queja, fecha de grabación de la queja, estado procesal actual, fecha auto estado procesal actual, categoría de riesgo de prescripción, trascendencia nacional o internacional, CIVIGEP, ciudad y fecha, firma del responsable, nombre y firma del jefe de la dependencia. 

Formato número 2: Inventario de Procesos Recibidos y Enviados en Comisión con los siguientes datos: dependencia responsable, cargo y grado de quien lo elabora, hoja número, número consecutivo, número de radicado, fecha de los hechos, fecha de la queja, fecha de envío o recibo del expediente, tipo de comisión que debe desarrollarse, fecha del auto comisorio, término de la comisión, dependencia que recibe o envía la comisión, firma del responsable, nombre y firma del jefe de la dependencia. 

Formato número 5: Contendrá la información de los procesos que se encuentren activos en un período determinado. Los datos son: Dependencia responsable, período, hoja número, número del expediente, trascendencia nacional, internacional, origen CIVIGEP, investigado, cargo, entidad, hechos, fecha de los hechos, fecha del último trámite efectuado, estado actual, fecha estado actual, firma del jefe de la dependencia, ciudad y fecha. 

CAPITULO VI

Disposiciones finales

Artículo 31º Mejoramiento continuo. Los procedimientos y formularios estandarizados aprobados mediante la presente resolución serán sometidos periódicamente al proceso de mejoramiento continuo, según lo establecido en la Resolución 176 del 15 de diciembre de 2000. 

Artículo 32º Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

CÚMPLASE

Dada en Bogotá, D. C., -4 FEB. 2005 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 070

(7 MAR. 2005)

"Por medio de la cual se modifica parcialmente la Resolución N.° 082 del 16 de Abril de 2002"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio ale sus funciones constitucionales y en especial de las que le confiere el artículo 7º del Decreto Ley 262 de 2000,

RESUELVE:

Artículo 1º- Modificar el literal d. del Artículo 4 de la Resolución N.° 082 del 16 de Abril de 2002, "por la cual se dictan unas medidas relacionadas con el seguimiento, evaluación y control de la gestión disciplinaria y se establece una metodología para la descongestión y agilización de procesos en la Procuraduría General de la Nación", en el sentido de adoptar el formato adjunto para la evaluación de la gestión disciplinaria a cargo de todas las dependencias de la Procuraduría General de la Nación que tienen bajo su responsabilidad la aplicación de las disposiciones de la ley 734 de 2002. 

Artículo 2º- Modificar el Artículo 4º de la Resolución N.° 082 del 16 de Abril de 2002, en el sentido de expresar que a partir de la expedición de la presente Resolución, los formatos aludidos en el artículo anterior deberán ser remitidos directamente a la Oficina de Control Interno de la entidad, con la misma periodicidad que se señala en dicha disposición. 

Artículo 3º- Modificar el Artículo 6º de la Resolución N.° 082 del 16 de abril de 2002, en el sentido de establecer que los formatos de evaluación de la gestión disciplinaria deberán enviarse a partir de la expedición de la presente resolución al correo electrónico: controlinterno@procuraduría.gov.co. 

Artículo 4º- La presente resolución rige desde la fecha de su publicación y deroga aquellas disposiciones que le sean contrarias. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE
Dada en Bogotá D.C. a los 7 MAR. 2005 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÁN
RESOLUCIÓN Nº 082
(10 ABR 2002)
"Por la cual se dictan unas medidas relacionadas con el seguimiento, evaluación y control de la gestión disciplinaria y se establece una metodología para la descongestión y agilización de procesos en la Procuraduría General de la Nación"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,
En uso de las atribuciones conferidas por el artículo 268 de la Constitución Política de Colombia; los numerales 6° y 7° del artículo 7° del Decreto – Ley 262 del 22 de febrero de 2000, y

CONSIDERANDO:
Que el numeral 6° del artículo 7° del Decreto 262 de 2000, confiere al Procurador General de la Nación la atribución de "Asignar funciones especiales a las dependencias y empleos de la Procuraduría General de la Nación.";
Que el numeral 7° del artículo 7° del Decreto 262 de 2000, otorga al Procurador General de la Nación la función de "Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley.";
Que el numeral 18° del artículo 7° del Decreto 262 de 2000, consagra como función de Procurador General de la Nación la de "Coordinar y controlar el cumplimiento de la función disciplinaria";
Que para poder ejercer el control, seguimiento y evaluación de la gestión disciplinaria que adelantan las diferentes dependencias de la Procuraduría General de la Nación y garantizar la confiabilidad y permanente actualización de la información, resulta necesario entrar a definir y unificar los formatos y procedimientos que deben emplearse en la presentación de informes y estadísticas relacionados con el trámite de los procesos disciplinarios;

Que se hace indispensable adoptar algunas medidas de carácter administrativo que permitan cuantificar, evaluar y controlar los resultados de la labor profesional de quienes tienen a su cargo la responsabilidad de adelantar e impulsar dichas actuaciones disciplinarias al interior de la entidad;
Que dentro del marco de la política de descongestión y agilización de los procesos disciplinarios adoptada por la actual administración, es necesario realizar el inventario físico de los expedientes disciplinarios que se encuentran en trámite en las distintas dependencias de la Procuraduría General de la Nación,
Que es preciso determinar y evaluar el resultado de las acciones preventivas y educativas adelantadas por las distintas dependencias de la Procuraduría General de la Nación, encaminadas a garantizar el cumplimiento de los mandatos constitucionales y legales, así como la observancia de los principios que orientan el funcionamiento de la administración pública,

RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- La política de descongestión y agilización de procesos adoptada por la Procuraduría General de la Nación, tiene como propósito general incrementar los niveles de eficiencia y desempeño de las dependencias y servidores públicos encargados de la tramitación y evacuación de los asuntos disciplinarios de competencia de la entidad.
En ese orden de ideas, las disposiciones de la presente resolución tienen como finalidad la realización de los siguientes objetivos específicos:
1.- Adoptar las medidas necesarias para garantizar la depuración y actualización del inventario de procesos disciplinarios en trámite y asegurar la confiabilidad y precisión de la información.
2.- Facilitar las labores de seguimiento, evaluación y control de los resultados de la gestión disciplinaria a cargo de las diferentes dependencias y servidores públicos adscritos a la Procuraduría General de la Nación.
3.- Identificar y minimizar el riesgo de prescripción de las acciones disciplinarias y combatir la impunidad.
4.- Identificar los procesos disciplinarios de trascendencia nacional e internacional, de conformidad con los criterios señalados en la Circular No. 016 de 2001, expedida por el Viceprocurador General de la Nación, así como las determinaciones que deban adoptarse para facilitar su rápida tramitación.
5.- Establecer indicadores de gestión y facilitar la adopción de planes, programas, proyectos, estrategias y acciones encaminados a incrementar la productividad de la Procuraduría General de la Nación.
6.- Evaluar el impacto de las medidas que tengan como finalidad la descongestión y agilización de los procesos disciplinarios a cargo de la entidad.
ARTÍCULO 2°." Con el propósito de garantizar el cumplimiento efectivo y diligente de la misión institucional que constitucional y legalmente corresponden a la Procuraduría General de la Nación, las dependencias y servidores públicos que tengan bajo su responsabilidad el ejercicio de competencias en materia disciplinaria, deberán actualizar y depurar el inventario físico de los procesos disciplinarios en trámite y diligenciar los formatos que en virtud de esta resolución se establecen, con el fin de facilitar las tareas de seguimiento, evaluación y control de su gestión disciplinaria, así como también la consolidación y análisis de la información recaudada y la adopción de las decisiones correctivas que se estimen oportunas.
ARTÍCULO 3°.- De conformidad con lo establecido en las disposiciones precedentes, adóptanse como formatos oficiales de información de la gestión disciplinaria, los documentos que se relacionan enseguida, los cuales forman parte de la presente resolución:

1.- Formato No. 01, denominado "INVENTARIO DE PROCESOS DE COMPETENCIA DE LA DEPENDENCIA.

2.- Formato No. 02, denominado "INVENTARIO DE PROCESOS RECIBIDOS Y ENVIADOS EN COMISIÓN".
3.- Formato No. 03, denominado "PLAN DE MEJORAMIENTO".
4.- Formato No. 04, denominado "INFORME DE GESTlÓN DISCIPLINARIA".
5.- Formato No. 05, denominado "PROCESOS DE TRASCENDENCIA 0 CIVIGEP". 
6.- Formato No. 06, denominado: "INFORME DE LA ACCIONES PREVENTIVAS Y/O EDUCATIVAS"
Parágrafo 1°.- Los formatos anteriormente mencionados deberán ser diligenciados directamente por los jefes de las dependencias de la Procuraduría General de la Nación que tengan competencias en materia disciplinaria, conjuntamente con los asesores, profesionales y demás servidores públicos a quienes se haya asignado la tarea de sustanciar y /o tramitar los respectivos procesos. Para todos los efectos legales a que haya lugar, se entenderá que dichos funcionarios responderán por la oportunidad, veracidad y precisión de la información suministrada.
Parágrafo 2°.- Los Formatos Oficiales de Información de la Gestión Disciplinaria, serán los únicos documentos cuyo diligenciamiento podrá exigirse a las dependencias de la Procuraduría General de la Nación que tengan a su cargo el cumplimiento de funciones disciplinarias.
ARTÍCULO 4°.- Los formatos de que trata el artículo anterior, deberán ser enviados al Secretario Privado del Procurador General de la Nación, con la periodicidad que a continuación se señala, a efectos de que éste proceda a registrar y verificar su oportuna presentación y a remitirlos a las Oficinas de Planeación y Control Interno para lo de su competencia
a.- Formato No. 01, denominado "INVENTARIO DE PROCESOS DE COMPETENCIA DE LA DEPENDENCIA : Deberá remitirse a más tardar el día 15 de abril de cada año y en él habrá de consignarse la información relacionada con la totalidad de expedientes disciplinarios que se encuentren en trámite y cuya existencia física haya sido previamente comprobada, teniendo como fecha de corte el día 30 de marzo del año respectivo. El primero de dichos inventarios deberá presentarse a más tardar el día 30 de abril de 2002.
b.- Formato No. 02, denominado "INVENTARIO DE PROCESOS RECIBIDOS Y ENVIADOS EN COMISIÓN" : Deberá remitirse a más tardar el día 15 de abril de cada año y en él habrá de consignarse la información relacionada con la totalidad de expedientes disciplinarios que hayan sido recibidos o enviados por la dependencia para el cumplimiento de alguna comisión, teniendo como fecha de corte el día 30 de marzo del año respectivo. El primero de dichos inventarios deberá presentarse a más tardar el día 30 de abril de 2002.
c.- Formato No. 03, denominado "PLAN DE MEJORAMIENTO" : Deberá remitirse a más tardar dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes y en él habrá de consignarse la información relacionada con la totalidad de expedientes disciplinarios en los cuales se advierta el riesgo de la prescripción de la acción disciplinaria, calificado por el jefe de la dependencia y por el

Profesional que lo tenga a su cargo como "alto", "moderado" o "bajo", de conformidad con las instrucciones impartidas al dorso de dicho documento.
d.- 
Formato No. 04, denominado "INFORME DE GESTIÓN DISCIPLINARIA". Deberá remitirse a más tardar dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes y en él habrá de consignarse la información relacionada con la totalidad de expedientes disciplinarios que tenga bajo su directa responsabilidad el Jefe de la dependencia respectiva, o uno de los asesores o profesionales a ella vinculados, ya sea en primera, segunda o única instancia.
e.- 
Formato No. 05, denominado "PROCESOS DE TRASCENDENCIA O CIVIGEP" : Deberá remitirse a más tardar dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes y en él habrá de consignarse la información relacionada con la totalidad de expedientes disciplinarios que correspondan a asuntos que hayan sido calificados por la Viceprocuraduría General de la Nación como "Procesos de Trascendencia", de acuerdo con los criterios expresados en la Circular 016 de 2001 emanada del despacho del Viceprocurador General de la Nación, o aquellos derivados del Convenio Interinstitucional para la Vigilancia a la Gestión Pública - CIVIGEP-, cuya coordinación corresponde al Viceprocurador General.
f.- Formato No. 06, denominado: "INFORME DE LA ACCIONES PREVENTIVAS Y/O EDUCATIVAS" : Deberá remitirse a más tardar dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes y en él habrá de consignarse la información relacionada con la totalidad de acciones preventivas y/o educativas derivadas del Convenio Interinstitucional para la Vigilancia a la Gestión Pública -CIVIGEP-.
Parágrafo.- Para el correcto diligenciamiento de los formatos anteriormente mencionados, los servidores públicos encargados de consignar en ellos la información disciplinaria requerida, deberán atender las instrucciones contenidas al respaldo de los mismos.
Artículo 5°.- Una vez culmine la elaboración de los inventarios físicos de los procesos disciplinarios en trámite, cada dependencia deberá cotejar la relación de los expedientes inventariados en el formato No. 01 con los que figuren a su cargo en el Sistema de Gestión Disciplinaria -GEDIS-, con el objeto de establecer posibles diferencias, imprecisiones e inconsistencias, que de llegar a detectarse, luego de realizar un minucioso trabajo de revisión y depuración, deberán reportarse a los responsables de administrar el sistema, indicando con tal propósito si aquellas se refieren a expedientes sobrantes o faltantes o a radicados repetidos o mal codificados.
Para los efectos de la interpretación de la presente disposición, se adoptan las siguientes definiciones:
a..-
Expedientes Sobrantes : Son aquellos expedientes que a pesar de obrar físicamente en las dependencias, no aparecen relacionados en el Sistema de Información de Gestión Disciplinaria -GEDIS-, caso en el cual deberá procederse inmediatamente a su registro, mediante el envío del reporte correspondiente a la dependencia encargada de administrar dicho sistema.
b.-
Expedientes Faltantes : Son aquellos expedientes que estando relacionados en el Sistema de Información de Gestión Disciplinaria - GEDIS-, no figuran en el inventario físico de la dependencia. Cuando quiera que se desconozca su paradero, el jefe de la dependencia respectiva deberá reportarlos como perdidos, anexando junto con él informe, una copia del denuncio correspondiente y del acta que para el efecto suscribirá junto con el servidor público que obre como responsable del expediente faltante.
c.-
Radicados Repetidos : Corresponde a aquellos casos en los cuales se advierta que un mismo proceso disciplinario aparece registrado dos o más veces en el Sistema de Información de Gestión Disciplinaria - GEDIS-, o cuando se determine la existencia de dos expedientes ya radicados bajo números distintos a pesar de referirse a los mismos hechos y personas. En el primero de los casos se procederá a enviar el reporte respectivo para que se anule uno de los registros, y en el segundo de los casos, se procederá a decretar su acumulación.
d.-
Radicados mal Codificados: Cuando en el Sistema de Información de Gestión Disciplinaria -GEDIS- figuren a cargo de una dependencia expedientes que no son de su competencia, ya sea por razones de carácter territorial o por la naturaleza misma de los hechos investigados, deberá enviarse el respectivo reporte con las justificaciones que se estimen conducentes, a efectos de que realice la corrección a que haya lugar. En el evento de que los respectivos expedientes figuren en los inventarios de la dependencia, deberán remitirse a la División de Registro y Control y Correspondencia de la entidad para que sean remitidos a la dependencia competente.
ARTICULO 6°.- Los formatos deberán enviarse por correo electrónico (mail) a la cuenta "descongestion@procuraduria.gov.co", o al fax número 3360011, Extensión 10817. Cuando la dependencia no cuente con los recursos tecnológicos necesarios para efectuar la transmisión electrónica de la información, deberá enviarla por correo certificado en sobre cerrado dirigido al despacho del Secretario Privado de la Procuraduría General de la Nación, debidamente marcado con el nombre de la dependencia responsable e identificado con la frase "INFORME DE GESTION DISCIPLINARIA - Mes _____ Año____”
ARTICULO 7°.- Las Oficinas de Planeación y de Control Interno adscritas al Despacho del Procurador General de la Nación, tendrán a su cargo la responsabilidad de consolidar y analizar la información reportada en los formatos a que alude la presente resolución y presentar a consideración del Procurador General de la Nación, un informe relativo a los resultados de la gestión de las diferentes dependencias y servidores públicos que tienen a su cargo el ejercicio de funciones disciplinarias al interior de este organismo de control.
El informe consolidado de la gestión disciplinaria a que se refiere el inciso anterior, deberá presentar de manera desagregada el movimiento que hayan tenido los procesos disciplinarios al interior de cada dependencia tanto en primera como en segunda instancia; la variación de los inventarios y el impacto de la política de descongestión; la relación de los expedientes en los que se advierta un alto riesgo de prescripción; la relación de los negocios fallados o prescritos durante el período respectivo; y finalmente, el cálculo de los indicadores de gestión mediante la aplicación de las fórmulas que se establezcan.

ARTICULO 8°. Una vez haya sido evaluado el informe de la gestión disciplinaria, el Secretario Privado del Despacho procederá a remitirlo a las diferentes dependencias involucradas, junto con las instrucciones que imparta el Procurador General de la Nación, con el fin de que todos conozcan los resultados de la gestión y procedan a adoptar los medidas correctivas y preventivas que se estimen conducentes.
ARTICULO 9°.- Corresponde a la Oficina de Control Interno, vigilar el estricto cumplimiento de lo dispuesto en la presente resolución. En caso de inobservancia, informará tal circunstancia a la Veeduría, para lo de su competencia, para que se de aplicación a lo dispuesto en las normas disciplinarias actualmente vigentes y a lo consagrado en el numeral 25° del artículo 34 de la ley 734 de 2002, una vez empiece la vigencia de esta última.
ARTICULO 10°.- La presente resolución rige desde la fecha de su expedición y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE
Dada en la ciudad de Bogotá, D.C., a los 10 ABR. 2002

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN 

19. Crear comisiones disciplinarias especiales de servidores de la Procuraduría General o designar a un funcionario especial de la misma para adelantar investigaciones disciplinarias y fallar, así como para decretar la suspensión provisional, cuando la gravedad, importancia o trascendencia pública del hecho lo ameriten, para lo cual podrá desplazar al funcionario del conocimiento. 

En este evento, el fallo será proferido por quien presida la comisión o por el funcionario designado, que, en todo caso, deberá ser de igual o superior jerarquía que el funcionario desplazado. La apelación se surtirá ante el superior funcional de quien tomó la decisión en primera instancia. 

Salvo lo dispuesto en los numerales 24 y 25 de este artículo, corresponde a la Sala Disciplinaria conocer en segunda instancia los procesos en los cuales el Procurador General de la Nación o el Viceprocurador General sea el superior funcional. 

20. Comisionar a los servidores de la entidad para instruir actuaciones disciplinarias de su competencia o de otras dependencias de la entidad, al igual que para la práctica de pruebas. 

21. Conocer en única instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra los congresistas, por faltas cometidas con anterioridad a la adquisición de dicha calidad o durante su ejercicio, en este último caso aunque hayan dejado de ser congresistas. 

RESOLUCIÓN N.° 318

(16 NOVIEMBRE 2006)

Por la cual se crea un Grupo de Trabajo adscrito al Despacho del Procurador General de la Nación a efectos de asesorarlo en materias relacionadas con las investigaciones disciplinarias que se sigan contra Congresistas o excongresistas por conductas disciplinariamente relevantes relacionadas con grupos al margen de la ley

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

 En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, y 

CONSIDERANDO: 

Que el numeral 21 del artículo 7 del Decreto 262 otorga competencia al Procurador General de la Nación para "conocer en única instancia de los procesos disciplinarios que se adelanten contra los congresistas, por faltas cometidas con anterioridad a la adquisición de dicha calidad o durante su ejercicio, en este último caso aunque hayan dejado de ser congresistas"; 

Que el numeral 7 del artículo anterior faculta al Procurador General de la Nación para expedir los actos administrativos que sean necesarios para desarrollar las funciones atribuidas por la ley; 

Que el numeral 34 del mismo artículo dispone que el Procurador General de la Nación podrá crear "grupos de trabajo para el cumplimiento de las funciones de la entidad y los previstos en la ley; y 

Que se hace necesario establecer mecanismos jurídicos eficaces que faciliten el procesamiento y consulta de documentación extensa y compleja relacionada con la participación o intervención de servidores públicos aforados en delitos vinculados con grupos al margen de la ley, por lo cual 

RESUELVE:

Artículo 1.- Créase un Grupo de Trabajo, el cual se identificará como "Grupo Especial Investigaciones Aforados", integrado por tres Procuradores Judiciales en lo Penal con el objeto de procesar y consultar documentación en general y la existente tanto en procesos disciplinarios como penales y proyectar las decisiones pertinentes que deba tomar el Procurador General de la Nación en los procesos disciplinarios contra congresistas o excongresistas que incurran en infracciones disciplinarias relacionadas con delitos vinculados con grupos al margen de la ley. 

Artículo 2.- El Grupo de Trabajo actuará coordinadamente con las demás dependencias de la Procuraduría General de la Nación, especialmente con la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público, Procuradores Delegados para la Investigación y Juzgamiento Penal y Dirección Nacional de Investigaciones Especiales, demandando y recibiendo información útil, pertinente y conducente para la tarea encomendada. 

Artículo 3.- El Grupo de Trabajo tendrá un coordinador principal y otro suplente. 

Artículo 4.- El Coordinador principal se encargará de coordinar las tareas del grupo, asegurarse del análisis más completo de la documentación existente sobre la materia y revisar los proyectos de decisiones para firma del Procurador General de la Nación. Muy especialmente dirigirá y coordinará con los demás miembros del grupo la tarea asignada en el artículo 2 de esta resolución. 

Artículo 5.- El coordinador suplente reemplazará al principal cuando éste no pueda llevar a cabo su función. 

Artículo 6.- Las pruebas que se deriven de las investigaciones de que da cuenta esta resolución serán practicadas por la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales o por los Procuradores Judiciales II destacados en el artículo 1 de la misma, según se disponga. 

Artículo 7.- El Grupo de Trabajo tendrá el personal de apoyo necesario para su adecuado funcionamiento. 

Artículo 8.- Las labores de secretariales serán llevadas a cabo por la Secretaría de la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales. 

Artículo 9.- Por Secretaría General se le asignará al Grupo de Trabajo los elementos materiales y logísticos necesarios para su labor. 

Artículo 10.- Esta resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

PUBLÍQUESE y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

22. Conocer en única instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra el Vicepresidente de la República, los Ministros del Despacho, el Contralor General de la República, el Defensor del Pueblo, el Gerente del Banco de la República y demás miembros de su Junta Directiva, el Alcalde Mayor de Santa Fe de Bogotá D. C., por faltas cometidas con anterioridad a la adquisición de dicha calidad o durante su ejercicio, en este último caso aunque hayan dejado de ejercer el cargo. 

23. Conocer en única instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra los Magistrados del Consejo Nacional Electoral, el Auditor de la Contraloría General de la República, el Registrador Nacional del Estado Civil, el Contador General, los Generales de la República y oficiales de rango equivalente, el Personero y el Contralor de Santa Fe de Bogotá, D. C., los Directores de Departamentos Administrativos del orden nacional y del Distrito Capital, los miembros de la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión y demás servidores públicos del orden nacional de igual o superior categoría, por hechos cometidos en ejercicio de sus funciones. 

24. Conocer en única instancia los procesos disciplinarios a que se refiere el artículo 72 de este decreto. 

25. Decidir en segunda instancia los procesos disciplinarios, que conozcan en primera instancia el Viceprocurador General o la Sala Disciplinaria. 

26. Revocar de oficio sus propios actos y los expedidos en materia disciplinaria por los servidores de la Procuraduría General de la Nación, cuando sea procedente de acuerdo con la ley. 

27. Revocar a solicitud de parte sus propios actos y los expedidos en materia disciplinaria por los servidores de la Procuraduría General de la Nación, cuando sea procedente de acuerdo con la ley y no esté asignada a otra dependencia de la entidad. 

28. Revocar, de oficio o a solicitud de parte, los demás actos administrativos expedidos por cualquier servidor público de la entidad. 

29. Aprobar los reglamentos que expidan los organismos de la rama ejecutiva del poder público, las entidades descentralizadas del orden nacional, las gobernaciones y las alcaldías de los distritos especiales, relativos a la tramitación interna de las peticiones y la manera de atender las quejas relacionadas con los servicios a su cargo. 

30. Adelantar gestiones ante entidades nacionales o extranjeras, con el fin de establecer relaciones interinstitucionales o celebrar convenios que contribuyan al cumplimiento de las funciones del Ministerio Público. 

31. Conocer y resolver los impedimentos manifestados por los funcionarios de su despacho, el Viceprocurador, los procuradores delegados, los procuradores distritales, el Secretario General, el Veedor, el Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público, los delegados del Procurador en las Comisiones de Personal y de Carrera de la Procuraduría General, así como las recusaciones que contra ellos se formulen. 

En relación con los procuradores delegados con funciones de intervención ante las autoridades judiciales, el Procurador General ejercerá esta función cuando la ley no disponga otra cosa. 

32. Conocer y resolver los impedimentos manifestados por los servidores públicos que desempeñen funciones a nivel nacional y carezcan de superior jerárquico, así como el Alcalde Mayor, el Personero y el Contralor de Santa Fe de Bogotá, D. C. Igualmente conocerá las recusaciones que contra ellos se formulen, de conformidad con lo previsto en el artículo 30 del Código Contencioso Administrativo. 

33. Designar el funcionario que conocerá de los asuntos en los cuales al Viceprocurador General le sea aceptado impedimento o resultare procedente una recusación. Igual atribución tendrá cuando decida directamente sobre el impedimento o la recusación de cualquier servidor público. 

34. Crear comités asesores y grupos de trabajo para el cumplimiento de las funciones de la entidad y los previstos en la ley. 

RESOLUCIÓN N.° 127

(22 MAYO 2007)

Por medio de la cual se crea un Grupo de Trabajo para el Observatorio del Sistema Penal Acusatorio y se asignan funciones

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en los numerales 6, 7 y 34 del Artículo 7° del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000 y,

CONSIDERANDO:

Que de conformidad con los artículos 275 y 277 Constitucionales, el Ministerio Público tiene la función de garantizar la defensa del orden jurídico, el patrimonio público y los derechos y garantías fundamentales. 

Que de acuerdo con el artículo 109 de la Ley 906 de 2004, el Ministerio Público debe verificar que las decisiones judiciales cumplan con los cometidos de verdad, justicia y reparación. 

Que la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales, tiene como función preventiva y de control de gestión, entre otras, velar por el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales, así como de las decisiones judiciales. 

Que la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales, requiere contar con información confiable sobre el funcionamiento del nuevo sistema penal acusatorio para fortalecer la función misional de intervención de los procuradores judiciales penales, así como para optimizar la función preventiva frente al SPA. 

Que de conformidad con el artículo 37 del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, los procuradores judiciales ejercen funciones: preventivas y de control de gestión, disciplinarias, de protección y defensa de los Derechos Humanos, de intervención ante las autoridades judiciales, conforme lo dispone la Constitución y la ley. 

Que de acuerdo con lo dispuesto por el Artículo 49 del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, el Instituto de Estudios del Ministerio Público, en adelante IEMP, es una Unidad Administrativa Especial de carácter académico, con autonomía financiera, capacidad de contratación y autonomía administrativa. 

Que entre otras funciones del Instituto de Estudios del Ministerio Público, se encuentra la de iii) Organizar actividades de investigación, cursos y otros eventos académicos sobre los diferentes temas que Interesen al Ministerio Público, en los que podrán participar personas ajenas a la entidad. 

Que de conformidad con el artículo 54 del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000, el Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público tiene entre otras funciones la de dirigir, organizar y controlar las actividades de investigación y capacitación que desarrolle el instituto y conformar grupos de trabajo, de acuerdo con las necesidades del servicio. 

Que dentro de la estructura del Instituto de Estudios del Ministerio Público se encuentra la División de Investigaciones Sociopolíticas y Asuntos Socioeconómicos, que cumple, entre otras funciones, la de adelantar y apoyar investigaciones científicas, sociales, económicas, históricas, políticas y de otra naturaleza que contribuyan al cumplimiento de los objetivos y funciones del Ministerio Público y diseñar y ejecutar estrategias para promover la investigación en asuntos de interés para el Ministerio Público. 

Que el Gobierno de Colombia suscribió el 12 de diciembre de 2004, el Convenio de Financiación ALA/2004/016/-831 con la Comunidad Europea, el cual tiene como meta la ejecución del Proyecto "FORTALECIMIENTO DEL SECTOR JUSTICIA PARA LA REDUCCIÓN DE LA IMPUNIDAD EN COLOMBIA". 

Que el objetivo general del proyecto es el de "contribuir a la consolidación del Estado de Derecho y la reducción de la impunidad, mejorando la capacidad de respuesta del sistema judicial". Los objetivos específicos son: (i) Mejorar la eficacia del sistema y (ii) el respeto a los derechos de los ciudadanos. 

Que las entidades beneficiarias del Proyecto "FORTALECIMIENTO DEL SECTOR JUSTICIA PARA LA REDUCCIÓN DE LA IMPUNIDAD EN COLOMBIA" son el Consejo Superior de la Judicatura, la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, la Vicepresidencia de la República, la Fiscalía General de la Nación y el Ministerio del Interior y de Justicia. 

Que en ejecución del citado convenio, en desarrollo de la actividad "Creación de un Centro de Observación del Sistema Penal Acusatorio" (R.2.A.5), el Ministerio del Interior y de Justicia, como órgano Responsable del proyecto, llevó a cabo Licitación Nacional Abierta EUROPEAID/02/LN/SER/CO, con el objeto de contratar el diseño, la implementación y elaboración de una metodología para la construcción de un Observatorio que identifique, analice y evalúe los puntos críticos para el seguimiento del Sistema Penal Acusatorio, en adelante SPA. 

Que la licitación en cita fue adjudicada al Centro de Estudios de Derecho Justicia y Sociedad "DeJuSticia", en adelante EL CONSULTOR, por lo cual se tramitará la suscripción perfeccionamiento y legalización del contrato respectivo. 

Que dentro del marco del Proyecto se exigió a las entidades beneficiarias que las actividades desarrolladas en cada uno de los resultados fueran sostenibles, a lo cual se comprometieron cada una de ellas, en los correspondientes planes de acción. 

Que frente a la actividad de la creación de un Centro de Observación del Sistema Penal Acusatorio, la Procuraduría General de la Nación se obligó a brindarle sostenibilidad al proyecto, una vez culminada la ejecución del contrato producto de la Licitación Nacional Abierta EUROPEAID/02/LN/SER/CO. 

Que la Procuraduría General de la Nación, como contrapartida de la actividad del Observatorio, se comprometió a poner a disposición del proyecto recursos humanos y logísticos. 

Que los recursos humanos consistirán en la conformación, con servidores de la PGN, de un grupo de trabajo para darle continuidad al Centro de Observación y que los recursos logísticos, consistirán en la destinación de un lugar, dentro de la entidad, para que estos desarrollen sus funciones. 

Que por lo expuesto, dada la importancia del proyecto y la ejecución del contrato producto de la Licitación Nacional Abierta EUROPEAID/O2/LN/SER/CO, para el cumplimiento de las funciones constitucionales y legales de la Procuraduría General de la Nación y los compromisos adquiridos en virtud del Convenio de Financiación ALA/2004/016/-831, se hace necesario crear un Grupo de Trabajo para el Observatorio del Sistema Penal Acusatorio. 

Que en virtud de lo anterior, 

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO.- OBJETO DE LA RESOLUCIÓN. Crear el GRUPO TEMÁTICO PARA EL OBSERVATORIO DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO (SPA), establecer su integración y estructura y asignar funciones a los miembros que lo conforman. 

Parágrafo. Las funciones establecidas en la presente Resolución generan las responsabilidades establecidas en la Ley, sobre el cumplimiento de las mismas. 

ARTICULO SEGUNDO.- INTEGRACIÓN DEL GRUPO TEMÁTICO. El Grupo Temático para el Observatorio del Sistema Penal Acusatorio (SPA) estará conformado por el Procurador Delegado para el Ministerio Público en Asuntos Penales, por el Procurador Segundo Delegado para la Investigación y Juzgamiento Penal, por el Procurador Primero Delegado para la Casación Penal, por el Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público, por el Jefe de la División de Investigaciones Sociopolíticas y Asuntos Socioeconómicos del Instituto de Estudios del Ministerio Público y por los Procuradores 7, 8, 23, 24, y 116 Judiciales II de en lo Penal. 

ARTÍCULO TERCERO.- FUNCIONES DEL GRUPO TEMÁTICO. El Grupo Temático tendrá las siguientes funciones, que ejecutará de conformidad con lo previsto en los documentos generados en el trámite de la Licitación EUROPEAID/O2/LN/SER/CO y los resultantes de la ejecución del contrato producto de la misma. 

1. Concertar con EL CONSULTOR, la selección definitiva de las variables; para lo cual se apoyará en la Oficina de Planeación de la PGN presentado las observaciones pertinentes. 

2. Validar la selección de los indicadores, con el apoyo de la Oficina de Planeación de la PGN, presentado las observaciones pertinentes. 

3. Seleccionar, junto con EL CONSULTOR, los tres distritos judiciales en los cuales se adelantará la prueba piloto del observatorio, de acuerdo con los parámetros de la licitación EUROPEAID/O2/LN/SER/CO. 

4. Presentar observaciones, de ser necesario, frente los informes de avance entregados por EL CONSULTOR. 

5. Verificar que la documentación suministrada por EL CONSULTOR esté acorde con los requerimientos constitucionales y legales. 

6. Interactuar permanentemente con EL CONSULTOR. 

7. Concertar con EL CONSULTOR la temática los conversatorios y presentar observaciones al documento que soporte la misma. 

8. Definir la programación para la publicación de los Boletines Informativos del Observatorio, con el apoyo de la Oficina de Prensa de la PGN. 

9. Revisar el plan de gestión del proyecto presentado por EL CONSULTOR, verificando que se encuentren documentadas todas las acciones necesarias para la ejecución cabal del contrato producto de la Licitación Nacional Abierta EUROPEAID/02/LN/SER/CO. 

10.  Revisar el cronograma de actividades del proyecto, presentando las observaciones necesarias para que EL CONSULTOR realice los ajustes pertinentes. 

ARTÍCULO CUARTO.- COORDINACIÓN. Desígnese como Coordinador del Grupo Temático al Procurador Delegado para el Ministerio Público en Asuntos Penales, quien tendrá las siguientes funciones: 

1. Coordinar con las entidades operadoras del SPA, el suministro continuo de la información necesaria para la implementación del observatorio. 

2. Coordinar con las diferentes Procuradurías Delegadas, con funciones de intervención ante autoridades judiciales en materia penal, la información relacionada con la misión de intervención ante las autoridades judiciales relacionadas con el Sistema Penal acusatorio (Ley 906 de 2004). 

3. Armonizar y unificar los criterios y políticas del Grupo Temático, para el ejercicio de las funciones asignadas. 

4. Adoptar las medidas necesarias para el exitoso desarrollo del proyecto. 

5. Elaborar y presentar los informes que se requieran para la ejecución del proyecto. 

ARTÍCULO QUINTO.- SECRETARIA TÉCNICA. Desígnese como Secretaría Técnica del Grupo Temático al Jefe de la División de Investigaciones Sociopolíticas y Asuntos Socioeconómicos del IEMP, quien tendrá las siguientes funciones: 

1. Coordinar en la ejecución del contrato producto de la Licitación Nacional Abierta EUROPEAID/02/LN/SER/CO, la interacción de los miembros del Grupo Temático y EL CONSULTOR. 

2. Convocar a los miembros del Grupo Temático para que asisten a las reuniones programadas por EL CONSULTOR o por el Coordinador del mismo. 

3. Coordinar la realización de las reuniones entre los miembros del Grupo Temático y EL CONSULTOR. 

4. Elaborar las actas de las reuniones y organizar y custodiar el archivo de los documentos entregados por EL CONSULTOR, los generados por el Grupo Temático, las actas de reunión y los demás documentos que se produzcan en desarrollo del proyecto. 

ARTÍCULO SEXTO. La representación y el cumplimiento de las funciones asignadas en la presente Resolución son indelegables. 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- APOYO INSTITUCIONAL. El Grupo Temático contará con el apoyo de las demás dependencias de la Procuraduría General de la Nación para el cumplimiento de sus funciones, en especial en el análisis y validación de los documentos y productos que le sean entregados en desarrollo del contrato generado en el trámite de la Licitación Nacional Abierta EUROPEAID/02/LN/SER/CO. 

ARTÍCULO OCTAVO.- REUNIONES. El del Grupo Temático se reunirá cuando así lo requiera EL CONSULTOR, el Equipo de Gestión del Proyecto "FORTALECIMIENTO DEL SECTOR JUSTICIA PARA LA REDUCCIÓN DE LA IMPUNIDAD EN COLOMBIA" o por convocatoria del Coordinador de Grupo Temático. 

ARTÍCULO NOVENO.- VIGENCIA. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Dada en Bogota D.C., a los 22 días del mes de mayo de 2007 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 171
(27 JUN. 2006)

"Por la cual se dictan unas medidas encaminadas a garantizar la intervención del Ministerio Público en los procedimientos regulados por la ley 975 de 2005"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

en uso de sus facultades constitucionales y legales, y especialmente de las previstas en el artículo 279 de la Constitución Política y en el artículo 7 del Decreto Ley 262 de 2000, y 

CONSIDERANDO

Que el preámbulo de la Constitución Nacional de Colombia, establece como uno de los propósitos rectores de nuestra organización política el de "…fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad "latinoamericana" 

Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 22 de la Carta "La paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento", para cuya consecución resulta imprescindible que las diferentes entidades del Estado contribuyan, dentro de la órbita de sus competencias, a garantizar la efectividad de las normas y principios que orientan nuestro Estado social de derecho y a realizar los esfuerzos necesarios para crear un clima de concordia y reconciliación nacional. 

Que de conformidad con lo establecido en el artículo 277 de la Constitución Política de Colombia, corresponde al Procurador General de la Nación, entre otras funciones, "Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos"; "Proteger los derechos humanos y asegurar su efectividad, con el auxilio del Defensor del Pueblo"; "Defender los intereses de la sociedad” e "lntervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales". 

Que el Gobierno Nacional promovió la expedición de las Leyes 418 de 1997, 548 de 1998 y 782 de 2002, con la finalidad de consagrar instrumentos para la búsqueda de la convivencia. 

Que el pasado 25 de julio el Congreso Nacional expidió la Ley 975 de 2005, "Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios", con el objeto de facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva de aquellos a la vida civil, garantizando el derecho de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. 

Que la Ley 975 de 2005, regula en su articulado todo lo relativo a la investigación, procesamiento, sanción y beneficios judiciales de las personas vinculadas a grupos armados organizados al margen de la ley, como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia a esos grupos, que hubieren decidido desmovilizarse y contribuir decisivamente a la reconciliación nacional. 

Que el artículo 35 de la Ley 975 de 2005 dispone: "Procuraduría Judicial para la Justicia y la Paz. El Procurador General de la Nación creará, para los efectos de la presente ley, una Procuraduría Judicial para la Justicia y la Paz, con competencia nacional para el cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales". Con tal fin, la Procuraduría Judicial para la Justicia y la Paz podrá participar en las actuaciones judiciales y administrativas que se adelanten. 

Que el artículo 37 de la Ley en cita señala los derechos de las víctimas, entre los cuales dispone el de ser asistidos por un abogado de confianza o por la Procuraduría Judicial para la Justicia y la Paz. 

Que en virtud de lo anterior, se hace necesario que la Procuraduría General de la Nación, en cumplimiento de sus obligaciones constitucionales y legales, intervenga en el procedimiento establecido en la Ley 975 de 2005, para garantizar el cumplimiento del artículo 277 numerales 1, 2 y 3 de la Constitución Política, así como la efectiva realización de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. 

Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del Decreto Ley 262 de 2000 corresponde al Procurador General de la Nación: 

"... 2. Formular las políticas generales y criterios de intervención del Ministerio Público en materia de control disciplinario, vigilancia superior con fines preventivos, actuación ante las autoridades administrativas y judiciales y centros de conciliación, y promoción, protección y defensa de los derechos humanos... 

7. Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley. 

8. Distribuir las funciones y competencias atribuidas en la Constitución o la ley a la Procuraduría General de la Nación, entre las distintas dependencias y servidores de la entidad, atendiendo criterio de especialidad, jerarquía y las calidades de las personas investigadas, cada vez que por necesidades del servicio se requiera. 
34. Crear comités asesores y grupos de trabajo para el cumplimiento de las funciones de la entidad y los previstos en la ley. 

38.- Organizar las dependencias de la Procuraduría General de la Nación para su adecuado funcionamiento conforme a las reglas y principios establecidos en este decreto (y denominarlas)*, de acuerdo con las necesidades del servicio, sin establecer a cargo del Tesoro Público obligaciones que excedan el monto global fijado para el respectivo servicio en la Ley de Apropiaciones. (* Declarado Inexequible). 

39.- Distribuir y reubicar los empleos de la planta de personal globalizada, entre las distintas dependencias de la Procuraduría, y fijar el número de integrantes de la Sala Disciplinaria, de acuerdo con las necesidades del servicio". 

Que la Procuraduría General de la Nación tiene la responsabilidad constitucional y legal de vigilar y controlar la ejecución de las políticas públicas en materia de desmovilización y reinserción. 

Que el Gobierno Nacional se encuentra realizando los estudios y operaciones presupuestales para asignar los recursos necesarios, con el objeto de crear los cargos que se requieren para garantizar la intervención del Ministerio Público en los procedimientos regulados por la ley 975 de 2005. 

Que para poder atender las nuevas responsabilidades que se derivan de la expedición de la ley 975 de 2005, se hace indispensable crear un grupo de trabajo integrado por Procuradores Judiciales II, y sustanciadores, que se encargue de ejercer la intervención del Ministerio Público ante las autoridades judiciales y administrativas a que se refiere dicha ley. 

Que mientras se crean en la planta de personal de la Procuraduría General de la Nación los cargos que se requieren para dar cumplimiento a las responsabilidades anteriormente mencionadas, se torna inaplazable designar algunos servidores públicos existentes en la Planta Globalizada de la Entidad y fijarles sus funciones. 

RESUELVE:

ARTÍCULO 1." Crear, al interior de la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales, un grupo de trabajo encargado de ejercer las funciones de intervención ante las autoridades judiciales y administrativas que tienen bajo su responsabilidad el desarrollo de las políticas públicas en materia de justicia y paz y a las cuales se refiere la ley 975 de 2005. 

El Grupo de Trabajo será coordinado por el Procurador Delegado para el Ministerio Público en Asuntos Penales y estará integrado por doce (12) Procuradores Judiciales II adscritos a esa dependencia y doce (12) sustanciadores grado once (11), seleccionados por aquél. 

El Grupo de Trabajo contará con el apoyo de los Procuradores Judiciales II adscritos a las Procuradurías Delegadas para Asuntos Ambientales y Agrarios y para la Defensa del Menor y de Familia, de modo que queden adecuadamente cubiertos todos los aspectos temáticos que puedan derivarse de la intervención del Ministerio Público en los procedimientos judiciales y administrativos a que se refiere la Ley 975 de 2005. 

ARTÍCULO 2.- Además de las funciones constitucionales y legales que corresponden a las Procuradurías Judiciales, las que integren el grupo de trabajo al que se refiere el artículo anterior, cumplirán las funciones que se relacionan a continuación, sin perjuicio de las actividades y procedimientos contemplados en los protocolos de intervención que se han elaborado para el control de la Política Pública en materia de desmovilización y reinserción: 

1.- Intervenir ante las autoridades judiciales y administrativas en todas las actividades que se adelanten para facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados organizados al margen, de la ley, con el fin de defender el ordenamiento jurídico, los derechos y garantías de los desmovilizados y reinsertados, y los derechos de las víctimas a la verdad, a la justicia y a la reparación. 

2.- Intervenir antes las autoridades judiciales a las que se refieren las Leyes 782 de 2002 y 975 de 2005 y demás normas que rigen el proceso de desmovilización, y ante las que adelanten procesos penales en contra de quienes se acojan a las políticas de desmovilización y reinserción, en defensa del orden jurídico y de los derechos y garantías fundamentales, en especial para asegurar que se adelanten las investigaciones respectivas de conformidad con la Ley, se apliquen los mecanismos legales específicamente relacionados con los procesos de desmovilización y reinserción, se respeten los derechos de los procesados, y se garanticen a las víctimas y a la sociedad sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. 

3.- Intervenir ante las autoridades judiciales y administrativas en los procesos y actuaciones anteriormente mencionados, con el fin de vigilar el respeto por el ordenamiento jurídico, y en particular las disposiciones que conforman el bloque de constitucionalidad aplicable a los procesos de desmovilización y reinserción. 
4.- Promover y hacer respetar los derechos de las víctimas a la verdad, a la justicia ya la reparación. 

5.- Adelantar o promover las gestiones necesarias para garantizar que las víctimas de los hechos punibles imputables a quienes se acojan a la política de desmovilización y reinserción, sean debidamente identificadas y procurar la demostración de la naturaleza y la cuantía de los daños ocasionados con tales comportamientos. 

6.- Solicitar a las autoridades judiciales competentes que se adelanten las actuaciones o se realicen las diligencias o gestiones que sean necesarias para garantizar la efectiva protección de los derechos de las víctimas, de conformidad con lo previsto en los artículos 38, 39, 40 y 41 de la Ley 975 de 2005 y atender las solicitudes de información que formulen las víctimas en relación con los derechos que les asisten y las formas de protección de los mismos. En el mismo sentido intervenir ante las autoridades reseñadas en precedencia, con el fin de propiciar mecanismos de información a las víctimas acerca de los procesos en curso contra quienes se acojan a las políticas de desmovilización y reinserción. 

7.- Promover a solicitud de las víctimas, los incidentes de reparación integral, intervenir en su trámite de conformidad con las disposiciones legales vigentes y supervisar la entrega de bienes destinados a la reparación de los daños. 

8.- Intervenir antes las autoridades judiciales y administrativas competentes para que se asegure el pleno y efectivo derecho a conocer la verdad sobre los delitos cometidos por los grupos armados organizados al margen de la ley y sobre el paradero de las personas secuestradas o sometidas a desaparición forzada o de sus cadáveres, según sea el caso. 

9.- Intervenir ante las autoridades judiciales y administrativas a fin de garantizar que las personas que se acojan al proceso de desmovilización y reinserción, estén adecuada y plenamente identificadas y cumplan estrictamente los requisitos señalados en la Leyes 782 de 2002 y 975 de 2005 para acceder a los beneficios previstos en ellas. 

10.- Intervenir en la versión libre que rindan quienes se acojan a la política de desmovilización y reinserción, con el fin de proteger los derechos y garantías de los procesados y velar porque en esta diligencia se interrogue a los procesados sobre todos los aspectos necesarios para asegurar el esclarecimiento de los hechos punibles que se les atribuyan. 

11.- Intervenir ante las autoridades judiciales para garantizar que quienes acepten los cargos formulados por la Fiscalía, lo hagan de manera libre, voluntaria, espontánea y con asistencia de su defensor. 

12.- Verificar que las personas desmovilizadas o reinsertadas que se acojan a las normas de la Ley 975 de 2005, sean recluidas en los centros específicamente determinados para ese fin, cuando hubiere lugar a ello. 

13.- Vigilar que en la ejecución de pena alternativa, el beneficiado realice efectivamente labores de estudio, trabajo o enseñanza con miras a obtener su adecuada resocialización y promueva actividades orientadas a la desmovilización del grupo armado organizado al margen de la Ley al cual perteneció. 

14.- Verificar que durante el término de libertad a prueba previsto en el artículo 29 de la Ley 975 de 2005, los beneficiarios de dichas medidas cumplan con las obligaciones impuestas por la autoridad judicial competente. 

15.- Informar inmediatamente a la Coordinación del Grupo y a la Procuraduría Delegada para el Menor y la Familia, de todas las actuaciones judiciales que se adelanten en relación con el juzgamiento o protección de los menores de edad que se acojan a la política de desmovilización y reinserción. 

16.- Integrar las Comisiones Regionales para la Restitución de Bienes, en los términos previstos en la Ley 975 de 2005. 

17.- Intervenir en el trámite de la extinción de dominio relacionado con los bienes de quienes se acojan a la política de desmovilización y reinserción, así como en la entrega de los bienes al Fondo para la Reparación a que hace referencia el parágrafo del artículo 54 de la Ley 975 de 2005. 

18,- Adoptar, en los términos previstos en la Ley 975 de 2005, las medidas que tiendan a impedir la impunidad, y particularmente la sustracción, destrucción o falsificación de los archivos, en aras de garantizar la efectiva constatación de la verdad. Lo anterior sin perjuicio de la aplicación de las normas penales pertinentes. 

19,- Cumplir las instrucciones que imparta la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales y las decisiones que adopte el Comité de Coordinación. 

20.- Las demás que les señale la Constitución o la ley o les asigne el Procurador General de la Nación, 

Parágrafo. Para los fines previstos en esta resolución, el Coordinador del Grupo de Trabajo creado podrá solicitar el apoyo de otras dependencias de la Procuraduría General de la Nación, el cual se brindará de manera inmediata, prioritaria y obligatoria. Asimismo, cuando las necesidades del servicio lo requieran, los Procuradores Delegados con función de Coordinación, podrán designar temporalmente a otros Procuradores Judiciales o a empleados de su dependencia, calificados para el cumplimiento de las funciones acá previstas, como Agentes Especiales del ministerio público. 

ARTICULO 3.- Con el fin de garantizar la adecuada y efectiva coordinación de las tareas que deben cumplir los servidores públicos mencionados en el artículo 1° de la presente resolución, funcionará un Comité de Coordinación integrado por el Procurador Delegado para el Ministerio Público en Asuntos Penales, el Procurador Delegado para Asuntos Ambientales y Agrarios, y el Procurador Delegado para la Defensa del Menor y la Familia, el Procurador Delegado para la prevención en materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos, el cual estará presidido por el primero de los nombrados. 

Dicho Comité se reunirá cuando las necesidades del servicio lo aconsejen, previa convocatoria de su presidente o de cualquiera de sus integrantes, a efectos de unificar criterios de acción de los distintos funcionarios que integran el Grupo de Trabajo y que actúan como apoyo; evaluar los avances del proceso de desmovilización y reinserción; resolver las consultas que formulen los Procuradores Judiciales para la Justicia y la Paz en los asuntos de su competencia. 

De las decisiones y acuerdos que se aprueben, se dejará constancia expresa en un acta que deberán suscribir los integrantes del Comité y el profesional universitario adscrito a la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales, que por determinación de su Presidente deba cumplir las funciones de Secretario Técnico del mismo. 

Parágrafo. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo y con el propósito de asegurar el cabal y estricto cumplimiento de las funciones de intervención a cargo de la Procuraduría General de la Nación en los procedimientos judiciales y administrativos mencionados en esta resolución, el Procurador Delegado para Asuntos Civiles, el Procurador Primero Delegado ante el Consejo de Estado y el Director Nacional de Investigaciones Especiales, también actuarán como miembros del Comité de Coordinación, pero solamente cuando en el orden del día se vaya a tratar asuntos de su competencia. 

ARTÍCULO 4.- El Comité previsto en el artículo anterior, además de las funciones de coordinación que son propias de su naturaleza, cumplirá funciones de apoyo y asesoría a la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales, en todo lo concerniente a la aplicación de la ley 975 de 2005 y demás disposiciones legales y reglamentarias. 

En desarrollo de lo previsto en los artículos 3º y 4º de la presente resolución, el Comité coadyuvará a la unificación de las políticas, criterios y estrategias que deben orientar el cumplimiento de las funciones asignadas al Grupo de Trabajo; evaluará periódicamente el resultado de su gestión así como los avances del proceso de desmovilización y reinserción; y cumplirá las demás funciones que demande el cumplimiento de las misiones constitucional y legalmente asignadas al Ministerio Público con respecto a estas materias. 

ARTÍCULO 5.- La Dirección Nacional de Investigaciones Especiales, brindará la asesoría técnica y científica que requiera el Grupo de Trabajo para el cumplimiento de sus funciones. 

ARTÍCULO 6.- La conformación del Grupo de Trabajo de que tratan los artículos precedentes, será revisada y se tomarán las medidas necesarias a que haya lugar, una vez sean creados por el Gobierno Nacional los cargos de Procuradores Judiciales II. 

ARTÍCULO 7.- La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación. 

Dada en la ciudad de Bogotá, a los 27 JUN. 2006 
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

35. Organizar, en las entidades territoriales, oficinas especiales de las diferentes dependencias de la Procuraduría, con las funciones establecidas en este decreto, según las necesidades del servicio, sin establecer a cargo del Tesoro Público obligaciones que excedan el monto global fijado para el respectivo servicio en la Ley de Apropiaciones. 

36. Expedir, como supremo director del Ministerio Público, las directivas y circulares que resulten conducentes para el ejercicio de las funciones públicas y para prevenir la comisión de faltas disciplinarias de los servidores públicos. 

DIRECTIVA N.° 08

DE:
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 

PARA:
CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA PENAL 

TRIBUNALES SUPERIORES DE DISTRITO JUDICIAL, SALAS DE JUSTICIA y PAZ 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN

DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

PERSONERÍAS MUNICIPALES 

MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA 

MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE 

PLANEACIÓN 

AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL -ACCIÓN SOCIAL 

COMISIÓN NACIONAL DE REPARACIÓN Y RECONCILIACIÓN 

INSTITUTO COLOMBIANO DE DESARROLLO RURAL -INCODER 

TEMA: 
INSTRUCCIONES PARA LA GARANTÍA DE LA PARTICIPACIÓN JUDICIAL DE LAS VÍCTIMAS EN EL MARCO DE LA LEY 975 DE 2005 Y SUS DECRETOS REGLAMENTARIOS 

Bogotá D.C., 05 JUNIO 2007 

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

CONSIDERANDO

Que, conforme a los tratados y convenciones internacionales de Derechos Humanos y derecho humanitario, suscritos y ratificados por Colombia, las obligaciones esenciales del Estado son las de respetar y garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos y libertades de todas las personas. 

Que de conformidad con los Principios y Directrices Básicos Sobre el Derecho de las Victimas de Violaciones Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones aprobado por la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas (2005), “Las victimas deben ser tratadas con humanidad y respeto de su dignidad y sus derecho humanos, y han de adoptarse las medidas apropiadas para garantizar su seguridad, su bienestar físico y psicológico y su intimidad, así como la de sus familias. El Estado debe velar por que, en la medida de lo posible, su derecho interno disponga que las víctimas de violencias o traumas gocen de una consideración y atención especiales, para que los procedimientos jurídicos y administrativos destinados a hacer justicia y conceder una reparación no den lugar a un nuevo trauma". Igualmente, disponen que "los recursos contra las violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario incluirán el derecho de la víctima a: a) El acceso a la justicia; b) La reparación del daño sufrido; y c) El acceso a información fáctica sobre las violaciones". 

Que el Congreso de la República expidió la Ley 975 del 25 de julio de 2005, "por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios". 

Que la Corte Constitucional en su Sentencia C-370 de 18 de mayo de 2006, expresó: "(...) la Ley 975 de 2005 es un desarrollo de la Constitución de 1991. Pero la paz no lo justifica todo. Al valor de la paz no se le puede conferir un alcance absoluto, ya que también es necesario garantizar la materialización del contenido esencial del valor de la justicia y del derecho de las víctimas a la justicia, así como los demás derechos de las víctimas, a pesar de las limitaciones legítimas que a ellos se impongan para poner fin al conflicto armado (...)". 

Que la Ley 975 de 2005 estableció en su artículo 37 que el Estado garantizará el acceso de las víctimas a la administración de justicia. 

Que la Corte Constitucional en la sentencia antes citada, estableció que: "la aplicación de la ley debe realizarse con sujeción a los desarrollos que la jurisprudencia constitucional, con base en el derecho internacional ha efectuado respecto del alcance de los derechos procesales de las víctimas" reiterando que "el derecho a la justicia comporta un auténtico derecho constitucional al proceso penal, y (un) derecho a participar en el proceso penal, por cuanto el derecho al proceso en el estado democrático debe ser eminentemente participativo." 

Que igualmente ese mismo tribunal reitero en la citada decisión que "Una visión sistemática de las normas relativas a las facultades procesales de la víctima en el marco de los principios que la animan y los desarrollos jurisprudenciales vigentes en la materia, permiten concluir que, (...) la ley garantiza la participación de las víctimas en las diligencias de versión libre y confesión, formulación de imputación y aceptación de cargos. Conclusión que resulta reforzada por la clara opción de la ley por un sistema procedimental marcadamente acusatorio que se desarrolla a través de audiencias a las que no se puede obstruir el acceso de las víctimas" 
Que el Gobierno Nacional ha creado un marco normativo para la implementación de dicha ley, compuesto por los decretos reglamentarios: 4760 de 2005, 2898, 3391, 4417 y 4436 de 2006, 315 y 423 de 2007. 

Que en aras de garantizar el respeto y la protección de los derechos humanos y libertades de los habitantes del territorio nacional, en especial de las víctimas del conflicto armado interno y con el propósito de desactivar aquellos factores de riesgo que pudieren vulnerar estos derechos, se hace necesario REITERAR las obligaciones del Estado colombiano en materia de respeto a los principios y normas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario; 

Que es deber constitucional del Procurador General de la Nación, de sus delegados y agentes, en cumplimiento de los artículos 118 y 277 Superior, numerales 1, 2, 6 y 7 vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos; proteger los derechos humanos y asegurar su efectividad; ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, ejercer preferentemente el poder disciplinario, adelantar las investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas sanciones conforme a la Ley; intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales. 

Que el Procurador General de la Nación está facultado de acuerdo con las funciones otorgadas por el Decreto 262 de 2000 artículo 7 numerales 2 y 36, para establecer criterios de vigilancia superior con fines preventivos para la promoción, protección y defensa de los derechos humanos y de intervención en los asuntos judiciales; expedir, como Supremo Director del Ministerio Público, las directivas y circulares que resulten conducentes para el ejercicio de las funciones públicas y para prevenir la comisión de faltas disciplinarias de los servidores públicos. 

Que de conformidad con el artículo 8 del Decreto 3391 de 2006 el Procurador General de la Nación deberá impartir las instrucciones para salvaguardar la participación judicial de las víctimas en el marco de los procesos penales derivados de la Ley 975 de 2005. 

Por lo tanto, el Procurador General de la Nación, como Supremo Director del Ministerio Público, defensor de los intereses de la sociedad y especialmente de los derechos de las víctimas:

Reitera el compromiso del Ministerio Publico con la promoción y protección de los intereses de la sociedad, y en especial de los derechos de las víctimas del conflicto armado interno a la verdad, la justicia y la reparación.
Advierte a los servidores del Estado que tengan responsabilidad en la aplicación del marco normativo compuesto por la ley 975 de 2005 y los decretos reglamentarios: 4760 de 2005, 2898, 3391, 4417 y 4436 de 2006, 315 y 423 de 2007 y demás normas que se expidan en el futuro, que el cumplimiento de sus mandatos deberá enmarcarse en el estricto respeto de las normas de derechos humanos y derecho internacional humanitario, tal y como lo ha reiterado la Corte Constitucional al interpretar el alcance de la ley 975 de 2005 en la Sentencia C-370 de 2006. 

Recuerda que la participación de las víctimas en los procesos de esclarecimiento judicial que se deriven de la aplicación del marco normativo antes citado, deberá respetar los mandatos establecidos en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en los artículos 2 y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, relativos a las garantías judiciales y a un recurso judicial efectivo. En consecuencia, se deberá dar estricta aplicación y garantizar los derechos de las víctimas frente a la administración de justicia en todas las etapas del proceso penal, a saber: versión libre y confesión, audiencia de imputación, audiencia de formulación de cargos, audiencia de verificación de la aceptación de cargos, incidente de reparación integral, audiencia de sentencia, apelación y acción extraordinaria de revisión, así como en las demás audiencias de trámite, de conformidad con lo establecido en la sentencia C-209 de 2007 de la Corte Constitucional. 

Exhorta a la Fiscalía General de la Nación, para que permita el acceso a las versiones libres a aquellas víctimas, que acrediten por los distintos medios establecidos en la ley y en sus decretos reglamentarios, el daño sufrido, garantizando la posibilidad de aportar pruebas, controvertir la versión y formular preguntas al postulado, directamente, o través de su apoderado, del Fiscal del caso o del Procurador Judicial 

Reitera que la materialización de los derechos de las víctimas en el proceso de esclarecimiento judicial sólo podrá reivindicarse a través de un adecuado emplazamiento de las mismas, razón por la cual, éste deberá efectuarse durante todo el proceso penal, hasta antes de que se profiera la sentencia por parte de la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Distrito Judicial, pues sólo así se puede considerar que se está dando cumplimiento a la obligación del Estado de garantizar a las víctimas el acceso a la justicia y su participación a través de un recurso judicial efectivo. 

Insta a las autoridades competentes a que cumplan a cabalidad la obligación constitucional y legal de facilitar a las víctimas el acceso a los procesos judiciales, la cual impone la necesidad de dar a los emplazamientos una amplia divulgación a través de todos los medios masivos de comunicación públicos y privados, impresos, radiales, televisivos e Internet, en los ámbitos internacional, nacional, regional y local, así como de su publicación en todas las oficinas de las entidades públicas comprometidas con la implementación del marco normativo de la ley 975 de 2005 y sus decretos reglamentarios, tales como: la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, las personerías municipales, Acción Social, la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, la Fiscalia General de la Nación, las Salas de Justicia, el Ministerio de Defensa Nacional, las Unidades Militares y de Policía, las gobernaciones, las alcaldías, las inspecciones de policía, las embajadas, los consulados y demás representaciones diplomáticas. 

Insta al Defensor del Pueblo para que en ejercicio de sus funciones constitucionales y legales y a través del Sistema Nacional de Defensoría Pública, provea a las víctimas, cuando así se requiera, un(a) defensor(a) público(a) para garantizar la representación judicial y la defensa material de sus derechos a lo largo de todas las etapas del proceso penal. Igualmente, deberá disponer lo necesario para garantizar la defensa material de las víctimas indeterminadas. 

Exhorta a las autoridades judiciales y administrativas competentes para que desde el primer momento en que las víctimas entren en contacto con ellas, les den un trato humano digno y les entreguen de forma oportuna toda la información que sea pertinente para la protección de sus intereses y en especial para garantizar su efectiva participación en el procesos de esclarecimiento judicial y el ejercicio de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación. 

Insta a la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación para que a través de su sede nacional y de todas sus sedes regionales, provea a las víctimas todo el apoyo y la asesoría jurídica que sean necesarias para garantizar de forma efectiva su participación en los procesos de esclarecimiento judicial y la realización de sus derechos. 

Exhorta al Ministerio del Interior y de Justicia, a la Policía Nacional y a la Fiscalía General de la Nación, para que a través del "programa de protección a testigos, victimas, intervinientes en el proceso y funcionarios de la Fiscalía" adopten todas las medidas adecuadas y acciones pertinentes para proteger la seguridad, la dignidad y la vida privada de las víctimas y sus familiares, así como la de los testigos que deseen participar en los procesos penales derivados de la ley 975 de 2005, con el fin de prevenir futuras violaciones a sus derechos. 

Insta al Gobierno Nacional, a las autoridades judiciales y a la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación para que creen programas de asistencia integral a las víctimas del conflicto armado interno, dirigidos a su recuperación psicológica y emocional, teniendo en cuenta la edad, el género, origen étnico, salud e índole del delito, sobre todo cuando se trate de hechos punibles que atenten contra la libertad, integridad y formación sexuales, entre otros. 

Exhorta al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y a todas las instituciones que forman parte del Sistema Nacional de Bienestar Familiar para que en el ámbito de sus competencias establezcan lo necesario para garantizar a los niños, niñas y adolescentes víctimas del conflicto armado sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación en el marco de la ley 975 de 2005. Igualmente los insta para que promuevan ante las autoridades correspondientes la investigación, el juzgamiento y la sanción de los responsables del delito de reclutamiento ilícito de niños, niñas y adolescentes. 

Insta al Instituto Colombiano de Desarrollo Rural -INCODER para que actualice permanentemente el registro único de predios -RUP, con el fin de difundir la información acerca de los bienes que han sido protegidos en el marco de la ley 387 de 1997 y sus decretos reglamentarios. 

Así mismo exhorta a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional para que actualice y publique permanentemente, a través de medios tecnológicos y de sus oficinas a nivel regional, el listado de bienes que en desarrollo de la ley 975 de 2005 le hayan sido entregados para la reparación de las víctimas, informando de ello a la Fiscalía General de la Nación y a las Salas de Justicia y Paz de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial. 

Exhorta al Congreso de la República, al Ministerio de Hacienda y Crédito Público Y al Departamento Administrativo Nacional de Planeación, para que asignen o apropien todos los recursos del Presupuesto Nacional que sean necesarios para garantizar los derechos de las víctimas durante el trámite del proceso de esclarecimiento judicial, en especial, aquellos que tiene que ver con su emplazamiento, protección, asistencia integral y participación en las diferentes etapas del proceso penal. 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

CIRCULAR N.° 026

DE:
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 

PARA: 
FISCALES
JUECES Y MAGISTRADOS DE TRIBUNAL

JUECES DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Bogotá. D.C., junio 4 de 2007 

En cumplimiento de las funciones constitucionales asignadas al Procurador General de la Nación, específicamente las relacionadas con el cumplimiento de la Constitución y las leyes, la defensa de los derechos humanos, de los intereses de la sociedad y el respeto del orden jurídico, artículo 277, numerales 1, 2, 3 y 7 de la Constitución Política, hace un llamado a las distintas autoridades judiciales a que constaten que las personas frente a las cuales el Gobierno Nacional decida solicitar su excarcelación no se encuentren vinculadas a procesos judiciales o hayan sido condenadas por delitos de lesa humanidad, infracciones graves al derecho internacional humanitario y crímenes de guerra. Así como por los delitos de terrorismo, secuestro y extorsión, en, cualquiera de sus modalidades, como expresamente lo señala el artículo 13 de la Ley 733 de 2002, o cualquier conducta que pueda ser catalogada como atroz, feroz o barbárica, en los términos del artículo 19 de la Ley 782 de 2002. 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

DIRECTIVA N.° 06
Para: 
Servidores públicos en el orden nacional, departamental, distrital, municipal, metropolitano en calidad de titulares y representantes legales, así como particulares que administren fondos o bienes del Estado. 

De:
Procurador General de la Nación 

Asunto:
Convocatoria a los servidores públicos a cumplir con la entrega de acta de informe final de gestión y al cumplimiento de lo señalado en la Ley 951 de 2005, así como a la Resolución Orgánica No. 5674 de 2005 y Circular No. 11 de 2006 de la Contraloría General de la Nación. 

Fecha:
23 MAYO 2007 

De conformidad con las disposiciones constitucionales y legales, especialmente la establecida en la Ley 951 de 2005, que tiene por objeto fijar las normas generales para la entrega y recepción de los asuntos y recursos públicos del Estado colombiano, establecer la obligación para que los servidores públicos en el orden nacional, departamental, distrital, municipal, metropolitano en calidad de titulares y representantes legales, así como los particulares que administren fondos o bienes del Estado presenten al separarse de sus cargos o al finalizar la administración, según el caso, un informe a quienes los sustituyan legalmente en sus funciones, de los asuntos de su competencia, así como de la gestión de los recursos financieros, humanos y administrativos que tuvieron asignados para el ejercicio de sus funciones. 

Establece el artículo 15 ibídem, que cuando el servidor público saliente se abstenga de realizar la entrega del informe de los asuntos y recursos a su cargo, en los términos de esta ley, será requerido por el órgano de control interno correspondiente, para que en un lapso de quince (15) días, contados a partir de la fecha de su separación, cumpla con esta obligación y en caso de incumplimiento de la mencionada, sea sancionado disciplinariamente en los términos de ley. 

El artículo 14 de la Ley 951 de 2005, ordena a la Contraloría General de la República y los demás órganos de control, en el ámbito de su competencia, a vigilar el cumplimiento de las disposiciones y procedimientos a que se refiere la mencionada. Ley. En ese orden, corresponde a la Procuraduría General de la Nación iniciar las investigaciones de carácter disciplinario por el incumplimiento de la entrega del Acta de Informe de Gestión de los servidores públicos cuya potestad disciplinaria corresponde a este órgano de control, sin perjuicio del poder disciplinario preferente consagrado en la Ley 734 de 2002. 

Con el fin de aplicar las sanciones correspondientes y teniendo en cuenta que la Ley estableció que las Oficinas de Control Interno, deben velar por el cumplimiento del deber de presentar y recibir el acta de informe de gestión al interior de cada entidad, éstas deberán informar a la Procuraduría General de la Nación cuando el servidor público saliente deje de cumplir con la obligación señalada. 

Por todo lo anterior convoca a todos los destinatarios de esta directiva, a cumplir integralmente las disposiciones citadas, con el fin de que no se hagan acreedores a las sanciones que informa la Ley. 

Cordial saludo, 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN 

Procurado General de la Nación 

37. Solicitar la suspensión de actuaciones administrativas o la revocatoria de los actos administrativos a ellas referentes en defensa del orden jurídico o del patrimonio público. 

38. Organizar las dependencias de la Procuraduría General de la Nación para su adecuado funcionamiento conforme a las reglas y principios establecidos en este decreto y denominarlas, de acuerdo con las necesidades del servicio, sin establecer a cargo del Tesoro Público obligaciones que excedan el monto global fijado para el respectivo servicio en la Ley de Apropiaciones.
Jurisprudencia: Salvo la expresión tachada “y denominarlas” declarada INEXEQUIBLE, la Corte Constitucional declaró EXEQUIBLE el numeral 38 del artículo 7º mediante sentencia C-429/01. El texto pertinente se encuentra en seguida del numeral 39.

39. Distribuir y reubicar los empleos de la planta de personal globalizada, entre las distintas dependencias de la Procuraduría, y fijar el número de integrantes de la Sala Disciplinaria, de acuerdo con las necesidades del servicio.
Jurisprudencia: El numeral 39 de este artículo fue declarado EXEQUIBLE por la Corte constitucional en sentencia C-429/01. 

SERVIDORES PÚBLICOS - Asignación de funciones corresponde al legislador / PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN - Corresponde al legislador establecer su estructura y funcionamiento / PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN - Funciones de dirección y manejo 

PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN - Distribución y reubicación de empleos en la planta de personal globalizada / PLANTA DE PERSONAL GLOBALIZADA - Finalidad y objeto
TRASLADO DE FUNCIONARIOS - Requisitos objetivos / TRASLADO DE FUNCIONARIOS - Servidores de libre nombramiento y remoción / TRASLADO DE FUNCIONARIOS - Servidores de carrera administrativa

5. Numerales 38 y 39 del artículo 7 del decreto 262 de 2000
Considera el demandante que estas disposiciones violan los artículos 189-11 y 279 del Estatuto Superior, por cuanto trasladan al Procurador General funciones de carácter reglamentario que le pertenecen al Presidente de la República; además de concederle facultades para organizar la Procuraduría y denominar y fijar el número de integrantes de la Sala Disciplinaria, tareas que corresponde realizar al legislador.

No comparte la Corte el punto de vista del demandante en cuanto a la violación del artículo 189-11 de la Carta, pues la asignación de funciones a los distintos servidores del Estado, en este caso al Procurador General de la Nación, que es lo que se consagra en los numerales acusados, es tarea propia del legislador ordinario o del extraordinario debidamente facultado para ello, como ya se expresó en el punto 4 de estas consideraciones y, por consiguiente, esa facultad no puede confundirse con la potestad de reglamentación de la ley a cargo del Presidente de la República. 

Es éste el contenido de los preceptos demandados:

"Artículo 7. El Procurador General de la Nación cumple las siguientes funciones:

(…)

"38. Organizar las dependencias de la Procuraduría General de la Nación para su adecuado funcionamiento conforme a las reglas y principios establecidos en este decreto y denominarlas, de acuerdo con las necesidades del servicio, sin establecer a cargo del Tesoro Público obligaciones que excedan el monto global fijado para el respectivo servicio en la Ley de Apropiaciones."

"39. Distribuir y reubicar los empleos de la planta de personal globalizada, entre las distintas dependencias de la Procuraduría, y fijar el número de integrantes de la Sala Disciplinaria, de acuerdo con las necesidades del servicio."
Cierto es que de conformidad con el artículo 279 del Estatuto Supremo, corresponde a la ley establecer, entre otras cosas, la estructura y funcionamiento de la Procuraduría General de la Nación, pero es claro que en el numeral 38 demandado, no se le traslada al Procurador General de la Nación ninguna de dichas facultades, pues la organización interna de las diferentes dependencias de la Procuraduría General de la Nación "para su adecuado funcionamiento", no debe ser entendida en los términos a que alude el canon constitucional citado, que conllevaría la potestad para modificar la estructura de la entidad y demás regulaciones establecida, lo cual compete realizar únicamente al legislador, sino como aquella actividad propia que se deriva de las funciones de dirección y manejo de una entidad pública, que debe ser cumplida con respeto de la Constitución y la ley, para lograr la adecuada, eficaz, eficiente y oportuna prestación de la función que se le encomienda a ese organismo de control. De ahí que en tal precepto se señale que esa tarea debe ejercerse conforme a las reglas y principios establecidos en el ordenamiento al que pertenece, que fija la estructura y funcionamiento de esa institución, la cual, se repite, no puede ser modificada por el citado funcionario. 

Aceptar que todo lo relativo al funcionamiento de una entidad por mínimo que sea, debe ser necesariamente regulado por el legislador, sería desconocer las técnicas de administración y manejo organizacional e impedir el normal desarrollo de la tarea que al director de un ente estatal le corresponde cumplir, lo cual podría llevar, incluso a la parálisis de la administración, pues el legislador no puede prever ni establecer íntegramente los distintos sucesos que pueden presentarse al interior de una entidad. 

Así las cosas, la labor de organización de la Procuraduría General de la Nación es tarea compartida entre el legislador y quien dirige esa entidad, pues al primero le compete fijar la estructura de la Procuraduría y regular lo relativo a su funcionamiento, es decir, la parte estática, y al segundo hacer operativa esa estructura y las demás reglas fijadas en la Constitución y la ley para el cumplimiento de sus funciones de control. 

En consecuencia, el numeral acusado en este aparte no vulnera la Constitución pues la organización interna de la Procuraduría a que el se refiere, no comprende atribuciones para modificar la estructura de la misma, labor privativa del legislador. 

No sucede lo mismo con la función asignada al Procurador, para denominar las dependencias de la Procuraduría, pues ésta viola la Constitución. En efecto: fijar la estructura de una entidad comprende, entre otras cosas, el señalamiento de las distintas dependencias que la integran, llámense direcciones, divisiones, secciones o cualquiera otra clase de despacho, lo que implica necesariamente, la identificación o denominación de cada una de ellas. Entonces, si esa función está asignada al legislador ordinario o al extraordinario debidamente autorizado por aquél, no podía este último asignársela al Procurador, sin infringir los artículos 279 y 150-10 de la Carta, disposición ésta que sólo permite trasladar en forma temporal la función legislativa, respecto de materias precisas, al Presidente de la República y no a otro funcionario estatal. 

Por estas razones, la Corte procederá a retirar del ordenamiento positivo la expresión "y denominarlas", contenida en el numeral 38, demandado, por ser abiertamente inconstitucional. 

En cuanto al numeral 39, que le atribuye al Procurador General la función de distribuir y reubicar los empleos de la Procuraduría en la planta de personal globalizada, entre las distintas dependencias de la entidad, y fijar el número de integrantes de la Sala Disciplinaria, de acuerdo con las necesidades del servicio, considera la Corte que no viola la Constitución, pues al tenor del tantas veces citado artículo 279 de la Constitución, es competencia del legislador regular el funcionamiento de la Procuraduría General de la Nación, que incluye la fijación de la planta de personal de la misma, disposición que guarda estricta concordancia con el artículo 278-6 del mismo ordenamiento que le asigna al Procurador General la facultad de "Nombrar y remover, de conformidad con la ley, los empleados y funcionarios de su dependencia". 

Por medio del numeral 4 del artículo 1 de la ley 573 de 2000, el legislador ordinario confirió al Presidente de la República facultades extraordinarias para determinar la planta de personal de la Procuraduría y crear, suprimir y fusionar empleos en esa entidad, disposiciones que en tales apartes fueron declaradas exequibles por esta corporación en la sentencia C- 401 de 2001
, cuyos apartes pertinentes vale la pena transcribir. 

Dijo la Corte: 

"En relación con la Procuraduría General de la Nación cabe señalar igualmente que la Corte, con fundamento en los artículos 278-6 y 279 de la Constitución ha afirmado la competencia de la ley para la determinación de la estructura de la Procuraduría y la creación, fusión y supresión de empleos. Y que a partir de ese ejercicio el Procurador realice la correspondiente provisión. 

(…)"

Siendo claro que al legislador competen las mencionadas funciones de determinación de la estructura, creación, fusión o supresión de empleos en los mencionados órganos de control, es pertinente señalar igualmente que la jurisprudencia de esta corporación ha afirmado la posibilidad de que el Congreso otorgue facultades extraordinarias al Gobierno para ejerza transitoriamente las funciones que a aquél le competen, naturalmente dentro del marco y con observancia de los requisitos establecidos en el artículo 150-10 (..) En efecto, dichas facultades para el legislador emanan de la propia Constitución y en nada afectan el cabal ejercicio del control, pues cuando el Presidente de la República ejerce funciones legislativas, por virtud de las facultades extraordinarias, asume el papel de legislador y no puede decirse que en esa función está sujeto a los órganos de control ya que en el ejercicio de la misma se sujeta al control del juez constitucional.

(…)

"Efectivamente, si la determinación de las plantas de personal y la creación, fusión y supresión de empleos son materias que conforme a la Constitución competen al legislador, bien puede éste mediante ley transferirlas temporalmente al Presidente de la República (art. 150-10) y por ello no se afecta la autonomía e independencia constitucionales de los órganos de control, particularmente de la Contraloría General de la República y de la Procuraduría General de la Nación." 

Y en las sentencias C-402 de 2001 y C-409 de 2001
, se declaró exequible el resto del numeral 4, por otros aspectos.




Las funciones de reubicación y distribución de empleos en la planta globalizada, como la fijación del número de integrantes de la Sala Disciplinaria de la Procuraduría, no implica de ninguna manera, la creación, supresión y fusión de empleos y, por consiguiente, bien puede ser cumplida por el Procurador General de la Nación sin infringir el ordenamiento superior.

Distribuir según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española significa: "Dividir una cosa entre varios, designando lo que a cada uno corresponde, según voluntad, conveniencia, regla o derecho"; "Dar a cada cosa su oportuna colocación o el destino conveniente". Y reubicar volver a "situar o instalar en determinado lugar". 

La modalidad de planta de personal globalizada es un sistema que se ha venido implantando en algunos sectores de la administración pública, especialmente en aquellas entidades que tienen jurisdicción nacional, es decir, que deben ejercer sus actividades en todo el país, y se ha constituido en una nueva técnica de manejo de personal. En ellas no se asignan ni radican cada uno de los cargos en las distintas dependencias de la entidad, como acontece en las plantas fijas, sino que se establece el número total de empleos de la institución, de acuerdo con la nomenclatura y categoría del mismo, por ejemplo: 300 abogados asesores grado 19, 100 profesionales universitarios grado 15, 90 secretarias grado 3, de manera que su distribución y ubicación deberá hacerla en este caso, el Procurador General, teniendo en cuenta las necesidades del servicio y con el único propósito de cumplir en forma adecuada y eficiente las funciones de control que la Constitución le ha asignado. 

La Corte al pronunciarse sobre la planta de personal globalizada de la Procuraduría General de la Nación, señaló que con ella se busca "dinamizar la gestión pública. La administración pública debe ser evolutiva y no estática, en la medida en que está llamada a resolver los problemas de una sociedad cambiante. Por esta razón, una planta de personal rigidamente establecida en una ley o un reglamento cuya modificación estuviera sujeta a dispendiosos trámites, resultaría altamente inconveniente y tendería a paralizar a la misma administración, como lo ha dicho la Corte, desconociendo, de paso, el artículo segundo de la Constitución, en virtud del cual las autoridades de la República están instituidas para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares (…)"
 

Y en oportunidad posterior expresó sobre ese mismo punto: "la planta global tiene por fin garantizarle a la administración pública mayor capacidad de manejo de su planta de funcionarios, con el objeto de atender las cambiantes necesidades del servicio y de cumplir de manera más eficiente con las funciones que le corresponden. Este es, pues, un punto en el que existe tensión entre el interés general y los deberes del Estado, y los derechos de los trabajadores. Sin embargo, no es claro que el establecimiento de una planta global afecte el núcleo esencial de la estabilidad y los derechos de los trabajadores, ya que éstos siguen gozando de ellos, pero en una forma tal que se armonizan con el interés de elevar la eficiencia de la administración."
 

En la reubicación de los empleos incluidos en la planta globalizada no existe realmente un cambio de las funciones asignadas a aquellos, pues éstas siguen siendo las mismas, ya que se trata simplemente de la radicación del cargo en otra ciudad o dependencia de la entidad, que implica un traslado de sede.

Dado que en el traslado se comprometen derechos de los trabajadores como el de la estabilidad en el empleo, que es más estricto cuando el cargo pertenece a la carrera y más flexible cuando éste es de libre nombramiento y remoción, al igual que las condiciones mínimas para el desempeño del mismo. 

Cuando la Corte examinó normas similares a las hoy acusadas en relación con el traslado de empleos en la planta globalizada de la Procuraduría, afirmó: "En la relación laboral de los trabajadores del Estado existe una tensión entre la obligatoriedad de la eficacia de los principios que rigen la función pública (C.P. art. 209), y las garantías laborales del servidor público (C.P. art. 53), tensión que debe ser ponderada según las características específicas de los casos concretos y de las regulaciones normativas analizadas por los jueces. Con todo la Corte considera que existen dos aspectos básicos que deben ser tomados en consideración, criterios fundamentales. En primer lugar, la distinción constitucional de los tipos de nombramiento del personal que realiza la administración (C.P. art. 125), ya que la vinculación en puestos de carrera administrativa o en plazas de libre nombramiento y remoción justifica una variación sustancial del contenido y alcance del principio a la estabilidad del cargo público. Así, por su propia naturaleza, los cargos de libre nombramiento y remoción gozan de una precaria estabilidad pues el ordenamiento deja un margen más amplio de discrecionalidad al nominador, toda vez que aspectos tales como la confianza y la credibilidad que recaen sobre el trabajador pueden determinar la disponibilidad del cargo. El segundo aspecto para considerar es la diferencia entre las dos aristas de la estabilidad en el empleo, que son el concepto de permanencia del vínculo laboral como tal y la inalterabilidad de las condiciones mismas de trabajo de los funcionarios (…) La estabilidad en el empleo público no debe confundirse con la inamovilidad funcional y geográfica del cargo, puesto que si bien, en principio, la regla general es la permanencia en la labor encomendada, el ejercicio de la discrecionalidad organizativa de la administración permite que se evalúe el equilibrio entre las necesidades de la organización y los derechos de su personal, con base en límites que determinan su legalidad. De esa manera, la administración, en ejercicio de su potestad de mutabilidad de los términos de la relación laboral o contractual configurada, puede dentro de un margen de discrecionaliad administrativa, introducir las modificaciones que sean necesarias y convenientes para el logro más eficiente de las necesidades colectivas asignadas."
 

En criterio de la Corte, el traslado de funcionarios si bien es una potestad discrecional, no es absoluta, en la medida en que debe hacerse por necesidades del servicio y con el fin de cumplir y desarrollar los principios que rigen la función pública y los fines esenciales del Estado y, por consiguiente, se deben cumplir unos requisitos objetivos que constituyen límites a la discrecionalidad del nominador y, por ende, excluyen la arbitrariedad en ese campo. 

"La Corte reitera entonces que la facultad discrecional del traslado de funcionarios públicos tiene límites, cuyo alcance conviene recapitular.

En primer lugar, se requiere que el traslado sea consecuencia de la necesidad del servicio, que implica una libertad más o menos amplia de apreciación del interés público, pues si bien el Legislador atribuye al nominador la facultad de valoración de un supuesto dado, también le exige que la decisión obedezca a razones ecuánimes, imparciales y honestas que la fundamentan (…)

El segundo requisito para determinar la constitucionalidad del traslado es la evaluación de ciertas condiciones subjetivas del trabajador, pues no se le puede imponer una dificultad material de tanta magnitud que el desplazamiento de sede se convierta en una verdadera imposibilidad de ejercer la función en el nuevo lugar o destino, ni tampoco que el traslado implique condiciones menos favorables para el empleado (…)

En tercer lugar, la constitucionalidad del traslado depende de que se respeten las condiciones mínimas de afinidad funcional entre el cargo al cual fue inicialmente vinculado y el nuevo destino, pues conforme al artículo 29 del Decreto 1950 de 1973 “se produce traslado cuando se provee, con un empleado, en servicio activo, un cargo vacante definitivamente, con funciones a fines al que desempeña, de la misma categoría, y para el cual se exijan requisitos mínimos similares.” 

Así las cosas, la aplicación de las garantías inherentes al status del trabajador del Estado que se plasman en la Constitución en el principio de la estabilidad en el empleo, (C.P. art. 53), en el derecho a una remuneración por la prestación de servicios (C.P. art. 53), en la obligatoriedad del trabajo en condiciones dignas y justas (C.P. art. 25) y, en la igualdad de acceso a la función pública (C.P. art. 53 y 125), determinan que la "potestad organizatoria" sea una atribución limitada. Por consiguiente, la administración debe tener en cuenta los derechos del trabajador reconocidos por el ordenamiento jurídico cuando ejerce su potestad discrecional de variar sedes para desarrollar adecuadamente sus funciones, organizar su estructura desde el punto de vista de los funcionarios que ejecutan la labor encomendada legal y constitucionalmente. Por lo tanto, la simple alegación de intereses generales o la invocación de la necesidad del servicio no son argumentos suficientes para justificar per se un traslado, pues si la Administración no respeta los criterios anteriormente señalados estaría lesionando derechos subjetivos reconocidos por la propia Constitución (…)
 

Dado que en la norma acusada, como se ya se ha señalado, se autoriza al Procurador para distribuir y reubicar los distintos empleos de la planta globalizada de la Procuraduría General de la Nación, sin indicar si éstos son de de libre nombramiento y remoción o de carrera, habrá de entenderse que están incluidos los dos y, en consecuencia, hay que señalar como lo hizo la Corte en la sentencia últimamente transcrita, que los funcionarios de libre nombramiento y remoción "tienen derechos y garantías de estabilidad mas flexibles, por lo cual la variación de sus sedes de acuerdo con las necesidades del servicio es una facultad acorde claramente con la Constitución". Por el contrario, el traslado de funcionarios que pertenecen a la carrera administrativa "debe efectuarse por la necesidad del servicio y teniendo en cuenta todos los límites del poder discrecional organizativo de la administración anteriormente señalados, lo cual debe ser ponderado en cada situación por la autoridad que tiene a su cargo el control jurisdiccional del acto administrativo que ordena el traslado". 
En consecuencia, la Corte declarará exequible el numeral 39 del artículo 7 del decreto 262 de 2000. 

40. Distribuir, fijar la sede y la circunscripción territorial de los empleos de asesor de su despacho, de las diferentes dependencias y de cada uno de los empleos de la entidad, de acuerdo con las necesidades del servicio. 

Jurisprudencia: El numeral 40 de este artículo fue declarado exequible por la Corte constitucional en sentencia C-429/01.

PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN - Traslado de asesores adscritos a su despacho / PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN - Traslado de asesores y empleos de la entidad

5. Numeral 40 del artículo 7 del decreto 262 de 2000

En este precepto se asigna al Procurador la siguiente función: 

"40. Distribuir, fijar la sede y la circunscripción territorial de los empleos…"

Considera el demandante que si los asesores, por mandato legal (decreto 266/2000) están adscritos al despacho del Procurador General, no se puede variar su sede, pues se viola el artículo 157 de la Carta, ya que sólo el Congreso puede modificar sus propias leyes.

A esta disposición le son aplicables los mismos argumentos expuestos en el punto anterior, en cuanto a la competencia del Procurador General para distribuir, fijar la sede y la circunscripción territorial de los mismos, siempre y cuando se cumplan los requisitos mínimos que se exigen para los traslados, los cuales se dejaron allí expresamente señalados.

El hecho de que tales empleados estén adscritos al despacho del Procurador no significa que éste no pueda distribuirlos y ubicarlos en los sitios o dependencias que las necesidades del servicio lo requiera, siempre y cuando se busque con ello el cumplimiento de los principios que rigen la función pública y los fines esenciales del Estado. 

Los asesores del despacho del Procurador son empleados de su confianza que han sido clasificados como de libre nombramiento y remoción y, por tanto, también pueden ser sujetos pasibles de traslado. Respecto de los demás asesores y empleos de la entidad, se predican los mismos argumentos expuestos en el punto anterior de esta providencia y a ellos se remite la Corte. 

La vinculación o relación de dependencia jerárquica directa entre el Procurador General y los asesores es una vinculación jurídica y no territorial, de manera que un asesor puede no estar situado en Bogotá y, sin embargo, depender directamente del Procurador y puede un funcionario de la Procuraduría con sede en Bogotá no depender directamente del Procurador General; no es entonces el factor territorial el determinante para efectos de establecer si hay una vinculación, dependencia o relación jerárquica directa entre el Procurador y sus asesores. 

En consecuencia, el numeral 40 objeto de acusación, será declarado exequible. 

RESOLUCIÓN N.° 181

(16 JULIO 2007)

Por medio de la cual se modifica la Resolución número 213 del 6 de mayo de 2003

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En uso de las facultades constitucionales y legales que le confieren los artículos 275 y 277 de la Constitución. Política, los numerales 2, 8, 38 y 40 y el parágrafo único del artículo 7° del Decreto 262 de 2000 y,

CONSIDERANDO:

Que el artículo 118 de la Constitución Nacional establece que "El Ministerio Público será ejercido por el Procurador General de la Nación, el Defensor del Pueblo, los procuradores delegados y los agentes del Ministerio Publico, ante las entidades jurisdiccionales, por los personeros municipales y por los demás funcionarios que determine la ley. Al ministerio Público corresponde la guarda y promoción de los derechos humanos, la protección del interés publico y la vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas" 

Que el artículo 275 ibídem preceptúa que "El Procurador General de la Nación es el supremo director del Ministerio Público". 

Que en virtud de lo establecido en el artículo 7, numeral 2° del Decreto Ley 262 del 22 febrero de 2000, corresponde al Procurador General de la Nación “Formular las políticas generales y criterios de intervención del Ministerio Público en materia de control disciplinario, vigilancia superior con fines preventivos, actuación ante las autoridades administrativas y judiciales y centros de conciliación, y promoción, protección y defensa de los derechos humanos. 

Que, la Resolución número 213 del 6 de mayo de 2003 definió la competencia territorial de las Procuradurías Regionales, Provinciales y Distritales y estableció el mapa territorial de competencias de la Procuraduría General de la Nación. 

Que los numerales 4° y 5° del artículo primero de dicha resolución establecen que por razones del servicio puede variarse la comprensión geográfica de las unidades territoriales, incorporando a una Zona, Regional o Provincial; regionales, provinciales o municipios que hacían parte de otra, así como fusionar u organizar Zonas, Regionales o Provinciales. Y que, igualmente puede variarse de un municipio a otro, la ubicación geográfica de las sedes de Zona, Regional o Provincial. 

Que el numeral cuarto del artículo sexto de la Resolución 213 de 2003 le a la Procuraduría Regional de Casanare la competencia territorial conocer de los asuntos de los municipios de Pisba y Paya, los cuales se encontraban asignados a la Procuraduría Provincial de Sogamoso, Regional de Boyacá, mediante Resolución 018 de 2000 

Que en virtud de lo anterior, en el numeral 3.3 del artículo octavo de la Resolución 213 de 2006 se dispuso fijar, la competencia de la Procuraduría Regional de Casanare para conocer de los asuntos de los municipios de Pisba y Paya. 

Que el artículo noveno de la Resolución 213 de 2003 dejó sin efectos las disposiciones previstas en la Resolución 018 de 2000, en lo que fuera contrario a la nueva asignación de competencias territoriales. 

Que por la ubicación geográfica de esos municipios es necesario modificar la actual asignación territorial de competencias de los municipios de Pisba y Paya, para facilitar el acceso al servicio por parte de los ciudadanos y evitar retardos innecesarios en los trámites. 

Que en consideración a lo expuesto, 

RESUELVE

Artículo Primero: Modificar el numeral 4° del artículo sexto de la Resolución 213 del 6 de mayo de 2003, en el sentido de asignar nuevamente la competencia territorial de los Municipios de Pisba y Paya a la Procuraduría Provincial de de Sogamoso. 

En consecuencia, los numerales 3.3 y 6.2.5 del artículo octavo de la misma resolución tendrán las siguientes modificaciones: 

3.3. Se suprime la competencia territorial de la Procuraduría Regional de Casanare para conocer de los asuntos de los municipios de Pisba y Paya. 

6.2.5. Se le asigna competencia a la, Procuraduría Provincial de Sogamoso para conocer de los asuntos de los municipios de Pisba y Paya. 

Artículo Segundo: Transición Los Despachos que actualmente tramitan procesos disciplinarios o actuaciones preventivas o de intervención judicial y administrativa correspondientes a los municipios o despachos que se retiran de su competencia, seguirán conociendo de los mismos hasta su culminación. La asunción, frente a quejas nuevas o actuaciones que se inicien se hará a partir de la fecha de entrada en vigencia del presente acto.

Articulo Tercero: Vigencia. La presente resolución rige desde la fecha de su expedición. 

COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación 

RESOLUCIÓN N.° 247

(12 SEP. 2006)

"Por medio de la cual se modifica la Resolución N.° 213 del 6 de mayo de 2003”
EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el artículo 7, numerales 8, 38 y 40, y parágrafo del Decreto 262 de 2000, y

CONSIDERANDO

Que la Resolución número 213 del 6 de mayo de 2003 definió la competencia territorial de las Procuradurías Regionales, Provinciales y Distritales y estableció el mapa territorial de competencias de la Procuraduría General de la Nación. 

Que los artículos sexto y octavo, numeral 6.2.1., le asignaron a la Procuraduría Provincial de Tunja la competencia territorial de los asuntos de los municipios de Villa de Leyva y Sáchica. 

Que por la ubicación geográfica de esos municipios y para facilitar el acceso al servicio por parte de los ciudadanos es necesario modificar la competencia territorial de la Procuraduría Provincial de Tunja para trasladar esta a la Procuraduría Provincial de Chiquinquirá. 

En mérito de lo expuesto, 

RESUELVE

ARTICULO PRIMERO.- Modificar el numeral 5° del artículo 6° de la Resolución número 213 del 6 de mayo de 2003, el cual quedará así: 

5. Asignar los municipios de Villa de Leyva y Sáchica a la Provincial de Chiquinquirá, Regional de Boyacá 

ARTÍCULO SEGUNDO.- El artículo 8° de la Resolución número 213 del 6 de mayo de 2003 sufrirá modificaciones en los siguientes numerales, así: 

6.2.1. Suprimir de la competencia territorial de la Procuraduría Provincial de Tunja (Boyacá) los municipios de Sáchica y Villa de Leyva. 

6.2.2. Incluir en la competencia territorial de la Procuraduría Provincial de Chiquinquirá (Boyacá) a los municipios de Sáchica y Villa de Leyva. 

ARTICULO TERCERO.- La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

PUBLÍQUESE y CÚMPLASE

Dada en Bogotá D.C., a los 12 Septiembre 2006 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación
RESOLUCIÓN N.° 213

(6 MAYO 2003)
"Por la cual se define la competencia territorial de las Procuradurías Regionales,

Provinciales y distritales y se establece el mapa territorial de competencias de la
Procuraduría General de la Nación"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 8, 38 y 40, y en el parágrafo del articulo 7 del Decreto 262 de 2000, y,
CONSIDERANDO
Que el parágrafo del articulo 7 del Decreto 262 dispone que el Procurador General de la Nación ejercerá directamente las funciones que le otorga el articulo 278 de la Constitución Política, y que las señaladas en el articulo 277 de la Constitución y las demás atribuidas por el legislador podrá ejercerlas por si o delegarlas en cualquier servidor público o dependencia de la Entidad, en los términos establecidos en el citado Decreto.
Que el numeral 8 del artículo 7 del Decreto 262 de 2000 asignó al Procurador General de la Nación la función de distribuir las funciones y competencias atribuidas en la Constitución y la ley a la Procuraduría General de la Nación, entre las distintas dependencias y servidores de la entidad, atendiendo criterio de especialidad, jerarquía y las calidades de las personas investigadas, cada vez que por necesidades del servicio se requiera.
Que el numeral 38 del artículo 7 del Decreto citado prescribe que el Procurador General tiene como función organizar las dependencias de la Procuraduría para su adecuado funcionamiento conforme a las reglas y principios establecidos en el citado Decreto y denominarlas, de acuerdo con las necesidades del servicio, sin establecer a cargo del tesoro público obligaciones que excedan el monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones.
Que el numeral 40 del artículo 7 del decreto 262 de 2000 indica que el procurador General puede distribuir, fijar la sede y la circunscripción territorial de los empleos de asesor de su despacho, de las diferentes dependencias y de cada uno de los empleos de la entidad, de acuerdo con las necesidades del servicio.
Que a través de la Resolución 466 del 5 de diciembre de 2002 se crearon las Zonas de Gestión de la Procuraduría General de la Nación.
Que es necesario efectuar algunas modificaciones en la actual asignación territorial de competencias, para facilitar el acceso al servicio por parte de los ciudadanos. 
Que en consideración a lo expuesto,

RESUELVE
I. FUNDAMENTOS DE LA DIVISIÓN TERRITORIAL DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN

ARTÍCULO PRIMERO.- Fundamentos. Los siguientes son los fundamentos de la división territorial de la Procuraduría General de la Nación.

1. Son unidades territoriales en la Procuraduría General de la Nación: las Zonas: norte, noroccidental, nororiental, central, sur occidental y suroriental, las Regionales y las Provinciales.

2. La división del Territorio para efectos del funcionamiento de la Procuraduría General de la Nación no necesariamente debe coincidir con la división político- administrativa del país, ni con el ordenamiento judicial.

3. La zona está conformada por varias Regionales, la Regional por varias provinciales o por ninguna, y la provincial por varios municipios.

4. Por razones del servicio puede variarse la comprensión geográfica de las unidades territoriales, incorporando a una Zona, Regional o Provincial; regionales, provinciales o municipios que hacían parte de otra. Igualmente se pueden fusionar u organizar Zonas, Regionales o Provinciales.

5. La ubicación geográfica de las sedes de Zona, Regional o Provincial puede variarse de un municipio a otro.

6. La Procuraduría General, evaluará cada dos años la pertinencia de la división territorial, sin perjuicio de los ajustes que sean necesarios en cualquier tiempo.

7. Las procuradurías judiciales pueden ser ubicadas en una u otra sede territorial y puede modificarse su cobertura y su especialidad.

8. Los municipios que sean creados en lo sucesivo quedarán adscritos a la Procuraduría Provincial con competencia en el municipio del cual se segregaron. En caso de que el nuevo municipio sea segregado de varios municipios con competencias diferentes, el Procurador General a través de acto administrativo decidirá a que Provincial será adscrito.

9. Cuando el municipio sea suprimido se adscribirá a la Procuraduría Provincial con competencia en el territorio municipal al cual se anexe.

10. El Procurador General de la Nación podrá modificar la denominación, sede y competencia de las procuradurías territoriales que se definen en la presente Resolución, incluidas las que en el decreto 265 de 2000 se establecen con planta fija mínima, de acuerdo con las necesidades del servicio y los planes y programas trazados por la Procuraduría General de la Nación.

II. MODIFICACIONES AL MAPA DE COMPETENCIA TERRITORIAL
ARTÍCULO SEGUNDO.- Zona Norte. Efectuar las siguientes modificaciones de competencia, en la Zona Norte de gestión creada por Resolución 466 de 2002.
1. Asignar los municipios de Molino, Villanueva, Urumita y la Jagua del Pilar correspondientes actualmente a la Regional Guajira, a la Regional Cesar, Provincial de Valledupar.
2. Asignar el municipio de Calamar, actualmente ubicado en la Provincial de Barranquilla, Regional del Atlántico, a la Provincial de Carmen de Bolívar, Regional de Bolívar.

ARTÍCULO TERCERO.- Zona Noroccidental. Efectuar las siguientes modificaciones de competencia, en la Zona Noroccidental de gestión creada por Resolución 466 de 2002.
1. Asignar los municipios de Caicedo y Urrao pertenecientes actualmente a la Provincial de Fredonia, Regional de Antioquia, a la Provincial de Santafé de Antioquia, Regional de Antioquia.
2. Asignar el municipio de Salgar perteneciente actualmente a la Provincial de Fredonia a la Provincial de Andes, Regional de Antioquia.
3. Asignar los municipios de Támesis, Valparaíso y Caramanta pertenecientes actualmente a la provincial de Andes a la Provincial de Fredonia, Regional de Antioquia.
4. Asignar, el municipio de Ebéjico, actualmente ubicado en la Provincial de Santafé de Antioquia, a la provincial del Valle del Aburrá, Regional de Antioquia.
5. Asignar el municipio de Chimá, actualmente ubicado en la Provincial de Montería, Regional de Montería, a la Provincial de Sincelejo, Regional de Sucre.
ARTÍCULO CUARTO.- Zona Nororiental. Efectuar las siguientes modificaciones de competencia, en la Zona Nororiental de gestión creada por Resolución 466 de 2002.
1. Asignar el municipio de Barranca de Upía actualmente ubicado en la Regional de Casanare a la Provincial de Villavicencio, Regional de Meta.
ARTÍCULO QUINTO.- Efectuar las siguientes modificaciones de competencia, en la Zona Suroccidental de gestión creada por Resolución 466 de 2002.
1. Asignar el municipio de El Charco perteneciente a la Provincial de Buenaventura, Regional del Valle del Cauca, a la Provincial de Tumaco, Regional de Nariño.
2. Asignar el municipio de Cumbitara de la Provincial de Ipiales a la Provincial de Pasto, Regional Nariño.
3. Asignar el municipio de Piamonte actualmente ubicado en la Regional de Putumayo a la Provincial de Popayán, Regional Cauca.
ARTÍCULO SEXTO.- Efectuar las siguientes modificaciones de competencia, en la Zona Central de gestión creada por Resolución 466 de 2002.
1. Asignar el municipio de San Antonio ubicado actualmente en la Provincial de Ibagué a la Provincial de Chaparral, Regional del Tolima.
2. Asignar el municipio de San Luis actualmente ubicado en la Provincial de Chaparral a la Provincial de Ibagué, Regional del Tolima.
3. Asignar el municipio de Herveo actualmente ubicado en la Provincial de Manizales, Regional Caldas, a la Provincial de Honda, Regional Tolima.
4. Asignar los municipios de Pisba y Paya actualmente ubicados en la Provincial de Sogamoso, Regional de Boyacá, a la Regional de Casanare.
5. Asignar los municipios de Villa de Leyva y Sáchica actualmente ubicados en la Provincial de Chiquinquirá a la Provincial de Tunja, Regional de Boyacá.
6. Asignar los municipios de Cota y Chía de la Provincial de Zipaquirá, Regional Cundinamarca a las Procuradurías Distritales de Bogotá.
II. MAPA DE COMPETENCIAS TERRITORIALES

ARTÍCULO SÉPTIMO.-Las competencias y funciones previstas en el artículo 75 del Decreto 262 de 2000 se delegan distribuyen y asignan en las Procuradurías Regionales, y las previstas en el artículo 76 de! mismo Decreto se delegan, distribuyen y asignan en las Procuradurías Distritales y Provinciales.
ARTÍCULO OCTAVO.-Denominación, sede y competencia de las Procuradurías del nivel territorial, La denominación, sede y competencia territorial de las Procuradurías Regionales Distritales y provinciales será a que a continuación se define:
1. ZONA NORTE
1.1 PROCURADURÍA REGIONAL DEL ATLÁNTICO, con sede en la ciudad de Barranquilla v competencia en los municipios que conforman la Procuraduría Provincial de Barranquilla.
1.1.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE BARRANQUILLA., con sede en la ciudad de Barranquilla y competencia en los municipios de:
Barranquilla
Polo Nuevo
Baranoa
Ponedera
Campo de la Cruz
Puerto Colombia.
Candelaria
Remolino
Cerro San Antonio
Repelón
El Piñon
Sabanagrande
Galapa
Sabanalarga
Juan De Acosta
Salamina
Luruaco
Santa Lucía
Malambo
Santo Tomás
Manatí
Sitionuevo
Palmar de Varela 
Soledad
Pedraza
Suan
Piojo
Tubará

Pivijay 
Usiacurí
1.2 PROCURADURÍA REGIONAL DEL CESAR, con sede en la ciudad de Valledupar y competencia en los municipios que conforman la Procuraduría Provincial de Valledupar.
1.2.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE VALLEDUPAR: con sede en la ciudad de Valledupar y competencia en los municipios de:
Agustín Codazzi
La Jagua Ibiríco
Becerril
Manaure
Bosconia
Robles (La Paz)
Chiriguaná
San Diego
Curumaní
Pueblo Bello
El Copey
La Jagua del Pilar (Guajira)
El Paso
Villanueva (Guajira)Balcón del Cesar
1.3 PROCURADURÍA REGIONAL DE LA GUAJIRA, con sede en Riohacha y competencia en los siguientes municipios:
Albania
Maicao

Barrancas
Manaure

Dibulla
Riohacha

Distracción
San Juan del Cesar 

Fonseca
Uribia

Hatonuevo
1.4. PROCURADURÍA REGIONAL DE MAGDALENA, con sede en el Distrito Turístico de Santa Marta y competencia en los municipios que conforman las Procuradurías

Provinciales de Santa Marta y El Banco.
1.4.1. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE SANTA MARTA, con sede en la ciudad de Santa Marta y competencia en los municipios de:
Algarrobo
Fundación
Aracataca
Puebloviejo
Cienaga
Distrito Turístico de Santa Marta
El Reten
Zona Bananera
1.4.2. PROCURADURÍA PROVINCIAL DEL BANCO, Con sede en El Banco y competencia en los municipios de:
Altos del Rosario
La Gloria
Astrea
Margarita
Barranco de Loba
Pailitas
Chimichagua
Pelaya
El Banco
San Fernando
El Peñon
San Martín de Loba
Guamal
San Sebastian De Buenavista
Hatillo de Loba
Tamalameque
1.5. PROCURADURÍA REGIONAL DE BOLÍVAR, Con sede en la ciudad de Cartagena y competencia en los municipios que conforman las Procuradurías Provinciales de

Cartagena, Carmen de Bolívar y Magangue.
1.5.1. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE CARTAGENA, con sede en la ciudad de Cartagena y competencia en los municipios de:
Cartagena
San Estanislao
Arjona
Santa Catalina
Arroyohondo
Santa Rosa
Clemencia
Soplaviento
El Guamo
Turbaco
Mahates
Turbaná
Maria la Baja
Villanueva

San Cristobal

1.5.2. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE CARMEN DE BOLÍVAR, Con sede en el municipio de Carmen de Bolívar y competencia en los municipios de:
Ariguani
Sabanas de San Angel
Chivolo
San Jacinto
El Carmen de Bolívar
San Juan Nepomuceno
Córdoba
Tenerife
Nueva Granada
Zambrano
Ovejas
Calamar (Atlántico)
Plato
Zapayan (Magd)
1.5.3. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE MAGANGUÉ, Con sede en el municipio de Magangué y competencia en los municipios de:
Achí
Pinillos
Buenavista
San Jacinto del Cauca
Cicuco
San Pedro
Guaranda
San Zenón
Magangué
Santa Ana
Majagual
Santa Barbara de Pinto
Mompos
Sucre
Montecristo
Talaigua Nuevo

Pijiño Del Carmen 
Tiquisio

1.6 PROCURADURÍA REGIONAL DE SUCRE, Con sede en Sincelejo y competencia en los municipios que conforman la Procuraduría Provincial de Sincelejo.
1.6.1. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE SINCELEJO, Con sede en Sincelejo y competencia en los municipios de:
Sincelejo
Palmito
Caimito
Sampués
Chalán
San Andrés de Sotavento
Chinú
San Benito Abad
Colosó
San Juan de Betulia
Chimá
San Marcos
Corozal
San Onofre
Galeras
Sincé
La Unión
Tolú
Los Palmitos
Toluviejo
Morroa
El Roble
1.7 PROCURADURÍA REGIONAL DEL ARCHIPIÉLAGO DE SAN ANDRÉS,

PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA, Con sede en San Andrés y competencia en los municipios de:
San Andrés
Providencia y Santa Catalina.

2. ZONA NOROCCIDENTAL
2.1 PROCURADURÍA REGIONAL DE ANTIOQUIA, con sede en Medellín y competencia en los municipios que conforman las Procuradurías Provinciales de Fredonia, Santafé de Antioquia, Andes, Valle del Aburra, Rionegro, Apartadó, Puerto Berrío, y Yarumal.
2.1.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE FREDONIA, con sede en el municipio de Fredonia y competencia en el territorio de los municipios de:
Fredonia
Amagá
Angelópolis
Betulia
Valparaiso
Támesis
Venecia
Santa Bárbara
Montebello
Concordia
Caramanta
La Pintada

Titiribí
2.1.2 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE SANTAFÉ DE ANTIOQUIA, con sede en el municipio de Santafé de Antioquia y competencia en los municipios de:
Santafé de Antioquia
Sopetrán
Abriaquí
Uramita
Anzá
Buriticá
Cañasgordas
Dabeiba
Frontino
Giraldo
Liborina
Olaya
Peque
Sabanalarga
San Jerónimo
Caicedo

Urrao
2.1.3 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE ANDES, con sede en el municipio de Andes y competencia en los municipios de:
Andes
Salgar

Betania
Pueblo Rico

Hispania 
Jardín

Tarso
Ciudad Bolívar

Jericó
2.1.4 PROCURADURÍA PROVINCIAL DEL VALLE DE ABURRÁ, con sede en Medellín y competencia en el área metropolitana de Aburrá y en los municipios de:
Sabaneta
Medellín
Ebéjico
La Estrella
Caldas
Bello

Carolina del Príncipe
Armenia (Antioquia)
Copacabana
Guadalupe
Heliconia
Girardota
Gómez Plata
Don Matías
Barbosa
Santa Rosa de Osos
Envigado
Entrerríos
San Pedro 
Itaguí

Santo Domingo
2.1.5 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE RIONEGRO, Con sede en Rionegro y competencia en los municipios de:
Carmén de Viboral
Alejandría
Cocorná
Argelia
Concepción
Peñol
Granada
Retiro
Guarne
Rionegro
Guatapé
San Carlos
La Ceja
San Francisco
La Unión
San Luis
Marinilla
San Rafael
Nariño
San Vicente
Abejorral
Santuario


Sonsón

2.1.6 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE APARTADÓ, Con sede en Apartadó y competencia en los municipios de:
Acandí
Necoclí
Apartadó
San Juan de Uraba
Carepa
San Pedro de Uraba
Chigorodó
Turbo
Mutatá
Ungía
2.1.7 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE PUERTO BERRIO, Con sede en puerto Berrío y competencia en los municipios de:
Amalfi
Puerto Triunfo
Caracolí
Remedios
Cisneros
San Roque
Maceo
Segovia
Puerto Berrío
Vegachí
Puerto Boyacá
Yalí
Puerto Nare
Yolombó
2.1.8 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE YARUMAL, con sede en el municipio de Yarumal, y competencia en los municipios de:
Yarumal
Caucasia
San Andrés de Cuerquía
Ituango
Angostura
San José de la Montaña
Anorí
Toledo
Cáceres
Campamento
Briceño
Tarazá
Valdivia
Zaragoza
Nechí
El Bagre

2.2 PROCURADURÍA REGIONAL DE MONTERÍA, Con sede en Montería y competencia en los municipios que conforman la Procuraduría Provincial de Montería.
2.2.1. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE MONTERÍA, con sede en Montería y competencia en los municipios de:
Montería
Planeta Rica
Puerto Escondido
Pueblo Nuevo
Canaletes
Purísima
Cereté
Sahagún
Cienaga de oro
San Antero
San Bernardo del Viento
Los Córdobas

San Carlos
Lorica
San Pelayo
Momil
Tierra Alta
Moñitos
Valencia
Arboletes (Antioquia)
Buenavista
Cotorra
Ayapel
Puerto Libertador
Montelíbano.

La Apartada
2.3 PROCURADURÍA REGIONAL DE CALDAS, Con sede en Manizales y competencia en los municipios que conforman la Procuraduría Provincial de Manizales.

2.3.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE MANIZALES, Con sede en Manizales y competencia en los municipios de:
Aguadas
Marulanda
Anserma
Neira
Aranzazu
Pacora
Casabianca
Palestina
Herveo
Pensilvania
Chinchiná
Riosucio
Filadelfia
Risaralda
La Dorada
Salamina
La Merced
Supía
Manizales
Villamaría
Manzanares
San Jose2
Marmato
Marquetalia
2.4. PROCURADURÍA REGIONAL DE CHOCÓ, Con sede en Quibdó y competencia en los municipios de:

Alto Baudo
Medio Baudó

Atrato
Medio San Juan

Bagadó
Murindó

Bahía Solano
novita

Bajo baudó
Nuquí

Bojayá
Quiddó

Cantón de San Pablo
Rio Iro

Carmen del Darién
Rio Quito

Certegui
Riosucio

Condoto
Sipi

El Carmen
Tadó

Itsmina
Unión panamericana

Juradó
Vigia del fuerte

Lloró

Madio Atrato

3. ZONA NOR ORIENTAL

3.1 PROCURADURÍA REGIONAL DE NORTE DE SANTANDER, con sede en Cúcuta y competencia en los municipios que conforman las Procuradurías Provinciales de Cúcuta y Ocaña.

3.1.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE CÚCUTA, con sede en Cúcuta y competencia en los siguientes municipios:

Arboledas
Lourdes

Bochalema
Musticua

Bucarasica
Pamplona

Cácota
Pamplonita

Cúcuta
PuertoSantander

Cucutilla
Ragonvalia

Chinácota
Salazar

Chitagá
SanCayetano

Durania
Santiago

ElZulia
Sardinata

Gramalote
Silos

Herrán
Tibú

Labateca
Toledo

LosPatios
VilladelRosario

3.1.2 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE OCAÑA, con sede en Ocaña y competencia en los siguientes municipios:

Abrego
Morales

Aguachica
Ocaña

Arenal
Regidor

Convención
Río De Oro

El Carmen
Río Viejo

El Tarra
San Calixto

Gamarra
San Martín

González
Teorama

Hacari
Villacaro

La Playa

3.2 PROCURADURÍA REGIONAL DE SANTANDER, con sede en Bucaramanga y competencia en los municipios que conforman las Procuradurías Provinciales de Bucaramanga, Barrancabermeja, San Gil y Vélez.

3.2.1. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE BUCARAMANGA, con sede en Bucaramanga y competencia en los siguientes municipios

Bucaramanga
Los Santos

Betulia
Macaravita

California
Málaga

Cáchira
Matanza

Capitanejo
Molagavita

Carcasi
Piedecuesta

Cepita
San Andrés

Cerrito
Rionegro

Charta
San Alberto

Concepción
San José de Miranda

El Playón
San Miguel

Enciso
Santa Bárbara

Floridablanca
Suratá

Girón
Tona

Guaca
Vetas

La Esperanza
Zapatoca

Lebrija

3.2.2 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE BARRANCABERMEJA, con sede en Barrancabermeja y competencia en los siguientes municipios:

Barrancabermeja
San Pablo

Cantagallo
Santa Rosa del Sur

El Carmen
San Vicente de Chucurí

Puerto Parra
Simití

Puerto Wilches
Yondó

Sabana de Torres

3.2.3 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE SAN GIL, con sede en San Gil y competencia en los siguientes municipios:

Aratoca
Jordán

Barichara
Mogotes

Cabrera
Ocamonte

Charalá
Oiba

Chimá
Onzaga

Confines
Palmar

Contratación
Palmas del Socorro

Coromoro
Páramo

Curití
Pinchote

El Guacamayo
San Gil

Encino
San Joaquín

Galán
Simacota

Gambita
Socorro

Guadalupe
Valle San José

Guapota
Villanueva

Hato

3.2.4 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE VÉLEZ, con sede en Vélez y competencia en los siguientes municipios:

Aguadas
Landazuri

Barbosa
La Paz

Bolívar
Puente Nacional

Chipatá
San Benito

Chitaraque
San José de Pare

Cimitarra
Santana

El Peñón
Santa Helena del Opón

Guavatá
Suaita

Guespsa
Sucre

Jesús Maria
Vélez

3.3 PROCURADURÍA REGIONAL DE CASANARE, con sede en Yopal y competencia en el territorio de los siguientes municipios:

Aguazul
Pisba

Chameza
Pore

Hato Corozal
Recetor

La Salina
Sabanalarga

Maní
Sacama

Monterrey
San Luis de Palenque

Nunchia
Tamara

Orocue
Tauramena

Pajarito
Trinidad

Paya
Villanueva

Paz de Ariporo
Yopal

3.4 PROCURADURÍA REGIONAL DE ARAUCA, con sede en Arauca y competencia en el territorio de los siguientes municipios:

Arauca
Fortul

Arauquita
Puerto Rondón

Cravo Norte
Saravena

Cubará
Tame

4. ZONA SUROCCIDENTAL

4.1 PROCURADURÍA REGIONAL DEL VALLE DEL CAUCA, con sede en Cali y competencia en los municipios que conforman las Procuradurías Provinciales de Cali, Buenaventura y Buga.

4.1.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE CALI, con sede en Cali y competencia en los

municipios de:

Cali
La Cumbre

Candelaria
Palmira

Dagua
Pradera

El Cerrito
Vijes

Florida
Yumbo

Jamundí

4.1.2 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE BUENAVENTURA, con sede en Buenaventura y competencia en los municipios de:
Buenaventura
Timbiquí
López de Micay (Cauca)
Litoral del San Juan (Chocó)
Guapí (Cauca)

4.1.3 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE BUGA, con sede en Buga y competencia en los municipios de:

Andalucía
Restrepo
Buga
Riofrío
Bugalagrande
San Pedro
Calima (Darien)
Trujillo
Ginebra
Tulúa
Guacarí
Yotoco
4.2 PROCURADURÍA REGIONAL DE CAUCA, con sede en Popayán y competencia en los municipios que conforman las Procuradurías Provinciales de Popayán y Santander de Quilichao.
4.2.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE POPAYÁN, con sede en Popayán y competencia en los municipios de:
Almaguer
Piendamo
Argelia
Popayán
Balboa
Purace
Bolívar
Rosas
Cajibío
San Sebastián
El Tambo
Santa Rosa
Florencia
Silvia
Jambaló
Sotara
La Sierra
Timbío
La Vega
Totoro
Mercaderes
Sucre

Morales
Patía (El Bordo)
4.2.2 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE SANTANDER DE QUILICHAO, Con sede en Santander de Quilichao y competencia en los municipios de:
Buenos Aires
Padilla

Caldono
Puerto Tejada

Caloto 
Suárez

Corinto 
Toribio

Miranda 
Santander de Quilichao

 Villa Rica3
4.3 PROCURADURÍA REGIONAL DE NARIÑO, con sede en Pasto y competencia en los municipios que conforman las Procuradurías Provinciales de Pasto, Ipiales y Tumaco.
4.3.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE PASTO, con sede en Pasto y competencia en los municipios de:
Pasto
La Unión
Albán
Leyva
Ancuyá
Linares
Arboleda
Policarpo
Belén
Sandoná
Buesaco
San Lorenzo
Cumbitara
Colón (Génova)
San Pablo
Consacá
Tangua
El Rosario
Taminango
El Tablón
Yacuanguer
El Tambo

San Pedro de Cartago
La Cruz
Chachagui
San Bernardo
El Peñol
La Florida
4.3.2 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE IPIALES, con sede en Ipiales y competencia en los municipios de:
Ipiales
Los Andes
Aldana
Mallaza
Contadero
Ospina
Córdoba
Potosí
Cuaspud
Puerres
Cumbal
Pupiales
Ricaurte
Funes
Samaniego
Guachucal
Santacruz
Guaitarilla
Sapuyés
Gualmatán
Túquerres
lIes
Providencia
Imués

La Llanada

4.3.3 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE TUMACO, con sede en Tumaco y competencia en los municipios de:

Tumaco 
Barbacoas
Francisco Pizarro 
Maguí Payán
El Charco 
Mosquera
Roberto Payán 
La Tola
Bocas de Satinga (Olaya Herrera) 
Santa Bárbara (Icuandé)

4.4 PROCURADURÍA REGIONAL DE RISARALDA, con sede en Pereira y competencia en los municipios que conforman las Procuradurías Provinciales de Pereira y Cartago.
4.4.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE PEREIRA, con sede en Pereira y competencia en los municipios de:
Apia
Mistrato
Balboa
Pereira
Belalcazar
Pueblo Rico
Belén de Umbria
Quinchía
Dos Quebradas
Santa Rosa de Cabal
Guatica
Santuario
La Celia
Viterbo
La Virginia
Marsella
4.4.2 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE CARTAGO, con sede en Cartago y competencia en los municipios de:
Ansermanuevo
La Victoria
Argelia
Obando
Bolívar
Roldanillo
Cartago
San José del Palmar
El Aguila
Toro
El Cairo
Versalles
El Dovio
Zarzal
La Unión
4.5 PROCURADURÍA REGIONAL DE QUINDÍO, Con sede en Armenia y competencia en los municipios que conforman la Procuraduría Provincial de Armenia.

4.5.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE ARMENIA, Con sede en Armenia y competencia en los municipios de:
Alcalá
La Tebaida

Armenia 
Montenegro 

Buenavista 
Pijao


Caicedonia 
Quimbaya

Calarcá 
Salento
Circasia 
Sevilla

Córdoba
Ulloa 

Filandia

Génova

5. ZONA SURORIENTAL
5.1 PROCURADURÍA REGIONAL DEL META, Con sede en Villavicencio y competencia en los municipios que conforman la Procuraduría Provincial de Villavicencio.
5.1.1. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE VILLAVICENCIO, Con sede en Villavicencio y competencia en los municipios de:
Acacias
Mapiripán
Cabuyaro
Medina
Caqueza
Mesetas
Castilla La Nueva 
Paratebueno
Cubarral
Puerto Gaitán
Cumaral
Puerto López
Chipaque
Puerto Lleras
El Calvario
Puerto Rico
El Castillo
Quetame
El Dorado
Restrepo
Fosca
San Juan de Arama
Fuente de Oro
San Carlos Guaroa
Granada
San Juanito
Guamal
San Martín
Guayabetal
Ubaque
Gutiérrez
Une
La Macarena
Villavicencio
La Uribe
Vista Hermosa
Lejanías
5.2 PROCURADURÍA REGIONAL DEL AMAZONAS, Con sede en Leticia y competencia en los municipios de:
Leticia
Cd. El Encanto

Cd. La Chorrera

Cd. La Pedrera

Cd. Miriti-Parana

Puerto Nariño

Cd. Puerto Santander

Cd. Tarapaca
5.3 PROCURADURÍA REGIONAL DEL VICHADA, Con sede en Puerto Carreño y competencia en los municipios de:
Puerto
Carreño
La Primavera
Santa Rosalía
Cumaribo

5.4. PROCURADURÍA REGIONAL DE VAUPES, Con sede en Mitú y competencia en los municipios de:
Mitú

Carurú

CD. Pacoa

Taraira
CD. Papunaua

CD. Yavarate

Villa Fátima

Acaricuara
5.5. PROCURADURÍA REGIONAL DE GUAVIARE, Con sede en San José del Guaviare y competencia en los municipios de:
Calamar

El Retorno

Miraflores

Puerto Concordia

San José del Guaviare
5.6. PROCURADURÍA REGIONAL DEL GUAINIA, Con sede en Puerto Inírida y competencia en los municipios de:
Puerto Inírida

CD. Barranco Minas

CD. Cacahual

CD. La Guadalupe

CD. Morichal Nuevo

CD. Pana Pana

CD. Puerto Colombia

CD. San Felipe

6. ZONA CENTRAL
6.1 PROCURADURÍA REGIONAL DE CUNDINAMARCA, con sede en Bogotá D.C., y competencia en los municipios que conforman las Procuradurías Provinciales de Facatativá, Fusagasugá, Zipaquirá y Girtardot.
6.1.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE FACATATIVÁ, con sede en Facatativá y competencia en los siguientes municipios:
Alban
Nimaima
Anolaima
Tocaima
Bituima
Pulí
Bojacá
Quebradanegra
Cachipay
Quipile
Choachí
San Francisco
El Rosal
San Juan de Rioseco
Facatativá
Sasaima
Fómeque
Subachoque
Funza
Supatá
Guayabal de Siquima Utica
La Calera
Vergara

La Vega 
Viani
Madrid 
Villeta
Mosquera 
Zipacón
6.1.2. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE FUSAGASUGÁ, con sede en Fusagasugá y competencia en los siguientes municipios:
Arbelaez 
Pasca
Cabrera 
San Antonio del Tequendama
El Colegio 
San Bernardo
Fusagasugá 
Sibaté
Granada 
Silvana
Ospina Pérez 
Soacha
Pandi 
Tibacuy

6.1.3. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE GIRARDOT, con sede en Girardot y competencia en los siguientes municipios:
Agua de Dios Jerusalém
Anapoima 
La Mesa
Beltrán 
Melgar
Carmen de Apicalá 
Nariño
Coello 
Nilo
Cunday 
Rafael Reyes
Espinal 
Ricaurte
Flandes 
Tena
Girardot 
Tocaima
Guataquí 
Villarrica
Icononzo 
Viota

6.1.4. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE ZIPAQUIRÁ, con sede en Zipaquirá y competencia en los siguientes municipios:
Cajicá 
Pacho
Carmen de Carupa 
Paime
Cogua 
San Cayetano
Cucunubá 
Sesquilé
El Peñón 
Sopó
Fúquene 
Suesca
Gachancipá 
Sutatausa
Gacheta 
Tabio
Gama 
Tausa
Guachetá 
Tenjo
Guasca 
Tocancipá
Guatavita 
Topaipí
Junín 
Ubaté
La Peña 
Villagomez
Lenguazaque 
Zipaquirá 

Nemocón

6.2 PROCURADURÍA REGIONAL DE BOYACÁ, con sede en Tunja, competencia en los municipios que conforman las Procuradurías Provinciales de Tunja, Chiquinquirá, Guateque, Santa Rosa de Viterbo y Sogamoso.
6.2.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE TUNJA, con sede en Tunja y competencia en los siguientes municipios:
Arcabuco 
Sáchica
Berbeo 
Samacá
Boyacá 
San Eduardo

Campohermoso 
Santa Sofía
Chiquiza 
Siachoque
Chivata 
Sora
Ciénega 
Sotaquirá
Combita 
Soracá
Cucaita 
Tibaná
Gachantiva 
Toca
Jenesano 
Toguí
Miraflores 
Tunja
Moniquirá 
Turmequé
Motavita 
Tuta
Nuevo Colón 
Ventaquemada
Oicata 
Leiva
Páez 
Viracacha
Ramiriquí 
Zetaquirá

Rondón

6.2.2. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE CHIQUINQUIRÁ, con sede en Chiquinquirá y competencia en los siguientes municipios:
Albania
Pauna
Briceño
Quipama
Buenavista
Ráquira
Caldas
Saboyá
Chiquinquirá
San Miguel de Sema
Coper
San Pablo de Borbur
Florián
Simijaca
La Belleza
Susa
La Victoria
Sutamarchán
Maripi
Tinjacá
Muzo
Tunungua
Otanche
6.2.3 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE GUATEQUE, con sede en Guateque y competencia en los siguientes municipios:
Almeida 
Manta
Chinavita 
Pachavita
Chivor 
San Luis de Gaceno
Chocontá 
Santa Maria
Gachalá 
Somondoco
Garagoa 
Sutatenza

Guateque
Tenza
Guayata
Tibirita
La Capilla
Ubalá
Macanal
Umbita
Machetá
Villapinzón
6.2.4. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE SANTA ROSA DE VITERBO, con sede en Santa Rosa de Viterbo y competencia en los siguientes municipios:
Belén
La Uvita
Beteitiva
Paipa
Boavita
Panqueba
Busbanza
Paz del Río
Cerinza
San Mateo
Chiscas
Santa Rosa de Viterbo
Chita
Sativanorte
Covarachia
Sativasur
Duitama
Soata
El Cocuy
Socota
El Espino
Socha
Floresta
Susacon
Guacamayas
Tasco
Guican
Tipacoque
Jericó
Tutasa
6.2.5. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE SOGAMOSO, con sede en Sogamoso y competencia en los siguientes municipios:
Aquitania
Monguí
Corrales
Nobsa
Cuitiva
Pesca
Firavitoba
Sogamoso
Gameza
Tibasosa
Iza
Topaga
Labranzagrande
Tota

Mongua

6.3 PROCURADURÍA REGIONAL DE CAQUETÁ, con sede en Florencia y competencia en el territorio de los municipios de:
Albania Milán
Belén Andaquies 
Morelia
Cartagena del Chaira 
Puerto Rico
Curillo 
San José de Fragua
El Doncello 
San Vicente del Caguan
El Paujil 
Solano
Florencia 
Solita
La Montañita 
Valparaíso

6. 4 PROCURADURÍA REGIONAL DEL HUILA, con sede en Neiva y competencia en el territorio de los municipios que conforman las provinciales de Neiva y Garzón
6.4.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE NEIVA, con sede en Neiva y competencia en los siguientes municipios:
Aipe
Neiva

Algeciras
Palermo 

Alpujarra
Rivera

Baraya
Santa Maria

Campoalegre
Tello

Colombia
Teruel

Hobo
Villavieja

Iquira
Yaguará

6.4.2 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE GARZÓN, con sede en Garzón y competencia en los siguientes municipios:
Acevedo
Oporapa

Agrado
Páez

Altamira
Paicol

Elias
Palestina

Garzón
Pital

Gigante
Pitalito

Guadalupe
Saladoblanco

Inza
San Agustín

Isnos
Suaza

La Argentina
Tarqui

La Plata
Tesalia

Nataga
Timana

6. 5 PROCURADURÍA REGIONAL DE PUTUMAYO, con sede en Mocoa y competencia en los siguientes municipios:
Mocoa
Sibunday

Colón
San Francisco

Orito
San Miguel

Puerto Asís
Santiago

Puerto Caicedo
Valle del Guamuez

Puerto Guzmán
Villagarzón

Puerto Leguízamo

6. 6 PROCURADURÍA REGIONAL DE TOLIMA, con sede en Ibagué y competencia en el territorio de los municipios que conforman las Procuradurías Provinciales de Ibagué, Chaparral y Honda.

6.6.1 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE IBAGUÉ, con sede en Ibagué y competencia en los siguientes municipios:

Alvarado 
Rovira

Anzoátegui 
San Luis

Cajamarca 
Santa Isabel 

Ibagué 
Suárez

Piedras 
Valle de San Juan

Roncesvalles 
Venadillo 

6.6.2 PROCURADURÍA PROVINCIAL DE CHAPARRAL, con sede en Chaparral y competencia en los siguientes municipios:
Ataco 
Planadas

Chaparral 
Prado

Coyaima 
Purificación

Dolores 
Río Blanco

Guamo 
Saldaña

Natagaima 
San Antonio

Ortega

6.6.3. PROCURADURÍA PROVINCIAL DE HONDA, con sede en Honda y competencia en los siguientes municipios:

Ambalema
Líbano
Armero (Guayabal)
Mariquita
Caparrapí
Murillo
Chaguaní
Norcasia
Falán
Polocabildo
Fresno
Puerto Salgar
Guaduas
Samaná
Herveo
Victoria
Honda
Villahermosa

La Palma
Yacopí

Lérida
1.7 PROCURADURÍAS PRIMERA Y SEGUNDA DISTRITALES DE BOGOTÁ, con sede en Bogotá, D.C., y competencia en el Distrito Capital y en los municipios de Chía y Cota.

ARTÍCULO OCTAVO.- Transición. Los despachos que actualmente tramitan procesos disciplinarios o actuaciones preventivas o de intervención judicial y administrativa correspondientes a municipios o despachos que se retiran de su competencia, seguirán conociendo de los mismos hasta su culminación. La asunción de competencias por parte de los despachos, en virtud de esta Resolución, frente a quejas nuevas o actuaciones que se inicien, se hará a partir de la fecha de entrada en vigencia del presente acto.

ARTÍCULO NOVENO.- Vigencia. La presente Resolución rige desde la fecha de sus expedición y deroga todas aquellas disposiciones que le sean contrarias, especialmente la Resolución 018 de 2000, 318 de 2000 y 323 de 2002.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

Dado en Bogotá, D.C. a los 6 Mayo 2003

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación
41. Expedir los planes indicativos y de acción de la entidad, así como los manuales de control interno de gestión, de funciones y requisitos específicos y de procedimientos. 

RESOLUCIÓN N.° 159

(25 JUNIO 2007)
Por medio de la cual se adopta el Manual de Operación de la Oficina de Control Interno

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 7 y 41 del artículo 7° del Decreto Ley 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que la Constitución Política de Colombia en el artículo 209, establece que la administración pública en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la Ley. 

Que, respecto a la responsabilidad del Control Interno, la Ley 87 de 1993 "Por la cual se establecen normas para el ejercicio del Control Interno en las entidades y organismos del Estado y se dictan otras disposiciones", dispuso en el artículo 6 que: "El establecimiento y desarrollo del Sistema de Control Interno en los organismos y entidades públicas, será responsabilidad del representante legal o máximo directivo correspondiente. No obstante, la aplicación de los métodos y procedimientos al igual que la calidad, eficiencia y eficacia del Control Interno, también será responsabilidad de los jefe de cada una de las distintas dependencias de las entidades y organismos". 

Que el Decreto 1599 del 20 de mayo de 2005, "Por el cual se adopta el Modelo Estándar de Control Interno para el Estado Colombiano, MECI 1000:2005", en su artículo 2 establece que: "el desarrollo del Sistema de Control Interno en los organismos y entidades públicas a que hace referencia el artículo 5 de la Ley 87 de 2005, será responsabilidad de la máxima autoridad de la entidad u organismo correspondiente y de los jefes de cada dependencia de las entidades y organismos, así como de los demás funcionarios de la respectiva entidad." 

Que el modelo Estándar de Control Interno, en adelante MECI, se ha formulado con el propósito de que las entidades del Estado mejoren su desempeño institucional mediante el fortalecimiento de su autocontrol, autorregulación y autogestión, contribuyendo también a este propósito, los procesos de evaluación independiente que deben llevar a cabo las Oficinas de Control Interno, unidades de Auditoria Interna o quien haga sus veces. 

Que la orientación del MECI promueve la adopción de un enfoque de operación basado en procesos, el cual consiste en identificar y gestionar, de manera eficaz, numerosas actividades relacionadas entre si. 

Que para el desarrollo del elemento Modelo de Operación por Procesos, se expidió la Resolución 107 de 2005, "Por medio de la cual se crea el sistema de gestión de la calidad para la Procuraduría General de la Nación". 
Que mediante Resolución 228 de 2006 se "adopta el Modelo Estándar de Control Interno MECI 1000:2005, reglamenta el CONTROL INTERNO en la Procuraduría General de la Nación, y se dictan otras disposiciones". 

Que el artículo 23 de la Resolución 228 de 2006, señala que: "el Componente de Evaluación Independiente, es el conjunto de Elementos de Control, que garantiza el examen autónomo y objetivo del Sistema de Control Interno, la gestión y resultados corporativos de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN por parte de la Oficina de Control Interno. Presenta como características la independencia, la neutralidad y la objetividad de quien la realiza y debe corresponder a un plan y a un conjunto de programas que establecen objetivos específicos de evaluación al control, la gestión, los resultados y el seguimiento a los Planes de Mejoramiento de la Entidad.". 

Que artículo 32 de la Resolución 228 de 2006, señala que: "la Función de Evaluación Independiente. Es el examen autónomo del Sistema de Control Interno y de las acciones llevadas a cabo por la Oficina de Control Interno, será adelantada por personas que no están directamente involucradas en la operación diaria y cotidiana, y cuya neutralidad les permite emitir juicios objetivos sobre los hechos de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN.". 

Que para dar continuidad al proceso de implantación del MECI 1000:2005, es necesario adoptar el Manual de Operación de la Oficina de Control Interno, que incluye la definición de los métodos y procedimientos de trabajo que garantizan la objetividad de la Evaluación Independiente, así como "un conjunto de programas que establecen objetivos específicos de evaluación al control, la gestión, los resultados y el seguimiento a los Planes de Mejoramiento de la Entidad. ", siguiendo lo señalado en el Manual de Implementación del Departamento Administrativo de la Función Pública, en su numeral 3.2 Evaluación Independiente. 

Que es necesario fijar directrices y mecanismos que permitan el mejoramiento continuo del Manual de Operación de Control Interno de la Procuraduría General de la Nación, en armonía con la ley, las reglamentaciones y las políticas y planes institucionales de modernización y racionalización interna; 

Que en mérito de lo expuesto, 

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO. Adoptar el Manual de Operación de la Oficina de Control Interno que incluye las políticas, procedimientos, trámites y métodos de la Oficina de Control Interno de la Procuraduría General de la Nación, el cual se anexa a la presente Resolución y forma parte integral de la misma. 

ARTICULO SEGUNDO. RESPONSABILIDADES: Para la implementación, aplicación, seguimiento, divulgación, actualización y modificación del Manual de Operación de la Oficina de Control Interno de la entidad, se asignan las siguientes funciones: 

a) IMPLEMENTACIÓN, ACTUALIZACIÓN y MODIFICACIÓN: De conformidad con lo previsto en el numeral 7 del artículo 11 del Decreto 262 de 2000, la Oficina de Planeación deberá incorporar el contenido del presente acto administrativo dentro del manual de Procedimientos de la Institución. 

La oficina de Planeación deberá además, en coordinación con la Oficina de Control Interno, mantener actualizado el Manual que se adopta mediante el presente acto administrativo y proyectar para la firma del Viceprocurador General de la Nación, las modificaciones a que haya lugar. Así mismo, la Oficina de Planeación será la encargada de asesorar y asistir el mejoramiento continuo de su contenido, en desarrollo del sistema de gestión de la calidad de la entidad. 

Las actualizaciones y modificaciones a que [halla] allá lugar para el mejoramiento continúo del Manual, deberán ser sometidas a revisión del Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno y serán aprobadas por el Viceprocurador General de la Nación. 

b) DIVULGACIÓN: Los jefes de las Oficinas de Planeación y de Control Interno de la Entidad coordinarán con las instancias pertinentes, las acciones encaminadas a divulgar el contenido del Manual, así como a capacitar en su implementación y aplicación a los servidores públicos de la entidad. Igualmente, verificarán que el Manual sea puesto a disposición de los servidores públicos y usuarios de la entidad, a través de la página Web o de otro medio adecuado para ello. 

El nivel directivo de la entidad, de conformidad con lo establecido en los artículos 4 y 7 el Decreto 264 de 2000, deberá divulgar el contenido el Manual, en la órbita de las dependencias a su cargo. 

El Instituto de Estudios del Ministerio Público apoyará el desarrollo de actividades de capacitación y elaborará las publicaciones que sean necesarias para lograr la difusión del Manual de Operación y la sensibilización de los funcionarios hacia el fortalecimiento de los mecanismos de autocontrol y autogestión, sin detrimento de que estas puedan ser apoyadas por otras instancias y financiadas con otras fuentes de recursos. 

ARTICULO TERCERO. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición y modifica lo dispuesto sobre la materia en las Resoluciones 41 de 2001 y 197 de 2003, en lo ateniente a los procesos y procedimientos de la Oficina de Control Interno. 

Dada en Bogotá, D.C. a los 25 JUNIO 2007 

PUBLÍQUESE,

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 361
(7 DICIEMBRE 2006)

Por medio de la cual se establece un Sistema de Gestión de Control y Calidad Documental para la Procuraduría General de la Nación.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 7 y 41 del artículo 7 del Decreto Ley 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 209 de la Constitución Política de Colombia, "La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley." 

Que el numeral 5 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002, establece como un deber de los servidores públicos el de: "Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o función conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso, e impedir o evitar la sustracción, destrucción, ocultamiento o utilización indebidos".; 

Que el numeral 13 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002, establece .como prohibición a todo servidor público la de: "ocasionar daño o dar lugar a la pérdida de bienes, elementos, expedientes o documentos que hayan llegado a su poder por razón de sus funciones."; 

Que el numeral 7 del artículo 7 de Decreto 262 del 22 de febrero de 2000 establece como función del Procurador General de la Nación, la de: "Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley."; 

Que el numeral 41 del artículo 7 de Decreto 262 del 22 de febrero de 2000 establece como función del Procurador General de la Nación, la de; "Expedir los planes indicativos y de acción de la entidad, así como los manuales de control interno de gestión, de funciones y requisitos específicos y de procedimientos,"; 

Que para garantizar la efectiva aplicación de los principios constitucionales y legales anteriormente mencionados, se hace necesario contar con un sistema de gestión y control documental que posibilite la optimización oportuna y permanente de los procesos y procedimientos al interior de la Procuraduría General de la Nación. 

RESUELVE:
ARTÍCULO 1. Establecimiento de un Sistema de Gestión y control documental. Adóptese un sistema de gestión y control documental, como una herramienta de gestión sistemática y transparente encaminada a permitir, facilitar, verificar y conservar los fondos documentales desde el momento de su generación, utilización y posterior conservación. El sistema está enfocado a garantizar la búsqueda de la documentación de una manera rápida, establecer el control de utilización y evitar el deterioro o pérdida de la información vital para el cumplimiento de los fines misionales y apoyo de la institución. 

ARTÍCULO 2. Responsables. El respectivo Jefe de dependencia y/o oficina será el responsable de velar por la organización, consulta, conservación y custodia del archivo de gestión de su dependencia, sin perjuicio de la responsabilidad señalada en el numeral 5 de la ley 734 de 2002 para todo servidor público. 

ARTÍCULO 3. Consulta de documentos. La consulta de documentos en los archivos de gestión, por parte de otras dependencias de la Procuraduría o de los ciudadanos, deberá efectuarse permitiendo el acceso a los documentos cualquiera que sea su soporte. Si el interesado desea que se le expidan copias o fotocopias, éstas deberán ser autorizadas por el jefe de la respectiva oficina o el funcionario en quien se haya delegado esa facultad y sólo se permitirá cuando la información no tenga carácter de reservado conforme a la Constitución y la Ley. En todo caso se velará por su conservación y se llevará registro de dicha consulta. 

ARTÍCULO 4. Registro. El Archivo Central de la Procuraduría y/o los Archivos Regionales, Provinciales o la dependencia asignada para fines archivísticos, llevarán un registro en el que se consigne la fecha de consulta y/o préstamo, identificación completa del expediente, número total de folios, nombre y cargo de quien consulta o retira el Expediente y/o documento. 

PARÁGRAFO: El expediente o documento será cargado al Procurador, Director o Jefe de la dependencia que solicita el préstamo como a quien lo retira. Todo requerimiento de préstamo debe estar suscrito por los funcionarios intervinientes. La solicitud de préstamo debe especificar la razón o motivo por el cual se requiere el documento o expediente. 

ARTICULO 5. Devolución. El plazo máximo para consulta por otra dependencia será de diez (10) días hábiles. Vencido este plazo, el responsable de la dependencia solicitante del préstamo deberá hacer la devolución; en caso contrario se renovará el préstamo hasta por un periodo no superior al inicial. 

PARÁGRAFO: Vencido el plazo de préstamo, se oficiará al Grupo de Nómina de Entidad, dentro de los cinco (5) primeros días del mes, para que en caso de retiro de funcionarios de la entidad sea requerida su devolución y se dará aviso a la Veeduría para que inicie las, acciones disciplinarias pertinentes y, de ser procedente, se compulsarán las copias para la averiguación penal a que haya lugar. 

ARTÍCULO 6. Deber de cuidado. El jefe de la dependencia solicitante del préstamo, sin perjuicio de quien tenga en su poder la documentación, es el responsable de velar por la integridad física y la conservación de la documentación prestada. 

ARTÍCULO 7. Documentos no reintegrados. Sin perjuicio de las acciones disciplinarias y fiscales, todo documento que sufra daño, deterioro o perdida parcial o total, deberá ser devuelto en las condiciones iniciales de préstamo y deberá ser reconstruido por parte del solicitante conforme a las disposiciones legales. 

ARTÍCULO 8. Deber de ajustarse al formato oficial. Todo trámite de consulta o préstamo de documentación se regirá por el siguiente formato: 

FORMATO PARA LA SOLICITUD DE DOCUMENTOS DE LOS ARCHIVOS DE LA PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN

FECHA: 

NOMBRE DEPENDENCIA SOLICITANTE:

TELEFONO y EXTENSION: 

NOMBRE SOLICITANTE Y CARGO: 

NOMBRE Y CARGO DEL FUNCIONARIO

AUTORIZADO PARA RETIRAR: 

DOCUMENTO (S) SOLICITADO (S):

MOTIVO DE LA CONSULTA:

FIRMA SOLICITANTE: 

c.c. No. 

NOMBRE Y FIRMA DE QUIEN RETIRA EL DOCUMENTO: 

c.c: No. 

ARTÍCULO 9. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga aquellas disposiciones que le sean contrarias. Publíquese en la página web. 

Dada en Bogotá a los 7 DIC. 2006
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador Genera de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 190

(11 JUL 2006)

Por medio de la cual se reglamenta el Sistema de Gestión de la Calidad en la Procuraduría General de la Nación y se dictan otras disposiciones.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las conferidas en el artículo 7 del Decreto 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que es función del Procurador General de la Nación "expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para el desarrollo de las funciones atribuidas por la Ley", tal como establece el Artículo 7 Numeral 7 del Decreto 262 de 2000. 

Que por medio de la Resolución número 107 de 19 de abril de 2005 se crea el Sistema de Gestión de la Calidad para la Procuraduría General de la Nación. 

Que por medio del Decreto número 1599 de 2005 se adopta el Modelo Estándar de Control Interno (MECI 1000:2005) para el Estado colombiano, el cual presenta aspectos complementarios del Sistema de Gestión de la Calidad. 

Que el componente de Direccionamiento Estratégico del MECI exige implementar un modelo de operación por procesos, el cual se puede estructurar a través del Sistema de Gestión de la Calidad. 

En merito de lo expuesto, 

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO, Establecer como máxima instancia del Sistema de Gestión de la Calidad (SGC) al Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno el cual fue creado por resolución 121 de 2001. 

ARTICULO SEGUNDO. Asignar las siguientes funciones al Comité de Control Interno, las cuales se encuentran relacionadas con la dirección del Sistema de Gestión de Calidad (SGC): 

1.
Aprobar la Política y los Objetivos de Calidad de la Entidad y revisarlos periódicamente para garantizar su continua adecuación. 

2.
Servir de instancia de revisión y aprobación de la documentación y propuestas de mejora presentadas por el Representante de la Dirección para el SGC. 

3.
Gestionar el suministro de los recursos y mecanismos de comunicación necesarios para que cumpla con las actividades de implementación, mantenimiento y mejoramiento del SGC. 

4.
Realizar periódicamente la revisión del funcionamiento del SGC, según el procedimiento que se establezca para tal efecto. 
5.
Las demás que le asigne el Señor Viceprocurador y que correspondan al desarrollo del SGC.

ARTÍCULO TERCERO. Designar como representante de la dirección para el SGC al Jefe de la Oficina de Planeación, quien tendrá como funciones las siguientes: 

1. Coordinar la implementación, desarrollo y mejora continua del SGC en la Procuraduría General de la Nación. 

2. Informar al Comité de Control Interno sobre el desempeño del SGC. 

3. Presentar las propuestas de mejoramiento del SGC al Comité de Control Interno para su aprobación. 

4. Promover el compromiso de los servidores para cumplir con los requisitos del usuario interno y externo. 

5. Representar a la entidad en asuntos relacionados con la calidad, ante organismos externos. 

6. Designar a los servidores públicos que conforman el Equipo Técnico de Calidad. 

7. Las demás que le asigne el Señor Viceprocurador y que correspondan al desarrollo del SGC. 

ARTÍCULO CUARTO. Conformar el Equipo Técnico de Calidad de la Procuraduría General de la Nación, como órgano de análisis y apoyo de las actividades tendientes a la implantación, desarrollo y mantenimiento del SGC al interior de la Entidad. El Equipo Técnico estará integrado por un número no mayor a 7 funcionarios, quienes serán designados previa convocatoria y deberán cumplir con el perfil establecido por el Representante de la Dirección para el SGC. 

ARTÍCULO QUINTO. Establecer como funciones del Equipo Técnico de Calidad las siguientes: 

1.
Implementar, ejecutar y mantener los procesos y procedimientos necesarios para el Sistema de Gestión de Calidad. 

2.
Analizar y conceptuar sobre las solicitudes de mejoramiento del SGC, presentarlas al Representante de la Dirección y apoyar su ejecución. 

3.
Buscar el mejoramiento continuo del SGC a través de actividades, talleres y herramientas metodológicas que permitan que el servidor sea consciente de la importancia de satisfacer las necesidades/requerimientos de los usuarios internos y externos. 

4.
Implementar mecanismos adecuados de seguimiento y medición de los procesos, así como promover las acciones preventivas y correctivas necesarias para garantizar el funcionamiento del SGC. 

5.
Las demás funciones que le asigne el Comité de Control Interno y correspondan al desarrollo del SGC. 

ARTÍCULO SEXTO. El Equipo Técnico de Calidad se reunirá con la periodicidad que establezca el Representante de la Dirección. A éstas reuniones podrán ser invitados los servidores públicos que se consideren necesarios para el análisis de los temas que así lo ameriten. De las reuniones de! Equipo técnico de Calidad se levantará un acta, la cual será elaborada por un funcionario de la Oficina de Planeación. 

ARTICULO OCTAVO. Todos los servidores públicos de la Procuraduría General de la Nación, están obligados a prestar su apoyo al Representante de la Dirección para el SGC y al Equipo Técnico de Calidad, en todo lo que éstos demanden de ellos, y que tenga relación directa con la implementación y mantenimiento del SGC en la Entidad. 

ARTICULO NOVENO. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación, 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

Dada en Bogotá D.C., a los 11 JUL. 2006 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

CIRCULAR N.° 40

DE:
DESPACHO DEL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 

PARA:
VICEPROCURADOR GENERAL 

PROCURADORES DELEGADOS 

PROCURADORES REGIONALES 

PROCURADORES PROVINCIALES 

PROCURADORES DISTRITALES 

PROCURADORES JUDICIALES 

DIRECTORES 

SECRETARIA GENERAL VEEDURÍA 

JEFES DE OFICINA 

JEFES DE DIVISIÓN 

COORDINADORES DE GRUPO 

SERVIDORES DE LA PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN 

Fecha: 
10 de Julio de 2006 

ASUNTO: 
POLÍTICA Y OBJETIVOS DE CALIDAD 

A partir de la presente circular se da a conocer la Política y los Objetivos de Calidad que han sido desarrollados de acuerdo con los lineamientos de la NTCGP 1000:2004 para el Sistema de Gestión de la Calidad de la Procuraduría General de la Nación. 

La Política de Calidad es nuestro compromiso con la calidad que ofrecemos a nuestros usuarios y nos permite establecer el marco de referencia para revisar los objetivos de calidad. 

POLÍTICA DE CALIDAD DE LA PGN 

"En la PGN tenemos como política de calidad satisfacer las necesidades de nuestros usuarios conforme al ordenamiento jurídico, mediante la prestación de servicios disciplinarios, preventivos y de intervención los cuales serán mejorados a través de la revisión y adecuación continua de los procesos y procedimientos, para hacerlos cada vez más confiables, transparentes, eficaces, oportunos, pertinentes y justos". 

Los Objetivos de la Calidad son los temas específicos en los que esperamos mejorar, son coherentes con la Política de la Calidad y están alineados con los Objetivos Estratégicos de la Entidad 

OBJETIVOS DE LA CALIDAD EN LA PGN 

1. Fomentar en los funcionarios la cultura de servicio tanto a usuarios internos como externos. 

2. Mejorar los tiempos de respuesta y trámite de los procesos al interior de la entidad. 

3. Alcanzar niveles adecuados de satisfacción de los usuarios con respecto a los servicios ofrecidos. 
4. Establecer un esquema de medición para realizar un seguimiento y control. 

5. Fomentar la sinergia inter dependencias mediante el enfoque de procesos, para garantizar el uso eficiente de los recursos y la toma adecuada de decisiones. 

6. Buscar la mejora continua de los procesos y procedimientos. 

Ambos, la Política y los Objetivos de la Calidad, determinan hacia dónde la Entidad debe enfocar sus esfuerzos en términos de satisfacción de los usuarios; por eso todos los funcionarios de la Procuraduría General de la Nación, deben conocerlos y aplicarlos en su trabajo diario. 

La Política y los Objetivos de Calidad serán publicados para su consulta en la página WEB de la Entidad en el Link Info Institucional. 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN
Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN Nº 107

(19 ABRIL DE 2005)

Por medio de la cual se crea al Sistema de Gestión de la Calidad para la Procuraduría General de la Nación.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 7 y 41 del articulo 7º del Decreto Ley 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que es función del Procurador General de la Nación, “Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley” y “Expedir los planes indicativos y de acción de la entidad, así como los manuales de control interno de gestión, de funciones y requisitos específicos y de procedimientos”.

Que de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 209 de la Constitución Política de Colombia, “La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley.”

Que para poder garantizar la efectiva aplicación de los principios constitucionales anteriormente mencionados, se hace necesario contar con un Sistema de Gestión de la Calidad que haga posible la optimización oportuna y continuada de los procesos y procedimientos al interior de la Procuraduría General de la Nación y la utilización racional de los recursos humanos, materiales y financieros con que cuenta la entidad, a fin de poder garantizar el cumplimiento satisfactorio de las tareas misionales a cargo de la entidad.

Que en ese orden de ideas, se debe determinar y desarrollar un sistema de gestión de la calidad, moderno, ágil, actual y confiable, que permita adaptar los procesos y procedimientos institucionales a las exigencias de la constitución y de la ley y a las expectativas de la comunidad.

RESUELVE:

ARTÍCULO 1°. Creación del Sistema de Gestión de la Calidad. Créase el Sistema de Gestión de la Calidad en la Procuraduría General de la Nación, como una herramienta de gestión sistemática y transparente encaminada a permitir y facilitar la dirección y la evaluación del desempeño de la Entidad, en términos de calidad y satisfacción en la prestación de los servicios y el desarrollo de las actividades que constitucional y legalmente le competen. El Sistema de Gestión de la Calidad adoptado en la Procuraduría General de la Nación está enfocado hacia los diferentes procesos y procedimientos establecidos por la Entidad, y apunta a la satisfacción plena de las expectativas y necesidades de los usuarios. 

ARTICULO 2º Obligación. El Sistema de Gestión de la Calidad a que se refiere la presente resolución se desarrollará y pondrá en funcionamiento en forma obligatoria en toda la Procuraduría General de la Nación. 

ARTICULO 3º Autoridad. La Oficina de Planeación tendrá la responsabilidad de desarrollar, aplicar, mantener, revisar y perfeccionar el Sistema de Gestión de la Calidad que se establezca en la Entidad. 

ARTICULO 4º Características del Sistema. El Sistema se desarrollará en forma integral, confiable y oportuna en todas las dependencias del nivel central, regional y provincial de la Procuraduría General de la Nación y será de obligatorio cumplimiento por parte de todos los funcionarios de la Entidad, a efectos de garantizar la satisfacción de las necesidades de los usuarios y la excelencia en los servicios a cargo de la entidad. 

Parágrafo. Se aplicarán las normas técnicas que para el efecto sean aprobadas por la autoridad competente para la Procuraduría General de la Nación en concordancia con los parámetros legales existentes y los estándares internacionales, sobre las que se efectuará capacitación a todos los servidores de la Entidad.

ARTICULO 5º Complementario. El Sistema de la Gestión de la Calidad será complementario del Sistema de Control Interno en cada uno de sus componentes definidos por la Ley.

ARTICULO 6º Implementación. Para dar cumplimiento a la presente resolución, la Procuraduría General de la Nación deberá como mínimo:

a) Tipificar el perfil de los usuarios o destinatarios de los servicios que presta la Procuraduría General de la Nación en cumplimiento de sus misiones institucionales, así como también el perfil los proveedores potenciales de los insumos, bienes y servicios que requiere la entidad para su funcionamiento. 

b) Obtener información de los usuarios, destinatarios o beneficiarios acerca de las necesidades y expectativas, problemas e inconformidades relacionados con las prestaciones de los servicios y el cumplimiento de las funciones asignadas.

c) Identificar y priorizar los procesos misionales o estratégicos de la entidad y evaluar de manera continua su funcionamiento y desarrollo en aras de establecer los ajustes, correctivos o modificaciones que deban adoptarse en aras de garantizar la eficiencia, la eficacia, la celeridad y la economía de los mismos.

d) Determinar los criterios y métodos necesarios para la medición de los resultados de la gestión a cargo de cada una de las dependencias y áreas misionales de la Procuraduría General de la Nación y desarrollar los mecanismos e instrumentos que permitan medir en forma continua los resultados de las acciones adelantadas por la entidad. 

e) Identificar y evaluar, con la activa participación de los servidores públicos vinculados a la Procuraduría General de la Nación, aquellos factores externos y los riesgos de mayor ocurrencia que puedan llegar a incidir de manera negativa en los resultados de la gestión de la Procuraduría General de la Nación y proponer la adopción de ajustes y correctivos que se estimen necesarios.

f) Documentar y describir de forma clara, completa y operativa todos los procesos y procedimientos que se llevan cabo en la entidad, incluyendo todos los puntos tanto de gestión como de control, lo cual involucra, entre otros, la elaboración de organigramas, flujogramas, funciogramas, indicadores de gestión y demás instrumentos que se estimen necesarios para la adecuada organización de los servicios, la medición de la calidad de los mismos, la identificación de los niveles de satisfacción ciudadana y la reducción de los tiempos de respuesta.

g) Realizar el seguimiento, el análisis y la medición de los procesos misionales y de apoyo. 

h) Implantar las acciones necesarias para alcanzar los resultados planificados, de acuerdo con la Resolución 176 del 15 de diciembre de 2000 “por medio de la cual se establecen las directrices y mecanismos para el mejoramiento continuo de los procedimientos de la Procuraduría General de la Nación”, o las normas que la modifiquen. 

ARTICULO 7º El Sistema de Gestión de la Calidad se fundamentará en el diseño de Indicadores que permitan medir variables de eficiencia, eficacia y efectividad; así como el seguimiento por parte del ciudadano, para lo cual tendrán la divulgación y difusión que sean necesarias.

ARTICULO 8º Funcionamiento. El Sistema de Gestión de la Calidad debe permitir además:

a) Detectar y corregir oportunamente las desviaciones de los procesos y procedimientos.

b) Controlar los procesos para evitar la duplicidad de las funciones, las peticiones por incumplimiento de las quejas, reclamos, denuncias y demandas.

c) Registrar de forma ordenada y precisa las estadísticas de las desviaciones detectadas y las acciones correctivas adoptadas.

d) Asegurar los procedimientos, metodologías y requisitos a los exigidos por normas técnicas internacionales sobre la gestión de la Calidad. 

PARÁGRAFO: En ningún caso la resolución que expida el Sistema de Gestión de la Calidad podrá alterar ni desarrollará temas relativos a la estructura y funciones de la Procuraduría General de la Nación.

ARTICULO 9º Certificación de Calidad.: Una vez implantado el Sistema de Gestión de la Calidad y cuando se considere pertinente, la Procuraduría General de la Nación podrá certificar su Sistema de Gestión de la Calidad con base en la Norma Técnica Colombiana, expedidas para la Entidad por el organismo nacional para la normalización técnica de conformidad con el Decreto 2269 de 1963 que regula la materia.

ARTICULO 10º Apoyo: Durante el desarrollo del Sistema de que trata la presente resolución, la Procuraduría General de la Nación, de manera preferente, celebrará convenios interadministrativos con otras entidades públicas y excepcionalmente podrá contratar a personas naturales o jurídicas del sector privado, para efectos de obtener asesoría, capacitación y acompañamiento en el proceso de implantación y certificación de la calidad cuando las conveniencias institucionales lo aconsejen.

ARTICULO 11º Divulgación y capacitación. Las tareas de divulgación y capacitación relacionadas con el Sistema de Gestión de la Calidad, estarán a cargo del Instituto de Estudios del Ministerio Público y de la Oficina de Planeación de la entidad, quienes de manera mancomunada realizarán los cursos, seminarios y demás actividades a que haya lugar, en torno al tema de la gestión de la calidad y el mejoramiento continuo de la Procuraduría General de la Nación.

ARTICULO 12º Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga todas aquellas disposiciones internas que le sean contrarias, 

Dada en Bogotá, D.C. a los 19 ABRIL DE 2005 

 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 136

(4 MAYO 2005)

“Por medio de la cuál se deroga la Resolución número 379 del 27 de octubre de 2000 y se adopta la Política Ambiental para la Procuraduría General de la Nación"

El PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las conferidas en el numeral 7 del artículo 7 del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000 e inciso 2 del artículo 1º y artículo 5º de la Ley 87 de 1993 y,

CONSIDERANDO

Que la Constitución Política de Colombia consagra en el artículo 79 el derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano y en el artículo 80, en concordancia a con la Declaración de Río sobre medio ambiente y desarrollo, la obligación del Estado de planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible. 

Que en el numeral cuarto del artículo 277 de la Constitución Política se establece la obligación del Procurador General de la Nación por sí o por medio de sus delegados y agentes, de defender los derechos colectivos, en especial el ambiente. 

Que el inciso 2º del artículo 1º de la Ley 87 de 1993, prevé que el ejercicio del Control Interno debe consultar los principios de igualdad, moralidad, eficiencia, economía, celeridad, imparcialidad y valoración de costos ambientales. 

Que mediante la Resolución 0156 del 6 de octubre de 1998, por la cual se adopta y reglamenta el Control Interno en la Procuraduría General de la Nación, en su artículo segundo establece como principio "la valoración de costos ambientales" en aquellas actuaciones y operaciones que puedan afectar el medio ambiente 

Que con el establecimiento de una Política Ambiental al interior de la entidad se pretende minimizar los costos e impactos ambientales, aportar en la consecución del desarrollo sostenible y en la protección del derecho a gozar de un medio ambiente adecuado. 

Que la Procuraduría General de la Nación es consciente de la importancia de preservar el medio ambiente como escenario vital del desarrollo del individuo, a través de la implementación de un Sistema de Gestión Ambiental, enmarcado dentro de la normatividad vigente. 

Que a través del compromiso interno de responsabilidad ética en el manejo de los recursos se espera que la entidad sea ejemplo de gestión estatal ecoeficiente. 

 

Que corresponde al Procurador General de la Nación mediante resolución adoptar la política en materia ambiental que regirá en la Entidad. 

Que a través de Resolución No 379 de octubre 27 de 2000 se adoptó como política ambiental, la reducción de los costos en materia de papel, agua potable, energía eléctrica y combustible. 

Que en el año 2004 se realizó un estudio para evaluar los resultados de la implementación de la política ambiental adoptada en el año 2002, evidenciando la necesidad de replantearla en el sentido de incluir la prevención, mitigación y corrección de los impactos negativos al ambiente en todos los procesos desarrollados en la Entidad. 

Que en consecuencia se hace necesario establecer una nueva política ambiental. 

RESUELVE:

ARTICULO 1º Derogar la Resolución No 379 de octubre 27 de 2000, de conformidad con la parte motiva de esta Resolución. 

ARTÍCULO 2º Adoptar como política ambiental de la Procuraduría General de la Nación, el desarrollo de los siguientes comportamientos ambientales responsables, en el ejercicio de sus funciones: 

 Prevenir, mitigar y corregir los impactos negativos en el ambiente, aplicando el mejoramiento continuo en sus procesos. 

 Gestionar el uso racional y eficaz de los recursos, así como reducir la contaminación generada en el desarrollo de sus actividades y servicios. 

ARTICULO 3º Corresponderá al Subcomité Ambiental del Comité de Ética, diseñar una estructura operativa que implemente a través de un sistema de gestión, la Política Ambiental al interior de la entidad, coordinar la ejecución de las actividades tendientes a su desarrollo, que garanticen la implementación y sostenibilidad del sistema a través de la comunicación, formación y sensibilización de los funcionarios. 

ARTICULO 3º La presente resolución rige a partir de su firma, y deberá ser publicada en la página Web de la Procuraduría General de la Nación. 

Dada en Bogotá, D.C., a los - 4 MAYO 2005 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

42. Expedir los planes de incentivos no pecuniarios para los servidores de la entidad. 

43. Establecer mecanismos que permitan que los empleados evalúen la gestión integral de su respectiva dependencia. 

44. Establecer mecanismos que permitan realizar evaluaciones periódicas de actualización de conocimientos y sobre el desempeño laboral de los funcionarios de libre nombramiento y remoción, cuando lo considere necesario para garantizar la eficiencia en la prestación del servicio público de la entidad. 

Jurisprudencia: El numeral 44 de este artículo fue declarado condicionalmente exequible por la Corte constitucional en sentencia C-429/01, "bajo el entendimiento de que tales evaluaciones no impiden el ejercicio por parte del Procurador de la potestad discrecional de libre nombramiento y remoción, respecto de los empleos que pertenezcan a esta categoría; y que los aspectos allí señalados no son los únicos supuestos de evaluación o aspectos a evaluar".

EMPLEADOS DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN - Evaluaciones periódicas por parte del Procurador

6. Numeral 44 del artículo 7 del decreto 262 de 2000

(…)
Considera el demandante que este precepto viola el artículo 29 del Estatuto Superior, pues al tacharse la idoneidad profesional y el rendimiento laboral de esta clase de funcionarios, se imparte un juicio negativo de valor que en el fondo encubre una sanción, la cual no podría aceptarse si legalmente no existen los medios para impugnarla. 

Para la Corte el actor parte de un presupuesto equivocado al sostener que el artículo 44 antes transcrito, consagra una sanción. De la simple lectura de tal precepto se deduce sin dificultad, que ello no es así. 

El establecimiento por parte del Procurador de "mecanismos" para realizar evaluaciones periódicas de actualización de conocimientos y desempeño laboral de los empleados de libre nombramiento y remoción de la Procuraduría, "cuando lo considere necesario", con un fin que en sentir de la Corte es plausible: garantizar la eficiencia en la prestación del servicio público de la entidad, no viola la Constitución y, mucho menos, el debido proceso, pues esta labor no significa que en desarrollo de esa tarea se deba abrir un proceso disciplinario destinado a sancionar al empleado desactualizado en sus conocimientos. 

La evaluación de los empleados a que alude la norma acusada, que son los de más alto rango en la Procuraduría, respecto de su desempeño y conocimientos, es una medida que busca hacer efectivo uno de los derechos de los trabajadores, cual es su estabilidad, así ésta para aquellos haya sido calificada como precaria o flexible. Que del resultado de la misma el Procurador pueda tomar determinaciones que impliquen inclusive la separación del cargo del funcionario mal evaluado o desactualizado, es un efecto que la norma no consagra, pero si ello llegara a suceder el retiro del empleado de libre nombramiento y remoción tendría una justificación objetiva o razón suficiente cual es su mal desempeño; sin embargo, esta circunstancia, se repite, no se deriva del texto acusado. 

Aún más, así no existiera la disposición acusada bien puede el Procurador evaluar a los empleados de libre nombramiento y remoción y tomar respecto de ellos las determinaciones que considere más apropiadas para lograr la eficiente prestación de la función que a ese organismo de control se le ha encomendado. 

Contrario a lo que piensa el demandante, el numeral demandado contiene un instrumento eficaz para evitar la arbitrariedad de las autoridades, en este caso, del Procurador General de la Nación en el ejercicio de la facultad discrecional de separar y remover "libremente" del cargo a empleados de esa categoría, cuya estabilidad, se repite, es flexible, puesto que el resultado de la evaluación sería la prueba idónea para demostrar el acierto o la posible extralimitación del citado funcionario en el uso de dicha potestad. 

La norma acusada no se opone a la facultad de libre nombramiento y remoción que puede ejercer el Procurador cuando lo considere necesario, ni significa tampoco que dicho funcionario deba obligatoriamente evaluar a los empleados de esa índole para poder ejercer tal potestad, de tal manera que puede removerlos aun cuando no los haya evaluado previamente. 

Que una facultad sea discrecional no significa que esté exenta de cumplir los principios y reglas establecidas en la Constitución ni los fines esenciales del Estado, lo cual excluye de plano la arbitrariedad. No se olvide que en el Estado de derecho las competencias son regladas y, por tanto, las facultades discrecionales son excepcionales y restringidas. De manera que el ejercicio de ellas debe dirigirse a obtener una mejor calidad y la eficiente prestación de la función pública asignada, como la norma acusada expresamente lo señala. 

Por otra parte, hay que agregar que los supuestos de evaluación consagrados en la disposición demandada no son los únicos que deben ser objeto de ella, ni los únicos aspectos a evaluar, sino también todos aquellos otros que permitan calificar al personal de libre nombramiento y remoción para determinar su idoneidad, probidad y ejercicio eficiente de las funciones que les compete cumplir. 

En criterio de la Corte el objetivo buscado por el legislador al expedir la norma acusada es que la función de control asignada a la Procuraduría sea ejercida por personas que tengan la cualificación necesaria desde el punto de vista intelectual y ético para desempeñarla conforme lo ordena la Constitución, esto es, con transparencia, moralidad, eficiencia, celeridad y respeto de los demás principios que rigen la justicia disciplinaria y la función pública en general. 

En razón de lo anotado, la Corte declarará exequible el numeral acusado, bajo el entendimiento de que tales evaluaciones no impiden el ejercicio por parte del Procurador de la potestad discrecional de libre nombramiento y remoción de los empleos que pertenezcan a esta categoría; y que los aspectos allí señalados no son los únicos supuestos de evaluación o aspectos a evaluar. 

45. Ejercer la suprema dirección y administración del sistema de carrera de la entidad, en desarrollo de lo cual deberá: 

a) Definir las políticas para la elaboración y aplicación de las pruebas que se utilizarán en los concursos y determinar los parámetros para su calificación. 

b) Adoptar los instrumentos necesarios para el cumplimiento de los fines de cada una de las etapas del proceso de selección. 

RESOLUCIÓN N.° 031

(5 FEBRERO 2007)

Por medio de la cual se crean dos grupos para desarrollar e implementar el modelo de evaluación y diseño de administración de cargos, manual de funciones, banco de perfiles y calificación de servicios, teniendo como insumo los productos objeto del Contrato No. 046 de 2005 suscrito por la Procuraduría General de la Nación y el Colegio Mayor Nuestra Señora del Rosario Proyecto BID.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de las facultades legalmente conferidas en el artículo 7, numerales

7 y 45, del Decreto Ley 262 de 2000, y

CONSIDERANDO

Que mediante Contrato de Consultoría No. 046 de 04 de Octubre de 2005, suscrito entre la Procuraduría General de la Nación y el Colegio Mayor Nuestra Señora del Rosario, este entregó los productos consistentes en la evaluación y diseño de la administración de cargos, manual de funciones, banco de perfiles, calificación de servicios y la metodología integral para desarrollar las actividades previstas en el objeto del contrato, entre otros producto que hacían parte del contrato. 

Que es necesario una visión integral y un enfoque sistémico para adelantar el proceso de implementación y desarrollo de dichos temas, al igual que el complemento de trabajo en equipo para capitalizar las iniciativas, los esfuerzos y el conocimiento en estos temas, para lo cual se conformarán dos grupos de trabajo que deberán tener como insumo principal y básico los productos entregados por el Colegio Mayor Nuestra Señora del Rosario para que realicen esta tarea dentro del proceso de fortalecimiento institucional en los aspectos estratégico, operativo y tecnológico y en especial en lo relativo al tema de gestión humana. 

Los grupos a conformar serán uno Directivo y otro Operativo a quienes se les asignaran sus respectivas funciones y responsabilidades. 

En merito de lo expuesto, 

RESUELVE

PRIMERO: Crear el grupo Directivo para la implementación y desarrollo del sistema de administración de cargos de la entidad, banco de perfiles, manual de funciones y calificación de servicios, el que estará integrado por los titulares de las siguientes dependencias: Secretaría General, quien lo presidirá, el jefe de la División de Gestión Humana, jefe de la Oficina de Selección y Carrera y jefe de la Oficina de Planeación y quienes tendrán las siguientes funciones y responsabilidades: 

-Impartir las directrices para el desarrollo e implementación de la administración de cargos, banco de perfiles, manual de funciones y calificación de servicios de los cargos de la Procuraduría General de la Nación. 
-Coordinar, revisar y aprobar los cronogramas de trabajo del grupo operativo. 

-Hacer seguimiento y evaluación permanente a los avances del grupo operativo frente a los temas a desarrollar. 

-Aprobar y proponer al Procurador General de la Nación los recursos físicos, técnicos y humanos necesarios para el desarrollo de los temas. 

-Reunirse quincenalmente para establecer y controlar las metas, procedimientos, tiempos y demás circunstancias requeridas para el logro de dicha tarea. 

-Aprobar los documentos y productos generados por el grupo operativo. 

-Nombrar por cada dependencia u oficina que participe en este plan de trabajo dos profesionales conocedores del tema, que los represente y con los que se conformara el grupo operativo. 

-Presentar mínimo cada seis meses informe al Procurador General sobre los avances y desarrollo de las actividades del grupo de trabajo operativo y directivo. 

-Recibir, analizar los informes periódicos del grupo operativo sobre los avances en los temas objeto de trabajo y aprobarlos o improbarlos, haciendo las recomendaciones correspondientes. 

SEGUNDO: Crear el grupo operativo que estará conformado por dos profesionales de cada dependencia de las que integra el grupo directivo, nombrados por sus jefes o titulares y con el perfil y conocimiento del tema a desarrollar. 

-Elaborar el plan de trabajo o cronograma de actividades para la implementación y desarrollo del sistema de administración de cargos de la entidad, el manual de funciones, el banco de perfiles y el modelo de calificación de servicios teniendo como insumo principal los productos entregados en el desarrollo del contrato No. 046 entre el Colegio Mayor Nuestra Señora del Rosario y la Procuraduría. 

-Presentar dentro del término de tres meses contados a partir de la fecha de la primera reunión del grupo directivo y del grupo operativo, el cronograma de actividades y el tiempo que durará la implementación de los temas antes señalados. 

-Recopilar, analizar y procesar la información necesaria y relacionada con los temas objeto de implementación y desarrollo y presentarla al grupo directivo para su discusión y aprobación. 

-Estudiar, evaluar y proponer al grupo directivo si lo consideran necesario, la aplicación o adopción de la totalidad o parte de los productos entregados mediante Contrato No. 046 antes referido, o con los ajustes necesarios para la adopción por parte de la Procuraduría. 

-Realizar reuniones de trabajo de manera permanente, para retroalimentar el grupo y para presentar los informes requeridos por parte del grupo directivo. ". 

-Llevar a cabo los cambios y recomendaciones señaladas por el grupo directivo con el objeto de optimizar, desarrollar e implementar los productos entregados por el Colegio Mayor Nuestra Señora del Rosario- Proyecto BID. 

TERCERO: Los grupos directivo y operativo tendrán las funciones y obligaciones señaladas en la parte motiva de esta resolución. 

CUARTO: Señalar como término provisional para el cumplimiento de dicha implementación dos años, tiempo que podrá ser prorrogado, de acuerdo a los informes presentados y a solicitud del grupo directivo. 

COMUNÍQUESE y CÚMPLASE

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

c) Designar a las personas que integrarán el jurado encargado de elaborar y calificar las pruebas de pregunta abierta y la entrevista y de resolver las reclamaciones relacionadas con estas pruebas. 

d) Definir las condiciones de las convocatorias para los concursos de méritos y suscribirlas. 

e) Excluir de la lista de elegibles, a solicitud de la Comisión de Carrera de la Procuraduría General, a las personas que hubieren sido incluidas en ella, cuando se demuestre la existencia de irregularidades en el proceso de inclusión en la lista. 

f) Declarar desiertos los concursos, cuando se presenten las causales establecidas en este decreto. 

g) Revocar, a solicitud de la Comisión de Carrera de la Procuraduría General, los nombramientos efectuados, cuando se demuestre la existencia de irregularidades en el proceso de selección. 

h) Fijar las políticas sobre estudios e investigaciones en asuntos relacionados con la administración de la carrera. 

46. Aprobar el reglamento interno del Instituto de Estudios del Ministerio Público. 

47. Ejercer la ordenación del gasto de la Procuraduría General de la Nación, con sujeción a las disposiciones consagradas en la Ley Orgánica del Presupuesto General de la Nación y a las normas reglamentarias. 

48. Presentar a consideración del Gobierno Nacional el anteproyecto de presupuesto de la Procuraduría General de la Nación. 

49. Administrar los bienes y recursos destinados al funcionamiento de la Procuraduría General. 

RESOLUCIÓN N.° 256

(15 SEPTIEMBRE 2006)

Por medio de la cual se adopta el Plan de Manejo de los Riesgos Institucionales

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 7 y 49 del artículo 7° del Decreto Ley 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que la Constitución Política de Colombia en el artículo 209, establece que la administración pública en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la Ley, 

Que la Ley 87 de 1993 establece como objetivos del Sistema de Control Interno, proteger los recursos de la organización buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten, así como definir y aplicar medidas para prevenirlos, y detectar y corregir las desviaciones que se presenten y que puedan afectar el logro de los objetivos institucionales. 

Que así mismo, el Decreto 1537 de 2001 en su artículo 4°, señala que la Administración del Riesgo es parte integral del fortalecimiento de los sistemas de control interno en las entidades públicas; y que en ese orden de ideas, las autoridades establecerán y aplicarán políticas de administración de los riesgos. 

Que la Administración de Riesgos es uno de los componentes del Modelo Estándar de Control Interno para el Estado Colombiano MECI 1000:2005, adoptado mediante Decreto 1599 de 2005. 

Que para dar continuidad al proceso de administración del riesgo, se hace necesario definir criterios orientadores respecto al tratamiento de los riesgos identificados, a fin de mitigar sus efectos en la entidad. 

Que de conformidad con lo expuesto en el artículo 7° numeral 7°. del Decreto 262 de 2000, es función del Procurador General de la Nación, Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley" y "Administrar los bienes y recursos destinados al funcionamiento de la Procuraduría General'. 

Que en mérito de lo expuesto, 

RESUELVE:

ARTICULO 1.- Adoptar el Plan de Manejo de los Riesgos de la Procuraduría General de la Nación, el cual hace parte integral de la presente Resolución, como una herramienta de Gestión que permita identificar las opciones de respuesta a los riesgos a los cuales está expuesta, según las opciones técnicas posibles, a fin de evitarlos, prevenirlos, reducirlos, compartirlos o aceptarlos. 

ARTICULO 2. - Para la administración del riesgo a nivel institucional se establecen las siguientes obligaciones: 

a) El nivel directivo, con el apoyo de la Oficina de Planeación, establecerá las políticas para el manejo de todos aquellos eventos que puedan afectar negativamente el logro de los objetivos y metas institucionales. 

b) Los Procuradores Delegados, Auxiliares, Regionales, Provinciales y Judiciales, el Secretario General y los Jefes de Oficina y de División, serán responsables de mantener actualizados los Mapas de Riesgos de sus dependencias, y de implementar las técnicas, procedimientos y controles para garantizar que la respuesta a los riesgos identificados se lleven a cabo adecuada y oportunamente; actividades que deben ser plasmadas en sus planes operativos anuales -POAS- . 

c) La Oficina de Planeación, será la encargada de diseñar, administrar y mantener actualizado el Plan de Contingencias Logísticas, en el cual se señalan las políticas institucionales referidas a la administración del riesgo, así como las medidas específicas para actuar frente a aquellos riesgos residuales no asegurables, identificados por las dependencias, descritos, analizados y calificados en el Mapa de Riesgos institucional. 

d) La Oficina de Control Interno, hará seguimiento a las acciones que se desarrollen para una efectiva administración del riesgo y realizará el monitoreo al Plan de Contingencias Logísticas, a fin de sugerir los correctivos y ajustes necesarios para asegurar que el manejo del riesgo residual se esté llevando a cabo de manera eficaz. 

e) Los servidores, aplicarán los lineamientos establecidos para la administración del riesgo y participarán activamente para la aprehensión de las nuevas prácticas propuestas, que exigen valores y principios éticos, el ejercicio del auto-control y la auto-evaluación, calidad en la información generada y compartida, decisiones oportunas y eficaces, así como la racionalidad en la utilización de los recursos institucionales. 

ARTICULO 3.- El Instituto de Estudios del Ministerio Público incluirá en sus planes de capacitación anual, Seminarios, Diplomados, Cursos y Talleres relacionados con el Sistema de Control Interno y administración del riesgo, para que el talento humano de la Entidad pueda actualizarse en estas practicas modernas, a fin de que sean aplicadas en el desarrollo de sus funciones; así mismo, realizará las publicaciones que sean necesarias para lograr la interiorización y sensibilización del tema a nivel institucional. 

ARTICULO 4. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación. 

Dada en Bogotá, D.C. a los 15 SEPTIEMBRE 2006

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

50. Recibir, o autorizar a los procuradores territoriales para recibir donaciones o aceptar bienes en comodato para el cumplimiento de los fines de la Procuraduría General de la Nación. 

51. Expedir el reglamento de seguridad y protección de los servidores y ex servidores de la Procuraduría General de la Nación. 

52. Suscribir los actos y contratos que se requieran para el funcionamiento de la entidad. 

53. Fijar los parámetros de las campañas institucionales necesarias para el cumplimiento de las funciones de la Procuraduría General de la Nación que podrán ser divulgadas en los medios de comunicación. 

54. Conceder comisiones a los servidores de la entidad. 

55. Conceder permisos al Viceprocurador, a los procuradores delegados, a los procuradores auxiliares, a los directores, a los procuradores regionales, a los procuradores distritales y a los servidores de su dependencia. 

56. Conceder licencias no remuneradas a los servidores de la entidad para adelantar estudios. 

57. Dar posesión al Viceprocurador General, a los Procuradores Delegados, a los Procuradores Auxiliares, a los Directores y al Secretario General. 

58. Las demás que le señalen la Constitución y la ley. 

RESOLUCIÓN Nº 116

(17 FEB. 2003)

Por medio de la cual se fija el valor unitario de las fotocopias que expide la

Procuraduría General de la Nación"
EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
en ejercicio de las atribuciones conferidas en los numerales 7°, y 58 del artículo 7° del Decreto 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 17 de la Ley 57 de 1985, mediante el cual se subrogó el artículo 24 del Código Contencioso Administrativo, establece que la expedición de fotocopias por parte de las entidades públicas dará lugar al pago de las mismas cuando la cantidad lo justifique.

Que en ese orden de ideas se hace necesario fijar el valor unitario de las fotocopias que en cumplimiento del derecho de petición expida la Procuraduría General de la Nación.

Que por lo expuesto, este Despacho:
RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO: Fijar el valor unitario de las fotocopias que expida la Procuraduría Genera! de la Nación en cumplimiento del derecho de petición, en la suma de CIEN PESOS ($100.00) M/CTE.

ARTICULO SEGUNDO: El valor unitario de las fotocopias señalado en el artículo anterior, será reajustado a partir del 1º de enero de cada año, teniendo en cuenta lo contemplado en el artículo 3º de la Ley 242 de 1995.

ARTICULO TERCERO: El valor de las fotocopias deberá consignarse por parte del interesado en la Cuenta No. 6101111-0 D.T.N. "Otras tasas, multas y contribuciones no especificadas" del Banco de la República (Procuraduría General de la Nación), previamente al retiro de las mismas. En las ciudades donde no hay Banco de la República, el valor de las fotocopias deberá consignarse por parte del interesado en la cuenta No. 050- 00024-9 del Banco Popular denominada "Fondos Comunes Numeral Rentístico 1212-25 Recaudos Procuraduría General de la Nación.

ARTICULO CUARTO: Cuando la solicitud de expedición de fotocopias provenga de un Despacho Judicial, el funcionario encargado de expedirlas deberá informar en el menor tiempo posible el valor que deba consignarse a favor del Tesoro Nacional, a fin de que dicha circunstancia sea puesta en conocimiento de la parte interesada.
PARÁGRAFO: Lo previsto en la presente Resolución, no se aplicará cuando la expedición de las fotocopias haya sido decretada oficiosamente por una autoridad judicial o dentro de actuaciones procesales iniciadas en ejercicio de las acciones de simple nulidad, tutela, cumplimiento, populares o de grupo y repetición.
ARTICULO QUINTO: La presente resolución rige desde la fecha de su expedición.
PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
Bogotá, D.C., a los 17 FEB. 2003
EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Parágrafo. El Procurador General de la Nación ejercerá directamente las funciones que le otorga el artículo 278 de la Constitución Política. Las señaladas en el artículo 277 constitucional y las demás atribuidas por el legislador podrá ejercerlas por sí, o delegarlas en cualquier servidor público o dependencia de la entidad, en los términos establecidos en este decreto. 

Las funciones y competencias que en este decreto se atribuyen a las procuradurías delegadas, territoriales y judiciales, se ejercerán si el Procurador General de la Nación resuelve asignarlas, distribuirlas o delegarlas en virtud de las facultades previstas en este artículo. No obstante, el Procurador General podrá ejercer dichas funciones, pudiendo asumirlas en cualquier momento o delegarlas en otros funcionarios, dependencias de la entidad o comisiones especiales disciplinarias cuando lo considere necesario para garantizar la transparencia, imparcialidad y demás principios rectores de la función administrativa y disciplinaria. 

Jurisprudencia: El inciso segundo del parágrafo del artículo 7º fue declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional en sentencia C-429/01. El aparte pertinente se encuentra a continuación del inciso segundo del numeral 17 de este artículo.

Las competencias disciplinarias consagradas en los numerales 21, 22, 23 y 24 de este artículo, sólo podrá delegarlas en el Viceprocurador General o en la Sala Disciplinaria; en este caso, el trámite respectivo no perderá su naturaleza de única instancia. 
En materia disciplinaria, la delegación podrá abarcar total o parcialmente la tramitación de la instancia. 

CAPITULO II.

DESPACHO DEL PROCURADOR GENERAL

Artículo 8o. PROCURADURIA AUXILIAR PARA ASUNTOS CONSTITUCIONALES. La Procuraduría Auxiliar para Asuntos Constitucionales tiene las siguientes funciones: 

1. Proyectar, para consideración del Procurador General, los conceptos y documentos que éste deba suscribir en cumplimiento de lo dispuesto en los numerales 4 y 5 del artículo 278 de la Constitución Política. 

2. Revisar para la aprobación del Procurador General de la Nación, los reglamentos que expidan los organismos de la Rama Ejecutiva del Poder Público, las entidades descentralizadas del orden nacional, las gobernaciones y las alcaldías de los distritos especiales, sobre la tramitación interna de las peticiones y la manera de atender las quejas relacionadas con los servicios a su cargo; así mismo, solicitar el envío de dichos reglamentos y promover las acciones disciplinarias que se deriven del incumplimiento de los plazos que señale la ley para el efecto. 

3. Supervigilar y promover el cumplimiento de las disposiciones que regulan el derecho de petición. 

4. Absolver las consultas que formulen los servidores de la Procuraduría General, el Defensor del Pueblo y los personeros, en relación con el cumplimiento de las funciones del Ministerio Público distintas de las de carácter disciplinario. 

5. Atender las peticiones de información relacionadas con las funciones previstas en este artículo. 

6. Las demás que le asigne o delegue el Procurador General. 

Parágrafo. El Procurador Auxiliar para Asuntos Constitucionales se notificará de las decisiones que resuelvan negativamente las peticiones de información. Igualmente, asumirá la representación judicial del Procurador General en los procesos de tutela que contra él se adelanten, en los casos en que éste se lo delegue. 

Artículo 9o. Procuraduria Auxiliar para Asuntos Disciplinarios. La Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios tiene las siguientes funciones: 

1. Proyectar, para consideración del Procurador General, los actos administrativos de fondo que éste deba proferir en los procesos disciplinarios de su competencia o en desarrollo de las funciones a que se refieren los numerales 26 y 27 del artículo 7 de este decreto, cuando se trate de la revocatoria de actos disciplinarios. 

2. Tomar las decisiones de sustanciación en los procesos disciplinarios de competencia del Procurador General. 

RESOLUCIÓN Nº 170

(31 MAYO 2005)

Por la cual se le asigna a la Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios la función de practicar las pruebas en los procesos disciplinarios de competencia del Procurador General de la Nación

El Procurador General de la Nación, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, especialmente las atribuidas en el artículo 7, numeral 6, 7, 8 , 18 y parágrafo, incisos 1 y 2 del Decreto ley 262 de 2000

CONSIDERANDO

Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 277, numeral 6, de la Constitución Política, le corresponde al Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus Delegados y Agentes “Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley”; 

Que de acuerdo con el artículo 278, numeral 1º, de la Constitución Política el Procurador General de la Nación ejerce directamente la función de "Desvincular del cargo, previa audiencia y mediante decisión motivada, al funcionario público que incurra..." en alguna de las faltas establecidas en dicho numeral; 

Que en desarrollo de las mismas el artículo 7, numerales 21, 22, 23, 24, 25, y 26 del Decreto ley 262 de 2000, determina los asuntos cuyo conocimiento son de competencia del Procurador General de la Nación; 

Que el artículo 9, numeral 1 del mencionado Decreto, asignó a la Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios la función de proyectar los actos administrativos de fondo para la consideración del Procurador General de la Nación, dentro de los procesos disciplinarios de su competencia; 

Que de conformidad con el numeral 2 del precitado artículo la Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios tiene la función de "tomar las decisiones de sustanciación en los procesos disciplinarios de competencia del Procurador General”; 

Que el artículo 10, numeral 1 del Decreto ley 262 de 2000 encargó en la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales la función de "Adelantar las indagaciones preliminares e investigaciones disciplinarias que le asigne o delegue el Procurador General”; 

Que se hace necesario garantizar la eficiencia y eficacia en el ejercicio de las demás funciones que ostenta la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales, entre ellas las de Policía Judicial y de apoyo técnico; 

Que con el fin de hacer efectivos los principios de inmediación probatoria y celeridad, dentro de los procesos disciplinarios de competencia del Procurador General de la Nación, es oportuno y conveniente que el mismo funcionario designado para proyectar los actos administrativos, tenga a su cargo la practica de los medios de prueba tendientes al perfeccionamiento de la actuación disciplinaria; 

Que de conformidad con el artículo 9, numeral 6, del Decreto 262 de 2000, la Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios ejercerá las demás funciones que le asigne el Procurador General de la Nación 

En consecuencia, el Procurador General de la Nación 

RESUELVE

PRIMERO: ASIGNAR en la Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios la función de practicar las pruebas en los procesos disciplinarios de competencia del Procurador General de la Nación. 

El Procurador General de la Nación y el Procurador Auxiliar para Asuntos Disciplinarios comisionarán en los profesionales adscritos a la Procuraduría Auxiliar el cumplimiento de tal función dentro de los expedientes que se tramitan en esa dependencia. 

Lo anterior sin perjuicio de las pruebas para cuya práctica deba comisionarse a los Procuradores Regionales y Provinciales, según corresponda y a la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales cuando la naturaleza y relevancia del asunto lo amerite. 

SEGUNDO: La presente resolución rige a partir del 15 de junio de 2005. 

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Dado en Bogotá, D.C. a los 31 días del mes de mayo de 2005. 

3. Absolver las consultas que en materia disciplinaria formulen los funcionarios de la Procuraduría, los personeros y los organismos de control interno disciplinario. 

4. Emitir conceptos unificados en materia disciplinaria, cuando a ello hubiere lugar, con el fin de orientar el cumplimiento de las funciones de tal naturaleza por parte de las diferentes dependencias de la Procuraduría General, las personerías y los organismos de control interno disciplinario. 

5. Atender las peticiones de información relacionadas con las funciones previstas en este artículo. 

6. Las demás que le asigne o delegue el Procurador General. 

DIRECTIVA N.° 11

Bogotá, D.C., Julio diecinueve (19) de dos mil siete (2007).

De: 
Procurador General de la Nación

Para:
Viceprocurador General de la Nación 

Procuradores Delegados 

Procuradores Auxiliares, Veedor, Director Nacional de Investigaciones Especiales, Procuradores Regionales, Distritales, Provinciales y Procuradores Judiciales I y II, como todos los operadores jurídicos de Derecho Disciplinario 

CONSIDERANDO:

1. Que el Procurador General de la Nación es "el supremo director del Ministerio Público" (artículo 275 de la Carta Política) y como talle corresponde "velar por el cumplimiento de las leyes" y por "el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas" (artículo 277 numerales 1° y 5° ibídem); 

2. Que los servidores públicos facultados para el ejercicio de la acción disciplinaria son agentes y delegados del Ministerio Público y como tal del Procurador General de la Nación (artículos 277 y 280 de la Carta Política); 

3. Que el Procurador General de la Nación le compete expedir las directivas "necesarias para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas en la ley", como también las que "resulten conducentes para el ejercicio de las funciones públicas", entre ellas la función disciplinaria, como resulta pertinente; 

4. Que el artículo 122 del la Ley 734 de 2002 que el Procurador General de la Nación tiene competencia para pronunciarse, de oficio o a petición de parte, sobre la revocatoria de las decisiones administrativas disciplinarias; 

5. Que el artículo 123 parágrafo de la misma le otorga al Procurador General de la Nación la facultad de "asumir directamente el conocimiento de la petición de revocatoria" o tramitar de oficio tal incidente; y, 

6. Que se hace necesario consolidar criterios en torno a la revocatoria de los actos administrativos disciplinarios, para lo cual es indispensable que una sola autoridad se encargue de efectuar dichos estudios y por lo cual se: 

DEFINE:

1. Todas las dependencias de la Procuraduría General de la Nación que ejerzan funciones disciplinarias de manera permanente o por virtud de delegación enviarán a la Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios todas las peticiones de revocatoria directa de los actos administrativos disciplinarios o de los trámites oficiosos referidos a los mismos; 

2. El Procurador Auxiliar respectivo proyectará lo pertinente y dentro de sus competencias tomará las decisiones de trámite que se requieran. 

INSÉRTESE en la página WEB de la entidad y remítase a todos los operadores jurídicos del Derecho Disciplinario

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

Artículo 10. Dirección Nacional de Investigaciones Especiales. La Dirección Nacional de Investigaciones Especiales tiene las siguientes funciones: 

1. Adelantar las indagaciones preliminares e investigaciones disciplinarias que le asigne o delegue el Procurador General. 

RESOLUCIÓN Nº 166

(19 MAR. 2003)

"Por la cual se asignan unas competencias a la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales y se definen los procedimientos para el cumplimiento de las funciones por parte de las Direcciones Seccionales de Investigaciones Especiales"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, especialmente las establecidas en los numerales 6, 7, 8, 18, e inciso 2 del parágrafo del artículo 7 y numeral 1 del artículo 10, del Decreto 262 de 200, y

CONSIDERANDO
Que la gestión de la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales es de significativa importancia para el cumplimiento de las funciones de la Procuraduría General de la Nación pues permite que las diferentes dependencias de la Entidad cuenten con conceptos técnicos para apoyar las actuaciones a su cargo, efectúa la practica de pruebas de alto contenido técnico, tiene la atribución de ejercer diligencias en uso de las facultades de policía judicial, y adelanta las indagaciones preliminares y las investigaciones de gran trascendencia que le asigne el Procurador General de la Nación.

Que por Resolución 383 de 2001 se crearon las Seccionales de la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales y por medio de la Resolución 466 de 2002 se dispusieron las zonas de gestión de la Procuraduría General, con el propósito de acercar los servicios de la Dirección a las dependencias del nivel territorial y responder de manera ágil y oportuna sus solicitudes.

Que dentro de este modelo de Gerencia Publica Regional, es necesario generar canales de comunicación idóneos entre la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales y las Procuradurías Territoriales en relación con las comisiones remitidas desde el nivel central, y entre las Direcciones Seccionales de Investigaciones Especiales y la Dirección Nacional, implementar un sistema de programación de las actividades que requieren el apoyo de la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales e incrementar el uso de los servicios de la Dirección por parte del nivel territorial.

Que es necesario que las solicitudes de desplazamiento de los funcionarios de las Seccionales de Investigaciones Especiales se efectué por el coordinador de cada seccional y se autorice por el ordenador del gasto a nivel territorial.

Que en merito de lo expuesto,
RESUELVE
ARTICULO PRIMERO.- Facultades de la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales y de las Direcciones Seccionales de Investigaciones Especiales. La Dirección Nacional y las Direcciones Seccionales de Investigaciones Especiales, ejercen las siguientes funciones, de conformidad con las atribuciones señaladas en el Decreto 262 de 2000 y las asignadas por el Procurador General de la Nación en uso de sus facultades constitucionales y legales:
1.
Práctica y recaudo de pruebas solicitadas por las Procuradurías Delegadas con funciones disciplinarias que requieran especiales conocimientos técnico científicos.

2.
Apoyo técnico científico a la totalidad de las dependencias de la Procuraduría General de la Nación.
3.
Pruebas de campo o recaudo de evidencias en situaciones concretas de orden publico que exijan especial pericia y habilidad de los investigadores, al igual que funciones de policía judicial.

4.
Visitas especiales e informes de que trata el artículo 63 de la ley 80 de 1993.
ARTÍCULO SEGUNDO.- Programación y trámite. El trámite de las solicitudes de práctica de pruebas y de conceptos técnico-científicos, efectuadas por las dependencias de la Procuraduría General de la Nación territorial a la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales será el siguiente:

1.
Envío de solicitudes por las dependencias. Durante los días veinticinco (25) a treinta (30) de cada mes, las dependencias enviaran una lista de la practica de pruebas, diligencias y conceptos técnico científicos, necesarios para el desarrollo de los procesos y actuaciones a su cargo, y cuya realización corresponde a la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales, a la Dirección Seccional de Investigaciones Especiales con competencia en la respectiva dependencia, de conformidad con la zonificación señalada en las Resoluciones 383 de 2001 y 466 de 2002.

Dicha lista deberá contener los siguientes dates: numero del proceso, implicado, descripción de la diligencia, pruebas u objeto del concepto técnico científico, fecha límite para la realización de la diligencia y observaciones.
2.
Revisión y envío para autorización. La Dirección Seccional de Investigaciones Especiales programara y elaborara un cronograma para la práctica de pruebas, realización de diligencias y rendición de conceptos técnicos científicos. Proyectara los autos que autoricen la práctica de pruebas y los enviara por correo electrónico a la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales para su impresión y firma. Los conceptos técnico científicos no requieren de autorización del nivel central de conformidad con las directivas emanadas del Despacho del Director Nacional de investigaciones Especiales.

3.
Autorización y firma. La Dirección Nacional de Investigaciones Especiales asignara un funcionario para la revisión, impresión y envío de los autos firmados por el Director Nacional de Investigaciones Especiales autorizando la practica de pruebas o diligencias, los cuales deberán enviarse vía fax inmediatamente a su recibo.

4.
Dependencias del Nivel Central. Las Procuradurías Delegadas con funciones disciplinarias efectuaran el mismo tramite, empero, las solicitudes se presentaran ante el Despacho del Director Nacional de Investigaciones Especiales.

ARTÍCULO TERCERO.- Realización de diligencias. Las Direcciones Seccionales de Investigaciones Especiales practicaran las pruebas y realizaran las diligencias de policía judicial, de conformidad con los autos firmados por el Director Nacional de Investigaciones Especiales, y rendirán concepto técnico científico, en las fechas programadas, para lo cual darán información inmediata a las dependencias solicitantes.

ARTÍCULO CUARTO.- Excepciones a la programación. La practica de pruebas, diligencias y solicitud de conceptos técnico- científicos que no puedan programarse en las fechas señaladas por ser originadas en eventos que requieren respuesta urgente e inmediata, como situaciones de orden público, violación a derechos humanos, situaciones de flagrancia, fuerza mayor, entre otras condiciones excepcionales, se tramitaran de la forma señalada en el momento en que sea necesario. La respuesta de las Direcciones Seccionales y Nacional de Investigaciones Especiales será inmediata.

ARTÍCULO QUINTO.- Solicitudes para diligencias en uso de facultades de policía judicial. Las solicitudes para diligencias en uso de facultades de policía judicial dada la reserva y el alcance de las mismas, se presentaran directamente al Procurador General o al Director Nacional de Investigaciones Especiales, exponiendo los motivos que hacen imprescindible la ejecución de medidas como el registro de correspondencia, interceptación de comunicaciones, allanamientos, seguimientos, registro de conversaciones, entre otras.

Parágrafo.- El Director Nacional de Investigaciones Especiales delegara funciones de policía judicial a los funcionarios de las Direcciones Seccionales, sin perjuicio de su competencia preferente.

ARTÍCULO SEXTO.- Recepción de Quejas cobre corrupción. Las Direcciones Seccionales de Investigaciones Especiales contaran con una línea 9800, para recibir las quejas de la ciudadanía sobre casos de corrupción, sin perjuicio de su recibo por parte de los Centros de Atención al Ciudadano. Tal información será verificada por los funcionarios de la Seccional de conformidad con los lineamientos señalados en la presente Resolución. Una vez se efectúen las diligencias pertinentes, el registro de dichas quejas se hará en el sistema de registro de quejas que funcione en el Centro de Atención al Ciudadano que corresponda, lo cual será comunicado por el Coordinador de la Seccional de Investigaciones Especiales al funcionario respectivo.

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Autorización y pago de desplazamientos. Los desplazamientos para el desarrollo de las funciones de las Direcciones Seccionales de Investigaciones Especiales, serán solicitados por el Coordinador de la Respectiva Seccional, y autorizado por el ordenador del gasto en el nivel territorial.

ARTICULO OCTAVO.- La Dirección Nacional de Investigaciones Especiales, la Oficina de Sistemas, las Divisiones Administrativa y Financiera y las Coordinaciones Administrativas, adoptarán las medidas administrativas, financieras, de sistemas y técnicas necesarias para el funcionamiento efectivo de los procedimientos señalados.

ARTÍCULO NOVENO.- La presente Resolución rige a partir del día 24 de marzo de 2003 y deroga las disposiciones que le sean contrarias.
PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
Dado en Bogotá, D.C., a los 19 MAR. 2003
EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

2. Prestar la asesoría y la colaboración técnico-científica que requieran las diferentes dependencias de la Procuraduría General de la Nación y demás órganos que conforman el Ministerio Público. 

3. Rendir al Procurador General informes periódicos sobre el estado de las diferentes investigaciones y presentar reportes inmediatos cuando la gravedad de los hechos investigados lo exija. 

4. Coordinar las diferentes seccionales cuando éstas sean creadas por el Procurador General. 

5. Ejercer funciones de policía judicial y participar, previa designación del Procurador General, en comisiones para adelantar investigaciones de manera conjunta con la Fiscalía General de la Nación, con funcionarios judiciales, la Contraloría General de la República y demás servidores públicos que cumplan funciones de policía judicial. 

6. Las demás que le asigne o delegue el Procurador General. 

Artículo 11. Oficina de Planeación. La Oficina de Planeación tiene las siguientes funciones: 

1. Asesorar al Procurador General en la formulación de políticas y la implementación de planes y programas tendientes a lograr los objetivos de la entidad. 

2. Desarrollar las políticas de planeación aprobadas por el Procurador General. 

3. Diseñar, bajo la orientación del Procurador General, el plan de desarrollo estratégico de la entidad y elaborar las investigaciones y estudios económicos que resulten pertinentes para la consecución de los recursos financieros necesarios para su ejecución. 

4. Elaborar, en coordinación con la División Financiera, el anteproyecto de presupuesto y el programa anual de caja de la Procuraduría, así como sus modificaciones. 

5. Evaluar la ejecución presupuestal de la entidad y sugerir los ajustes pertinentes. 

6. Diseñar el plan de contingencias logísticas de la entidad. 

7. Elaborar, en coordinación con las dependencias correspondientes, para la aprobación del Procurador General, los manuales de funciones, requisitos específicos y procedimientos administrativos de la entidad y mantenerlos actualizados. 

8. Prestar apoyo a la Oficina de Sistemas para la elaboración del plan integral de desarrollo informático de la entidad. 

9. Colaborar con la Oficina de Control Interno en el diseño y la implementación del sistema de control de gestión de la entidad. 

10. Prestar apoyo a la Oficina de Sistemas, para la elaboración de los estudios de factibilidad necesarios en los proyectos de sistematización de la entidad. 

11. Apoyar a la Oficina de Control Interno en el diseño e implementación de mecanismos de verificación, administración, control, seguridad e integridad de la información que suministren las dependencias de la entidad. 

12. Las demás que le asigne o delegue el Procurador General. 

Artículo 12. Oficina de Selección y Carrera. La Oficina de Selección y Carrera tiene las siguientes funciones: 

1. Asesorar al Procurador General en la formulación e implementación de políticas en asuntos relacionados con el sistema de carrera de la entidad. 

2. Ejecutar y coordinar los procesos de selección para el ingreso a la entidad y el ascenso de los servidores públicos inscritos en la carrera de la Procuraduría General. 

3. Elaborar, para la aprobación del Procurador General, los proyectos de convocatorias a concurso, atendiendo los requerimientos de orden técnico, conforme a la ley. 

4. Remitir a la Comisión de Carrera de la Procuraduría copia de las convocatorias a concurso. 

5. Elaborar los formularios de inscripción a los concursos. 

6. Elaborar y aplicar las pruebas que se deban utilizar en los concursos, salvo que dichas actividades se contraten con terceros. 

7. Custodiar los bancos de preguntas que se construyan para la elaboración de las pruebas. 

8. Proyectar, para la firma del Procurador General, los actos mediante los cuales se declaren desiertos los concursos. 

9. Conocer en única instancia las reclamaciones que se formulen por errores aritméticos en los resultados de las pruebas. 

10. Conocer en primera instancia las reclamaciones presentadas por los aspirantes no admitidos a concurso. 

11. Llevar el Registro Único de Inscripción en Carrera de la Procuraduría General de la Nación. 

12. Dirigir, coordinar y vigilar el proceso de elección de los representantes de los servidores de la entidad en la Comisión de Carrera de la Procuraduría. 

13. Velar por la oportuna y adecuada aplicación del sistema de calificación de servicios. 

14. Efectuar los promedios necesarios para obtener la calificación de servicios definitiva y notificarla al interesado. 

15. Apoyar a la Comisión de Carrera de la Procuraduría en asuntos técnicos relacionados con la carrera. 

16. Asistir a la Comisión de Carrera de la Procuraduría en calidad de secretario de la misma. 

17. Colaborar con la Oficina de Planeación en la elaboración del proyecto del manual de funciones y requisitos específicos. 

18. Las demás que le asigne o delegue el Procurador General. 

Artículo 13. Oficina de Control Interno. La Oficina de Control Interno tiene las siguientes funciones: 

1. Asesorar al Procurador General en el diseño de políticas relacionadas con la planeación, dirección y organización del sistema de control interno. 

2. Velar por el cumplimiento de las políticas aprobadas por el Procurador General a las que se refiere el numeral primero de este artículo. 

RESOLUCIÓN N.° 338

(23 NOV. 2006)

"Por medio de la cual se deroga la Resolución N.° 339 del 1° de septiembre de 2005 y se dictan otras disposiciones"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

En uso de las facultades que le confieren el artículo 277 de la Constitución Política de Colombia; y el artículo 7° del Decreto Ley 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que es función del Procurador General de la Nación, "Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley."

Que mediante Resolución N.° 339 del 1° de septiembre de 2005, se crearon dos grupos de trabajo para la implementación y ajustes al Sistema de Control Interno, de acuerdo al Modelo Estándar de Control Interno MECI 1000:2005, en la Procuraduría General de la Nación. 

Que Mediante Resolución N.° 142 de 2006, el Departamento Administrativo de la Función Pública adoptó, en marzo de 2006, el Manual de Implementación del Modelo Estándar de Control Interno Para el Estado Colombiano, MECI 1000:2005, con el propósito de orientar a las entidades en la puesta en marcha y desarrollo de cada uno de los subsistemas, componentes y elementos que conforman el Modelo Estándar de Control Interno, de enunciar las directrices generales a tener en cuenta por parte de cada responsable de la implementación del MECI, así como describir las pautas conceptuales y metodológicas para el desarrollo de cada uno de las cuatro fases a través de las cuales se implementa el Modelo. 

Que para adoptar el MECI 1000:2005, fue necesario derogar la Resolución 121 de 2001, "Por la cual se adopta y reglamenta el CONTROL INTERNO en la Procuraduría General de la Nación, se crea el COMITÉ DE COORDINACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO Y se dictan otras disposiciones", y en consecuencia, expedir la Resolución N.° 228 del 28 de agosto de 2006. 

Que dentro de las funciones establecidas para el Comité de Coordinación de Control Interno, en el artículo 44 de la Resolución 228 del 28 de agosto de 2006, le corresponde "Promover la formulación de las políticas que den aplicación al MECI y velar por la coherencia normativa que desarrolle el Modelo Estándar de Control Interno. " 

Que se hace necesario asegurar y garantizar el cumplimiento efectivo de los lineamientos generales para la implementación del modelo estándar de control interno para el Estado colombiano MECl 1000:2005, de acuerdo con el Decreto 1599 de 2005 y el Decreto 2621 de agosto de 2006, que prorrogó-el plazo para su implementación. 

En mérito de lo expuesto, 

RESUELVE:

Artículo 1°.- DESIGNAR al Viceprocurador General de la Nación, quien Preside el Comité de Coordinación de Control Interno, como el Directivo de primer nivel en la coordinación, implementación y mejoramiento continuo del Sistema de Control Interno basado en el Modelo Estándar de Control Interno MECI 1000:2005, teniendo como apoyo al propio comité y como soporte operacional para el desarrollo de estas actividades al Jefe de la Oficina de Planeación, quien actuará bajo la coordinación y supervisión del Señor Viceprocurador. 

Artículo 2°.- CREAR los siguientes grupos de trabajo: Un grupo Directivo; un grupo Operativo y un grupo Evaluador. 

Artículo 3°.- CONFORMAR el GRUPO DIRECTIVO, integrado por el Secretario General, los jefes de las oficinas de Planeación, Sistemas, Prensa, Jurídica y el Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público, el cual actuará como se dispone a continuación: 

El Jefe de la Oficina de Control Interno, será invitado permanente, quien tendrá voz, pero no voto. 

La aprobación de las decisiones del Grupo Directivo serán por mayoría absoluta, es decir, mitad mas uno de los integrantes. 

De sus reuniones levantará las actas correspondientes y será su obligación llevar los documentos aprobados con el acta pertinente al Viceprocurador General de la Nación para la aprobación definitiva, o si éste así lo decide, al Comité de Control Interno para los mismos fines. 

Este grupo se tendrá que reunir bimestralmente, o cuando el Jefe de la Oficina de Planeación así lo solicite. 

El secretario técnico será el Jefe de la Oficinas de Planeación, encargado de llevar las actas, hacer las citaciones, y actuar como enlace entre el grupo MECI, el Viceprocurador y el Comité de Control Interno. 

Artículo 4°.- ASIGNAR al Grupo Directivo las siguientes funciones: 

1. Aprobar el plan de trabajo del Grupo MECI, previa aprobación del pre - diagnóstico presentado por el mismo. 

2. Realizar el seguimiento al avance del plan de trabajo para que se cumplan las actividades en el término previsto en términos de eficacia y eficiencia. 

3. Las demás que le asigne el Procurador General de la Nación, de acuerdo con la naturaleza de sus funciones. 

Artículo 5°.- CONFORMAR el GRUPO OPERATIVO que se denominará EQUIPO MECI, y estará integrado por servidores públicos de la Entidad, de carácter multidisciplinario, preferiblemente del nivel asesor y profesional, designados previamente por el Jefe de la dependencia a la cual se encuentren vinculados y bajo la coordinación, dirección y manejo del Jefe de la Oficina de Planeación, quien será el responsable del seguimiento a las labores de este grupo y del enlace con el Grupo Directivo. Su actuación se desarrollará en la siguiente forma: 

Integración 

	DEPENDENCIA
	SERVIDORES

	Secretaria General
	Dos (2)

	Oficina de Planeación
	Dos (2)

	Oficina de Sistemas
	Uno (1)

Ingeniero de Sistemas

	Oficina de Prensa
	Uno (1)

	Oficina Jurídica
	Uno (1)

	Instituto de Estudios del Ministerio Público
	Uno (1)


Actuará como Coordinador y Supervisor del Equipo MECI el Jefe de la Oficina de Planeación, quien informará previa y oportunamente al Grupo Directivo los avances y resultados obtenidos frente a los proyectos adelantados por el Equipo MECI y hará las correspondientes presentaciones ante el Grupo Directivo, para la aprobación. 

Las reuniones ordinarias se realizarán por lo menos dos veces al mes, y serán convocadas por el Secretario Técnico que se designe al Interior del Grupo, y extraordinariamente, cuando así lo disponga el Coordinador, el Secretario Técnico del mismo, o por solicitud de cualquiera de miembros o del Grupo Directivo. 

Cada 45 días, sus integrantes le informarán al Jefe de la Oficina de Planeación, las labores adelantadas y le presentarán los documentos que deban ser llevados ante el Comité Directivo para su aprobación. De las reuniones, avances y resultados obtenidos, se levantarán las correspondientes actas. 

Los servidores públicos que conforman el Equipo MECI, deberán dedicar medio tiempo exclusivamente para el desarrollo del proyecto, cuando las labores se justifiquen. 

El Jefe de la Oficina de Control Interno, designará previamente a dos servidores públicos vinculados a esa dependencia, los cuales serán invitados permanentes, para el ejercicio del rol de evaluadores independientes, y tendrán voz, pero no voto. 

En las actas de las reuniones correspondientes a cada sesión, deberán constar los avances, resultados y productos finales obtenidos. La asistencia de sus miembros será obligatoria y no podrá delegarse, salvo que el Jefe de la dependencia a la cual se encuentre adscrito, designe otro servidor. 

Artículo 6°.- ASIGNAR al Equipo MECl las siguientes funciones: 

1. Elaborar y presentar para la aprobación del Grupo Directivo, el Plan. de Trabajo para la implementación y/o ajustes del Sistema de Control Interno, de acuerdo con la estructura definida en el Anexo Técnico del Decreto 1599 de mayo de 2005 -MECI 1000:2005. 

2. Adelantar los procesos de diseño, apoyo y coordinación con las diferentes dependencias organizacionales de la Entidad, para lograr una óptima implementación del MECI 1000:2005. 

3. Definir las actividades de desarrollo del proyecto y el cronograma de actividades 

4. Las demás que le asigne el Procurador General de la Nación, de acuerdo con la naturaleza de sus funciones. 

Artículo 7°.- CONFORMAR el GRUPO EVALUADOR, el cual estará integrado por el Jefe de la Oficina de Control Interno y los servidores públicos de esa dependencia, que tendrán bajo su responsabilidad la evaluación independiente y objetiva del desarrollo, implementación, mantenimiento y mejoramiento continuo del MECI 1000:2005, en los términos de la Ley 87 de 1993 y el Decreto 1599 de 2005. 

Artículo 8°.- SOCIALIZAR Y SENSIBILIZAR en la Entidad, por intermedio de la Oficina de Control Interno de la Procuraduría General de la Nación, el Modelo Estándar de Control Interno para Entidades del Estado. Para tal efecto, la Procuraduría General de la Nación; de conformidad con las normas administrativas y presupuestales vigentes, cubrirá los gastos que se desprendan del cumplimiento de las labores y desarrollo del proyecto, por concepto de transporte y viáticos de los servidores públicos que se desplacen a las Procuradurías Regionales, Distritales y Provinciales. 

Artículo 9°.- La presente Resolución rige desde la fecha de su comunicación y deroga la Resolución N.° 339 del 1° de septiembre de 2005. 
Dada en Bogotá, D.C. a los 23 NOV. 2006
COMUNÍQUESE y CÚMPLASE

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 228

(28 DE AGOSTO DE 2006)

"Por medio de la cual se adopta el Modelo Estándar de Control Interno MECI 1000:2005, reglamenta el CONTROL INTERNO en la Procuraduría General de la Nación, y se dictan otras disposiciones".

El Procurador General de la Nación en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las que le confiere el numerales 7 y 34 del artículo 7°, del Decreto 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

· Que la Constitución Política en su Artículo 209, establece: "La Administración Pública, en todos sus órdenes, tendrá un Control Interno que se ejercerá en los términos que señale la Ley";

· Que, a su vez, entre otros aspectos, el Artículo 269 de la Constitución Política establece que: "En las entidades públicas, las autoridades correspondientes están obligadas a diseñar y aplicar, según la naturaleza de sus funciones, métodos y procedimientos de Control Interno, de conformidad con lo que disponga la Ley";

· Que, respecto a la responsabilidad del Control Interno, la Ley 87 de 1993 "Por la cual se establecen normas para el ejercicio del Control Interno en las entidades y organismos del Estado y se dictan otras disposiciones", dispuso en el artículo 6 que: "El establecimiento y desarrollo del Sistema de Control Interno en los organismos y entidades públicas, será responsabilidad del representante legal o máximo directivo correspondiente. No obstante, la aplicación de los métodos y procedimientos al igual que la calidad, eficiencia y eficacia del Control Interno, también será responsabilidad de los jefes de cada una de las distintas dependencias de las entidades y organismos";

· Que, el Decreto Ley 262 de 2000, “por el cual se modifican la estructura y la organización de la Procuraduría General de la Nación y del Instituto de Estudios del Ministerio Público; el régimen de competencias interno de la Procuraduría General de la se dictan normas para su funcionamiento se modifica el régimen de carrera, el de inhabilidades e incompatibilidades de sus servidores y se regulan las diversas situaciones administrativas a las que se encuentran sujetos.”, estableció la estructura y organización de la Procuraduría General de la Nación, norma que enmarca la aplicación del Sistema de Control Interno, determinando en su artículo 13 las funciones de la Oficina de Control Interno.

· Que por disposición del Artículo 13 de la Ley 87 de 1993, y sus normas concordantes, se hace necesario crear un Comité de Coordinación que asesore al Procurador General de la Nación, evalúe el desarrollo de los planes establecidos, diseñe programas de capacitación acordes con los procesos administrativos que se propongan y en general, efectúe recomendaciones tendientes a hacer efectivo el Sistema de Control Interno.

· Que es necesario que el Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno, cuente con el apoyo a Nivel Central y Regional de Subcomités Territoriales de Control Interno, para el despliegue y aplicación del Sistema de Control Interno. 

· Que el Decreto 1599 del 20 de mayo de 2005, “Por el cual se adopta el Modelo Estándar de Control Interno para el Estado Colombiano, MECI 1000:2005”, en su artículo 1 establece la obligación de adoptar el MECI 1000:2005, el cual forma parte integral del citado Decreto. 
· Que el Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002, en su Artículo 34, Numeral 31 establece entre los Deberes de todo Servidor Público: “Adoptar el Sistema de Control Interno y la función independiente de Auditoria Interna de que trata la Ley 87 de 1993 y demás normas que la modifiquen o complementen”, lo que reitera la necesidad de ajustar el Sistema de Control Interno de la Procuraduría General de la Nación de acuerdo al MECI 1000:2005.

· Que, en relación con el elemento de acuerdos, compromisos y protocolos éticos del componente de ambiente de control, la Procuraduría expidió la Resolución 452 de 2002, "Por medio de la cual se adopta la Carta la de Valores y Principios Éticos de la Procuraduría General de la Nación". 

· Que, respecto al elemento de Desarrollo del Talento Humano, la Procuraduría expidió la Resolución 384 de 2001, “Por medio de la cual se adopta y reglamenta el Plan de Estímulos e incentivos para los servidores de la Procuraduría General de la Nación.”
· Que, para el elemento de la Administración de Riesgos del componente de ambiente de control, la Procuraduría expidió la Resolución 429 de 2005, Por medio de la cual se adopta el Mapa de Riesgos de la Procuraduría General de la Nación.”

· Que, para la implementación del elemento de Modelo de Operación por Procesos, se expidió la Resolución 107 de 2005, “Por medio de la cual se crea el sistema de gestión de la calidad para la Procuraduría General de la Nación”.

· Que, las definiciones y conceptos aquí utilizados corresponden a los establecidos en la Ley 87 de 1993 y sus Decretos reglamentarios en especial el Decreto 1599 de 2005 sobre el Modelo Estándar de Control Interno MECI 1000:2000, por lo que se reconoce la autoría intelectual de quienes los elaboraron.
· Que, para adoptar el MECI 1000:2005, es necesario modificar la Resolución 121 de 2001, "Por la cual se adopta y reglamenta el CONTROL INTERNO en la Procuraduría General de la Nación, se crea el COMITÉ DE COORDINACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO y se dictan otras disposiciones", y derogar los capítulos que no resulten procedentes. 

RESUELVE:

TITULO I.

SISTEMA DE CONTROL INTERNO.

Artículo 1. ADOPCIÓN DEL MODELO ESTÁNDAR DE CONTROL INTERNO – MECI 1000:2005. Adóptese para la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN el Modelo Estándar de Control Interno MECI 1000:2005, establecido para el estado colombiano mediante el Decreto 1599 del 20 de mayo de 2005.

ARTÍCULO 2. DEFINICIÓN DE CONTROL INTERNO. De conformidad con el Artículo 1 de la Ley 87 de 1993, se entiende por Control Interno el Sistema integrado por el esquema de organización y el conjunto de planes, métodos, principios, normas, procedimientos y mecanismos de verificación y evaluación adoptados por una Entidad, con el fin de procurar que todas las actividades, operaciones y actuaciones, así como la administración de la información y los recursos, se realicen de acuerdo con las normas constitucionales y legales vigentes dentro de las políticas trazadas por la dirección y en atención a las metas u objetivos previstos.

Artículo 3. PRINCIPIOS DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO. Atendiendo los mandatos constitucionales y legales, la adopción e implementación del Modelo Estándar de Control Interno MECI 1000:2005 se enmarca, integra y complementa en los principios rectores para el ejercicio del control interno, así como en los definidos en el MECI, que a continuación se transcriben:

3.1. Principios rectores: El ejercicio del Control Interno se concebirá y organizará de manera que su ejecución sea inherente al desempeño de todos los cargos existentes en la entidad, consultando siempre los principios que la Ley 87 de 1993 señala, que se definen así: 

Igualdad: 
Las actuaciones y operaciones, estarán orientadas hacia el interés general, sin que se otorguen privilegios o se apliquen discriminaciones a personas o sectores de la comunidad. 

Moralidad: 
Las actuaciones y operaciones de los servidores Públicos, se realizaran cumpliendo no solo las normas constitucionales o legales sino también los principios éticos y morales que rigen nuestra sociedad. 

Eficiencia: 
Obliga a velar porque, en igualdad de condiciones de calidad y oportunidad, la provisión de bienes y servicios se haga al mínimo costo, con la máxima productividad y el mejor uso de los recursos disponibles. 

Economía: 
Vigila que la asignación de los recursos sea la más adecuada, en función de los objetivos y metas institucionales. 

Celeridad: 
Uno de los aspectos principales sujeto a control, debe ser, la capacidad de respuesta oportuna de parte de la entidad frente a las necesidades sociales requeridas dentro de su ámbito de competencia. 

Imparcialidad: 
Pretende que en las actuaciones y operaciones que realice la entidad, nadie pueda sentirse tendenciosamente afectado en sus intereses o ser objeto de discriminación. 

Publicidad:
Busca que las actuaciones y operaciones sean públicas, para que todos tengan derecho a conocer los resultados que se estén logrando, con excepción de aquellos que tengan reserva legal, se posibilite el control ciudadano de la gestión y se logre una comunicación idónea entre las dependencias de la Procuraduría General de la Nación. 

Valoración de Costos Ambientales: En aquellas actuaciones y operaciones que puedan afectar el medio ambiente se deberán valorar los costos como también su impacto, con miras a minimizarlos. 

Además se debe considerar la Eficacia que examina si los resultados obtenidos se logran de manera oportuna y guardan relación con sus objetivos y metas propuestas. 

3.2. Principios del MECI 1000:2005: Se identificaron los siguientes principios aplicables al Sistema de Control Interno.

De Autocontrol: Es la capacidad que ostenta cada servidor público para controlar su trabajo, detectar desviaciones y efectuar correctivos para el adecuado cumplimiento de los resultados que se esperan en el ejercicio de su función, de tal manera que la ejecución de los procesos, actividades y/o tareas bajo su responsabilidad, se desarrollen con fundamento en los principios establecidos en la Constitución Política.

De Autorregulación: Es la capacidad institucional para aplicar de manera participativa al interior de la entidad, los métodos y procedimientos establecidos en la normatividad, que permitan el desarrollo e implementación del Sistema de Control Interno bajo un entorno de integridad, eficiencia, eficacia y transparencia en la actuación pública.

De Autogestión: Es la capacidad institucional de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN para interpretar, desarrollar, coordinar, aplicar y evaluar de manera efectiva, eficiente y eficaz la función legal y administrativa que le ha sido asignada por la Constitución, la Ley y sus Reglamentos.

3.3. Carta de valores y Principios Éticos Institucionales: El ejercicio del Control Interno se desarrolla atendiendo a los principios y valores institucionales definidos por la Procuraduría General de la Nación en la Resolución 452 de 2002.

Artículo 4. OBJETIVOS ESPECÍFICOS DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO. Los objetivos específicos que busca el Sistema de Control Interno son los siguientes:

4.1.
Objetivos de Control de Cumplimiento. Los objetivos de control de cumplimiento de la función administrativa propia de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION son los siguientes:

a) Mejorar las acciones que permiten a la Entidad garantizar el cumplimiento de las funciones a su cargo, con base en el marco legal que le es aplicable.

b) Determinar el marco legal aplicable a la Entidad, con base en el principio de autorregulación.

c) Asegurar los procedimientos de verificación y evaluación que garantizan el cumplimiento del margo legal aplicable.

4.2. Objetivos de Control Estratégico. Los objetivos de Control Estratégico de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN son los siguientes:

a) Crear conciencia en todos los servidores públicos de la Entidad sobre la importancia del Control, mediante la generación y mantenimiento de un entorno favorable que permita la aplicación de los principios del Modelo Estándar de Control Interno.

b) Asegurar los procedimientos que permiten el diseño y desarrollo organizacional de la Entidad de acuerdo con su naturaleza, características y propósitos que le son inherentes.

c) Asegurar los procedimientos necesarios, que permiten a la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN cumplir la misión para la cual fue creada y proteger los recursos que se encuentren bajo su custodia, buscando administrar en forma diligente los posibles riesgos que se pueden generar.

4.3. Objetivos de Control de Ejecución. Los objetivos de Control de Ejecución de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN son los siguientes:

a) Mantener los procedimientos de prevención, detección y corrección que permiten prestar las funciones, operaciones y actividades institucionales en armonía con los principios de eficacia, eficiencia y economía.

b) Velar porque todas las actividades y recursos de la Entidad estén dirigidos hacia el cumplimiento de su misión.

c) Asegurar los procedimientos, que garantizan la generación y registro de información oportuna y confiable necesaria para la toma de decisiones, el cumplimiento de la Misión y la Rendición de Cuentas a la Comunidad.

d) Mantener los procedimientos que permiten llevar a cabo una efectiva comunicación interna y externa para dar a conocer la información que genera la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN de manera transparente, oportuna y veraz, garantizando que su operación se ejecute adecuada y convenientemente.

4.4. Objetivos de Control de Evaluación. Los objetivos de Control de Evaluación de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN son los siguientes:

a) Garantizar la existencia de los mecanismos y procedimientos que permiten en tiempo real, realizar seguimiento a la gestión de la Entidad por parte de los diferentes niveles de autoridad y responsabilidad, permitiendo acciones oportunas de corrección y de mejoramiento.

b) Mejorar los procedimientos de verificación y evaluación permanentes del Control Interno.

c) Garantizar la existencia de la función de Evaluación Independiente de la Oficina de Control Interno sobre la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, como mecanismo de verificación a la efectividad del Control Interno.

d) Propiciar el mejoramiento continuo del control y de la gestión de la Entidad, así como de su capacidad para responder efectivamente a los diferentes grupos de interés.

e) Asegurar los procedimientos que permiten integrar las observaciones de los Órganos de Control Fiscal, a los planes de mejoramiento establecidos por la Entidad.

4.5. Objetivos de Control de Información. Los objetivos de Control a la Información de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION son los siguientes:

a) Asegurar los procedimientos necesarios para garantizar la generación de información veraz y oportuna.

b) Establecer los procedimientos que permitan la generación de información que por mandato legal, le corresponde suministrar a la entidad a otros Órganos de Control externo.

c) Garantizar la publicidad de la información que se genere al interior de la Entidad.

d) Garantizar el suministro de información veraz y oportuna para el proceso de Rendición de Cuentas Públicas.

Artículo 5. ESTRUCTURA DE CONTROL. Con base en los Artículos 3º y 4º de la Ley 87 de 1993, se hace necesario articular los diferentes métodos y procedimientos de prevención, corrección y evaluación de la operación de la Entidad a fin de permitir el cumplimiento de los objetivos enunciados en el articulado anterior, configurándose según lo definido en el MECI 1000:2005 los Subsistemas, Componentes y Elementos que interrelacionados bajo un enfoque sistémico, generan una Estructura de Control para garantizar el cumplimiento de los objetivos de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION, , así:

1. 
SUBSISTEMA DE CONTROL ESTRATÉGICO.

1.1. 
COMPONENTE AMBIENTE DE CONTROL.

ELEMENTOS DE CONTROL:

1.1.1. Acuerdos, Compromisos o Protocolos Éticos.

1.1.2. Desarrollo del Talento Humano.

1.1.3. Estilo de Dirección.

1.2. 
COMPONENTE DIRECCIONAMIENTO ESTRATÉGICO.

ELEMENTOS DE CONTROL:

1.2.1. Planes y Programas.

1.2.2. Modelo de Operación por Procesos.

1.2.3. Estructura Organizacional.

1.3. 
COMPONENTE ADMINISTRACIÓN DEL RIESGO.

ELEMENTOS DE CONTROL:

1.3.1. Contexto Estratégico.

1.3.2. Identificación del Riesgo.

1.3.3. Análisis del Riesgo.

1.3.4. Valoración del Riesgo.

1.3.5. Políticas de Administración del Riesgo.

2. 
SUBSISTEMA DE CONTROL DE GESTIÓN.

2.1. 
COMPONENTE ACTIVIDADES DE CONTROL.

ELEMENTOS DE CONTROL:

2.1.1. Políticas de Operación.

2.1.2. Procedimientos.

2.1.3. Controles.

2.1.4. Indicadores.

2.1.5. Manual de Procedimientos.

2.2. 
COMPONENTE INFORMACIÓN.

ELEMENTOS DE CONTROL:

2.2.1. Información Primaria.

2.2.2. Información Secundaria.

2.2.3. Sistemas de Información.

2.3. 
COMPONENTE COMUNICACIÓN PÚBLICA.

ELEMENTOS DE CONTROL:

2.3.1. Comunicación Organizacional.

2.3.2. Comunicación Informativa.

2.3.3. Medios de Comunicación.

3. 
SUBSISTEMA DE CONTROL DE EVALUACIÓN.

3.1. 
COMPONENTE AUTOEVALUACIÓN.

ELEMENTOS DE CONTROL:

3.1.1. Autoevaluación del Control.

3.1.2. Autoevaluación de Gestión.

3.2. 
COMPONENTE EVALUACIÓN INDEPENDIENTE.

ELEMENTOS DE CONTROL:

3.2.1. Evaluación del Sistema de Control Interno.

3.2.2. Auditoría Interna.

3.3. 
COMPONENTE PLANES DE MEJORAMIENTO. 

ELEMENTOS DE CONTROL:

3.3.1. Plan de Mejoramiento Institucional.

3.3.2. Planes de Mejoramiento por Procesos.

3.3.3. Planes de Mejoramiento Individual.

Parágrafo: Los Artículos siguientes definen los Subsistemas, los Objetivos de los Componentes y los criterios básicos que deben tenerse en cuenta en los ajustes y mejoramiento del Sistema de Control Interno.

TÍTULO II.

SUBSISTEMAS, COMPONENTES Y ELEMENTOS.

CAPÍTULO I.

CONTROL ESTRATÉGICO.

Artículo 6. SUSBISTEMA DE CONTROL ESTRATÉGICO: Es el Conjunto de Componentes de Control que al interrelacionarse entre sí, permiten el cumplimiento a la orientación estratégica y organizacional de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION. 

Artículo 7. COMPONENTE AMBIENTE DE CONTROL. Es el conjunto de Elementos de Control que al interrelacionarse, otorgan una conciencia de control a la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN influyendo de manera profunda en la planificación, la gestión de operaciones y en los procesos de mejoramiento institucional, con base en el marco legal que le es aplicable a la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION.

Artículo 8. ELEMENTOS DEL COMPONENTE AMBIENTE DE CONTROL. Este Componente está integrado por los siguientes Elementos de Control: 

8.1. Acuerdos, Compromisos o Protocolos Éticos: Elemento de Control, que define el estándar de conducta de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION. Establece las declaraciones explícitas que en relación con las conductas de los Servidores Públicos, son acordados en forma participativa para la consecución de los propósitos de la Entidad, manteniendo la coherencia de la gestión con los principios consagrados en la Constitución, la Ley y la finalidad social del Estado.

8.2. Desarrollo del Talento Humano: Elemento de Control, que define el compromiso de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN con el desarrollo de las competencias, habilidades, aptitudes e idoneidad del Servidor Público. Determina las políticas y prácticas de gestión humana a aplicar por la Entidad, las cuales deben incorporar los principios de justicia, equidad y transparencia al realizar los procesos de selección, inducción, formación, capacitación y evaluación del desempeño de los Servidores Públicos del Estado.

8.3. Estilo de Dirección: Elemento de Control, que define la filosofía y el modo de administrar del Gobernante o Gerente Público, estilo que se debe distinguir por su competencia, integridad, transparencia y responsabilidad pública. Constituye la forma adoptada por el nivel directivo para guiar u orientar las acciones de la Entidad hacia el cumplimiento de su Misión, en el contexto de los fines sociales del Estado. 

Artículo 9. COMPONENTE DIRECCIONAMIENTO ESTRATÉGICO. Es el conjunto de Elementos de Control que al interrelacionarse, establecen el marco de referencia que orienta la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN hacia el cumplimiento de su Misión, el alcance de su Visión y la conduce hacia el cumplimiento de sus objetivos globales.

Artículo 10. ELEMENTOS DEL COMPONENTE DIRECCIONAMIENTO ESTRATÉGICO. Este componente está integrado por los siguientes Elementos de Control:

10.1. Planes y Programas: Elemento de Control, que permite modelar la proyección de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN a corto, mediano y largo plazo e impulsar y guiar sus actividades hacia las metas y los resultados previstos. 

10.2. Modelo de Operación por Procesos: Elemento de Control, que permite conformar el estándar organizacional que soporta la operación de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, armonizando con enfoque sistémico la Misión y Visión institucional orientándola hacia una Organización por Procesos, los cuales en su interacción, interdependencia y relación causa-efecto garantizan una ejecución eficiente, y el cumplimiento de los objetivos de la Entidad.

10.3. Estructura Organizacional: Elemento de Control, que configura integral y articuladamente los cargos, las funciones, las relaciones y los niveles de responsabilidad y autoridad en la Entidad, permitiendo dirigir y ejecutar los procesos y actividades de conformidad con su Misión. 

Artículo 11. COMPONENTE ADMINISTRACIÓN DEL RIESGO. Es el conjunto de Elementos de Control que al interrelacionarse, permiten a la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN evaluar aquellos eventos negativos, tanto internos como externos, que puedan afectar o impedir el logro de sus objetivos institucionales o los eventos positivos, que permitan identificar oportunidades, para un mejor cumplimiento de su función.

Artículo 12. ELEMENTOS DEL COMPONENTE ADMINISTRACIÓN DEL RIESGO. Este componente está integrado por los siguientes Elementos de Control:

12.1. Contexto Estratégico: Elemento de Control, que permite establecer el lineamiento estratégico que orienta las decisiones de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, frente a los riesgos que pueden afectar el cumplimiento de sus objetivos producto de la observación, distinción y análisis del conjunto de circunstancias internas y externas que puedan generar eventos que originen oportunidades o afecten el cumplimiento de su Función, Misión y Objetivos Institucionales.

12.2. Identificación de Riesgos: Elemento de Control, que posibilita conocer los eventos potenciales, estén o no, bajo el control de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, que ponen en riesgo el logro de su Misión, estableciendo los agentes generadores, las causas y los efectos de su ocurrencia.

12.3. Análisis del Riesgo: Elemento de Control, que permite establecer la probabilidad de ocurrencia de los eventos positivos y/o negativos y el impacto de sus consecuencias, calificándolos y evaluándolos a fin de determinar la capacidad de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN para su aceptación y manejo.

12.4. Valoración del Riesgo: Elemento de Control, que determina el nivel o grado de exposición de la Entidad a los impactos del riesgo, permitiendo estimar las prioridades para su tratamiento. 

12.5. Políticas de Administración de Riesgos: Elemento de Control, que permite estructurar criterios orientadores en la toma de decisiones, respecto al tratamiento de los riesgos y sus efectos al interior de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. 

CAPÍTULO II.

CONTROL DE GESTIÓN.

Artículo 13. SUBSISTEMA DE CONTROL DE GESTIÓN. Es el conjunto de Componentes de Control, que al interrelacionarse bajo la acción de los niveles de autoridad y/o responsabilidad correspondientes, aseguran el control a la ejecución de los procesos de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, orientándola a la consecución de los resultados y productos necesarios para el cumplimiento de su Misión.

Artículo 14. COMPONENTE ACTIVIDADES DE CONTROL. Es el conjunto de Elementos de Control, que garantizan el control a la ejecución de la función, planes y programas de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, haciendo efectivas las acciones necesarias al manejo de riesgos y orientando la operación hacia la consecución de sus resultados, metas y objetivos.

Artículo 15. ELEMENTOS DEL COMPONENTE ACTIVIDADES DE CONTROL. Este componente está integrado por los siguientes Elementos de Control:

15.1. Políticas de Operación. Elemento de Control, que establece las guías de acción para la implementación de las estrategias de ejecución de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN; define los límites y parámetros necesarios para ejecutar los procesos y actividades en cumplimiento de la función, los planes, los programas, proyectos y políticas de la Administración del Riesgo previamente definidos por la Entidad. 

15.2. Procedimientos: Elemento de Control, conformado por el conjunto de especificaciones, relaciones y ordenamiento de las tareas requeridas para cumplir con las actividades de un proceso, controlando las acciones que requiere la operación de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. Establece los métodos para realizar las tareas, la asignación de responsabilidad y autoridad en la ejecución de las actividades y define la construcción de los flujogramas que establecen las relaciones y el curso de la información organizacional.

15.3. Controles: Elemento de Control, conformado por el conjunto de acciones o mecanismos definidos para prevenir o reducir el impacto de los eventos que ponen en riesgo la adecuada ejecución de los procesos, requeridos para el logro de los objetivos de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. 

15.4. Indicadores: Elemento de Control, conformado por el conjunto de mecanismos necesarios para la evaluación de la gestión de toda PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. Se presentan como un conjunto de variables cuantitativas y/o cualitativas sujetas a la medición, que permiten observar la situación y las tendencias de cambio generadas en la Entidad, en relación con el logro de los objetivos y metas previstos.

15.5. Manual de Procedimientos: Elemento de Control, materializado en una normativa de autorregulación interna que contiene y regula la forma de llevar a cabo los procedimientos de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, convirtiéndose en una guía de uso individual y colectivo que permite el conocimiento de la forma como se ejecuta o desarrolla su función administrativa, propiciando la realización del trabajo bajo un lenguaje común a todos los Servidores Públicos. 

Artículo 16. COMPONENTE INFORMACIÓN. Es el conjunto de Elementos de Control, conformado por datos que al ser ordenados y procesados, adquiere significado para los grupos de interés de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN a los que va dirigido. Hace parte fundamental de la operación de la Entidad al convertirse en insumo para la ejecución de los procesos y a su vez en producto de los mismos. Garantiza la base de la transparencia de la actuación pública, la Rendición de Cuentas a la Comunidad y el cumplimiento de obligaciones de información.

Artículo 17. ELEMENTOS DEL COMPONENTE INFORMACIÓN. Este componente está integrado por los siguientes Elementos de Control:

17.1. Información Primaria: Elemento de Control, conformado por el conjunto de datos de fuentes externas provenientes de las instancias con las cuales la organización está en permanente contacto, así como de las variables que no están en relación directa con la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, pero que afectan su desempeño.

17.2. Información Secundaria: Elemento de Control, conformado por el conjunto de datos que se originan y/o procesan al interior de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, provenientes del ejercicio de su función. Se obtienen de los diferentes sistemas de información que soportan la Gestión de la Entidad. 

17.3. Sistemas de Información: Elemento de Control, conformado por el conjunto de recursos humanos y tecnológicos utilizados para la generación de información, orientada a soportar de manera más eficiente la gestión de operaciones en la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. 

Artículo 18. COMPONENTE COMUNICACIÓN PÚBLICA. Es el conjunto de Elementos de Control, que apoya la construcción de visión compartida, y el perfeccionamiento de las relaciones humanas de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN con sus grupos de interés internos y externos, facilitando el cumplimiento de sus objetivos institucionales y sociales, en concordancia con lo establecido en el Artículo 32 de la Ley 489 de 1998.

Artículo 19. ELEMENTOS DEL COMPONENTE COMUNICACIÓN PÚBLICA. Este componente está integrado por los siguientes Elementos de Control:

19.1. Comunicación Organizacional. Elemento de Control, que orienta la difusión de políticas y la información generada al interior de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN para una clara identificación de los objetivos, las estrategias, los planes, los programas, los proyectos y la gestión de operaciones hacia los cuales se enfoca el accionar de la Entidad.

19.2. Comunicación Informativa. Elemento de Control, que garantiza la difusión de información de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN sobre su funcionamiento, gestión y resultados en forma amplia y transparente hacia los diferentes grupos de interés externos.

19.3. Medios de Comunicación: Elemento de Control, que se constituye por el conjunto de procedimientos, métodos, recursos e instrumentos utilizados por la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN para garantizar la divulgación, circulación amplia y focalizada de la información y de su sentido, hacia los diferentes grupos de interés.

CAPÍTULO III.

CONTROL DE EVALUACIÓN.

Artículo 20. SUBSISTEMA DE CONTROL DE EVALUACIÓN. Es el conjunto de Componentes de Control que al actuar interrelacionadamente, permiten valorar en forma permanente la efectividad del Control Interno de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN; la eficiencia, eficacia y efectividad de los procesos y actividades; el nivel de ejecución de los planes y programas, los resultados de la gestión, detectar desviaciones, establecer tendencias y generar recomendaciones para orientar las acciones de mejoramiento de la Organización Pública. 

Artículo 21. COMPONENTE AUTOEVALUACIÓN. Es el conjunto de Elementos de Control, que al actuar en forma coordinada en la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, permite en cada área organizacional medir la efectividad de los controles en los procesos y los resultados de la gestión en tiempo real, verificando su capacidad para cumplir las metas y resultados a su cargo y tomar las medidas correctivas que sean necesarias al cumplimiento de los objetivos previstos por la Entidad.

Artículo 22. ELEMENTOS DEL COMPONENTE AUTOEVALUACIÓN. Este componente está integrado por los siguientes Elementos de Control:

22.1. Autoevaluación del Control: Elemento de Control, que basado en un conjunto de mecanismos de verificación y evaluación, determina la calidad y efectividad de los controles internos a nivel de los procesos y de cada área organizacional responsable, permitiendo emprender las acciones de mejoramiento del control requeridas.

22.2. Autoevaluación a la Gestión: Elemento de Control, que basado en un conjunto de indicadores de gestión diseñados en los Planes y Programas y en los Procesos de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, permite una visión clara e integral de su comportamiento, la obtención de las metas y de los resultados previstos e identificar las desviaciones sobre las cuales se deben tomar los correctivos que garanticen mantener la orientación de la Entidad hacia el cumplimiento de sus objetivos institucionales.

Artículo 23. COMPONENTE EVALUACIÓN INDEPENDIENTE. Es el conjunto de Elementos de Control, que garantiza el examen autónomo y objetivo del Sistema de Control Interno, la gestión y resultados corporativos de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN por parte de la Oficina de Control Interno. Presenta como características la independencia, la neutralidad y la objetividad de quien la realiza y debe corresponder a un plan y a un conjunto de programas que establecen objetivos específicos de evaluación al control, la gestión, los resultados y el seguimiento a los Planes de Mejoramiento de la Entidad. 

Artículo 24. ELEMENTOS DEL COMPONENTE EVALUACIÓN INDEPENDIENTE. Este componente está integrado por los siguientes Elementos de Control:

24.1. Evaluación del Sistema de Control Interno: Elemento de Control, cuyo objetivo es verificar la existencia, nivel de desarrollo y el grado de efectividad del Control Interno en el cumplimiento de los objetivos de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. 

24.2. Auditoría Interna: Elemento de Control, que permite realizar un examen sistemático, objetivo e independiente de los procesos, actividades, operaciones y resultados de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. Así mismo, permite emitir juicios basados en evidencias sobre los aspectos más importantes de la gestión, los resultados obtenidos y la satisfacción de los diferentes grupos de interés. 

Artículo 25. COMPONENTE PLANES DE MEJORAMIENTO. Es el conjunto de Elementos de Control, que consolidan las acciones de mejoramiento necesarias para corregir las desviaciones encontradas en el Sistema de Control Interno y en la gestión de operaciones, que se generan como consecuencia de los procesos de Autoevaluación, de Evaluación Independiente y en las observaciones formales provenientes de los Órganos de Control.

Artículo 26. ELEMENTOS DEL COMPONENTE PLANES DE MEJORAMIENTO. Este componente está integrado por los siguientes Elementos de Control:

26.1. Plan de Mejoramiento Institucional: Elemento de Control, que permite el mejoramiento continuo y cumplimiento de los objetivos institucionales de orden corporativo de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. Integra las acciones de mejoramiento que a nivel de sus macroprocesos o componentes corporativos debe operar la Entidad para fortalecer integralmente su desempeño institucional, cumplir con su función, misión y objetivos en los términos establecidos en la Constitución, la Ley, teniendo en cuenta los compromisos adquiridos con los Organismos de Control Fiscal, de Control Político y con los diferentes grupos de interés.

26.2. Planes de Mejoramiento por Procesos: Elemento de Control, que contiene los planes administrativos con las acciones de mejoramiento que a nivel de los procesos y de las áreas responsables dentro de la Organización Pública, deben adelantarse para fortalecer su desempeño y funcionamiento, en procura de las metas y resultados que garantizan el cumplimiento de los objetivos de la Entidad en su conjunto.

26.3 Planes de Mejoramiento Individual: Elemento de Control, que contiene las acciones de mejoramiento que debe ejecutar cada uno de los Servidores Públicos para mejorar su desempeño y el del área organizacional a la cual pertenece, en un marco de tiempo y espacio definidos, para lograr una mayor productividad de las actividades y/o tareas bajo su responsabilidad. 

T Í T U L O III.

ROLES Y RESPONSABILIDADES.

Artículo 27. ESTRUCTURA Y RESPONSABILIDAD. La PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, para el desarrollo de su misión constitucional y legal, cuenta con la estructura organizacional establecida en el Decreto 262 de 2000, y en aquellas disposiciones que lo desarrollen, en donde se definen las líneas de autoridad para la dirección, asesoría, ejecución y control, así como los mecanismos de coordinación y niveles de responsabilidad que corresponden a cada una de las dependencias. 

El Procurador General de la Nación, los jefes de cada dependencia así como los demás servidores públicos de la Entidad son responsables del establecimiento y desarrollo del sistema de control interno, así como de la aplicación de los métodos y procedimientos que contribuyan a la eficiencia y eficacia del Control Interno. La Oficina de Control Interno verificará y evaluará el sistema de control interno en cumplimiento de sus funciones. 
Artículo 28. REPRESENTANTE DE LA DIRECCIÓN. Para efectos de garantizar la operacionalización de las acciones necesarias al desarrollo, implementación y mejoramiento continúo del Sistema de Control Interno basado en el Modelo Estándar de Control Interno que establece el Decreto 1599 de 2005, el Procurador General de la Nación podrá delegar dicha función en grupos de trabajo, quienes actuarán bajo las políticas establecidas por el Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno.

A su vez la evaluación independiente y objetiva del desarrollo, implementación, mantenimiento y mejoramiento continuo del Modelo Estándar de Control Interno estará a cargo del Jefe de la Oficina de Control Interno.

Parágrafo transitorio. Para la implementación del MECI 1000:2005, se cuenta con los grupos establecidos en la Resolución 339 de septiembre de 2005.

Artículo 29. COMITÉ DE COORDINACIÓN DE CONTROL INTERNO. El Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno se reunirá por lo menos cada dos (2) meses. Deberá adoptar un reglamento interno y cumplir con las funciones establecidas en los Decretos 1826 de 1994 y 2145 de 1999.

Artículo 30. RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y/O PARTICULARES QUE EJERCEN FUNCIONES PÚBLICAS. Los Servidores Públicos de la Procuraduría General de la Nación, son responsables de la operatividad eficiente de los procesos, actividades y tareas a su cargo; por la supervisión continua a la eficacia de los controles integrados. Así mismo, por desarrollar la autoevaluación permanente a los resultados de su labor, como parte del cumplimiento de las metas previstas por la dependencia o unidad administrativa a la cual pertenecen.

Artículo 31. OFICINA DE CONTROL INTERNO. La Oficina de Control Interno con base en los artículos 3º literal d), artículos 9º y 12º de la Ley 87 de 1993, es la responsable de realizar la Evaluación Independiente al Sistema de Control Interno de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, así como por el seguimiento al Plan de Mejoramiento Institucional, generando las recomendaciones correspondientes y asesorando a la Alta Dirección para su puesta en marcha.

TÍTULO IV.

FUNCIONALIDAD DE LA OFICINA DE CONTROL INTERNO.

Artículo 32. FUNCIÓN DE EVALUACIÓN INDEPENDIENTE. Es el examen autónomo del Sistema de Control Interno y de las acciones llevadas a cabo por la Oficina de Control Interno, será adelantada por personas que no están directamente involucradas en la operación diaria y cotidiana, y cuya neutralidad les permite emitir juicios objetivos sobre los hechos de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. 

Artículo 33. FUNCIÓN DE AUDITORÍA INTERNA. Es el examen sistemático, objetivo e independiente de los procesos, actividades, operaciones y resultados, con el fin de determinar si los recursos se han utilizado con economía, eficacia, eficiencia y transparencia; si se han observado las normas internas y externas aplicables y si los mecanismos de comunicación públicas son confiables. El objetivo fundamental es emitir juicios fundados a partir de las evidencias sobre el grado de cumplimiento de los objetivos, planes y programas. Estas deben cubrir cuatro aspectos básicos de evaluación: Cumplimiento, Soporte Organizacional, Gestión y Resultados. 

Artículo 34. HERRAMIENTAS DE EVALUACIÓN. El Grupo Evaluador de la Oficina de Control Interno, para llevar a cabo la evaluación del Control Interno, de la gestión y resultados de la Entidad, así como el seguimiento a los Planes de Mejoramiento, utilizará como base de dicha función las metodologías y herramientas de evaluación establecidas por las instancias competentes del Estado y Órgano de Control Fiscal correspondiente.

Artículo 35. INFORMES A PRESENTAR POR LA OFICINA DE CONTROL INTERNO. La Oficina de Control Interno presentará al Representante Legal de la Entidad y al Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno, los siguientes informes relacionados con la Evaluación Independiente del Control Interno, los resultados y el mejoramiento continuo de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN.

35.1.
Informe Ejecutivo Anual de Evaluación del Sistema de Control Interno. El Jefe de la Oficina de Control Interno, asumiendo su rol de evaluador independiente, deberá reportar al Procurador General de la Nación a más tardar el 10 de febrero de cada año, el Informe Ejecutivo Anual de Evaluación del Sistema de Control Interno, presentando el grado de avance y desarrollo en la Implementación del Sistema de Control Interno, conforme a lo establecido en el literal e) del artículo 8 del Decreto 2145 de 1999. Así mismo, también lo deberán presentar a los funcionarios directivos que defina el Comité de Coordinación de Control Interno.

De otra parte, el Procurador General de la Nación a su vez, remitirá al Consejo Asesor del Gobierno Nacional en materia de Control Interno de las entidades del orden nacional y territorial, a más tardar el 16 de febrero de cada año, copia del Informe Ejecutivo Anual de Evaluación del Sistema de Control Interno, conforme a lo establecido en el artículo 2 del Decreto 2539 de 2000, que contenga el resultado final, documento que servirá de base para el Informe que sobre el avance del Control Interno del Estado presentará al inicio de cada legislatura el Presidente de la República al Congreso de la República.

35.2. Informes de Auditoría Interna: El Jefe de la Oficina de Control Interno reporta al Representante Legal y al Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno las fortalezas, debilidades y deficiencias que se presentan en la gestión de operaciones de PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. 

Toma como base las normas de Auditoría Generalmente Aceptadas, los métodos y herramientas de Auditoría Interna que permiten una Evaluación Independiente cierta sobre la gestión y los resultados de la Entidad. Los informes deberán elaborarse periódicamente con base en el Plan de Auditoría establecido y ejecutado formalmente por la Oficina de Control Interno.

Artículo 36. FORMA Y ARCHIVO DE LOS INFORMES. Los informes de Evaluación del Sistema de Control Interno y de Auditoría Interna, elaborados y presentados por la Oficina de Control Interno, se consignarán en medios documentales y magnéticos que garanticen su conservación, reproducción y consulta por parte de la Entidad y los Órganos de Control Externos cuando estos lo requieran. 

Para tales efectos, se implementará un archivo consecutivo que permanecerá en poder de la Oficina de Control Interno y del archivo general de la Entidad, conforme a los criterios sobre Tablas de Retención fijados en las normas correspondientes emitidas por el Archivo General de la Nación y atendiendo los requisitos de calidad contenidos en la Norma Técnica de Calidad en la Gestión Pública NTCGP 1000:2004.

Artículo 37. COMUNICACIÓN DE RESULTADOS SOBRE LA EVALUACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO. La Oficina de Control Interno, comunicará oportunamente por escrito al Representante Legal de la Entidad y al Comité de Coordinación de Control Interno, los resultados de la Evaluación del Control Interno de la Entidad con las correspondientes recomendaciones para el fortalecimiento del Sistema de Control Interno. 

Artículo 38. DE LA APLICACIÓN DE RECOMENDACIONES Y CORRECTIVOS. Con base en lo establecido en el Artículo 6º de la Ley 87 de 1993, el Representante Legal de la Entidad, los directivos y el Comité de Coordinación de Control Interno son los responsables de la aplicación de las recomendaciones y correctivos resultantes de la evaluación del Control Interno, así como también de las recomendaciones originadas en los procesos de Auditoría Externa de los Órganos de Control Fiscal.

T Í T U L O V.

DEL COMITÉ DE COORDINACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO Y LOS COMITÉS TERRITORIALES

Artículo 39. COMITÉ DE COORDINACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO.- Créase el Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno, como órgano de coordinación y asesoría del Procurador General de la Nación el cual estará integrado por: 

El Viceprocurador General de la Nación, quien lo presidirá. 

El Secretario General. 

Dos (2) Procuradores Delegados, designados por el Procurador General de la Nación, que podrán ser renovados cuando lo considere pertinente. 

El Jefe de la Oficina de Planeación, y

El Jefe de la Oficina de Control Interno (Secretario Técnico del Comité).

Artículo 40. REUNIONES DEL COMITÉ.- El Comité de Coordinación de Control Interno se reunirá por lo menos cada dos (2) meses de manera directa, dentro de los diez (10) primeros días del respectivo bimestre y será convocado por el Jefe de la Oficina de Control Interno, y de manera extraordinaria, cuando así lo disponga el mismo funcionario o por solicitud de cualquiera de sus miembros. 

A las reuniones del Comité podrán ser invitados los directivos y funcionarios que se consideren necesarios para el análisis de las gestiones respectivas. 

Artículo 41. QUÓRUM DECISORIO.- Los miembros del Comité tendrán voz y voto, salvo el Jefe de la Oficina de Control Interno, quien solo tendrá voz y actuará como Secretario del Comité. 

Las decisiones del Comité se tomarán por la mayoría absoluta de sus miembros y en caso de empate, se acudirá a lo dispuesto en el reglamento del Comité. 

Artículo 42. REGLAMENTO.- En la reunión de instalación se designarán los miembros encargados de elaborar el reglamento del Comité de Coordinación de Control Interno, el cual será presentado, discutido y aprobado en la siguiente reunión del mismo. 

Parágrafo. Para el efecto el Comité de Coordinación de Control Interno debe revisar el reglamento existente, adoptar uno nuevo y expedir el reglamento de los comités territoriales de control interno. 

Artículo 43. ACTAS Y ASISTENCIA.- De las reuniones del Comité se levantará un acta, en donde consten las deliberaciones y recomendaciones correspondientes a cada sesión. La asistencia de los miembros del Comité a sus sesiones, será obligatoria y no podrá delegarse. 

Articulo 44. FUNCIONES DEL COMITÉ DE COORDINACIÓN DE CONTROL INTERNO.- El Comité de Coordinación de Control Interno, para el cumplimiento de sus objetivos tendrá las funciones establecidas en los Decreto 1826 de 1994 y 2145 de 1999 en las normas que las modifiquen y adicionen, y además las siguientes: 

1. 
Apoyar, asesorar, y colaborar al Procurador General de la Nación y a la Oficina de Control Interno en la adopción de decisiones y de intervenciones para el desarrollo del sistema de control interno. 

2.
Analizar el informe presentado por la Oficina de Control Interno y promover las decisiones que tomen los correctivos o que conduzcan al mejoramiento del Sistema de Control Interno en la Procuraduría. 

3. Promover la formulación de las políticas que den aplicación al MECI y velar por la coherencia normativa que desarrolle el Modelo Estándar de Control Interno. 

4. Establecer y proponer los programas de especialización y capacitación para los funcionarios del área que se requiera, para la optimización de la gestión. 

5. Reglamentar el funcionamiento de los comités territoriales y valorar su gestión. 

6. Asesorar al Procurador General de la Nación en la adopción de decisiones para el desarrollo del Sistema de Gestión de Calidad acogido por la Entidad mediante la Resolución 107 de 2005, promover su aplicación y actuar como máxima instancia del mismo.

7. Las demás que le otorgue la Ley o le asigne el Procurador General de la Nación, de acuerdo con la naturaleza de sus funciones.”
Parágrafo. Corresponde al Jefe de la Oficina de Planeación organizar y presentar los temas relacionados con el Sistema de Gestión de la Calidad al Comité, así como coordinar su ejecución y realizar su seguimiento. Para éstos asuntos solo tendrá voz. 

Artículo 45. APOYO DE LOS SERVIDORES. Todos los servidores Públicos de la Procuraduría General de la Nación están obligados a apoyar al Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno y a los Comités territoriales aquí definidos en todos los procesos necesarios para complementar, actualizar y mejorar el Sistema de Control Interno.

Artículo 46. COMITÉS TERRITORIALES DE CONTROL INTERNO. Créense los Comités Territoriales del Sistema de Control Interno, como instancias de apoyo a la implantación, desarrollo y funcionamiento del Sistema de Control Interno, supeditados a las políticas del Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno, el cual, preside el Viceprocurador General de la Nación. Los Comités funcionarán en todos los municipios donde tengan sede las Procuradurías Regionales y Provinciales, estarán integrados por: 

En municipios sedes de Procuradurías Regionales:

El procurador Regional, quien lo presidirá 

El Procurador Provincial, en caso que exista

Dos (2) Procuradores Judiciales, en caso que existan 

El Coordinador Administrativo, y

Un funcionario del nivel asesor o profesional designado por el Comité Territorial como promotor de control interno, quien actuará como secretario.

En municipios sedes de Procuradurías Provinciales, distintos de los anteriores:

El procurador Provincial, quien lo presidirá 

Dos (2) Procuradores Judiciales, en caso que existan

Un funcionario del nivel asesor o profesional designado por el Comité Territorial como promotor de control interno, quien actuará como secretario.

Parágrafo 1. En todo caso a nivel territorial podrán organizarse en la forma que resulte más conveniente para la gestión del Sistema de Control Interno, atendiendo a los lineamientos generales de este artículo, siempre y cuando cuenten con la aprobación previa y expresa del Comité de Coordinación de Control Interno.

Parágrafo 2. En los municipios donde existan solo procuradores judiciales, no se conformará esté comité.

Artículo 47. REUNIONES DE LOS COMITÉS TERRITORIALES DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO. Los Comités se reunirán cada cuatro meses de manera directa, dentro de los diez (10) primeros días del respectivo cuatrimestre y será convocado por el Procurador Regional o provincial que lo presida, y de manera extraordinaria, cuando así lo disponga el mismo funcionario o por solicitud de cualquiera de sus miembros. 

A las reuniones del Comité podrán ser invitados los funcionarios que se consideren necesarios para el análisis de las gestiones respectivas. 

Artículo 48. QUORUM DECISORIO. Los miembros del Comité tendrán voz y voto, salvo el funcionario del nivel asesor o profesional designado como promotor de control interno, quien solo tendrá voz y actuará como Secretario del Comité. 

Las decisiones del Comité se tomarán por la mayoría absoluta de sus miembros y en caso de empate, se acudirá a lo dispuesto en el reglamento del Comité de Coordinación de Control Interno. 

Artículo 49. ACTAS Y ASISTENCIA. De las reuniones del Comité Territorial se levantará un acta, en donde consten las deliberaciones y recomendaciones correspondientes a cada sesión, en los términos previstos por el Comité de Coordinación de Control Interno, copia de la misma deberá ser remitida a la Oficina de Control Interno en los diez días siguientes a su realización. La asistencia de los miembros del Comité a sus sesiones, será obligatoria y no podrá delegarse. 

Artículo 50. FUNCIONES DE LOS COMITÉS TERRITORIALES DE CONTROL INTERNO. Los objetivos y metas de los Comités Territoriales serán definidos por el Comité de Coordinación de Control Interno. Para el cumplimiento de sus objetivos y metas tendrá las siguientes funciones: 

1. 
Impulsar el desarrollo del Sistema de Control Interno estatal en su jurisdicción.

2. 
Coordinar la ejecución de las políticas definidas por el Comité de Coordinación de Control Interno en su jurisdicción. 

3.
Aplicar los mecanismos que se definan para la institucionalización y operación del Sistema de Control Interno.

4.
Analizar y evaluar la gestión misional en su jurisdicción y definir acciones que permitan su mejoramiento.

5. 
Las demás que le otorgue el Comité de Coordinación de Control Interno, de acuerdo con la naturaleza de sus funciones. 

T Í T U L O VI.

DISPOSICIONES VARIAS.

Artículo 51. NORMAS DE CONTROL INTERNO CONTABLE. La PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN se acogerá a la reglamentación que sobre políticas, métodos y procedimientos de Control Interno Contable, expida la Contaduría General de la Nación a fin de garantizar la razonabilidad, confiabilidad y oportunidad de los estados financieros e informes contables y la utilidad social de la información financiera, económica y social que debe generar la Entidad para sí misma, los diferentes grupos de interés externos y para garantizar el cumplimiento de obligaciones de información.

Artículo 52. MÉTODOS Y PROCEDIMIENTOS DE CONTROL INTERNO. La PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, en cumplimiento de las normas vigentes y de la presente Resolución, se acogerá a las directrices que sobre políticas, métodos y procedimientos de Control Interno emita el Departamento Administrativo de la Función Pública para las entidades del Estado, de conformidad con el artículo 3 del Decreto 1599 del 20 de mayo de 2005.

Parágrafo. Corresponde a la Oficina de Control Interno compilar las políticas, directrices, métodos y procedimientos que la entidad ha expedido y expida para la implantación del MECI 1000:2005, de sus subsistemas, componentes y elementos de control, así como de los procedimientos, guías, formatos, y métodos para su evaluación, ejecución de los planes de mejoramiento y cumplimiento de obligaciones de información y documentación del mismo. 

Artículo 53. ÁMBITO DE APLICACIÓN Y REGULACIÓN: La presente Resolución será aplicable a todas las áreas organizacionales de la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN y su reglamentación de orden operativo se realizará por medio de actos administrativos por las cuales se adopten los conceptos, metodologías, guías e instrumentos de aplicación así como los manuales e instrumentos que le sean inherentes.

Artículo 54. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación, y deroga las Resoluciones 107 de 2001 y 121 de 2001 y demás disposiciones que le sean contrarias.
PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.

Dada en Bogotá, D.C. a los 28 del mes agosto Año 2006

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación
3. Ejercer el control de gestión sobre las actividades que adelantan las diferentes dependencias de la Procuraduría, así como del cumplimiento de la misión integral de la entidad, con fundamento en el análisis de la información recibida de las mismas dependencias y proponer los correctivos que resulten pertinentes. 

RESOLUCIÓN Nº 212

(6 mayo de 2003)
Por medio de la cual se adopta el Manual de Indicadores de Gestión de la Procuraduría General de la Nación
EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las conferidas en el artículo 277 de la Constitución Política y en el artículo 7 del Decreto 262 de 2000, y
CONSIDERANDO

Que de conformidad con lo dispuesto en el numeral 7º del artículo 7º del Decreto 262 de 2000, corresponde al Procurador General de la Nación “Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley.”

Que para realizar la medición de los resultados de la gestión institucional y determinar el rendimiento, la eficacia y la eficiencia de sus dependencias y de sus servidores en el cumplimiento de las funciones que por ley les corresponde, se hace necesaria la adopción de un Manual de Indicadores de Gestión, que sirva además de instrumento para la evaluación, seguimiento y control de la ejecución de los planes, programas, proyectos y acciones de la Procuraduría General de la Nación.
RESUELVE:
ARTICULO 1. Adoptar el siguiente Manual de Indicadores de Gestión de la Procuraduría General de la Nación:

MANUAL DE INDICADORES DE GESTIÓN
DE LA PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN

(…)

ARTICULO 2. Las dependencias de la Procuraduría General de la Nación utilizarán el Manual de que trata el artículo anterior en la presentación de los informes de gestión que deban someter a la consideración del Procurador General de la Nación.

ARTICULO 3. Las modificaciones que deban introducirse al Manual de Indicadores de Gestión, se adoptarán mediante resolución emanada del Despacho del Procurador General de la Nación, previa la realización de los estudios justificativos que adelanten las Oficinas de Control Interno y Planeación de la entidad, a las cuales corresponde, en primer término, revisar de manera constante la utilidad y eficacia de los indicadores establecidos, y en segundo lugar, identificar los ajustes, cambios y modificaciones que deban realizarse, a efectos de garantizar la utilidad y precisión de los indicadores como instrumentos de evaluación, seguimiento y control de la gestión institucional.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, los responsables de las dependencias involucradas, podrán sugerir ajustes, cambios y modificaciones, formulando sus propuestas por escrito, debidamente fundamentadas, ante las Oficinas de Control Interno y Planeación de la entidad.

ARTICULO 4. Los responsables de las distintas dependencias de la Procuraduría General de la Nación, están en el deber de presentar los informes de gestión, teniendo en cuenta los parámetros establecidos en el Manual de Indicadores de Gestión de que trata la presente resolución.

ARTICULO 5. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE,

Dada en Bogotá, D.C., a los 6 MAYO 2003
EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

4. Realizar visitas periódicas a las dependencias de la Procuraduría, con el fin de verificar el desarrollo de las actuaciones y procesos que se adelanten. 

5. Diseñar e implementar, con el apoyo de la Oficina de Planeación, mecanismos de verificación, administración, control, seguridad e integridad de la información que suministren las dependencias de la entidad. 

6. Diseñar el sistema de control de gestión y preparar, para la aprobación del Procurador General, el manual respectivo. 

7. Verificar que los estados financieros de la entidad reflejen el resultado de sus operaciones y los cambios de su situación financiera. 

8. Remitir a las diferentes dependencias de la Procuraduría los informes de control de gestión, con sus respectivos soportes, y enviarlos, igualmente, a la dependencia competente, cuando de ellos se concluya que existen posibles irregularidades constitutivas de faltas disciplinarias. 

9. Las demás que le asigne o delegue el Procurador General. 

Artículo 14. Oficina de Prensa. La Oficina de Prensa tiene las siguientes funciones: 

1. Asesorar al Procurador General en la difusión de la imagen institucional, así como en el desarrollo de la divulgación de las actividades oficiales de la entidad. 

2. Coordinar las relaciones entre la entidad y los medios de comunicación, y difundir las informaciones periodísticas de la Procuraduría General. 

3. Actuar como portavoz de la entidad ante los medios de comunicación. 

4. Realizar campañas institucionales para ser divulgadas en los medios de comunicación. 

5. Diseñar modelos de difusión de información para los diferentes medios de comunicación. 

6. Elaborar periódicamente boletines y servicios informativos. 

7. Actualizar listados de periodistas y medios de prensa. 

8. Seleccionar la información periodística de interés para la entidad, hacerla conocer internamente y conservar los archivos impresos en audio, vídeo o en cualquier otro medio técnico. 

9. Remitir al Procurador, al Viceprocurador y al Secretario Privado el material difundido por los medios de comunicación social, que resulte de interés para la Procuraduría General de la Nación. 

10. Las demás que le asigne o delegue el Procurador General. 

Artículo 15. Oficina Jurídica. La Oficina Jurídica tiene las siguientes funciones: 

1. Asesorar al Procurador General, al Secretario General y a los demás servidores del nivel directivo de la entidad, en asuntos jurídicos y administrativos que interesen a la misma y absolver las consultas que se le formulen en estas materias. 

2. Representar al Procurador General en las acciones de tutela y a la Procuraduría General de la Nación en los procesos en que ésta sea demandada o deba actuar como demandante. 

3. Coordinar y orientar las respuestas a las acciones de tutela que sean presentadas contra cualquier otro servidor de la entidad. 

4. Coordinar la intervención que realicen los procuradores regionales, en defensa de la Nación -Procuraduría General de la Nación-, ante los Tribunales y jueces administrativos en los procesos de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho contra los actos administrativos que impongan sanción disciplinaria, proferidos por la Procuraduría. 

5. Resolver las consultas que formulen los servidores públicos ajenos a la Procuraduría General de la Nación o los particulares, sobre las funciones constitucionales y legales del Ministerio Público. 

6. Adelantar el trámite correspondiente para hacer efectivo el pago por jurisdicción coactiva. 

7. Proyectar, para la consideración del ordenador del gasto, los actos administrativos necesarios para el cumplimiento de las sentencias y acuerdos conciliatorios que den lugar al surgimiento de obligaciones patrimoniales a cargo de la entidad. 

8. Elaborar los contratos y convenios que deba celebrar la entidad y prestar asesoría jurídica para adelantar el proceso de contratación administrativa. 

9. Llevar el registro de los contratos suscritos por la Procuraduría General, debidamente clasificados, y controlar su ejecución. 

CIRCULAR N.° 48

PARA: 
COORDINADORES, SUPERVISORES E INTERVENTORES DE CONTRATOS Y DIRECTIVOS CON FUNCIONES EN LA CONTRATACIÓN DE LA ENTIDAD 

ASUNTO: 
FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN CONTRACTUAL DE LA PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN 

FECHA:
06 SEPTIEMBRE 2007 

Con el fin fortalecer la gestión contractual y el seguimiento de los contratos suscritos por la Procuraduría General de la Nación, considero oportuno reiterarles los deberes legales y contractuales que tienen los contratistas, de cumplir a cabalidad con las obligaciones estipuladas en cada uno de los negocios jurídicos suscritos con la Entidad; así mismo, el de los funcionarios encargados del control y seguimiento de dichas obligaciones, de informar con anticipación al Secretario General en su calidad de Ordenador del Gasto y a la Oficina Jurídica, sobre hechos o situaciones que puedan incidir en la entrega de bienes, obras o servicios, en las condiciones de tiempo o plazo y de calidad contratadas, y que conlleven la declaratoria de incumplimiento la imposición de multas o la declaratoria de caducidad. 

Esta necesidad de conocer con anticipación las inconsistencias o los retrasos en la ejecución de los contratos, permite la posibilidad que la administración, respetando el debido proceso, le dé aplicación a lo dispuesto sobre caducidad en el artículo 18 de la ley 80 de 1993 que señala lo siguiente: 

ARTICULO 18. DE LA CADUCIDAD y SUS EFECTOS. La caducidad es la estipulación en virtud de la cual si se presenta ala uno de los hechos constitutivos de incumplimiento de las obligaciones a carao del contratista, que afecte de manera grave y directa la ejecución del contrato y evidencie Que puede conducir a su paralización, la entidad por medio de acto administrativo debidamente motivado lo dará por terminado y ordenará su liquidación en el estado en que se encuentre. (subrayado fuera de texto). 

En caso de que la entidad decida abstenerse de declarar la caducidad adoptará las medidas de control e intervención necesarias, que garanticen la ejecución del objeto contratado. La declaratoria de caducidad no impedirá que la entidad contratante tome posesión de la obra o continúe inmediatamente la ejecución del objeto contratado, bien sea a través del garante o de otro contratista a quien a su vez se le podrá declarar la caducidad, cuando a ello hubiere lugar. (subrayado fuera de texto). 

Si se declara la caducidad no habrá lugar a indemnización para el contratista, quien se hará acreedor a las sanciones e inhabilidades previstas en esta ley. 

La declaratoria de caducidad será constitutiva del siniestro de incumplimiento. 
Igualmente, la oportunidad ante las vicisitudes referidas, permite dar aplicación a la norma vigente en materia de multas, ley 1150 de 2007, modificatoria de la ley 80 de 1993, que establece lo siguiente: 

Artículo 17. Del derecho al debido proceso, El debido proceso será un principio rector en materia sancionatoria de las actuaciones contractuales. 

En desarrollo de lo anterior y del deber de control y vigilancia sobre los contratos que corresponde a las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, tendrán la facultad de imponer las multas que hayan sido pactadas con el objeto de conminar al contratista a cumplir con sus obligaciones. 

Esta decisión deberá estar precedida de audiencia del afectado que deberá tener un procedimiento mínimo que garantice el derecho al debido proceso del contratista y procede sólo mientras se halle pendiente la ejecución de las obligaciones a cargo del contratista. Así mismo podrán declarar el incumplimiento con el propósito de hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria incluida en el contrato. 

Parágrafo. La cláusula penal y las multas así impuestas, se harán efectivas directamente por las entidades estatales, pudiendo acudir para el efecto entre otros a los mecanismos de compensación de las sumas adeudadas al contratista, cobro de la garantía, o a cualquier otro medio para obtener el pago, incluyendo el de la jurisdicción coactiva.

Parágrafo transitorio. Las facultades previstas en este articulo se entienden atribuidas respecto de las cláusulas de multas o cláusula penal pecuniaria pactadas en los contratos celebrados con anterioridad a la expedición de esta ley y en los que por autonomía de la voluntad de las partes se hubiese previsto la competencia de las entidades estatales para imponerlas y hacerlas efectivas. 
En ese mismo sentido, les recuerdo que la omisión en aplicar los medios de control referidos,  puede  constituir una  falta  gravísima, contemplada en la ley 734 de 2002, donde se destacan los numerales 31 y 34 del artículo 48 que a la letra rezan: 

31. Participar en la etapa precontractual o en .la actividad contractual, en detrimento del patrimonio público, o con desconocimiento de los principios que regulan la contratación estatal y la función administrativa contemplados en la  Constitución y en la ley. 

…..

34. No exigir, el interventor, la calidad de los bienes y servicios adquiridos por la entidad estatal, o en su defecto, los exigidos por las normas técnicas obligatorias, o cer1ificar como recibida a satisfacción, obra que no ha sido ejecutada a cabalidad. 

De otra parte, les informo que con la finalidad de determinar los alcances de la reforma a la ley 80 de 1993, establecidos -en la ley 1150 del 2007 y fortalecer el seguimiento a los contratos, la Secretaría General programará en los próximos días una capacitación con los Directivos, Coordinadores, Supervisores e Interventores. Esta jornada de capacitación será de carácter obligatorio. 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN Nº 382

(14 OCT. 2005)

"Por medio de la cual se modifica parcialmente la Resolución N.° 340 del 14 de Noviembre de 2001 y se dictan otras disposiciones"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En uso de las facultades que le confieren el artículo 277 de la Constitución Política de Colombia; y el Artículo 7º del Decreto Ley 262 de 2000, y

RESUELVE:

ARTÍCULO 1º- Los numerales 4° y 26° del artículo 5º de la Resolución No 340 del 14 de Noviembre de 2001, quedarán así: 

(….)

4-. Suscribir con el contratista todas las actas que se produzcan durante la ejecución del contrato, incluidas las de iniciación, suspensión, reiniciación, liquidación y las demás a que hubiere lugar y enviarlas a la Secretaría General para su conocimiento. Aquellas actas en las cuales se acuerde la realización o ejecución de labores u obras no contempladas; las que signifiquen un cambio de especificaciones o cantidades respecto del objeto contratado; las que de alguna manera involucren gastos adicionales con cargo al presupuesto de la Entidad y las actas de liquidación de los contratos, deberán someterse a la aprobación de la Secretaría General. 

(….)

26.- Realizar la inspección técnica para la entrega final de las obras, trabajos, bienes o suministros, y suscribir, conjuntamente con el contratista, las actas para su recibo, de conformidad con lo establecido en el contrato y en las disposiciones legales vigentes. 

El acta final de recibo deberá ir acompañada del informe técnico necesario para poder proceder a la liquidación del contrato. 

ARTÍCULO 2º-Derogar los numerales 23º del artículo 5º y 13º del artículo 6º de la Resolución N.° 340 del 14 de Noviembre de 2001. 

ARTÍCULO 3º- Aquellas actas correspondientes a trámites contractuales que a la fecha de expedición de la presente resolución no estuvieren suscritas por el Secretario General, quedarán exentas de refrendación o convalidación, exceptuando las actas de liquidación. 

ARTÍCULO 4º- Vigencia.- La presente resolución rige desde la fecha de su publicación. 

Dada en Bogotá, D. C. a los 14 OCT. 2005 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 340

(14 NOV. 2001)

"Por medio de la cual se fijan las pautas y criterios para el ejercicio de la interventoría y la supervisión de los contratos que celebre la Procuraduría General de la Nación"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En uso de las facultades que le confieren el artículo 277 de la Constitución Política de Colombia; y el Artículo 7º del Decreto Ley 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que en virtud de lo establecido en el Artículo 7°, numeral 7º del Decreto 262 del 22 febrero de 2000, corresponde al Procurador General de la Nación, "Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para el desarrollo de las funciones atribuidas por la ley". 

Que el cumplimiento de las funciones a cargo de la Procuraduría General de la Nación debe inspirarse en los principios consagrados en el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia, y en particular en los postulados de transparencia, eficacia, celeridad, moralidad, imparcialidad, publicidad y economía. 

Que las actuaciones contractuales de las entidades estatales se deben verificar de acuerdo con los mismos principios, tal y como lo establece el artículo 23 de la ley 80 de 1993". 

Que con el fin de garantizar la ejecución cabal y satisfactoria de los contratos que celebre la Procuraduría General de la Nación, se hace indispensable definir y precisar las funciones que deben cumplir los interventores y supervisores de los contratos y determinar las pautas y criterios para el ejercicio de la función de vigilancia que por ley les corresponde, a fin de garantizar la realización de los objetivos propuestos, la finalidad del gasto y que éste sea consecuente con las inversiones que realice la entidad. 

RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- Interventoría y Supervisión-. La interventoría o supervisión de los contratos que celebre la Procuraduría General de la Nación, tiene por objeto salvaguardar los intereses de la entidad y garantizar la ejecución puntual, idónea y exacta de las obligaciones contractuales. Dicha labor será desempeñada por servidores públicos vinculados laboralmente a la Procuraduría, designados al efecto por parte de la Junta de Licitaciones y Adquisiciones. No obstante lo anterior, también podrá ser ejercida por personas naturales o jurídicas especializadas, consorcios o uniones temporales contratadas con tal propósito, cuando las necesidades del servicio lo aconsejen. La contratación de estas últimas será obligatoria, cuando la interventoría deba ejercerse respecto de contratos de obra pública que por razón de su cuantía deban adjudicarse mediante licitación pública. 

ARTICULO 2°.- Designación del Supervisor o Interventor.- La designación de servidores públicos para el desempeño de las funciones propias de la interventoría o la supervisión de los contratos, es de forzosa aceptación. El Secretario de la Junta de Licitaciones y Adquisiciones, deberá comunicar las designaciones efectuadas, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a aquél en que éstas se hayan producido. 

En caso de que el interventor o supervisor del contrato vaya a separarse en forma temporal o definitiva del servicio, deberá informar previamente dicha circunstancia a los miembros de la Junta de Licitaciones y Adquisiciones, con el fin de que se proceda a la designación del quien deba remplazarlo. 

Salvo los eventos de fuerza mayor o caso fortuito, el interventor o supervisor de un contrato no podrá abandonar en forma definitiva o temporal el cumplimiento de sus funciones, hasta tanto no se haya designado o contratado a la persona natural o jurídica que deba remplazarlo y se haya suscrito la respectiva acta de entrega de la interventoría o supervisión. 

ARTICULO 3°.- Dirección, Control y Coordinación. El Jefe de la dependencia que haya promovido la celebración del contrato objeto de vigilancia, tendrá a su cargo la dirección, vigilancia, supervisión, control y coordinación de las labores que realicen o deban realizar los interventores o supervisores designados o contratados por la entidad, facilitando por todos los medios a su alcance el cabal ejercicio de sus funciones. 

ARTÍCULO 4°.- Imposibilidad de eximir obligaciones. Bajo ningún motivo o circunstancia podrán los interventores o supervisores eximir a los contratistas del cumplimiento de ninguna de las obligaciones y prestaciones estipuladas en el contrato. 

ARTÍCULO 5°.- Funciones.- Los interventores y supervisores de los contratos que celebre la Procuraduría General de la Nación, cumplirán las siguientes funciones: 

1.- Conocer y analizar el diseño; el proyecto; los pliegos de condiciones; las especificaciones técnicas; los términos de referencia; los anexos; el contrato respectivo, la propuesta del contratista y las normas y reglamentaciones que sean aplicables, e informarse sobre la organización y procedimientos establecidos al interior de la Procuraduría, relacionados con el manejo del respectivo contrato. 

En desarrollo de esta función, deberán presentar oportunamente las observaciones a los planos, especificaciones, diseños, etc., así como comprobar su idoneidad con el fin de que se introduzcan los correctivos que, sean pertinentes. 

2.- Reunir los documentos, diseños, planos, carteras y especificaciones necesarias para la ejecución de la obra y el ejercicio de la interventoría, y suministrarlos en forma oportuna al contratista si aún no le han sido entregados. 

3.- Exigir al contratista la presentación de los programas de trabajo, .inversiones y/o entrega, revisarlos, aprobarlos o solicitar su modificación cuando resulte necesario. Así mismo, verificar durante todo el tiempo de desarrollo del contrato, el cumplimiento de lo estipulado en dichos programas, verificando y controlando su exacta ejecución y el respeto de los plazos y términos previstos en las cláusulas del contrato. 

4.- Suscribir con el contratista todas las actas que se produzcan durante la ejecución el contrato, incluidas las de iniciación, suspensión, reiniciación, liquidación y las demás a que hubiere lugar y enviarlas a la Secretaría General para su correspondiente aprobación. 

En caso de que el contratista no se allane a suscribir las actas dentro del término pactado en sus cláusulas o en las disposiciones legales vigentes, deberán informar de inmediato a la Secretaría General ya la Oficina Jurídica para que se adopten las medidas que se estimen oportunas.

5.- Verificar la entrega de los bienes, obras, servicios, y en general el cumplimiento del objeto contratado, de conformidad con las estipulaciones contractuales. El acta de recibo correspondiente, deberá suscribirse conjuntamente con el responsable del Almacén de la entidad y en ella se dejará constancia del correcto funcionamiento de los bienes entregados e instalados. 

6.- Autorizar el pago de las sumas de dinero previstas en el contrato por concepto de anticipo, previa aprobación del programa de inversión y previo el perfeccionamiento del contrato. Los interventores y supervisores velarán porque tales sumas de dinero sean invertidas única y exclusivamente para sufragar los gastos en que el contratista deba incurrir con ocasión de la ejecución del contrato, sin que en ningún caso puedan destinarse a cubrir los costos de legalización del contrato o a atender el pago de impuestos a que haya lugar en razón del mismo, todo lo anterior de conformidad con lo establecido en los pliegos de condiciones o términos de referencia y en las cláusulas contractuales. 

Cuando en el contrato se exija al contratista la apertura de una cuenta bancaria o de ahorros para el manejo del anticipo, la misma deberá abrirse conjuntamente, con el interventor o supervisor del contrato, quien deberá verificar, de una parte, que las sumas de dinero respectivas sean efectivamente consignadas en ella, y de otra, que los gastos que afecten dichos recursos, se enmarquen dentro de los parámetros del programa de inversión del anticipo. El interventor o supervisor del contrato, podrá exigir al contratista la presentación de los extractos bancarios para su correspondiente revisión, informando a la Secretaría General y a la Oficina Jurídica de la entidad si considera que en ellos existen irregularidades o inconsistencias relacionadas con su manejo. 

En el evento de llegar a obtenerse rendimientos, el interventor o supervisor exigirá al contratista que ellos sean invertidos en el proyecto. Una vez amortizado el valor total del anticipo, el contratista y el interventor o supervisor del contrato, suscribirán un acta en la cual se dejará expresa constancia de los rendimientos generados, debiendo restituirse las sumas correspondientes a la entidad contratante, antes de la cancelación de la cuenta conjunta. 

El incumplimiento de las previsiones del presente numeral, dará lugar a la aplicación de las sanciones contractuales, penales y disciplinarias respectivas; teniendo en cuenta que los dineros a que se refiere el presente numeral tienen el carácter de recursos públicos. 

7.- Aprobar previamente los demás pagos que deban hacerse a los contratistas, dejando expresa constancia de la ejecución satisfactoria de las obligaciones y prestaciones a cargo de estos últimos. Con el fin de evitar la causación de intereses moratorios que puedan originarse en la demora en el pago de las cuentas a que hubiere lugar, el interventor o supervisor del contrato deberá intervenir ante las instancias administrativas competentes con el fin de impulsar los trámites de pago respectivos. 

8.- Realizar reuniones periódicas con el contratista para coordinar las acciones relacionadas con la ejecución del contrato y demás circunstancias inherentes a él, dejando memoria de las mismas en el acta respectiva. 

9.- Formular requerimientos escritos al contratista cuando se advierta que la prestación de los servicios, la realización de los trabajos Q las entregas pactadas se aparten del cronograma de trabajo e inversiones, cuando el estado de la ejecución contractual sea inferior a lo programado, cuando las entregas acordadas no se cumplan en su oportunidad o cuando se presenten defectos de calidad en las pruebas y ensayos especificados en el contrato. De los requerimientos formulados se informará tanto a la Secretaría General como a la Oficina Jurídica y se dejará una copia adicional en el 8 archivo de la interventoría. 

10.- Estudiar las sugerencias, reclamaciones y consultas formuladas por los contratistas y dar traslado de ellas al área' administrativa que resulte involucrada, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, debidamente acompañadas del concepto que ellas le merezcan y cuidar que ellas sean atendidas en forma oportuna, evitando que se produzca el fenómeno del silencio administrativo positivo. 

11.- Dar trámite a las solicitudes de modificación, adición o prórroga del contrato, asegurándose del cumplimiento de los trámites establecidos en la ley y en las cláusulas contractuales para su legalización. En todo caso, el interventor o supervisor del contrato deberá evitar que con ello se validen atrasos o incumplimientos imputables al contratista. 

Las modificaciones o ajustes que según su criterio deban introducirse en el contrato, proyecto, diseños o especificaciones, deberán presentarse debidamente sustentadas, señalando en cada caso las razones técnicas o de conveniencia que se consideren oportunas. 

Las solicitudes de prórroga del plazo o término del contrato, deberán radicarse debidamente sustentadas, con por lo menos con quince (15) días hábiles de antelación, a la fecha prevista para la terminación del contrato inicial.

Las solicitudes de adición al valor del contrato, deberán. radicarse debidamente sustentadas, con por lo menos con quince (15) días hábiles de antelación a la fecha en que deba iniciarse su ejecución, buscando no perjudicar el normal desarrollo del contrato. 

Los interventores y supervisores deberán abstenerse de impartir ordenes verbales ó escritas que modifiquen o alteren las condiciones inicialmente pactadas en el contrato. 

 12.- Colaborar con la Oficina Jurídica de la entidad en la solución de las reclamaciones presentadas por los contratistas o por terceras personas Y brindar la asistencia técnica necesaria para la solución de las diferencias o dudas que surjan en la ejecución del contrato. 

 13.- Verificar al momento de suscribirse el acta de iniciación del contrato respectivo y aún durante su ejecución, la disponibilidad efectiva de los recursos técnicos y humanos ofrecidos por el contratista. Para la suscripción de dicha acta, el interventor o supervisor deberá verificar el cumplimiento de todos los requisitos legales exigidos para. su ejecución, tales como la aprobación de la garantía única de cumplimiento por parte de la entidad estatal, el pago de la publicación en el extracto único de contratación del Diario Oficial y la existencia de la reserva presupuestal. 

14.- Realizar la inspección y el control de calidad tanto de los bienes suministrados como de los trabajos, materiales y obras entregados o realizados, con el propósito de establecer si ellos cumplen con las condiciones y especificaciones técnicas preestablecidas, rechazando unos y otras cuando no cumplan con la calidad requerida o exigida por la entidad. En tales circunstancias presentarán los informes pertinentes al Secretario General, a la Oficina Jurídica y a demás miembros de la Junta de Licitaciones y Adjudicaciones de la entidad, para lo de su competencia. 

En cumplimiento de .sus funciones, se apoyarán en el Instituto Colombiano de Normas Técnicas -ICONTEC-, 

15.- Solicitar al representante legal de la entidad que decrete la suspensión de los trabajos, obras o entregas, hasta tanto el contratista realice, a su propia costa, los ajustes o correcciones que a juicio del interventor o supervisor sean necesarios, a fin de garantizar el estricto cumplimiento de las especificaciones técnicas exigidas por la entidad y que aparecen consignadas en el pliego de condiciones, en las cláusulas contractuales y en la oferta, informando de tal circunstancia tanto a la Secretaría General como a la Oficina Jurídica de la entidad para lo de su competencia. 

16.- Preparar, para la firma de las partes, el acta de suspensión del contrato, cuando sucedan hechos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente comprobados que. impidan o interrumpan su ejecución, la cual deberá suscribirse a más tardar .dentro de los tres (3) días calendario siguientes a la fecha en que. se produzcan los hechos generadores de la situación. En el acta de suspensión del contrato deberá quedar claramente determinado el término de duración de la misma y especificado el equipo material y humano que queda paralizado como consecuencia de la medida, a fin de poder establecer la posible ocurrencia de un desequilibrio financiero que deba ser corregido, De igual modo, deberá adjuntarse una evaluación pormenorizada de los hechos acaecidos, de las causas que los motivaron y de la diligencia con que el contratista haya actuado ante la ocurrencia de éstos, Una vez superada la situación que dio origen a la suspensión del contrato, las partes procederán a suscribir el acta de reiniciación respectiva, 

17.- Presentar informes periódicos sobre el estado en que se encuentre la ejecución y cumplimiento de las obligaciones contractuales, solicitando, mediante escrito debidamente sustentado, la imposición de las sanciones que se estimen pertinentes, cuando a ello hubiere lugar. 

18.- Velar por el buen uso de los equipos y herramientas de propiedad de la Procuraduría entregados al contratista a cualquier título, así como supervisar y controlar el contrato de alquiler de los mismos, si es del caso. 

19.- Llevar en forma ordenada el archivo de la interventoría, incluyendo en él todos los documentos jurídicos, técnicos y financieros que se produzcan durante la ejecución del contrato. 

Los documentos contractuales que hagan parte del archivo de la interventoría, así como los planos completos de lo construido o reparado, según sea el caso, deberán ser entregados a la Oficina Jurídica de la entidad junto con el acta de liquidación del contrato, o cuando ésta lo solicite. 

20.- Proponer ante las instancias administrativas competentes, la adopción de las medidas que según su criterio resulten indispensables para evitar la alteración del equilibrio financiero del contrato, o lograr su restablecimiento, 

21.- Coordinar con las instancias administrativas competentes, el estricto y puntual cumplimiento de los compromisos asumidos por la Procuraduría General de la Nación, a fin de evitar que ésta incurra en retardos o incumplimientos y para lograr además que la ejecución del contrato se realice de acuerdo a las condiciones particulares consignadas en sus cláusulas. 

22.- Prestar la colaboración necesaria a los funcionarios y a las comisiones evaluadoras designadas por la Procuraduría, así como a la Secretaría General, a la Junta de Licitaciones y Adjudicaciones y a la Oficina Jurídica de la entidad, según el caso, y suministrar oportunamente, sin perjuicio de la reserva legal, todos los datos e información que se les demande. 

23.- Suscribir con el contratista todas las actas que se produzcan durante la ejecución del contrato, incluidas las de suspensión y reiniciación, y enviarlas a la Secretaría General para su correspondiente aprobación, 

24.- Exigir al contratista la prórroga de las garantías otorgadas, cuando el contrato sea adicionado en su plazo o valor o cuando su ejecución haya sido suspendida, y estar pendientes de evitar su vencimiento, de modo que puedan ser prorrogadas oportunamente, informando de ello tanto a la Secretaría General como a la Oficina Jurídica, con el fin de que se tomen las medidas encaminadas a su legalización. 

Luego de vencido el plazo de ejecución del contrato y en vigencia de las garantías contractuales, el interventor deberá adelantar las revisiones periódicas de que trata el artículo 4º. numeral 4º. de la ley 80 de 1993, para lo cual el interventor o supervisor deberá rendir el correspondiente informe técnico, 

25.- Llevar el control de inversiones con el objeto de no exceder el valor del contrato. 

26.- Realizar la inspección técnica para la entrega final de las obras, trabajos, bienes o suministros, y suscribir, conjuntamente con el contratista, las actas para su recibo, de conformidad con lo establecido en el contrato y en las disposiciones legales vigentes. 

El acta final de recibo deberá ir acompañado del informe técnico necesario para poder proceder a la liquidación del contrato. Tales actas, para su validez, deberán llevar el visto bueno del Secretario General de la entidad. 

27.- Elaborar el proyecto de acta de liquidación final del contrato, en los eventos en que se requiera según lo establecido en el artículo 60 de la ley 80 de 1993 o en sus disposiciones reglamentarias, consignando en ella los pagos realizados, los saldos a favor, los ajustes y demás valores y circunstancias pertinentes y remitirla a la Oficina Jurídica para su revisión y posterior aprobación del Secretario General. 

28.- Expedir las certificaciones e informes que se les soliciten en relación con la ejecución de los contratos que hayan estado sometidos a su interventoría, supervisión y vigilancia. 

29.- Todas las demás funciones de carácter técnico o administrativo consignadas en el respectivo contrato Q que sean necesarias para la debida supervisión del mismo. 

PARÁGRAFO: Las funciones señaladas en el presente artículo, deberán interpretarse teniendo en cuenta la naturaleza de cada contrato. 

ARTÍCULO 6°.- Contratos de Obra Pública.- Cuando el contrato sea de obra pública, los interventores y supervisores de la Procuraduría General de la Nación, cumplirán, además de las funciones generales consignadas en el artículo anterior, las siguientes funciones especiales: 

1.- Suministrar al contratista las referencias topográficas del caso para la localización del proyecto, con el fin de que éste realice correctamente las obras. 

2.- Efectuar, antes del inicio de los trabajos, una revisión detallada de las cantidades de obra contempladas en el diseño del proyecto y en el pliego de condiciones, compararlas con las incluidas en el contrato y, en caso de discrepancia, solicitar a la Secretaría General de la entidad,. las informaciones o aclaraciones requeridas para solucionarlas. 

3.- Hacer constar en el acta de iniciación del contrato de obra el equipo disponible para su ejecución, su estado de conservación y funcionamiento, y se determinará el personal, campamentos, material existente en la obra y cualquier otro dato importante para el desarrollo de la misma. 

4.- Controlar, vigilar y exigir el cumplimiento de los programas de trabajo e I inversiones y de avance físico de obra y sus modificaciones. 

5.- Exigir al contratista el cumplimiento .del cronograma estipulado en el programa de trabajo e inversiones y en el plan de utilización de equipos que acompañó a su propuesta, y velar porque los trabajos se ejecuten mediante la adecuada y oportuna utilización del equipo para cada clase de obras de acuerdo con las normas de construcción. 

6.- Evaluar y medir las obras ejecutadas por el contratista, y demás aspectos técnicos necesarios para elaborar las actas mensuales de avance de obra. 

7.- Definir según las especificaciones, el tipo y cantidad de señales de seguridad a utilizar en las obras y velar porque su utilización y colocación se realice de acuerdo con lo establecido en el pliego de condiciones o términos de referencia. 

8.- Llevar un libro diario de obra o bitácora para registrar en forma oportuna los aspectos y detalles más sobresalientes del proceso de construcción, tales como el registro de órdenes, la iniciación de las distintas etapas de la obra, las modificaciones al proyecto, las propuestas autorizaciones, entradas y salidas del equipo del contratista, la explotación de fuentes de materiales, la apertura de nuevos frentes de trabajo, las suspensiones de la obra y sus causas, la visita de funcionarios, los asuntos tratados con vecinos y autoridades locales y otros que se consideren convenientes. 

10.- Exigir al contratista, cuando conste en los: documentos del contrato, la permanencia en la obra del ingeniero residente y del personal técnico y administrativo requerido, así como del equipo exigido como mínimo en buenas condiciones de funcionamiento. Lo anterior para poder cumplir con el programa de trabajo e inversión. 

11.- Inspeccionar los trabajos, vigilando el cumplimiento de las normas de seguridad industrial. Para ello exigirá al contratista, cuando ello sea necesario, la instalación de señales de seguridad de las áreas de trabajo, la observancia de las normas de seguridad industrial y manejo adecuado de explosivos y materiales inflamables, prudencia en la utilización de los equipos y vehículos, y el cumplimiento de las medidas de higiene indispensables para la conservación de la salud de los trabajadores y de terceras personas que puedan verse afectadas. 

12.- Presentar ante las instancias administrativas que se señalen en las cláusulas del contrato, dentro del plazo en ellas indicado, la factura correspondiente al acta de obra del mes inmediatamente anterior, de acuerdo con lo establecido en el contrato y en su respectivo cronograma. 

13.- Elaborar oportunamente las actas respectivas y someterlas oportuna a consideración de la instancia administrativa competente, para la aprobación posterior del Secretario General. De igual manera, una vez aprobadas, realizar en conjunto con el contratista las modificaciones a que haya lugar en el programa de trabajo e inversiones. 

14.- Elaborar las actas de reajuste de acuerdo con la fórmula pactada en el contrato y lo consignado en el programa de trabajo e inversiones. 

15.- Suscribir actas de fijación de nuevos precios cuando para el cumplimiento del objeto del contrato se requieran nuevos ítems, adicionales a los consagrados en el pliego de condiciones. En la determinación de los nuevos precios, deberán tenerse en cuenta los precios del mercado. 

16.- Las demás que establezcan las disposiciones legales o las cláusulas contractuales y que sean compatibles con la vigilancia de los contratos de obra. 

ARTÍCULO 7°.- Responsabilidad. Al tenor de lo dispuesto en los artículos 51 y 53 de la ley 80 de 1993 y en sus disposiciones reglamentarias, quienes se desempeñen como interventores o supervisores de los contratos que celebre la Procuraduría General de la Nación, además de las sanciones penales y disciplinarias a que hubiere lugar, serán civilmente responsables de ¡os daños antijurídicos originados en el mal desempeño de sus funciones, en sus acciones y omisiones, sin que ello exima al contratista de la responsabilidad que pudiere corresponderle. 

ARTÍCULO 8°.- Reestructuración. En caso de modificación de la estructura interna de la Procuraduría, las referencias efectuadas en la: presente resolución a funcionarios o dependencias actualmente existentes, se entenderán realizadas a quienes hagan sus veces, dentro de nuevo esquema administrativo. 

ARTÍCULO 9°.-. Procedimientos en curso. Las disposiciones de la presente resolución serán aplicables, en lo pertinente, a los interventores y supervisores que estén desempeñando sus funciones de vigilancia respecto de procesos de contratación que se encuentren en curso. 

ARTÍCULO 10°.- Oficina de Control Interno.- La Oficina de Control Interno verificará el cumplimiento de las disposiciones de la presente resolución y apoyará de manera permanente su implementación. 

ARTICULO 11°.- Vigencia.- La presente resolución rige desde la fecha de su publicación. 

Dada en Bogotá, D. C., a los, 14 NOV 2001 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE
EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

10. Las demás que le asigne o delegue el Procurador General. 

RESOLUCIÓN N.° 259

(20 SEPTIEMBRE 2006)

Por medio de la cual se reglamenta la revisión y publicación de los actos administrativos generales de la Procuraduría General de la Nación

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en el articulo 7 numerales 6 y 7 del Decreto Ley 262 de 2000, y

CONSIDERANDO

Que el artículo 119, literal c) de la Ley 489 de 1998 señala que deben publicarse en el Diario Oficial “ (...) los demás actos administrativos de carácter general, expedidos por todos los órganos, dependencias, entidades u organismos del orden nacional de las distintas Ramas del Poder Público y de los demás órganos de carácter nacional que integran la estructura del Estado". 

Que el parágrafo de! artículo citado señala que "únicamente con la publicación que de los actos administrativos de carácter general se haga en el Diario Oficial, se cumple con el requisito de publicidad para efectos de su vigencia y oponibilidad”. 

Que en la Procuraduría General de la Nación en los últimos años ha venido expidiendo una serie de actos; llámense directivas, resoluciones o circulares que deben ser insertados en el Diario Oficial en cumplimiento de la norma referida. 

Que es necesario fijar un mecanismo ágil y expedito para que todos los actos administrativos de carácter general de la entidad cumplan con el requisito de publicación en el Diario Oficial. 

Que en virtud de lo establecido en el numeral 6 del artículo 7 del Decreto 262 del 22 febrero de 2000, el Procurador General de la Nación puede asignar funciones especiales a las dependencias y empleos de la Procuraduría General de la Nación. 

Que en mérito de lo anterior, 

RESUELVE

ARTICULO PRIMERO. Asignar al Jefe de la Oficina Jurídica de la Procuraduría Genera de la Nación la función de revisar previamente todos los proyectos de actos administrativos generales, llámense directivas, resoluciones o circulares, que sean elaborados para la firma del Procurador General de la Nación, con el fin de determinar si deben ser publicados en el Diario Oficial. 

ARTICULO SEGUNDO. Todos los actos administrativos generales, llámense directivas, resoluciones o circulares, que deban ser publicados en el Diario Oficial incluirán el texto de "PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE y CÚMPLASE". 

ARTICULO TERCERO. Una vez que los actos administrativos de que trata esta resolución sean firmados por el Procurador General de la Nación se remitirán de manera inmediata a la Secretaría General donde se cumplirá con el trámite de publicación en el Diario Oficial. 

ARTICULO CUARTO. La Secretaría General en coordinación con la Oficina Jurídica se encargarán de establecer cuáles de los actos proferidos por la entidad no han cumplido con el requisito de publicación en el Diario Oficial y adoptarán los correctivos del caso. 

ARTICULO QUINTO. El presente acto rige a partir de la fecha de su expedición. 

Expedido en Bogotá D.C., a los 20 SEPTIEMBRE 2006
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

Artículo 16. Oficina de Sistemas. La Oficina de Sistemas tiene las siguientes funciones: 

1. Asesorar al Procurador General de la Nación en la definición de las políticas, planes y programas para la adopción de los sistemas de procesamiento automatizado de la información. 

2. Desarrollar, directamente o por medio de terceros, el software necesario para los procesos de sistematización de información. 

3. Emitir conceptos técnicos para la adquisición y mantenimiento de hardware y software relacionados con el procesamiento de información. 

4. Elaborar, en coordinación de la Oficina de Planeación, el Plan de Desarrollo Informático de la entidad, y someterlo a consideración del Procurador General de la Nación. 

5. Apoyar a la División de Gestión Humana en la elaboración de la nómina de la entidad. 

6. Elaborar y mantener las metodologías necesarias para el desarrollo de sistemas de información, la administración de equipos, redes de comunicación y la prestación de servicios de soporte al usuario. 

RESOLUCIÓN Nº 302

(25 JUL. 2005)

Por medio de la cual se determinan las políticas de uso de los equipos de cómputo de la Procuraduría General de la Nación y los servicios institucionales de Correo Electrónico e Internet, el manejo, instalación y desinstalación de software y la conservación y cuidado de la información afectada al funcionamiento de la Entidad.

El Procurador General de la Nación, en uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 7º y 9º del artículo 7° del Decreto 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que la correcta gestión de la misión encomendada a la Procuraduría General de la Nación depende en gran medida del adecuado uso que los funcionarios den a los equipos de cómputo de la Entidad, la información contenida en ellos, los Sistemas de Información, el software y los servicios Institucionales de Correo Electrónico e Internet. 

Que los bienes y recursos de cómputo, la información contenida en los mismos y los servicios de nuevas tecnologías de información suministrados por la Procuraduría se encuentran vinculados a la función pública. 

Que dentro del proceso de modernización de la Entidad se han adquirido nuevos equipos de cómputo y se han mejorado los servicios de nuevas tecnologías de información, los cuales requieren un mayor compromiso y mejores prácticas de uso por parte de los funcionarios de la Entidad. 

Que el uso inadecuado de los recursos tecnológicos expone a la Entidad a riesgos de pérdida y/o daño de equipos e información, propagación de virus; compromiso de los servicios, las redes y la imagen de la Institución. 

Que en aras de minimizar los riesgos referidos, aumentar los niveles de eficiencia de la Procuraduría, prolongar la vida útil de los equipos de cómputo y aprovechar al máximo los Sistemas de Información y las herramientas Institucionales de Correo Electrónico e Internet, se hace necesario implementar las políticas generales que deberán observar los funcionarios de la Entidad al momento de utilizar estos servicios y equipos, 

RESUELVE:

CAPITULO PRIMERO

Definiciones

Artículo Primero: Definiciones: Para los efectos de la presente Resolución se tendrán en cuenta las definiciones que a continuación se enlistan: 

Bienes y recursos de computo: Para todos los efectos de esta Resolución, se consideran bienes y recursos de cómputo todos los elementos de hardware y software entregados por la Entidad al funcionario con el fin de facilitarle el desempeño de sus funciones. De esta manera, son bienes y recursos de cómputo, además de los programas, los computadores o equipos de cómputo -, junto con sus periféricos (mouse, teclado, monitor, parlantes, unidades externas de almacenamiento, micrófono), impresoras de uso individual o colectivo, scanners, etc. 

Buscador en Internet: Son sitios Web, especializados en localizar información por criterios o por contenidos a través de Internet. Entre los más utilizados y conocidos se encuentran Yahoo® y Google®. 

Buzón de correo electrónico: Depósito en el que se almacenan los mensajes transmitidos por correo electrónico que recibe un usuario, hasta que los descarga a su computador. 

CHAT (Charla - Conversational Hypertext Access Technology): Comunicación simultánea en línea, que permite a dos o más usuarios interactuar a través de Internet mediante el teclado, la voz y el video. Requiere la coincidencia temporal de los dos o más interlocutores. 

Contraseña o password: Es una clave secreta de acceso a un computador, a una cuenta de correo electrónico o a una cuenta de conexión a Internet, o a un Sistema de Información, que en aras de maximizar los niveles de seguridad, control y privacidad, sólo debe conocer el usuario. Si se introduce una contraseña incorrecta, no se permitirá la entrada al sistema. 

Correo electrónico o e-mail: Es un servicio mediante el cual un computador permite a los usuarios enviar y recibir mensajes e intercambiar información con otros usuarios (o grupos de usuarios), todo, a través de la red. De igual manera, permite el envío de archivos adjuntos; el correo electrónico es uno de los usos más populares de Internet. 

Correo Electrónico Institucional: Es el servicio de correo electrónico que provee y administra directamente la Entidad a sus funcionarios, como herramienta de apoyo a las funciones y responsabilidades de los mismos. 

Dirección de correo electrónico o e-mail address: Conjunto de caracteres utilizado para identificar a un usuario de correo electrónico y que permiten la recepción y envío de mensajes. Generalmente está compuesta por el nombre del usuario, el signo @ como divisor entre el usuario y el nombre del proveedor del servicio en el cual se aloja la cuenta de correo. Por ejemplo, la dirección del Correo Electrónico Institucional del Centro de Atención al Público de la Procuraduría General de la Nación es: cap@procuraduria.gov.co 

Equipo de Cómputo: Es una máquina electrónica dotada de una memoria de gran capacidad y de métodos de tratamiento de la información, que permiten resolver problemas aritméticos y lógicos, gracias a la utilización de programas instalados en ella. Para efectos de esta Resolución se emplea el término como sinónimo de computador. 

Corriente regulada: Es aquella que proviene de una fuente o unidad de poder in- interrumpida, que garantiza su estabilidad y permanencia, evitando sobrevoltaje que pueda dañar los equipos. 

Corriente no regulada: Es aquella proporcionada directamente por la empresa proveedora del servicio de energía. 

Hardware: Conjunto de componentes físicos (cables, placas, conexiones, partes) que constituyen un computador y sus equipos periféricos. 

Internet (International Net): Nombre de la mayor red informática del mundo. Red de telecomunicaciones nacida en 1969 en los Estados Unidos a la cual están conectadas centenares de millones de personas, organismos y empresas, en su mayoría ubicadas en los países más desarrollados, y cuyo rápido desarrollo está teniendo importantes efectos sociales, económicos y culturales, convirtiéndose de esta manera en uno de los medios más influyentes de la llamada Sociedad de la Información, siendo conocido en algunos ámbitos con el nombre de la Autopista de la Información. Fue conocida como ARPANET hasta 1974. 

Intranet: Se llaman así a las redes tipo Internet pero que son de uso interno. 

Mensaje de correo electrónico o e-mail message: Conjunto de elementos que componen un envío de correo electrónico. Además de los elementos visibles al usuario (campos De:, Para:, Asunto:, Cc:, cuerpo del mensaje, firma, archivos anexos, etc.), un mensaje de correo electrónico contiene también elementos ocultos, que son necesarios para su correcta transmisión al destinatario, a través de la red. 

Red: Conjunto de computadores o de equipos informáticos conectados entre sí de tal manera que pueden intercambiar información. 

Spam: Mensajes que sin ser solicitados llegan al buzón de correo, provenientes de direcciones desconocidas en la mayoría de los casos, muy frecuentemente encaminados a ofrecer productos y servicios. También son conocidos como "correo basura". 

Software, programas o aplicativos: Es un conjunto de instrucciones detalladas que controlan la operación de un sistema computacional. En general, designa los diversos tipos de programas, instrucciones y reglas informáticas para ejecutar distintas tareas en un computador. Dentro de sus funciones están el administrar los recursos de cómputo, proporcionar las herramientas para optimizar estos recursos y actuar como intermediario entre el usuario y la información almacenada. 

Software del sistema: Es un conjunto de programas que administran y controlan los recursos del computador, como son la unidad central de proceso, los dispositivos de comunicaciones y los dispositivos periféricos. 

Software de aplicaciones: Programas que son escritos para o por los usuarios para realizar una tarea especifica en el computador; tales como el procesamiento de textos, la generación de hojas de cálculo, el diseño de gráficos, la resolución de problemas matemáticos, la administración de bases de datos y la elaboración de presentaciones, entre otras. El software de aplicación debe estar sobre el software del sistema para poder operar. 

Software de usuario final: Es el software que permite el desarrollo de algunas aplicaciones directamente por los usuarios finales. Con frecuencia, tiene que trabajar a través del software de aplicación y finalmente con el software del sistema. 

Software licenciado: Programas o aplicativos que han sido registrados y patentados, sobre los que existen derechos de autor y normas acerca de su uso, distribución, elaboración de copias, etc. Como consecuencia, para su utilización es necesario cumplir las restricciones establecidas por la ley. 

Software no licenciado: Es aquel que no ha sido patentado o registrado. 

Software libre: Es aquel que no tiene ningún tipo de restricciones de uso, distribución, modificación o elaboración de copias. 

Software pirata: Es una copia ilegal de aplicativos o programas que son utilizados sin tener la licencia exigida por la ley. 

Unidad de almacenamiento fija: Dispositivo(s) no removible(s) que permite(n) registrar y guardar información en un equipo de cómputo. Generalmente conocida como disco duro, que graba en forma digital, lo que permite almacenar una gran cantidad de información, programas y datos. 

Unidad de almacenamiento portátil (Diskette, CD, DVD, Memoria USB): Dispositivo(s) removible(s) que permite(n) registrar y guardar información, programas y datos para ser utilizados en un computador. Entre los más usados y conocidos están el Diskette, el CD, el DVD y la Memoria USB 

 Diskette: Disco magnético extraíble, de capacidad reducida (1.44 Mb. máximo), que se introduce en un computador para su grabación o lectura. 

 CD (Compact Disc): Disco óptico en el cual se graba información en forma digital. Permite acumular una gran cantidad de datos (aproximadamente 650 Mb.) que se leen mediante rayos láser. 

 CD-RW: Es un Compact Disc en el que se puede grabar información y también borrar o modificar la ya existente (Recordable-Writable). 

 DVD: Disco digital mejorado, con una capacidad muy superior al CD. (Digital Video Disc o Digital Versatile Disc). Al igual que en los CD, hay distintas variantes según si sólo puede leer, leer y escribir, etc.: DVD-ROM, DVD-RAM, etc. La capacidad de un DVD va desde los 4,7 Gb (una cara, una capa) hasta los 17 Gb (doble cara, doble capa). 

 Memoria USB (Universal Serial Bus): Dispositivo de almacenamiento portátil, de gran capacidad, que se coloca en un computador mediante un conector de tipo USB. 

Unidad de disco: En general, se aplica a cualquier unidad de almacenamiento de información fija o no extraíble. 

Virus: Software o programa cuyo objetivo es causar daños en un sistema informático. Con tal fin se oculta o se disfraza para no ser detectado. Estos programas son de diferentes tipos y pueden causar problemas de diversa gravedad en los sistemas a los que afectan, desde borrar un tipo de archivos, hasta borrar toda la información contenida en el disco duro. Hoy en día se propagan fundamentalmente mediante el uso del correo electrónico y de medios de almacenamiento de información portátiles infectados como disquetes, CD's, DVD's, y Memorias USB. Se combaten con la instalación de antivirus que deben ser actualizados periódicamente. 

Virus hoax: Los hoaxes son mensajes engañosos que se distribuyen en cadena y quienes los originan buscan recopilar direcciones de correo electrónico. De igual manera son falsas alarmas sobre la existencia de virus. 

Zip (comprimir): Acción de empaquetar en un solo archivo, uno o más ficheros, que habitualmente son también objeto de compresión, con el fin de que ocupen menos espacio en disco y requieran menor tiempo para enviarlos por la red. 

Existen aplicaciones de compresión de este tipo muy populares: PKZIP® para el sistema operativo DOS® WinZip® y NetZIP® para Windows®; MacZip® para Macintosh® y Zip® y UnZip® para UNIX®. El resultado es un solo fichero con un sufijo ".zip". 

CAPITULO SEGUNDO

Del uso de los equipos de cómputo y la conservación y cuidado de la información contenida en los mismos

Artículo Segundo: Los bienes y recursos de cómputo de la Procuraduría General de la Nación, son herramientas de apoyo a las labores y a las responsabilidades de los funcionarios y se encuentran afectados a la función pública; por ello, sin perjuicio de la responsabilidad penal, administrativa o disciplinaria a que haya lugar, los servidores de la Entidad, al utilizar los equipos de cómputo deben observar y cumplir las siguientes directrices de uso: 

1. Los bienes y recursos de cómputo institucionales se emplearán de manera exclusiva por el funcionario al cual han sido asignados y únicamente para el correcto desempeño de su empleo, cargo o función; por lo tanto, no pueden ser utilizados con fines personales o por terceros no autorizados. 

2. Durante la jornada laboral y en todo tiempo de uso, corresponde al funcionario prestar la debida custodia y cuidado a los equipos de cómputo asignados, así como impedir su sustracción, destrucción, ocultamiento o utilización indebida. 

3. La contraseña, clave o password de acceso es de carácter estrictamente personal e intransferible; por lo tanto, los funcionarios no deben revelarla a terceros ni utilizar claves ajenas. 

4. Todo funcionario debe verificar que los equipos de cómputo asignados se encuentren debidamente conectados a fuentes de corriente reguladas. No está permitido realizar derivaciones eléctricas desde las fuentes de corriente regulada ni conectar multitomas a las mismas. 

5. Ningún equipo de cómputo puede ser .expuesto a factores externos que comprometan su integridad, tales como humedad, humo y polución. 

6. No está permitido fumar, ingerir alimentos o bebidas en el área de trabajo donde se encuentren los equipos asignados. 

7. Sobre los equipos de cómputo no deben ubicarse elementos pesados, radios de comunicación o teléfonos celulares. 

8. Todos los aplicativos o programas del computador se deben cerrar si el funcionario no está utilizando el equipo o no está presente en su puesto de trabajo.

9. Para evitar el bloqueo o la lentitud del equipo, es recomendable no abrir de manera simultánea varias ventanas de un mismo programa, o mantenerlas innecesariamente abiertas. 

10. Los únicos autorizados para realizar modificaciones a la configuración original de los equipos, así como para destapar, agregar, desconectar, retirar, revisar y/o reparar sus componentes, son los funcionarios de la Oficina de Sistemas y/o las personas por ellos autorizadas. 

11. No está permitido introducir en los equipos de cómputo elementos ajenos a su naturaleza o funcionalidad, así como ningún tipo de unidad de almacenamiento de información portátil como diskettes, CD's, DVD'S o Memorias USB que estén físicamente dañadas o que no hayan sido revisadas, previamente, por el programa antivirus licenciado por la Entidad. 

12. La única dependencia autorizada para trasladar los equipos de cómputo de un puesto a otro es la División Administrativa, con el fin de llevar el control individual de inventarios. En tal virtud, toda reasignación de equipos deberá ajustarse a los procedimientos y competencias de dicha División. 

13. Toda pérdida de equipos de cómputo o de alguno de sus componentes, debe ser informada de inmediato a la División de Seguridad por el funcionario que tenga a cargo el equipo. 

14. Los equipos se deben apagar correctamente en las ausencias prolongadas y al final de la jornada laboral. 

15. Todo problema de orden técnico con los equipos debe ser reportado a la Oficina de Sistemas a la mayor brevedad posible. 

Artículo Tercero: De la Información contenida en los equipos de cómputo: Sin perjuicio de la responsabilidad penal, administrativa o disciplinaria a que haya lugar, los funcionarios, al utilizar los equipos de cómputo deben observar las siguientes directrices respecto de la información contenida en los mismos: 

1. Mantendrán en reserva la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o función, conserven bajo su cuidado o a la cual tengan acceso; evitarán su sustracción, destrucción, ocultamiento o utilización indebida; se abstendrán de alterarla, falsificarla, ocultarla o borrarla, e impedirán que terceros no autorizados ejecuten tales acciones sobre la misma. 

2. Realizarán periódicamente copias de seguridad de los archivos importantes que para el cumplimiento de sus funciones, se encuentren en el disco duro del computador. 

3. En el disco duro del computador únicamente puede almacenarse información de orden Institucional vigente y/o necesaria para el correcto desempeño del empleo, cargo o función del funcionario respectivo.

4. Todo funcionario es responsable de los registros y/o modificaciones de información que se hagan a nombre de su cuenta de usuario, toda vez que la clave de acceso es de carácter personal e intransferible. 

5. En ausencia prolongada del funcionario usuario del equipo y en la hora de almuerzo, debe bloquearse el computador; de lo contrario se expone la información a acceso de terceros, daño, alteración o uso indebido, así como a la suplantación del usuario original. 

6. Todo ingreso a la Entidad de equipos de cómputo no institucionales deberá ser autorizado por el jefe de la respectiva dependencia de destino. La Oficina de Sistemas debe ser informada y solicitada para la ejecución de los debidos procedimientos de seguridad informática y la autorización de conexión a la red de datos institucional. 

CAPITULO TERCERO

Del uso, instalación y desinstalación de software y hardware

Artículo Cuarto: Sin perjuicio de la responsabilidad penal, administrativa o disciplinaria a que haya lugar, los funcionarios, al utilizar los equipos de cómputo deben observar las siguientes directrices respecto del uso, instalación y desinstalación de software y hardware: 

1. Solamente está permitido el uso de software licenciado por la Entidad y/o aquel que sin requerir licencia sea expresamente autorizado por la Oficina de Sistemas. 

2. Los únicos autorizados para instalar o desinstalar software y hardware en los equipos de cómputo de la Procuraduría General de la Nación son los funcionarios de la Oficina de Sistemas y/o las personas por ellos autorizadas. 

3. Está prohibido instalar, ejecutar y/o utilizar programas o herramientas de software o hardware que: 

a) Adivinen las contraseñas alojadas en las tablas de usuarios de equipos locales o remotos. 

b) Monitoreen la actividad de los sistemas informáticos de equipos locales o remotos. Se excluye de esta prohibición las herramientas de software y hardware que utilice la Oficina de Sistemas con el único propósito de administrar la funcionalidad y la seguridad de los recursos informáticos institucionales. 

c) Rastreen vulnerabilidades en sistemas de cómputo (hardware o software). Se excluye de esta prohibición las herramientas que utilice la Oficina de Sistemas con el único propósito de evaluar la seguridad de los recursos informáticos institucionales. 

d) Exploten alguna vulnerabilidad de un sistema informático para acceder así a privilegios que no han sido explícitamente otorgados por el administrador de la red o de un recurso informático en particular. 

e) Tengan un carácter de juegos y/o pornográficos. 

f) Permitan el intercambio de información entre equipos, tales como Kazaa® Emule®, Morpheus®, Guntella®, etc. 

4. El software y hardware instalado en los equipos de cómputo de la Procuraduría no debe ser utilizado con propósitos ilegales, no autorizados, personales o ajenos a la misión de la Entidad. 

5. La Oficina de Sistemas es la única dependencia autorizada para realizar copia de seguridad del software licenciado por la Entidad, el cual no debe ser copiado o suministrado a terceros. 

CAPITULO CUARTO

Del uso del servicio de Correo Electrónico Institucional

Artículo Quinto: El servicio de Correo Electrónico Institucional es una herramienta de apoyo a las funciones y responsabilidades de los funcionarios de la Procuraduría General de la Nación y en tal virtud, sin perjuicio de la responsabilidad penal, administrativa o disciplinaria a que haya lugar, su uso debe sujetarse a las siguientes directrices: 

1. El servicio de Correo Electrónico de la Procuraduría debe ser empleado únicamente para enviar y recibir mensajes de orden institucional. En consecuencia, no puede ser utilizado con fines personales, económicos, comerciales y/o cualquier otro ajeno a los propósitos de la Entidad. 

2. El contenido de los mensajes debe corresponderse con la Carta de Valores de la Procuraduría y por lo tanto no puede ser insultante, ofensivo, amenazante, injurioso u obsceno.

3. Al redactar mensajes se deben respetar los derechos de terceros, evitar caer en el sarcasmo o la ironía y nunca comprometer la imagen de la Institución. 

4. El envío de mensajes debe hacerse únicamente a los destinatarios que forzosamente estén llamados a recibirlos. 

5. No se debe enviar mensajes a todos los funcionarios, salvo que sea un asunto oficial, que involucre a toda la Entidad y cuente con la autorización de la Secretaría General o de la Oficina de Sistemas. 

6. Las únicas personas autorizadas para enviar mensajes a todos los funcionarios de la Entidad son: El Procurador General de la Nación, el Viceprocurador General de la Nación, la Secretaría General, los Jefes de Oficina, los Jefes de División y la Directora del Instituto de Estudios del Ministerio Público. 

7. Las bandejas del buzón del Correo Electrónico Institucional deben ser revisadas periódicamente y los mensajes contenidos en ellas borrados a más tardar al quinto día de su recepción, toda vez que las carpetas están concebidas para recibir información y no para almacenarla. En consecuencia, todo archivo importante recibido en el buzón debe ser guardado en el disco duro del computador, en una carpeta creada con ese fin. 

8. Todo mensaje sospechoso respecto de su remitente o contenido debe ser ignorado y eliminado sin abrirlo, ya que puede ser contentivo de virus, en especial si contiene archivos adjuntos (attach) con extensiones .exe, .bat, .prg, .bak, .pif, tengan explícitas referencias eróticas o alusiones a personajes famosos. 

9. Todo mensaje SPAM o HOAX debe ser borrado, eliminado, calificado como correo no deseado y nunca respondido. 

10. La Cuenta de Correo Institucional no debe ser revelada a páginas o sitios publicitarios, de compras, deportivos, agencias matrimoniales, casinos, páginas de pornografía o a cualquier otra ajena a los fines de la Procuraduría. 

11. El reenvío de mensajes sólo debe realizarse en casos estrictamente necesarios. 

12. En las carpetas públicas únicamente se pueden compartir archivos no reservados y de interés para los fines de la Entidad. 

13. Sólo deben imprimirse los mensajes importantes que así lo requieran, ya que una de las ventajas y fines del servicio de Correo Electrónico Institucional es la transmisión de información con ahorro de papel. 

14. Todos los archivos enviados o recibidos deben ser vacunados previamente con el antivirus licenciado por la Procuraduría. 

15. La cuenta de correo no debe utilizarse para enviar o recibir música, programas, material pornográfico, fotos, videos o cualquier otro ajeno a los fines de la Entidad. 

16. No está permitido el envío y/o reenvío de mensajes en cadena. 

Parágrafo: Al crear las cuentas de Correo Electrónico Institucional, la Oficina de Sistemas establecerá criterios de restricción, de acuerdo con las funciones o perfil del usuario, a efectos de racionalizar la capacidad del buzón, delimitar la posibilidad de enviar mensajes colectivos o a distintos grupos, orígenes o destinatarios, entre otras medidas. 

CAPITULO QUINTO

Del uso del servicio de Internet Institucional

Artículo Sexto: El servicio de Internet suministrado por la Procuraduría General de la Nación es una herramienta de apoyo a las funciones y responsabilidades de los funcionarios; por lo tanto, sin perjuicio de la responsabilidad penal, administrativa o disciplinaria a que haya lugar, éstos al utilizarlo, deben observar y cumplir las directrices que a continuación se enlistan: 

1. El servicio de Internet Institucional únicamente puede ser utilizado para el desarrollo de actividades directamente relacionadas con el cumplimiento de la misión de la Procuraduría General de la Nación y las funciones de sus servidores. 

2. La conexión a Internet no debe realizarse directamente desde la línea telefónica, salvo expresa autorización de la Oficina de Sistemas. 

3. Este servicio no debe ser utilizado para: 

a) Enviar o recibir archivos de video, audio, texto, fotos, etc., con contenidos insultantes, ofensivos, injuriosos, obscenos o violatorios de los derechos de autor. 

b) Enviar o bajar archivos de video, audio, texto, fotos, etc., no propios del cumplimiento de los propósitos institucionales o de las funciones laborales. 

c) Escuchar música conectado directamente al sitio en Internet que provee este servicio o mediante el acceso directo a un equipo de la red local institucional. 

d) Bajar, instalar o ejecutar archivos o software de procedencia desconocida. 

e) Los servicios de Newsgroups, canales de Chat o de Mensajería Instantánea (como MSN Messenger, Yahoo Messenger, Netscape o AOL Messenger, entre otros) o de redes compartidas como kazaa, morpheus, bearshare, etc., no deben ser utilizados para descargar archivos. 

f) No se permite el uso de Chat con fines personales, ni acceder a sitios de pornografía, juegos o apuestas. 

4. La conexión a Internet siempre debe cerrarse o desconectarse cuando no se esté navegando. 

Parágrafo: La Oficina de Sistemas está habilitada para limitar el acceso a determinadas páginas de Internet, los horarios de conexión, los servicios ofrecidos por la red, la descarga de archivos y cualquier otro ajeno a los fines institucionales. 

Artículo Séptimo: El Instituto de Estudios del Ministerio Público, en coordinación con la Oficina de Sistemas, desarrollará cursos, jornadas o acciones de capacitación para los funcionarios de la Procuraduría, los cuales incluirán la totalidad de las directivas de que trata la presente Resolución. 

Artículo Octavo: Vigencia. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Dada en Bogotá D.C., a los 25 días del mes de JUL de 2005. 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

7. Elaborar, en conjunto con la Oficina de Planeación, los estudios de factibilidad necesarios en los proyectos de sistematización de la entidad. 

8. Contribuir en la elaboración de los términos de referencia, la evaluación técnica y la interventoría requerida en desarrollo de los procesos de contratación que se adelanten para ejecutar los proyectos de sistematización. 

9. Garantizar la existencia de los manuales del software y hardware de la entidad. 

10. Diseñar, mantener y aplicar las políticas de seguridad, integridad y acceso a la información sistematizada de la Procuraduría General de la Nación. 

11. Administrar las redes de comunicaciones, servidores y bases de datos dentro de las normas establecidas para garantizar la eficaz prestación de servicios técnicos y de apoyo. 

12. Las demás funciones que le asigne o delegue el Procurador General. 

TITULO IV.

VICEPROCURADOR GENERAL

CAPITULO I.

FUNCIONES

Artículo 17. Funciones del Viceprocurador General de la Nación. El Viceprocurador General tiene las siguientes funciones: 

1. Actuar ante las autoridades públicas, en las actividades oficiales que le encargue el Procurador General de la Nación. 

2. Asumir las funciones del Procurador General en sus ausencias temporales o en las absolutas mientras se posesiona el nuevo titular. 

3. Reemplazar al Procurador General en todos los casos de impedimento. 

4. Conocer en segunda instancia de los procesos disciplinarios que adelanta la veeduría en primera instancia, por faltas gravísimas, contra los servidores de la Procuraduría distintos a los mencionados en el artículo 72 de este decreto. 

5. Asesorar al Procurador General en la formulación de políticas administrativas de la entidad y en la preparación de proyectos de ley, decretos, resoluciones, directivas, circulares y demás decisiones relacionadas con las funciones del Ministerio Público. 

6. Coordinar las actividades que desarrollen conjuntamente la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo. 

7. Vigilar el cumplimiento de las orientaciones que profiera el Procurador General de la Nación para el desempeño de las funciones constitucionales de la Defensoría del Pueblo. 

8. Preparar los informes y estudios especiales que le encomiende el Procurador General. 

9. Coordinar la elaboración del informe anual de gestión que el Procurador General debe rendir al Congreso de la República. 

10. Intervenir en los procesos disciplinarios que adelante el Consejo Superior de la Judicatura contra abogados cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, los derechos y garantías fundamentales. 

11. Ordenar la cancelación de antecedentes disciplinarios, cuando sea procedente. 

12. Llevar un registro actualizado de las investigaciones disciplinarias que tengan trascendencia nacional o internacional. 

13. Coordinar y orientar las actividades de vigilancia superior con fines preventivos y de protección de los derechos humanos desarrolladas por las diferentes dependencias de la Procuraduría General. 

CIRCULAR N.° 25

DE: 
EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN 


Procurador General de la Nación 

PARA:
PROCURADORES REGIONALES, PROVINCIALES Y DISTRITALES 

FECHA:
1 junio 2007 
ASUNTO: 
DIVULGACIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS VICTIMAS 

A la Procuraduría General de la Nación -PGN, de acuerdo con lo establecido en el artículo 277 de la Constitución Política, le corresponden, entre otras, las funciones de proteger de manera efectiva los Derechos Humanos y la de representar los intereses de la sociedad. 

En ese sentido, la PGN ha diseñado políticas y programas para prevenir y sancionar las violaciones a los Derechos Humanos y las infracciones al Derecho Internacional Humanitario, y para hacer seguimiento y control preventivo a las políticas públicas implementadas por el Gobierno Nacional para el efecto, específicamente las relacionadas con el proceso de desmovilización y reinserción de miembros de grupos armados al margen de la ley, y en consecuencia, aquellas orientadas a satisfacer y garantizar los derechos a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas. 

De conformidad con las disposiciones de la ley 975 de 2005, ley de Justicia y Paz, y sus decretos reglamentarios, la Procuraduría General de la Nación debe cumplir con las siguientes funciones: 1) intervención judicial y administrativa como Ministerio Público, por medio de la creación de una Procuraduría Judicial para la Justicia y la Paz; 2) Participación en la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación; 3) Participación en las Comisiones Regionales de Restitución de bienes; 4) Adopción de medidas para impedir la sustracción, la destrucción o la falsificación de los archivos relacionados con los procesos de desmovilización, reinserción y que se produzcan con la aplicación de la ley de Justicia y Paz; 5) Impulso de mecanismos para la participación de las organizaciones sociales para la asistencia a las víctimas, de acuerdo con el artículo 36 de la ley 975 de 2005, que se encuentra parcialmente reglamentada por el decreto 4760 de 2005 y cuyo artículo 9° le impone al Ministerio Público, la divulgación de los derechos de las víctimas. 

En este orden de ideas, la obligación de divulgar los derechos de las víctimas y promover mecanismos de participación de ellas y de las organizaciones que las representan, se imponen como tarea prioritaria a la PGN. Ellas adquieren una dimensión histórica en la actual coyuntura, y reclaman nuestro compromiso, no sólo jurídico, sino ante todo ético, pues de él en mucho dependerá la dignificación de las víctimas, su reconocimiento y reparación integral efectivos.

Para cumplir dicha función, la PGN diseñó y está implementando el "Programa audiovisual Verdad, Justicia y Reparación: Los Derechos de las Victimas", cuya primera fase consta de diez (10) mensajes institucionales sobre los derechos de las víctimas que se transmiten actualmente por los canales de televisión públicos y privados de todo el país. Este es el paso inicial de un proceso mediático que exige profundizar en aspectos tales como el contenido y alcance de sus derechos, la manera y los espacios en los que éstos pueden ser reclamados, el apoyo y asistencia que les deben dar las distintas instituciones públicas para el efecto, las limitaciones y restricciones del proceso y, desde luego, el apoyo que les brindará la Procuraduría General de la Nación. 

Advirtiendo que la transmisión de dichos mensajes generará un incremento en las consultas elevadas ante el Ministerio Público, y que Ustedes, como servidores del mismo tienen la obligación de ofrecer asistencia y orientación oportuna, pertinente y calificada a todas y cada una de las personas que acudan a nuestras oficinas, por correo electrónico se les está enviando el documento "Conceptos básicos acerca de la ley 975 de 2005 (justicia y paz) y de los derechos de las víctimas", que servirá como instrumento de apoyo para resolver las inquietudes de los ciudadanos y ciudadanas que se comuniquen con la PGN con dicho propósito. Dicho instructivo se estará remitiendo impreso en los próximos días. 

Por lo anterior, es necesario que todos los funcionarios sin distingo alguno, estudien con detenimiento y rigurosidad el documento anexo, el cual debe convertirse en la mejor herramienta para permitirles como funcionarios de la PGN, atender las inquietudes de las víctimas y las organizaciones sociales que acudan al órgano del Estado que tiene la obligación de garantizar sus derechos y representar sus intereses. Es deber de todos conocerlo y difundirlo, pues sólo así podremos avanzar en el proceso de paz y reconciliación al que le hemos apostado. 

Cordialmente, 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN Nº 477

(23 DIC. 2004)

Por la cual se adiciona la Resolución N.° 024 de 28 de Enero de 2004, mediante la cual se creó el Comité de Alta Dirección en materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario al interior de la Procuraduría General de la Nación.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus facultades Constitucionales y en desarrollo de las atribuciones conferidas en los numerales 6, 7, 10, 18 del Decreto 262 de 2000, y

CONSIDERANDO

Que el artículo 277 de la Carta Política, le asigna a la Procuraduría General de la Nación la garantía y protección de los derechos humanos, de donde deviene la necesidad de diseñar y fortalecer políticas generales y especificas, proyectos, programas y estrategias permanentes para consolidar así, su eficacia y efectividad, fijando la competencia en todas las dependencias que tienen funciones preventivas, disciplinarias y de intervención ante los órganos judiciales y administrativos competentes, respecto a esta materia. 

Que el numeral 7 del artículo 7 del Decreto 262 de 2000, confiere facultad al Procurador General, para expedir los actos administrativos y directivas que sean necesarias para el adecuado funcionamiento de la entidad y el desarrollo de las funciones atribuidas por la ley. 

Que mediante Resolución N.° 024 de 28 de Enero de 2004, se creó el Comité de Alta Dirección en materia de Derechos Humanos y Derecho internacional Humanitario, conformado por el Viceprocurador General, quien lo preside; el Procurador Delegado Disciplinario para la Defensa de los Derechos Humanos, en calidad de Coordinador; el Director Nacional de Investigaciones Especiales; la Directora del Instituto de Estudios del Ministerio Público, quien dirigirá, impulsará y ejecutará los programas de capacitación y formación en Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario; el Coordinador del Grupo de Asesores Disciplinarios en Derechos Humanos del Despacho del Procurador General y un Asesor de éste grupo, con funciones de Secretario. 

Que se hace necesario extender el orden temático del Comité a los asuntos preventivos en materia de derechos humanos y de intervención judicial en esta materia, así como, el seguimiento a los programas y proyectos que se adelanten con la colaboración de los órganos, entidades y agencias internacionales, con el propósito de fortalecer y articular la labor de preventiva y de intervención judicial con la disciplinaria en la formulación de las políticas, programas, estrategias y proyectos orientados al logro de la misión constitucional en el área de promoción y defensa de los derechos humanos. 

Que se hace necesario adicionar el Numeral 10 de la Resolución N.° 024 de 28 de Enero de 2004, para incluir en la conformación del Comité a la Procuraduría Delegada para la Prevención en materia de Derechos Humanos y Asuntos étnicos, la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales y a la Oficina de Asuntos Internacionales, quienes coadyuvaran las funciones del Comité establecidas en el Numeral 3° de la resolución. 

RESUELVE:

Articulo 1°. ADICIÓNESE el Articulo 1°. de la Resolución N.° 024 de 28 de Enero de 2004, para incluir en la conformación del Comité a la Procuradora Delegada para la Prevención en materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos, la Procuradora Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales y a la Coordinadora de la Oficina de Asuntos Internacionales. 

Artículo 2º. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Dada en Bogotá, D. C., el 23 del mes de DIC. de dos mil cuatro (2004). 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 024

(2 8 ENE. 2004)

Por la cual se crea un Comité de Alta Dirección en materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario al interior de la Procuraduría General de la Nación.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
En ejercicio de sus facultades Constitucionales y en desarrollo de las atribuciones conferidas en los numerales 6, 7, 10, 18 del Decreto 262 de 2000, y

CONSIDERANDO

Que el Numeral 13 del Artículo 17 del Decreto 262 de 2000, faculta al Viceprocurador General para "Coordinar y orientar las actividades de vigilancia superior con fines preventivos y de protección de los derechos humanos desarrolladas por las diferentes dependencias de la Procuraduría General de la Nación". 

Que los Numerales 2, 3 y 5 del Artículo 25 del Decreto 262 de 2000, le otorga competencia a la Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos, para conocer de los procesos disciplinarios por las graves y gravísimas violaciones de los Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario; igualmente para ejercer, de manera selectiva, vigilancia superior de actuaciones disciplinarias que adelanten los órganos de control interno disciplinario de las diferentes entidades estatales. 

Que el Articulo 10 del Decreto 262, le asigna como competencia a la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales, adelantar indagaciones preliminares e investigaciones disciplinarias que le asigne o delegue el Procurador General; también se le atribuye funciones de policía judicial. En materia de Derechos Humanos, esta dependencia cuenta con un grupo especial para las investigaciones. 

Que mediante la Resolución N.° 260 de 2001, se fijó la estructura, misión y funciones del Grupo Disciplinario de Asesores Grado 24 en Derechos Humanos del Despacho del Procurador General, quienes tienen como misión asesorar al Procurador General de la Nación en su objetivo de morigerar la impunidad por las gravísimas violaciones a los Derechos Humanos y graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario que ocurren en Colombia; adelantar indagaciones e investigaciones disciplinarias por gravísimas violaciones a los Derechos Humanos y graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario, bien por Delegación, Comisión o Designación del Procurador General. 

Que la Procuraduría General de la Nación, cuenta con un Instituto de Estudios del Ministerio Público, que es el encargado de realizar estudios que tengan por objeto orientar la lucha contra la corrupción administrativa y promover la protección de los derechos humanos, así como estimular las actividades que con el mismo fin realicen otras entidades estatales, lo mismo que, desarrollar programas de capacitación orientados a promover el conocimiento y respeto de los derechos consagrados en la Constitución Política. 

Que debido al alto número de quejas que se presentan ante la Procuraduría General de la Nación, por la frecuente ocurrencia de graves hechos de violencia que constituyen atentados contra los Derechos Humanos de las personas y grupos sociales, reconocidos en la Constitución Política y los Tratados Internacionales, por parte de servidores públicos del Estado Colombiano. 

Que por lo anterior, se hace necesario crear un Comité de Alta Dirección en materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario al interior de la Procuraduría General de la Nación, para que diseñe políticas generales y especificas, dirija, impulse y ejecute programas de capacitación y formación de investigadores y operadores jurídicos al interior de la Entidad y velar por el desarrollo oportuno y eficiente de las investigaciones disciplinarias que se adelanten con ocasión de la violación de los Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

RESUELVE

Capitulo l. Conformación y Objetivo 

Articulo 1°. : Conformación: Créase el Comité de Alta Dirección en materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Procuraduría General de la Nación, el cual estará conformado por los siguientes servidores: 

a) Viceprocurador General de la Nación, quien lo presidirá. 

b) Procurador Delegado Disciplinario para la Defensa de los Derechos Humanos, en 

 calidad de Coordinador. 

c) Director Nacional de Investigaciones Especiales. 

d) Directora del Instituto de Estudios del Ministerio Público, quien dirigirá, impulsará y 

 ejecutará los programas de capacitación y formación en Derechos Humanos y 

 Derecho Internacional Humanitario. 

e) Coordinador del Grupo de Asesores Disciplinarios en Derechos Humanos de éste 

 Despacho. 

f) Un Asesor del Grupo Disciplinario en Derechos Humanos de éste Despacho, el 

 cual cumplirá las funciones de Secretario. 

Articulo 2 : Objetivo: El Comité de Alta Dirección en materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Procuraduría General de la Nación, tiene como objetivo diseñar políticas generales y especificas; dirigir, impulsar y ejecutar programas de capacitación y formación de investigadores y operadores jurídicos al interior de la Entidad y velar por el desarrollo oportuno y eficiente de las investigaciones disciplinarias que se adelanten con ocasión de la violación de los Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

Capitulo II. Funciones 

Articulo 3°. Funciones: 

1. Asistir al Procurador General en el diseño de políticas generales y especificas en materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. 

2. Auxiliar al Procurador General en la definición de directrices y criterios unificados en doctrina institucional frente a los casos de violaciones de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. 

3. Procurar la cooperación interinstitucional, de organismos internacionales o de Gobiernos Extranjeros, en materia de investigación disciplinaria por violación en Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

4. Coordinar la cooperación interinstitucional, de organismos internacionales o de Gobiernos Extranjeros, en materia de investigación disciplinaria por violación en Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

5. Presentar al Procurador General estadísticas e informes anuales de las investigaciones disciplinarias por graves y gravísimas violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

6. Elaborar los perfiles y seleccionar los servidores a capacitar en materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. 

7. Colaborar con el Instituto de Estudios del Ministerio Público en la red de formadores en materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. 

8. Coadyuvar el diseño de programas y sus contenidos, en materia de Derechos 

 Humanos y Derecho Internacional Humanitario. 

PARAGRAFO 1. El Comité se reunirá una vez cada dos meses para evaluar los objetivos trazados o de manera extraordinaria cada vez que lo disponga el Presidente de la Comisión o a solicitud de cualquiera de sus integrantes cuando las circunstancias lo ameriten, previa citación por parte del Secretario. De las reuniones celebradas se suscribirán sendas actas en las que se consignarán los temas tratados, los acuerdos y las acciones definidas. 

PARÁGRAFO 2. Para el cumplimiento de sus funciones, y según lo disponga el Viceprocurador General, el Comité contará con la participación de tos Asesores en Derechos Humanos del Procurador General. y de los demás servidores que aquel determine. 

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

COMUNÍQUESE y CÚMPLASE

Dada en Bogotá, D.C., el 28 ENE. 2004

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 442

(30 NOV. 2004)
Por medio de la cual se crea un mecanismo que contribuya al ejercicio de las funciones de la Procuraduría General de la Nación en el marco de la política de desmovilización de grupos armados al margen de la ley.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las contenidas en los numerales 2, 6 y 18 del artículo 7 del Decreto 262 de 2002,

CONSIDERANDO

Que de acuerdo con lo establecido en el artículo 277 de la Constitución Política, es función del Procurador General de la Nación proteger los derechos Humanos y asegurar su efectividad con el auxilio del Defensor del Pueblo. 

Que la misma norma superior en su numeral tercero, le atribuye al Procurador General la función de defender los intereses de la sociedad. 

Que el artículo 4 del Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra, contempla las garantías fundamentales a que tienen derecho todas las personas que hayan dejado de participar en las hostilidades, instrumento internacional que por vía del bloque de constitucionalidad hace parte de la Constitución. 

Que el Gobierno Nacional, en desarrollo de su política de desmovilización de miembros de los grupos armados al margen de la ley, de conformidad con la Ley 782 de 2002, los Decretos 3360 y 128 del 2003 y la resolución 091 del 15 de junio del 2004, viene promoviendo la entrega y desmovilización de miembros de las AUC, en distintas zonas geográficas del país. 

Que en cumplimiento de las funciones de prevención y de intervención judicial que le corresponden a la Procuraduría General de la Nación, es necesario conformar una Comisión Especial que acompañe y verifique el desarrollo de dichos procesos, velando por la plena garantía de los derechos humanos de todas las personas involucradas en el mismo y por la prevalencia del interés general. 

Que el Defensor del Pueblo, bajo la dirección del Procurador General debe auxiliar al Procurador General en la protección de los derechos humanos y asegurar su efectividad, siendo necesaria su participación en los procesos de desmovilización de miembros de grupos al márgen de la ley. 

Por lo expuesto, el señor Procurador General de la Nación 

RESUELVE

PRIMERO: Conformar una Comisión Especial que tendrá como objetivo acompañar, verificar e intervenir en los procesos derivados de los acuerdos de desmovilización de miembros de grupos al margen de la ley, que en el marco de las políticas del Gobierno Nacional opten por esa alternativa, 

SEGUNDO: Dicha Comisión estará integrada por: 

 

El Viceprocurador General de la Nación, quien la presidirá, 

Los titulares de las Procuradurías Delegadas para el Ministerio Público, Prevención en materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos, y Defensa del Menor y la Familia, 

El Procurador Regional de la jurisdicción en la que se de el respectivo proceso de desmovilización, 

Un procurador Judicial en lo penal designado por las Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales 

Un funcionario designado por la Procuradurías Delegadas para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos. 

El Defensor del Pueblo de la zona donde se realice el proceso de desmovilización, 

 

TERCERO: Las funciones de los integrantes de la Comisión serán las siguientes: 

- El Viceprocurador fijará las directrices bajo las cuales ha de actuar la comisión en lo preventivo y disciplinario; 

- Los Procuradores a cargo de las Delegadas señaladas apoyarán al Viceprocurador en la definición de las directrices que orientarán, en cada caso, las actuaciones de la Comisión, tanto en el ámbito preventivo como en el de intervención judicial y designarán los funcionarios en cada una de las áreas, 

- El Procurador Regional coordinará las acciones que realizarán los funcionarios designados por las Procuradurías Delegadas mencionadas. 

- El Procurador Judicial en lo penal, intervendrá si lo considera necesario, en los procesos penales a que haya lugar, de conformidad con los artículos 277 de la Constitución Política, 125 del Código de Procedimiento Penal y con el Decreto 128 de 2003. 

- El funcionario designado por la Delegada para la prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos, será la persona que coordine con el respectivo Procurador Regional las acciones preventivas a que haya lugar según las directrices que emita el Viceprocurador. 

- La Defensoría del Pueblo se integrará a la Comisión Especial de acompañamiento y verificación, participando en la misma en desarrollo de las competencias que le son propias y de conformidad con las definiciones que para el efecto adopte el titular de ese Despacho. 

Parágrafo: La Comisión rendirá un informe mensual de sus actuaciones al Despacho del Procurador General de la Nación, el cual se nutrirá de los informes periódicos que sobre cada proceso en particular rinda el Procurador Regional. 

CUARTO: La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación Publíquese y cúmplase, 

Dada en Bogotá D. C. a los 3O NOV. 2004 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 138

(26 FEB. 2003)
Por la cual se adoptan los fundamentos y procedimientos de la política preventiva que en materia de Derechos Humanos le corresponde desarrollar a la Procuraduría General de la Nación.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 1° , 2° y 3° del artículo 277 de la Constitución Política, y por los numerales 2°, 3° y 7° del artículo 7° del Decreto Ley 262 de 2000, y,

CONSIDERANDO
Que le corresponde al Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes, proteger los Derechos Humanos y asegurar su efectividad.

Que al efecto, le corresponde definir los fundamentos y procedimientos en los que se sustenta la política preventiva que en materia de Derechos Humanos debe desarrollar.

Que con ese propósito, en el marco del acuerdo establecido entre el Estado Colombiano y las Naciones Unidas, la Procuraduría General de la Nación suscribió un Convenio con la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, con el objeto de construir las bases conceptuales y procedimentales acerca de la función preventiva de violación de los Derechos Humanos a cargo del ente rector del Ministerio Público.

Que los resultados de dicho proyecto quedaron consignados en el documento "FUNCIÓN PREVENTIVA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS", publicado por la Procuraduría General de la Nación y la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.

Que teniendo en cuenta lo anterior,

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO: Adoptar los fundamentos y procedimientos \ contenidos en el documento "FUNCIÓN PREVENTIVA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS", como sustento de la política preventiva que en materia de Derechos Humanos le corresponde desarrollar a la Procuraduría General de la Nación.
ARTICULO SEGUNDO: Exhortar a todos los servidores de la Procuraduría General de la Nación, a que se apropien y hagan uso del contenido de dicho documento.

ARTICULO TERCERO: La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición.
COMUNÍQUESE y CÚMPLASE
Dada en Bogotá D.C., a los 26 FEB. 2003
EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 260

(3 SEP. 2001)

Por la cual se fija la estructura y se señalan la misión y funciones del Grupo Disciplinario de Asesores Grado 24 en Derechos Humanos del Despacho del Procurador General de la Nación

El Procurador General de la Nación

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las que le concede el numeral 34 y el parágrafo único del artículo 7 del Decreto 262 de 22 de febrero de 2000, y 

Considerando:

Que el parágrafo único del artículo 7 del Decreto 262 dispuso: "El Procurador General de la Nación ejercerá directamente las funciones que le otorga el articulo 278 de la Constitución Política. Las señaladas en el artículo 277 constitucional y las demás atribuidas por el legislador podrá ejercerlas por sí o delegarlas en cualquier servidor público o dependencia de la entidad, en los términos establecidos en este decreto; 

Que el artículo 3 de la ley 200 de 1995 estableció el Poder Disciplinario Preferente y en desarrollo del último inciso de este artículo se expidió, por el señor Procurador General de la Nación, la Resolución N.° 001 del 23 de enero de 1998, que en su articulo cuarto fijó criterios para el ejercicio del poder preferente en relación con violaciones graves y gravísimas a los Derechos Humanos e infracciones graves al Derecho Internacional Humanitario. 

Que según el decreto No. 265 de 2000, se definió la Planta de Personal de la Procuraduría General de la Nación, que en su artículo 1, señaló que existen 149 Asesores Grado 24, adscritos al Despacho del señor Procurador General de la Nación los cuales cuentan con una serie de funciones generales establecidas en la Resolución 450 de diciembre de 2000, la que en materia disciplinaria dispuso: " 8. Adelantar por delegación del Procurador General de la Nación, indagaciones e investigaciones disciplinarias, cumplir comisiones para la instrucción de investigaciones disciplinarias y adelantar actuaciones administrativas de carácter punitivo; 9. Cuando el Procurador General lo designe, prestar apoyo profesional específico dentro de las disciplinarias y actuaciones preventivas, profesión (...) 11. Las demás funciones que le sean asignadas por la ley y el Procurador General de la Nación. 

Que la frecuente ocurrencia de graves hechos de violencia que constituyen atentados contra la vida e integridad de numerosas personas y grupos sociales, por su trascendencia, naturaleza y por la jerarquía de los servidores públicos implicados, han hecho necesario que el Procurador General de la Nación a través de su grupo de asesores adelante las investigaciones disciplinarias respectivas con el fin de garantizar la eficacia, la eficiencia y la superación de la impunidad por estas gravísimas conductas lesivas de los derechos fundamentales y del Derecho Internacional Humanitario. 

Que por lo anterior, se hace necesario organizar y definir un grupo de asesores, que asuma el conocimiento de investigaciones disciplinarias por hechos que configuren gravísimas violaciones a los Derechos Humanos y graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario, con el fin de hacer frente de manera más adecuada a la situación descrita en el numeral anterior. 

RESUELVE

Capítulo l. Conformación y Misión 

Artículo 1.- Conformación: Créase el Grupo de Asesores Disciplinarios en Derechos Humanos adscritos al Despacho del señor Procurador General de la Nación, conformado por veinte (20) Asesores Grado 24, quienes reunirán los requisitos establecidos en las normas correspondientes. 

Artículo 2.- Misión: El Grupo de Asesores Disciplinarios en Derechos Humanos adscritos al Despacho del señor Procurador General de la Nación, tiene como misión asesorar al señor Procurador General de la Nación en su objetivo de superar la impunidad por las gravísimas violaciones a los Derechos Humanos y graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario que ocurren en Colombia. 

Capitulo II. Estructura, Dirección y Coordinación 

Artículo 3.- Estructura: El Grupo de Asesores Disciplinarios en Derechos Humanos, contará con una dirección, una coordinación, los Asesores adscritos y un equipo auxiliar y secretarial de apoyo. 

Artículo 4.- Dirección: El Grupo de Asesores Disciplinarios en Derechos Humanos estará adscrito al Despacho del señor Procurador General de la Nación y actuará subsidiariamente bajo la orientación del señor Viceprocurador General de la Nación. 

Artículo 5.- Coordinación: Del Grupo de Asesores Disciplinarios en Derechos Humanos, el Procurador General de la Nación designará un coordinador, quien estará encargado de implementar las políticas y seguir las directrices que se le señalen. 

Capítulo III. Funciones 

Artículo 6.- Funciones del Coordinador: El Coordinador del Grupo de Asesores Disciplinarios en Derechos Humanos tendrá las siguientes funciones: 

a) 
Seleccionar, basándose en los criterios señalados en el artículo 3 de esta Resolución, los hechos sobre los que se adelantarán indagaciones e investigaciones disciplinarias. 

b) 
Distribuir equitativamente los casos seleccionados entre los diferentes asesores teniendo en cuenta criterios regionales y de especialización temática. 

c) 
Remitir o autorizar la remisión por competencia de los casos e investigaciones que correspondan a otras dependencias de la Procuraduría General de la Nación o del Ministerio Público. 

d) 
Establecer, siguiendo las instrucciones del señor Viceprocurador General de la Nación y, de común acuerdo con el Grupo de Asesores, las pautas o criterios generales de aplicación de las normas sustantivas, procésales y la competencia para el conocimiento de las investigaciones disciplinarias, a partir de la identificación de casos típicos paradigmáticos, apoyándose en la ley, los conceptos, la doctrina y la jurisprudencia existente sobre la materia. 

e) 
Fijar metas y objetivos de la oficina, hacer seguimiento y evaluar desde el punto de vista de la producción o número de providencias emitidas y de la calidad jurídica de las mismas, atendiendo las gestiones realizadas para el esclarecimiento de los hechos y la aplicación de criterios jurídicos por parte de los Asesores a su cargo. 

f) 
Establecer, de común acuerdo con los Asesores de la oficina a su cargo, índices de gestión y eficiencia en las actividades disciplinarias. 

g) 
Crear subgrupos de trabajo funcionales de acuerdo con los temas y áreas geográficas en las que sean requeridos, cuando ello sea necesario para mejorar la función. 

h)
Rendir informe al señor Procurador General de la Nación y al señor Viceprocurador General de la Nación sobre la gestión y producción del Grupo de Asesores, formulando las recomendaciones para el mejoramiento y fortalecimiento de la labor de la Oficina a su cargo. 

i) 
Dar visto bueno previo a los autos de desplazamiento de los Asesores Disciplinarios en Derechos Humanos, para firma del señor Procurador o Viceprocurador General de la Nación, teniendo en cuenta la necesidad y racionabilidad de su ejecución. 

j) 
Recibir y administrar los recursos logísticos y técnicos con que cuente la oficina de Asesores en Derechos Humanos y velar por su adecuada utilización y gasto. 

k) 
Supervisar y coordinar la labor del personal secretarial y auxiliar que se nombre para apoyar la labor de la Oficina de Asesores Disciplinarios en Derechos Humanos. 

I) 
Mantener actualizado el listado de casos adelantado por la Oficina de Asesores y el sistema de información y registro GEDIS, para lo cual obtendrá la colaboración de los funcionarios que laboran en la oficina. 

m) 
Gestionar los recursos y apoyos logísticos necesarios para el cumplimiento de las labores propias de la oficina de Asesores. 

n) 
Llevar la vocería de la Oficina de Asesores en Derechos Humanos ante las diferentes dependencias de la Procuraduría General de la Nación y ante las diferentes entidades e instituciones por designación del señor Procurador General de la Nación o del señor Viceprocurador General de la Nación. 

o) 
Conceder permisos al personal de la oficina a su cargo de conformidad con la ley. 

p) 
Delegar en uno o varios de los Asesores del Grupo las funciones señaladas en los literales j), 1), m) y n) de este artículo. 

q) 
Las demás que le encomiende el señor Procurador o el señor Viceprocurador General de la Nación. 

Parágrafo.- Coordinador suplente: El Procurador General de la Nación designará un coordinador suplente del Coordinador de la Oficina de Asesores en Derechos Humanos, quien suplirá las faltas temporales o absolutas del Coordinador. Si el Viceprocurador General o el Coordinador lo consideran pertinente pueden encargar al Coordinador suplente, en forma temporal o permanente, de algunas de las funciones señaladas en el artículo anterior. 

Artículo 7.- Funciones del Grupo de Asesores: Además de las funciones establecidas en la ley, en la Resolución 450 de 2000 y las que el Procurador General de la Nación les asigne, los funcionarios del Grupo de Asesores Disciplinarios en Derechos Humanos adscritos al Despacho del señor Procurador General de la Nación, tendrán las siguientes funciones que serán encomendadas por el señor Procurador General de la Nación o por el señor Viceprocurador General de la Nación: 

a) 
Adelantar indagaciones e investigaciones disciplinarias por gravísimas violaciones a los Derechos Humanos y graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario; 

b) 
Hacer parte de Comisiones Disciplinarias Especiales. 

c) 
Cumplir comisiones para la instrucción de investigaciones disciplinarias y práctica de pruebas; 

d) 
Prestar apoyo específico dentro de las investigaciones disciplinarias. 

e) 
Colaborar en el estudio, evaluación y proyección de conceptos y asuntos de su competencia en materia de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario. 

f) 
Realizar todas las actividades y actuaciones pertinentes conforme a las designaciones y delegaciones otorgadas. 

g) 
Cuando los asigne el Procurador General de la Nación, adelantar las indagaciones e investigaciones disciplinarias en los siguientes casos: 

1) 
Genocidios o masacres. 

2) 
Actos de violencia generalizada y sistemática contra la población civil, tales como desplazamientos masivos, torturas, homicidios, desapariciones y bombardeos indiscriminados. 

3) 
Cuando por su naturaleza los hechos tengan trascendencia nacional o internacional y así lo califique y asigne el señor Procurador. 

4) 
Cuando sean de conocimiento de organismos intergubernamentales de Derechos Humanos y se hayan formulado recomendaciones o solicitado medidas cautelares o provisionales al Estado colombiano que no hayan sido cumplidas adecuadamente. 

Parágrafo: Para efectos de lo establecido en el numeral 1 del literal g) de este artículo, se entenderá por genocidio lo señalado en la Convención para la Prevención y la sanción del delito de Genocidio (ley 28 de 1959), en concordancia con el artículo 6 del Estatuto de la Corte Penal Internacional. Se entenderá por masacre, la muerte simultánea de tres o más personas en un mismo hecho de violencia. 

Artículo 8.- Funciones de la Secretaria.- La Secretaría del Grupo de Asesores Disciplinarios en Derechos Humanos contara con un sustanciador, una secretaria, un auxiliar de servicios y un citador, quienes actuarán bajo la supervisión y orientación del coordinador y cumplirán las funciones establecidas en la ley y en los reglamentos. 

Artículo 9.- La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición y deroga las demás resoluciones que le sean contrarias. 

Dada en Bogotá, D.C., a los -3 SEP. 2001 

Publíquese y cúmplase, 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

14. Coordinar la participación de la Procuraduría General de la Nación en los programas de cooperación internacional. 

15. Ejercer la coordinación general del Comité de Vigilancia y Control a la Gestión Pública o del organismo que haga sus veces, de conformidad con los acuerdos interinstitucionales celebrados para tal efecto. 

16. Establecer los mecanismos de coordinación de las actividades que adelanten los diferentes funcionarios de la Procuraduría General de la Nación y las personerías que no estén relacionadas con las funciones de intervención ante las autoridades judiciales. 

17. Coordinar el cumplimiento de las funciones administrativas de las diferentes dependencias de la entidad. 

18. Revocar sus propios actos, de oficio o a solicitud de parte, cuando existan las causales previstas en la ley. 

19. Conocer y resolver los impedimentos manifestados por los funcionarios de su despacho, así como las recusaciones que contra los mismos se formulen. 

20. Conceder permisos a los servidores de su despacho. 

21. Las demás que le asigne o delegue el Procurador General. 

PARAGRAFO 1o. Para el cumplimiento de sus funciones, el Viceprocurador General de la Nación podrá exigir a los servidores públicos y a los particulares que cumplan funciones públicas la información que considere necesaria, sin que pueda oponérsele reserva alguna. 

PARAGRAFO 2o. El Viceprocurador podrá delegar en los servidores adscritos a su despacho las funciones atribuidas en los numerales 6, 7, 13, 15, 16 y 17 de este artículo. 

Salvo los casos en que exista delegación del Procurador General de la Nación, el Viceprocurador podrá delegar las competencias disciplinarias de única instancia en la Sala Disciplinaria; en este caso, el trámite respectivo no perderá su naturaleza de única instancia. 

En materia disciplinaria, la delegación podrá abarcar total o parcialmente la tramitación de la instancia. 

CAPITULO II.

DESPACHO DEL VICEPROCURADOR GENERAL

Artículo 18. División de Registro y Control y Correspondencia. La División de Registro y Control y Correspondencia tiene las siguientes funciones: 

1. Recibir, clasificar, registrar, asignar el número único de radicación, repartir y enviar a la dependencia que corresponda las quejas, reclamos, peticiones y comunicaciones relacionados con actuaciones disciplinarias que se presenten ante la entidad. 

DIRECTIVA Nº 01

(29 ENE. 2004)

El Procurador General de la Nación, en cumplimiento de las funciones asignadas por el numeral 7º del Decreto 262 de 2002, con el propósito de resolver las controversias que se originan cuando una dependencia estime que la competencia provisionalmente determinada por la División de Registro y Control y Correspondencia no es correcta, establece los siguientes parámetros:

1. Recibida la documentación expondrá brevemente, de manera clara y jurídicamente sustentadas, las razones por las cuales estima no ser el competente y señalando quien, en su interpretación, debe conocer del asunto. 

2. Inmediatamente enviará la documentación a la Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios, Oficina que preparará el correspondiente proyecto de decisión, conforme las siguientes bases: 

a) Si el asunto corresponde a la dependencia a la cual inicialmente se envió la documentación, se devolverá a la misma. 

b) Si corresponde a otra dependencia, a ella se enviará la documentación. 

c) Si existiera duda sobre la competencia, la dependencia a quien la División de Registro y Control y Correspondencia envió la documentación conocerá del asunto por designación que del Procurador Delegado, Regional, Provincial o Distrital haga este Despacho, como "funcionario especiar” o integrando una "comisión especial', según la importancia del caso (Art., 7º. No. 19 del Decreto 262 de 2000. 

d) En todo caso, cuando la solución sea la determinada en el literal c) el problema se planteará ante la Sala Disciplinaria, quien estudiará la viabilidad de modificar el sistema de competencias para saldar las dudas existentes. 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

2. Registrar y mantener actualizada, en el sistema automático adoptado por la entidad, la información sobre las actuaciones disciplinarias adelantadas por las autoridades de control interno disciplinario, las procuradurías territoriales y las personerías, controlando el envío oportuno de los datos correspondientes. 

DIRECTIVA N.° 16

(13 SEPTIEMBRE 2007)

Por medio de la cual se imparten instrucciones para la radicación en el sistema GEDIS de las solicitudes de investigación y quejas que se reciben en la PGN 

De: Procurador General de la Nación 

Para:
Procuradores Delegados 

Procurador Regional de Cundinamarca

Procuradora Primera Distrital

Procurador Segundo Distrital 

El Procurador General de la Nación (e), en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales y, 

CONSIDERANDO:

Que con fundamento en lo dispuesto por el numeral 7° del artículo 7° del Decreto 262 de 2000 corresponde al Procurador General de la Nación, como supremo director del Ministerio Público expedir los actos administrativos, ordenes, directivas y circulares que sean necesarias para orientar, dirigir y señalar las directrices o pautas generales que deben observarse para el funcionamiento de la institución y para el cumplimiento de las funciones que le atribuye la Constitución y la ley. 

Que corresponde a la División de Registro y Control y Correspondencia, según lo establecido en el artículo 18 numeral 2° del Decreto 262 de 2000 "Registrar y mantener actualizada, en el sistema automático adoptado por la entidad, la información sobre las actuaciones disciplinarias adelantadas por las autoridades de control interno disciplinario, las procuradurías territoriales y las personerías, controlando el envío oportuno de los datos correspondientes" 

Que la resolución 030 del 4 de febrero de 2005 por medio de la cual se adoptó el sistema de información y registro de la gestión disciplinaria GEDIS asigna a la División de Registro y Control y Correspondencia, entre otras, la responsabilidad de grabar las quejas de competencia de las dependencias del nivel central, velar por el reporte oportuno y correcto de la información del nivel territorial y depurar la base de datos. 

Que hecho un seguimiento a las radicaciones efectuadas en el GEDIS entre el 1° de enero y el 31 de agosto de 2007, se encontró que ingresaron 11.725 quejas y se remitieron 6.841 a las oficinas de control interno de las diferentes entidades.

Que analizado el tema del desacato a las tutelas por parte de los representantes legales de la Caja Nacional de Previsión y del Instituto de Seguros Sociales, se radicaron entre el 1° de de enero y el 31 de agosto/07, 1.676 solicitudes de investigación enviadas directamente por los Juzgados o por el Ministro de la Protección Social. Según lo refleja el GEDIS, en el lapso indicado, las Procuradurías Delegadas para la Vigilancia Administrativa, enviaron a las oficinas de control interno disciplinario 1.689 solicitudes de investigación: 1.290 a Cajanal y 399 al ISS. 

Que entre el 16 de agosto y el 11 de septiembre de 2007 la División de Registro y Control ha recibido 489 solicitudes de investigación por el asunto referido, las cuales no se han radicado en el GEDIS. 

Que asignar número de radicación a casos que no van a ser investigados por la Procuraduría General de la Nación infla artificialmente el GEDIS y en general ocasiona desgaste administrativo, sin que se obtenga valor agregado alguno. 

Que las dependencias que han efectuado la remisión a oficinas de control interno disciplinario de otras entidades equivalente a más del 60% de las quejas radicadas a su cargo del 1° de enero al 31 de agosto de 2007, son las Procuradurías Delegadas Primera y Segunda para la vigilancia Administrativa, la Procuraduría Delegada para la Policía Nacional, la Procuraduría Delegada para las Fuerzas Militares, la Procuraduría Regional de Cundinamarca y las Procuradurías Distritales Primera y Segunda. 

Que, en lo que atañe a las dependencias del nivel territorial mediante oficio 051 del 1° de marzo de 2006, suscrito por el Viceprocurador General de la Nación, se les reiteró el cumplimiento de las directrices impartidas por el Procurador General de la Nación, en el sentido de que se abstuvieran de radicar en Gedis las quejas remitidas a otras entidades, con el mismo propósito de evitar la congestión de dicho sistema de información. 

En virtud de lo anterior, el Procurador General de la Nación (e), en uso de sus atribuciones constituciones y legales, 

DISPONE:

PRIMERO: La División de Registro y Control y Correspondencia se abstendrá de asignar número de radicación a las quejas de competencia de las Procuradurías Primera y Segunda Delegadas para la Vigilancia Administrativa, Procuraduría Delegada para la Policía Nacional, Procuraduría Delegada para las Fuerzas Militares, Procuraduría Regional de Cundinamarca y Procuradurías Primera y Segunda Distritales. La precitada División remitirá la documentación mediante oficio. 

Parágrafo. Los documentos que a la fecha de publicación y comunicación de la presente Directiva obren en poder de la División de Registro y Control, serán enviados a los competentes en forma equitativa. 

SEGUNDO: En el evento de que los titulares de las delegadas mencionadas o anteriormente resuelvan adelantar las investigaciones disciplinarias correspondientes, solicitarán la respectiva radicación a la División de Registro y Control y Correspondencia. 

TERCERO: A través del Sistema de Gestión Disciplinaria GEDIS, la División de Registro y Control y Correspondencia hará el seguimiento y verificación del cumplimiento de esta Directiva. 

CUARTO: INSÉRTESE la presente decisión en la página WEB de la entidad. 

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ARTURO GÓMEZ PAVAJEAU

Procurador General de la Nación (e)

3. Controlar la realización oportuna del registro, en el sistema a que se refiere el numeral anterior, de la información sobre las actuaciones disciplinarias adelantadas por las dependencias del nivel central de la Procuraduría. 

4. Informar a las dependencias competentes sobre los procesos disciplinarios inactivos y las acciones próximas a prescribir. 

5. Registrar las sanciones disciplinarias impuestas a los servidores públicos por cualquier autoridad competente. 

6. Registrar las sentencias penales que sean comunicadas por los jueces de conformidad con lo dispuesto en la ley. 

7. Vigilar la ejecución de las sanciones disciplinarias que impongan la Procuraduría General de la Nación y las demás autoridades competentes. 

RESOLUCIÓN Nº 393 

(21 OCT 2005)

Por medio de la cual se modifica la Resolución número 296 del 26 de julio de 2004, emanada del despacho del Procurador General de la Nación.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales y en especial de las conferidas en los numerales 2, 6, 7, 8, 38 y inciso primero del parágrafo del artículo 7º del Decreto 262 de 2000.

CONSIDERANDO

Que es función de la Procuraduría General de la Nación, de conformidad con lo previsto en los numerales 1, 5 y 6 del artículo 277 de la Constitución Política, vigilar que quienes aspiren a vincularse al servicio público o a contratar con el Estado no estén inhabilitados, para lo cual debe llevarse un registro unificado de antecedentes e inhabilidades. 
Que de conformidad con el artículo 174 de la Ley 734 de 2002 (Código Disciplinario Único) corresponde a la División de Registro y Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación llevar el registro de las sanciones penales y disciplinarias, de las inhabilidades que se deriven de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal y de las decisiones de pérdida de investidura para la expedición del certificado de antecedentes. 

Que el parágrafo del artículo 1 de la ley 190 de 1995 establece que toda persona que fuere nombrada para ocupar un cargo o empleo público o pretenda celebrar un contrato de prestación de servicio con la administración deberá presentar el certificado de antecedentes disciplinarios. 

Que el numeral 7º Del artículo 18 del Decreto 262, establece como función de la División de Registro y Control y Correspondencia la de “Vigilar la ejecución de las sanciones disciplinarias que impongan la Procuraduría General de la Nación y las demás autoridades competentes. ". 

Que por Resolución número 143 del 27 de mayo de 2002 se reglamentó la función de registro de sanciones y causas de inhabilidad en el Sistema de Información SIRI y la expedición del certificado de antecedentes disciplinarios en la Procuraduría General de la Nación. 

Que la Resolución 156 de 2003, modificó el contenido del certificado de antecedentes y la Resolución 296 del 26 de julio de 2004 y estableció los elementos del certificado. 

Que el artículo 398 numeral 3 de la Ley 734 de 2002, establece como inhabilidad “Hallarse en estado de interdicción judicial o inhabilitado por una sanción disciplinaria o penal, o suspendido en el ejercicio de su profesión o excluido de esta, cuando el cargo a desempeñar se relacione con la misma. ", 

Que se hace necesario ajustar la reglamentación interna y los procedimientos de registro de las sanciones y causas de inhabilidad en el Sistema de Información SIRI, así como de la expedición del certificado de antecedentes e inhabilidades de conformidad con el nuevo diseño del certificado de antecedentes. 

RESUELVE

PRIMERO: Modificar el artículo primero de la Resolución 296 de 2004, el cual quedará así: 

Contenido del Certificado. El Certificado de Antecedentes deberá contener los siguientes datos: 

1) Número consecutivo del certificado. 

2) Nombres y apellidos o razón social del interesado. 

3) Número del documento de identificación del interesado. 

4) Sanciones disciplinarias y penales. 

5) Sanciones de exclusión y suspensión de profesiones liberales 

6) Ejecución de sanciones disciplinarias 

7) Inhabilidades vigentes en materia disciplinaria, penal, contractual, fiscal por pérdida de investidura y profesiones liberales. 

8) Eventos en materia penal. 

9) Inhabilidades automáticas. 

10) Fecha de expedición del certificado. 

11) Vigencia del certificado. 

12) Firma del funcionario que expide el certificado. 

Cuando se trate del certificado de antecedentes Especial se reflejarán las inhabilidades permanentes del cargo para el cual se solicitó el certificado de antecedentes. 

SEGUNDO: Modificar el Artículo sexto el cual quedará así: 

Corresponde al perfil "Asistente de Coordinación" registrar las actualizaciones a los registros y dar cumplimiento a las providencias de revocatoria directa, resoluciones del Viceprocurador, fallos de tutela y demás decisiones judiciales que ordenen la cancelación, eliminación por error o duplicidad y suspensión o modificación de un registro. 

Las reclamaciones y solicitudes de información serán atendidas por el Coordinador del Grupo SIRI, salvo las solicitudes correspondientes a cancelación de antecedentes que requieran actuación administrativa del Viceprocurador General de la Nación, en los términos del numeral 11 del artículo 17 del Decreto 262 de 2000. 

TERCERO: Modulo de Profesiones Liberales: A partir de la fecha se debe incorporar al Sistema de Información SIRI, el Módulo de Profesiones Liberales para efecto del registro de las sanciones de exclusión y suspensión del ejercicio de las profesiones liberales los cuales se reflejarán en el certificado de antecedentes. 

CUARTO: Vigencia. La presente resolución deroga las disposiciones que le sean contrarias y rige a partir de la fecha de su publicación. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE.

Dada en Bogotá D. C., a los 21 OCT. 2005 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 296

(2 6 JUL. 2004)

Por medio de la cual se modifican y adicionan la Resolución Número 143 del 27 de mayo de 2002 a través de la cual se creó el Sistema de Información y Registro de Sanciones y Causas de Inhabilidad -SIRI y la Resolución 156 del 10, de marzo de 2003 emanadas del Despacho del Procurador General de la Nación.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las consagradas en los artículos 277 numerales 1, 5 y 6; 284, 122, 179 y 183 de la Constitución Política; 7º. numeral 7º.; 18 numerales 5º. y 6º. y 66 numeral 3º. del Decreto 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

1. Que de conformidad con el artículo 174 del Código Disciplinario Único (Ley 734 de 2002), la División de Registro y Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación, deberá llevar el registro de las sanciones penales y disciplinarias; de las inhabilidades que se deriven de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal, de las decisiones de " pérdida de investidura, de las sanciones en el ejercicio de profesiones liberales, de la responsabilidad patrimonial y de las condenas proferidas contra servidores, ex servidores públicos y particulares que desempeñan funciones públicas en ejercicio de la acción de repetición o llamamiento en garantía, para efectos de la expedición del certificado de antecedentes. 

2. Que de acuerdo al parágrafo del artículo 1 de la Ley 190 de 1995, quien sea nombrado para ocupar un cargo o empleo público o celebre un contrato de prestación de servicios con la administración, deberá al momento de su posesión o de la firma del contrato, presentar certificado sobre antecedentes expedido por la Procuraduría General de la Nación. 

3. Que de acuerdo con los numerales 5 y 6 del artículo 18 del Decreto 262 de febrero 22 de 2000, corresponde a la División de Registro y Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación "registrar las sanciones disciplinarias Impuestas a los servidores públicos por cualquier autoridad competente" y las "sentencias penales que sean comunicadas por los jueces". 

4. Que según el artículo 66 numeral 3 del Decreto 262 de 2000, le corresponde a la División Centro de Atención al Público, CAP., de la Procuraduría General de la Nación, "Expedir los certificados de antecedentes disciplinarios, en los cuales se incluirá el reporte de. las sanciones penales de interdicción de derechos y funciones públicas o inhabilidad que le sean comunicadas por los jueces penales siempre que no hayan sido suspendidas o no estén vigentes". 

5. Que para desarrollar las funciones constitucionales y legales relativas al registro y certificación de los antecedentes e inhabilidades, mediante la Resolución 143 del 27 de mayo de 2002, se dispuso la creación de una base de datos (Sistema de Información .SIRI) para organizar y registrar la información sobre sanciones e inhabilidades reportadas a la Procuraduría, fijando además, el procedimiento y contenido de los certificados de antecedentes expedidos por la Procuraduría General. 

6. Que mediante Resolución 363 del 16 de octubre de 2002, se conformó el GRUPO SIRI al interior de la División de Registro y Control y Correspondencia, asignándole como funciones básicas, el manejo del Sistema de Información SIRI, efectuar el registro de las sanciones y causas de inhabilidad en el mencionado sistema de Información y vigilar el cumplimiento de las sanciones disciplinarias e inhabilidades impuestas por la Procuraduría General de la Nación y demás autoridades competentes. 

7. Que mediante Resolución 156 del 10 de marzo de 2003, se modificó y adicionó la Resolución número 143 del 27 de mayo de 2002 que reglamentó el Sistema de Información y Registro de Sanciones Penales y Disciplinarias, inhabilidades derivadas de las relaciones contractuales con el Estado, fallos con responsabilidad fiscal y declaraciones de pérdida de investidura, así como lo relativo a la expedición del certificado de antecedentes disciplinarios en la Procuraduría General de la Nación. 

8. Que en el artículo 18 de la Resolución 143 del 27 de mayo de 2002, se adoptaron los formularios contenidos en el capítulo III denominado "Responsables del reporte de sanciones e inhabilidades" como los Instrumentos adecuados para realizar el reporte y registro de las decisiones que deben ser anotadas en el sistema de Información SIRI.

9. Que de acuerdo al artículo 19 de la Resolución 143 del 27 de mayo de 2002, los procedimientos y formularios estandarizados aprobados en la citada resolución, serán sometidos periódicamente al proceso de mejoramiento continuo, según lo establecido en la Resolución 176 del 15 de diciembre de 2000. 

10. Que se hace necesario ajustar los formularios de reporte de las sanciones e inhabilidades, a las nuevas exigencias del nuevo Sistema de Información SIRI desarrollado en el curso del Proyecto SIRI creado mediante la Resolución 250 del 2 de octubre de 2003. 
11. Que según el artículo 7º. numeral 7º. del Decreto 262 de 2000 le corresponde al Procurador Generar de la Nación, "Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para el desarrollo de las funciones atribuidas por la ley". 

RESUELVE:

Artículo Primero. El artículo 7 de la Resolución 143 del 27 de mayo de 2002, quedará de la siguiente forma: 

Artículo 7. Elementos del Certificado. El Certificado de Antecedentes deberá contener los siguientes elementos y características: 

1. Número único de papel seguridad. 

2. Número único consecutivo del certificado. 

3. Código de barras. 

4. Nombres y apellidos o razón social del interesado. 

5. Número del documento de identificación del interesado. 

6. Registro, de las sanciones e inhabilidades señaladas en el artículo 6º. para cada clase de certificado. 

7. Lugar y fecha de expedición del certificado. 

8. Vigencia del certificado. 

9. Firma del funcionario responsable. 

Artículo Segundo. El artículo 9 de la Resolución 143 del 27 de mayo de 2002, quedará de la siguiente forma 

Artículo 9. Solicitud del Certificado. El Certificado Antecedentes podrá solicitarse en las ventanillas, de atención al público dispuestas en la División Centro de Atención al Público -CAP y en el SuperCade en Bogotá o ante las Procuradurías Regionales y demás oficinas dispuestas, en el resto del país, con la indicación de los nombres, apellidos o razón social y número del documento de identificación del interesado y la entrega del comprobante de pago de los derechos correspondientes. 

Cuando el Certificado se requiera para la inscripción, elección, nombramiento o posesión en un cargo o empleo público, el solicitante deberá señalar en forma expresa, el cargo al cuál se aspira, para la determinación del tipo de certificado a expedir. 

Artículo Tercero. El artículo 10 de la Resolución 143 del 27 de mayo de 2002, quedará así: 

Artículo 10. Expedición del Certificado. Consiste en la actividad por medio de la cual la Procuraduría Genera! de la Nacl6n consulta la base de datos del Sistema de Información SIRI y expide en el formulario diseñado para el efecto, el Certificado con las anotaciones de sanciones e inhabilidades registradas a nombre del interesado. 

Los Certificados de Antecedentes Ordinario y Especial, se expedirán a nivel nacional, de oficio, a petición de autoridad pública, del Interesado o de cualquier persona.

Artículo Cuarto. El artículo 11 de la Resolución 143 del 27 de mayo de 2002, quedará así: 

Artículo 11. Condiciones Técnicas. El Certificado de Antecedentes deberá expedirse en papel de seguridad con numeración consecutiva, código de barras y firma digitalizada del Jefe del Centro de Atención al Público -CAP, salvo para fines de investigación, evento en .el cual se utilizará papel corriente. 

Los Certificados que exijan firma original deberán ser expedidos directamente por la Jefe del CAP. 

Artículo Quinto. Modificar el artículo 18 de la Resolución 143 del 27 de mayo de 2003, adoptando los formularios adjuntos a la presente resolución, como los instrumentos adecuados para realizar el reporte y registro de las sanciones e inhabilidades que deben ser anotadas en el Sistema de Información SIRI; reporte de las novedades que ordenan modificaciones al registro o afectan su vigencia, y reporte del cumplimiento de las sanciones disciplinarias impuestas por la Procuraduría General y demás autoridades competentes. 

Artículo Sexto. El artículo 20 de la Resolución 143 del 27 de mayo de 2002, quedará así: 

Artículo 20. Eventos de modificación, suspensión o cancelación del registro. Los eventos de modificación, suspensión o cancelación de un registro por disposición de autoridad competente, serán atendidos directamente por el GRUPO SIRI de la División: de Registro y Control y Correspondencia. 

Las reclamaciones y solicitudes relativas al contenido del registro de las sanciones e inhabilidades, elevadas por los particulares, serán atendidas por el Coordinador del GRUPO SIRI, salvo que, se trate de solicitudes de cancelaci6n que requieran actuación administrativa del Viceprocurador General de la Nación en los términos del numeral 11 del artículo 17 del Decreto 262 de 2000. 

El Coordinador del Grupo SIRI podrá eliminar el registro cuando se haya incurrido en error o duplicidad del registro en el sistema. 

Artículo Séptimo. El Coordinador del Grupo SIRI actuará como Administrador funcional del Sistema de Información SIRI y velará por la oportunidad, consistencia y confiabilidad de la base de datos, hará el seguimiento al funcionamiento y operación del Sistema y presentará los proyectos de mejoramiento que considere necesarios. 

Adicionalmente, el SIRI tendrá un Administrador Técnico, designado por el Jefe de la Oficina de Sistemas, con la función de brindar asistencia y soporte técnico permanente a todos .los usuarios. 

La Oficina de Control Interno tendrá la responsabilidad de hacer seguimiento y auditoria al sistema para garantizar su normal operación. 

Artículo Octavo. De conformidad con lo previsto en el artículo 21 de la Resolución 143 del 27 de mayo de 2002, señalar que a partir del dos (2) de Agosto de dos mil cuatro (2004), se incorporarán al Certificado de Antecedentes expedido por la Procuraduría General de la Nación, los registros de sanciones penales e inhabilidades derivadas de las relaciones contractuales con el Estado, fallos con responsabilidad fiscal y las declaraciones de pérdida de investidura, que forman parte de la base de datos del Sistema de Información SIRI implementado en desarrollo del Proyecto SIRI creado mediante la Resolución 250 del 27 de octubre de 2003. 

Artículo Noveno. Asignar al Grupo SIRI de la División de Registro y Control y Correspondencia, la función de revisar periódicamente los formularios y presentar los proyectos de mejoramiento continuo conforme a la evolución del Sistema de Información, según lo establecido en la Resolución 176 del 15 de diciembre de 2000. 

Artículo Décimo Vigencia. La presente resolución deroga todas las disposiciones que se lean contrarias y rige a partir de la fecha de su publicación. 

Dada en Bogotá D.C., a los 26 JUL. 2004 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

 

CARLOS ARTURO GOMEZ PAVAJEAU

Procurador General de la Nación (E)

RESOLUCIÓN Nº 156

(10 MAR 2003)

Por medio de la cual se modifica y adiciona la Resolución número 143 del 27 de mayo de 2002 a través de la cual se reglamentó el Sistema de Información y Registro de Sanciones penales y disciplinarias, de las inhabilidades derivadas de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal y de las declaraciones de pérdida de investidura, así como lo relativo a la expedición del certificado de antecedentes disciplinarios en la Procuraduría General de la Nación.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
En ejercicio de las facultades constitucionales y legales y en especial de las conferidas en los numerales 2, 6, 7, 8, 38 y inciso primero del parágrafo del artículo 7º del Decreto 262 de 2000.

CONSIDERANDO
Que es función de la Procuraduría General de la Nación, de conformidad con lo previsto en los numerales 1, 5 y 6 del artículo 277 de la Constitución Política, vigilar que quienes aspiren a vincularse al servicio público o a contratar con el Estado no estén inhabilitados, para lo cual debe llevarse un registro unificado de antecedentes e inhabilidades.

Que de conformidad con el artículo 174 de la Ley 734 de 2002 (Código Disciplinario Único) corresponde a la División de Registro y Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación llevar el registro de las sanciones penales y disciplinarias, de las inhabilidades que se deriven de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal y de las decisiones de pérdida de investidura para la expedición del certificado de antecedentes.

Que el parágrafo del artículo 1 de la Ley 190 de 1995 establece que toda persona que fuere nombrada para ocupar un cargo o empleo público o pretenda celebrar un contrato de prestación de servicio con la administración deberá presentar el certificado de antecedentes disciplinarios.

Que por Resolución número 143 del 27 de mayo de 2002 se reglamentó la función de registro de sanciones y causas de inhabilidad en el Sistema de Información SIRI y la expedición del certificado de antecedentes disciplinarios en la Procuraduría General de la Nación.

Que en sentencia C-1066 del 3 de diciembre de 2002 la H. Corte Constitucional, al decidir la demanda de constitucionalidad contra el artículo 174 de la Ley 734 de 2002, consideró que solo se incluirán en el certificado de antecedentes “...las providencias ejecutoriadas que hayan impuesto sanciones dentro de los cinco (5) años anteriores a su expedición, aunque la duración de las mismas sea inferior o sea instantánea. También contendrá las sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes al momento en que ella se expida, aunque hayan transcurrido más de cinco (5) años o sean inhabilidades intemporales como, por ejemplo, la prevista en el Art. 122 de la Constitución Política...”

Que el artículo 122 de la Constitución Política prevé como inhabilidad intemporal para el desempeño de funciones públicas haber sido condenado por delitos contra el patrimonio del Estado.

Que el artículo 179 numeral 1 de la Constitución Política señala como inhabilidad intemporal para ser congresista haber sido condenado en cualquier época a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos. La misma norma en su numeral 4 dispone que también estará inhabilitado para ser congresista quien haya perdido su investidura.

Que los artículos 197, 232, 249, 264 y 267 de la Constitución Política establecen inhabilidades intemporales para ser elegido o desempeñarse como Presidente de la República, Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, Fiscal General de la Nación, miembros del Consejo Nacional Electoral y Contralor General de la República.

Que el artículo 4 del Decreto 262 de 2000 establece las inhabilidades para ser elegido Procurador General de la Nación, una de las cuales tiene carácter intemporal.

Que los numerales 1, 2, 3 y 4 del artículo 38 de la Ley 734 de 2002 establecen inhabilidades para desempeñar cargos públicos.

Que el artículo 46 de la Ley 734 de 2002 establece que cuando la falta afecte el patrimonio económico del Estado la inhabilidad será permanente.

Que los literales b), c), d), e), i) del artículo 8; el artículo 22 y los numerales 3 y 6 del artículo 58 de la Ley 80 de 1993 establecen causales de inhabilidad que se derivan de las relaciones contractuales con el Estado.

Que el artículo 33 de la Ley 617 de 2000 establece causales de inhabilidad para los diputados.

Que el artículo 28 del Decreto 1421 de 1993 establece causales de inhabilidad para los concejales.

Que el parágrafo 2 del artículo 4 de la Ley 588 de julio 05 de 2000 y el artículo 133 del Decreto 960 de junio 20 de 1970, establecen causales de inhabilidad para la designación y el ejercicio del cargo de Notario.

Que los numerales 2 y 3 del artículo 472 de la Ley 600 de 2000 (Código de Procedimiento Penal) señalan que es obligación de las autoridades judiciales en materia penal remitir a la Procuraduría General de la Nación, copia de las sentencias condenatorias que impongan penas de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas y pérdida del empleo o cargo público.

Que el artículo 32 de la Ley 734 de 2002 señala que la sanción disciplinaria prescribe en un término de cinco (5) años contados a partir de la ejecutoria del fallo, y que una vez cumplida la sanción procede la rehabilitación automática.

Que por Resolución número 363 del 16 de octubre de 2002 se creó en la División de Registro y Control y Correspondencia el GRUPO SIRI encargado del manejo del sistema de Información, el registro de las sanciones y causas de inhabilidad y el cumplimiento de las sanciones disciplinarias e inhabilidades impuestas por la Procuraduría General de la Nación y demás autoridades competentes.

Que por disposición del numeral 3 del artículo 66 del Decreto 262 de 2002 corresponde a la División de Atención al Público - CAP, la expedición del certificado de antecedentes.

Que de conformidad con lo dispuesto en el Art. 15 de la Constitución Política, “todas las personas (...) tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas”.

Que se hace necesario ajustar la reglamentación interna y los procedimientos de registro de las sanciones y causas de inhabilidad en el Sistema de Información SIRI, así como de la expedición del certificado de antecedentes e inhabilidades según el contenido y alcance dado por la H. Corte Constitucional al artículo 174 de la Ley 734 de 2002, en sentencia de constitucionalidad número C-1066 del 3 de diciembre de 2002, para garantizar la intangibilidad de los derechos consagrados en la Constitución Política, el cumplimiento de la función institucional y la confiabilidad y confidencialidad de la información.

RESUELVE
PRIMERO: El artículo 5 de la Resolución N.° 143 del 27 de mayo de 2002 quedará así:

Artículo 5. Certificado de Antecedentes: Se denomina así el documento expedido por la Procuraduría General de la Nación que certifica las sanciones disciplinarias e inhabilidades derivadas de las sanciones penales o disciplinarias, de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal y de las declaraciones de pérdida de investidura, que respecto de una persona existen en el Sistema de Información SIRI.

SEGUNDO: El artículo 6 de la Resolución N.° 143 del 27 de mayo de 2002 quedará así:

Artículo 6. Clases de Certificado. El Certificado de Antecedentes será de dos clases: Ordinario y Especial.

a)
El Certificado Antecedentes Ordinario deberá certificar:

1.
Las sanciones disciplinarias ejecutoriadas impuestas por autoridad competente dentro de los cinco (5) años anteriores a su expedición aún cuando su duración sea inferior o instantánea.

2.
Las sanciones e inhabilidades que se encuentren vigentes al momento de su expedición aunque hayan transcurrido más de cinco (5) años desde la ejecutoria del fallo que las impuso.

b)
El Certificado de Antecedentes Especial deberá tener el mismo contenido del ordinario más la anotación de las inhabilidades intemporales previstas para determinados cargos en la Constitución Política y las Leyes vigentes a la fecha de su expedición.

El Certificado Antecedentes Especial se expedirá exclusivamente para certificar la ausencia de inhabilidades cuando la Constitución Política y las Leyes lo exijan como requisito para el ejercicio de funciones públicas o el desempeño de cargos en la administración pública o de justicia, tales como Presidente de la República, Congresista, Gobernador, Diputado, Alcalde, Concejal, Fiscal General de la Nación, Contralor General de la República, Procurador General de la Nación, miembro del Consejo Nacional Electoral, Magistrado de la Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia o del Consejo de Estado.

TERCERO: El artículo 6 de la Resolución número 143 del 27 de mayo de 2002 tendrá cuatro parágrafos con el siguiente texto:

Parágrafo 1. Transcurridos cinco (5) años contados desde la fecha de ejecutoria de la sanción disciplinaria, el Sistema de Información inactivará automáticamente el registro.

Parágrafo 2. Si el término de la inhabilidad es superior a cinco (5) años, una vez se cumpla el término previsto, procederá la inactivación automática del registro.

Parágrafo 3. Corresponde al Coordinador del Grupo SIRI dar cumplimiento a las providencias de revocatoria directa, resoluciones del Viceprocurador General, fallos de tutela y demás decisiones judiciales que ordenen retirar un registro de la base de datos.

Parágrafo 4. Las sanciones disciplinarias y los registros de inhabilidad que se inactivan solo podrán ser consultados para efectos de la expedición del Certificado Antecedentes Especial.

CUARTO: El artículo 7 de la Resolución N.° 143 del 27 de mayo de 2002 quedará así:

Artículo 7. Contenido del Certificado. El Certificado de Antecedentes Ordinario deberá contener los siguientes datos:

1)
Número consecutivo del certificado.

2)
Nombres y apellidos o razón social del interesado.

3)
Número del documento de identificación del interesado.

4)
Sanciones disciplinarias.

5)
Sanciones e inhabilidades vigentes.

6)
Fecha de expedición del certificado.

7)
Vigencia del certificado.

8)
Firma del funcionario que expide el certificado.

El Certificado de Antecedentes Especial tendrá el siguiente contenido:

1)
Número consecutivo del certificado.

2)
Nombres y apellidos o razón social del interesado.

3)
Número del documento de identificación del interesado.

4)
Sanciones disciplinarias.

5)
Sanciones e inhabilidades temporales e intemporales.

6)
Fecha de expedición del certificado.

7)
Vigencia del certificado.

8)
Firma del funcionario que expide el certificado.

QUINTO: El artículo 9 de la Resolución número 143 del 27 de mayo de 2002 quedará así:

Artículo 9. Solicitud del Certificado. El Certificado Antecedentes Ordinario se podrá solicitar en las ventanillas de atención al público dispuestas en la División Centro de Atención al Público - CAP - en Bogotá o ante las Procuradurías Regionales en el resto del país, con la indicación de los nombres, apellidos y número del documento de identificación del interesado y la entrega del comprobante de pago de los derechos correspondientes.

En todo caso, el solicitante deberá informar expresamente si el certificado lo requiere para acreditar ausencia de inhabilidades intemporales, evento en el cual deberá solicitar el Certificado Antecedentes Especial. Este certificado solo podrá solicitarse ante la División Centro de Atención al Público – CAP en Bogotá y su expedición será responsabilidad del Jefe de la respectiva División.

La expedición del certificado de antecedentes no generará costo alguno cuando sea solicitado por autoridad o servidores públicos, por razón del cumplimiento de deberes o responsabilidades inherentes a sus funciones constitucionales, legales o reglamentarias.

SEXTO: El artículo 10 de la Resolución número 143 del 27 de mayo de 2002 quedará así:

Artículo 10. Expedición del Certificado. La expedición del Certificado de Antecedentes consiste en la actividad por medio de la cual la Procuraduría General de la Nación consulta la base de datos existente en el Sistema de Información SIRI y expide en el formulario diseñado para tal efecto, la certificación con las anotaciones disciplinarias e inhabilidades vigentes registradas a nombre del interesado.

SEPTIMO: La Oficina de Sistemas de la Procuraduría General de la Nación deberá adoptar las medidas de seguridad y modificaciones que requiera el Sistema de Información para darle cumplimiento a las disposiciones adoptadas en la presente resolución.

OCTAVO: Vigencia. La presente resolución deroga las disposiciones que se lean contrarias y rige a partir de la fecha de su publicación.

PUBLIQUESE Y CUMPLASE.
Dada en Bogotá D. C., a los 10 de MAR 2002.
EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 143
(27 de mayo de 2002)
por medio de la cual se reglamenta el sistema de información y registro de sanciones disciplinarias y penales y de las inhabilidades derivadas de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal, de las declaraciones de pérdida de investidura y lo relativo a la expedición de antecedentes disciplinarios en la Procuraduría General de la Nación.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las consagradas en los artículos 277 numerales 1, 5 y 6; 284, 122, 179 y 183 de la Constitución Política; 7º numeral 7º; 18 numerales 5º y 6º y 66 numeral 3º del Decreto 262 de 2000 y de las disposiciones contenidas en los artículos 8° y 31 de la Ley 80 de 1993; parágrafo del artículo 1º de la Ley 190 de 1995; 472 numerales 2 y 3 de la Ley 600 de 2000; 60 de la Ley 610 de 2000; 33 y 40 de la Ley 617 de 2000; 174 de la Ley 734 de 2002 y 28 del Decreto 1421 de 1993, y

CONSIDERANDO:

1. Que las funciones preventivas establecidas en los numerales 1, 5 y 6 del artículo 277 de la Constitución Política, imponen a la Procuraduría General de la Nación el deber de vigilar que quienes aspiren a vincularse al servicio público o a contratar con el Estado no estén inhabilitados y para ello es necesario conocer sus antecedentes disciplinarios.

2. Que de conformidad con lo previsto en el artículo 284 de la Constitución Política, el Procurador General de la Nación puede requerir de las autoridades las informaciones necesarias para el ejercicio de sus funciones, sin que se le pueda oponer reserva alguna.

3. Que el artículo 122 de la Constitución Política prevé que el servidor público que sea condenado por delitos contra el patrimonio del Estado quedará inhabilitado para el desempeño de funciones públicas.

4. Que el artículo 183 de la Constitución Política determina las causales por las cuales los congresistas pueden perder su investidura y el numeral 4 del artículo 179 ibidem establece que no podrán ser congresistas quienes hayan perdido su investidura como tales.

5. Que según el artículo 7º numeral 7º del Decreto 262 de 2000 le corresponde al Procurador General de la Nación, “Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para el desarrollo de las funciones atribuidas por la ley”.

6. Que de acuerdo con los numerales 5 y 6 del artículo 18 del Decreto 262 de 2000, corresponde a la División de Registro y Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación “registrar las sanciones disciplinarias impuestas a los servidores públicos por cualquier autoridad competente” y las “sentencias penales que sean comunicadas por los jueces”.

7. Que según el artículo 66 numeral 3 del Decreto 262 de 2000, le corresponde a la División Centro de Atención al Público, CAP., de la Procuraduría General de la Nación, “Expedir los certificados de antecedentes disciplinarios, en los cuales se incluirá el reporte de las sanciones penales de interdicción de derechos y funciones públicas o inhabilidad que le sean comunicadas por los jueces penales, siempre que no hayan sido suspendidas o no estén vigentes”.

8. Que el parágrafo del artículo 1° de la Ley 190 de 1995 establece que toda persona que fuere nombrada para ocupar un cargo o empleo público o pretenda celebrar un contrato de prestación de servicios con la administración deberá presentar el certificado de antecedentes disciplinarios.

9. Que el artículo 31 de la Ley 80 de 1993 ordena a las entidades estatales comunicar a la Procuraduría General de la Nación los actos sancionatorios que expidan en materia de contratación estatal.

10. Que el parágrafo 2 del artículo 38 de la Ley 734 de 2002, en desarrollo del artículo 122 de la Constitución Política impone a los jueces la obligación de especificar en las sentencias condenatorias que profieran contra servidores públicos, si la conducta objeto de la misma constituye delito que afecta el patrimonio del Estado.

11. Que los artículos 8 literales b), c), d), e), i); 22 y 58 numerales 3 y 6 de la Ley 80 de 1993 establecen causales de inhabilidad que se derivan de las relaciones contractuales con el Estado que es necesario anotar en los registros de la Procuraduría General de la Nación.

12. Que de conformidad con los numerales 2 y 3 del artículo 472 del Código de Procedimiento Penal (Ley 600 de 2000), las autoridades judiciales en materia penal deben remitir a la Procuraduría General de la Nación copia de las sentencias condenatorias que impongan penas de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas y pérdida del empleo o cargo público.

13. Que el artículo 60 de la Ley 610 de 2000 regula la expedición del boletín de responsables fiscales que debe publicar la Contraloría General de la República y establece que quienes allí aparecen no pueden ser nombrados ni posesionados en cargos públicos ni celebrar contratos con el Estado.

14. Que el artículo 33 de la Ley 617 de 2000 determina causales de inhabilidad para los diputados que es necesario registrar en el sistema de antecedentes de la Procuraduría General de la Nación.

15. Que de conformidad con el artículo 174 del Código Disciplinario Único (Ley 734 de 2002) “Las sanciones penales y disciplinarias; las inhabilidades que se deriven de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal, de las decisiones de pérdida de investidura y de las condenas proferidas contra servidores, ex servidores públicos y particulares que desempeñan funciones públicas en ejercicio de la acción de repetición o llamamiento en garantía, deberán ser registradas en la División de Registro y Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación, para efectos de la expedición del certificado de antecedentes.

El funcionario competente para adoptar la decisión a que se refiere el inciso anterior o para levantar la inhabilidad de que trata el parágrafo 1º del artículo 38 de este Código, deberá comunicar su contenido al Procurador General de la Nación en el formato diseñado para el efecto, una vez quede en firme la providencia o acto administrativo correspondiente.

La certificación de antecedentes deberá contener las anotaciones de las providencias ejecutoriadas dentro de los cinco (5) años anteriores a su expedición y, en todo caso, aquellas que se refieren a sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes en dicho momento.

Cuando se trate de nombramiento o posesión en cargos que exijan para su desempeño ausencia de antecedentes, se certificarán todas las anotaciones que figuren en el registro”.

16. Que la sentencia de la Corte Constitucional C-233 del 4 de abril de 2002 declaró la inexequibilidad de los artículos 17 y 18 de la Ley 678 de 2001, razón por la cual no se pueden registrar para efecto de antecedentes disciplinarios las condenas proferidas contra servidores, ex servidores públicos y particulares que desempeñen funciones públicas en ejercicio de la acción de repetición o llamamiento en garantía a que se refiere el artículo 174 de la Ley 734 de 2002.

17. Que el artículo 28 del Decreto 1421 de 1993 fija causales de inhabilidad para los concejales que es necesario registrar en el sistema de antecedentes de la Procuraduría General de la Nación.

18. Que para desarrollar las funciones enunciadas; organizar y registrar la información necesaria para cumplir los mandatos legales citados; garantizar y asegurar la confiabilidad y fidelidad de la información registrada en los certificados de antecedentes expedidos por la entidad, se hace necesario crear una base de datos, identificar los registros que debe contener, fijar el procedimiento a seguir en la Procuraduría General de la Nación y determinar las características, contenido, trámite y expedición de los certificados,

RESUELVE:



CAPITULO I

CONDICIONES GENERALES
Artículo 1°. Creación. Créase el sistema de información de registro de sanciones y causas de inhabilidad (SIRI), compuesto por cinco (5) subsistemas de registro: de sanciones disciplinarias; de sanciones penales; de inhabilidades en materia de contratación; de juicios con responsabilidad fiscal y de pérdida de investidura.

Este sistema será público y por lo tanto podrá ser consultado por cualquier ciudadano.

Artículo 2°. Definición. El registro es la operación por medio de la cual la Procuraduría General de la Nación, con fundamento en la información que le reporten las autoridades, anota en la base de datos SIRI los actos administrativos y sentencias que declaran causas de inhabilidad e imponen sanciones que generan inhabilidad, temporal o definitiva, para el ejercicio de funciones públicas y para celebrar contratos con entidades del Estado, en los eventos establecidos en la ley.

Artículo 3°. Interesado. Para efectos de la presente resolución, se entenderá por interesado aquella persona natural o jurídica a nombre de quien se expide el certificado de antecedentes disciplinarios.

Artículo 4°. Datos del registro. Serán objeto de registro:

1. Las sanciones penales.

2. Las sanciones disciplinarias.

3. Las inhabilidades que se deriven de las relaciones contractuales con el Estado.

4. Las inhabilidades que surjan de los fallos con responsabilidad fiscal.

5. La inhabilidad que surja de las decisiones de pérdida de investidura.

Artículo 5°. Certificado de antecedentes disciplinarios. Se denomina así el documento expedido por la Procuraduría General de la Nación que certifica las anotaciones que respecto de una persona existen en el SIRI.
Artículo 6°. Clases del certificado. El certificado de antecedentes disciplinarios será de dos clases:

a) Ordinario, deberá contener las anotaciones de las providencias ejecutoriadas dentro de los cinco (5) años anteriores a su expedición y, en todo caso, aquellas que se refieren a sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes;

b) Especial, el cual contendrá el total de las anotaciones registradas a nombre del interesado en el SIRI.

Artículo 7°. Contenido del certificado. El certificado de antecedentes disciplinarios deberá contener:

1. Número consecutivo del certificado.

2. Nombres y apellidos o razón social del interesado.

3. Número del documento de identificación del interesado.

4. Los antecedentes de sanciones disciplinarias y penales y de las causas de inhabilidad derivadas de las relaciones contractuales con el Estado; de los fallos con responsabilidad fiscal y de las declaraciones de pérdida de investidura, que se encuentren registrados en la base de datos bajo el nombre y documento de identificación del interesado.

5. La naturaleza, clase y término de la anotación.

6. Fecha de expedición.

7. Vigencia.

8. Firma del funcionario que expide el certificado.

Artículo 8°. Vigencia del certificado. El certificado de antecedentes disciplinarios tendrá vigencia de tres (3) meses contados a partir de la fecha de su expedición.

CAPITULO II

Expedición
Artículo 9°. Solicitud del certificado. El certificado deberá solicitarse ante el Centro de Atención al Público CAP de la Procuraduría General de la Nación en Bogotá o ante las Procuradurías Regionales en el resto de país, con la indicación del nombre y número del documento de identificación del interesado y la entrega del comprobante de pago de los derechos correspondientes.

En todo caso el solicitante deberá informar si el certificado lo requiere para acreditar ausencia de antecedentes, evento en el cual deberá solicitar el certificado especial.

La expedición del certificado de antecedentes disciplinarios no generará costo alguno cuando sea solicitado por autoridades o servidores públicos, por razón del cumplimiento de deberes o responsabilidades inherentes a sus funciones constitucionales, legales o reglamentarias.

Artículo 10. Expedición del certificado. Consiste en la actividad por medio de la cual la Procuraduría General de la Nación consulta la base de datos SIRI y expide en el formulario diseñado para el efecto, el certificado con las anotaciones registradas a nombre del interesado.

El certificado de antecedentes disciplinarios se expedirá de oficio, a petición de autoridad pública, del interesado o de cualquier persona.

Artículo 11. Condiciones técnicas. El certificado de antecedentes deberá expedirse en papel de seguridad, con numeración consecutiva y la firma del funcionario autorizado por el Procurador General de la Nación.

Artículo 12. Control. Corresponderá al jefe de la División Centro de Atención al Público CAP de la Procuraduría General de la Nación y a los Coordinadores Administrativos de las Procuradurías Regionales, según sea el caso, la custodia y el control del papel de seguridad en el que se expida el certificado.

CAPITULO III

Responsables del reporte de sanciones e inhabilidades
Artículo 13. Responsables. Son responsables de reportar la información que debe registrarse en el sistema SIRI:

1. En materia de sanciones disciplinarias: Los titulares de la acción disciplinaria, de conformidad con el artículo 2 de la Ley 734 de 2002, en el Formulario número 001 REGISTRO DE SANCIONES DISCIPLINARIAS.

2. En materia de registro de sanciones penales: El secretario de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia y de las Salas Penales de los Tribunales Superiores; el juez que profirió la sentencia y el juez de ejecución de penas o quien haga sus veces, en el Formulario número 002 REGISTRO DE SANCIONES PENALES.

3. Respecto de inhabilidades en materia de contratación: El Secretario de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado; los Secretarios de los Tribunales de lo Contencioso Administrativo; los Directores o jefes de Registro de las Cámaras de Comercio, y los Representantes Legales o Secretarios Generales de las Entidades del Estado de todos los niveles, en el Formulario número 003 REGISTRO DE INHABILIDADES DERIVADAS DE LAS RELACIONES CONTRACTUALES CON EL ESTADO.

4. 
En materia de juicios con responsabilidad fiscal: El Contralor Delegado para Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva; los Contralores Departamentales, Distritales y Municipales y Gerentes Departamentales, en el Formulario número 004 REGISTRO DE INHABILIDADES DERIVADAS DE LOS JUICIOS CON RESPONSABILIDAD FISCAL.

5. En materia de inhabilidad por pérdida de investidura: El Secretario General del Consejo de Estado y los Secretarios de los Tribunales de lo Contencioso Administrativo en el Formulario número 005 REGISTRO DE INHABILIDADES DERIVADAS DE LA PERDIDA DE INVESTIDURA.

Artículo 14. Responsables de la base de datos. La División de Registro y Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación deberá garantizar que la información registrada en la base de datos corresponde exactamente a la suministrada por las autoridades obligadas a reportarla.

CAPITULO IV

Puntos de control del procedimiento 
de registro de la información y expedición del certificado
Artículo 15. Control en el procedimiento de registro. El sustanciador de la División de Registro y Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación encargado de registrar los datos en el sistema SIRI, verificará si el formulario ha llegado firmado por el funcionario competente y contiene los datos que en él se solicitan.

En caso de que el formulario no se hallare firmado, o no lo fuere por el funcionario competente, o fuere indebidamente diligenciado, el funcionario responsable del registro lo devolverá a la oficina de origen para las correcciones pertinentes.

Mientras la información requerida no sea suministrada de manera completa y precisa, no se entenderá cumplida la obligación a que se refiere el artículo 174 del Código Disciplinario Único (Ley 734 de 2002).

Si el formulario se encuentra adecuadamente diligenciado, el sustanciador incluirá sus datos en un archivo provisional, mientras el verificador ordena su inclusión definitiva en el sistema.

Una vez se hayan registrado los datos en el archivo provisional, el verificador de la División de Registro y Control y Correspondencia comprobará si corresponden exactamente a los contenidos en el formulario y autorizará su incorporación definitiva en el sistema.

Si surgiere alguna discrepancia, el verificador ordenará al sustanciador la corrección correspondiente.

Artículo 16. Control en el procedimiento de expedición. El funcionario encargado de la expedición del certificado verificará que el solicitante entregue copia del comprobante de pago de los derechos correspondientes e informe el nombre y número del documento de identificación del interesado y la clase del certificado que requiere.

Artículo 17. Seguridades de auditoria del SIRI. El software tendrá un sistema de auditoria interna que permita conocer la fecha de las diferentes operaciones; el funcionario responsable del registro y verificación; el contenido de los campos grabados o modificados, y el número de certificados expedidos, su fecha, contenido y el funcionario que lo expidió.

La Oficina de Control Interno de la Procuraduría General de la Nación, en los procesos de auditoria que realice al SIRI confrontará, periódica y selectivamente, certificados de antecedentes disciplinarios con los datos que aparecen en el sistema de información.

CAPITULO V

Disposiciones finales
Artículo 18. Formularios. Adóptanse los formularios contenidos en el capítulo III. “Responsables del reporte de sanciones e inhabilidades”, artículo 13 de la presente resolución, como los instrumentos adecuados para realizar el reporte y registro de las decisiones que deben ser anotadas en el SIRI.

Artículo 19. Mejoramiento continuo. Los procedimientos y formularios estandarizados aprobados mediante la presente resolución serán sometidos periódicamente al proceso de mejoramiento continuo, según lo establecido en la Resolución 176 del 15 de diciembre de 2000.

Artículo 20. Reclamaciones. Las reclamaciones y solicitudes que eleven los particulares relativas al contenido del certificado de antecedentes disciplinarios deberán ser resueltas, previa la actuación administrativa correspondiente, por el Viceprocurador General de la Nación.

Artículo 21. Transitorio. Inclusión progresiva de los antecedentes. La Procuraduría General de la Nación continuará expidiendo el certificado de antecedentes disciplinarios únicamente con las anotaciones de las sanciones disciplinarias registradas en la base de datos de sancionados, hasta cuando se configure íntegramente el sistema de información SIRI con los datos necesarios para certificar las sanciones penales y las inhabilidades que se deriven de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal y de las decisiones de pérdida de investidura.

A medida que se vayan completando los subsistemas de registro, sus datos se incorporarán al certificado previa resolución del Procurador General de la Nación.

Artículo 22. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE.

Dada en Bogotá, D. C., a 27 de mayo de 2002.
EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

8. Recibir, clasificar y distribuir los documentos que lleguen a la entidad y remitirlos a los respectivos destinatarios. 

9. Enviar la correspondencia de la entidad a los respectivos destinatarios. 

10. Las demás que le asignen la ley y el Procurador General. 

Artículo 19. División de Documentación. La División de Documentación tiene las siguientes funciones: 

1. Mantener actualizada la información normativa, doctrinal y jurisprudencial que resulte necesaria para el cumplimiento de las funciones de la entidad, así como el material bibliográfico de consulta e investigación, y realizar las gestiones pertinentes para sistematizarlos y permitir su consulta por parte de los servidores de la entidad. 

2. Recopilar, clasificar, divulgar y conservar las decisiones, conceptos y demás documentos producidos por las distintas dependencias de la Procuraduría General cuyo conocimiento resulte conveniente para el cumplimiento de las funciones de la misma. 

3. Recibir y sistematizar los documentos y expedientes que remitan las diferentes dependencias de la entidad para su archivo, y darles el tratamiento que corresponda, de acuerdo con las políticas que se fijen para tal efecto. 

4. Conservar los documentos que formen parte de una actuación en trámite y, por su importancia, deban ser protegidos con especial cuidado, cuando se le formule solicitud en tal sentido por parte de la dependencia competente. 

5. Elaborar y difundir mecanismos y procedimientos para la aplicación de normas técnicas actualizadas en el procesamiento de información y en la utilización de recursos tecnológicos adecuados para su almacenamiento y recuperación. 

6. Prestar el apoyo requerido a las procuradurías territoriales para la realización de labores dirigidas a la conformación del archivo central de la entidad. 

7. Establecer vínculos de cooperación interinstitucionales con unidades de información que administren recursos documentales o informáticos, en áreas temáticas afines o complementarias a las de la entidad. 

8. Las demás que le asignen la ley y el Procurador General. 

Artículo 20. División de Seguridad. La División de Seguridad tiene las siguientes funciones: 

1. Prestar apoyo profesional y técnico al Procurador y al Viceprocurador en la formulación de políticas y programas de seguridad de la entidad. 

2. Garantizar, de conformidad con el reglamento de protección y seguridad que expida el Procurador General, la seguridad personal de los servidores y exservidores de la Procuraduría General y sus familias, cuando por razones de seguridad sea necesario, para lo cual la entidad deberá disponer de los recursos humanos y físicos que se requieran. 

3. Prestar el servicio de protección y seguridad a los bienes de la Procuraduría General. 

4. Elaborar los estudios que se requieran para garantizar la seguridad del Procurador General y demás servidores de la entidad. 

5. Llevar el inventario y garantizar el uso adecuado y mantenimiento del armamento y equipo logístico necesario para el cumplimiento de las funciones de seguridad. 

6. Formular propuestas para la celebración de convenios con organismos nacionales o internacionales, con el objeto de capacitar al personal de seguridad. 

7. Las demás que le asignen la ley y el Procurador General. 

TITULO V.

SALA DISCIPLINARIA

Artículo 21. Composición. El Procurador General de la Nación determinará el número de Procuradores Delegados que conformará la Sala Disciplinaria. 

Parágrafo. Habrá treinta y tres (33) Procuradores Delegados incluidos los integrantes de la Sala Disciplinaria quienes dependerán directamente del Procurador General de la Nación. 

Artículo 22. Funciones. La Sala Disciplinaria tiene las siguientes funciones: 

1. Conocer en segunda instancia los procesos disciplinarios que adelanten en primera los procuradores delegados y el Veedor, salvo los que sean de competencia del Viceprocurador General de la Nación, cuando lo delegue el Procurador General. 

También conocerá en segunda instancia de las decisiones proferidas por las comisiones especiales o el funcionario designado, cuando el Procurador General o el Viceprocurador sea el superior funcional. 

2. Revocar, de oficio o a solicitud de parte, sus propios actos y los actos de naturaleza disciplinaria expedidos por los procuradores delegados y el Veedor, cuando sea procedente de acuerdo con la ley. 

3. Registrar y mantener actualizada la información sobre las actuaciones disciplinarias de su competencia. 

4. Conocer y resolver los impedimentos manifestados por los funcionarios adscritos a la sala disciplinaria y por los procuradores delegados, en materia disciplinaria, así como las recusaciones que contra los mismos se formulen. 

5. Dirimir los conflictos de competencia que en materia disciplinaria se susciten entre procuradores delegados. 

6. Las demás que le asigne o delegue el Procurador General de la Nación o el Viceprocurador General. 

TITULO VI.

PROCURADURÍAS DELEGADAS

CAPITULO I.

FUNCIONES DE LAS PROCURADURÍAS DELEGADAS

Artículo 23. FUNCIONES. Las procuradurías delegadas ejercerán funciones preventivas y de control de gestión, disciplinarias, de protección y defensa de los derechos humanos y de intervención ante las autoridades administrativas y judiciales, de conformidad con la Constitución Política, las leyes y lo dispuesto en este título, cuando lo determine el Procurador General en virtud de las facultades contenidas en el artículo 7 de este decreto. 

Además de las funciones señaladas en el inciso anterior los procuradores delegados o sus respectivas dependencias, cumplirán funciones de asesoría y apoyo al Procurador General cuando éste lo determine. 

Parágrafo. Los procuradores delegados dependen directamente del Procurador General. 

Artículo 24. FUNCIONES PREVENTIVAS Y DE CONTROL DE GESTION. Sin perjuicio de lo dispuesto en la ley, las procuradurías delegadas tienen las siguientes funciones de vigilancia superior, con fines preventivos y de control de gestión: 

1. Velar por el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales, así como de las decisiones judiciales y administrativas. 

2. Velar por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones públicas y ejercer control de gestión sobre ellas, para lo cual podrán exigir a los servidores públicos y a los particulares que cumplan funciones públicas la información que se considere necesaria. 

3. Ejercer, de manera selectiva, control preventivo de la gestión administrativa y de la contratación estatal que adelantan los organismos y entidades públicas. 

4. Vigilar la gestión de las procuradurías distritales. 

5. Intervenir ante las autoridades públicas, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, el patrimonio público, las garantías y los derechos fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente, así como los derechos de las minorías étnicas. 

6. Realizar visitas a las entidades estatales o particulares que cumplen función pública, a solicitud de cualquier persona u oficiosamente, cuando sea necesario para proteger los recursos públicos y garantizar el cumplimiento de los principios que rigen la función pública. 

7. Ejercer, de oficio o a petición de parte, de manera temporal o permanente, vigilancia superior de las actuaciones judiciales. 

8. Ejercer vigilancia sobre los bienes y recursos de la Nación, especialmente sobre las islas, islotes, cayos y morros, el subsuelo, el mar territorial, la zona contigua, la plataforma continental, la zona económica exclusiva y el patrimonio arqueológico, histórico y cultural, y procurar la adopción inmediata de las medidas que resulten necesarias para su protección por parte de los funcionarios encargados de su custodia y administración. 

9. Vigilar el cumplimiento de las políticas relacionadas con la descentralización administrativa y ordenamiento territorial, el ejercicio de la autonomía y de los derechos de las entidades territoriales y promover las acciones pertinentes cuando se desborden los límites de la autonomía o se desconozcan los derechos de las entidades territoriales. 

10. Velar porque se haga efectiva la responsabilidad patrimonial de los servidores o ex servidores públicos y los particulares por cuya conducta pueda ser o haya sido declarada responsable una entidad estatal, mediante sentencia proferida por el Consejo de Estado, conforme a la Constitución y la ley. 

11. Velar porque se haga efectiva la responsabilidad patrimonial de los servidores o ex servidores públicos y los particulares, cuando se hubieren conciliado ante el Consejo de Estado pretensiones de la misma naturaleza y de ello se deriven obligaciones patrimoniales a cargo de las entidades estatales. 

12. Velar por la eficiente prestación de los servicios públicos. 

13. Velar por la defensa de los derechos del consumidor y usuarios de los servicios públicos domiciliarios. 

14. Vigilar el cumplimiento y la cancelación oportuna de las órdenes de captura. 

15. Llevar un registro actualizado de las sentencias proferidas contra las entidades públicas del orden nacional, mediante las cuales se les condene al pago o la devolución de una cantidad líquida de dinero, así como de los acuerdos conciliatorios celebrados por éstas, y exigir a los servidores públicos la inclusión de las partidas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo y en la Ley Anual del Presupuesto General de la Nación. 

16. Las demás que les asigne o delegue el Procurador General. 

Artículo 25. FUNCIONES DISCIPLINARIAS. Las procuradurías delegadas cumplen las siguientes funciones disciplinarias: 

1. Conocer en primera instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra: 

a) Los servidores públicos que tengan rango equivalente o superior al de Secretario General de las entidades que formen parte de las ramas ejecutiva del orden nacional, legislativa o judicial, y de la Contraloría General de la República, la Defensoría del Pueblo, la Organización Electoral, el Banco de la República, la Comisión Nacional de Televisión, las comisiones de regulación de servicios públicos y de otros organismos autónomos del orden nacional, salvo que la competencia esté asignada a otra dependencia de la Procuraduría. 

b) Los gerentes, directores y miembros de las juntas directivas, o sus equivalentes, de los organismos descentralizados del nivel nacional. 

c) Los Agentes Diplomáticos y Consulares, los Directores Generales del Ministerio de Hacienda, los Defensores Delegados, los Personeros Delegados de la Personería de Santa Fe de Bogotá, los Gobernadores, los Contralores Departamentales, los Alcaldes de capitales de departamento y los Distritales salvo el de Santa Fe de Bogotá, D. C. 

d) Los oficiales superiores de la Fuerza Pública. 

e) El Director General de Inteligencia, los jefes de las direcciones del nivel central, de las oficinas asesoras dependientes de la jefatura y de los Directores Seccionales del Departamento Administrativo de Seguridad DAS. 

f) El Director Nacional del Cuerpo Técnico de Investigaciones de la Fiscalía General de la Nación, los Directores y Jefes de Policía Judicial e Inteligencia de la Fuerza Pública y los jefes seccionales de Policía Judicial, tanto de la Fiscalía General como de la Fuerza Pública. 

g) Los Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, de los Tribunales Administrativos, del Tribunal Superior Militar y de los Consejos Seccionales de la Judicatura, los abogados asistentes, los abogados auxiliares y los magistrados auxiliares de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado y del Consejo Superior de la Judicatura y demás funcionarios judiciales de la misma jerarquía que cree la ley. 

h) Los miembros de los Tribunales de Arbitramento y conciliadores en materia contenciosa con sede en Santa Fe de Bogotá, D. C. 

i) El Director Nacional y los Directores Seccionales de la Administración de Justicia, jueces de conocimiento de la justicia penal militar y auditores superiores y principales de guerra. 

j) El Vicefiscal, el Veedor de la Fiscalía, el Director Nacional de Fiscalías, los Directores Seccionales de Fiscalías, los Fiscales Delegados ante la Corte Suprema de Justicia y Tribunales Superiores de Distrito Judicial. 

k) Los representantes legales, gerentes o su equivalente, revisores fiscales, miembros de las juntas directivas de las entidades particulares que desempeñen funciones públicas a nivel nacional. 

l) Los integrantes de las juntas directivas de las Cámaras de Comercio cuyas juntas directivas tengan doce miembros principales, y contra los notarios de primera categoría. 

m) Los representantes legales de las personas jurídicas de derecho privado o contra las personas naturales que manejen contribuciones parafiscales o tributos del nivel nacional cuando intervengan en contratos que afecten dichos recursos. 

n) Los particulares que ejerzan funciones públicas a nivel nacional. 

2. Conocer en primera instancia los procesos disciplinarios por las graves y gravísimas violaciones de los derechos humanos consagrados en la Constitución Política o los tratados internacionales ratificados por Colombia, incluidos los actos de segregación y cualquier forma de discriminación, los actos de sometimiento a esclavitud y trata de personas en todas sus formas en que incurra cualquier servidor público, incluidos los miembros de la fuerza pública, salvo aquellos que sean de competencia del Procurador General de la Nación. 

3. Conocer en primera instancia los procesos disciplinarios por infracciones graves al Derecho Internacional Humanitario definidas en los tratados internacionales ratificados por Colombia. 

4. Conocer en segunda instancia los procesos que en primera instancia sean de competencia de los procuradores regionales, distritales y judiciales II. 

5. Ejercer, de manera selectiva, vigilancia superior de las actuaciones disciplinarias que adelanten los órganos de control interno disciplinario, respecto de las cuales tenga competencia para ejercer el poder preferente. 

6. Registrar y mantener actualizada la información sobre las actuaciones disciplinarias de su competencia. 

7. Revocar, de oficio o a solicitud de parte, sus propios actos y los actos administrativos de naturaleza disciplinaria expedidos por los procuradores regionales y distritales, cuando sea procedente de acuerdo con la ley. 

8. Conocer y resolver los impedimentos manifestados por los funcionarios de su dependencia y por los procuradores regionales, así como los impedimentos manifestados por los procuradores distritales, en materia disciplinaria. Igualmente, conocer las recusaciones que contra los mismos se formulen. 

9. Dirimir los conflictos de competencia que se susciten entre los procuradores regionales y distritales. 

10. Cumplir con las funciones disciplinarias que les asigne el Procurador General de la Nación, en virtud de las facultades contenidas en los numerales 8, 19 y 20 y parágrafo único del artículo 7 de este decreto. 

11. Coordinar y orientar las investigaciones disciplinarias en los casos que determine el Procurador General de la Nación. 

12. Las demás que les asigne o delegue el Procurador General. 

Parágrafo. Cuando por razones de conexidad, en una misma actuación disciplinaria deban investigarse y fallarse asuntos de competencia de una procuraduría delegada y una procuraduría del nivel territorial, la competencia para conocer en primera instancia corresponderá a la procuraduría delegada. 

Artículo 26. FUNCIONES DE PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS. Las procuradurías delegadas cumplen las siguientes funciones de protección y defensa de los derechos humanos: 

1. Promover, ante las autoridades judiciales y administrativas, el cumplimiento de las normas del orden nacional y los tratados internacionales sobre derechos humanos y derecho internacional humanitario. 

DIRECTIVA N.° 11

DE:
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 

PARA:
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA; MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL, MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, MINISTERIO DE AMBIENTE, VIVIENDA y DESARROLLO; MINISTERIO DE CULTURA; COMISIÓN NACIONAL DE TELEVISIÓN, CONSEJERÍAS PRESIDENCIALES PARA LA ECONOMÍA, LA POLÍTICA SOCIAL y EQUIDAD PARA LA MUJER; PROGRAMA PRESIDENCIAL COLOMBIA JOVEN; SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO y REGISTRO; SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD; SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS; DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN; POLICÍA NACIONAL; INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR; INSTITUTO NACIONAL DE SALUD; INSTITUTO COLOMBIANO DEL DEPORTE "COLDEPORTES"; SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE "SENA"; CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA; FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN; CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA; DEFENSORÍA DEL PUEBLO; INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES; REGISTRADURíA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL; GOBERNADORES Y ALCALDES. 

ASUNTO: 
IMPLEMENTACIÓN DE LA LEY 1098 DE 2006 "CÓDIGO DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA". 

FECHA: 
DICIEMBRE 27 DE 2006 

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

Como supremo director del Ministerio Público y como garante del cumplimiento de la Constitución Política y la ley, y
TENIENDO EN CUENTA QUE: 

Por mandato del artículo 277 numerales 1, 5 y 6 de la Carta, por sí o por medio de sus Delegados y agentes, debe vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, decisiones judiciales y actos administrativos; velar por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas; ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las investigaciones correspondiente e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley; 

El ordenamiento Constitucional impone a las autoridades administrativas el deber de coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado (artículo 209 ibídem); 

Que el 8 de noviembre de 2006 se sancionó y promulgó la Ley 1098 "Código de la Infancia y la Adolescencia", la cual entrará en vigencia seis (6) meses después de su promulgación, con excepción del articulado correspondiente a la ejecución del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, el que se implementará de manera gradual en el territorio nacional, empezando el 1° de enero de 2007 hasta su realización total el 31 de diciembre de 2009 (artículo 216 ibídem); 

Que la, Ley 1098 de 2006 "Código de la Infancia y la Adolescencia" "tiene por objeto establecer normas sustantivas y procesales para la protección integral de los niños, niñas y adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y libertades consagrados en los Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución Política y en las Leyes, así como su restablecimiento" (artículo 2° ibídem); 

Que se entiende por "protección integral de niños, niñas y adolescentes el reconocimiento como sujetos de derecho, la garantía y cumplimiento de los mismos, la prevención de su amenaza o vulneración y la seguridad de su restablecimiento inmediato en desarrollo del principio del interés superior"; 

Que "la protección integral se materializa en el conjunto de políticas, planes, programas y acciones que se ejecuten en los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal con la correspondiente asignación de recursos financieros y humanos" (artículo 7° íbidem); 

Que "salvo las normas procesales sobre legitimidad en la causa para incoar las acciones judiciales o procedimientos administrativos a favor de los menores de edad, cualquier persona puede exigir de la autoridad competente el cumplimiento y el restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes"; 

Que "el Estado en cabeza de todos y cada uno de sus agentes tiene la responsabilidad inexcusable de actuar oportunamente para garantizar la realización, protección y restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes"; 

Que "el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, como ente coordinador del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, mantendrá todas las funciones que hoy tiene (Ley 75/68 y Ley 7e/79) y definirá los lineamientos técnicos que las entidades deben cumplir para garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y para asegurar su restablecimiento. Así mismo coadyuvará a los entes nacionales, departamentales, distritales y municipales en la ejecución de sus políticas públicas, sin perjuicio de las competencias y funciones constitucionales y legales propias de cada una de ellas" (artículo 11 ibídem); 

Que "son responsables del diseño, la ejecución y la evaluación de las políticas públicas de la infancia y la adolescencia en los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal, el Presidente de la República, los gobernadores y los alcaldes..."; 

Que en "el nivel territorial se deberá contar con una política pública diferencial y prioritaria de infancia y adolescencia que propicie la articulación entre los Concejos Municipales, Asambleas y Congreso Nacional, para garantizar la definición y asignación de los recursos para la ejecución de la política pública propuesta"; 

Que el Departamento Nacional de Planeación, el Ministerio de la Protección Social y el Ministerio de Educación, con la asesoría técnica del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberán diseñar los lineamientos técnicos mínimos que deberán contener los planes de desarrollo en materia de infancia y adolescencia, teniendo en cuenta el ciclo de vida, el enfoque de garantía y restablecimiento de derechos" (artículo 204 ibídem); 

Que el Código de la Infancia y la Adolescencia ha establecido funciones y responsabilidades específicas a cada una de las entidades precitadas. 

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

COMO SUPREMO DIRECTOR DEL MINISTERIO PÚBLICO, COMO DEFENSOR DE LOS DERECHOS HUMANOS Y ESPECIALMENTE DE LOS PREVALENTES DE NIÑOS, NIÑAS y ADOLESCENTES, EN EJERCICIO DEL CONTROL PREVENTIVO Y CON EL FIN DE ASEGURAR EL EJERCICIO CORRECTO DE LAS "FUNCIONES PÚBLICAS" Y "PREVENIR LA COMISIÓN DE FALTAS DISCIPLINARIAS" (NUMERAL 36 DEL ARTÍCULO 7Q DEL DECRETO 262 DE 2000) EN LA ÓRBITA DE LA COMPETENCIA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS REFERIDOS

DISPONE:

PRIMERO: Requerir a cada una de las autoridades y entidades con responsabilidades específicas para la protección integral de los niños, niñas y adolescentes, para que inicien el proceso de implementación del Código de la Infancia y la Adolescencia. 

SEGUNDO: Requerir a cada una de las autoridades y entidades con responsabilidades específicas para la protección integral de los niños, niñas y adolescentes, a fin de que con la coordinación y apoyo técnico del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar defina los lineamientos para el cumplimiento de las obligaciones legales. 

TERCERO: Requerir al Departamento Nacional de Planeación, al Ministerio de la Protección Social y al Ministerio de Educación, para que de manera coordinada y con la asesoría técnica del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar diseñen los lineamientos técnicos que deberán contener los planes de desarrollo en materia de infancia y adolescencia, teniendo en cuenta el ciclo de vida, el enfoque de garantía y restablecimiento de derechos. 

CUARTO: Requerir al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para que adelante la coordinación y el apoyo técnico a las autoridades competentes y responsables para la protección integral de los niños, niñas y adolescentes, de acuerdo con sus obligaciones establecidas en la Ley 1098 de 2006. 

QUINTO: Cada entidad y autoridad deberá informar las acciones adelantadas a través de informe ejecutivo, el cual deberá ser remitido a más tardar el 30 de marzo de 2007 a este despacho. 

SEXTO: La Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia adelantará el seguimiento sistemático al cumplimiento de los mandatos contenidos en la presente Directiva y, de ser necesario, activará la competencia disciplinaria correspondiente, cuando a ello hubiera lugar. 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

DIRECTIVA N.° 09

DE: 
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

PARA:
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA; MINISTROS DEL DESPACHO; SUPERINTENDENTE DE NOTARIADO Y REGISTRO; SUPERINTENDENTE NACIONAL DE SALUD; DIRECTOR DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN; DIRECTOR DE LA POLICIA NACIONAL; DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD -DAS-; DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA; DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE ESTADISTICA; DIRECTOR INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, DIRECTOR DEL INSTITUTO AGUSTIN CODAZZI; DIRECTORES DE OFICINAS DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS; MAGISTRADOS DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA; FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN; DIRECTOR DEL INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES; REGISTRADORA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL; GOBERNADORES y ALCALDES; SECRETARIOS DE SALUD DEPARTAMENTAL Y MUNICIPAL; SECRETARIOS DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL Y MUNICIPAL; JEFES DE OFICINAS DE PLANEACIÓN DEPARTAMENTAL y MUNICIPAL Y COMISARIOS DE FAMILIA. 

ASUNTO: 
EJERCICIO DEL CONTROL PREVENTIVO QUE DEBE REALIZAR EL MINISTERIO PÚBLICO EN LA VIGILANCIA A LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS DE LAS MUJERES Y EN EL SEGUIMIENTO A LOS COMPROMISOS INTERNACIONALES ADQUIRIDOS POR COLOMBIA EN MATERIA DE GÉNERO. 

FECHA: 
AGOSTO 15 DE 2006 

TENIENDO EN CUENTA QUE:

Corresponde al Procurador General de la Nación como Supremo Director del Ministerio Público (artículo 275 de la Carta Política) velar por el cumplimiento de las leyes y por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas (artículo 277 numerales 1 y 5 ibídem); 

Compete al Procurador General de la Nación, de acuerdo con los numerales 2 y 7 del artículo 7 del Decreto 262 de 2000, expedir las directivas "necesarias para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas en la Ley", como también las que "resulten conducentes para el ejercicio de las funciones públicas", entre ellas la planificación y promoción del desarrollo económico y social, competencia y atribución de las autoridades territoriales; 

Corresponde a las Procuradurías Delegadas, ejercer la función de protección y defensa de los derechos humanos, promoviendo ante las autoridades judiciales y administrativas, el cumplimiento de las normas del orden nacional y los tratados internacionales sobre derechos humanos y derecho internacional humanitario de conformidad con el numeral 1 del artículo 26 del Decreto 262 de 2000; 

Entre las políticas institucionales de la Procuraduría General de la Nación, se encuentra la de diseñar un sistema de garantía de los derechos humanos, destinado a lograr una eficaz defensa y protección de los mismos, a partir de la prevención de violaciones a los derechos humanos, la intervención activa ante las autoridades y la sanción ejemplar a los servidores públicos responsables de faltas contra los derechos humanos, por acción o por omisión; 
La Procuraduría General de la Nación, ha establecido como ámbito de intervención la vigilancia a la garantía de los derechos de las mujeres, con fundamento en la situación de inequidad de las mismas, la vulneración de sus derechos y la baja aplicación de las normas internacionales en materia de género, para de esta manera contribuir a la construcción de la igualdad, la prevención de la discriminación, la inequidad, y las violencias relativas al género y a los derechos de las mujeres; 

Los instrumentos jurídicos internacionales son leyes que se generan y acuerdan, en el seno de los órganos internacionales integrados por los Estados que son miembros y que han sido creados para reconocer y proteger los derechos humanos de las personas, promoverlos, seguirlos y vigilar su cumplimiento; 

La Constitución Política en el artículo 93 señala que los Tratados, Pactos o Convenciones que reconocen derechos humanos, y que sean ratificados por el Congreso, hacen parte integrante del bloque de constitucionalidad nacional; 

Corresponde a la Procuraduría General de la Nación, vigilar el cumplimiento de los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia que reconocen y protegen derechos humanos en general, en especial los grupos poblacionales que por razones de género, sexo, edad, étnia, condición social o económica, se encuentren en situación de desventaja o exclusión. 

Colombia se ha obligado jurídicamente, frente a la igualdad y equidad en materia de género y la garantía de los derechos de las mujeres, con la suscripción y ratificación, entre otras de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer; la Convención interamericana para prevenir, sancionar, y erradicar la violencia contra la mujer, más conocida como "Belén do Pará"; la Convención internacional, sobre los derechos de los niños y las niñas; el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional; el Estatuto de la Corte Penal Internacional de Roma; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto de Derechos, Económicos, Sociales y Culturales y el Protocolo facultativo de la 'Convención sobre los derechos del niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía. 

Sobre ese cumplimiento la Procuraduría General de la Nación, el 25 de noviembre de 2005, emitió el primer informe, que evidenció aspectos críticos que afectan el pleno reconocimiento de los derechos de las mujeres y el incumplimiento de los compromisos internacionales en materia de género y derechos de la mujer, siendo los más significativos: 

· Bajo nivel de conocimiento frente al marco jurídico internacional y nacional vigente para Colombia, y relativo al derecho a la igualdad, a la situación de las mujeres, a los derechos sexuales y reproductivos y al imperativo de incluir la perspectiva de género en la gestión pública. 

· Baja disponibilidad de la información a nivel departamental. La calidad de los datos suministrados por los departamentos implica un cuestionamiento alrededor de la información, de la capacidad técnica de los funcionarios encargados de administrarla y de la disponibilidad de la misma. 

· La mayoría de las fuentes de información a nivel departamental no cuentan con la información desagregada por sexo, edad, área rural o urbana. 

· La información reportada no permite conocer la magnitud de la violencia de género, sexual y al interior de la familia, donde las mujeres son las principales víctimas. 

· Dentro de las violencias económicas al interior de la familia, se incluyen los procesos de alimentos, los ejecutivos de alimentos, la inasistencia alimentaría y las investigaciones de paternidad, las cuales reflejan las inequidades de poder desde lo económico. Frente a este tipo de violencia, no se aprecian por parte de las instancias competentes, acciones ni medidas dirigidas a intervenir estas prácticas, a promover la paternidad responsable, ni a revisar la efectividad de los mecanismos establecidos para la reclamación de estos derechos. 

En razón a lo anterior y consciente que la garantía de los derechos humanos se refleja en el desarrollo humano del país y que la potenciación de la mujer resulta indispensable en la lucha por la igualdad, contra la pobreza y por el desarrollo, es preciso que el Estado en su conjunto tome las medidas necesarias y aplique políticas que garanticen la igualdad, el bienestar y la dignidad de todas las personas, especialmente de las mujeres y las niñas. 

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN COMO SUPREMO DIRECTOR DEL MINISTERIO PÚBLICO, DEFENSOR DE LOS DERECHOS HUMANOS y EN CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES IMPUESTAS 
EN LOS NUMERALES 1,2 Y 3 DEL ARTICULO 277 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA,

DISPONE:

PRIMERO: Que las autoridades nacionales, departamentales y municipales tomen medidas tendientes a: 

· Garantizar la vigencia efectiva del principio de igualdad y no discriminación, mediante políticas, programas, planes y acciones, que incluyan la perspectiva de género y destinar los recursos necesarios para la ejecución de los mismos, así como a brindar atención prioritaria a las mujeres víctimas de todo tipo de violencia. 

· Divulgar las normas jurídicas internacionales vinculantes para Colombia en materia de género y derechos de las mujeres. 

· Revisar y ajustar el manejo y uso de la información relativa a los temas de mujer, género y derechos sexuales y reproductivos, para que de manera sistemática, las estadísticas se desglosen como mínimo por sexo, y edad, se mantengan actualizadas y a disposición de las entidades de planeación, de vigilancia y de control. 

· Garantizar que todos los casos de violencia por razón de género, sean objeto de investigaciones oportunas, completas e imparciales, así como asegurar el adecuado castigo de los responsables y la reparación a las víctimas. 

· Revisar y fortalecer las acciones dirigidas a prevenir y sancionar la trata de mujeres, niñas y niños, así como las necesarias para atender integralmente a las víctimas de este delito. 

· Incluir en las agendas de los Consejos de Política Social Departamentales y Municipales, estrategias que permitan: (i) visibilizar la situación de los derechos de las mujeres; (ii) la construcción de políticas públicas desde la perspectiva de género y (iii) el cumplimiento de los compromisos internacionales en materia de género y derechos de las mujeres. 

SEGUNDO: Que la Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia, adelante el seguimiento sistemático al cumplimiento de los mandatos contenidos en la presente Directiva y de ser necesario active la competencia disciplinaria correspondiente, cuando a ello hubiere lugar. 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN Nº 349

(8 SEP. 2004)

Por la cual se adopta los fundamentos de la Política Pública de la Procuraduría General de la Nación para la atención del desplazamiento forzado en el ámbito preventivo, y el Modelo de Seguimiento y Evaluación a las entidades del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia- SNAIPD- con todos los instrumentos que lo integran

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 1º. 2º. y 3º, del Artículo 277 de la Constitución Política, y por los 2º y 7º del artículo 7 del Decreto Ley 262 de 2000, y,

CONSIDERANDO

Que de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 277 de la Constitución Política, le corresponde al Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes, proteger los Derechos Humanos y asegurar su efectividad. 

Que al efecto, le corresponde a la Procuraduría General de la Nación, de conformidad con el artículo 20 de la Ley 387 de 1997, la guarda de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario de la población víctima del desplazamiento forzado, así como el control del estricto cumplimiento de las obligaciones asignadas a cada institución en el Plan Nacional para la Atención Integral a la población Desplazada. 

Que con este propósito, en el marco del convenio celebrado entre la Procuraduría General de la Nación y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados -ACNUR, se desarrolló el proyecto denominado "Fortalecimiento de la Procuraduría General de la Nación Mediante el diseño de una Política Pública en materia de desplazamiento forzado y de un Modelo de Seguimiento y evaluación al SNAIPD". Que la Política Pública fue diseñada, socializada y aprobada institucionalmente y el Modelo de Seguimiento y Evaluación, basado en indicadores de desempeño con cuatro instrumentos, a saber: Formularios, Matriz de Desempeño Institucional Análisis Contextual y Manual de Procedimientos, fue probado, a todos los niveles, se capacitó a los funcionarios para su uso y fue aprobado institucionalmente. 

Teniendo en cuenta lo anterior, 

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO: Adoptar institucionalmente el Documento de la Política Pública de la Procuraduría General de la Nación en materia de desplazamiento forzado y, el Modelo de Seguimiento y Evaluación a las Entidades que conforman el SNAIPD, como un instrumento técnico y sistemático, para ejercer un efectivo control institucional. 

ARTICULO SEGUNDO: Exhortar a los funcionarios de la Procuraduría General de la Nación, especialmente Procuradores Regionales y Provinciales y a los responsables del tema de desplazamiento forzado, para que se apropien y hagan uso obligatorio de esta herramienta técnica. 

ARTÍCULO TERCERO: La Procuraduría General de la Nación podrá desarrollar aplicaciones informáticas adecuadas al Modelo adoptado, con el fin de facilitar su manejo y aplicación por parte de los funcionarios de la Procuraduría General. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

CIRCULAR Nº 04
DE:
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 

PARA:
ENTIDADES DEL MINISTERIO PÚBLICO Y DESPACHOS JUDICIALES 

ASUNTO:
REQUISITOS MÍNIMOS DE LA DECLARACIÓN DE PERSONAS DESPLAZADAS POR LA VIOLENCIA, CON MIRAS A POSIBILITAR SU VALORACIÓN POR PARTE DE LA RED DE SOLIDARIDAD SOCIAL 

FECHA:
23 ENE. 2004 

El artículo 32 de la ley 387 de 1997, por medio de la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado y la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados por la violencia, establece que para que estos ciudadanos reciban los beneficios que establece la ley, deben declarar los hechos que ocasionaron el desplazamiento ante la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, las personerías municipales o distritales, o cualquier despacho judicial. 

Así mismo, el decreto 2569 de 2000, que reglamenta parcialmente la Ley 387 de 1997, en su artículo 6°, establece los requisitos mínimos de la declaración, que de manera inmediata debe ser remitida, por la entidad que la recibió, a la Red de Solidaridad Social (art. 7), entidad a la cual se ha delegado la función de valorar las declaraciones para la posterior inscripción, en el Registro Único de Población Desplazada, del ciudadano cuya declaración fue considerada como consistente y los hechos en ella contenidos como ciertos. 

Dado que el art. 32 ya citado establece como requisito indispensable para acceder a los beneficios que la ley ha dispuesto para las personas que se encuentran en las circunstancias previstas en el art. 1 de la ley 387, la presentación de declaración sobre los hechos que motivaron su desplazamiento ante las entidades del Ministerio Público o cualquier despacho judicial, la toma de declaración reviste vital importancia para las personas a quienes la violencia del conflicto interno ha colocado en situación de especial indefensión por la violación masiva de sus derechos, tales como libertad de locomoción (art. 24), derecho al trabajo (art.25), protección a la familia (art. 43), protección especial a los niños (art. 44), derechos de los niños (art. 49), derecho a la salud (art. 49), derecho a la vivienda digna (art.51), derecho a la educación (art.67). 

Es pertinente resaltar que el art. 13 de la C.P. establece la obligación estatal de proteger de manera especial a las personas que se encuentren en situación de debilidad manifiesta, como es el caso de los desplazados por la violencia. 

En el seguimiento que la Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos y la Coordinación de Desplazamiento Forzado hacen a la valoración de estas declaraciones por parte de la Red de Solidaridad Social, hemos detectado que muchas declaraciones han sido devueltas porque no cumplen con los requisitos mínimos para ser valoradas, con lo cual se agrava la situación del desplazado y se le somete a una doble victimización, violatoria del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el DIH (art. 3 común de los Convenios de Ginebra, art. 17 del Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra). 

A su vez, los Principios Rectores de los desplazamientos internos, adoptados por la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en 1998, establecen, entre otras, la obligación de las autoridades nacionales de proporcionar protección y asistencia humanitaria a los desplazados internos que se encuentren en el ámbito de su jurisdicción. 

Cabe destacar, así mismo, el informe sobre Colombia del representante del Secretario General de Naciones Unidas sobre desplazados internos, presentado a la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas en enero de 2000, que considera necesario que el Estado Colombiano haga esfuerzos importantes para dar aplicación a la ley 387 de 1997, así como el tercer informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que en su capítulo 6º. se refiere a la situación del desplazamiento forzado en Colombia y determina que el Estado colombiano debe garantizar el respeto, por parte de todas las autoridades nacionales y locales, elegidas o designadas, de los principios de igualdad y no discriminación a los desplazados internos y fortalecer las acciones para atender este problema. 

Es por ello indispensable que quienes por ley debemos asumir esa importante función de toma de declaración a la población desplazada, hagamos preguntas que lleven a precisar el cumplimiento de los requisitos mínimos que debe llenar dicha declaración, establecidos en el art. 6 del decreto 2569 de 2000, así como todo aquello que contribuya a precisar la condición de desplazado del declarante, para posibilitar la valoración que sobre ella debe realizar la Red de Solidaridad. 

Preguntas sobre el nombre de la vereda o municipio de origen del declarante, nombre de la primera autoridad de la entidad territorial correspondiente, nombre de algunos vecinos, así como de veredas vecinas, precisión de los hechos del desplazamiento, discapacidad física o mental de alguno de los miembros del hogar del declarante y, muy importante, para posibilitar la aplicación del decreto 2007 de 2001, precisar los bienes abandonados por el declarante, facilitan a la Red de Solidaridad su labor de valoración. Es indispensable que el funcionario que recibe la declaración la firme. 

Este Órgano de Control hará seguimiento especial a la devolución que la Red de Solidaridad Social haga de declaraciones por el no cumplimiento de los requisitos mínimos que señala la ley y ejercerá su poder disciplinario sobre los funcionarios responsables de la mala recepción de la declaración. 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

2. Tramitar, por medio del Ministerio de Relaciones Exteriores, las peticiones y quejas sobre violaciones de los derechos humanos de los nacionales colombianos detenidos, procesados o condenados en países extranjeros, de conformidad con los instrumentos internacionales. 

3. Dar respuesta a las solicitudes de información sobre la situación nacional de derechos humanos. 

4. Llevar un registro actualizado de los hechos constitutivos de violaciones de los derechos humanos e infracciones graves al derecho internacional humanitario. 

5. Conocer y tramitar ante las autoridades colombianas competentes, las peticiones que se formulen a la Procuraduría General para reclamar de gobiernos extranjeros la protección de los derechos y garantías fundamentales de las personas y en especial de los menores de nacionalidad colombiana. 

6. Recibir y remitir a las autoridades competentes las denuncias que formulen organismos nacionales o internacionales o los particulares sobre violación de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, y realizar el seguimiento al trámite de las mismas. 

7. Velar por la defensa de los derechos fundamentales en las entidades de carácter público o privado, especialmente en los establecimientos carcelarios, judiciales, de policía y de internación psiquiátrica, a fin de que las personas sean tratadas con el respeto debido a su dignidad, no sean sometidas a tratos crueles, inhumanos o degradantes y tengan oportuna asistencia jurídica, médica y hospitalaria. 

RESOLUCIÓN N.° 368

(13 DICIEMBRE 2006)

Por la cual se adoptan la Política Preventiva y los Protocolos de actuación institucional de la Procuraduría General la Nación en materia de derechos de las personas privadas de libertad.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus atribuciones Constitucionales y Legales, en especial las conferidas por los numerales 1°, 2°, y 3 del artículo 277 de la Constitución Política, y por los numerales 2 y 7 del Decreto Ley 262 de 2000, y,

CONSIDERANDO

Que de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 277 de la Constitución Política le corresponde al Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes, proteger los Derechos Humanos y asegurar su efectividad. 

Que al efecto, le corresponde a la Procuraduría General de la Nación de conformidad con lo ordenado en el artículo 26 numeral 7 del decreto 262 de 2000, velar por la defensa de los derechos fundamentales en las entidades de carácter público especialmente en los establecimientos carcelarios, judiciales, de policía y de internación psiquiátrica, a fin de que las personas sean tratadas con el respeto debido a su dignidad, no sean sometidas a tratos crueles, inhumanos o degradantes y tengan oportuna asistencia jurídica, médica y hospitalaria. 

Que por medio de la resolución 138 de 2003 del Despacho del Procurador General de la Nación se adoptaron los fundamentos y procedimientos contenidos en el documento "FUNCIÓN PREVENTIVA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS", como sustento de la política preventiva que en materia de Derechos Humanos le corresponde desarrollar a la Procuraduría General de la Nación. 

Que en desarrollo de la resolución 138 de 2003 se hacía necesario avanzar en la definición de la política preventiva y de los protocolos de actuación Institucional de la Procuraduría General de la Nación, en relación con el control preventivo que debe ejercer la entidad a favor de los derechos de grupos vulnerables, específicamente de los derechos de las personas privadas de la libertad. 

Que con éste propósito, se adelantó el proyecto "Situación de los derechos de las personas privadas de la libertad en Colombia: fortalecimiento de las instituciones nacionales involucradas en el sistema nacional penitenciario y carcelario", el cual contó con la financiación de la Unión Europea y el apoyo técnico de la Oficina del Alto comisionado de las Naciones Unidas para Colombia. 

Que en el marco de dicho proyecto se elaboraron, de manera participativa con los funcionarios de la entidad, la política preventiva y los protocolos de actuación institucional de la Procuraduría General de la Nación en materia de derechos de las personas privadas de libertad. 

Que estos documentos fueron publicados por la Procuraduría General de la Nación, la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y la Unión Europea. 

Teniendo en cuenta lo anterior, 

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO: Adoptar la política Preventiva de la Procuraduría General de la Nación en materia de derechos de las personas privadas de libertad, la cual debe servir de orientación a los funcionarios de la entidad en el ejercicio del control preventivo a favor de los derechos de la población privada de la libertad en el país. 

ARTICULO SEGUNDO: Adoptar los Protocolos de Actuación Institucional en materia de derechos de las personas privadas de la libertad como instrumentos técnicos para realizar un control preventivo efectivo a favor de los derechos de las personas privadas de la libertad. Dichos protocolos son: 

1. Protocolo para la realización de visitas de inspección a establecimientos de reclusión, elaboración de informes y actividad de seguimiento. 

2. Protocolo de gestión preventiva de la información recibida por la PGN que indique una amenaza a la vigencia de los derechos de las personas privadas de libertad 

3. Protocolo de coordinación para la intervención preventiva de la PGN a través de recursos constitucionales de protección de los derechos de las personas privadas de libertad 

4. Protocolo de gestión preventiva de la PGN para el establecimiento de un sistema de información aplicado al seguimiento de la situación de los derechos de las personas privadas de libertad 

ARTICULO TERCERO: Exhortar a todos los servidores de la Procuraduría General de la Nación, a que se apropien y hagan uso de los documentos e instrumentos adoptados en la presente resolución. 

ARTÍCULO CUARTO: La Procuraduría General de la Nación podrá desarrollar aplicaciones informáticas de los documentos e instrumentos adoptados en la presente resolución, con el fin de facilitar su manejo y aplicación por los funcionarios de la entidad. 

ARTICULO QUINTO: La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

COMUNÍQUESE y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

8. Velar por el cumplimiento de las normas y decisiones judiciales relacionadas con la protección de los derechos de las minorías étnicas y de sus territorios tradicionales. 

9. Intervenir en las actuaciones administrativas y de policía en las que tengan interés miembros de las minorías étnicas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, los derechos y garantías fundamentales o el patrimonio público. 

10. Interponer las acciones populares, de tutela, de cumplimiento y las demás que resulten conducentes para asegurar la defensa del orden jurídico, en especial las garantías y los derechos fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente, así como los derechos de las minorías étnicas. 

11. Las demás que les asigne o delegue el Procurador General. 

Artículo 27. FUNCIONES DE INTERVENCIÓN ANTE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. Los procuradores delegados intervendrán, como Ministerio Público, en las actuaciones y ante las autoridades administrativas y de policía, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, el patrimonio público, las garantías y los derechos fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente, así como los derechos de las minorías étnicas, de los trabajadores o de los pensionados. 

Artículo 28. FUNCIONES DE INTERVENCIÓN ANTE LAS AUTORIDADES JUDICIALES. Los procuradores delegados que intervienen ante las autoridades judiciales tienen la condición de agentes del Ministerio Público, para lo cual ejercerán las funciones que se les asignen en la ley y en los artículos siguientes. 

Parágrafo. Los procuradores delegados podrán intervenir en el trámite especial de tutela ante cualquier autoridad judicial, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente, de conformidad con lo previsto en el numeral 7 del artículo 277 de la Constitución Política. 

Artículo 29. FUNCIONES DE INTERVENCIÓN JUDICIAL EN PROCESOS PENALES. Los procuradores delegados cumplen las siguientes funciones de intervención judicial en procesos penales como Ministerio Público: 

1. En el trámite de la casación ante la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. 

RESOLUCIÓN N.° 214

(10 AGO. 2006)

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En uso de sus facultades constitucionales y legales,

CONSIDERANDO

1. Que conforme al artículo 275 de la Constitución Política el Procurador General de la Nación es "el supremo director del Ministerio Público". 

2. Que el artículo 277 numeral 7 de la Constitución Política dispone que el Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes debe "Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales". 

3. Que de conformidad con el parágrafo 1 del artículo 250 de la Constitución Política, modificado por el Acto Legislativo N.° 03 de 2002, la Procuraduría General de la Nación "continuará cumpliendo en el nuevo sistema de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la Constitución Nacional". 

4. Que de conformidad con el artículo 29 del Decreto 262 de 22 de febrero de 2000, la intervención judicial en procesos penales como Ministerio Público ante la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia se efectuará a través de las Procuradurías Delegadas para la Casación Penal y las Procuradurías Delegadas para la Investigación y Juzgamiento Penal. 

5. Que por razón de la competencia de las autoridades judiciales y de acuerdo con las normas de la Ley 906 de 2004, el Ministerio Público intervendrá: 

a) Ante la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, por medio de los Procuradores Delegados para la Casación Penal y para la Investigación y el Juzgamiento, en los siguientes asuntos. 

i) 
En el trámite de casación. 

ii) 
En las acciones de revisión contra sentencias ejecutoriadas, en todos los casos en los que se fundamente en decisiones de una instancia internacional de supervisión y control de derechos humanos respecto de la cual el Estado colombiano haya aceptado formalmente la competencia, y en todas aquellas que se busque remover la fuerza ejecutoriada de una decisión favorables a los intereses del imputado. 

iii) 
En los trámites de juzgamiento de los funcionarios a los que se refieren los artículos 174 y 235, numerales 2 y 4, de la Constitución Política. 

iv) 
En las actuaciones que se adelanten en la investigación y juzgamiento de los senadores y representantes a la Cámara. 

v) 
En el juzgamiento de los funcionarios a los que se refiere el numeral 9 del artículo 32 de la Ley 906 de 2004. 

vi) 
En la apelación de autos y sentencias que sean proferidas por las Salas Penales de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y del Tribunal Superior Militar, que deba resolver la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia. 
6. Que de conformidad con los establecido en la Resolución 484 de 5 de diciembre de 2005 del Despacho del Procurador General de la Nación, se hace necesario ante el advenimiento de un nuevo sistema de investigación y juzgamiento, consagrado en la Ley 906 de 2004, precisar los alcances de la intervención del Ministerio Público ante la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia. 

RESUELVE

ARTICULO 1. En los procesos de competencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en lo relacionado con el procedimiento consagrado en la Ley 906 de 2004, la intervención se efectuará a través de las Procuradurías Delegadas para la Casación Penal y las Procuradurías Delegadas para la Investigación y Juzgamiento Penal. 

ARTÍCULO 2. Cuando el recurso extraordinario de casación, el ordinario de apelación o la demanda de acción de revisión, sean interpuestos por el Ministerio Público, el Procurador Delegado a quien corresponda, decidirá si la sustentación oral del recurso o el trámite de la acción de revisión debe realizarla el procurador judicial recurrente o demandante. 

ARTÍCULO 3. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación. 

COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE EN LA PÁGINA WEB DE LA

PROCURADURÍA Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

2. En los procesos que conoce la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia por delitos cometidos por miembros del Congreso de la República. 

3. En el trámite de extradición. 

4. En la investigación penal de funcionarios con fuero constitucional o legal en los procesos de competencia del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General y en los procesos que adelanten los Fiscales de la Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, así como en el juzgamiento que corresponda en los mismos casos ante la Sala de Casación Penal de la misma corporación. 

5. En las acciones de revisión de competencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. 

6. En los trámites de segunda instancia que se surtan ante los Fiscales Delegados ante la Corte Suprema de Justicia y ante la Sala de Casación Penal de la misma corporación. 

7. En las actuaciones penales que adelante el Congreso de la República. 

8. Las demás que les asigne o delegue el Procurador General. 

RESOLUCIÓN Nº 098

(6 ABR. 2005)

POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA PARCIALMENTE EL CONTENIDO DE LA RESOLUCIÓN No. 476 DEL 23 DE DICIEMBRE DE 2004

El Procurador General de la Nación, en ejercicio de sus facultades legales y,

CONSIDERANDO

Que mediante Resolución N.° 476 del 23 de diciembre de 2004 el Despacho del Procurador General de la Nación fijó políticas de intervención del Ministerio Público en las actuaciones procesales establecidas en la Ley 906 de 2004.

Que tras la evaluación de la intervención del Ministerio Público en las actuaciones judiciales penales adelantadas con el sistema acusatorio en los Distritos Judiciales de Bogotá, Armenia, Manizales y Pereira, resulta necesario modificar la Resolución 476 del 23 de diciembre de 2004, con el fin de optimizar la función de intervención,

RESUELVE

ARTÍCULO PRIMERO: El literal b) i) del artículo segundo de la Resolución N.° 476 del 23 de diciembre de 2004, quedará así: 

"b) Ante los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, por intermedio de los Procuradores Judiciales 11, intervendrá en los siguientes asuntos: 

í) En la apelación de autos y sentencias que sean proferidas por los jueces penales del circuito y penales del circuito especializados...” 

ARTÍCULO SEGUNDO: Revocar el artículo cuarto de la Resolución N.° 476 del 23 de diciembre de 2004. 

ARTÍCULO TERCERO: El artículo quinto de la Resolución N.° 476 del 23 de diciembre de 2004, quedará así: 

"En los procesos de competencia en primera instancia de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, en las audiencias ante el juez de conocimiento la intervención del Ministerio Público se hará conforme lo dispone el artículo 277-7 de la Constitución Política, o a través de agencias especiales, en los casos que así lo determine el Procurador General de la Nación o la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales.” 

ARTICULO CUARTO: El artículo sexto literal b) de la Resolución N.° 476 del 23 de diciembre de 2004, quedará así: 

"Por razón de la competencia de las autoridades judiciales y de acuerdo con las normas de la Ley 906 de 2004, el Ministerio Público intervendrá: 

En los procesos de competencia de los Jueces Penales del Circuito, se cumplirán por: 

b) Cuando lo considere necesario el Procurador Judicial intervendrá en la audiencia de formulación de acusación. En las demás audiencias que se cumplan ante los Jueces Penales del Circuito como jueces de conocimiento, la intervención del Ministerio Público se hará conforme lo dispone el artículo 277-7 de la Constitución Política, o a través de agencias especiales, en los casos que así lo determine el Procurador General de la Nación o la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales.” 

ARTÍCULO QUINTO: El artículo noveno de la Resolución N.° 476 del 23 de diciembre de 2004, quedará así: 

"Agencias especiales 

En los procesos que de acuerdo con los criterios que se definen en el artículo siguiente sea necesaria la intervención del Ministerio Público, ésta se cumplirá a través de agencias especiales que constituirá la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales. 

En las actuaciones que se cumplan ante el Juez de Control de Garantías, y en especial cuando se trate de asuntos de competencias de los Jueces Penales del Circuito Especializado, si se considera necesaria la constitución de agencia especial, el agente del Ministerio Público que intervenga en este trámite lo solicitará, mediante petición motivada a la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales.” 

ARTÍCULO SEXTO: La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.

6 ABR. 2005 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 478

(23 DIC. 2004)

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
en uso de sus facultades constitucionales y legales,

CONSIDERANDO

Que mediante el decreto número 262 de 2000 expedido por el Presidente de la República se modificó la estructura y organización de la Procuraduría General de la Nación y del Instituto de Estudios del Ministerio Público; el régimen de competencias interno de la Procuraduría General; se dictaron normas para su funcionamiento; se modificó el régimen de carrera de la Procuraduría General de la Nación, el de inhabilidades e incompatibilidades de sus servidores y se regularon las diversas situaciones administrativas a las que se encuentran sujetos. 

Que el Procurador General de la Nación puede ejercer por sí las funciones señaladas en el artículo 277 de la Constitución Política, o delegarlas en cualquier servidor público o dependencia de la entidad de conformidad con el inciso primero del parágrafo único del artículo 7 del Decreto 262 de 2000. 

Que el Procurador General puede expedir los actos que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley, de conformidad con la facultad prevista en el numeral 7 del artículo 7 del Decreto 262 de 2000. 

Que el artículo 118 de la Constitución Política establece que el Ministerio Público será ejercido por el Procurador General de la Nación, "por los procuradores delegados y los agentes del Ministerio Público, ante las autoridades jurisdiccionales, por los personeros municipales y por los demás funcionarios que determine la ley" 

Que el artículo 109 de la Ley 906 de 2004 a mas de ordenar al Ministerio Público intervenir en los procesos penales cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales, confiere al Procurador General la facultad de constituir agencias especiales por sí o a través de sus delegados, en los procesos de significativa y relevante importancia de acuerdo con los criterios señalados por su despacho. 

Que el inciso segundo del artículo 109 de la Ley 906 de 2004 dispone que los personeros municipales y distritales “actuarán como agentes del Ministerio Público en el proceso penal y ejercerán sus competencias en los juzgados penales y promiscuos del circuito y municipales y ante sus fiscales delegados, sin perjuicio de que en cualquier momento la Procuraduría General de la Nación los asuma y en consecuencia los desplace". 

Que se hace necesario delegar en el Personero de Bogotá, D.C., la facultad de designar agentes especiales para la representación del Ministerio Público en los asuntos de competencia de los jueces penales, 

RESUELVE

ARTICULO ÚNICO. Delegar en el Personero de Bogotá, D.C. la facultad de constituir agencias especiales en los asuntos de competencia de los jueces penales municipales de esta ciudad, en los procesos de significativa y relevante importancia, de acuerdo con los criterios internos señalados en la resolución No. 476 de diciembre 26 de 2004 emanada de este despacho. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 476

(23 DIC. 2004)

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

en uso de sus facultades constitucionales y legales,

CONSIDERANDO

1. Que conforme con el artículo 275 de la Constitución Política el Procurador General de la Nación es "el supremo director del ministerio público", 

2. Que el artículo 277 numeral 7 de la Constitución Política dispone que el Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes debe "Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales", 
3. Que de conformidad con el parágrafo 1 del artículo 250 de la Constitución Política, modificado por el Acto Legislativo No. 03 de 2002, la Procuraduría General de la Nación "continuará cumpliendo en el nuevo sistema de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la Constitución Nacional”, 

4. Que el artículo 118 de la Constitución Política establece que el Ministerio Público será ejercido por el Procurador General de la Nación, "por los procuradores delegados y los agentes del Ministerio Público, ante las autoridades jurisdiccionales, por los personeros municipales y por los demás funcionarios que determine la ley”, 

5. Que los Personeros Distritales y Municipales, como agentes del Ministerio Público, se encuentran sujetos a la dirección suprema del Procurador General de la Nación y, por lo tanto, deben desarrollar sus funciones acatando las instrucciones que para el cumplimiento de la función de Ministerio Público imparta el Procurador General de la Nación, 

6. Que en materia de intervención ante las autoridades judiciales, el artículo 178, numeral 5 de la Ley 136 de 1994 prevé que el personero puede "5) Intervenir eventualmente y por delegación del Procurador General de la Nación en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales", 
7. Que el artículo 36 del Decreto 262 de 2000 prevé que "El Procurador General asignará a los procuradores delegados funciones de coordinación y vigilancia de las actividades de intervención ante las autoridades judiciales que realicen los diferentes funcionarios de la Procuraduría y los personeros. Estos delegados podrán desplazar a los respectivos agentes, asumiendo directamente la intervención judicial, si lo consideran necesario, o designando, ocasionalmente, agentes especiales. Igualmente, podrán desplazar a los personeros distritales y municipales, ordenando la intervención de procuradores judiciales", 

8. Que en desarrollo de este mandato legal el Procurador General de la Nación emitió la Resolución N.° 0017 del 4 de marzo de 2000, en cuyos artículos 16 y 29 delegó la función de coordinación de la intervención ante las autoridades judiciales de los procuradores judiciales penales en la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales, 

9. Que el artículo 109 de la Ley 906 de 2004 ordena al Ministerio Público intervenir en los procesos penales cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales, y confiere al Procurador General de la Nación la facultad de constituir agencias especiales en los procesos de significativa y relevante importancia de acuerdo con los criterios diseñados por su despacho, 

10. Que el artículo 109 de la Ley 906 de 2004 dispone que los personeros distritales y municipales "actuarán como agentes del Ministerio Público en el proceso penal y ejercerán sus competencias en los juzgados penales y promiscuos del circuito y municipales y ante sus fiscales delegados, sin perjuicio de que en cualquier momento la Procuraduría General de la Nación los asuma y en consecuencia los desplace", 
11. Que a partir del 1 de enero de 2005 entrará a regir en los Distrito Judiciales de Bogotá, Armenia, Manizales y Pereira la Ley 906 de 2004, 

12- Que se hace indispensable fijar políticas de intervención de la Procuraduría General de la Nación en las actuaciones procesales que se cumplan de conformidad con la Ley 906 de 2004, 

RESUELVE

ARTICULO 1. El Ministerio Público, como garante de los derechos humanos y de los derechos fundamentales, y como representante de la sociedad, intervendrá en las actuaciones procesales penales cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público y de las garantías fundamentales. 

La intervención se efectuará a través de las Procuradurías Delegadas para la Casación Penal, las Procuradurías Delegadas para la Investigación y Juzgamiento Penal, la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales, los Procuradores Judiciales en lo Penal, los Personeros Distritales y Municipales, y los agentes especiales. 

ARTICULO 2. Por razón de la competencia de las autoridades judiciales y de acuerdo con las normas de la Ley 906 de 2004, el Ministerio Público intervendrá: 

a) Ante la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, por medio de los Procuradores Delegados para la Casación Penal y para la Investigación y el Juzgamiento, en los siguientes asuntos: 

i) En el trámite de la casación. 

ii) En las acciones de revisión contra sentencias ejecutoriadas, en todos los casos en los que se fundamente en decisiones de una instancia internacional de supervisión y control de derechos humanos respecto de la cual el estado colombiano haya aceptado formalmente la competencia, y en todas en las que se busque remover la fuerza ejecutoriada de una decisión favorable a los intereses del imputado. 

iii) En los trámites de juzgamiento de los funcionarios a que se refieren los artículos 174 y 235, numerales 2 y 4, de la Constitución Política. 

iv) En las actuaciones que se adelanten en la investigación y juzgamiento de los Senadores y Representantes a la Cámara. 

v) En el juzgamiento de los funcionarios a los que se refiere el numeral 9 del artículo 32 de la Ley 906 de 2004. 

b) Ante los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, por intermedio de los Procuradores Judiciales II, intervendrá en los siguientes asuntos: 

i) En la apelación de autos y sentencias que sean proferidas por los jueces penales del circuito especializados. 

ii) En los procesos que se sigan a los jueces penales del circuito especializados y fiscales delegados ante ellos, por delitos que cometan en ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 

iii) En las acciones de revisión contra sentencias ejecutoriadas proferidas por los jueces penales del circuito especializados, por los jueces penales del circuito y por los jueces municipales, en todos los casos en los que la revisión se fundamente en decisiones de una instancia internacional de supervisión y control de derechos humanos respecto de la cual el Estado colombiano haya aceptado formalmente la competencia, y en todas en las que se busque remover la fuerza ejecutoriada de una decisión favorable a los intereses del imputado. 

iv) En el recurso de apelación contra las decisiones del juez de ejecución de penas cuando se trate de condenados por delitos de competencia de los jueces penales del circuito especializados. 

v) En los recursos de apelación contra autos y sentencias que en primera instancia profieran los jueces del circuito, y penales del circuito especializados, cuando el acusado esté o haya estado asistido por un defensor de oficio. 

vi) En las actuaciones penales que se adelanten en ejercicio de la competencia prevista en el numeral 2 del artículo 34 de la Ley 906 de 2004. 

c) Ante los jueces penales del circuito especializados, a través de los Procuradores Judiciales II y de los Procuradores Judiciales I cuando quiera que éstos sean destacados como agente especial por la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales, siendo obligatoria su intervención en los trámites que se señalan en el artículo siguiente. 

d) Ante los jueces penales municipales, a través de los Personeros Distritales y Municipales, en los siguientes asuntos: 

i) Cuando la actuación penal se adelante en contra de un imputado que esté asistido de un defensor de oficio. 

ii) En los casos de delitos querellables, cuando la víctima sea un menor de edad o un incapaz. 

iii) Cuando el juez municipal actúe como juez de control de garantía, salvo los asuntos de competencia de los jueces penales de circuito especializados en los que intervendrá un procurador judicial penal. 

ARTICULO 3. El Ministerio Público intervendrá en las siguientes actuaciones penales, sin perjuicio de que en cada asunto el agente del Ministerio Público que actúa decida hacerlo en otras: 

a) En las diligencias en las que se ordene la restricción de la libertad del imputado por el juez de control de garantías. 

b) Ante el juez de control de garantías en las audiencias preliminares que versen sobre la legalidad de la captura en flagrancia o la realizada sin orden del juez. 

c) En defensa de los derechos y garantías del investigado o imputado, en las entrevistas de la policía o el fiscal con el imputado, cuando éste carezca de defensor o tenga defensor de oficio. 

d) En los acuerdos o estipulaciones que celebre el imputado que se encuentre asistido por defensor de oficio, o sin defensor, para garantizar los derechos y garantías procesales del investigado. 

e) En las decisiones discrecionales sobre el ejercicio de la persecución del injusto, cuando en ellas se tomen en consideración los intereses de la víctima, a fin de asegurar que éstos no vayan a quedar desprotegidos. 

f) En las actuaciones realizadas por los organismos que ejerzan funciones de policía judicial y puedan afectar derechos y garantías fundamentales, tales como registros voluntarios, allanamientos y capturas, vigilando el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales de la respectiva orden. 

g) A petición del afectado con la violación de garantías, vigilando las búsquedas en las bases de datos y la interceptación de comunicaciones, para garantizar los derechos del imputado o de las persona a quienes se realicen las interceptaciones. 

h) En las audiencias ante el juez de control de garantías en los casos anteriores. 

i) En las pruebas anticipadas, cuando el imputado se encuentre sin defensor, o esté asistido de un defensor de oficio. 

j) En las actuaciones en las que el juez restrinja el principio de publicidad, como representante de la sociedad y garante de los derechos fundamentales. 

k) En los procesos y recursos en los que se remueva la cosa juzgada. 

l) En las actuaciones relacionadas con el restablecimiento del derecho. 

m) En la aplicación de la cláusula de exclusión de pruebas. 

n) En las audiencias preliminares que deban realizarse ante el juez de control de garantías. 

o) En la audiencia de formulación de acusación. 

p) En las audiencias preparatorias. 

q) En la audiencia de juicio oral. 

r) En la audiencia de preclusión de la investigación 

ARTICULO 4. El representante del Ministerio Público que intervenga en la indagación o investigación, no será el mismo que actúe en el juzgamiento. 

ARTICULO 5. En los procesos de competencia en primera instancia de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, en las audiencias ante el juez de conocimiento la intervención del Ministerio Público se hará mediante agencias especiales, en los casos que así lo determine el Procurador General de la Nación o la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales. 

ARTICULO 6. En los procesos de competencia de los Jueces Penales de Circuito, las funciones de Ministerio Público, se cumplirán por: 

a) En la indagación, investigación y en las actuaciones que se cumplan ante los jueces penales municipales que ejercen funciones de control de garantías y hasta antes de la audiencia de acusación, por los Personeros Distritales o Municipales. 

b) Cuando lo considere necesario, el Procurador Judicial intervendrá en la audiencia de formulación de acusación. En las demás audiencias que se cumplan ante los Jueces Penales del Circuito como jueces de conocimiento, la intervención del Ministerio Público se hará mediante un agente especial designado entre los Procuradores Judiciales en lo Penal I y II. 

ARTICULO 7. En los procesos de competencia de los Jueces Penales Municipales, las funciones de Ministerio Público en la indagación, investigación y juzgamiento serán cumplidas por los Personeros Distritales o Municipales, salvo cuando sean desplazados en su función por los Procuradores Judiciales, previa resolución de la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales. 

Los Personeros Distritales o Municipales podrán también intervenir en las actuaciones procesales con el carácter de agentes especiales, cuando así lo determinen mediante resolución. 

ARTICULO 8. Ante los Jueces de Control de Garantías el Ministerio Público será ejercido por: 

a) En los procesos de competencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, el Ministerio Público será ejercido por los Procuradores Delegados en lo Penal para la Investigación y Juzgamiento. 

b) En los procesos de competencia de la Sala Penal de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, el Ministerio Público será ejercido por los Procuradores Judiciales en lo Penal II.

c) En los procesos de competencia de los jueces penales de circuito especializado, el Ministerio Público será ejercido por los Procuradores Judiciales en lo Penal I y II. 

d) En los demás procesos, la representación será ejercida por los Personeros Distritales o Municipales.

ARTÍCULO 9. Agencias especiales 

En los procesos que de acuerdo con los criterios que se definen en el artículo siguiente sea necesaria la intervención del Ministerio Público, ésta se cumplirá a través de agencias especiales que constituirá la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales. 

En las actuaciones que se cumplan ante el Juez de Control de Garantías, y en especial cuando se trate de asuntos de competencia de los Jueces Penales del Circuito Especializado, si se considera necesaria la constitución de agencia especial, el personero que intervenga en este trámite lo solicitará, mediante petición motivada a la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales. 

ARTÍCULO 10. Para la constitución de las agencias especiales, se atenderán los siguientes criterios: 

a) La naturaleza del delito. En este caso, se deberá intervenir mediante agente especial en los procesos y actuaciones que se adelanten por los delitos de genocidio, homicidio doloso, los descritos en el Título II del Libro II del Código Penal; desaparición forzada, secuestro simple y extorsivo, privación ilegal de la libertad, detención arbitraria especial, desconocimiento del habeas corpus, tortura, desplazamiento forzado, acceso carnal abusivo con menor de catorce años, actos sexuales con menor de catorce años, acceso carnal o acto sexual abusivos con incapaz de resistir, tráfico de personas, trata de personas, urbanización ilegal, extorsión, lavado de activos, testaferrato, enriquecimiento ilícito de particulares, ilícito aprovechamiento de los recursos naturales renovables, terrorismo, propagación del virus de inmunodeficiencia humana o de la hepatitis B, tráfico de estupefacientes en delitos de competencia de la justicia especializada, peculado por apropiación, concusión, cohecho, celebración indebida de contratos, tráfico de influencias, enriquecimiento ilícito de servidor público, prevaricato, soborno transnacional, fraude procesal, fraude a resolución judicial, rebelión. 

b) La calidad del imputado. En este caso se determinará la intervención de un agente especial del Ministerio Público cuando se impute a un servidor público la autoría o participación en delitos cuya pena privativa de la libertad esté fijada en la ley en su mínimo, igual o superior a cuatro años de prisión. 

c) las condiciones especiales de la actuación. Deberá constituirse agente especial, del Ministerio Público cuando se den circunstancias que puedan afectar las garantías procesales del imputado, la imparcialidad o independencia de la administración de justicia. 

c) La calidad del sujeto pasivo. El agente especial del Ministerio Público intervendrá en todas las actuaciones penales en las que el sujeto pasivo de la conducta punible sea menor de edad o un incapaz. 

 
d) La alarma social. Se constituirá agente especial del Ministerio Público en todos aquellos casos en los que, atendidas circunstancias objetivas, se determine que el hecl10 punible ha causado gran impacto en la colectividad, cualquiera que sea la naturaleza de éste. 

e) La discrecionalidad de la Procuraduría General de la Nación. También podrá constituirse agente especial del Ministerio Público en aquellos casos en los que el Procurador General de la Nación o la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales así lo determinen, en ejercicio de su poder discrecional y de acuerdo con las políticas generales de intervención en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales. 

ARTÍCULO 11. En los procesos que continuarán tramitándose de acuerdo con la Ley 600 de 2000, la representación del Ministerio Público seguirá cumpliéndose de acuerdo con lo previsto en la resolución 202 de 2002 emanada de este despacho, y de conformidad con la asignación de despachos judiciales actualmente vigente. 

ARTÍCULO 12. La presente resolución rige a partir del uno de enero de dos mil cinco. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 327

(24 AGO 2004)

Por la cual se implementan las medidas al interior de la Procuraduría General de la Nación, con fundamento en el Decreto Presidencial No. 2429 de 1998, mediante el cual se creó el Comité Especial de Impulso a las Investigaciones por violación en Derechos Humanos. 
EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus facultades Constitucionales, Legales y Reglamentarias,

CONSIDERANDO:

Que mediante Decreto Presidencial No. 2429 de 1998, se creó el Comité Especial de Impulso a las investigaciones por violación de Derechos Humanos, respondiendo a una crisis en materia de investigación, juzgamiento, sanción y reparación por las violaciones de derechos humanos, encontrando particular fundamento en el mandato constitucional de colaboración armónica entre las ramas del poder público, así como también, en los principios fundacionales del Estado social de Derecho, respondiendo así una serie de compromisos establecidos con países cooperantes interesados en que el Estado colombiano tenga los recursos políticos y económicos suficientes para superar esa grave emergencia de carácter judicial. 

Que el Comité Especial de Impulso entiende por impulso las acciones y decisiones necesarias que debe adoptar la Fiscalía General de la Nación y la Procuraduría General de la Nación, en la órbita de sus competencias respectivas, para esclarecer los hechos, individualizar, identificar y procesar a los responsables de violaciones de Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

Que mediante Resoluciones Nos. 202 de 2003, 191 de 2003, y 089 de 2004, el Procurador General de la Nación impuso la intervención obligatoria de los procuradores judiciales en las actuaciones judiciales penales cuando quiera que se atente o ponga en peligro el derecho a la vida; cuando se atente contra personas y bienes protegidas por el DIH; cuando se atente contra la libertad individual y otras garantías, entre otros bienes jurídicos, implementando además, la guía del proceso disciplinario aplicable en tratándose faltas de los servidores públicos que atenten contra esos bienes jurídicos. 

Que por mandato constitucional corresponde a la Procuraduría general de la Nación la guarda y protección de los Derechos Humanos y asegurar su efectividad. 

RESUELVE:

ARTÍCULO 1º. La Procuraduría General de la Nación articulará esfuerzos con las demás entidades con funciones de investigación y juzgamiento de comportamientos que atenten contra los Derechos Humanos, para lo cual las Delegadas Disciplinaria para los Derechos Humanos, Preventiva para los Derechos Humanos, Ministerio Público en Asuntos Penales, Asesores del Despacho del Procurador General de la Nación y del Viceprocurador General de la Nación y la oficina de Investigaciones Especiales, se comprometen a adoptar y coordinar las acciones necesarias para tal fin, priorizando las investigaciones seleccionadas por el Comité Especial, sin perjuicio del impulso que corresponda de las demás que se inicien o se estén adelantando por violaciones a los Derechos Humanos. 

ARTÍCULO 2º. Presentar al Comité Especial de Impulso, el día primero (01) del mes de Septiembre de Dos Mil Cuatro (2004), un plan de trabajo semestral que comprenda las estrategias, las acciones de impulso y las medidas para adoptar internamente en la procuraduría General de la Nación, necesarias para el impulso de los casos seleccionados, de acuerdo con el plan de trabajo presentado por la entidad. 

ARTÍCULO 3º. Presentar los informes requeridos por el Comité Especial de Impulso, registrando los avances y dificultades en las investigaciones adelantadas; para el seguimiento y toma de decisiones por parte del mismo. 

ARTÍCULO 4º. Registrar en la matriz de seguimiento del Comité las actuaciones adelantadas en los casos seleccionados, en un término no mayor de cinco (5) días hábiles, contados desde la fecha de terminación de la misión judicial o diligencia probatoria. 

ARTÍCULO 5º. Los Procuradores Judiciales designados como agentes especiales en los procesos penales, los investigadores y procuradores disciplinarios trabajarán con la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Fiscalía General de la Nación o en su defecto con la Unidad donde se adelante la investigación correspondiente, de manera coordinada y permanente para el intercambio de información de los procesos seleccionados, el traslado de pruebas, el desarrollo de comisiones conjuntas cuando se estime pertinente y en lo que haya a lugar, en el marco de las competencias institucionales. 

ARTICULO 6º. La Procuraduría Delegada para el Ministerio Público designará Agentes Especiales en todas las investigaciones seleccionadas por el Comité Especial. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Artículo 30. FUNCIONES DE INTERVENCIÓN JUDICIAL EN PROCESOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS. Los procuradores delegados ejercen las siguientes funciones de intervención judicial en procesos contencioso administrativos: 

1. Como Ministerio Público ante el Consejo de Estado, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, los derechos y garantías fundamentales o el patrimonio público. 

CIRCULAR N.° 41

PARA:
PROCURADORES JUDICIALES II PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 

DE: 
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

ASUNTO: 
INTERVENCIÓN Y PRESENTACIÓN DE CONCEPTOS DE FONDO DEL MINISTERIO PÚBLICO EN PROCESOS QUE, EN SEGUNDA INSTANCIA, SON DEL CONOCIMIENTO DE TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS

FECHA: 
19 JULIO 2007

Como es de su conocimiento, distintos tribunales administrativos han venido dando traslado a los agentes del Ministerio Público en procesos que surten el trámite de la segunda instancia, interpretando el contenido del artículo 212 del Código Contencioso Administrativo en el sentido de señalar que en aquellos procesos que fueron conocidos en primera instancia por los jueces administrativos del circuito, resulta obligatoria la emisión de concepto de fondo por parte de los procuradores judiciales II para asuntos administrativos. 

Dicha norma es del siguiente tenor: 

ART. 212. - Subrogado. D.E. 2304/89, art. 51. Apelación de las sentencias. En el Consejo de Estado el recurso de apelación de las sentencias proferidas en primera instancia tendrá el siguiente procedimiento. 

Recibido el expediente y efectuado el reparto, se dará traslado al recurrente por el término de tres (3) días para que sustente el recurso, si aún no lo hubiere hecho. Si el recurso no se sustenta oportunamente, se lo declarará desierto y ejecutoriada la sentencia objeto del mismo. 

Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás requisitos legales, será admitido mediante auto que se notificará personalmente al Ministerio Público y por estado a las otras partes. (...) 

Ejecutoriado el auto admisorio del recurso o vencido el término probatorio, se ordenará corres traslado a las partes, por el término común de diez (10) días, para alegar de conclusión y se dispondrá que, vencido éste, se dé traslado del expediente al Ministerio Público por diez (10) días, para que emita su concepto (…) 

Dada la interpretación que se ha venido dando al contenido de la norma transcrita, es necesario señalar que al Ministerio Público le corresponde en los términos del artículo 277, numeral 7 de la Constitución Política, la intervención, en los procesos judiciales cuando sea necesaria, en defensa del orden jurídico, del patrimonio público y de los derechos y garantías fundamentales. 

Quiere decir lo anterior que la función misional de intervención del Ministerio Público ante las autoridades judiciales, se edifica en la premisa de la necesidad de la misma y dicha concepción es claramente opuesta a la de la obligatoriedad de la intervención. 

En tal sentido, es preciso señalar que en el seno de la Comisión Cuarta de Justicia de la Asamblea Nacional Constituyente
, fueron debatidas las funciones que tendría la Procuraduría General de la Nación en lo atinente a su misión de intervención ante las autoridades judiciales y administrativas, y en tales discusiones se llegó a la conclusión de que esta atribución se ejercería "cuando se considere necesaria", Las discusiones que se suscitaron en el seno de la Asamblea Nacional Constituyente y que dieron lugar al actual numeral 7 del artículo 277 de la Constitución Política, fueron del siguiente tenor 
: 

".. .Solicita el uso de la palabra el doctor Salgado Vásquez y manifiesta su inconformidad con este numeral, ya que de su lectura se desprende que sólo intervendrán cuando así lo consideren necesario. 

"La doctora Garcés comparte la misma posición y considera que es peligroso dejar al arbitrio del funcionario su intervención o no en el proceso y solicita a los ponentes se haga claridad acerca de la desaparición de los fiscales de las actuaciones judiciales. 

"El doctor Holguín le responde que no van a desparecer, pero que sólo actuarán en defensa del orden jurídico cuando así lo consideren necesario. 

"El presidente cierra el debate y se procede a la votación, dando como resultado siete votos por la afirmativa y dos por la negativa (doctores Salgado y Garcés), siendo aprobado por mayoría...". (Negrillas fuera del texto). 

Así las cosas, el texto del artículo 212 del Código Contencioso Administrativo, subrogado por el Decreto 2304 de 1989, además de no ser aplicable a los procesos cuya segunda instancia se tramita ante los tribunales contencioso administrativos -pues se refiere a los recursos de apelación que se surten ante el Consejo de Estado, debe ser entendido bajo el postulado de la necesidad de la intervención señalado por la Asamblea Nacional Constituyente. En este orden de ideas, sólo cuando se encuentre demostrada la necesidad de la intervención, el agente del Ministerio Público tendrá la obligación de emitir el correspondiente concepto. 

Las anteriores consideraciones resultan armónicas con la Resolución 371 de 6 de octubre de 2005 proferida por este Despacho, "por medio de la cual se establecen los criterios obligatorios de intervención de los Agentes del Ministerio Público ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo", en la cual se señaló que los procuradores judiciales II para asuntos administrativos, intervendrán obligatoriamente en aquellos asuntos que aparecen descritos en el ordinal segundo de la misma
, y cuya selección obedeció a criterios de trascendencia social e importancia jurídica de la respectiva controversia. 

Conforme a lo expuesto, se constituye en una directriz de este Despacho
, el que los procuradores judiciales II para asuntos administrativos no se encuentran obligados a intervenir en todos los procesos que se encuentran en el trámite de la segunda instancia ante tribunales administrativos, como quiera que la función misional de intervención atribuida a los agentes del Ministerio Público debe ser concebida con apoyo en los principios de eficacia, oportunidad, imparcialidad, independencia, y muy especialmente, en la necesidad de la intervención, según el cual el concepto del procurador judicial solo será obligatorio cuando así lo señalen la Constitución Política, la ley, las directrices del Procurador General de la Nación, o cuando del contenido del expediente, resulte clara la existencia de dicho presupuesto. 

Atentamente, 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN Nº 394

(24 0CT. 2005)

Por medio de la cual se adiciona un criterio obligatorio de intervención de los Agentes del Ministerio Público ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

El Procurador General de la Nación (E), en uso de sus atribuciones constitucionales y Legales, y

CONSIDERANDO:

Que de conformidad con lo establecido en los artículos 277, numerales 1, 3 y 7 de la Constitución Política; 35 de la Ley 446 de 1998; 30, 37 y 44 del Decreto 262 de 2000, corresponde al Ministerio Público como función esencial la de intervenir, como sujeto procesal especial, cuando sea necesario, en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo en defensa de los intereses generales, del orden jurídico, del patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales; 

Que acorde con lo previsto en el artículo 7, numerales 2 y 7 del Decreto 262 de 2000, corresponde al Procurador General de la Nación establecer los criterios obligatorios de intervención procesal que deben orientar la actuación de los agentes del Ministerio Público ante la jurisdicción contencioso administrativa, con miras a asegurar una participación oportuna y eficaz en las diferentes etapas de los procesos que se tramitan ante dicha jurisdicción, que se ejerza y desarrolle con estricta sujeción a los términos y normas legales de carácter procesal, sin que por ello se afecte la imparcialidad y autonomía, garantizando una adecuada defensa de los intereses generales, del ordenamiento jurídico, del patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales; 

RESUELVE:

Primero. Los Procuradores Delegados ante el Consejo de Estado y los Procuradores II Judiciales para Asuntos Administrativos intervendrán obligatoriamente en los procesos que se tramitan ante dicha Corporación y ante los Tribunales Contencioso Administrativos del país, respectivamente, en los casos en que la Procuraduría General de la Nación sea parte demandada. 

Octavo. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

Publíquese y Cúmplase

Dada en Bogotá, D.C., 24 OCT. 2005 

CARLOS ARTURO GÓMEZ PAVAJEAU

Procurador General de la Nación (E)

RESOLUCIÓN Nº 371

(6 OCT. 2005)

Por medio de la cual se establecen los criterios obligatorios de intervención de los Agentes del Ministerio Público ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

El Procurador General de la Nación, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, y

CONSIDERANDO:

Que de conformidad con lo establecido en los artículos 277, numerales 1, 3 y 7 de la Constitución Política; 35 de la Ley 446 de 1998; 30, 37 y 44 del Decreto 262 de 2000, corresponde al Ministerio Público como función esencial la de intervenir, como sujeto procesal especial, cuando sea necesario, en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo en defensa de los intereses generales, del orden jurídico, del patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales; 

Que acorde con lo previsto en el artículo 7, numerales 2 y 7 del Decreto 262 de 2000, corresponde al Procurador General de la Nación establecer los criterios obligatorios de intervención procesal que deben orientar la actuación de los agentes del Ministerio Público ante la jurisdicción contencioso administrativa, con miras a asegurar una participación oportuna y eficaz en las diferentes etapas de los procesos que se tramitan ante dicha jurisdicción, que se ejerza y desarrolle con estricta sujeción a los términos y normas legales de carácter procesal y que garantice una adecuada defensa de los intereses generales, del ordenamiento jurídico, del patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales; 

Que los criterios obligatorios constituyen un mínimo de intervención procesal exigido a los agentes del Ministerio Público ante dicha jurisdicción, sin que ello sea óbice para que actúen o cumplan con las demás funciones previstas en la ley o que les señale el Procurador General de la Nación, 

RESUELVE:

Primero. Los Procuradores Delegados ante el Consejo de Estado intervendrán obligatoriamente en los procesos que se tramitan ante esa Corporación en los siguientes casos: 

A. En única instancia:

1. En las acciones de simple nulidad. 

2. En las acciones de nulidad electoral. 

3. En los recursos de anulación de laudos arbitrales. 

4. En las acciones de repetición. 

5. En las acciones relativas a asuntos agrarios, petroleros, mineros y de extinción de dominio. 

6. En las acciones relativas a las políticas monetarias, cambiarias y de crédito. 

7. En las acciones de simple nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho que se promuevan contra los actos administrativos, distintos a los de carácter laboral, expedidos por las siguientes entidades: Consejo de Política Económica y Social, Superintendencia Bancaria, Superintendencia de Valores, Junta Directiva del Banco de la República, Ministerio de Comercio Exterior y Fondo de Garantías de Instituciones Financieras. 

8. En los demás casos que así lo determine la ley o el Procurador General de la Nación. 

B. En segunda instancia: 

1. En las acciones de nulidad electoral. 

2. En las acciones de reparación directa y controversias contractuales, cuando la cuantía de la condena sea igual o superior a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

3. En las acciones en que se discuta el reconocimiento, la liquidación y el pago de la pensión de jubilación o de vejez, de invalidez, sustituciones pensionales o de sobrevivientes o asignaciones de retiro; cuando se pretendan derechos relativos a la carrera del servidor público; cuando sea parte una asociación sindical; cuando el conflicto verse sobre supresión de cargos; cuando se controviertan sanciones disciplinarias y cuando tenga relación con la protección de la maternidad o al menor trabajador. En los anteriores casos la intervención será obligatoria, siempre y cuando se haya proferido sentencia condenatoria y la entidad demandada no haya contestado la demanda. 

4. En las acciones de simple nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho que se promuevan sobre el monto, distribución o asignación de impuestos y contribuciones fiscales y parafiscales, cuando la cuantía sea igual o superior a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

5. En los procesos en que se surta el grado jurisdiccional de consulta. 

6. En los procesos ejecutivos. 

7. En las audiencias de conciliación judicial. 

8. En las acciones de pérdida de investidura. 

9. En los demás casos que así lo determine la ley o el Procurador General de la Nación. 

C. En asuntos de competencia de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado. 

1. En las acciones de nulidad por inconstitucionalidad. 

2. En los procesos de pérdida de investidura de congresistas. 

3. En los demás casos que así lo determine la ley o el Procurador General de la Nación. 

Parágrafo Primero: No será obligatoria la intervención cuando el Ministerio Público ha expresado su concepto reiterado sobre el mismo tema y la jurisdicción de lo contencioso administrativo tiene unificada jurisprudencia al respecto. 

Segundo. Los Procuradores Judiciales II para Asuntos Administrativos, intervendrán obligatoriamente en los siguientes asuntos: 

1. En los de simple nulidad. 

2. En las acciones de pérdida de investidura. 

3. En las acciones populares. 

4. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho cuando la cuantía discutida alcance un monto igual o superior a quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigentes, excepto en materia laboral. 

5. En los asuntos laborales cuando se discuta el reconocimiento, la liquidación y el pago de la pensión de jubilación o de vejez, de invalidez, sustituciones pensionales o de sobrevivientes o asignaciones de retiro; cuando se pretenda derechos relativos a la carrera del servidor público; cuando el conflicto verse sobre supresión de cargos; cuando sea parte una asociación sindical; cuando se controviertan sanciones disciplinarias y, cuando tenga relación con la protección de la maternidad o al menor trabajador. 

6. En los procesos de reparación directa y de controversias contractuales cuando la cuantía discutida alcance un monto igual o superior a trescientos (300) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 

7. En los procesos que se adelanten en ejercicio de la acción de nulidad electoral. 

8. En los casos de referendo previstos en el artículo 44 de la Ley 134 de 199

9. En las conciliaciones judiciales. 

10. En la acción de repetición. 

11. En los tribunales de arbitramento, en los términos consagrados en la Resolución 270 de 6 de septiembre de 200

12. En los demás casos que lo establezca la ley y el Procurador General de la Nación. 

Parágrafo: No será obligatoria la intervención cuando el Ministerio Público ha expresado su concepto reiterado sobre el mismo tema y la jurisdicción de lo contencioso administrativo tiene unificada jurisprudencia al respecto. 

Tercero. El Procurador Primero Delegado ante el Consejo de Estado como coordinador del Ministerio Público ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, además de las funciones previstas en el artículo 36 del Decreto 262 de 2000, velará por el cumplimiento de las políticas trazadas por el Procurador General de la Nación. 

Cuarto. El Procurador Primero Delegado ante el Consejo de Estado solicitará a los Agentes del Ministerio Público ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, informes periódicos sobre el desempeño de sus funciones. 

Quinto. El Procurador Primero Delegado ante el Consejo de Estado elaborará los indicadores de gestión de los Agentes del Ministerio Público ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 

Sexto. El Procurador Primero Delegado ante el Consejo de Estado, con el apoyo de la Unidad Coordinadora de las Procuradurías Delegadas ante el Consejo de Estado, repartirá equitativamente entre los Procuradores Delegados, las acciones de pérdida de investidura, las diligencias para estudio de demandas de pérdida de investidura, los conflictos de competencia, los recursos extraordinarios y las acciones populares que corresponda conocer al Consejo de Estado, sin tener en cuenta la Sección que deba resolver la controversia. 

Parágrafo: La Unidad Coordinadora de las Procuradurías Delegadas ante el Consejo de Estado llevará un registro de los repartos, levantará el acta correspondiente, hará entrega de las copias de los expedientes a los respectivos despachos, y llevará un registro de las actuaciones del Ministerio Público en este particular. 

Séptimo. Sin menoscabo de los criterios obligatorios de interpretación procesal establecidos en la presente Resolución, los Agentes del Ministerio Público podrán intervenir en todos los asuntos que se tramitan ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en los términos descritos en el artículo 127 del Código Contencioso Administrativo, especialmente en aquellos casos que así lo ameriten en razón de su importancia jurídica, trascendencia social o cuando lo determine la ley o el Procurador General de la Nación, con el propósito de preservar el interés general, el ordenamiento jurídico, el patrimonio público y los derechos y garantías fundamentales. 

Octavo. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial las Resoluciones 204 de 18 de julio de 2001 y 201 de 18 de junio de 2004. 

Publíquese y Cúmplase, 

Dada en Bogota, D.C., a los 6 OCT de 2005 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

2. En los procesos de pérdida de investidura de los Congresistas. 

3. En los procesos electorales que conozca el Consejo de Estado. 

4. En las audiencias de conciliación que se tramiten ante el Consejo de Estado. 

5. Realizar las audiencias de conciliación prejudicial en asuntos de conocimiento en única instancia del Consejo de Estado. 

6. Solicitar a las secciones del Consejo de Estado la remisión de asuntos sometidos a su conocimiento, para que sean decididos por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, cuando a ello hubiere lugar, por su importancia jurídica o trascendencia social. 

7. Interponer acciones de nulidad de actos administrativos y nulidad absoluta de los contratos estatales, cuando a ello hubiere lugar. 

8. Ejercer las acciones necesarias para que se haga efectiva la responsabilidad patrimonial de los servidores o ex servidores públicos y los particulares por cuya conducta haya sido declarada responsable una entidad estatal, mediante sentencia proferida por el Consejo de Estado, conforme a la Constitución y la ley. 

9. Ejercer las acciones necesarias para que se haga efectiva la responsabilidad patrimonial de los servidores o ex servidores públicos y los particulares, cuando se hubieren conciliado ante el Consejo de Estado pretensiones de la misma naturaleza y de ello se deriven obligaciones patrimoniales a cargo de las entidades estatales. 

CIRCULAR N.° 10

PARA: 
PROCURADORES JUDICIALES PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 

DE: 
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 

ASUNTO: 
FORTALECIMIENTO DE LA INTERVENCIÓN DE LOS AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LAS ACCIONES DE REPETICIÓN Y EN LOS LLAMAMIENTOS EN GARANTÍA CON FINES DE REPETICIÓN QUE SE PROMUEVAN EN DEFENSA DEL PATRIMONIO PÚBLICO 

FECHA: 
07 MARZO 2007 

Este Despacho considera pertinente reiterar a los procuradores judiciales para asuntos administrativos la obligación que les asiste de intervenir, obligatoria y activamente, en las acciones de repetición
. Igualmente, deberán promover el llamamiento en garantía con fines de repetición cuando se den los supuestos señalados en la ley y cuando quiera que en los procesos seguidos en contra de entidades públicas relativos a controversias de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales, aparezca prueba sumaria de la responsabilidad del agente estatal, dada su actuación dolosa o gravemente culposa
. 

Para tal efecto, los procuradores judiciales para asuntos administrativos tendrán en cuenta las admoniciones efectuadas a las entidades de derecho público y a los abogados encargados de la defensa judicial, contenidas en recientes pronunciamientos de la Sección Tercera del Consejo de Estado
, entre ellos el consignado en el expediente 16.887 (Consejero Ponente: Dr. Mauricio Fajardo Gómez), en el sentido de recordarles la obligación que les asiste de dar un manejo probatorio riguroso a las acciones de restitución patrimonial, que posibilite el ejercicio eficiente y eficaz de las mismas. El Consejo de Estado precisó en la citada sentencia: 

(...) Es del caso advertir a la entidad demandante que el derecho -deber de ejercer la acción de repetición contra los funcionarios y exfuncionarios o particulares que ejerzan funciones públicas, comporta el desarrollo efectivo de la carga de la prueba tanto al incoar la acción como durante las etapas previstas para ello dentro del proceso, con el fin de demostrar judicialmente los presupuestos objetivos (sentencia condenatoria y pago) y la conducta dolosa o gravemente culposa del agente público, por la cual debe reparar al Estado las sumas que éste canceló a las victimas dentro de un proceso indemnizatorio, lo que además se traduce en garantizar el derecho de defensa dentro del proceso al demandado servidor o ex servidor público o particular que ejerció función pública, de suerte que le permita presentar sus pruebas y contradecir las que se aduzcan en su contra para responsabilizarlo de los hechos que originaron una indemnización o el pago de una condena.(...) 

En la misma providencia el Consejo de Estado refiere la importancia del Ministerio Público en el cumplimiento de la referida tarea, cuando señala: 

"(...) En esta labor dicho sea de paso, también resulta importante la actuación e intervención del Ministerio Público bien sea promoviendo los procesos judiciales de repetición o interviniendo en los mismos, conforme a las funciones que le han sido asignadas por la constitución política y la ley en defensa del orden jurídico, los derechos y garantías fundamentales y el patrimonio publico. (No. 7 del artículo 277 del C P., artículo 8 de la Ley 678 de 2001 y Decreto 262 de 2000)." 

Ahora bien, en materia del ejercicio del llamamiento en garantía con fines de repetición, cabe resaltar el reciente pronunciamiento de la Sección Tercera del Consejo de Estado (Expediente No. 080012331000200200769 01, Consejero Ponente: Dr. Alier Eduardo Hernández Enríquez), en el cual se señala un cambio jurisprudencial respecto al requisito de la prueba sumaria para la procedencia de esa figura procesal. El Consejo de Estado puntualizó: 

(...) indefectiblemente se concluye que, para que proceda legalmente el llamamiento en garantía se deben cumplir a cabalidad con el conjunto de requisitos formales y sustanciales de que tratan los artículo 57, 56, 55 y 54 del C. P. C., Y concretamente respecto de este último, debe reiterarse la necesidad de que se acompañe al escrito de llamamiento la prueba siquiera sumaria, que sea demostrativa de la existencia del vínculo jurídico sustancial que fundamenta la vinculación del tercero pretendida (...) 

En este orden de ideas, dada su condición de agentes del Ministerio Público y en cumplimiento de las directrices de este Despacho, deberán propender, en los procesos en los que sean parte, por el ejercicio y manejo probatorio riguroso tanto de la acción de repetición como del llamamiento en garantía con fines de repetición. Dicha función también será ejercida de manera preventiva en desarrollo de las visitas a los Comités de Conciliación de la entidades públicas del orden nacional, departamental, distrital y municipal que se practiquen en el marco de las actividades del Grupo de Fortalecimiento de la Gerencia Jurídica Pública, creado por este Despacho mediante Resolución N.° 381 del 4 de octubre de 2004.

Atentamente, 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN Nº 083

- 7 ABR. 2006

Por medio de la cual se adiciona y modifica la Resolución número 381 de 4 de octubre de 2004, a través de la cual se creó en la Procuraduría General de la Nación un Grupo de Trabajo para que promueva la Interposición, por los agentes del Ministerio Público y por las entidades públicas, de la acción de repetición y el llamamiento en garantía con fines de repetición.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de las facultades establecidas en el artículo 277 de la Constitución Política y en particular de las conferidas en los numerales 6, 7 y 34 del artículo 7 del Decreto Ley No. 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que con el objeto de identificar y lograr el concurso de todos los actores que tienen la misión de defender el patrimonio público y comprometerlos en estrategias de acción, se diseñó un programa de visitas de control de gestión a las funciones de los Comités de Conciliación de las entidades públicas, (Ley 446 de 1998 y su Decreto Reglamentario 1214 de 2000), acompañado de la capacitación en las distintas temáticas descritas en el artículo 5º del citado decreto. 

Que teniendo en cuenta que las funciones que se vienen desarrollando por parte del grupo de trabajo no están dirigidas exclusivamente a la promoción de la acción de repetición y del llamamiento en garantía, sino que guardan relación con temáticas relacionadas con la gerencia jurídica pública y con las distintas funciones que tienen a su cargo los comités de conciliación, resulta conveniente modificar la denominación del grupo de trabajo creado para el efecto. 

Que el propósito de la Procuraduría General de la Nación es lograr un mayor cubrimiento en visitas y capacitación a los comités de conciliación de las entidades, no solo a nivel nacional sino también departamental, distrital y municipal. 

Que de conformidad con los artículos 37 y 44 del Decreto Ley 262 de 2000, corresponde a los procuradores judiciales administrativos, ejercer funciones preventivas y de control de gestión y velar por la defensa del patrimonio público. 

Que a través de las visitas y capacitaciones a los comités de conciliación se han logrado importantes resultados frente al fortalecimiento de la gerencia jurídica pública, especialmente por el incremento en el uso de la acción de repetición y el llamamiento en garantía con fines de repetición. 

Que por las anteriores razones se hace necesario adoptar medidas que permitan ampliar la cobertura de la actuación preventiva y de control de gestión, a través del concurso de la totalidad de los procuradores judiciales II para asuntos administrativos. 

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, 

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO: El grupo de trabajo creado mediante la Resolución 0381 del 4 de octubre de 2004, en adelante se denominará GRUPO DE TRABAJO PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA GERENCIA JURÍDICA PÚBLICA. 

ARTÍCULO SEGUNDO: Adicionase el artículo quinto de la Resolución 0381 del 4 de octubre de 2004, con el siguiente: "Parágrafo: Los Procuradores Judiciales Administrativos II, bajo la coordinación del Procurador Primero Delegado ante el Consejo de Estado, apoyarán al Grupo de Trabajo para el Fortalecimiento de la Gerencia Jurídica Pública en su labor de visitas a los comités de conciliación y en las capacitaciones Que sobre instrumentos de protección del patrimonio público se adelanten, conforme a las directrices y cronogramas establecidos por la coordinación del grupo". 

ARTICULO TERCERO: Publicación en la página Web. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición; será insertada en la página Web de la Procuraduría Generadle la Nación. 

COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

Dada en Bogotá, D.C., a los - 7 ABR. 2006 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 381

(04 OCT. 2004)

Por medio del cual se crea en la Procuraduría General de la Nación un Grupo de Trabajo para que promueva la interposición, por los agentes del Ministerio Público y por las entidades públicas, de la acción de repetición y el llamamiento en garantía con fines de repetición.

El PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
En ejercicio de las facultades constitucionales y legales establecidas en el artículo 277 de la Constitución Política y, en particular de las conferidas en los numerales 6, 7 y 34 del artículo 7 del Decreto Ley No. 262 de 2000, y 

CONSIDERANDO:

Que conforme al numeral 7 del artículo 277 de la Constitución Política, es función de la Procuraduría General de la Nación "intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público o de los derechos y garantías fundaméntales". 

Que el artículo 90 de la Constitución Política consagra la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños antijurídicos que ocasione por la acción u omisión de las autoridades publicas, así como el derecho que tiene de repetir el valor de la erogación patrimonial en contra del servidor público o del particular que haya ejercido funciones públicas y que hubiere obrado en forma dolosa o gravemente culposa. 

Que la Ley 678 de 3 de agosto de 2001, "por medio de la cual se reglamenta la determinación de responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado a través del ejercicio de la acción de repetición o de llamamiento en garantía con fines de repetición", dispone en su artículo 4 que ",…es deber de las entidades públicas ejercitar la acción de repetición o el llamamiento en garantía, cuando el daño causado por el Estado haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de sus agentes...". 

Que de conformidad con el artículo 19 de la citada ley, "...Dentro de los procesos de responsabilidad en contra del Estado, relativos a las controversias contractuales, reparación directa y nulidad y restablecimiento del derecho, la entidad pública directamente perjudicada o el Ministerio Público, podrán solicitar el llamamiento en garantía...". Por su parte, el artículo 8 ejusdem, señala: "Dentro de los seis (6) meses siguientes al pago total o al pago de la última cuota efectuado por la entidad pública, deberá ejercitar la acción de repetición la persona jurídica de derecho público directamente perjudicada con el pago de una suma de dinero como consecuencia de una condena, conciliación o cualquier otra forma de solución de un conflicto (...) Si no se iniciare la acción de repetición en el término y por la entidad facultada anteriormente, podrá ejercitar la acción de repetición: 1. El Ministerio Público. 2. El Ministerio de Justicia y del Derecho, a través de la Dirección de Defensa Judicial de la Nación...". 

Que de manera concordante el Decreto 262 de 2000, en sus artículos 30.9 y 44.2 dispone como funciones de los procuradores delegados ante el Consejo de Estado y de los procuradores judiciales con funciones de intervención en los procesos contencioso administrativos, la de velar porque se haga efectiva la responsabilidad patrimonial de los servidores o ex servidores públicos y de los particulares, por cuya conducta haya sido declarada responsable una entidad estatal al pago de una condena o conciliación. 

Que frente al crecimiento significativo de las erogaciones patrimoniales que vienen haciendo las entidades públicas con ocasión de los numerosos fallos condenatorios, conciliaciones y otras formas de terminación de conflictos, se hace necesario adoptar, cuando haya lugar, los mecanismos que permitan promover la interposición de llamamientos en garantía con fines de repetición o la presentación de acciones de repetición en contra del servidor público o de! particular investido de funciones públicas que con su conducta dolosa o gravemente culposa haya ocasionado detrimento del patrimonio público. 

Que conocidos los registros estadísticos sobre el ejercicio de la acción de repetición y el llamamiento en garantía con fines de repetición, se encuentra que los mismos son bajos, pues la Procuraduría General de la Nación no cuenta con la información que permita precisar la fecha del pago total de la condena o conciliación, y algunos de los comités de conciliación de las entidades públicas no cumplen a cabalidad con su obligación de estudiar rigurosamente la procedencia del ejercicio de tales mecanismos. 

Que por las anteriores razones se hace necesario adoptar medidas que permitan, en cada caso particular, el uso de estos instrumentos para salvaguardar y recuperar el patrimonio público, especialmente ante los comités de conciliación
 de las entidades públicas y frente a los agentes del Ministerio Público con competencias en estas materias. 

Que conforme a los numerales 6 y 34 del artículo 7 del Decreto 262 de 2000, son funciones del Procurador General de la Nación las de "asignar funciones especiales a las dependencias y empleos de la Procuraduría General de la Nación", y "Crear comités asesores y grupos de trabajo para el cumplimiento de las funciones de la entidad y los previstos en la ley". 

Que de acuerdo con las competencias constitucionales y legales descritas, se considera necesario establecer un Grupo de Trabajo a cargo de la Procuraduría Primera Delegada ante el Consejo de Estado, que coordine, dirija e implemente el plan de acción para la promoción de la interposición, por los agentes del Ministerio Público y las entidades públicas, de la acción de repetición y el llamamiento en garantía con fines de repetición, 

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO: Creación. Créase el Grupo de Trabajo que promueva la interposición, por los agentes del Ministerio Público y por las entidades públicas, de la acción de repetición y el llamamiento en garantía con fines de repetición, en todos aquellos casos en los que realmente se cumplan las condiciones establecidas para tal efecto, 

ARTÍCULO SEGUNDO: Conformación. El Grupo de Trabajo estará integrado por los siguientes miembros: 

Dr. Roberto Augusto Serrato Valdés, Procurador Primero Delegado ante el Consejo de Estado, quien lo coordinará. 

Dr. José Fernando Suárez Venegas, Asesor del Despacho del Procurador General de la Nación. 

Dra. Olga Beatriz González, Asesora adscrita a la Procuraduría Delegada para la Vigilancia de la Función Pública. 

Dra., Erlinda Pineda Ávila, Asesora adscrita a la Oficina Jurídica. 

Dr. Carlos Humberto García Parrado, Profesional Universitario adscrito a la Oficina Jurídica, 

Dr., Alcibíades Cuesta Algarra, Asesor adscrito a la Procuraduría Auxiliar Constitucional. 

Dr. Arturo Ronderos Salgado, Asesor adscrito al Instituto de Estudios del Ministerio Público 

Dra. Sandra Lucia Hincapié Galindo, Sustanciadora adscrita a la Procuraduría Primera Delegada ante el Consejo de Estado, quien actuará como Secretaria Técnica del Grupo de Trabajo. 

PARÁGRAFO PRIMERO: Los funcionarios que hacen parte de este Grupo de Trabajo, serán autorizados por sus superiores inmediatos para el cumplimiento de las funciones encomendadas, las que atenderán sin perjuicio de la carga laboral asignada en los despachos a los cuales se encuentran adscritos. 

ARTÍCULO TERCERO: Funciones. El Grupo de Trabajo tendrá la función de coordinar y ejecutar las estrategias de carácter preventivo, disciplinario y de gestión directa de los agentes del Ministerio Público, definidas en el plan de acción tendiente a la promoción de la acción de repetición y el llamamiento en garantía con fines de repetición, a saber: 

1. Implementar acciones que promuevan el uso de la acción de repetición y el llamamiento en garantía con fines de repetición, en el interior de la Procuraduría General de la Nación. 

2. Implementar acciones que promuevan el uso de la acción de repetición y el llamamiento en garantía con fines de repetición, en los comités de conciliación y en las entidades públicas que no cuentan con aquel ente, 

3. Identificar y lograr el concurso de todos los actores que tiene la misión de defender el patrimonio público y comprometerlos en estrategias de acción en ese mismo sentido. 

4. Recopilar y sistematizar la información sobre procesos activos donde es parte la Nación y las entidades públicas. 

5. Registrar y sistematizar la información de condenas que existen contra la Nación y entidades públicas. 

6. Conocer y sistematizar la información sobre pagos de condenas, conciliaciones y de mas formas de terminación de controversias, que han efectuado las entidades públicas. 

7. Expedir instrucciones sobre la forma en que debe manejarse, eficiente y eficazmente, la acción de repetición y el llamamiento en garantía con fin de repetición. 

8. Brindar capacitación en los mecanismos que la ley consagra para la protección del patrimonio público, especialmente con el llamamiento en garantía y la acción de repetición, 

ARTÍCULO CUARTO: Funciones del Secretario Técnico del Grupo de Trabajo. Serán funciones del Secretario Técnico del Grupo: 

1. Elaborar las actas de cada sesión del Grupo de Trabajo. 

2. Elaborar las comunicaciones y documentos que sean necesarios en ejecución de las estrategias. 

3. Llevar el archivo de las actas y demás documentos que se produzcan en el interior del Grupo. 

4. Las demás que le asigne quien coordina el Grupo. 

ARTÍCULO QUINTO: Soporte. El Grupo de Trabajo contará con el apoyo y asesoría de la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Publica, el Instituto de Estudios del Ministerio Público, la Secretaria General, la Oficina de Sistemas, la Oficina Jurídica y las demás dependencias de la Procuraduría General de la Nación, cuando para el adecuado ejercicio de sus funciones así lo requiera. 

ARTÍCULO SEXTO: Coordinación interinstitucional. El Grupo de Trabajo podrá solicitar el apoyo de las distintas autoridades, especialmente de la Dirección de Defensa Judicial de la Nación del Ministerio del Interior y de Justicia, Contraloría General de la República, Dirección de Crédito Público - Subdirección de Políticas de Riesgo del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con el fin de obtener las informaciones y colaboración necesarias para cumplir adecuadamente con sus funciones. 

ARTÍCULO SÉPTIMO: Reuniones. El Grupo de Trabajo se reunirá cada treinta (30) días, el segundo día hábil de cada mes, o por convocatoria de quien coordina el Grupo cuando lo considere necesario, con miras a hacer seguimiento de las actividades encomendadas. 

ARTÍCULO OCTAVO: publicación en la página Web. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición; será insertada en la página Web de la Procuraduría General de la Nación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE:

Dada en Bogotá, D.C., a los 04 OCT. 2004 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

10. Promover las acciones de pérdida de investidura conforme a la ley. 

11. Las demás que les asigne o delegue el Procurador General. 

Artículo 31. FUNCIONES DE INTERVENCIÓN JUDICIAL EN PROCESOS CIVILES Y AGRARIOS. Los procuradores delegados ejercen las siguientes funciones de intervención judicial en procesos civiles y agrarios: 

1. Como Ministerio Público ante la Sala de Casación Civil y Agraria de la Corte Suprema de Justicia, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, el patrimonio público, las garantías y los derechos fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos y del ambiente, así como los derechos de las minorías étnicas. 

2. Ante la Corte Suprema de Justicia en el trámite del exequátur. 

3. Presentar recursos de casación y revisión ante la Sala de Casación Civil y Agraria de la Corte Suprema de Justicia e intervenir en su trámite, cuando lo consideren procedente. 

4. Las demás que les asigne o delegue el Procurador General. 

Artículo 32. FUNCIONES DE INTERVENCIÓN JUDICIAL EN PROCESOS DE FAMILIA. Los procuradores delegados ejercen las siguientes funciones de intervención judicial en procesos de familia: 

1. Presentar recursos de casación y revisión ante la Sala de Casación Civil y Agraria de la Corte Suprema de Justicia, cuando lo consideren procedente. 

2. Como Ministerio Público ante la Sala de Casación Civil y Agraria de la Corte Suprema de Justicia, en los procesos en que puedan verse afectados la institución familiar, los derechos y garantías fundamentales de los menores, los incapaces o las minorías étnicas. 

3. Las demás que les asigne o delegue el Procurador General. 

Artículo 33. FUNCIONES DE INTERVENCIÓN JUDICIAL EN PROCESOS LABORALES. Los procuradores delegados ejercen las siguientes funciones de intervención judicial en procesos laborales: 

1. Como Ministerio Público ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, el patrimonio público, las garantías y derechos fundamentales, individuales o colectivos, de los trabajadores o pensionados o de las minorías étnicas. 

2. Presentar recursos de casación y revisión ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, cuando lo consideren procedente. 

3. Las demás que les asigne o delegue el Procurador General. 

Artículo 34. FUNCIONES DE INTERVENCIÓN ANTE EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA. Los procuradores delegados intervendrán como Ministerio Público en los procesos disciplinarios que adelante el Consejo Superior de la Judicatura contra servidores públicos de la Rama Judicial cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, los derechos y garantías fundamentales. 

Artículo 35. FUNCIONES DE INTERVENCIÓN ANTE EL CONGRESO DE LA REPUBLICA. Los procuradores delegados intervendrán como Ministerio Público en las actuaciones disciplinarias que adelante el Congreso de la República. 

Parágrafo. Además de las funciones de intervención ante el Congreso de la República, los procuradores delegados deberán proyectar, para la aprobación del Procurador General, los conceptos que éste deba emitir en los casos previstos en el artículo 278 de la Constitución Política. 

Artículo 36. COORDINACIÓN DE LA INTERVENCIÓN ANTE LAS AUTORIDADES JUDICIALES. El Procurador General asignará a los procuradores delegados funciones de coordinación y vigilancia de las actividades de intervención ante las autoridades judiciales que realicen los diferentes funcionarios de la Procuraduría y los personeros. Estos delegados podrán desplazar a los respectivos agentes, asumiendo directamente la intervención judicial, si lo consideran necesario, o designando, ocasionalmente, agentes especiales. Igualmente, podrán desplazar a los personeros distritales y municipales, ordenando la intervención de procuradores judiciales. 

RESOLUCIÓN N.° 005
(15 ENE. 2007)

Por medio de la cual se asignan funciones de coordinación

El Procurador General de la Nación, en uso de sus atribuciones constitucionales y en especial las legales contenidas en el artículo 72 del Decreto- ley 262 de 2000 y,

CONSIDERANDO

Que de acuerdo con lo previsto en el parágrafo del artículo 23 del decreto-Ley 262 de 2000, los Procuradores delegados dependen directamente del Procurador General. 

Que el artículo 36 del Decreto-Ley de 2000, faculta al Procurador General de la Nación para asignar funciones de coordinación y vigilancia de las actividades de intervención ante las autoridades judiciales que realicen los diferentes funcionarios de la Procuraduría. 

Que mediante resolución 017 de 2000, expedida por el Procurador General de la Nación, delegó, distribuyó y asignó las competencias y funciones previstas en los artículos 23 a 36 del Decreto 262 de 2000, entre otras, a las Procuradurías 1ª , 2ª , 3a, y 4ª Delegadas para la Casación Penal y 1ª y 2ª, Delegadas para la Investigación y Juzgamiento Penal. 

Que acorde con lo anterior y en atención a que las Procuradurías Delegadas para la Casación Penal y para la investigación y juzgamiento, ejercen funciones de Ministerio Público en la Justicia Penal, se hace necesario asignar funciones de coordinación a uno de los titulares de los citados despachos, para que implemente las políticas de gestión e intervención, fijadas por el Procurador General, asigne y efectúe el reparto de los asuntos judiciales sometidos a su conocimiento, propender por la unificación de criterios jurídicos en torno a los asuntos penales de su competencia, evalúe y fije los parámetros de gestión de acuerdo a las directrices establecidas por el Procurador General y rinda informes pertinentes. 

Por las anteriores consideraciones, 

RESUELVE

PRIMERO.- Asignar funciones de coordinación de las Procuradurías 1ª, 2ª, 3ª, y 4ª, Delegadas para la Casación Penal y de las Procuraduría 1ª y 2ª Delegadas para la Investigación y Juzgamiento Penal, a la Procuraduría Segunda Delegada para la Casación Penal, 

SEGUNDO.- Las funciones de Coordinación implica la implementación de las políticas de gestión e intervención fijadas por el Procurador General, asignación y realización del reparto de los asuntos judiciales sometidos a su conocimiento liderar la unificación de criterios jurídicos en torno a los asuntos penales de su competencia, evaluación y fijación de parámetros de gestión de acuerdo a las directrices establecidas por el Procurador General y rendición de los informes estadísticos y de gestión pertinentes desarrollados por los citados despachos, 

TERCERO: La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición 15 ENE 2007 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

Salvo disposición legal en contrario, los procuradores delegados resolverán los impedimentos manifestados por los procuradores judiciales que se encuentren bajo su coordinación, así como las recusaciones que contra ellos se formulen y les concederán permisos por causa justificada. 

CAPITULO II.

PROCURADURÍAS JUDICIALES

Artículo 37. FUNCIONES. Los procuradores judiciales ejercerán funciones preventivas y de control de gestión, disciplinarias, de protección y defensa de los derechos humanos y de intervención ante las autoridades administrativas y judiciales, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política, las leyes y en este capítulo cuando lo determine el Procurador General en virtud de las facultades contenidas en el artículo 7 de este decreto. 

Artículo 38. FUNCIONES PREVENTIVAS Y DE CONTROL DE GESTIÓN. Los procuradores judiciales tienen las siguientes funciones preventivas y de control de gestión: 

1. Interponer las acciones populares, de tutela, de cumplimiento, de nulidad de actos administrativos y nulidad absoluta de los contratos estatales, y las demás que resulten conducentes para asegurar la defensa del orden jurídico, en especial las garantías y los derechos fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente o el patrimonio público. 

2. Intervenir en el trámite especial de tutela que adelanten las autoridades judiciales ante quienes actúan, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente, de conformidad con lo previsto en el numeral 7 del artículo 277 de la Constitución Política. 

3. Las demás que les asigne o delegue el Procurador General. 

RESOLUCIÓN N.° 391

(29 DICIEMBRE 2006)

Por la cual se asignan funciones de intervención judicial facultativa a los Procuradores Judiciales en Familia, en los procesos penales para adolescentes.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN
en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en numeral 8, parágrafo del artículo 7 y en el numeral 3 del artículo 37 del Decreto 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que el parágrafo del artículo 7 del Decreto 262 de 2000, dispone que el Procurador General de la Nación ejercerá directamente las funciones que le otorga el artículo 278 de la Constitución Política, las señaladas en el artículo 277 de la Constitución y las demás atribuidas por el legislador podrá ejercerlas por sí o delegarlas en cualquier servidor público o dependencia de la Entidad, en los términos establecidos en el citado Decreto; 

Que el numeral 8 del artículo 7 del Decreto 262 de 2000 asignó al Procurador General de la Nación la facultad de distribuir las funciones y competencias atribuidas en la Constitución y la ley a la Procuraduría General de la Nación, entre las distintas dependencias y servidores de la entidad, atendiendo criterio de especialidad, jerarquía y las calidades de las personas investigadas, cada vez que por necesidades del servicio se requiera; 

Que la Ley 1098 de 2006 "Código de la Infancia y la Adolescencia" en sus artículos 210 y 211 atribuyó funciones de inspección, vigilancia superior, de prevención, control de gestión y de intervención ante las autoridades administrativas y judiciales a la Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia, la cual será ejercida a través de los Procuradores Judiciales de Familia; 

Que el artículo 216 ibidem estableció que el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, se implementará en forma gradual a partir del 1° de enero de 2007 y hasta el 31 de diciembre de 2009, teniendo en cuenta lo anterior se hace necesario delegar las funciones de intervención judicial facultativa ante las autoridades del Sistema; 

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO.- Delegar en los Procuradores Judiciales en Familia, la función de intervención judicial facultativa, en los procesos penales para adolescentes; en sus distintas etapas y ante las autoridades del sistema. 

ARTICULO SEGUNDO.- Delegar en los Procuradores Judiciales en Familia, la función dé intervención judicial facultativa ante las autoridades que fungirán como autoridades del Sistema del Responsabilidad Penal para Adolescentes, en tanto se implementa el mismo en forma gradual en todo el territorio nacional. 

ARTÍCULO TERCERO.- La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición y r deroga todas aquellas disposiciones que le sean contrarias. 

COMUNÍQUESE y CÚMPLASE

Dada en Bogotá D.C. a los 29 DIC 2006
EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Artículo 39. FUNCIONES DISCIPLINARIAS. Cuando por necesidades del servicio, el Procurador General delegue funciones disciplinarias en los Procuradores Judiciales, los Procuradores Judiciales I tienen las mismas competencias de los Procuradores Provinciales y los Procuradores Judiciales II las mismas competencias de los Procuradores Regionales y Distritales. Estas competencias se ejercerán temporal o permanentemente. 

Artículo 40. Además de las funciones propias de su intervención, los procuradores judiciales cumplen las funciones de protección y defensa de los derechos humanos que les asigne o delegue el Procurador General de la Nación. 

Artículo 41. Los procuradores judiciales tienen la condición de agentes del Ministerio Público, para lo cual intervendrán ante las autoridades judiciales indicadas en los artículos siguientes, de conformidad con lo establecido en la Constitución, la ley y lo dispuesto por el Procurador General. Igualmente, intervendrán en los trámites de conciliación.

Artículo 42. PROCURADORES JUDICIALES CON FUNCIONES DE INTERVENCIÓN EN LOS PROCESOS PENALES. Los procuradores judiciales con funciones de intervención en los procesos penales actuarán ante los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, los juzgados especializados, penales y promiscuos del circuito, de ejecución de penas y medidas de seguridad, las salas jurisdiccionales disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura, las unidades de fiscalía y de policía judicial y demás autoridades judiciales que señale la ley. 

Igualmente, interpondrán acciones de extinción del dominio, ante las autoridades judiciales competentes, cuando lo consideren procedente. 

Artículo 43. PROCURADORES JUDICIALES CON FUNCIONES DE INTERVENCIÓN EN LOS PROCESOS PENALES MILITARES. Los procuradores judiciales con funciones de intervención en los procesos penales militares actuarán ante las autoridades judiciales que conozcan procesos penales militares distintas de la Corte Suprema de Justicia y ante las demás autoridades judiciales que señalen el Procurador General o el Procurador Delegado bajo cuya coordinación se encuentren. 

Artículo 44. PROCURADORES JUDICIALES CON FUNCIONES DE INTERVENCIÓN EN LOS PROCESOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS. Los procuradores judiciales con funciones de intervención en los procesos contencioso administrativos actuarán ante los tribunales y los juzgados administrativos, ante los tribunales de arbitramento, cámaras de comercio y asociaciones profesionales gremiales que conozcan procesos contencioso administrativos y demás autoridades que señale la ley. 

Igualmente, intervienen en los procesos de pérdida de investidura de los alcaldes, diputados y concejales y promueven las acciones de pérdida de investidura conforme a la ley. 

Parágrafo. Además de las funciones de intervención en los procesos contencioso administrativos, los procuradores judiciales cumplen las siguientes funciones: 

1. Velar porque se haga efectiva la responsabilidad patrimonial de los servidores o exservidores públicos y los particulares por cuya conducta pueda ser o haya sido declarada responsable una entidad estatal, por sentencia judicial proferida por las autoridades jurisdiccionales ante las que actúan, conforme a la Constitución y la ley. 

CIRCULAR Nº 27

13 MAYO 2004

DE:
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 

PARA:
PROCURADORES JUDICIALES PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 

ASUNTO:
FORTALECIMIENTO DE LA INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO EN RELACIÓN CON EL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA CON FINES DE REPETICIÓN EN PROCESOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS 

Dentro del Plan de Acción para el Fortalecimiento de la Intervención Judicial, en materia de llamamiento en Garantía con fines de Repetición y de Acción de Repetición, concebido para la defensa del patrimonio público y que se encuentra a cargo de la Procuraduría Primera Delegada ante el Consejo de Estado, se consideró pertinente reiterar a los Procuradores Judiciales para Asuntos Administrativos la legitimación que les asiste para efectos de llamar en garantía con fines de repetición cuando quiera que en los procesos de responsabilidad en contra del Estado relativos a controversias de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales, aparezca prueba sumaria
 de la responsabilidad del agente estatal, al haber actuado con dolo o culpa grave ( artículo 19 de la ley 678 del 3 de agosto de 2001).

Para dicho propósito se resalta que la Ley 678 de 2001 consagra la existencia de presunciones de dolo y de culpa grave
, cuyo análisis, para efectos de la utilización del citado instrumento procesal, deberá efectuarse desde la notificación personal del auto admisorio de la demanda, con el objetivo de preparar la eventual solicitud de llamamiento en garantía.

Cabe anotar que la Corte Constitucional en sentencia C-484 de 25 de junio de 2002
, declaró la inexequibilidad de la norma que permitía el llamamiento en garantía con fines de repetición hasta antes de finalizar el periodo probatorio (artículo 20 ejusdem), como quiera que con este precepto se podrían afectar los derechos de contradicción y defensa de quien fuere vinculado al proceso a través de este mecanismo. Por ende, el uso de la figura únicamente podrá realizarse durante el término de fijación en lista del proceso, es decir, antes de que la respectiva actuación judicial se abra a pruebas.

Especial estudio sobre la procedencia del llamamiento en garantía con fines de repetición deberá realizarse en aquellos casos en los que existan decisiones jurisprudenciales uniformes y reiteradas por parte del Consejo de Estado en relación con la responsabilidad administrativa del Estado frente a casos particulares o a la ilegalidad recurrente de actos administrativos, particularmente de naturaleza laboral administrativa.

A manera de ejemplo y para tener en cuenta al momento del correspondiente análisis, se citan los siguientes asuntos:

- Cuando la controversia verse sobre traslados de servidores públicos que son padres cabeza de familia y sus hijos menores de edad

- Cuando se trate de controversias que tengan que ver con la desvinculación del servicio público de empleadas en estado de embarazo.

- Cuando la controversia tenga relación con la solicitud de renuncia por parte de la administración a servidores públicos distintos a los de confianza o manejo. 

- Cuando la controversia guarde relación con supresiones de cargos y en el proceso selectivo de escogencia de los empleados que permanecerán al servicio de la entidad, aparezcan evidencias de que el mismo no estuvo rodeado de la objetividad, veracidad e imparcialidad exigidas por la ley. 

- Cuando la controversia se relacione con violaciones a los derechos humanos con infracciones al derecho internacional humanitario y exista individualización e identificación del agente del Estado autor de las mismas. 

- Cuando la controversia se relacione con responsabilidad administrativa del Estado por actividades de riesgo o de peligro y de las pruebas aparezca la violación de reglamentos. 

- En eventos de falla judicial, cuando se aporte una decisión judicial en sede de revisión que evidencie negligencia del administrador de justicia. 

- Cuando se cuente con fallo penal o disciplinario ejecutoriado que haya deducido responsabilidad del servidor público por los mismos hechos en que se funda la demanda. 

- En los eventos en que exista condena impuesta al Estado colombiano por los organismos internacionales de protección de los derechos humanos, por vulneraciones a los derechos fundamentales o al derecho internacional humanitario y se individualice e identifique el autor de las mismas.

- En controversias contractuales cuando la administración es omisiva en el cumplimiento de sus obligaciones actualmente exigibles- y legalmente adquiridas, y de dicha anomalía se deriva el reconocimiento de intereses. 

- En controversias contractuales cuando la administración omite la liquidación bilateral o unilateral de los contratos estatales y la situación es imputable a la negligencia del servidor público encargado de hacerla.

- En controversias contractuales cuando la administración no adjudica la licitación al proponente favorecido

Sin embargo, no necesariamente en los eventos antes citados se deberá presentar el llamamiento en garantía con fines de repetición, en la medida que cada Procurador Judicial para Asuntos Administrativos deberá analizar la procedencia del uso de la figura, teniendo en cuenta la especificidad del caso debatido, las pruebas existentes en el proceso, las sentencias de constitucionalidad de la Corte Constitucional frente a la Ley 678 de 2001
, los pronunciamientos del Consejo de Estado, así como los supuestos normativos contemplados en el artículo 19 ejusdem. 

De considerarse viable el uso del instrumento procesal, previamente se oficiará a la entidad a la que se encuentre vinculado el servidor o ex servidor público que se pretende vincular a través del llamamiento, con el propósito de determinar su nombre completo, número de identificación, bienes muebles e .inmuebles y demás propiedades, para de esta manera presentar en debida forma el memorial respectivo y sustentar una posible petición de medidas cautelares de embargo y secuestro de bienes y de inscripción de la demanda de bienes sujetos a registro (artículo 23 ejusdem).
Cualquier inquietud que resulte sobre este particular puede ventilarse a través de la Procuraduría Primera Delegada ante el Consejo de Estado, dependencia que estará a cargo de la coordinación y apoyo de esta actividad. 

En el término de dos (2) meses se hará la evaluación de los resultados de la aplicación de la ley en el tema del llamamiento en garantía con fines de repetición, con el objetivo de estudiar la efectividad de la figura y analizar eventuales modificaciones legislativas para hacerla más operativas. 

Por último, manteniendo el control de gestión de las actividades desplegadas por los Procuradores Judiciales para Asuntos Administrativos, en los cinco (5) primeros días de cada mes se hará un reporte de los llamamientos en garantía con fines de repetición que se hubieren presentado en dicho período y en desarrollo de esta Circular. 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

2. Velar porque se haga efectiva la responsabilidad patrimonial de los servidores o exservidores públicos y los particulares cuando se hubieren conciliado ante los tribunales, jueces administrativos y cámaras de comercio pretensiones de la misma naturaleza y de ello se deriven obligaciones patrimoniales a cargo de las entidades estatales. 

3. Remitir, oportunamente, a los respectivos procuradores regionales la información relacionada con las sentencias proferidas contra las entidades públicas que hayan sido declaradas responsables en los procesos administrativos. 

Artículo 45. PROCURADORES JUDICIALES CON FUNCIONES DE INTERVENCIÓN EN LOS PROCESOS CIVILES. Los procuradores judiciales con funciones de intervención en los procesos civiles actuarán ante las salas civiles de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, los juzgados civiles de circuito y municipales, los tribunales de arbitramento que conozcan procesos civiles y demás autoridades que señale la ley, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, el patrimonio público, las garantías y derechos fundamentales, individuales, colectivos o del ambiente. 

Igualmente, intervendrán en el trámite de los exhortos, de conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Civil. 

Artículo 46. PROCURADORES JUDICIALES CON FUNCIONES DE INTERVENCIÓN EN LOS PROCESOS AGRARIOS. Los procuradores judiciales con funciones de intervención en los procesos agrarios actuarán ante las salas civiles y agrarias de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y ante los juzgados de circuito y municipales, los tribunales de arbitramento que adelanten procesos agrarios y demás autoridades que señale la ley, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, el patrimonio público, las garantías y derechos fundamentales, individuales, colectivos o del ambiente. 

Artículo 47. PROCURADORES JUDICIALES CON FUNCIONES DE INTERVENCIÓN EN LOS PROCESOS DE FAMILIA. Los procuradores judiciales con funciones de intervención en los procesos de familia actuarán ante las salas de familia de los Tribunales de Distrito Judicial, los juzgados de familia, promiscuos de familia y de menores y demás autoridades que señale la ley, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, el patrimonio público, las garantías y derechos fundamentales, individuales, colectivos o del ambiente. 

En desarrollo de esta intervención, actuarán especialmente en los procesos en que puedan resultar afectados la institución familiar y los derechos y garantías fundamentales de los menores o los incapaces. 

Artículo 48. PROCURADORES JUDICIALES CON FUNCIONES DE INTERVENCIÓN EN LOS PROCESOS LABORALES. Los procuradores judiciales con funciones de intervención en los procesos laborales actuarán ante las salas laborales de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, los juzgados laborales, los tribunales de arbitramento a que se refiere el Código Sustantivo del Trabajo y demás autoridades que señale la ley, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, las garantías y derechos fundamentales, individuales o colectivos de los trabajadores y pensionados o de las minorías étnicas. 

Igualmente, intervendrán en los procesos laborales en que sean parte incapaces, cuando éstos no tengan quien los represente. 

PARÁGRAFO 1o. El Procurador General, directamente o por medio de los procuradores delegados con funciones de coordinación, distribuirá internamente el trabajo entre las procuradurías judiciales, de acuerdo con las necesidades del servicio. 

PARÁGRAFO 2o. Los procuradores judiciales dependen directamente de los procuradores delegados que ejercen funciones de coordinación y vigilancia administrativa respecto de ellos. 

TITULO VII.

INSTITUTO DE ESTUDIOS DEL MINISTERIO PÚBLICO

Artículo 49. INSTITUTO DE ESTUDIOS DEL MINISTERIO PÚBLICO. El Instituto de Estudios del Ministerio Público es una Unidad Administrativa Especial de carácter académico, autonomía financiera y autonomía presupuestal en los términos del Estatuto Orgánico del Presupuesto, y capacidad de contratación y autonomía administrativa solamente para expedir su reglamento interno, regular su propia actividad y establecer las tarifas de los servicios que presta. Su domicilio es la ciudad de Santa Fe de Bogotá D. C. 

El Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público expedirá el reglamento interno, previa aprobación del Procurador General de la Nación. 

Artículo 50. FUNCIONES. Son funciones del Instituto de Estudios del Ministerio Público: 

1. Asesorar al Procurador General de la Nación y a los funcionarios del Ministerio Público, mediante el desarrollo de programas de capacitación orientados a mejorar la gestión administrativa y a promover el conocimiento y el respeto de los derechos consagrados en la Constitución Política. 

2. Realizar estudios que tengan por objeto orientar la lucha contra la corrupción administrativa y promover la protección de los derechos humanos, así como estimular las actividades que con el mismo fin realicen otras entidades estatales. 

3. Organizar actividades de investigación, cursos y otros eventos académicos sobre los diferentes temas que interesen al Ministerio Público, en los que podrán participar personas ajenas a la entidad. 

4. Realizar los exámenes de actualización de conocimientos a los servidores de la entidad de libre nombramiento y remoción. Para ejercer esta función podrá suscribir contratos con personas públicas o privadas. 

5. Las demás que le asignen la ley y el Procurador General. 

Artículo 51. ESTRUCTURA. El Instituto de Estudios del Ministerio Público tiene la siguiente estructura: 

1. Consejo Académico 

2. Dirección 

3. División de Investigaciones Sociopolíticas y Asuntos Socioeconómicos 

4. División de Capacitación 

5. División Administrativa y Financiera 

Artículo 52. CONSEJO ACADEMICO. El Consejo Académico está integrado por: 

1. El Procurador General de la Nación o su delegado, quien lo presidirá. 

2. El Defensor del Pueblo o su delegado. 

3. El Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público, quien actuará como secretario. 

4. Un representante elegido por los Procuradores Delegados. 

5. Un representante elegido por la asociación de personeros.

Artículo 53. FUNCIONES DEL CONSEJO ACADEMICO. El Consejo Académico del Instituto de Estudios del Ministerio Público tiene las siguientes funciones: 

1. Aprobar los planes y programas académicos. 

2. Adoptar los reglamentos académicos necesarios para el desarrollo de los programas. 

3. Las demás que le asigne la ley. 

Artículo 54. DIRECCION DEL INSTITUTO DE ESTUDIOS DEL MINISTERIO PÚBLICO. El Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público tiene las siguientes funciones: 

1. Asesorar al Procurador General de la Nación en la formulación de las políticas académicas y los criterios generales que deben regir la labor de investigación y capacitación. 

2. Actuar en nombre del instituto ante el ICFES, la Dirección Nacional de Derecho de Autor y las autoridades académicas públicas o privadas, en los asuntos de su competencia. 

3. Expedir el reglamento interno del Instituto previa aprobación del Procurador General. 

4. Suscribir conjuntamente con el Jefe de la División de Capacitación los diplomas, certificados y constancias que deben expedirse con ocasión del desarrollo de las actividades académicas del Instituto. 

5. Ejercer las funciones de superior jerárquico respecto de los servidores públicos del Instituto. 

6. Registrar ante la Dirección Nacional de Derecho de Autor las obras de propiedad del instituto. 

7. Velar por la adecuada utilización de los recursos técnicos, físicos y financieros del instituto. 

8. Dirigir, organizar y controlar las actividades de investigación y capacitación que desarrolle el instituto. 

9. Distribuir entre las distintas dependencias que conforman el instituto, las funciones otorgadas al mismo por la ley, cuando no estén asignadas expresamente. 

10. Conformar grupos de trabajo, de acuerdo con las necesidades del servicio. 

11. Suscribir los contratos y ordenar los pagos y gastos que requiera el instituto para el cumplimiento de sus funciones. 

12. Organizar en las sedes territoriales de la Procuraduría las actividades que resulten necesarias para el cumplimiento de los objetivos del Instituto. 

13. Organizar el sistema de control interno de gestión del instituto. 

14. Dirigir el desarrollo de las relaciones interinstitucionales del instituto y velar por el cumplimiento de los convenios nacionales e internacionales que se celebren. 

15. Diseñar y someter a consideración del Consejo Académico los planes y programas académicos, así como los reglamentos necesarios para su desarrollo. 

16. Las demás que le asigne o delegue el Procurador General. 

PARAGRAFO. El Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público depende directamente del Procurador General. 

Artículo 55. DIVISIÓN DE INVESTIGACIONES SOCIOPOLÍTICAS Y ASUNTOS SOCIOECONÓMICOS. La División de Investigaciones Sociopolíticas y Asuntos Socioeconómicos cumple las siguientes funciones: 

1. Adelantar y apoyar investigaciones científicas, sociales, económicas, históricas, políticas y de otra naturaleza que contribuyan al cumplimiento de los objetivos y funciones del Ministerio Público. 

2. Realizar estudios especiales que faciliten el funcionamiento de la Procuraduría General de la Nación. 

3. Preparar los documentos que sirvan como material de apoyo a la actividad académica del Instituto. 

4. Diseñar y ejecutar estrategias para promover la investigación en asuntos de interés para el Ministerio Público. 

5. Las demás que le asignen la ley y el Procurador General. 

Artículo 56. DIVISION DE CAPACITACION. La División de Capacitación del Instituto de Estudios del Ministerio Público cumple las siguientes funciones: 

1. Planificar y coordinar las actividades de capacitación que realice el instituto. 

2. Determinar las necesidades que en materia de capacitación existan en el Ministerio Público y programar las actividades académicas requeridas para garantizar su satisfacción. 

3. Adelantar campañas pedagógicas relacionadas con la lucha contra la corrupción y la protección de los derechos fundamentales. 

4. Diseñar y desarrollar, en coordinación con la División de Gestión Humana de la Procuraduría General de la Nación, programas de inducción y reinducción para los funcionarios del Ministerio Público. 

5. Preparar el material de apoyo bibliográfico necesario para el desarrollo de los programas académicos. 

6. Suscribir conjuntamente con el Director del Instituto los diplomas, certificados y constancias que deben expedirse con ocasión del desarrollo de las actividades académicas del Instituto 

7. Las demás que le asignen la ley y el Procurador General. 

Artículo 57. DIVISION ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA. La División Administrativa y Financiera del Instituto de Estudios del Ministerio Público cumple las siguientes funciones: 

1. Planear, coordinar y controlar las actividades administrativas y financieras necesarias para garantizar el suministro oportuno de los bienes y servicios requeridos para el funcionamiento del Instituto. 

2. Programar y hacer seguimiento a la ejecución del presupuesto del Instituto, de conformidad con la ley y las instrucciones del director. 

3. Conservar el archivo administrativo del Instituto. 

4. Adelantar las gestiones relacionadas con la celebración de los contratos y convenios necesarios para el cumplimiento de las funciones del Instituto. 

5. Atender el cumplimiento de los compromisos adquiridos y velar por el cobro oportuno de las obligaciones a favor del Instituto. 

6. Las demás que le asignen la ley y el Procurador General. 

Artículo 58. RECURSOS. Los recursos del Instituto de Estudios del Ministerio Público constituirán un Fondo Especial en los términos definidos en el artículo 30 del Estatuto Orgánico del Presupuesto Nacional, y están conformados por: 

1. Los ingresos provenientes de los pagos que por concepto de matrículas y otros rubros efectúen los participantes en los eventos académicos que realice el Instituto. 

2. Los ingresos provenientes de los pagos que se efectúen a favor del Instituto por concepto de la prestación de otros servicios. 

3. Los derechos de autor sobre los trabajos e investigaciones que realice, contrate o patrocine. 

4. Los demás bienes que adquiera a cualquier título. 

5. Los rendimientos financieros obtenidos de sus ingresos y rentas. 

PARAGRAFO. Los rendimientos de los recursos del Instituto de Estudios del Ministerio Público se destinarán única y exclusivamente para el desarrollo de sus funciones. 

Artículo 59. REGIMEN JURIDICO DE ACTOS Y CONTRATOS. Los contratos que celebre el Instituto de Estudios del Ministerio Público se regirán por las normas sobre ciencia y tecnología y por las disposiciones que rigen la contratación estatal. 

Las donaciones que reciba esta Unidad Administrativa Especial no requieren de insinuación judicial y se podrán aceptar sin procedimiento especial, previo concepto favorable del Procurador General de la Nación. 

Artículo 60. CONTROL FISCAL. La Contraloría General de la República ejercerá el control fiscal sobre la gestión del Instituto, de acuerdo con la ley. 

Artículo 61. LABOR EDITORIAL. El Instituto de Estudios del Ministerio Público podrá editar y difundir los estudios que realice, mediante la celebración de convenios o contratos con terceras personas. 

TITULO VIII.

SECRETARÍA GENERAL

Artículo 62. SECRETARIA GENERAL. La Secretaría General tiene las siguientes funciones: 

1. Diseñar planes y programas de desarrollo humano tendientes a garantizar un ambiente laboral adecuado. 

2. Expedir y autenticar las copias de los documentos que reposen en la Procuraduría General de la Nación. 

3. Dirigir y coordinar las actividades tendientes a prestar el soporte administrativo, humano y financiero que requiera la entidad. 

4. Coordinar el ejercicio de la ordenación del gasto, cuando el Procurador delegue dicha función en otros servidores de la entidad. 

5. Dar posesión a los servidores de los niveles directivo, asesor y ejecutivo, salvo al Viceprocurador General, a los procuradores delegados, los procuradores auxiliares y los directores. 

6. Reconocer a los servidores de la entidad vacaciones, licencias, comisiones de servicio y permisos para adelantar estudios cuando superen las dos horas diarias hábiles de trabajo, previo visto bueno del jefe inmediato. 

CIRCULAR N.° 04

DE: 
PROCURADOR GENERAL 

PARA: 
PROCURADORES DELEGADOS, PROCURADORES REGIONALES, PROCURADORES DISTRITALES, PROCURADORES PROVINCIALES, DIRECTOR NACIONAL DE INVESTIGACIONES ESPECIALES, DIRECTOR INSTITUTO DE ESTUDIOS DEL MINISTERIO PUBLICO, SECRETARIA GENERAL, JEFES DE DIVISIÓN, JEFES DE OFICINA. 

ASUNTO: 
COMISIONES DE SERVICIO

FECHA: 
7 FEB. 2007 

Estimados Funcionarios: 

A partir de la fecha el Secretario General de la entidad autorizará las comisiones de servicios de los funcionarios descritos en el art. 5° de la Resolución N.°0357 de 21 de agosto de 2003, Por medio de la cual se regula el reconocimiento y pago de viáticos y gastos de viaje en la Procuraduría General de la Nación. Los Procuradores Regionales autorizarán las comisiones del nivel regional. 

Por lo anterior y con el fin de optimizar los recursos asignados para el rubro de Viáticos y Gastos de Viaje, los funcionarios de la entidad deberán dar estricto cumplimiento a lo establecido en la resolución en comento, art. 7° Presentación de la programación mensual de comisiones y de los formatos de solicitud de comisión. "...Los funcionarios que solicitan la comisión deberán remitir al Secretario General o al Procurador Regional, según sea el caso, dentro de los días veinte (20) y veinticinco (25) de cada mes La programación de comisiones de servicios correspondiente al mes siguiente, junto con los formatos de solicitud de comisión debidamente diligenciados." 

Igualmente me permito reiterarles que la Legalización de los Viáticos, generados por comisiones de servicios, deberá efectuarse dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de su terminación, sin prejuicio de las responsabilidades disciplinarias y fiscales a que haya lugar. 

Los formatos de solicitud de comisión se encuentran a disposición en la página Web de la entidad. 

Agradeciendo su colaboración, 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

7. Reconocer las prestaciones sociales, viáticos y gastos de viaje a los servidores de la entidad. 

8. Tramitar los permisos del Procurador General. 

9. Participar en las comisiones que se integren con otras entidades del Estado, para el estudio y la revisión del régimen salarial y prestacional de los servidores de la entidad. 

10. Dirigir, coordinar y supervisar la labor de las Coordinaciones Administrativas. 

11. Las demás que le asigne o delegue el Procurador General. 

PARAGRAFO. El Secretario General depende directamente del Procurador General. 

Artículo 63. DIVISION DE GESTION HUMANA. La División de Gestión Humana tiene las siguientes funciones: 

1. Asesorar al Secretario General en la formulación e implementación de políticas y programas dirigidos a elevar la calidad de vida laboral de los servidores de la entidad. 

2. Contribuir al diseño y la aplicación de programas de inducción y reinducción de los servidores de la Procuraduría General. 

3. Conservar la documentación relacionada con hojas de vida de personal con vinculación laboral vigente, nómina, salarios, prestaciones sociales y novedades de personal y expedir las constancias y certificaciones relacionadas con la información contenida en dicha documentación. 

4. Elaborar los formatos para la actualización anual de la información sobre declaración de bienes y rentas de los servidores de la entidad. 

5. Tramitar las novedades y situaciones administrativas del personal, incluyendo la afiliación a las empresas promotoras de salud y administradoras de pensiones y preparar, para la firma del Procurador General o su delegado, los actos administrativos relacionados con éstas, así como también lo relacionado con el retiro del servicio. 

6. Conceder permisos para adelantar estudios a los servidores de la entidad, cuando no superen las dos horas diarias hábiles de trabajo, previo visto bueno del jefe inmediato. 

7. Verificar el cumplimiento de los requisitos de las personas nombradas en la entidad y emitir, antes de la respectiva posesión, concepto escrito sobre la acreditación de los mismos. 

8. Dar posesión a los servidores de la entidad del nivel central en los empleos de los niveles profesional, técnico, administrativo y operativo. 

9. Presentar al Secretario General proyectos de convenios con entidades públicas o privadas, con el fin de adelantar programas de desarrollo humano, para la aprobación del Procurador General. 

10. Elaborar las nóminas de la entidad, con el apoyo de la Oficina de Sistemas. 

11. Supervisar las actividades de administración y desarrollo de la gestión humana en los distintos niveles territoriales de la Procuraduría General. 

12. Prestar el soporte humano y logístico que requiera la Comisión de Carrera de la Procuraduría para el cumplimiento de sus funciones. 

13. Desarrollar, coordinar y vigilar el proceso de elección de los representantes de los servidores de la entidad en la Comisión de Personal. 

14. Las demás que le asignen la ley y el Procurador General. 

Artículo 64. DIVISION ADMINISTRATIVA. La División Administrativa cumple las siguientes funciones: 

1. Adelantar las actividades necesarias para la adquisición, el almacenamiento y suministro de bienes y la prestación de los servicios que requiera la Procuraduría General para su funcionamiento, así como prestar el soporte técnico a los usuarios, salvo lo atribuido a la Oficina de Sistemas. 

2. Adelantar las actividades necesarias para garantizar la conservación, el mantenimiento y debida administración de los bienes de la entidad y velar porque se encuentren asegurados adecuadamente. 

3. Evaluar la necesidad de adquirir, tomar en arrendamiento o celebrar cualquier otro negocio jurídico sobre bienes muebles e inmuebles, para lo cual realizará los estudios que permitan determinar las condiciones específicas de dichos bienes. 

4. Llevar el inventario general de los bienes que constituyan el patrimonio de la Procuraduría y conservar los títulos de propiedad y demás documentos necesarios para su identificación y control. 

5. Diseñar programas de seguridad industrial y velar por su cumplimiento. 

6. Controlar el uso adecuado de los bienes de la Procuraduría General. 

RESOLUCIÓN N.° 346

(24 NOVIEMBRE 2006)

Por la cual se adiciona la Resolución N.° 332 de agosto 26 de 2005 

que reformó las Resoluciones 0118 del 9 de octubre 1996

 y 409 del 26 de Octubre de 2004

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, y en especial las conferidas en el artículo 277 de la Constitución Política de Colombia y en los numerales 6, 7 Y 34 del artículo 7° del Decreto Ley No. 262 de 2000 y,

CONSIDERANDO

Que existen, vacíos en la aplicación del procedimiento de baja de bienes muebles inservibles establecido en la Resolución N.° 332 de agosto 26 de 2005, respecto de la competencia y demás trámites por parte de los funcionarios que laboran en las sedes regionales. 

Que la citada resolución, una vez agotado el proceso de baja y remate, no contempla la disposición final de los bienes muebles inservibles dados de baja con valor comercial o de los que por total deterioro, desgaste u obsolescencia no tienen valor comercial según avalúo realizado por perito, que no se hayan podido vender de manera directa a las sociedades u organismos que se dediquen a actividades de reciclaje y/o similares, ni sobre los documentos inservibles que contengan información reservada o estratégica que hayan sido considerados inservibles por el Coordinador del Grupo de Archivo. 

En mérito de lo expuesto, 

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO.- Adiciónese al artículo 8 de la Resolución N.° 332 de agosto 26 de 2005, con los siguientes parágrafos. 

PARÁGRAFO PRIMERO: La competencia de los Procuradores Regionales para proferir la Resolución de Baja definitiva, se determina por el valor de adquisición de los bienes. 

PARÁGRAFO SEGUNDO: Las Procuradurías Regionales deben adelantar en su totalidad los mismos trámites que le corresponden al Comité Evaluador en el Nivel Central de la Procuraduría para el proceso de baja de bienes muebles. 

ARTICULO SEGUNDO.- Adiciónese al artículo 23 de la Resolución N.° 332 de agosto 26 de 2005, con el siguiente parágrafo. 

Parágrafo.- Cuando se agote el proceso de baja y remate de los bienes muebles inservibles con valor comercial o de los que por total deterioro, desgaste u obsolescencia no tengan valor comercial según avalúo realizado por perito, y que no se hayan podido vender de manera directa a las sociedades u organismos que se dediquen a actividades de reciclaje y/o similares, o existan documentos que contengan información reservada o estratégica que hayan sido considerados inservibles por el Coordinador del Grupo de Archivo, se ordenará la destrucción de los mismos. 

Facúltese al Jefe del Grupo de Almacén e Inventarios en el Nivel Central y a los Procuradores Regionales, para proferir la Resolución de Destrucción, previa aprobación del correspondiente Comité Evaluador, la cual se ejecutará por los funcionarios subalternos que aquellos designen, de acuerdo con el manual de procedimientos de la Procuraduría y se consignará en un acta. Copia de lo actuado se remitirá al Jefe de la División Administrativa y a la Oficina de Control Interno para su conocimiento. 

ARTICULO SEGUNDO.- La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición. ; 

PUBLÍQUESE y CÚMPLASE

Dada en Bogotá D. C., a los 24 NOVIEMBRE 2006
EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

7. Llevar las estadísticas de costos y calidad de los bienes y servicios de la entidad y presentar al Secretario General los informes correspondientes. 

8. Mantener actualizado el registro de proveedores de la entidad. 

9. Elaborar el programa anual de compras de bienes muebles de la entidad. 

10. Las demás que le asignen la ley y el Procurador General. 

Artículo 65. DIVISION FINANCIERA. La División Financiera tiene las siguientes funciones: 

1. Dirigir y controlar el manejo presupuestal, contable y de tesorería de la entidad, así como las actividades relacionadas con la administración de los recursos financieros. 

2. Prestar apoyo a la Oficina de Planeación, para la elaboración del anteproyecto de presupuesto y de Programa Anual de Caja de la Procuraduría General, así como sus modificaciones. 

3. Preparar, para la firma del Procurador General, las solicitudes de créditos adicionales y traslados presupuestales que deban presentarse a la Dirección General de Presupuesto. 

4. Impartir directrices sobre el manejo de la contabilidad presupuestal y financiera, de acuerdo con las instrucciones de la Dirección General de Presupuesto, la Contaduría General de la Nación y la Dirección del Tesoro Nacional. 

5. Elaborar las reservas presupuestales y las cuentas por pagar que al cierre de cada ejercicio fiscal deban constituirse. Las primeras serán suscritas por el ordenador del gasto y el jefe de la División Financiera; las segundas por el ordenador del gasto y el tesorero de la entidad. 

6. Expedir, junto con el ordenador del gasto, las delegaciones de pago, para situar los fondos en las Coordinaciones Administrativas y velar porque éstas realicen el manejo presupuestal, contable y de tesorería de conformidad con las normas establecidas. 

7. Suministrar la información que requieran los organismos de control y planeamiento. 

8. Velar porque las solicitudes de compromiso cuenten con la apropiación presupuestal y saldos disponibles libres de afectación, y expedir oportunamente los respectivos certificados de disponibilidad presupuestal. 

9. Vigilar que las órdenes de pago que se tramiten estén contempladas en el programa anual de caja y llenen los demás requisitos legales establecidos para tal efecto. 

10. Evaluar el resultado de las operaciones financieras de la Procuraduría General. 

11. Velar por el manejo adecuado de las cajas menores de la entidad. 

12. Las demás que le asignen la ley y el Procurador General. 

Artículo 66. DIVISIÓN CENTRO DE ATENCIÓN AL PÚBLICO. La División Centro de Atención al Público tiene las siguientes funciones: 

1. Orientar e informar a los ciudadanos que soliciten la actuación o la intervención de la Procuraduría. 

2. Recibir las quejas, reclamos y peticiones verbales, relacionados con actuaciones disciplinarias que se presenten ante la entidad y enviarlas a la División de Registro y Control y Correspondencia. 

3. Expedir los certificados de antecedentes disciplinarios, en los cuales se incluirá el reporte de las sanciones penales de interdicción de derechos y funciones públicas o inhabilidad que les sean comunicadas por los jueces penales, siempre que no hayan sido suspendidas o no estén vigentes. 

4. Coordinar la expedición de los antecedentes disciplinarios cuando dicha función sea asignada a los coordinadores administrativos. 

CIRCULAR Nº 31

PARA: 
PROCURADORES REGIONALES DIRECTORA INSTITUTO DE DEL MINISTERIO PUBLICO COORDINADORA CENTRO DE ATENCIÓN AL PUBLICO COORDINADORES ADMINISTRATIVOS REGIONALES 

DE: 

PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 

ASUNTO:
EXPEDICIÓN ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS 

FECHA: 
JULIO 1 de 2005 

Teniendo en cuenta que es necesario establecer los siguientes criterios y procedimientos con el fin de unificar la información relacionada con el proceso de recaudo de Antecedentes me permito informar a los Coordinadores Administrativos que deben tener en cuenta lo siguiente: 

1.- Se debe recibir única y exclusivamente la copia original expedida y registrada por el banco Granbanco antiguo Bancafe junto con la tirilla blanca. 

1.1.- En el caso de otros bancos como el Agrario se debe recibir única y exclusivamente la copia original expedida y registrada por el banco. 

1.2.- El funcionario encargado de expedir el Antecedente Disciplinario debe verificar que el número de la cuenta que aparece escrita en el recibo de la consignación que se le entrega, corresponda al número de la cuenta del IEMP. 

1.3.- La copia de la consignación debe traer el nombre y número de la Cédula de Ciudadanía de quien solicita el Antecedente Disciplinario. 

1.4.- El usuario debe presentar original o fotocopia de la Cédula de Ciudadanía, junto con el recibo de consignación y la tirilla, en el caso de Granbanco, en el caso de otros bancos como el Agrario solo el recibo de consignación ya que ellos no expiden la tirilla blanca, y la fotocopia de la Cédula de Ciudadanía o el original. 

1.5.- La consignación debe traer el valor del Antecedente Disciplinario. Para esta vigencia es de $3.200.oo (Tres mil doscientos pesos M/cte). 

Sin estos requisitos no se expedirá el Antecedente Disciplinario. 

Sírvase dar estricto cumplimiento a las instrucciones contenidas en esta circular, la cuál rige a partir del 1 de Julio de 2005 

Atentamente, 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

CIRCULAR Nº 70

PARA:
PROCURADORES REGIONALES DIRECTORA INSTITUTO ESTUDIOS DEL MINISTERIO PUBLICO COORDINADORA CENTRO DE ATENCIÓN AL PÚBLICO COORDINADORES ADMINISTRATIVOS REGIONALES

DE: 
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

ASUNTO:
ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS

FECHA:
DICIEMBRE 1 DE 2004

Con la finalidad de ejercer un control de la expedición y recaudo del valor del Certificado de Antecedentes Disciplinarios se asigna la responsabilidad de la ejecución del proceso encabeza del Coordinador Administrativo y con el ánimo de unificar la información con relación al proceso, se considera procedente establecer los siguientes criterios y procedimientos:

 Diligenciar y enviar diariamente vía FAX o por correo electrónico al Instituto de Estudios del Ministerio Público el Formato No. 1 adjunto, con la información correspondiente al número de Certificados de Antecedentes Disciplinarios expedidos y el valor recaudado por los mismos.

 El Instituto, consolida y verifica la información recibida diariamente de las regionales y del CAP, con la finalidad de efectuar los registros contables y las conciliaciones bancarias en forma oportuna.

 Los Coordinadores deben enviar mensualmente el consolidado de la información de Antecedentes Disciplinarios al Instituto de Estudios del Ministerio Público con sus respectivos soportes de consignación, las cuales deben perforarse diariamente.

 Los Coordinadores deben enviar mensualmente al CAP el formato adjunto (2) con la información correspondiente al movimiento diario de antecedentes.

 Los Coordinadores Administrativos deben coordinar con las Entidades Bancarias de cada una de sus regionales, para que se registre en la consignación el Nombre y el No. de Cédula de la persona que solicita el Certificado.

 Instruir en forma permanente a los usuarios para que se abstengan de adquirir las consignaciones a terceros y que realicen el trámite directamente en los bancos autorizados.

Sírvase dar estricto cumplimiento a las instrucciones contenidas en esta circular, la cual rige a partir del 13 de diciembre de 2004.

Atentamente,

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

RESOLUCIÓN Nº 023

(29 DIC. 1995)

POR LA CUAL SE ESTABLECEN LOS MECANISMOS DE CONTROL PARA EL PAGO, RECAUDO Y ADMINISTRACIÓN DE LA TASA RETRIBUTIVA DE SERVICIOS CAUSADA POR LA EXPEDICIÓN DE LA TASA DE LOS CERTIFICADOS DE ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN LA LEY 223 DEL 20 DE DICIEMBRE DE 1995

El Procurador General de la Nación en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, y en especial de las señaladas en el parágrafo 2º del artículo 178 de la Ley 223 del 20 diciembre de 1995, y

C O N S I D E R A N D O

Que la Ley 223 de 1995 creó una tasa retributiva de servicios causada por los certificados sobre antecedentes disciplinarios que expida la Procuraduría General de la Nación.

Que la tasa retributiva de servicios equivale al 20% de un (1) salario mínimo legal diario vigente, al momento de expedir el certificado sobre antecedentes disciplinarios:

Que el artículo 178 de la Ley 223 de 1995 dispone que cuando el valor que resulte de aplicar dicho porcentaje, arrojare fracciones de cien pesos ($100.00), se aproximará a la centena inmediatamente superior;

Que el valor del salario mínimo legal diario vigente para el año de 1996 es de cuatro mil setecientos treinta pesos con cincuenta centavos ($4.730.50);

Que los recursos provenientes de esta tasa retributiva deben ser recibidos por el Instituto de estudios del Ministerio Público, con destino exclusivo a implementar y realizar programas de capacitación, mediante consignación en una cuenta especial;

Que de conformidad con los literales b) del artículo 29 y a) del artículo 33 de la Ley 201 de 1995, corresponde tanto a la Dirección General como a la sección Administrativa del Instituto de Estudios del Ministerio Público velar y controlar los recursos y actividades financieras del mismo.

R E S U E L V E

ARTÍCULO 1º. Fijar en mil doscientos pesos ($1.200.00) moneda legal, el valor correspondiente a la tasa retributiva de servicios, causada por la expedición de certificado de antecedentes disciplinarios.

Parágrafo. Este valor se incrementará el 1º de cada año, proporcionalmente al aumento del salario mínimo legal diario.

ARTÍCULO 2º. El valor recaudado por concepto de la tasa retributiva de servicios se consignará en la Cuenta Especial indicada y administrada por el Instituto de Estudios del Ministerio Público, para la implementación y realización de programas de capacitación orientados a optimizar los servicios que presta la Procuraduría General de la Nación.

Parágrafo. La Sección Administrativa del Instituto de estudios del Ministerio Público controlará el recaudo y destinación de los recursos provenientes de la tasa retributiva de los servicios de que trata esta Resolución.

ARTÍCULO 3º. Están exentos de pago de la tasa retributiva de servicios los certificados de antecedentes disciplinarios solicitados por autoridades o servidores públicos para fines distintos a los de posesión o firma de contratos de preevasión de servicios con la Administración, y para fines exclusivamente oficiales.

ARTÍCULO 4º. La solicitud de antecedentes disciplinarios será presentada en la División Centro de Atención al Público – CAP-, en el horario establecido para tales efectos, o enviada por correo a dicha Dependencia ubicada en al carrera 5ª. Nº 15-60 piso 1º de Santafé de Bogotá, D.C., como también podrá hacerse ante las Procuradurías del orden territorial en donde se descentralice esta función, dependencias que enviarán mensualmente la relación y fotocopias de los respectivos comprobantes de pago con destino al Instituto de Estudios del Ministerio Público ya la División Centro de Atención al Público-CAP-.

En cualquiera de los eventos anteriores, deberá acompañarse copia de la consignación del valor indicado en la presente Resolución.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Dada en Santafé de Bogotá, D.C., a los veintinueve (29) días del mes de diciembre de mil novecientos noventa y cinco (1995)

ORLANDO VÁSQUEZ VELÁSQUEZ

5. Remitir periódicamente al Instituto de Estudios del Ministerio Público la relación de los antecedentes que se expiden en Santa Fe de Bogotá D. C. y que tengan valor económico, adjuntando las copias de los respectivos recibos de pago. 

6. Las demás que le asignen la ley y el Procurador General. 

Artículo 67. JUNTA DE LICITACIONES Y ADQUISICIONES. La Junta de Licitaciones y Adquisiciones estará integrada por: 

1. El Procurador General o su delegado, quien la presidirá. 

2. El Secretario General. 

3. Los jefes de las Divisiones Administrativa y Financiera. 

4. El jefe de la Oficina Jurídica. 

PARAGRAFO. La Junta de Licitaciones se reunirá por convocatoria del Procurador General o del Secretario General. 

Artículo 68. FUNCIONES DE LA JUNTA DE LICITACIONES Y ADQUISICIONES. La Junta de Licitaciones y Adquisiciones tendrá las siguientes funciones: 

1. Designar los comités que deban efectuar las evaluaciones jurídicas, técnicas y financieras de las propuestas recibidas en las diferentes licitaciones o solicitudes de oferta, de acuerdo con la naturaleza y objeto de las mismas. 

2. Estudiar las evaluaciones que presenten los comités a que se refiere el numeral anterior, rendir los conceptos a que haya lugar y hacer las recomendaciones correspondientes para la realización de la respectiva adjudicación. 

3. Asistir a las diligencias de apertura y cierre de las licitaciones y solicitudes de oferta y adoptar las decisiones que resulten necesarias en desarrollo de las mismas. 

4. Las demás que le asignen la ley y el Procurador General. 

PARAGRAFO. Cuando se requiera se podrá contratar, o invitar a conformar el comité técnico a servidores de otra entidad estatal. 

Artículo 69. COORDINACIONES ADMINISTRATIVAS. Las Coordinaciones Administrativas tendrán sede en las procuradurías regionales y ejercerán en el nivel territorial las funciones administrativas que les asigne el Procurador General bajo la dirección, coordinación y supervisión del Secretario General. 

PARAGRAFO. Los servidores que laboran en las Coordinaciones Administrativas dependen directamente del Secretario General. 

TITULO IX.

COMISIÓN DE PERSONAL

Artículo 70. COMISION DE PERSONAL. La Comisión de Personal estará integrada por dos (2) representantes del Procurador General y un representante de los servidores de la entidad quienes serán elegidos para un período de dos (2) años. 

El jefe de la División de Gestión Humana actuará como secretario de la Comisión, con voz pero sin voto. 

Artículo 71. FUNCIONES DE LA COMISION DE PERSONAL. La Comisión de Personal tendrá las siguientes funciones: 

1. Adoptar su propio reglamento. 

2. Colaborar con el Instituto de Estudios del Ministerio Público en la elaboración de los programas de capacitación y vigilar su ejecución. 

3. Preparar, para la firma del Procurador General, los planes de estímulos de los servidores de la entidad y vigilar su ejecución. 

4. Emitir concepto previo, en los casos de traslado de los servidores inscritos en la Carrera de la Procuraduría cuando se trate de cambios definitivos de sede territorial. 

5. Las demás que le asigne la ley. 

PARAGRAFO. El Procurador General regulará, mediante resolución, el procedimiento para la elección del representante de los servidores de la entidad en la Comisión de Personal, así como los demás asuntos que resulten necesarios para su funcionamiento. 

PARAGRAFO TRANSITORIO. Los miembros de la Comisión de Personal designados y elegidos conforme a lo dispuesto en la Ley 201 de 1995 continuarán ejerciendo sus funciones mientras se efectúa la designación de los representantes del Procurador General y la elección del representante de los servidores de la entidad. 

La Comisión de Personal continuará sesionando de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 001 de 1997, expedido por la Comisión de Personal prevista en la Ley 201 de 1995, mientras adopta su propio reglamento. 

TITULO X.

VEEDURÍA Y CONTROL DISCIPLINARIO INTERNO

Artículo 72. COMPETENCIA DISCIPLINARIA EN UNICA INSTANCIA. El Procurador General de la Nación conoce en única instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra el Viceprocurador, los Procuradores Delegados, los Procuradores Auxiliares, el Secretario General, el Veedor, el Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público, el Director Nacional de Investigaciones Especiales y el Secretario Privado. 

Artículo 73. COMPETENCIA DISCIPLINARIA EN PRIMERA INSTANCIA. La competencia para conocer en primera instancia los procesos disciplinarios por faltas leves, que se adelanten contra los servidores de la Procuraduría corresponde a los respectivos superiores inmediatos, salvo que esté asignada expresamente a otro funcionario de la Procuraduría. 

En las procuradurías judiciales y territoriales la competencia para conocer en primera instancia los procesos disciplinarios por faltas graves corresponde a los respectivos superiores inmediatos. 

Los respectivos Procuradores Delegados con funciones de coordinación conocen en primera instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra los procuradores judiciales por faltas leves y graves. 

La Veeduría conoce en primera instancia: 

a) Los procesos disciplinarios que se adelanten contra los servidores de la Procuraduría que tengan como superior inmediato al Procurador General, distintos a los mencionados en el artículo anterior, así como contra aquéllos que tengan como superior inmediato al Viceprocurador o a los procuradores delegados integrantes de la Sala Disciplinaria. 

b) Los procesos disciplinarios que se adelanten por faltas graves, contra los servidores de la Procuraduría del nivel central, distintos a los mencionados en el artículo anterior. 

c) Los procesos disciplinarios que se adelanten por faltas gravísimas, contra los servidores de la Procuraduría distintos a los mencionados en el artículo anterior. 

Artículo 74. COMPETENCIA DISCIPLINARIA EN SEGUNDA INSTANCIA. El Procurador General de la Nación conoce en segunda instancia los procesos disciplinarios que conoce en primera instancia el Viceprocurador General o la Sala Disciplinaria. 

La Veeduría conoce en segunda instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra los servidores de la Procuraduría decididos en primera por los respectivos superiores inmediatos, salvo que la competencia corresponda a la Sala Disciplinaria. 

La Sala Disciplinaria conoce en segunda instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra los servidores de la Procuraduría decididos en primera por los procuradores delegados y la Veeduría. 

El Viceprocurador General conoce en segunda instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra los servidores de la Procuraduría, por faltas gravísimas. 

TITULO XI.

PROCURADURÍAS TERRITORIALES

CAPITULO I.

PROCURADURÍAS REGIONALES

Artículo 75. FUNCIONES. Las procuradurías regionales tienen, dentro de su circunscripción territorial, las siguientes funciones, cuando lo determine el Procurador General en virtud de las facultades contenidas en el artículo 7 de este decreto. 

1. Conocer en primera instancia, salvo que la competencia esté asignada a otra dependencia de la Procuraduría, los procesos disciplinarios que se adelanten contra: 

a) Los servidores públicos que tengan rango inferior al de Secretario General de las entidades que formen parte de las ramas ejecutiva del orden nacional, legislativa, judicial, de la Contraloría General de la República, la Defensoría del Pueblo, la Organización Electoral, del Banco de la República, de la Comisión Nacional de Televisión, las comisiones de regulación de servicios públicos y de otros organismos autónomos del orden nacional. 

b) Los funcionarios que conforman los órganos de dirección y administración de las áreas metropolitanas en ejercicio de sus funciones, así como de las regiones administrativas y de planificación y de las Regiones y Provincias a que se refieren los artículos 306, 307 y 321 de la Constitución Política. 

c) Los diputados, concejales de las capitales de departamento, contralores departamentales y contralores municipales de capital de departamento, defensores regionales, rectores, directores o gerentes de organismos descentralizados del orden departamental y miembros de sus juntas o consejos directivos, y contra servidores públicos del orden departamental. 

d) Los oficiales subalternos de la Fuerza Pública, salvo por las conductas constitutivas de grave o gravísima violación a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario, cuyo conocimiento esté atribuido a las procuradurías delegadas. 

e) Los jueces del circuito, los jueces penales del circuito especializados, los fiscales seccionales, los fiscales ante los jueces del circuito especializados y miembros de tribunales de arbitramento. 

f) Los notarios de segunda categoría, curadores urbanos, representantes legales e integrantes de las juntas directivas de las Cámaras de Comercio cuyas juntas directivas tengan nueve miembros principales y demás particulares que desempeñen función pública. 

2. Conocer en primera instancia los procesos disciplinarios cuya competencia corresponda a las procuradurías distritales o provinciales, en las circunscripciones territoriales en donde éstas no existan. 

3. Conocer en segunda instancia los procesos disciplinarios decididos en primera por los personeros, los procuradores provinciales y judiciales I. 

4. Adelantar actuaciones disciplinarias de competencia de los procuradores delegados, hasta antes de la apertura de la investigación. De la iniciación de estas investigaciones se dará aviso al procurador delegado competente, a más tardar el día siguiente hábil, para que, si lo estima conveniente, asuma directamente su conocimiento. 

5. Ejercer, de manera selectiva, vigilancia superior de las actuaciones disciplinarias que adelanten los organismos de control interno disciplinario, respecto de las cuales tenga competencia para ejercer el poder preferente. 

6. Revocar, de oficio o a solicitud de parte, sus propios actos y los actos administrativos de naturaleza disciplinaria expedidos por los personeros y los procuradores distritales o provinciales, cuando sea procedente de acuerdo con la ley. 

7. Realizar las acciones necesarias para garantizar el registro oportuno de la información sobre las actuaciones disciplinarias de su competencia. 

8. Ejercer, de manera selectiva, control preventivo de la gestión administrativa y de la contratación estatal que adelantan los organismos y entidades públicas. 

9. Intervenir ante las autoridades públicas, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, el patrimonio público o las garantías y derechos fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente, así como los derechos de las minorías étnicas. 

10. Velar por la eficiente prestación de los servicios públicos. 

11. Velar por la defensa de los derechos del consumidor y usuarios de los servicios públicos domiciliarios. 

12. Llevar un registro actualizado de las sentencias proferidas contra las entidades públicas del orden territorial, mediante las cuales se les condene al pago o la devolución de una cantidad líquida de dinero, así como de los acuerdos conciliatorios celebrados por éstas, y exigir a los servidores públicos la inclusión de las partidas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo y en la Ley Orgánica del Presupuesto. 

13. Intervenir ocasionalmente como Ministerio Público ante las autoridades judiciales competentes, en los asuntos de conocimiento de los procuradores judiciales, en los lugares donde éstos no existan o no puedan actuar, previa comunicación al Procurador Delegado correspondiente. 

14. Interponer las acciones populares, de tutela, de cumplimiento, de nulidad de actos administrativos y nulidad absoluta de los contratos estatales, y las demás que resulten conducentes para asegurar la defensa del orden jurídico, en especial las garantías y los derechos fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente o el patrimonio público. 

15. Conocer y resolver los impedimentos manifestados por los servidores públicos que desempeñen funciones dentro de su circunscripción territorial y carezcan de superior jerárquico, así como las recusaciones que contra ellos se formulen, de conformidad con lo previsto en el artículo 30 del Código Contencioso Administrativo. 

16. Conocer y resolver los impedimentos manifestados por los funcionarios de su dependencia, los personeros y los procuradores provinciales, así como las recusaciones que contra ellos se formulen y designar los servidores que deban reemplazarlos. 

17. Dar posesión a los servidores de la entidad del nivel territorial en los empleos de los niveles profesional, técnico administrativo y operativo. 

18. Conceder permisos a los procuradores provinciales. 

19. Dirimir los conflictos de competencia que se susciten entre los personeros y los procuradores provinciales. 

20. Las demás que les asigne o delegue el Procurador General. 

PARÁGRAFO 1o. Cuando, por razones de conexidad, en una misma actuación deban investigarse y fallarse asuntos de competencia de una procuraduría regional y de procuradurías distritales o provinciales, la competencia para conocer en primera instancia corresponderá a la procuraduría regional. 

PARÁGRAFO 2o. Cuando por el factor territorial varias procuradurías regionales se consideren competentes para conocer procesos contra servidores públicos del orden departamental, conocerá aquélla dentro de cuya circunscripción territorial esté comprendida la capital del respectivo departamento. 

CAPITULO II.

PROCURADURÍAS DISTRITALES Y PROVINCIALES

Artículo 76. FUNCIONES. Las procuradurías distritales y provinciales, dentro de su circunscripción territorial, tienen las siguientes funciones, cuando lo determine el Procurador General en virtud de las facultades contenidas en el artículo 7 de este decreto: 

1. Conocer en primera instancia, salvo que la competencia esté asignada a otra dependencia de la Procuraduría, los procesos disciplinarios que se adelanten contra: 

a) Los alcaldes de municipios que no sean capital de departamento, los concejales de éstos, los personeros, personeros delegados, ediles de juntas administradoras locales, rectores, directores o gerentes de las entidades y organismos descentralizados del orden distrital o municipal, los miembros de sus juntas o consejos directivos, y contra servidores públicos del orden distrital o municipal, según el caso. 

b) Los suboficiales de las Fuerzas Militares y personal civil del Ministerio de Defensa, de sus organismos adscritos o vinculados y de las Fuerzas Militares, que actúen dentro de su circunscripción territorial, salvo por graves violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario cuyo conocimiento esté atribuido a las procuradurías delegadas. 

c) Los suboficiales, agentes, personal del nivel ejecutivo y personal no uniformado de la Policía Nacional, clasificado como especialista, profesional, adjunto y auxiliar, o sus equivalentes en caso de que se modifique la nomenclatura y clasificación de la Policía Nacional. 

d) Los contralores distritales y contralores municipales distintos de los de capital de departamento. 

e) Los jueces municipales, fiscales locales, empleados de la Fiscalía General de la Nación y de las jurisdicciones ordinaria y contencioso administrativa, jueces de paz, jueces de instrucción penal militar, auditores principales y auxiliares de guerra, conciliadores, y auxiliares de la justicia. 

f) Los integrantes de las juntas directivas de las Cámaras de Comercio cuyas juntas directivas tengan seis miembros principales y contra los notarios de tercera categoría. 

2. Adelantar actuaciones disciplinarias de competencia de los procuradores delegados, hasta antes de la apertura de la investigación. De la iniciación de estas investigaciones se dará aviso, a más tardar el día hábil siguiente, al Procurador Delegado competente, para que, si lo estima conveniente, asuma directamente su conocimiento. 

3. Ejercer, de manera selectiva, vigilancia superior de las actuaciones disciplinarias que adelanten los organismos de control interno disciplinario, respecto de las cuales tenga competencia para ejercer el poder preferente. 

4. Revocar sus propios actos, de oficio o a solicitud de parte, cuando sea procedente de acuerdo con la ley. 

5. Realizar las acciones necesarias para garantizar el registro oportuno de la información sobre las actuaciones disciplinarias de su competencia. 

6. Ejercer, de manera selectiva, control preventivo de la gestión administrativa y de la contratación estatal que adelantan los organismos y entidades públicas. 

7. Intervenir ante las autoridades públicas, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, el patrimonio público o las garantías y derechos fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente, así como los derechos de las minorías étnicas. 

8. Velar por la eficiente prestación de los servicios públicos. 

9. Velar por la defensa de los derechos del consumidor y usuarios de los servicios públicos domiciliarios. 

10. Intervenir eventualmente como Ministerio Público ante las autoridades judiciales competentes, en asuntos de conocimiento de los procuradores judiciales, en los lugares donde éstos no existan o no puedan actuar, previa comunicación al Procurador Delegado correspondiente. 

11. Interponer las acciones populares, de tutela, de cumplimiento, de nulidad de actos administrativos y nulidad absoluta de los contratos estatales, y las demás que resulten conducentes para asegurar la defensa del orden jurídico, en especial las garantías y los derechos fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente o el patrimonio público. 

12. Conocer y resolver los impedimentos manifestados por los funcionarios de su dependencia, así como las recusaciones que contra ellos se formulen. 

13. Las demás que les asigne o delegue el Procurador General. 

RESOLUCIÓN N.° 69

(16 MARZO 2007)

"Por medio de la cual se adiciona la Resolución número 283 del 9 de octubre de 2006"

El Procurador General de la Nación, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, y

CONSIDERANDO

Que mediante la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (Ley 270 de 1996), dentro de la estructura orgánica de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, se crearon los Juzgados Administrativos, con la finalidad de colocar a la justicia administrativa más cerca del administrado como expresión garantista del derecho fundamental de acceso a la administración de justicia. 

Que las leyes 393 de 1997, artículo 3°; 446 de 1998, artículo 42; 472 de 1998, artículos 16 y 51, y 678 de 2001, artículo 7°, asignaron competencias a los Juzgados Administrativos para conocer de las acciones de cumplimiento, populares, de grupo, de repetición, tutelas, procesos ordinarios, procesos ejecutivos y demás actuaciones que se tramitan ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

Que mediante Resolución N.° 283 del 9 de octubre de 2006, el Procurador General de la Nación, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, delegó funciones en las Procuraduría provinciales de Facatativa, Girardot, Zipaquirá, Santa Rosa de Viterbo, Barrancabermeja, San Gil y Buenaventura, para actuar ante los Jueces Administrativos. 

Que, en ejercicio de sus funciones constitucionales y legales, especialmente de lo dispuesto por el artículo 257 numeral 1° de la Constitución Política y por los artículos 42, 50, 85 numeral 6 y 89 de la Ley 270 de 1996, dando cumplimiento al artículo 63 de la Ley 446 de 1998 y una vez oído el concepto previo favorable de la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial y de conformidad con lo aprobado en sesión de la Sala Administrativa del 6 de diciembre de 2006, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, mediante Acuerdo No. PSAA06-3806 del 13 de diciembre de 2006, creo un Circuito Judicial Administrativo en el Distrito Judicial Administrativo del Valle del Cauca y modificó parcialmente el Acuerdo No. 3321 de 2006. 

Que el artículo 7° numeral 7° del Decreto 262 de 2000 autoriza al Procurador General de la Nación para expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la Entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por ley. 

Que según lo consagrado en el artículo 7° numeral 8 del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000 corresponde al Procurador General de la Nación, distribuir entre las distintas dependencias y servidores de la entidad, las funciones y competencias atribuidas por la Constitución y la ley a la Procuraduría General de la Nación. 

Que en consideración a que se hace necesario asegurar la oportuna defensa judicial y extrajudicial de los intereses de la Nación -Procuraduría General de la Nación, ante el Juez administrativo de Cartago, es indispensable delegar en la Procuraduría Provincial de Cartago, la función de recibir la notificación personal de las demandas y acciones que se presenten en contra de la entidad y en los trámites de conciliación judicial o extrajudicial en los cuales aquella deba actuar o participar en calidad de parte, en la forma indicada en la Resolución N.° 283 del 9 de octubre de 2006. 

En Mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación. 
RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO.- Adicionar el artículo primero de la Resolución N.° 283 del 9 de octubre de 2006, en el sentido de Delegar las funciones allí otorgadas, en la Procuraduría Provincial que a continuación se relaciona. 

	Distrito
	Ciudad
	Circuito
	Apoderado Judicial de la Procuraduría General de la Nación

	Cartago
	Cartago
	Juzgado único Administrativo de Cartago
	Procuraduría Provincial de Cartago


ARTICULO SEGUNDO.- Los demás términos de la Resolución N.° 283 del 9 de octubre de 2006, no modificados con el presente acto conservan plena vigencia y aplicación. 

ARTICULO TERCERO.- La presente Resolución rige desde la fecha de su publicación. 

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE y CÚMPLASE

Dada en Bogotá, D.C., a los 16 MARZO 2007 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZON

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 283

(09 OCTUBRE 2006)

"Por medio de la cual se delegan funciones en las Procuradurías Provinciales para actuar ante los Jueces Administrativos"

El Procurador General de la Nación,

en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, y

CONSIDERANDO

Que mediante la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (Ley 270 de 1996), dentro de la estructura orgánica de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, se crearon los Juzgados Administrativos, con la finalidad de colocar a la justicia administrativa más cerca del administrado como expresión garantista del derecho fundamental de acceso a la administración de justicia. 

Que, en ejercicio de sus funciones constitucionales y legales, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, en armonía con las previsiones presupuestales adoptadas para tal efecto, ha venido implementado una serie de medidas tendientes a poner en funcionamiento los Juzgados Administrativos. 

Que las leyes 393 de 1997, artículo 3°; 446 de 1998, artículo 42; 472 de 1998, artículos 16 y 51, y 678 de 2001, artículo 7°, asignaron competencias a los Juzgados Administrativos para conocer de las acciones de cumplimiento, populares, de grupo, de repetición, tutelas, procesos ordinarios, procesos ejecutivos y demás actuaciones que se tramitan ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

Que el Consejo Superior de la Judicatura dispuso la creación de dichos juzgados en ciudades o distritos judiciales en donde la Procuraduría General de la Nación no tiene procuradurías Regionales, que aseguren la oportuna defensa de la entidad ante los jueces administrativos. 

Que, el artículo 7° numeral 7° del Decreto 262 de 2000 autoriza al Procurador General de la Nación para expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la Entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por ley. 

Que según lo consagrado en el artículo 7° numeral 8° del Decreto 262 del 22 de febrero de 2000 corresponde al Procurador General de la Nación, distribuir entre las distintas dependencias y servidores de la entidad, las funciones y competencias atribuidas por la Constitución y la ley a la Procuraduría General de la Nación. 

Que el artículo 7° numeral 6° del Decreto 262 de 2000 faculta al Procurador General de la Nación para asignar funciones especiales a las dependencias y empleos de la Entidad. 

Que en virtud de lo establecido en el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia, en concordancia con lo preceptuado en el parágrafo del artículo 7° del Decreto 262 del 22 febrero de 2000 y en el artículo 9° de la ley 489 de 1998, el Procurador General de la Nación puede, mediante acto de delegación, transferir el ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o complementarias. 

Que como lo dispone el numeral 13 del artículo 76 del Decreto 262 de 2000, corresponde a las Procuradurías Provinciales desempeñar las demás funciones que les asigne o delegue el Procurador General. 

Que en consideración a que se hace necesario asegurar la oportuna defensa judicial - y extrajudicial de los intereses de la Nación - Procuraduría General de la Nación, ante los jueces administrativos, es indispensable delegar en las Procuradurías Provinciales de la entidad, la función de recibir la notificación personal de las demandas y acciones que se presenten en contra de la entidad y en los trámites de conciliación judicial o extrajudicial en los cuales aquella deba actuar o participar en calidad de parte. 

Que para los efectos de asumir la representación de la Procuraduría General de la Nación en los procesos judiciales, acciones de tutela, cumplimiento, populares o de grupo y en los trámites de conciliación judicial o extrajudicial en los cuales deba actuar o participar en calidad de parte, las Procuradurías Provinciales, deben solicitar ante el Jefe de la Oficina Jurídica de la entidad, el otorgamiento del poder requerido para tal fin. Lo anterior, acorde con lo consagrado en la Resolución N.° 274 del 12 de septiembre de 2001. 

Que conforme con lo anterior, las Procuradurías Provinciales deben presentar al Jefe de la Oficina Jurídica de la entidad, un reporte mensual sobre el estado de los procesos que tengan bajo su responsabilidad, indicando en cada caso la referencia exacta de los mismos, el despacho judicial ante el cual se tramitan, el nombre de las partes y del juez del conocimiento, el tomo y folio del Libro Diario respectivo y la última actuación surtida dentro de ellos, dando así cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución Número 136 de mayo 14 de 2001, proferida por el Despacho del señor Procurador General de la Nación.

En Mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación, 

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO.- Delegar en las Procuradurías Provinciales que más adelante se señalan, la función de recibir notificación personal de las demandas y acciones que se presenten en contra de la entidad y en los trámites de conciliación judicial o extrajudicial en los cuales deba actuar o participar, en calidad de parte, sin perjuicio de la facultad de notificación otorgada al Jefe de la Oficina Jurídica, mediante Resolución N.° 274 de 2001. 

	Distrito
	Ciudad
	Circuito
	Apoderado 

Judicial de la Procuraduría General de la Nación

	Cundinamarca
	Facatativa
	Juzgado Único Administrativo de Facatativa
	Procuraduría Provincial de Facatativa

	
	Girardot
	Juzgado Único Administrativo de Girardot
	Procuraduría Provincial de Girardot

	
	Zipaquirá
	Juzgado Único Administrativo de Zipaquirá
	Procuraduría Provincial de Zipaquirá 

	Boyacá
	Santa Rosa de Viterbo
	Juzgado Único Administrativo de Santa Rosa de Viterbo 
	Procuraduría Provincial de Santa Rosa de Viterbo

	Santander
	Barrancabermeja
	Juzgado Único Administrativo de Barrancabermeja
	Procuraduría Provincial de Barrancabermeja

	
	San Gil
	Juzgado Único Administrativo de San Gil
	Procuraduría Provincial de 

San Gil

	
	Buenaventura
	Juzgado Único Administrativo de Buenaventura
	Procuraduría Provincial de Buenaventura


ARTICULO SEGUNDO.- Las Procuradurías Provinciales, para los efectos de asumir la representación de la procuraduría General de la Nación en los procesos judiciales, acciones de tutela, cumplimiento, populares o de grupo y en los trámites de conciliación judicial o extrajudicial en los cuales deba actuar o participar en calidad de parte, deben solicitar ante el Jefe de la Oficina Jurídica de la entidad, el otorgamiento del poder requerido para tal fin. Lo anterior, acorde con lo consagrado en la Resolución N.° 274 del 12 de septiembre de 2001.

Igualmente, las Procuradurías Provinciales deben presentar al Jefe de la Oficina Jurídica de la entidad, un reporte mensual sobre el estado de los procesos que tengan bajo su responsabilidad, indicando en cada caso la referencia exacta de los mismos, el despacho judicial ante el cual se tramitan, el nombre de las partes y del juez del conocimiento, el tomo y folio del Libro Diario respectivo y la última actuación surtida dentro de ellos, dando así cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución Número 136 de mayo 14 de 2001, proferida por el Despacho del señor Procurador General de la Nación. 

ARTICULO TERCERO.- La presente Resolución rige desde la fecha de su publicación. 

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE y CÚMPLASE
Dada en Bogotá, D.C., a los 09 OCTUBRE 2006 

EDGARDO JOSE MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

PARAGRAFO 1o. Las Procuradurías Distritales de Santa Fe de Bogotá, D.C., conocen en primera instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra servidores públicos que tengan rango inferior al de Secretario General de las entidades que formen parte de las ramas ejecutiva del orden nacional, legislativa, judicial, de la Contraloría General de la República, la Defensoría del Pueblo, la Organización Electoral, del Banco de la República, de la Comisión Nacional de Televisión, la Comisión de Regulación de Energía y Gas, demás comisiones de similar naturaleza y de otros organismos autónomos del orden nacional. 

PARAGRAFO 2o. Las Procuradurías Distritales de Santa Fe de Bogotá, D.C., conocen en primera instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra los concejales y el Contralor Distrital de Santa Fe de Bogotá, D.C. 

CAPITULO III.

DISPOSICIONES COMUNES A LOS CAPÍTULOS ANTERIORES

Artículo 77. CAMBIO DE RADICACION DEL PROCESO. El Procurador General de la Nación, de oficio, a solicitud del investigado o del funcionario de conocimiento, podrá cambiar la radicación del proceso disciplinario, asignándolo a otra dependencia, teniendo en cuenta la jerarquía del disciplinado, cuando sea necesario para garantizar el orden jurídico, el interés público o los derechos fundamentales del investigado. 

Artículo 78. FUNCIONES ADMINISTRATIVAS DE CONTROL Y COORDINACIÓN EN EL NIVEL TERRITORIAL. Los procuradores regionales, distritales y provinciales ejercerán las funciones administrativas de control y coordinación que el Procurador General de la Nación les asigne en relación con los servidores de la Procuraduría que laboren en su circunscripción territorial. 

Artículo 79. COMPETENCIA DISCIPLINARIA PARA INVESTIGAR. Las procuradurías regionales, distritales y provinciales podrán adelantar investigaciones disciplinarias de competencia de otras procuradurías de su mismo nivel territorial. No obstante, las decisiones de archivo y los fallos sólo podrán ser proferidos por el funcionario competente, conforme a lo dispuesto en este decreto. 

Artículo 80. DEPENDENCIA DIRECTA. Los procuradores regionales y distritales dependen directamente del Procurador General. Los procuradores provinciales dependen directamente de los respectivos procuradores regionales. 

TITULO XII.

SISTEMA DE INGRESO Y RETIRO DEL SERVICIO, MOVIMIENTOS DE PERSONAL, SITUACIONES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y CALIDADES PARA LOS AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO

CAPITULO I.

SISTEMA DE INGRESO

Artículo 81. INGRESO A LA PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. El ingreso al servicio en la Procuraduría General de la Nación se efectúa por medio de decreto de nombramiento expedido por el Procurador General y la respectiva posesión. 

Los servidores de la planta de personal globalizada prestarán sus servicios en las dependencias para las que fueren nombrados o donde las necesidades del servicio así lo exijan. 

Artículo 82. CLASES DE NOMBRAMIENTO. En la Procuraduría General de la Nación se pueden realizar los siguientes nombramientos: 

a) Ordinario: para proveer empleos de libre nombramiento y remoción. 

b) En período de prueba: para proveer empleos de carrera con personas que hayan sido seleccionadas mediante el sistema de méritos. 

c) Provisional: para proveer empleos de carrera definitivamente vacantes, con personas no seleccionadas mediante el sistema de méritos, mientras se provee el empleo mediante concurso. 

Igualmente, se hará nombramiento en provisionalidad para proveer empleos de carrera o de libre nombramiento y remoción temporalmente vacantes, mientras duren las situaciones administrativas o los movimientos de personal que generaron la vacancia temporal del empleo. 

Jurisprudencia: La Corte Constitucional en providencia C-785/05 decidió estarse a lo resuelto en la sentencia C-077/04 que declaró la exequibilidad del literal c) del artículo 82 y de los artículos 185, 186, 187 y 188 del Decreto Ley 262 de 2000. 
CARRERA ADMINISTRATIVA - Regla general para empleos estatales / CARRERA ADMINISTRATIVA - Objeto

PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN - Carrera administrativa / PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN - Nombramiento en provisionalidad 

NOMBRAMIENTO PROVISIONAL - Carácter esencialmente temporal / NOMBRAMIENTO PROVISIONAL - Límites y condiciones para su utilización 

Problema jurídico planteado

2. Corresponde a la Corte determinar si la facultad atribuida en las disposiciones acusadas al Procurador General de la Nación para hacer nombramientos en provisionalidad con el fin de proveer empleos de carrera vacantes definitiva o temporalmente quebranta el régimen de carrera consagrado como regla general en el Art. 125 de la Constitución para los empleos en los órganos y entidades del Estado y el derecho de todas las personas a acceder a un empleo público en igualdad de condiciones. 

Examen del problema jurídico planteado

3. De conformidad con lo dispuesto en el Art. 125 de la Constitución:

“Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. 

“Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público. 

“El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes. 

“(...)”

En virtud de esta disposición, por regla general los empleos estatales son de carrera y los funcionarios deben ser nombrados en ellos por concurso público, con base en los méritos y calidades de los aspirantes.

La Ley 443 de 1998, por la cual se expidieron normas sobre carrera administrativa, consagra en su Art. 1º el concepto de ésta en los siguientes términos:
“La carrera administrativa es un sistema técnico de administración de personal que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administración pública y ofrecer igualdad de oportunidades para el acceso al servicio público, la capacitación, la estabilidad en los empleos y la posibilidad de ascenso. 

“Para alcanzar estos objetivos, el ingreso, la permanencia y el ascenso en los empleos de carrera administrativa se hará exclusivamente con base en el mérito, sin que motivos como raza, religión, sexo, filiación política o consideraciones de otra índole puedan tener influjo alguno. Su aplicación, sin embargo, no podrá limitar ni constreñir el libre ejercicio del derecho de asociación a que se refiere el artículo 39 de la Constitución Política”. 

La Corte se ha referido en numerosas ocasiones a la carrera administrativa y ha destacado que ella protege no sólo la eficiencia y la eficacia de la actividad estatal sino también la igualdad en el acceso a la función pública, así:

“3- La gestión de personal del Estado colombiano tiene como principio general el sistema de carrera administrativa (art. 125 C.P.), el cual tiene dos claros objetivos, uno referente al Estado y otro que hace relación con la persona. En primer lugar, la carrera administrativa busca la vinculación y permanencia al aparato estatal de las mejores personas, a través de la selección y evaluación, bajo el criterio de méritos y calidades; el Estado, entonces, garantiza el mejor nivel de aptitud en los elementos que lo integran, lo cual aumenta la posibilidad de desarrollar con eficiencia y eficacia sus funciones. Como segunda medida, el sistema de carrera brinda la posibilidad a todas las personas, o a todos los ciudadanos, en los casos respectivos, de acceder en igualdad de oportunidades a los cargos públicos, sin mediar otras variables diferentes a los méritos y calidades. La carrera administrativa protege así no sólo la eficiencia y eficacia de la actividad estatal sino también la igualdad en el acceso a la función pública
.

“Conforme a lo anterior, la regla general, como sistema para la vinculación y permanencia laboral en el Estado, es la carrera administrativa, pero la Carta señala que existen ciertas excepciones a tal principio: los cargos de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley (art. 125 C.P.) (...)”

En el mismo sentido, en otra ocasión expresó:

“De manera que, la incorporación de los cargos y empleos estatales al sistema de carrera administrativa, constituye un presupuesto esencial para la realización de dos propósitos constitucionales: 

“i.) Por una parte, el de la garantía de cumplimiento de los fines estatales, en la medida en que permite que la función pública, entendida como “el conjunto de tareas y de actividades que deben cumplir los diferentes órganos del Estado, con el fin de desarrollar sus funciones y cumplir sus diferentes cometidos y, de este modo, asegurar la realización de sus fines”
, pueda desarrollarse por personas calificadas y seleccionadas bajo el único criterio del mérito y de calidades personales y capacidades profesionales, para determinar su ingreso, permanencia, ascenso y retiro del cargo, bajo la vigencia de los principios de eficacia, eficiencia, moralidad, imparcialidad y transparencia
.

“ii.) Por otra parte, el de la preservación y vigencia de los derechos fundamentales de las personas de acceder al desempeño de funciones y cargos públicos y ejercitar su derecho al trabajo en igualdad de condiciones y oportunidades, con estabilidad y posibilidad de promoción, según la eficiencia en los resultados en el cumplimiento de las funciones a cargo (CP, arts. 2o., 40, 13, 25, 40, y 53).

“iii.) Tampoco se puede perder de vista que el respeto al sistema de carrera administrativa hace vigente el principio de igualdad entre los ciudadanos que aspiran a acceder al ejercicio de un cargo o función pública incorporado a dicho sistema y a ascender dentro de dicha carrera (...)”. 

Específicamente respecto de la Procuraduría General de la Nación, el Art. 183 del Decreto ley 262 de 2000 señala que “[l]a carrera de la Procuraduría es un sistema técnico de administración de personal, que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la entidad y ofrecer igualdad de oportunidades para el acceso a ella, la estabilidad en los empleos y la posibilidad de ascender, como también establecer la forma de retiro de la misma” 

“Para alcanzar estos objetivos, el ingreso, la permanencia y el ascenso en los empleos de carrera de la Procuraduría se hará exclusivamente con base en el mérito, sin que las consideraciones de raza, religión, sexo, filiación política u otro carácter puedan influir sobre el proceso de selección”. 

4. El demandante plantea que el nombramiento en provisionalidad contemplado en las disposiciones parcialmente acusadas es contrario a la regulación constitucional de la carrera administrativa, en cuanto impide el acceso a los cargos públicos mediante concurso público, con base en los méritos y calidades de los aspirantes, permitiendo que aquellos sean ejercidos por sujetos que no cumplen los requisitos constitucionales y legales, y quebranta el principio de igualdad de todas las personas, al negarles dicho acceso. 

Las mencionadas normas prevén, en lo acusado, que en la Procuraduría General de la Nación se puede realizar nombramiento provisional para proveer empleos de carrera definitivamente vacantes, con personas no seleccionadas mediante el sistema de méritos, mientras se provee el empleo mediante concurso y, también, para proveer empleos de carrera o de libre nombramiento y remoción temporalmente vacantes, mientras duren las situaciones administrativas o los movimientos de personal que generaron la vacancia temporal del empleo (Art. 82); que en caso de vacancia definitiva de un empleo de carrera el Procurador General podrá nombrar en encargo a empleados de carrera o en provisionalidad a cualquier persona que reúna los requisitos exigidos para su desempeño; efectuado el nombramiento en encargo o en provisionalidad, la convocatoria a concurso deberá hacerse dentro de los tres (3) meses siguientes a este nombramiento (Art. 185); que el nombramiento tendrá carácter provisional cuando se trate de proveer transitoriamente un empleo de carrera con personal no seleccionado mediante el sistema de mérito, aunque en el respectivo acto administrativo no se determine la clase de nombramiento de que se trata (Art. 186); los empleos de carrera cuyos titulares se encuentren en situaciones administrativas que impliquen separación temporal de los mismos podrán ser provistos por encargo o en forma provisional por el tiempo que duren aquellas situaciones (Art. 187), y que el encargo y la provisionalidad, cuando se trate de vacancia definitiva en cargos de carrera, tendrán un término que podrá prorrogarse (Art. 188). 

5. Como se indicó, la regla general en los empleos en los órganos y entidades del Estado es que son de carrera, por mandato del Art. 125 superior, con las excepciones contempladas en la misma disposición, la cual faculta al legislador para que fije la forma de provisión de aquellos y los requisitos y condiciones para determinar los méritos y calidades de los aspirantes.

Por su parte, el Art. 279 de la Constitución, en relación específicamente con la gestión de personal de la Procuraduría General de la Nación, consagra que la ley determinará lo relativo a la estructura y al funcionamiento de dicha entidad, regulará lo atinente al ingreso y concurso de méritos y al retiro del servicio, a las inhabilidades, incompatibilidades, denominación, calidades, remuneración y al régimen disciplinario de todos los funcionarios y empleados del organismo. 

La realización del concurso público de méritos para proveer un empleo vacante definitivamente requiere un tiempo mínimo, en el cual puedan desarrollarse las etapas de convocatoria, pruebas de selección y conformación de la lista de elegibles.

Por otra parte, la función pública requiere continuidad y, además, debe cumplir los principios de celeridad y eficacia, entre otros, consagrados en el Art. 209 de la Constitución, los cuales son condiciones para alcanzar los fines esenciales del Estado consagrados en el Art. 2º ibídem.

Por estas razones, con un criterio racional y práctico se impone como una necesidad la provisión del cargo en forma temporal o transitoria, mientras se puede hacer la provisión definitiva, lo cual se logra mediante las instituciones del nombramiento provisional de cualquier persona que reúna los requisitos para su desempeño o mediante el encargo a empleados de carrera.

Acerca del carácter esencialmente temporal del nombramiento provisional la Corte Constitucional ha expuesto que su jurisprudencia “privilegia su temporalidad, a fin de impedir que los nombramientos provisionales en los cargos de carrera administrativa se prolonguen de manera indefinida y se conviertan en institución permanente, tal como lo fue en pasado cercano.
 En este sentido se rechazan las prórrogas injustificadas de los nombramientos provisionales, por cuanto “la prórroga debe ser la estrictamente necesaria para que se superen las circunstancias que dieron lugar a la suspensión del concurso y, se debe proceder a reanudarlo en forma inmediata, de manera tal, que el concurso de méritos, sea el instrumento previo, idóneo y esencial, para la provisión de los cargos públicos; porque, de no ser así, se daría lugar a la aplicación de la responsabilidad disciplinaria y patrimonial, tanto de la autoridad nominadora que omita la aplicación de las normas de carrera, como de la Comisión Nacional del Servicio Civil, en el evento de que omita las funciones que la Constitución Política le ha otorgado. Por tanto, se debe garantizar ante todo, la continuidad del servicio público
. (...)”.
 

Con el fin de evitar que el nombramiento provisional pierda su atributo de temporalidad y se convierta en permanente, dejando de ser tal, y que vulnere el mandato constitucional sobre aplicación de la carrera en los cargos del Estado, lo mismo que el derecho de acceso de todas las personas a ellos en igualdad de condiciones, el legislador debe establecer límites y condiciones para su utilización.

En el caso de las normas que se examinan el legislador señaló tales límites y condiciones, en cuanto dispuso, en apartes no demandados del Art. 188 del Decreto ley 262 de 2000, que el nombramiento podrá hacerse hasta por seis (6) meses y prorrogarse por un período igual y que si vencida la prórroga no ha culminado el proceso de selección, el término de duración de la provisionalidad podrá extenderse hasta cuando culmine dicho proceso, medida ésta última con la cual se asegura que el mismo se complete, de modo que cumpla su objetivo.

Así mismo, la afirmación del demandante en el sentido de que el nombramiento en provisionalidad posibilita que la autoridad nominadora designe a personas que no cumplen los requisitos legales para el ejercicio del cargo de carrera respectivo, no es exacta, pues el parágrafo del Art. 82 del Decreto ley 262 de 2000, que no forma parte de las expresiones acusadas, estatuye que “nadie podrá posesionarse en un empleo de la Procuraduría General de la Nación sin el lleno de los requisitos constitucionales y legales exigidos”, disposición ésta que es reiterada expresamente en los apartes demandados del Art. 185 de dicho decreto.

Se observa que en esta forma el nombramiento en provisionalidad para proveer una vacante definitiva en un cargo público de carrera no atenta contra la integridad y la regularidad del concurso público de méritos y, por el contrario, permite su realización y por tanto el logro de sus fines y protege el derecho de todas las personas de acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, con base en los méritos y calidades y en igualdad de condiciones, conforme a lo previsto en los Arts. 13, 40 y 125 superiores. 

Por otra parte, cuando la vacante en el cargo público de carrera no es definitiva, sino temporal, el mismo debe ser provisto también en forma transitoria, por la misma razón anotada de la necesidad de continuidad en la prestación de la función pública, por el tiempo que dure la situación administrativa correspondiente, mediante encargo o mediante nombramiento provisional, de acuerdo con las mismas normas legales. 

Por estas razones los cargos formulados carecen de fundamento y, en consecuencia, la Corte declarará la exequibilidad de las expresiones acusadas, por los cargos examinados en esta sentencia.

Parágrafo. Nadie podrá posesionarse en un empleo de la Procuraduría General de la Nación sin el lleno de los requisitos constitucionales y legales exigidos. 

Artículo 83. PROHIBICION DE SEPARACION DEL EMPLEO. Cuando el empleo sea de manejo o confianza el servidor no podrá cesar en el desempeño de sus funciones mientras no se haya hecho cargo de ellas quien deba reemplazarlo. 

Artículo 84. TERMINO PARA LA ACEPTACION, VERIFICACION Y POSESION EN EL EMPLEO. El nombramiento deberá ser comunicado al interesado dentro de los ocho (8) días siguientes a su expedición y éste deberá aceptarlo dentro de un término igual. 

Aceptado el empleo, el jefe de la División de Gestión Humana antes del acto de posesión, deberá verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos para el desempeño del mismo. El término para la posesión es de 15 días contados a partir de la fecha de aceptación del empleo. 

PARAGRAFO. El término para la posesión podrá ser prorrogado por el nominador por una sola vez hasta por treinta (30) días siempre que se considere justa la causa invocada y que la solicitud se formule antes del vencimiento del término inicial. 

CAPITULO II.

INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES

Artículo 85. INHABILIDADES. No podrán desempeñar empleos en la Procuraduría General: 

1. Quienes padezcan alguna afección física o mental debidamente comprobada, que comprometa la capacidad necesaria para el desempeño del empleo. 

2. Quienes hayan sido condenados, en cualquier época, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos. 

3. Quienes hayan sido condenados, en cualquier época, por delitos contra el patrimonio del Estado o por enriquecimiento ilícito. 

4. Quienes se encuentren bajo medida de aseguramiento de detención preventiva o hayan sido afectados por resolución de acusación o su equivalente, debidamente ejecutoriada, excepto por delitos políticos o culposos. 

Si esta causal de inhabilidad fuere sobreviniente a la posesión en el cargo, se suspenderá al servidor público hasta la finalización del proceso penal correspondiente, mediante acto administrativo contra el cual proceden los recursos de ley. 

5. Quienes se hallen en interdicción judicial. 

6. Quienes, por segunda vez, hayan sido sancionados disciplinariamente, mediante decisión ejecutoriada, con destitución o suspensión de un empleo público, dentro de los cinco (5) años anteriores. 

7. Quienes hayan sido retirados del servicio por haber obtenido calificación de servicios insatisfactoria por decisión en firme. Esta inhabilidad durará dos (2) años. 

8. Quienes en cualquier época, hayan sido excluidos de la profesión. 

9. Las demás que señalen la Constitución Política y la ley. 

Artículo 86. INCOMPATIBILIDADES. Los empleos de la Procuraduría General son incompatibles con: 

1. El desempeño de otro empleo público o privado. 

2. La celebración de contratos, por sí o por interpuesta persona, con entidades públicas o la celebración de contratos de prestación de servicios con entidades privadas. 

3. El desarrollo de funciones de árbitro, conciliador o amigable componedor, salvo que cumpla con estas funciones en razón de su empleo. 

4. La condición de miembro activo de la fuerza pública. 

5. La gestión profesional de negocios ajenos y el ejercicio de la abogacía o cualquier otra profesión u oficio. 

6. Las demás que señalen la Constitución Política y las leyes. 

Parágrafo. En los casos previstos en los numerales 1, 2 y 5 de este artículo se exceptúan la docencia e investigación académica. 

CIRCULAR Nº 17

DE:
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

PARA:
SERVIDORES PÚBLICOS DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN

ASUNTO:
PERMISO EJERCICIO DOCENCIA

FECHA:
FEBRERO 27 DE 2004

La Ley 734 de 2002 (Código Disciplinario Único) en su artículo 34, numeral 11, señala como uno de los deberes del servidor público "dedicar la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al desempeño de las funciones encomendadas, salvo las excepciones legales".

Por su parte, el artículo 35, numeral 27, ejusdem, dispone que a los servidores públicos les está prohibido "ejercer la docencia dentro de la jornada laboral, por un número de horas superior al legalmente permitido".

Conforme con lo anterior es claro que el legislador previó la posibilidad de ejercer la docencia en la jornada laboral, no obstante lo cual respecto de los servidores de la Procuraduría General de la Nación ninguna previsión legislativa se tiene, razón por la cual se impone definir lo pertinente en tanto ello sucede, acudiendo al efecto a la regulación que respecto de los servidores de la rama judicial hizo la ley 270 de 1996 (Ley Estatutaria de Administración de Justicia) que en su artículo 151, parágrafo 2°, dispone que éstos podrán ejercer la docencia universitaria en materias jurídicas hasta por cinco horas semanales siempre que no se perjudique el normal funcionamiento del despacho judicial.

A propósito de la aplicación analógica de la Ley 270 de 1996, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado el pasado 12 de agosto de 2003 (Radicación 1508. Consejero Ponente: Dr. Augusto Trejos Jaramillo), conceptuó que: "…corresponde a la ley determinar el número de horas de ejercicio de la docencia. Sin embargo, si la ley, por olvido involuntario, no señaló el término máximo de la autorización conferida, en aplicación de los Principios de "igualdad" y el de "donde hay una misma razón debe existir una misma disposición" la Sala considera que puede acudirse al efecto útil de las normas y, por tanto, buscar en la normatividad vigente un límite razonable de horas para que, en el caso materia de consulta, se dé la posibilidad del ejercicio de la docencia..."

Consecuente con lo anterior los servidores de la Procuraduría General de la Nación que ejerzan la docencia, sólo pueden hacerlo con un límite de cinco horas semanales en la jornada laboral y siempre y cuando no afecte el normal cumplimiento de la función pública encomendada. Por lo mismo, tal actividad resulta incompatible con el adelantamiento de estudios que comprometa el límite temporal dispuesto.

A partir de la fecha corresponderá a los jefes de las diferentes dependencias disponer lo pertinente para que se de estricto cumplimiento a lo dispuesto en esta circular, procurando la información respectiva que garantice su plena observancia.

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

CAPITULO III.

MOVIMIENTOS DE PERSONAL

Artículo 87. TRASLADO. El traslado definitivo se producirá cuando un servidor de la entidad se designe para suplir la vacancia definitiva de un empleo o para intercambiarlo con otro cuyas funciones sean afines al que desempeña y tenga la misma naturaleza, categoría, nomenclatura y remuneración. 

El traslado podrá tener origen en las necesidades del servicio o en la solicitud del interesado y será procedente siempre y cuando no implique condiciones menos favorables para el trasladado o perjuicios para la buena marcha del servicio. 

El traslado transitorio es aquel que se produce cuando por necesidades del servicio, un empleado de la Procuraduría deba desempeñar funciones en un lugar diferente de su sede habitual. El traslado transitorio no podrá exceder de seis (6) meses. 

Artículo 88. ASCENSO. El ascenso es una forma de provisión de los empleos de carrera definitivamente vacantes, con servidores inscritos en la carrera de la Procuraduría General, mediante el sistema de méritos. No habrá lugar a período de prueba si el ascenso no implica cambio de nivel. 

Artículo 89. ENCARGO EN EMPLEOS DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCION. Hay encargo cuando se designa temporalmente a un servidor de la Procuraduría de libre nombramiento y remoción para asumir, total o parcialmente, desvinculándose o no de las propias de su empleo, las funciones de otro empleo por ausencia temporal o definitiva de su titular. 

Cuando se trata de ausencia temporal, el encargado sólo podrá desempeñar las funciones del empleo que asume, durante el término de aquella. 

Cuando se trate de ausencia definitiva, el encargado podrá desempeñar las funciones del empleo que asuma mientras se nombra el titular del empleo, término que no podrá exceder de seis meses. 

Al vencimiento del encargo, quien venía ejerciendo las funciones encargadas cesará automáticamente en su desempeño y continuará cumpliendo las funciones propias del empleo del cual es titular. 

El encargo no interrumpe el tiempo de servicio para efectos de la antigüedad en el empleo del cual es titular. 

El servidor encargado tendrá derecho a la diferencia entre el sueldo de su empleo y el sueldo señalado para el empleo que desempeña temporalmente, siempre que no sea percibido por su titular. 

Artículo 90. REINTEGRO. El reintegro es la reincorporación al servicio de una persona en cumplimiento de una decisión judicial, como consecuencia de la declaración de nulidad de su desvinculación, de conciliación en los términos legales, y en los casos en que termine la suspensión en el empleo por causa legal. 

CAPITULO IV.

SITUACIONES ADMINISTRATIVAS LABORALES

Artículo 91. DEFINICIÓN. Las situaciones administrativas laborales son las diversas relaciones laborales que surgen entre los servidores públicos de la Procuraduría General y esta entidad, sea que se encuentren en servicio activo o que estén separados temporalmente de él. 

Artículo 92. CLASES DE SITUACIONES ADMINISTRATIVAS LABORALES. Los servidores públicos de la Procuraduría General de la Nación pueden encontrarse en una de las siguientes situaciones administrativas laborales: 

1. Servicio activo: 

1.1. En ejercicio del empleo 

1.2. En comisión de servicio 

1.3. En comisión de estudios 

1.4. En comisión para desempeñar cargos de libre nombramiento y remoción 

1.5. En comisión especial 

1.6. En comisión por invitación de gobierno extranjero 

2. Separados temporalmente del servicio: 

2.1. En licencia ordinaria 

2.2. En licencia por enfermedad, riesgos profesionales y maternidad 

2.3. En licencia remunerada para participar en eventos deportivos 

2.4. Por permiso 

2.5. En vacaciones 

2.6. Por prestación del servicio militar o social obligatorio 

2.7. Por suspensión 

CAPITULO V.

EN SERVICIO ACTIVO

Artículo 93. EN EJERCICIO DEL EMPLEO. Se encuentran en servicio activo los servidores públicos, cuando ejercen las funciones del empleo del cual han tomado posesión. 

Artículo 94. COMISIÓN DE SERVICIO. La comisión de servicio se presenta cuando el servidor público ejerce temporalmente las funciones propias de su empleo en lugar diferente de la sede habitual de su trabajo, o cuando se desarrollan transitoriamente actividades oficiales distintas de las inherentes al empleo del cual es titular pero relacionadas con él, como asistir a reuniones, conferencias, seminarios o realizar trabajos de investigación o visitas de observación que interesen a la Procuraduría General de la Nación. 

El cumplimiento de las comisiones de servicio hace parte de los deberes de todo servidor público de la Procuraduría General y no constituye forma de provisión de empleo. 

Artículo 95. VIATICOS Y GASTOS DE TRANSPORTE. La comisión de servicio puede dar lugar al pago de viáticos y gastos de transporte, conforme a las disposiciones legales y reglamentarias sobre la materia. 

PARAGRAFO. El Oficial de la Policía Nacional que se encuentre en comisión permanente en cumplimiento de las funciones de seguridad y protección del Procurador General tendrá derecho al pago, por parte de la Procuraduría, de los viáticos y gastos de transporte, de acuerdo con su grado, homologado al de los empleos de la planta de personal de la Procuraduría General según la reglamentación que para el efecto expida el Procurador General. 

Artículo 96. DURACION. El acto que confiere la comisión de servicio deberá señalar el término de su duración y podrá prorrogarse discrecionalmente, cuando se justifique por necesidades del servicio. 

En todo caso, se prohíbe la comisión de servicio con carácter permanente. 

Artículo 97. COMISIÓN PARA DESEMPEÑAR CARGOS DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN. El Procurador General de la Nación podrá conferir comisión para desempeñar un empleo de libre nombramiento y remoción en la Procuraduría a un servidor inscrito en la carrera de la entidad, sin que ello implique pérdida ni mengua de los derechos inherentes a la carrera. El acto que la confiere deberá señalar los términos de la comisión y su duración, que no podrá ser mayor a tres (3) años. 

El servidor inscrito en carrera no será evaluado en el empleo de carrera durante el término de la comisión. 

Artículo 98. COMISION DE ESTUDIO. La comisión de estudio la concede el Procurador General y tiene por objeto permitir al servidor concurrir o participar en cursos de capacitación, de postgrado o realizar investigaciones científicas o estudios relacionados con las funciones inherentes a la entidad. 

Artículo 99. REQUISITOS. La comisión de estudio sólo podrá otorgarse a los servidores que cumplan los siguientes requisitos: 

1. Haber prestado sus servicios a la Procuraduría General de la Nación por tiempo no inferior a tres (3) años. 

2. Haber obtenido calificación satisfactoria durante el año inmediatamente anterior, en el evento que el servidor pertenezca a la carrera. 

3. No haber sido sancionado penal, fiscal ni disciplinariamente dentro de los tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud. 

Artículo 100. DURACION. La duración de la comisión de estudio no podrá exceder de tres (3) años. 

Artículo 101. OTORGAMIENTO. El otorgamiento de la comisión de estudio se rige además por las siguientes reglas: 

1. Al servidor en comisión de estudio, se le pagarán la remuneración correspondiente al empleo del cual es titular y los gastos de transporte, cuando haya lugar. 

2. La comisión de estudio en ningún caso genera pago de viáticos. 

3. La comisión de estudio podrá incluir el pago de los costos de matrícula del curso o investigación. 

4. Cuando la comisión de estudio implique la separación total o parcial en el ejercicio de las funciones propias del cargo por seis (6) meses o más, el beneficiario deberá suscribir con la Procuraduría General un convenio en virtud del cual se obligue a prestar sus servicios a la entidad por un tiempo equivalente al doble del que dure la comisión, contado a partir de la fecha en que venza la misma. 

5. El cumplimiento del convenio no implica fuero de inamovilidad del servicio que limite el ejercicio de la facultad discrecional del nominador, ni desconocimiento de los deberes y obligaciones que le asisten al servidor frente a la entidad. 

Artículo 102. CONSTITUCION DE LA CAUCION. Para respaldar el cumplimiento de las obligaciones adquiridas, relacionadas con el artículo anterior, el beneficiario otorgará a favor de la Procuraduría General de la Nación una caución en la cuantía que para cada caso se fije en el convenio, por monto no inferior al establecido por la Contraloría General de la Nación, más los gastos adicionales que origine. 

Mediante resolución motivada, se hará efectiva la caución cuando haya incumplimiento del convenio por causas imputables al comisionado o no se rinda el informe correspondiente. Dicha resolución es susceptible de los recursos de ley. 

No podrá otorgarse comisión de estudio sin la previa celebración del respectivo convenio. 

Artículo 103. REINCORPORACION DEL SERVIDOR. Finalizada la comisión el servidor deberá reincorporarse inmediatamente al ejercicio de sus funciones, y dar cumplimiento a lo pactado en el convenio, so pena de hacerse efectiva la caución, y sin perjuicio de las medidas administrativas a que hubiere lugar. 

Artículo 104. REVOCATORIA DE LA COMISIÓN DE ESTUDIO. La comisión de estudio podrá revocarse en cualquier momento por el Procurador General de la Nación, y exigirse al servidor que reasuma las funciones de su empleo, cuando aparezca demostrado por cualquier medio idóneo, que el rendimiento en el estudio, la asistencia o la disciplina no son satisfactorios, o que se han incumplido los deberes del servidor con la entidad de conformidad con lo pactado en el convenio suscrito para el efecto. 

En consecuencia, el servidor deberá reincorporarse a sus funciones en forma inmediata y cumplir con las obligaciones contenidas en el convenio suscrito para el otorgamiento de dicha comisión. 

Artículo 105. COMISION ESPECIAL. Tiene por objeto cumplir actividades de asesoría al Estado, Estados Extranjeros, u Organismos Internacionales, desempeñar cargos en cualquier entidad del Estado, o asistir, en calidad de conferencista, a seminarios, foros o cualquier evento académico nacional o internacional por un término no mayor de dos (2) años. 

La remuneración para desempeñar empleos en cualquier entidad del Estado, podrá ser asumida por la Procuraduría. 

La comisión especial podrá dar lugar al pago de viáticos y gastos de viaje, será conferida por el Procurador General y se sujetará a los procedimientos que para el efecto se contemplen en la regulación interna. 

Artículo 106. COMISION POR INVITACION DE GOBIERNO EXTRANJERO. Cuando la comisión se dé como consecuencia de invitación de gobierno extranjero y medien las circunstancias establecidas en el artículo 129 de la Constitución Política, el Procurador General, suministrará a la Presidencia de la República la información que a continuación se relaciona: 

1. Clase e importancia de la comisión; 

2. Lugar en donde debe cumplirse; 

3. Duración de la comisión; 

4. Si hay lugar al pago total o parcial de viáticos, la indicación de la entidad que debe pagarlos o la de que no existirá este gasto con cargo al Tesoro Nacional; 

5. Si el pago de pasajes corre total o parcialmente por cuenta del erario público, la clase de ellos y la especificación de si son de ida y regreso. Si el pago no corre por cuenta del erario público, se deberá indicar la persona o entidad que vaya a sufragrar los gastos. 

6. Disponibilidad presupuestal, cuando fuere el caso. 

Artículo 107. COMISIONES EN EL EXTERIOR. Si la comisión ha de cumplirse en el exterior, el término de duración será señalado en el acto administrativo correspondiente, el cual deberá incluir además el término necesario para el traslado. 

La comisión de servicio en el exterior podrá dar lugar a la asignación de funciones. 

Artículo 108. REMUNERACION DURANTE EL TÉRMINO DE LA COMISION. Durante el término de la comisión, el servidor tendrá derecho a su remuneración en pesos colombianos, cuando a ello hubiere lugar. 

PARAGRAFO. Los servidores a quienes se les otorgue cualquiera de las comisiones establecidas en este capítulo deberán presentar al superior inmediato, al finalizar la misma, un informe sobre las actividades cumplidas durante la comisión. 

CAPITULO VI.

SEPARADOS TEMPORALMENTE DEL SERVICIO

Artículo 109. DEFINICION. Se encuentran separados temporalmente del servicio, los servidores que no ejercen las funciones del empleo del cual han tomado posesión por alguna de las circunstancias consagradas en este capítulo. 

Artículo 110. LICENCIA. Es un derecho de los servidores para separarse transitoriamente del ejercicio del empleo por solicitud propia, para adelantar estudios, por enfermedad, riesgos profesionales, maternidad, o actividades deportivas. 

Artículo 111. LICENCIA ORDINARIA. Los servidores tienen derecho por cada año calendario a licencia ordinaria no remunerada hasta por tres (3) meses, en forma continua o discontinua, según lo solicite el interesado. 

Artículo 112. PROCEDENCIA. La licencia ordinaria debe concederse siempre que el servidor la solicite y ella no obedezca a razones relacionadas con los impedimentos, inhabilidades e incompatibilidades señalados en la ley. 

Artículo 113. SOLICITUD, TRÁMITE Y CONCESION. La solicitud de licencia ordinaria debe elevarse ante el jefe inmediato por escrito, quien la remitirá al funcionario competente para concederla. 

Las licencias ordinarias de los servidores de la Procuraduría General de la Nación serán concedidas por el Procurador General. 

Artículo 114. SOLICITUD DE PRORROGA. La solicitud de prórroga deberá presentarse con diez (10) días de anticipación al vencimiento de la licencia ordinaria, ante el jefe inmediato, quien la remitirá inmediatamente al servidor competente para concederla o reconocerla. 

La licencia podrá ser prorrogada, sin exceder el término de los tres (3) meses. 

Artículo 115. IRREVOCABILIDAD DE LA LICENCIA ORDINARIA. La licencia ordinaria no es revocable por quien la concede, pero es renunciable por el beneficiario mediante escrito que deberá presentar ante el funcionario que la concedió, con tres (3) días de anticipación a la fecha en que estima reincorporarse al servicio. 

Artículo 116. SEPARACION DEL SERVICIO. El servidor no podrá separarse del servicio hasta cuando no le sea comunicado el acto administrativo que le conceda la licencia ordinaria. 

Artículo 117. PROHIBICIONES, INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES. Las prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades que la ley establece se extienden a quienes se hallen en uso de licencia, y su violación constituye falta disciplinaria. 

Artículo 118. COMPUTO DEL TIEMPO. El tiempo que dure la licencia ordinaria no es computable como tiempo de servicio para ningún efecto. 

Artículo 119. LICENCIA NO REMUNERADA PARA ADELANTAR ESTUDIOS. Los servidores que hayan prestado sus servicios a la entidad por un término no inferior a un (1) año tienen derecho a solicitar licencia no remunerada para adelantar estudios, hasta por tres (3) años. 

Artículo 120. LICENCIAS POR ENFERMEDAD, RIESGOS PROFESIONALES Y MATERNIDAD. Estas licencias se rigen por las normas que regulan el Régimen Contributivo del Sistema de Seguridad Social, dispuesto por la Ley 100 de 1993 y demás normas que lo complementen, reglamenten o modifiquen. 

El servidor público deberá remitir a la Secretaría General el certificado correspondiente dentro de los tres (3) días siguientes a la ocurrencia del hecho que dio origen a la licencia. 

Artículo 121. COMPETENCIA. La licencia por enfermedad, riesgos profesionales o maternidad podrá ser reconocida de oficio o a solicitud de parte, por el Secretario General, previa presentación del certificado de incapacidad expedido por la entidad a la cual se encuentre afiliado el servidor. 

Artículo 122. RIESGOS PROFESIONALES. El sistema general de riesgos profesionales comprende: accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. 

Artículo 123. INCAPACIDAD. La incapacidad por enfermedad, riesgos profesionales o maternidad es concedida por la entidad competente, de conformidad con la Ley de Seguridad Social Integral y las normas que la adicionen, reglamenten o modifiquen. 

Artículo 124. REFRENDACION DEL CERTIFICADO DE INCAPACIDAD. Si el servidor es asistido por un facultativo ajeno a la entidad promotora de salud a la que se encuentra afiliado, el certificado de incapacidad que se expida deberá ser refrendado por la entidad competente, dentro del término establecido para el efecto, de conformidad con las normas de seguridad social en salud. 

Artículo 125. DURACION. La duración de la licencia por enfermedad y riesgos profesionales será por el término que se determine en el certificado médico de incapacidad expedido por la entidad competente. 

El término de licencia por maternidad es de doce (12) semanas, y la servidora de la Procuraduría General podrá ceder una (1) semana a su cónyuge o compañero permanente, período que deberá coincidir con la del parto o la fase inicial del puerperio. La concesión de dicha semana se hará de acuerdo con las normas que rigen la materia. 

Artículo 126. VENCIMIENTO DE LA INCAPACIDAD. Cuando la incapacidad para trabajar sobrepase el término señalado en la Ley de Seguridad Social o en las normas que la adicionen, modifiquen o reglamenten, se deberá retirar del servicio al funcionario con base en la calificación que expida el competente respecto del estado de invalidez, la cual puede ser temporal o absoluta. Lo anterior sin perjuicio de las prestaciones o indemnizaciones a que tenga derecho el servidor con sujeción a las normas legales vigentes. 

Artículo 127. PAGO. La prestación económica originada en la licencia por enfermedad, riesgos profesionales o maternidad estará a cargo de la entidad competente de conformidad con la Ley de Seguridad Social y las normas que la adicionen, modifiquen o reglamenten. 

Artículo 128. COMPUTO DEL TIEMPO DE SERVICIO. El término de la licencia por enfermedad, riesgos profesionales o maternidad, no interrumpe el tiempo de servicio. 

Artículo 129. LICENCIA REMUNERADA PARA EVENTOS DEPORTIVOS. La Procuraduría General concederá licencia remunerada a favor de los deportistas, dirigentes deportivos, personal técnico y auxiliar, científico y de juzgamiento relacionados con el deporte, que sean seleccionados para representar al país en competiciones o eventos deportivos internacionales y nacionales siempre y cuando sea solicitada a través de Coldeportes, con la indicación de la persona seleccionada y del tiempo requerido para asistir al evento, el cual no podrá sobrepasar noventa (90) días. 

Si por motivo de los resultados de la competición, la delegación termina su actuación antes del total del tiempo previsto, el término de la licencia será reducido proporcionalmente y el beneficiario deberá reincorporarse a sus labores. Si no lo hace, incurre en abandono del cargo. 

Artículo 130. COMPETENCIA. La licencia para eventos deportivos será reconocida por el Secretario General a los servidores de los niveles Directivo, Ejecutivo y Asesor y por el Jefe de la División de Gestión Humana a los empleados de los demás niveles 

Artículo 131. REINCORPORACION AL SERVICIO. Al vencerse la licencia, el servidor deberá reincorporarse de inmediato al ejercicio de sus funciones, so pena de incurrir en abandono del cargo. 

Artículo 132. PERMISOS. Los servidores de la Procuraduría General tendrán derecho a permisos remunerados en un mes, por causa justificada, siempre y cuando no se soliciten los últimos días de un mes acumulados a los primeros del mes siguiente, así: 

El Procurador General, el Viceprocurador General, los procuradores delegados, los procuradores auxiliares, el secretario general hasta por cinco (5) días, los demás empleados, hasta por tres (3) días. 

Si un servidor ha disfrutado de permiso, y le sobreviene una calamidad doméstica, tendrá derecho a tres (3) días más, para lo cual deberá aportar la prueba pertinente dentro de los diez (10) días siguientes. 

Los permisos no generan vacancia del empleo. 

CIRCULAR Nº 34

DE: 
PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN (E) 
PARA: 
Servidores de la Procuraduría General de la Nación

ASUNTO: 
Trámite de permisos, licencias, incapacidades 

FECHA: 
8 JUL. 2004

 

Para el trámite de las solicitudes de permisos, licencias (por enfermedad, riesgos profesionales, maternidad y paternidad), se debe tener en cuenta lo siguiente:

 

Los permisos serán solicitados por escrito a los Jefes inmediatos, quienes podrán concederlos hasta por tres (3) días, siempre y cuando exista causa justificada para su otorgamiento, se garantice la prestación del servicio y cuando no se soliciten en los últimos días de un mes acumulados a los primeros del mes siguiente, ni coincidan con puentes o días festivos.

 

Las incapacidades por enfermedad común, profesional o accidente de trabajo y las licencias de maternidad y paternidad, deben ser autorizadas por la entidad competente y en caso de ser concedidas por médico particular deben ser transcritas por la respectiva E.P.S a la cual se encuentre afiliado el servidor y se deben presentar a la Secretaría General dentro de los tres (3) días siguientes a la ocurrencia del hecho que dio origen a la licencia.

Para el otorgamiento de la licencia remunerada de paternidad, la E.P.S. a la cual se encuentre afiliado el servidor, deberá expedir el respectivo certificado de incapacidad a nombre del esposo o compañero permanente a partir del nacimiento del hijo (a) por el término de cuatro (4) días, en caso de que solo el padre cotice al Sistema de Seguridad Social, o por ocho (8) días hábiles si ambos padres son cotizantes del Sistema, de conformidad con lo establecido en la Ley 755 de 2002.

 

Bajo los parámetros de la normatividad mencionada, la licencia remunerada de paternidad será a cargo de la EPS, donde se encuentre afiliado el servidor, para lo cual se requerirá que el padre haya estado cotizando durante las cien (100) semanas previas al reconocimiento de la licencia.

 

La licencia remunerada de paternidad es incompatible con la licencia de calamidad doméstica y en caso de haberse solicitado esta última por el nacimiento del hijo, estos días serán descontados de la licencia remunerada de paternidad. 

 

Las incapacidades no pueden ser interrumpidas ni fraccionadas durante los días sábado, domingo o festivos. Los certificados de incapacidad general y las licencias son documentos públicos, por lo tanto quienes intervienen en su expedición sin el cumplimiento de las condiciones legales asumen las consecuencias señaladas en la ley. 

Cuando un servidor de la Procuraduría General sufra un accidente de trabajo, deberá informarlo de manera inmediata a su jefe, quien a la mayor brevedad posible, deberá comunicar lo sucedido al Grupo de Desarrollo y Bienestar de Personal- Salud Ocupacional- de la División de Gestión Humana, con el fin de prestar asesoría sobre la prestación de los servicios médicos a servidores y/o sobre las prestaciones asistenciales y económicas que reconoce la ARP en caso enfermedad profesional, accidente de trabajo o muerte. 

 

Es procedente aclarar que cuando se decrete una licencia por incapacidad ocasionada por enfermedad común, enfermedad profesional o licencia de maternidad y el servidor se encuentra disfrutando de vacaciones, éstas se interrumpirán por el mismo tiempo que dure la incapacidad, siempre y cuando medie certificado médico expedido por la entidad competente a la cual se encuentre afiliado el servidor, y se profiera el respectivo acto administrativo.

 

Finalmente se reitera a los Jefes de dependencia dar estricto cumplimiento a lo establecido en la Circular 022 del 26 de marzo de 2004, en el sentido de corroborar que los funcionarios que aparecen en las respectivas nóminas no hayan tenido interrupciones en la prestación del servicio durante el mes respectivo y en caso de presentarse la misma, deberán comunicarlo oportunamente a la División de Gestión Humana. 

Cordialmente, 

 

CARLOS ARTURO GÓMEZ PAVAJEAU

CIRCULAR N.° 07

DE:


PROCURADOR GENERAL

PARA: 
TODOS LOS FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS DE LA PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN.

ASUNTO:

PERMISOS

FECHA:

MARZO 16 DE 2001

Se solicita a todos los funcionarios y empleados de la Procuraduría General, abstenerse de pedir permisos para ser disfrutados antes o después de puentes, vacaciones o Semana Santa.

Salvo casos de urgencia y necesidad debidamente comprobados, estos permisos serán concedidos. La medida evita la prolongación de los días de vacancia reconocidas por la Ley, cuya concesión sin límites rompería con la efectividad, continuidad y celeridad de las funciones que nos competen como Procuraduría.

Cordialmente,

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Artículo 133. SOLICITUD. El permiso remunerado de que trata el artículo anterior deberá solicitarse por escrito, de ser posible con tres (3) días de anticipación a la fecha en que se hará uso del mismo. 

Artículo 134. AUSENCIA POR CALAMIDAD DOMESTICA. Cuando la causa de la ausencia sea una calamidad doméstica, en el momento en que el servidor se reincorpore al ejercicio de sus funciones, deberá acreditar ante el jefe inmediato el motivo que la originó, quien determinará si existió mérito suficiente para la ausencia. 

Artículo 135. PERMISO PARA CITAS MÉDICAS. Los permisos para cumplir citas médicas se justificarán con la constancia correspondiente. Dicho documento debe presentarse al jefe inmediato. 

Artículo 136. PERMISO PARA ESTUDIO. Los servidores que se encuentren adelantando estudios, tramitarán el permiso respectivo ante el Secretario General, previo el visto bueno del superior inmediato, para la variación del horario de trabajo, acreditando que adelanta estudios mediante la constancia expedida por el establecimiento educativo, en donde se indique: la fecha de iniciación y terminación de las labores académicas, el horario de clase y la vigencia de la matrícula correspondiente. 

Artículo 137. PERMISO DE LACTANCIA. La entidad está en la obligación de conceder permiso remunerado de una hora diaria a la servidora que ha culminado la licencia por maternidad, durante los seis (6) meses posteriores a la terminación de la licencia. 

Este permiso será solicitado por la interesada y reconocido por el Secretario General para las servidoras de los niveles Directivo, Ejecutivo y Asesor y para las de los demás niveles por el jefe de la División de Gestión Humana. 

Artículo 138. DIAS DE VACANCIA. Para todos los efectos legales los días de vacancia son: Los sábados, domingos, los días festivos, cívicos o religiosos que determina la ley, los de Semana Santa y el día judicial. 

PARAGRAFO 1o. Establécese como día judicial para la Procuraduría General el diecisiete (17) de diciembre de cada año. 

PARAGRAFO 2o. Cuando por razones del servicio sea necesario que los servidores de la Procuraduría deban laborar en los días de vacancia, el servidor podrá disfrutar, previa autorización del superior inmediato, de un día de descanso compensatorio por cada día de vacancia laborado. 

Artículo 139. VACACIONES. Las vacaciones deberán concederse de oficio por el Procurador General o a petición del interesado, dentro del año siguiente a la fecha en que se cause el derecho a disfrutarlas. 

Los servidores de la Procuraduría General de la Nación tendrán derecho a veintidós (22) días calendario de vacaciones por cada año de servicio, así: 

a) Los comprendidos entre el veinte (20) de diciembre de cada año y el diez (10) de enero siguiente inclusive, para los servidores que disfruten colectivamente vacaciones anuales, siempre que se haya causado el derecho a disfrutarlas. 

b) Los 22 días que se determinen cuando el Procurador General las conceda individualmente. 

Artículo 140. SOLICITUD. La solicitud de vacaciones individuales deberá presentarse ante el jefe inmediato por lo menos con cuarenta y cinco (45) días de anterioridad al inicio de su disfrute, quien la remitirá dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al recibo de la misma, con su visto bueno, al competente para concederlas. 

Artículo 141. ACUMULACION DE VACACIONES INDIVIDUALES. La acumulación solamente puede hacerse por las vacaciones individuales correspondientes a tres (3) años de servicio cumplidos; y el disfrute de por lo menos el primer período deberá decretarse dentro del año siguiente. 

Artículo 142. APLAZAMIENTO. Una vez concedidas las vacaciones sin que haya entrado el servidor a disfrutarlas, éstas podrán aplazarse de oficio por necesidades del servicio. El jefe inmediato deberá informar mediante escrito al competente la razón del aplazamiento para que éste decida sobre su procedencia. El aplazamiento deberá decretarse mediante acto administrativo e interrumpe el término de prescripción. 

Decretado el aplazamiento la prescripción volverá a contarse por el término establecido en el artículo 146 de este decreto. 

Artículo 143. NO REINTEGRO DE LO PAGADO EN CASO DE APLAZAMIENTO. Cuando concedidas y pagadas las vacaciones y la prima correspondiente, el competente determine el aplazamiento de las mismas, el servidor no estará obligado a reintegrar lo recibido por tales conceptos. 

No obstante, lo pagado al servidor se imputará al valor a que tenga derecho por concepto de vacaciones cuando entre a disfrutar de ellas. 

Artículo 144. INTERRUPCION. El disfrute de las vacaciones se interrumpirá cuando se presente alguna de las siguientes causales: 

1. Necesidades del servicio. 

2. Licencia generada por incapacidad ocasionada por enfermedad, riesgos profesionales o maternidad, cuando medie certificado médico expedido por la entidad competente a la cual se encuentre afiliado el servidor. 

3. Prestación del servicio militar o servicio social obligatorio o llamamiento de reservista. 

Artículo 145. DISFRUTE DE LAS VACACIONES INTERRUMPIDAS. Cuando ocurra interrupción justificada en el goce de vacaciones ya iniciadas, el beneficiario tiene derecho a reanudarlas por el tiempo que falte para completar su disfrute y desde la fecha que oportunamente se señale para tal fin, la cual no podrá exceder los doce (12) meses siguientes a la fecha de la interrupción. 

La interrupción, así como la reanudación de las vacaciones, deberán decretarse mediante acto administrativo motivado expedido por el competente. 

Artículo 146. PRESCRIPCION. El término de prescripción de las vacaciones es de tres (3) años contados a partir de la fecha de su causación. 

Artículo 147. PERDIDA DEL DISFRUTE. Cuando sin existir aplazamiento no se hiciese uso, en la fecha señalada, del disfrute de las vacaciones decretadas, el derecho a disfrutarlas se pierde. El competente deberá declarar la pérdida del disfrute de las vacaciones mediante resolución. 

Artículo 148. FACTORES SALARIALES PARA LA LIQUIDACIÓN DE VACACIONES Y PRIMA DE VACACIONES. Para efectos de liquidar tanto el descanso remunerado por concepto de vacaciones como la prima correspondiente, se tendrán en cuenta los factores salariales que devengue el servidor en la fecha en la cual se inicie el disfrute. 

En caso de interrupción de las vacaciones por las causales indicadas, el pago del tiempo faltante de las mismas se reajustará con base en los factores salariales que perciba el servidor al momento de reanudarlas. 

Artículo 149. PRIMA DE VACACIONES. Los servidores de la Procuraduría General tendrán derecho, en virtud de las vacaciones anuales que se causen, a una prima anual equivalente a quince (15) días de salario, de acuerdo con lo previsto en la ley. 

Cuando el servidor se retire del servicio sin haber disfrutado de las vacaciones causadas, tendrá derecho al pago de la prima. La prima de vacaciones se liquidará de acuerdo con lo establecido en la ley. 

Artículo 150. COMPUTO DEL TIEMPO PARA PAGO DE VACACIONES. Para el reconocimiento y pago de vacaciones se computará el tiempo de servicio en los organismos del Estado, salvo que haya habido solución de continuidad o que se encuentren causadas y liquidadas en la entidad anterior. 

Se entiende que hay solución de continuidad cuando medien más de quince (15) días de interrupción en el servicio entre una y otra entidad del Estado. 

Artículo 151. RECONOCIMIENTO Y COMPENSACIÓN DE VACACIONES NO CAUSADAS EN CASO DE RETIRO DEL SERVICIO. Cuando una persona cese en sus funciones faltándole treinta (30) días calendario o menos para cumplir un año de servicio, tendrá derecho a que se le reconozcan y compensen en dinero las correspondientes vacaciones como si hubiere trabajado un año completo. Igualmente, cuando medien razones de necesidad del servicio, el Procurador General podrá disponer su compensación cuando hayan sido interrumpidas o aplazadas. 

Artículo 152. SUSPENSION. Consiste en la separación temporal que de sus funciones se hace a un servidor mediante acto administrativo motivado contra el cual no proceden los recursos de la vía gubernativa, salvo lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 85.

Artículo 153. CLASES DE SUSPENSION. La suspensión de un servidor de la entidad procede en los siguientes casos: 

a. Por solicitud de autoridad judicial. 

b. Por solicitud del funcionario competente que adelante proceso disciplinario o fiscal en contra del servidor. 

c. Como sanción disciplinaria. 

d. Por disposición legal. 

Artículo 154. LEVANTAMIENTO DE LA SUSPENSION. Habrá lugar a levantar la suspensión en el ejercicio del cargo decretada a un servidor, cuando desaparezcan los fundamentos de derecho que la originaron, mediante acto administrativo motivado. 

Artículo 155. SEPARACIÓN TEMPORAL DEL SERVICIO POR PRESTACIÓN DEL SERVICIO MILITAR. Cuando un servidor sea llamado a prestar servicio militar o social obligatorio, o convocado en calidad de reservista, quedará exento de los deberes y obligaciones de su cargo, y no tendrá derecho a percibir la remuneración que corresponda al cargo del cual es titular. 

El servidor que sea llamado a prestar servicio militar o social obligatorio, o convocado en calidad de reservista, deberá comunicar el hecho a su superior inmediato, quien lo pondrá en conocimiento de la Secretaría General, para los trámites correspondientes. 

Artículo 156. EFECTOS. El tiempo de servicio militar o social obligatorio o de la convocatoria en calidad de reservista será tenido en cuenta para efectos de cesantías, pensión de jubilación o vejez, prima de antigüedad si la hubiere, en la forma y términos que señale la ley. 

Artículo 157. REINCORPORACION AL SERVICIO. Al finalizar el servicio militar o social obligatorio o la convocatoria en calidad de reservista, el servidor tiene derecho a ser reincorporado a su empleo, o a otro de igual categoría y de funciones similares, en condiciones equivalentes a aquellas que gozaba al momento de separación. 

Terminada la prestación del servicio militar o social obligatorio o la convocatoria en calidad de reservista, el servidor tendrá treinta (30) días contados a partir del día de la baja, para reincorporarse a sus funciones. Vencido este término si el servidor no se presenta a cumplir sus funciones, incurrirá en abandono del cargo, a menos que manifieste su voluntad de no reanudarlas, evento en el cual se le aceptará la renuncia y será retirado del servicio. 

CAPITULO VII.

RETIRO DEL SERVICIO

Artículo 158. RETIRO DEL SERVICIO. El retiro definitivo de un servidor de la Procuraduría General de la Nación, se produce por: 

1. Insubsistencia por una calificación de servicios insatisfactoria, según lo establecido en el régimen de carrera aplicable a la entidad. 

2. Insubsistencia por inhabilidad anterior a la posesión o sobreviniente. 

3. Insubsistencia discrecional. 

4. Renuncia. 

5. Destitución del empleo. 

6. Vencimiento del período. 

7. Vacancia por abandono del empleo. 

8. Revocatoria del nombramiento. 

9. Declaratoria de nulidad del nombramiento. 

10. Supresión del empleo. 

11. Edad de retiro forzoso. 

12. Retiro con derecho a pensión de jubilación o vejez. 

13. Invalidez absoluta. 

14. Muerte. 

Artículo 159. INSUBSISTENCIA POR UNA CALIFICACIÓN DE SERVICIOS INSATISFACTORIA. El nombramiento de los servidores en período de prueba o inscritos en el régimen de carrera de la Procuraduría General será declarado insubsistente por la autoridad nominadora, cuando se produjere una (1) calificación insatisfactoria, de conformidad con lo establecido en el régimen de carrera de la entidad. 

Artículo 160. INSUBSISTENCIA POR INHABILIDAD ANTERIOR A LA POSESIÓN O SOBREVINIENTE. Cuando se configure cualquiera de las causales de inhabilidad contenidas en la Constitución Política o en la ley, se procederá a retirar al servidor del empleo por medio de acto administrativo motivado que declare la insubsistencia del nombramiento, salvo lo previsto en el numeral 4 del artículo 85 de este decreto. 

Artículo 161. RENUNCIA. La renuncia se produce cuando el servidor manifiesta por escrito, de manera inequívoca, libre y espontánea, su voluntad de separarse definitivamente del servicio. 

No son válidas las renuncias presentadas en blanco, sin fecha determinada, o que pongan con anticipación en manos del nominador la suerte del servidor. 

Artículo 162. IRREVOCABILIDAD DE LA ACEPTACION DE LA RENUNCIA. El acto administrativo que contiene la aceptación de la renuncia es irrevocable. 

Artículo 163. ACEPTACION DE LA RENUNCIA. La aceptación de la renuncia corresponde al nominador y deberá hacerlo por escrito dentro de los treinta (30) días calendario siguientes a la fecha de su presentación. 

Si transcurre este término y no se ha decidido sobre su procedencia, el servidor podrá separarse inmediatamente del servicio sin que por esto incurra en abandono del cargo, o podrá continuar en el desempeño del mismo, caso en el cual la renuncia perderá su vigencia. 

El servidor no podrá dejar de ejercer sus funciones antes del plazo señalado en el acto administrativo de aceptación de la renuncia, so pena de incurrir en las sanciones a que hubiere lugar por abandono del cargo. 

La aceptación de la renuncia no puede tener efectos retroactivos. 

Artículo 164. DESTITUCION. Es una sanción disciplinaria que se le impone a un servidor, sea de carrera o de libre nombramiento y remoción, previo proceso disciplinario, de conformidad con lo establecido en la ley y los reglamentos. 

Artículo 165. INSUBSISTENCIA DISCRECIONAL. Es la decisión que se produce en ejercicio de la facultad discrecional del nominador para remover a un servidor de la entidad que ocupe un empleo de libre nombramiento y remoción. 

Contra la resolución que declara la insubsistencia del nombramiento no procede recurso alguno. 

Artículo 166. VACANCIA DEL EMPLEO POR ABANDONO DEL CARGO. La vacancia del empleo por abandono del cargo se deberá declarar cuando un servidor de la Procuraduría, sin justa causa: 

1. Deja de concurrir al trabajo durante tres (3) días hábiles consecutivos. 

2. No se presenta a laborar dentro de los tres (3) días siguientes hábiles al vencimiento de licencia, permiso, vacaciones, comisión, suspensión o dentro de los treinta (30) días siguientes al vencimiento de la prestación del servicio militar o social obligatorio o de la convocatoria en calidad de reservista. 

3. No concurra al trabajo por tres (3) días hábiles consecutivos antes de habérsele concedido autorización para separarse del servicio o, en caso de renuncia, antes de cumplir los treinta (30) días contados a partir del momento de presentación de la misma. 

Artículo 167. VERIFICACION DE CAUSALES. Corresponde a la División de Gestión Humana la verificación de la existencia de cualquiera de las causales de abandono del cargo. 

Comprobada la causal, la autoridad nominadora procederá a declarar la vacancia del cargo. Si el empleado demuestra causa justificada dentro de los quince (15) días siguientes, la administración debe abstenerse de declarar la vacancia y si ya lo hizo debe revocarla. La declaratoria de vacancia por abandono del cargo no requiere que se adelante previamente proceso disciplinario. 

Artículo 168. CONSECUENCIAS DEL ABANDONO DEL CARGO. En todo caso de abandono del cargo, el servidor se hará acreedor a las sanciones disciplinarias y a la responsabilidad civil o penal que le corresponda, sin perjuicio de la declaratoria de retiro del servicio a que haya lugar. 

Artículo 169. REVOCATORIA DEL NOMBRAMIENTO. El Procurador General podrá revocar un nombramiento cuando se presente alguna de las siguientes causales: 

1. Cuando aún no se ha comunicado el acto. 

2. Cuando el nombrado no ha manifestado su aceptación o no se ha posesionado dentro de los plazos señalados. 

3. Cuando el nombrado manifiesta expresamente que no acepta el nombramiento. 

4. Cuando recaiga el nombramiento en una persona que no reúne los requisitos señalados por la Constitución, la ley, los reglamentos y los manuales de funciones para el desempeño del empleo. 

5. Cuando el nombramiento recaiga en persona que se encuentre incursa en causal de impedimento, incompatibilidad o inhabilidad. 

6. Cuando se haya nombrado para ocupar un cargo inexistente. 

PARAGRAFO. El nominador podrá aclarar o modificar el acto de nombramiento cuando se haya cometido error en la denominación o ubicación del empleo, o en la identificación de la persona designada. 

Artículo 170. SUPRESION DEL EMPLEO DE CARRERA. Cuando se suprima un empleo de carrera y su titular opte por la indemnización, la entidad deberá retirarlo del servicio. 

Artículo 171. EDAD DE RETIRO FORZOSO. Todo servidor de la Procuraduría General de la Nación que cumpla la edad de 65 años debe ser retirado del servicio y no podrá ser reintegrado. 

Artículo 172. RETIRO CON DERECHO A PENSION DE JUBILACION O VEJEZ. Cuando el servidor solicite el retiro y se decrete por la entidad competente el reconocimiento y pago de la pensión de jubilación o vejez a un servidor de la Procuraduría General de la Nación, la institución deberá retirarlo definitivamente del servicio. En todo caso, el retiro se regirá por las normas de seguridad social que se encuentren vigentes. 

Artículo 173. RETIRO POR INVALIDEZ ABSOLUTA. Cuando un servidor presente invalidez absoluta, por enfermedad o riesgos profesionales, deberá ser retirado del servicio, previa calificación de la invalidez por parte de la entidad competente a la que esté afiliado. En todo caso, el retiro por invalidez absoluta o temporal se regirá por las normas de seguridad social que se encuentren vigentes. 

Artículo 174. VACANCIA DEL CARGO POR MUERTE. Recibida la noticia de la muerte de un servidor, el jefe inmediato informará dicha novedad a la Tesorería de la entidad, con el fin de que cesen los pagos salariales y prestacionales que le puedan corresponder, así como también a la División de Gestión Humana para los fines pertinentes. 

Artículo 175. DECLARACION EN CASO DE MUERTE VIOLENTA. Si la muerte del servidor fuere por causa violenta, el acto administrativo de vacancia se motivará además con una breve relación de los hechos y se indicará si el servidor se encontraba o no en ejercicio de funciones propias de su empleo, o si la muerte se produjo con ocasión o por razón de su empleo, aun cuando estuviere temporalmente separado del mismo. 

Artículo 176. SEGURO DE VIDA COLECTIVO. Los funcionarios de la Procuraduría General tendrán derecho a un seguro de vida colectivo con cobertura general, de acuerdo con las disponibilidades presupuestales. 

CAPITULO VIII.

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 177. COPIAS. Copia de las novedades, situaciones administrativas y movimientos de personal de los servidores de la Procuraduría General deberá reposar en la hoja de vida del servidor respectivo. 

Artículo 178. HORARIO DE TRABAJO. El horario de trabajo de los servidores de la Procuraduría General será establecido por el Procurador General mediante resolución interna. 

RESOLUCIÓN N.° 083

(30 MARZO 2007)

"Por medio de la cual se reglamenta el procedimiento para hacer efectivo el no pago de salarios por servicios dejados de prestar por parte de los servidores públicos vinculados a la Procuraduría General de la Nación"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En uso de las facultades que le confieren el artículo 277 de la Constitución Política de Colombia; el artículo 7° del Decreto Ley 262 de 2000, y los artículos 1° y 2° del Decreto 1647 de 1967, y

CONSIDERANDO:

Que en virtud de lo establecido en el artículo 7, numeral 7° del Decreto Ley 262 del 22 febrero de 2000, corresponde al Procurador General de la Nación, "Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para el desarrollo de las funciones atribuidas por la ley". 

Que el salario correspondiente a cada una de las categorías de empleo existentes en la Procuraduría General de la Nación, comprende todas las sumas que habitual y periódicamente reciben los servidores públicos a ella vinculados como retribución por sus servicios. 

Que de conformidad con el artículo 34, numeral 11, de la Ley 734 de 2002, es deber de todo servidor público "Dedicar la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al desempeño de las funciones...", y de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 35, numeral 15 de la misma codificación, a todo servidor público le está prohibido "Ordenar el pago o percibir remuneración oficial por servicios no prestados...". 

Que desde la expedición de los Decretos 1036 de 1904 y 186 de 1925, el reconocimiento de sueldos a todo servidor público requiere de la comprobación previa de los servicios prestados, mediante nómina en la cual el jefe de la respectiva dependencia certifique el cumplimiento de la asistencia del funcionario durante la jornada laboral. 

Que ese mismo requisito fue consagrado por el Decreto 1647 de 1967, norma actualmente vigente, en cuanto reafirmó que el pago por sueldos o cualquier otra forma de remuneración, procede tan sólo por servicios efectivamente prestados y debidamente certificados. 

Que el Decreto 1647 de 1967, impuso a quienes tienen el deber de certificar la prestación efectiva de tales servicios, la obligación de ordenar el descuento de todo día no trabajado sin la correspondiente justificación legal. 

Que de acuerdo con lo señalado por la Corte Constitucional en las sentencias T - 1059 del 5 de octubre de 2001, T -927 del 10 de octubre de 2003 y T -331 A del 2 de mayo de 2006, resulta improcedente reconocer y pagar salarios por servicios no prestados efectivamente a la entidad, pues ello implicaría permitir un enriquecimiento sin causa a favor del servidor, en detrimento de la administración pública. 

Que la Corte Constitucional, en la primera sentencia mencionada, señaló que "... La remuneración a que tiene derecho el servidor público como retribución por sus servicios personales, en razón a un vínculo legal y reglamentario existente entre éste y el Estado, presupone el correlativo deber de prestar efectivamente el servicio, de acuerdo a las normas legales y reglamentarias que rigen la administración del personal al servicio del Estado. Por lo tanto, no existe en cabeza del servidor público el derecho a la remuneración por los días no laborados sin justificación legal y por ende, tampoco surge para el Estado la obligación de pagarlos. De hacerlo se incurriría en presuntas responsabilidades penales y disciplinarias, procediendo el descuento o reintegro de las sumas canceladas por servicios no rendidos, por resultar contrario a derecho". 

Que el Consejo de Estado, Sección Cuarta, en sentencia de tutela de febrero 12 de 2004, con ponencia del Consejero Juan Ángel Palacio Hincapié, precisó que "(...) el reconocimiento de sueldos a todo funcionario o empleado público requiere la comprobación de los servicios prestados 'mediante nómina en que el jefe de la respectiva oficina o corporación certifique la asistencia del funcionario o empleado al cumplimiento de sus deberes durante el tiempo a que se extiende el reconocimiento'. Así mismo, el Decreto 1647 de 1967, reglamenta que el pago por sueldos o cualquiera otra forma de remuneración, procede únicamente por los servicios que se presten y certificados debidamente y "como medida impositiva", el descuento por el día no trabajado sin justificación legal, que opera automáticamente sin que sea requisito adelantar un proceso disciplinario o como consecuencia de una sanción.(...)". 

Que en la misma providencia, esa Corporación señaló la vigencia del Decreto 1647 de 1967 en los siguientes términos: "... la Sala de Consulta y Servicio Civil, la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado y el Departamento Administrativo de la Función Pública al unísono, han señalado que la deducción de los días no laborados contemplada en el artículo 2° del Decreto 1647 de 1967 no contraría las disposiciones contenidas en el Decreto Ley 3135 de 1968 y su Decreto Reglamentario... ". 

Que según lo han expresado la Corte Constitucional, el Consejo de Estado y el Departamento Administrativo de la Función Pública, la operación de descuento de los días no trabajados no constituye en sí misma una pena o sanción disciplinaria, en tanto aquella es tan solo la consecuencia natural y obvia de no haberse causado el derecho del servidor público a percibir el salario, ni generado la obligación del Estado de remunerar ese tiempo no trabajado. 

Que la Corte Constitucional en la mencionada sentencia de Tutela número 1059 de fecha 5 de octubre de 2001 (Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Rentería, expediente T -469 023), se pronunció en el mismo sentido indicando que: "... la aplicación del Decreto No. 1647 de 1967 no requiere de proceso disciplinario previo, pues la norma no establece una responsabilidad disciplinaria para el servidor público, pero, sí ordena aplicar de plano y en forma inmediata el descuento o no pago de días no laborados sin justificación legal. Por lo tanto, no se trata de una pena o sanción, sino simplemente es la consecuencia que deviene ante la ocurrencia del presupuesto de hecho de la norma (...) Lo anterior, sin perjuicio de que además del no pago, la administración inicie el respectivo proceso disciplinario por las presuntas faltas disciplinarias que puedan derivarse y en que haya podido incurrir el servidor público con su conducta omisiva...". 

Que la Corte Constitucional en las sentencias citadas, así como el Consejo de Estado en sentencias AC-266 del 12 de diciembre de 2002 y AC-1389 del 12 de febrero de 2004, proferidas en su orden por las Secciones Segunda y Cuarta, y en el concepto del 21 de junio de 1999 emanado de la Sala de Consulta y Servicio Civil, han señalado que la pérdida del derecho a percibir el salario opera de pleno derecho, de modo que el descuento salarial de las sumas que correspondan al tiempo no laborado, constituye simplemente la inexistencia de la obligación de pagar salarios no debidos, dada la omisión injustificada del servidor público de prestar los servicios a que está comprometido y de cuya cancelación queda relevada la administración. 

Que el Procurador General de la Nación, mediante distintos actos administrativos, ha fijado el horario de trabajo de las diferentes dependencias de la Entidad. 

Que si bien es cierto las jurisprudencias precitadas señalan la posibilidad de efectuar de plano los descuentos salariales anteriormente aludidos, es preciso conceder a los servidores públicos un término razonable para que justifiquen ante su superior inmediato la no prestación de los servicios. 

Que se hace necesario reglamentar en la Procuraduría General de la Nación el procedimiento a seguir para hacer efectivo el no pago de salarios por servicios que, sin justificación, no han sido prestados por parte de los servidores públicos vinculados laboral mente a la Entidad. 

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO: Concepto de retardo y ausencia. Para los efectos de la presente resolución, se entiende que existe retardo cuando, sin justificación, el servidor público ingresa a laborar con posterioridad al inicio de la jornada ordinaria laboral -de la mañana o de la tarde- establecida por el Procurador Genera! de la Nación. 

Se presentará la ausencia cuando, injustificadamente, el funcionario se retire de su sitio de trabajo, dentro de la jornada laboral, por un lapso superior a quince (15) minutos. 

ARTÍCULO SEGUNDO: Procedimiento para establecer retardos v ausencias en el nivel central. Corresponde a la División de Gestión Humana de la Procuraduría General de la Nación remitir a los coordinadores o jefes de las distintas oficinas y dependencias de la Entidad, dentro de los diez (10) primeros días de cada mes, el listado de los servidores públicos que presenten retardos y/o ausencias dentro del mes inmediatamente anterior, de acuerdo con los sistemas electrónicos de control de acceso. 

Una vez los coordinadores o jefes de cada oficina o dependencia reciban el correspondiente listado, deberán establecer en qué casos los retardos y/o ausencias carecen de justificación, para lo cual requerirán al funcionario o a los funcionarios afectados con el fin de que en un término de tres (3) días hábiles presenten las explicaciones, justificaciones y medios de prueba que estimen pertinentes. 

Cuando el servidor público no presente justificación alguna de la ausencia y/o retardo, o cuando aquélla no resulte satisfactoria, el coordinador o jefe de la oficina o dependencia deberá reportar dicha novedad a la División de Gestión Humana dentro de los diez (10) últimos días calendario del respectivo mes, con el propósito de que el Grupo de Nómina haga efectivo el pago de salarios, en proporción al tiempo efectivamente laborado. 

El coordinador o jefe de la dependencia deberá conservar copia de los informes con sus respectivos soportes. 

Parágrafo único. Sin perjuicio de los sistemas de control electrónico de acceso, en cada dependencia deberá establecerse un mecanismo de control documental de ingresos y salidas, contenido en planillas o libros de registro, con anotación de la causa o motivo del retardo y/o ausencia cuando ella se presente, el cual estará a cargo del coordinador o jefe de la respectiva oficina o dependencia y podrá ser requerido para efectos del cumplimiento de esta resolución. 

ARTÍCULO TERCERO: Procedimiento para establecer retardos v ausencias en el nivel territorial. En las Procuradurías Regionales, Distritales, Provinciales, Judiciales y Coordinaciones Seccionales de la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales, el sistema de control de ingresos y salidas se deberá efectuar mediante el uso de planillas o libros de registro de asistencia, los cuales estarán a cargo directamente del coordinador o jefe de oficina o dependencia, quien tendrá la responsabilidad de establecer, mediante el procedimiento señalado en el señalado en el artículo anterior, los casos de retardo y/o ausencia que carezcan de justificación. 

En este último evento, el Procurador Regional, Distrital, Provincial, Judicial o Coordinador Seccional de la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales, según el caso, deberá remitir a la División de Gestión Humana, dentro de los diez (10) primeros días de cada mes, el reporte de los funcionarios que presenten retardos y/o ausencias injustificados dentro del mes inmediatamente anterior, junto con la relación de los mismos, con el fin de que el Grupo de Nómina haga efectivo el pago de salarios, en proporción al tiempo efectivamente laborado. 

El respectivo procurador o coordinador seccional de la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales, deberá conservar la copia de los informes con sus respectivos soportes. 

Parágrafo único. El control en el cumplimiento de la jornada laboral ordinaria de los procuradores judiciales ubicados en capitales de departamento estará a cargo del respectivo Procurador Regional. En ciudades que no sean capital de departamento, pero exista Procuraduría Provincial, el control estará a cargo del respectivo Procurador Provincial. 

ARTÍCULO CUARTO: Acciones disciplinarias. Lo dispuesto en la presente resolución se aplicará sin perjuicio de las acciones disciplinarias a que hubiere lugar. Para este efecto, la División de Gestión Humana deberá enviar informe a la Veeduría de la entidad, cuando se presenten retardos o ausencias sin justificación por parte de un servidor en forma reiterada o sistemática. 

ARTICULO QUINTO: Vigencias v derogatorias. La presente resolución rige desde la fecha de su publicación y deroga las demás disposiciones que le sean contrarias. 

Dada en Bogotá, D. C. a los, 30 MAR. 2007 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

RESOLUCIÓN N.° 082

(30 MAR 2007)

"Por medio de la cual se modifican y adicionan las Resoluciones 150 de 2003, 478 de 2005 y se dictan otras disposiciones"

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En uso de las facultades que le confieren los artículos 275 y 277 de la Constitución Política de Colombia y el artículo 7° del Decreto Ley 262 de 2000, y

CONSIDERANDO:

Que el numeral 7 del artículo séptimo del Decreto 262 de 2000 establece como atribución de este Despacho "Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley". 

Que este Despacho expidió las Resoluciones 150 del 5 de marzo de 2003 y 478 del 22 de diciembre de 2005 con el fin de reglamentar el uso del carné de identificación en la Procuraduría General de la Nación. 

Que en desarrollo de las políticas de seguridad implementadas en la entidad, se ha diseñado y creado el sistema de control de ingreso y salida de los servidores de la Procuraduría General de la Nación en las Torres A y B del Edificio Central y en el Edificio Manuel Mejía ubicados en la ciudad de Bogotá D. C. 

Que es necesario reforzar las disposiciones ya expedidas que reglamentan el uso y porte del carné institucional y adoptar las medidas necesarias con el fin de garantizar la efectiva prestación del servicio y el cumplimiento del horario previsto en la Procuraduría General de la Nación. 

Que teniendo en cuenta las anteriores consideraciones este despacho 

RESUELVE

ARTÍCULO 1°.- Del carné institucional y la tarjeta de acceso a las instalaciones de la Procuraduría General de la Nación.- La Procuraduría General de la Nación, por intermedio de la División de Gestión Humana, suministrará un carné institucional a cada uno de los servidores públicos vinculados laboralmente a la entidad, el cual es un documento público de carácter personal e intransferible, que deberá ser portado en un lugar visible por su titular, sin excepción alguna y en forma obligatoria, mientras permanezca en las instalaciones de la entidad. Dicho documento deberá ser exhibido ante las demás autoridades y particulares, cuando se adelanten gestiones oficiales, siempre que las circunstancias particulares no recomienden lo contrario. 

A quienes presten sus servicios en las sedes de la Procuraduría General de la Nación que cuenten con sistemas electrónicos de seguridad y control de visitantes, se les suministrará adicionalmente una tarjeta de acceso que deberá ser utilizada cuantas veces fuere necesario para registrar tanto el ingreso como la salida de las instalaciones de la entidad. Dicha tarjeta tiene también carácter personal e intransferible. 

La información registrada en los sistemas de la Procuraduría General de la Nación en relación con el ingreso y salida de los servidores públicos a que se refiere el presente artículo, servirá para controlar el cumplimiento de la jornada laboral establecida por este Despacho. 
Parágrafo: Para todos los efectos legales y fiscales a que haya lugar, se entenderá que el carné de identificación y los demás elementos que lo acompañan, tienen el carácter de bienes devolutivos y por lo mismo hacen parte del inventario personal de su titular. 

ARTÍCULO 2°.- De la entrega y devolución de los carnés en las dependencias del nivel territorial.- Los Coordinadores Administrativos de las Procuradurías Regionales en donde exista dicho cargo, y en su defecto, los Procuradores Regionales o Provinciales, serán los responsables de realizar la entrega del carné institucional y las tarjetas de acceso a los servidores públicos vinculados a la respectiva Procuraduría Regional o a las Procuradurías Provinciales y Judiciales de su jurisdicción y de recibirlos o exigir su devolución en los casos previstos en la presente Resolución. En ese orden de ideas, deberán remitir las constancias de recibo o entrega a la División de Gestión Humana, para que tales documentos obren en la Hoja de Vida de cada servidor. 

ARTÍCULO 3°.- De los eventos en los cuales se debe proceder a la devolución del carné institucional.- En el evento de llegar a producirse el retiro definitivo o la suspensión de alguno de los servidores públicos vinculados a la Procuraduría General de la Nación y en los casos de situaciones administrativas laborales superiores a un (1) mes, quienes fueren portadores del carné institucional y de la tarjeta de acceso a que se refiere la presente resolución, deberán devolver tales documentos a la División de Gestión Humana, a través del respectivo jefe inmediato. Diligencia de la cual se extenderá un acta que también deberá ser remitida a esa División. 

ARTÍCULO 4°.- De la reposición del Carné institucional y de la tarjeta de acceso en los casos de pérdida o hurto.- En caso de producirse la pérdida o hurto de alguno de los documentos a que se refieren los artículos precedentes, su titular deberá dar aviso inmediato a la División de Gestión Humana, para que proceda a la desactivación inmediata de la tarjeta de acceso y a la reposición de los documentos. 

Con los propósitos antes expresados, el titular del documento perdido o hurtado, deberá remitir a la División de Gestión Humana copia de la respectiva denuncia, acompañado del recibo de consignación correspondiente al valor de su reposición, para lo cual el servidor del nivel central y territorial deberá observar el procedimiento previsto en el artículo 7 de la resolución 478 del 22 de diciembre de 2005. 

Mientras se adelantan los trámites de reposición, la División de Gestión Humana expedirá un carné provisional. 

Cuando el titular de los documentos extraviados o hurtados sea un servidor público adscrito a alguna de las dependencias ubicadas en lugares distintos al de la sede central, deberá reportar el hecho a la División de Gestión Humana, empleando para el efecto el medio más ágil y expedito posible, sin perjuicio de que los documentos originales se envíen por correo a dicha dependencia. 

Parágrafo: La División de Gestión Humana deberá remitir mensualmente al grupo de Contabilidad los recibos de consignación correspondientes al pago del valor de la reposición de los documentos extraviados o hurtados. 

ARTÍCULO 5°:.- De la identificación del personal de vigilancia y seguridad.- El Jefe de la División de Seguridad deberá solicitar a la División de Gestión Humana la expedición de un carné de identificación especial para el personal de vigilancia de las instalaciones de la Procuraduría General de la Nación, así como a los escoltas encargados de velar por la protección del Procurador y Viceprocurador General de la Nación y demás servidores que se encuentren cobijados por un esquema de seguridad, siempre que estos no se encuentren vinculados al servicio de la Procuraduría General de la Nación. 

El Jefe de la División mencionada, será el responsable directo de exigir la devolución de los documentos antes mencionados cuando cese la prestación de los servicios inherentes a dicha función. 

ARTÍCULO 6°:.- Del uso indebido del Carné institucional.- El uso del carné para fines distintos de los señalados en la presente resolución, se tendrá como causal de mala conducta y dará lugar a la iniciación de las investigaciones disciplinarias correspondientes, sin perjuicio de las acciones penales a que haya lugar. 

ARTÍCULO 7°:.- Del registro excepcional del ingreso y salida de servidores.- En caso de que alguno de los servidores públicos se presente a laborar sin tener consigo el carné de identificación ni la tarjeta de acceso por haberlas olvidado en su residencia, se le permitirá en forma excepcional el ingreso por la puerta de visitantes, dejando constancia del nombre, identificación, cargo y dependencia en la cual presta sus servicios, así como también la fecha y horas de entrada y salida. 

ARTÍCULO 8°:.- Comunicaciones.- La presente resolución será comunicada a cada una de las dependencias de esta entidad por intermedio de la División de Gestión Humana. 

ARTÍCULO 9°.- Vigencia.- La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE y CÚMPLASE

Dada en Bogotá D. C., a los 3O MAR. 2007 

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

Artículo 179. DECLARACIÓN DE BIENES Y RENTAS. Para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 122 de la Constitución Política, los servidores presentarán ante la División de Gestión Humana, la declaración de bienes y rentas antes de su posesión y posteriormente en forma anual actualizarán esta información, en formato que para el efecto elabore la División de Gestión Humana. 

Artículo 180. SERVIDORES QUE TIENEN LA CALIDAD DE AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO. Son agentes del Ministerio Público, el Viceprocurador General, los procuradores delegados, los procuradores judiciales y los personeros distritales y municipales. 

RESOLUCIÓN N.° 304

(2 NOV. 2006)

POR MEDIO DE LA CUAL SE ASIGNA UNA FUNCIÓN A LOS PERSONEROS MUNICIPALES PARA QUE ACTÚEN COMO REPRESENTANTES DEL MINISTERIO PÚBLICO ANTE LA JUSTICIA PENAL MILITAR

El Procurador General de la Nación (E),

en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las contenidas en los artículos 275 y 277 de la Constitución Nacional; artículo 7° del Decreto-Ley 262 del año 2000 y, 

CONSIDERANDO

Que el artículo 118 de la Constitución Política prevé que el Ministerio Público será ejercicio por el Procurador General de la Nación, por el Defensor del Pueblo, por los Procuradores Delegados y los agentes del Ministerio Público, ante las autoridades jurisdiccionales, por los personeros municipales y por los demás funcionarios que determine la ley. 

Que los artículos 275 y 277 de la Constitución Política determinan que el Procurador General de la Nación es el Supremo director del Ministerio Público y tiene entre otras funciones, la de intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público y de los derechos y garantías fundamentales. 

Que el artículo 291 del Código Penal Militar (Ley 522 de 1999) señala que el Ministerio Público se ejerce por el Procurador General de la Nación y sus delegados o agentes. 

Que el artículo 180 del Decreto 262 de 2000, señala que son agentes del Ministerio Público, entre otros, los personeros distritales y municipales. 

Que el numeral 5° del artículo 178 de la ley 136 de 1994, faculta a los Personeros para intervenir eventualmente y por delegación del Procurador General de la Nación en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales. 

Que en algunos municipios del territorio nacional, donde se encuentran destacados despachos de la jurisdicción penal militar, no existen cargos de la Procuraduría General de la Nación, por lo cual, se hace necesario designar a los Personeros Municipales como Agentes del Ministerio Público, para que intervengan en calidad de sujetos procesales, con los derechos y obligaciones señalados por las normas adjetivas. 

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación, 

RESUELVE

ARTÍCULO PRIMERO: DISPONER que los Personeros Municipales actúen como representantes del Ministerio Público y ejerzan las funciones propias de su cargo e intervengan en calidad de sujetos procesales, con los derechos y obligaciones señalados por las normas adjetivas, en los procesos que cursan en los despachos de la jurisdicción penal militar, en los municipios del territorio nacional donde no existan cargos de la Procuraduría General de la Nación. 

ARTICULO SEGUNDO: La funciones señaladas en el artículo anterior serán ejercidas, sin perjuicio del cumplimiento de las demás consagradas en la Constitución y la Ley para las Personerías. 

ARTICULO TERCERO: COMUNÍQUESE la presente Resolución a la Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar y a los Coordinadores de Procuradores Judiciales de todo él país, para que estos últimos hagan lo propio en relación con los Personeros Municipales de su respectivo departamento, a fin de que den cumplimiento a lo dispuesto en la presente Resolución. 

La presente Resolución rige a partir de la fecha. .2 NOV. 2006 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ARTURO GÓMEZ PAVAJEAU

Procurador General d ela Nación (E)

Parágrafo. Cuando por necesidades del servicio un servidor de la Procuraduría, ocasional o transitoriamente desempeñe funciones de agente del Ministerio Público no tendrá derecho a la remuneración establecida para los jueces o magistrados ante quienes actúe, ni podrá recibir prestaciones sociales o salario diferente al asignado al empleo del cual es titular. 

Jurisprudencia: En sentencia C-146/01 la Corte Constitucional declaró EXEQUIBLE la expresión “los procuradores delegados” contenida en el inciso primero de este artículo. En la misma providencia ha declarado EXEQUIBLE el parágrafo del mismo artículo 180, salvo la expresión “o transitoriamente”, que declara INEXEQUIBLE.

AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO - Libre nombramiento y remoción / COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL - Noción / COSA JUZGADA FORMAL - Noción / COSA JUZGADA MATERIAL - Noción 

2. Lo que se acusa. 
Según se desprende del escrito de demanda, hay un cargo general por parte del actor contra el carácter de empleados de libre nombramiento y remoción de los procuradores delegados o judiciales, y su descontento con la sentencia de la Corte que declaró la exequibilidad de tal carácter, aunque entra en confusión con los términos carrera administrativa y período, respecto de tales servidores. Por otra parte, demanda parcialmente los artículos 180 y 182 del Decreto 262 de 2000. 

Entonces, para mayor comprensión en el estudio de este proceso, se hará una referencia breve de la jurisprudencia de la Corte sobre el cargo general, es decir, si hay cosa juzgada relativa, como asegura el actor, respecto de la sentencia, la C-031 de 1997. Y, posteriormente, se referirá esta providencia a cada uno de los preceptos demandados.

a) Los agentes del Ministerio Público y el carácter de libre nombramiento y remoción. Cosa juzgada material.

El actor considera que los preceptos demandados, al señalar que los agentes del Ministerio Público son de libre nombramiento y remoción viola claramente el artículo 280 de la Constitución, que dice “Los agentes del Ministerio Público tendrán las mismas calidades, categorías, remuneración, derechos y prestaciones de los magistrados y jueces de mayor jerarquía ante quienes ejerzan su cargo.” Para el actor, y quienes coadyuvan esta demanda, el precepto constitucional consagra la igualdad absoluta entre los agentes del Ministerio Público con los jueces y magistrados ante quienes intervienen. A su vez, el no hacerlo viola la garantía de la carrera administrativa y los artículos 25 y 53 de la Carta, que establecen el principio del trabajo en condiciones dignas y justas. Pone de presente que, a pesar de que existe la sentencia C-031 de 1997, no hay cosa juzgada, pues, esta providencia no hizo el análisis de constitucionalidad frente al artículo 280 mencionado. Por lo que la Corte incurrió en un error que debe ser corregido en esta oportunidad.

Por consiguiente, la Corte habrá de despejar este primer asunto, con el fin de ver si en el presente caso existe cosa juzgada material, formal o relativa, respecto de los cargos formulados. Para tal efecto, habrá que remontarse, brevemente, a las decisiones que sobre el tema ha proferido. Así:

1. En Sentencia C-245 de 1995, se declaró la inexequilidad del parágrafo del artículo 4º de la Ley 27 de 1992, que establecía que los Procuradores Delegados ante las jurisdicciones ordinaria y contenciosa, tendrían el mismo período de los funcionarios ante los que actuaban. Para decidir la inexequibilidad del precepto, la Corte analizó el profundo cambio que la Constitución de 1991 introdujo frente a la de 1886, respecto del Ministerio Público. El cambio más significativo se encuentra en que lo dotó de autonomía. Recuérdese que en la Constitución de 1886, el Ministerio Público era ejercido “bajo la suprema dirección del Gobierno”, según disponía el artículo 142. La Corte consideró que estando la máxima dirección del Ministerio Público en cabeza del Procurador General de la Nación, esto implica que los diferentes órganos y funcionarios que la conforman se encuentran articulados orgánica, funcional y técnicamente a dicha institución. Respecto de los Procuradores Delegados, dice la sentencia: “El delegado es un alter ego del Procurador, hace las veces de éste, y lo vincula plena y totalmente. Aquí opera la figura de la representatividad por cuanto el delegado actúa en nombre del delegante.” (…) “Dicha autonomía e independencia, aun cuando relativa según se ha visto, se predica con mayor propiedad de los delegados o agentes del Procurador ante las autoridades jurisdiccionales, dado que actúan como verdadera parte o sujeto procesal en los procesos en que está prevista su intervención, en los cuales están habilitados para realizar los actos procesales correspondientes, acorde con la ley.” Finaliza esta providencia así : “En estas condiciones, el alcance del art. 280 no puede ser otro, acorde con la finalidad de garantizar los intereses públicos o sociales, que el que los delegados y agentes del Procurador ante la rama jurisdiccional, como colaboradores activos en la labor de administrar justicia, en cuanto ayudan al juez al discernimiento de lo que es justo y ajustado al imperio de la ley, deban poseer las mismas calidades intelectuales, culturales y morales de los magistrados y jueces ante quienes ejercen el cargo, e igualmente gozar, en lo que atañe al aspecto económico vinculado a su situación laboral, de las mismas categorías, remuneración, derechos y prestaciones sociales.” Pero, aclara la sentencia: “La interpretación de dicha norma no puede extenderse hasta el extremo de otorgarles un período fijo para el ejercicio del cargo pues, ello no surge expresamente de ella y, además, los períodos que la Constitución consagra para algunos funcionarios constituyen una garantía institucional, objetiva, antes que un derecho subjetivo o meramente individual con respecto a quien desempeña el cargo. Por análogas razones, tampoco, a dichos funcionarios se les extiende el fuero previsto en el art. 174 de la Constitución con respecto a los magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado” (sentencia C-245 de 1995, M.P., doctor Antonio Barrera Carbonell).

2. En Sentencia 399 de 1995, que se refirió al vínculo jerárquico entre el Procurador General y el Procurador Delegado, en este caso, ante la justicia penal militar, se dijo por la Corte, en lo pertinente: “Conforme a este principio jerárquico, es entonces perfectamente legítimo que la ley permita que en los procesos penales el agente ordinario pueda ser desplazado por un agente especial designado por el Procurador Delegado para el Ministerio Público por delegación del Procurador General. En efecto, esta función no hace más que expresar los vínculos jerárquicos entre estos funcionarios, pues el Procurador Delegado para el Ministerio Público es un subordinado jerárquico del Procurador y actúa por delegación suya. Tiene entonces, por razón de tal delegación, una relación jerárquica sobre los agentes ordinarios, por lo cual la Corte no encuentra ningún reparo de constitucionalidad a la facultad que la ley atribuye a este Procurador Delegado para sustituir un agente de carácter ordinario que intervenga en los procesos penales por uno de carácter especial.” (M.P., doctor Alejandro Martínez Caballero). 

3. En Sentencia 334 de 1996, para lo que interesa al caso bajo estudio, la Corte declaró la exequibilidad del artículo 136, de la Ley 201 de 1995, respecto del carácter de libre nombramiento y remoción del Procurador Delegado. La Corte se remitió a los argumentos expuestos en la sentencia C-245 d e1995, arriba citada, y dijo que: “De lo anterior se colige que el procurador delegado representa directamente a la persona del Procurador, con lo cual, el cargo en estudio lleva implícita una alta carga de confianza objetiva, propia de los empleos de libre nombramiento y remoción. Además, los procuradores delegados cumplen una labor de asesoría directa al integrar el denominado “Consejo de Procuradores Delegados”, con el fin de “asesorar al Procurador General de la Nación en el estudio, formulación y revisión de programas, y en los temas o materias que demanden especial atención del Ministerio Público” -art. 42 Ley 201/95-” (sentencia C-334 de 1996, M.P., doctor Antonio Barrera Carbonell). Sobre los agentes del Ministerio Público y su carácter de empleados de libre nombramiento y remoción, que fue declarado exequible dijo la misma sentencia que tal como se expresó en la providencia C-245 de 1995, el artículo 277 de la Constitución al establecer que “El Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes, tendrá las siguientes funciones : (..)”, “no desvirtúa la diferencia que establece la sentencia citada entre el delegado y el agente, pues la intensidad en la representación no es óbice para que se mantengan la relación de confianza subjetiva entre el Procurador y su agente” (ibídem). 

Por otra parte, en la misma sentencia se declaró la exequibilidad de la siguiente expresión: “El Jefe de la sección de seguridad, los agentes adscritos al Despacho, y todos los servidores que tengan funciones de seguridad, cualquiera que sea la denominación del cargo”, contenida en el artículo 136 de la citada Ley 201 de 1995. La Corte consideró que “se justifica la inclusión como cargos de libre nombramiento del Jefe de la Sección de Seguridad, los agentes adscritos al Despacho, y todos los servidores que tengan funciones de seguridad, cualquiera que sea su denominación del cargo. En efecto, si bien con excepción del Jefe, en general este tipo de cargos deberían ser desempeñados por empleados de carrera, lo cierto es que, dadas difíciles condiciones de seguridad que vive el país, estas funciones requieren una especial confianza que justifica su exclusión del régimen de carrera.”

4. En Sentencia C-031 de 1997, la Corte declaró exequible el artículo 153 de la Ley 201 de 1995, que estableció que los Agentes del Ministerio Público serán de libre nombramiento y remoción del Procurador General. Allí se reiteran los argumentos de la sentencia C-334 de 1996.

5. En la sentencia C-443 de 1997, en la que es demandante el mismo actor del expediente bajo estudio, la Corte declaró que sobre el carácter de empleados de libre nombramiento y remoción de los agentes del Ministerio Público, ha operado la cosa juzgada constitucional, pues, la Corte ya se pronunció sobre la exequibilidad de tal carácter en la sentencia C-334 de 1996.

De acuerdo con el breve repaso de la jurisprudencia, no cabe duda que la Corte se ha pronunciado no sólo en la sentencia 031 de 1997 sobre el carácter de libre nombramiento y remoción de los Procuradores Delegados, de los agentes del Ministerio Público, ante las autoridades jurisdiccionales, entre los que se encuentran los Procuradores Judiciales, como empleados de libre nombramiento y remoción; y ha dicho que es constitucional tal carácter y que no se viola el principio general de la carrera administrativa. 

En consecuencia, el cargo general expuesto por el actor queda desvirtuado porque existe cosa juzgada no relativa, sino constitucional respecto de la exequibilidad del carácter de empleados de libre nombramiento y remoción de los procuradores delegados y de los agentes del Ministerio Público, pues, conforme a lo dicho por esta Corporación, existe cosa juzgada constitucional, cuando “existe una decisión previa del juez constitucional en relación con la misma norma que es llevada posteriormente a su estudio” (sentencia C-427 de 1996). En esta sentencia, la Corte profundizó dos aspectos que interesan en el presente asunto: cosa juzgada formal y cosa juzgada material. Se transcribe lo pertinente:

 “En primer lugar, la noción de Cosa Juzgada formal. De la manera más genérica, entiende esta Corporación que tiene lugar la figura de la cosa juzgada formal, cuando existe una decisión previa del juez constitucional en relación con la misma norma que es llevada posteriormente a su estudio. Supone la vinculación jurídica que surge para el juez constitucional en relación con el precepto en sí mismo formalmente considerado.

“En segundo lugar, la noción de Cosa juzgada material. Se presenta este fenómeno cuando no se trata de una norma con texto normativo exactamente igual, es decir, formalmente igual, sino de una disposición cuyos contenidos normativos son idénticos. El fenómeno de la cosa juzgada opera así respecto de los contenidos de una norma jurídica: tiene lugar cuando la decisión constitucional resuelve el fondo del asunto objeto de su juicio que ha sido suscitado por el contenido normativo de un precepto, de acuerdo con el artículo 243 de la Carta Política” (sentencia C-427 de 1996, M.P., doctor Alejandro Martínez Caballero).

b) Expuestas así las cosas, la Corte entra a examinar las expresiones demandadas respecto de cada uno de los artículos.

2.- Parágrafo del artículo 180 del Decreto 262 de 2000.
El parágrafo acusado dice:

“Parágrafo. Cuando por necesidades del servicio un servidor de la Procuraduría, ocasional o transitoriamente desempeñe funciones de agente del Ministerio Público no tendrá derecho a la remuneración establecida para los jueces o magistrados ante quienes actúe, ni podrá recibir prestaciones sociales o salario diferente al asignado al empleo del cual es titular.”
El cargo del actor contra esta norma consiste en que viola el artículo 280 de la Carta, que dice : “Los agentes del Ministerio Público tendrán las mismas calidades, categorías, remuneración, derechos y prestaciones de los magistrados y jueces de mayor jerarquía ante quienes ejerzan el cargo”, puesto que si a un servidor de la Procuraduría se le encarga ocasional o transitoriamente de la función de un agente del Ministerio Público, según el parágrafo demandado, no tendrá derecho a la remuneración ni a las prestaciones de las que gozan los jueces o magistrados ante los que actúe.

Al respecto, cabe señalar que le asiste parcialmente razón al demandante. En efecto, hay que distinguir dos situaciones, así: una, la del servidor de la Procuraduría a quien, sin dejar su cargo habitual, se le encomienda el desempeño de funciones de agente del Ministerio Público, únicamente para una situación ocasional, es decir, para que asuma el conocimiento de uno o unos asuntos determinados y concretos, por necesidades del servicio. En relación con él, no existe violación de la norma constitucional señalada por el demandante. La otra situación corresponde a quien asume plenamente las funciones del cargo, por un tiempo determinado, es decir, que se encuentra en encargo. En este caso, la remuneración sí debe ser la del juez o magistrado ante quien actúe o la del empleo que desempeñe con el carácter de encargo y durante el tiempo que éste dure. 

Hay otra situación allí planteada: la de quien desempeña las funciones en transitoriedad. Dado que quien desempeña funciones en tal condición, lo hace con asunción plena de las mismas y por un tiempo determinado, es decir, en iguales condiciones que el encargo, la disposición demandada, al señalar que no tendrá derecho a la remuneración establecida para los jueces o magistrados ante quienes actúe o un mayor salario, resulta inconstitucional. En este caso la violación no sólo se refiere al artículo 280 de la Carta, sino al 13 de la Constitución, que consagra el principio de igualdad.

En consecuencia, la expresión o transitoriamente contenida en el parágrafo del artículo 180 del Decreto 262 de 2000, se declarará inexequible. El resto del artículo se declarará exequible por no violar el artículo 280 de la Constitución.

Artículo 181. SUMINISTRO DE CALZADO Y VESTIDO DE LABOR. Los servidores de la Procuraduría General que tengan una remuneración mensual igual o inferior a dos (2) veces el salario mínimo legal vigente, tienen derecho a que la entidad les suministre cada seis (6) meses, en forma gratuita, un par de zapatos y un vestido de labor. Esta prestación se reconocerá a quien haya cumplido cuatro (4) meses al servicio de la entidad en forma ininterrumpida. La entrega de esta dotación para el trabajo, no constituye salario ni se computará como factor del mismo en ningún caso. 

TITULO XIII.

CLASIFICACIÓN DE LOS EMPLEOS

Artículo 182. CLASIFICACION DE LOS EMPLEOS. Los empleos, de acuerdo con su naturaleza y forma de provisión, se clasifican así: 

1) De carrera 

2) De libre nombramiento y remoción 

Los empleos de la Procuraduría General de la Nación son de carrera, con excepción de los de libre nombramiento y remoción. 

Los empleos de libre nombramiento y remoción son: 

- Viceprocurador General 

- Secretario General 

- Tesorero 

- Procurador Auxiliar 

- Director 

- Jefe de la División Administrativa y Financiera del Instituto de Estudios del Ministerio Público 

- Procurador Delegado 

- Procurador Judicial 
- Asesor del Despacho del Procurador 

- Asesor del Despacho del Viceprocurador 

- Veedor 

- Secretario Privado 

- Procurador Regional 

- Procurador Distrital 

- Procurador Provincial 

- Jefe de Oficina 

- Jefe de la División de Seguridad 

- Agentes adscritos a la División de Seguridad y demás servidores cuyas funciones consistan en la protección y seguridad personales de los servidores públicos, cualquiera sea la denominación del empleo. 

Jurisprudencia: la Corte Constitucional en sentencia C-146/01 declaró EXEQUIBLES la expresión destacada en cursiva “Procurador Judicial” del numeral 2) del artículo 182, y la expresión subrayada en el último inciso del mismo numeral.

PROCURADORES JUDICIALES - Son agentes directos del Procurador / PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACION - Libre nombramiento y remoción del personal de seguridad

3.- El artículo 182 del Decreto 262 de 2000, que incluyó dentro de los empleados de libre nombramiento y remoción, en el numeral 2), al Procurador Judicial.

Como ya se analizó, el cargo que expone el actor es de tal generalidad, y dadas las remisiones que él hace a la sentencia C-031 de 1997, parecería que se refiriera más a los Procuradores Delegados que a los Procuradores Judiciales, no obstante ser éstos últimos los subrayados como la expresión demandada por el actor. No obstante esta imprecisión, tal como se analizó, existe cosa juzgada constitucional al respecto.

En efecto, igual que ocurre con los Procuradores Delegados, los Procuradores Judiciales son agentes directos del Procurador frente a los despachos judiciales ante los que actúan como Ministerio Público. Y la Corte examinó la dependencia directa de esta clase de empleados del Ministerio Público, al decidir sobre la constitucionalidad de normas que incluidas en la Ley 27 de 1992 y en la Ley 201 de 1995, en lo sustancial, es el mismo, como ya se recordó en esta sentencia.

En consecuencia, por existir cosa juzgada constitucional, se declarará exequible la expresión “Procurador Judicial” del numeral 2) del artículo 182 del Decreto 262 de 2000.

4.- La expresión contenida en el numeral 2) del artículo 182 del Decreto 262 de 2000, que establece que los “demás servidores cuyas funciones consistan en la protección y seguridad personales de los servidores públicos, cualquiera sea la denominación del empleo”.
El cargo contra esta expresión se refiere a la violación del artículo 158 de la Constitución, que establece el principio de la unidad de materia, pues, para el demandante, la forma como quedó consagrado, extiende sus efectos a todos los servidores que suministren sus servicios de protección y seguridad, en general, y no referidos sólo a la Procuraduría. Además, tal personal, de acuerdo con sus propios estatutos, es de libre nombramiento y remoción.

Sobre este punto, se comparte lo expresado por el Ministerio Público, en el sentido de que el personal de seguridad a que se refiere la norma es al de la Procuraduría y no está cobijando a servidores ajenos a ella, pues el contexto normativo en que se desenvuelve la norma no deja dudas de que está regulando estos empleados. 

La Sala considera que las normas hay que entenderlas en su integridad, y como tales, deben estudiarse. Repárese que en el inicio del numeral que contiene la expresión acusada, se hace referencia a una dependencia de la Procuraduría, concretamente, a la División de Seguridad, y, a renglón seguido, se mencionan los demás servidores que prestan seguridad. Por ello, necesariamente, es a tal personal al que se refiere la norma, y no se ha producido violación del principio de unidad de materia.

Además, como ya se mencionó, en la sentencia C-344 de 1996, la Corte declaró la exequibilidad de la expresión completa ahora acusada. Por lo que sobre este asunto existe cosa juzgada material.

En consecuencia, se declarará la exequibilidad de la expresión final contenida en el numeral 2) del artículo 182 del Decreto 262 de 2000.

3. De período fijo: Procurador General de la Nación. 

TITULO XIV
RÉGIMEN DE CARRERA DE LA PROCURADURÍA GENERAL

CAPITULO I.

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 183. CONCEPTO. La carrera de la Procuraduría es un sistema técnico de administración de personal, que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la entidad y ofrecer igualdad de oportunidades para el acceso a ella, la estabilidad en los empleos y la posibilidad de ascender, como también establecer la forma de retiro de la misma. 

Para alcanzar estos objetivos, el ingreso, la permanencia y el ascenso en los empleos de carrera de la Procuraduría se hará exclusivamente con base en el mérito, sin que las consideraciones de raza, religión, sexo, filiación política u otro carácter puedan influir sobre el proceso de selección. 

Artículo 184. PROVISION DE LOS EMPLEOS DE CARRERA POR VACANCIA DEFINITIVA. La provisión de los empleos de carrera por vacancia definitiva se hará de acuerdo con el orden de prioridad establecido en el artículo 190 de este decreto. Si no fuere posible, el empleo se proveerá, previo concurso, por nombramiento en período de prueba, o en propiedad cuando se supere el período de prueba o cuando se ascienda sin cambiar de nivel, como resultado de un concurso de méritos. 

Artículo 185. PROCEDENCIA DEL ENCARGO Y DE LOS NOMBRAMIENTOS PROVISIONALES. En caso de vacancia definitiva de un empleo de carrera, el Procurador General podrá nombrar en encargo a empleados de carrera, o en provisionalidad a cualquier persona que reúna los requisitos exigidos para su desempeño. 

Se hará nombramiento en encargo cuando un empleado inscrito en carrera cumpla los requisitos exigidos para el empleo y haya obtenido calificación de servicios sobresaliente en el último año y una calificación mínima del 70% sobre el total del puntaje en los cursos de reinducción a que se refiere el numeral segundo del artículo 253 de este decreto. Sin embargo, por razones del servicio, el Procurador General de la Nación podrá nombrar a cualquier persona en provisionalidad siempre que ésta reúna los requisitos legales exigidos para el desempeño del empleo por proveer. 

El empleo del cual sea titular el servidor encargado podrá proveerse por encargo o en provisionalidad mientras dure el encargo de aquél. 

El servidor encargado tendrá derecho a la diferencia entre el sueldo de su empleo y el señalado para el empleo que desempeña temporalmente, siempre que no sea percibido por su titular. 

Efectuado el nombramiento por encargo o en provisionalidad, la convocatoria a concurso deberá hacerse dentro de los tres (3) meses siguientes a este nombramiento. 

PARAGRAFO. Lo dispuesto en el inciso segundo del presente artículo, regirá a partir del 1o. de enero del año 2001 y lo dispuesto en el inciso quinto regirá a partir de agosto del año 2000. 

Jurisprudencia: Los apartes subrayados de este artículo fueron declarados EXEQUIBLES por los cargos examinados en sentencia C-077/04 de la Corte Constitucional. Sus consideraciones y fundamentos se encuentran en seguida del literal c) del artículo 82.

Artículo 186. NOMBRAMIENTO PROVISIONAL. El nombramiento tendrá carácter provisional cuando se trate de proveer transitoriamente un empleo de carrera con personal no seleccionado mediante el sistema de mérito, aunque en el respectivo acto administrativo no se determine la clase de nombramiento de que se trata. 

Jurisprudencia: Este inciso fue declarado EXEQUIBLE por los cargos examinados en sentencia C-077/04 de la Corte Constitucional. Sus consideraciones y fundamentos se encuentran en seguida del literal c) del artículo 82.
También tendrá carácter provisional la vinculación del servidor que ejerza un empleo de libre nombramiento y remoción que, en virtud de la ley o de decisión judicial, se convierta en cargo de carrera. En este caso, el concurso para proveer definitivamente la vacante respectiva será abierto. 

PARAGRAFO TRANSITORIO. El empleado que esté desempeñando un cargo de carrera en calidad de provisional al momento de la entrada en vigencia de este decreto, podrá participar, en igualdad de condiciones, en el concurso realizado para la provisión del respectivo empleo, aunque éste sea de ascenso. 

Artículo 187. PROVISIÓN DE LOS EMPLEOS POR VACANCIA TEMPORAL. Los empleos de carrera cuyos titulares se encuentren en situaciones administrativas que impliquen separación temporal de los mismos podrán ser provistos por encargo o en forma provisional por el tiempo que duren aquellas situaciones. 

Jurisprudencia: El aparte subrayado de este inciso fue declarado EXEQUIBLE por los cargos examinados en sentencia C-077/04 de la Corte Constitucional. Sus consideraciones y fundamentos se encuentran en seguida del literal c) del artículo 82.
El servidor encargado tendrá derecho a la diferencia entre el sueldo de su empleo y el señalado para el empleo que desempeña temporalmente, siempre que no sea percibido por su titular. 

Artículo 188. DURACION DEL ENCARGO Y DEL NOMBRAMIENTO PROVISIONAL. El encargo y la provisionalidad, cuando se trate de vacancia definitiva en cargos de carrera, podrán hacerse hasta por seis (6) meses. El término respectivo podrá prorrogarse por un período igual. 

Si vencida la prórroga no ha culminado el proceso de selección, el término de duración del encargo y de la provisionalidad podrá extenderse hasta que culmine el proceso de selección. 

Cuando la vacancia sea el resultado de ascenso que implique período de prueba, el encargo o el nombramiento provisional podrán extenderse por el tiempo necesario para determinar la superación del mismo. 

PARAGRAFO. Por razones del servicio el Procurador General de la Nación podrá desvincular a un servidor nombrado en provisionalidad o dar por terminado el encargo, aún antes del vencimiento del término establecido en el presente artículo. 

Jurisprudencia: Los apartes subrayados de este artículo fueron declarados EXEQUIBLES por los cargos examinados en sentencia C-077/04 de la Corte Constitucional. Sus consideraciones y fundamentos se encuentran en seguida del literal c) del artículo 82.
Artículo 189. PROTECCIÓN DE LA MATERNIDAD. Cuando el empleo vacante en forma definitiva se encuentre provisto mediante nombramiento provisional con una empleada en estado de embarazo, el término de duración de la provisionalidad se prorrogará automáticamente y culminará tres (3) meses después de la fecha del parto, o una vez vencida la licencia remunerada, cuando en el curso del embarazo se presente aborto o parto prematuro no viable. 

Cuando se trate de adopción de menores de siete (7) años, el término del nombramiento provisional no culminará antes de tres (3) meses contados a partir de la fecha de la entrega del menor. 

En estos eventos, el concurso convocado continuará su curso y el nombramiento de quien ocupe el primer puesto será efectuado una vez venza el término de la provisionalidad. 

Artículo 190. REGULACION DE LA PROVISION DEFINITIVA. La provisión definitiva de los empleos de carrera se hará teniendo en cuenta el siguiente orden de prioridad: 

1) Con la persona inscrita en la carrera de la Procuraduría General que deba ser trasladada por haber demostrado su condición de desplazada por razones de violencia o corra riesgo inminente su seguridad personal. 

2) Con la persona que al momento de su retiro de la Procuraduría era titular de derechos de carrera y cuyo reintegro haya sido ordenado por autoridad judicial. 

3) Con la persona inscrita en carrera de la Procuraduría a la cual se le haya suprimido el cargo y hubiere optado por el derecho preferencial a ser incorporado a empleos equivalentes. 

4) Con la persona que al momento en que deba producirse el nombramiento, ocupe el primer puesto en la lista de elegibles vigente. 

CAPITULO II.

PROCESO DE SELECCIÓN

Artículo 191. OBJETIVO. El proceso de selección tiene como objetivo garantizar el ingreso de personal idóneo a la Procuraduría General y el ascenso de los empleados con base en el mérito, mediante procedimientos que permitan la selección objetiva y la participación en igualdad de condiciones de quienes demuestren cumplir los requisitos para desempeñar los empleos. 

Artículo 192. CONCURSOS. Los concursos son: 

1) Abiertos: para el ingreso de nuevo personal a la carrera de la Procuraduría General. En ellos podrán participar también quienes se encuentren inscritos en carrera. 

2) De ascenso: para ascender en cargos de carrera de la Procuraduría General. En ellos sólo podrán participar quienes se encuentren inscritos en la carrera de la entidad. 

Jurisprudencia: Salvo la expresión tachada “sólo”, declarada INEXEQUIBLE, la Corte Constitucional mediante sentencia C-266/02 decidió declarar EXEQUIBLE este numeral.
PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN - Concurso de ascenso / PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN - Concurso abierto

PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN - Concurso de ascenso para personal escalafonado / PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN - Concurso mixto
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JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL - Cambio de precedente / CAMBIO DE PRECEDENTE - Justificación
2. Problema jurídico

La demanda de inconstitucionalidad plantea un cuestionamiento a la norma acusada, el cual se resume en el siguiente problema jurídico: ¿Vulnera la Constitución – particularmente el valor de la justicia, el principio de igualdad de oportunidades, el derecho a acceder a cargos públicos y la regla general según la cual los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera y se proveen por concurso público – la disposición legal que establece un concurso cerrado exclusivamente para los ya inscritos en la carrera administrativa de la Procuraduría General de la Nación para el ascenso a un cargo de carrera de mayor jerarquía?

3. La jurisprudencia constitucional sobre la materia 

Sobre la constitucionalidad de la existencia de concursos cerrados de ascenso en la administración pública en general, y en la Procuraduría General de la Nación en particular, esta Corte ya se ha pronunciado en el pasado.

3.1. Con ocasión de la demanda de inconstitucionalidad contra el inciso 2º del artículo 15
 de la Ley 443 de 1998, por la cual se expiden normas sobre carrera administrativa, la Corte tuvo ocasión de pronunciarse sobre el tema. Sobre el ingreso y ascenso en la administración pública y sobre la constitucionalidad de la norma acusada en esta oportunidad, sostuvo: 

“En cuanto al ingreso, no cabe duda de que - como lo ha sostenido la Corte- los concursos que se efectúen con el objeto de convocar a los aspirantes a un determinado empleo deben otorgar oportunidad abierta e igualitaria a todas las personas, señalando obviamente los requisitos exigidos para el desempeño de aquél, según la ley. Allí, por tanto, no puede haber restricciones que impidan o dificulten a quien no hace parte de la entidad o del conjunto de la Administración, es decir, a la persona particular que no ha accedido al servicio, llegar a él con base en sus méritos y previo concurso.

“No ocurre lo mismo en lo relativo al ascenso, que, como la palabra lo indica, busca seleccionar para un rango superior a quien, ya estando incorporado, muestre de manera comprobada méritos suficientes para subir en la escala jerárquica del organismo al que pertenece o en otros de la Administración, imponiéndose por sus calidades, aptitudes y preparación sobre otros aspirantes también incorporados al servicio dentro de la institución o grupo de instituciones de que se trate. Por tanto, el concurso, para ascender en la jerarquía de la carrera, se produce, ya no con carácter abierto sino cerrado -es decir, comprende sólo a quienes, estando en niveles inferiores, en la organización del ente respectivo, pretenden acceder a puestos de grado superior-, o mixto, propiciando que en ciertas entidades u organismos sean llamadas a concurso personas no vinculadas a la carrera, junto con las que ya lo están, o permitiendo a aspirantes de varias entidades que puedan participar, bajo ciertas condiciones, aun tratándose de servidores externos a la entidad. 

“Repárese en que todas estas posibilidades surgen de la voluntad del legislador y de sus consideraciones acerca de factores y variables inherentes a las distintas modalidades de actividad estatal, sin que la Constitución le imponga una u otra forma de concurso para ascenso. (subrayas fuera de texto).

“La carrera, como el legislador la ha definido y la ha entendido la jurisprudencia, es un sistema técnico de administración de personal de los organismos y entidades del Estado cuyo fin es, además de la preservación de la estabilidad y del derecho de promoción de los trabajadores, garantizar la excelencia en la calidad del servicio y la eficiencia de la administración pública, y en general de las actividades estatales, ofreciendo igualdad de oportunidades para el ingreso, capacitación y ascenso al servicio público, con base exclusiva en el mérito y en las calidades de los aspirantes. (subrayas fuera del texto)

“En otros términos, para ascender dentro de la carrera, puede ser requisito válido, según la ley, el de pertenecer a ella. Obsérvese que, si resultara absoluta la regla del concurso abierto, aplicándola inclusive para los ascensos, ningún valor tendría el mérito ya demostrado en el desempeño de las funciones asignadas, el cumplimiento de las obligaciones y deberes del empleado inscrito en carrera, su esfuerzo por lograr preparación, capacitación y superación, ni las calificaciones obtenidas durante su trayectoria, pues fácilmente podrían resultar descartados todos esos elementos mediante el ingreso de alguien que no ha iniciado la carrera ni ha sido sometido a prueba dentro de la misma. Ello significaría desestímulo y frustraría en buena parte los propósitos del sistema.

“La igualdad de oportunidades a que se refiere el actor debe entenderse entonces según el momento de la selección: el ámbito personal no tiene que ser necesariamente el mismo para el ingreso a la carrera que para el ascenso dentro de ella. Se trata de dar opción, sin preferencias ni discriminaciones, a quienes se encuentran en una misma situación.

“Resulta justo, en criterio de la Corte, que, para los ascensos, la ley se refiera únicamente a aquellos empleados que están en carrera administrativa, como una forma de proteger precisamente a las personas que ya se sometieron al proceso de selección. Una regla absoluta, de apertura invariable en cualquier concurso y siempre - como lo pretende el actor- podría afectar a los empleados actuales en su igualdad, si se permitiera que para el ascenso a un cargo de carrera desapareciese por completo el reconocimiento de que ellos ya han sido probados y evaluados en el servicio, dando lugar, en toda ocasión y sin límites, a la escogencia de quienes, en cuanto son ajenos a esos antecedentes, están en otras condiciones. Ello podría hacer imposible el ascenso como forma de estímulo por el mérito demostrado (subrayas fuera de texto).

“Pero debe aclarar la Corte que es una facultad del legislador la de señalar qué tipo de concurso ha de regir determinados ascensos, en los términos del artículo 125 de la Carta Política, lo que significa que, mientras las condiciones consagradas no impliquen, en sí mismas, vulneración de la igualdad, es amplio el radio de acción de la normatividad legal correspondiente (subrayas fuera de texto)

“Esta Corporación ha avalado la competencia del legislador para reglamentar los concursos dentro de la carrera administrativa, los cuales pueden ser abiertos, cerrados o mixtos, permitiendo en estos últimos, bajo ciertas condiciones, la participación de personas externas a la carrera o a la entidad que convoca al proceso de selección, si se trata de ascensos (subrayas fuera de texto). Así lo señaló esta Corporación en fallo C-063 del 11 de febrero de 1997 (M.P.: Dr. Alejandro Martínez Caballero), cuando dijo:

“Por el contrario, la libertad de configuración en el ascenso en los cargos de carrera es más amplia, en la medida en que el Legislador se coloca frente a tres objetivos con igual peso jurídico y fuerza vinculante, lo cual permite desarrollar un campo numeroso de opciones legítimas, según la razonable ponderación que efectúe el órgano político. Así, en determinadas ocasiones, puede la ley consagrar formas de concurso cerrado con el fin de proteger de manera preferente las expectativas de ascenso de los servidores ya escalafonados. Este procedimiento podría denominarse un concurso de ascenso en estricto sentido, pues desde un punto de vista puramente lógico y semántico, sólo pueden ascender en el escalafón quienes ya han ingresado a él, ya que un ascenso significa pasar de un nivel inferior a uno superior dentro de una misma jerarquía, lo cual supone que la persona ya hace parte de la organización. En ese orden de ideas, es razonable que el artículo 11 de la Ley 27 de 1992, la cual regula de manera general la carrera administrativa, señale que existen dos clases de concurso, abiertos para el ingreso a la carrera y de ascenso para el personal escalafonado. 

Sin embargo, la Corte también considera que es perfectamente legítimo que en determinadas entidades y para ciertas organizaciones la ley ordene que todo concurso sea abierto, esto es, que los servidores públicos que pretenden ascender a otro nivel superior en el escalafón deben concursar con personas que pueden no estar todavía incorporadas en la carrera administrativa. Estos concursos, que podrían denominarse mixtos, pues para algunas personas pueden significar el ingreso a la carrera y para otros constituyen una posibilidad de ascenso, son perfectamente legítimos, pues en tales casos el Legislador privilegia la eficiencia de la administración y la igualdad de oportunidades, sin anular los derechos subjetivos de los ya escalafonados, pues de todos modos estos servidores pueden concursar y su propia experiencia en la entidad les confiere una razonable posibilidad de éxito en relación con las aspirantes externos. Además, como la Corte ya lo ha señalado, el status de carrera confiere ciertos derechos, como la estabilidad, pero no obliga a la Administración a ascender a todos sus servidores, ya que éstos deben demostrar su mérito y eficiencia para tal efecto. Por ende, ninguna objeción constitucional se puede aducir contra una regulación legal que ordene que para la provisión de los cargos en una determinada entidad siempre se realice un concurso abierto, en el cual los aspirantes externos puedan demostrar que reúnen mejores condiciones para acceder a un cargo que quienes se encuentran ya escalafonados, pues de esa manera se potencia la igualdad de oportunidades y se mejora la calidad de la función pública” (subrayas fuera del texto).

“Por lo expuesto, a juicio de la Corte, no existe obligación constitucional de establecer tipos absolutos de concursos como forma de ascenso en la carrera administrativa. El concurso previsto por el legislador en la disposición acusada para el ascenso en los cargos de la administración es un sistema adecuado y razonable, directamente relacionado con la finalidad misma de la carrera, pues encuentra sustento en la igualdad de oportunidades para el acceso a la función pública como instrumento para la búsqueda de la eficiencia y eficacia en el servicio, principios que se originan directamente en la Constitución.

“La Sala encuentra que la norma impugnada aparece en perfecta consonancia con los preceptos constitucionales, básicamente con lo dispuesto en el artículo 125 de la Carta, pues, lejos de violar los cánones señalados por el demandante, los desarrolla, al reconocer en primer término a quienes ya pertenecen a la carrera administrativa, una oportunidad de ascenso, lo cual está dentro de las competencias del legislador. Este, se repite, está facultado para reglamentar las modalidades de concurso que han de aplicarse dentro de determinado régimen, y en relación con el tipo de servicio a cargo del Estado, la naturaleza de la función correspondiente y las características de la actividad que para el cumplimiento de ella desarrollan los empleados.

“Al respecto, la tarea del legislador debe combinar - en las finalidades de las reglas que consagre- la estabilidad del trabajador y la garantía de su justa y oportuna promoción, con la seguridad de sostener la calidad y eficiencia del servicio público, e inclusive procurar las perspectivas de superación de este último. Con tal propósito, es lógico que la ley tenga la suficiente amplitud para definir las características de los procesos de selección y ascenso del personal.”

3.2. En sentencia C-063 de 1997 la Corte declaró exequible la disposición legal (art. 123 de la Ley 106 de 1993) que establece para la provisión de cargos en la Contraloría General de la República el concurso público abierto, sea este de ingreso o de ascenso. De esta forma, la Corte rechazó la demanda de inconstitucionalidad que sostenía que se violaban los derechos subjetivos derivados de la carrera al no disponerse el concurso cerrado para el ascenso de servidores públicos de carrera. En esta oportunidad sostuvo la Corte que “no existe obligación constitucional de establecer un tipo de concurso cerrado como forma de ascenso en la carrera administrativa”. 

3.3. Por su parte, la Corte Constitucional ya se pronunció sobre la constitucionalidad de los concursos de ascenso en la Procuraduría General de la Nación. En sentencia C-110 de 1999
, declaró la exequibilidad del literal b) del artículo 140 de la Ley 201 de 1995, según el cual el concurso de ascenso es “para personal escalafonado.”

En dicha ocasión se demandó la disposición legal que regulaba el concurso de ascenso en la Procuraduría General de la Nación con dos argumentos: 1) que el legislador en la norma acusada discriminaba “en favor de los empleados de la Procuraduría escalafonados en carrera administrativa, pues cuando se trata de proveer cargos vacantes únicamente ellos pueden participar en los concursos de ascenso, excluyendo a otras personas con suficientes méritos para acceder a dichos cargos”; 2) que si bien la norma demandada tenía como objetivo establecer un incentivo a los funcionarios de carrera de la Procuraduría, lo cual tendría apoyo en los arts. 25 y 125 de la Constitución, tal norma no cumplía con “los criterios de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad”, siendo por tanto inconstitucional. 

En ese caso la Corte no acogió los cargos de la demanda con base en las siguientes razones:

“- La norma cuya constitucionalidad se examina, establece como una de las modalidades de concursos el de ascenso, para el personal escalafonado. 

- Según el art. 279 de la Constitución corresponde al legislador, entre otras atribuciones, regular "lo atinente al ingreso y concurso de méritos" de los funcionarios y empleados de la Procuraduría General de la Nación. Interpretada esta norma en armonía con el art. 125, cuyos alcances ya se han señalado, es incuestionable que uno de los tipos de carreras especiales que la Constitución reconoce expresamente (art. 130), es la que corresponde diseñar al legislador para la mencionada institución. 

Conforme a lo anterior, bien podía el legislador regular dos tipos de concursos, uno abierto en el cual pueden participar las personas que tengan interés en ingresar a la Procuraduría, y otro cerrado o de ascenso exclusivamente para el personal escalafonado en carrera administrativa, con miras a asegurar la efectividad del derecho subjetivo constitucional de ascender por méritos dentro del respectivo escalafón. 

- El instrumento jurídico adoptado por el legislador, el concurso de ascenso para personal escalafonado de la Procuraduría, no solamente tiene fundamento en las normas constitucionales que se han reseñado, sino que es razonable y proporcional a las finalidades constitucionales que se persiguen con la carrera administrativa. Por lo tanto, dentro de la libertad de la configuración jurídica de la norma de que goza el legislador en este caso bien podía establecer el tipo de concurso ya mencionado para garantizar el referido derecho constitucional.

- El segmento normativo acusado no contiene discriminación alguna, porque del contexto legal de la norma del art. 140 de la ley 201/95 se deduce que para ingresar al servicio de la Procuraduría se puede utilizar el concurso abierto, al cual pueden presentarse quienes no se encuentran escalafonados en carrera. 

Por lo demás, la circunstancia de que se establezca el concurso cerrado para quienes están escalafonados, en modo alguno implica que siempre tenga que acudirse a éste cuando se trata de ascender funcionarios, porque la administración puede, por razones del buen servicio administrativo, determinar que en este caso se haga un concurso mixto en el cual tengan cabida tanto los funcionarios que ya vienen prestando sus servicios a la entidad y que desean ascender en el escalafón, como las personas ajenas a ésta. (Subrayas fuera de texto)

La Procuraduría goza, en consecuencia, de un razonable poder discrecional para determinar, según lo demanden las necesidades del buen servicio administrativo, el tipo de concurso de méritos que en un momento dado debe llevarse a cabo para atender dichas necesidades, de modo que bien puede convocar a un concurso de mérito para ascenso si hay fundamento para ello, atendiendo no sólo a la capacidad e idoneidad de los posibles convocados, según la calificación objetiva que de los mismos haya hecho, sino a la necesidad de asegurar la máxima participación y competencia en el concurso. Si tales circunstancias no se dan, lo procedente es acudir al concurso abierto. (Subrayas fuera de texto)

3. En conclusión, considera la Corte que el acápite normativo acusado no es violatorio de ninguna de las normas invocadas por el demandante ni ningún otro precepto de la Constitución.”

3.4. El Decreto 262 de 2000
, expedido en desarrollo de las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República por el numeral cuarto del artículo 1º de la Ley 573 de 2000, derogó expresamente
 la Ley 201 de 1995. Es así como el aparte demandado del numeral 2º del artículo 192 del Decreto 262 de 2000 – “Los concursos son: (...) 2) De ascenso: para ascender en cargos de carrera de la Procuraduría General. En ellos sólo podrán participar quienes se encuentren inscritos en la carrera de la entidad” –, derogó el literal b) del artículo 140 de la Ley 201 de 1995 – “Los concursos son de dos clases: (...) b) De ascenso, para el personal escalafonado”–. 

En relación con la posible existencia de cosa juzgada en relación con la constitucionalidad de la norma demandada, la Corte observa que no existe identidad entre las mencionadas disposiciones normativas. La regulación anterior establecía que los concursos en la Procuraduría General de la Nación eran de ingreso y de ascenso “para el personal escalafonado” (art. 140 lit. b) de la Ley 201 de 1995), con lo cual se definían los tipos de concursos en la entidad sin excluir la posibilidad del concurso mixto, entendiendo por éste aquél en el que pueden tomar parte tanto personas escalafonadas como no escalafonadas ajenas a la entidad;
 por el contrario, la disposición ahora acusada, además de definir los tipos de concursos en la entidad, restringe la posibilidad de participar en los concursos de ascenso “sólo” a los inscritos en la carrera de la Procuraduría, con lo que se excluye el concurso mixto. Dado que no existe identidad normativa entre las referidas disposiciones, tampoco opera respecto de la norma acusada la institución de la cosa juzgada constitucional. La sentencia C-110 de 1999 tiene el carácter de precedente para el caso que ahora ocupa a la Corte, el cual deba ser seguido o ser abandonado porque existen razones constitucionales de peso que justifiquen el cambio de precedente en materia de la constitucionalidad de los concursos cerrados en la Procuraduría General de la Nación.

4. Síntesis de la jurisprudencia constitucional anterior y cambio de precedente
4.1. Una de las razones principales que la Corte Constitucional adujo para declarar la exequibilidad del concurso cerrado de ascenso en la Procuraduría General de la Nación fue que tal instrumento tiene fundamento en las normas constitucionales y, además, es “razonable y proporcional a las finalidades constitucionales que se persiguen con la carrera administrativa,” porque no excluye de manera absoluta el derecho de los no escalafonados en la carrera de la entidad a participar en un concurso de ascenso que sea mixto, es decir, en el cual se proteja el derecho de acceder a un cargo público, sin privilegios contrarios a la igualdad de oportunidades, pero al mismo tiempo se reconozca a los inscritos en carrera la posibilidad de ascender como un estímulo necesario para cumplir las finalidades inherentes a la carrera y garantizar los derechos de los que ya ingresaron a ella y tienen una experiencia de servicio en la propia entidad. Puntualizó la Corte que, según sus palabras, “la circunstancia de que se establezca el concurso cerrado para quienes están escalafonados, en modo alguno implica que siempre tenga que acudirse a éste cuando se trata de ascender funcionarios, porque la administración puede, por razones del buen servicio administrativo, determinar que en este caso se haga un concurso mixto en el cual tengan cabida tanto los funcionarios que ya vienen prestando sus servicios a la entidad y que desean ascender en el escalafón, como las personas ajenas a ésta.”
 

Del razonamiento de la Corte para concluir la constitucionalidad de los concursos cerrados en la Procuraduría General de la Nación puede sintetizarse la siguiente regla: Los concursos cerrados son constitucionales con las condiciones de 1) que sea posible convocar, por razones de buen servicio, a concurso mixto para la provisión de los cargos de carrera; y, 2) que el Jefe de la entidad pueda determinar en que casos se opta por un concurso cerrado o uno mixto para ascender en la carrera de la Procuraduría. De esta forma se aseguraría el principio de igualdad de oportunidades, así como la calidad de la función pública. 

Valga advertir que en el presente caso, no obstante, el numeral 2º del artículo 192 del Decreto 262 de 2000 no permite la opción del concurso mixto que sirvió de ratio decidendi de los fallos antes referidos para concluir que el concurso de ascenso no constituye un privilegio para los ya escalafonados sino un estímulo razonable que premia la experiencia en la carrera. En efecto, la segunda frase de la norma demandada excluye el concurso mixto al establecer que “sólo” podrán participar en el concurso de ascenso los inscritos en la carrera de la entidad, con lo que no se permite, en principio, a personas no escalafonadas la posibilidad de concursar para la provisión del cargo de carrera vacante. 

4.2. La Corte comparte con la línea jurisprudencial antes referida que, de conformidad con la Constitución y en particular con los derechos fundamentales a la igualdad de oportunidades y a acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, no debe haber exclusión de ciudadanos en la provisión de empleos en los órganos y entidades del Estado. Pero considera que la conclusión que se desprende de esa premisa es que no puede haber concursos cerrados, ni en el ingreso a los cargos de carrera ni en el ascenso a los mismos. Los concursos cerrados están proscritos en los cargos de carrera del Estado. Las razones que justifican el cambio de precedente, en este punto relativo a la consecuencia de la premisa, son las siguientes:

4.2.1. La jurisprudencia que admitía la constitucionalidad de los concursos cerrados para el ascenso en la carrera contradice la Constitución, específicamente los artículos 125, 13, 41 y 209.

El artículo 125 de la Constitución consagra dos reglas generales: los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera, salvo las excepciones constitucionales y legales; además, el nombramiento de los funcionarios debe hacerse por concurso público, salvo que el sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, lo que no se aplica a los empleos de carrera. En consecuencia, el nombramiento de funcionarios en cargos de carrera debe hacerse, salvo excepciones constitucionales o legales, mediante concurso público. La disposición constitucional no distingue si se trata de nombramientos para ingresar o ascender en la carrera al establecer el concurso público como condición del nombramiento del funcionario que pretende ocupar un cargo de carrera. Si la Constitución no distingue entre el ingreso a la carrera y el ascenso a la misma – sino que por lo contrario impone, en ambos casos, que se cumplan “los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y las calidades de los aspirantes” (art. 125 C.P.) –, no corresponde al intérprete distinguir entre estas dos eventualidades para efectos de determinar el alcance de la regla general sobre el nombramiento por concurso público. El concurso público tiene como función no sólo la escogencia según los méritos y calidades del aspirante (arts. 125 y 209 C.P.), sino el aseguramiento de la igualdad de oportunidades (art. 13 C.P.) en el acceso a las funciones y cargos públicos (art. 40 num. 7 C.P.). De limitarse el mecanismo de nombramiento de funcionarios de carrera por vía del concurso público sólo al ingreso a la carrera y excluirlo, así sea parcialmente, del ascenso en la carrera, no sólo se desconocería el texto del artículo 125 de la Carta, sino que se vulnerarían los derechos fundamentales a la igualdad de oportunidades y a acceder al desempeño de funciones y cargos públicos.

4.2.1.2. Le asiste razón al demandante cuando sostiene que la norma acusada no es razonable al establecer que personas ajenas a la entidad o de la entidad pero no escalafonadas no puedan participar en los concursos de ascenso en la carrera. Ello porque los funcionarios de carrera ya habrían recibido una calificación especial en el concurso, sin que se justifique otorgarles un beneficio adicional frente a los demás postulantes. La norma acusada, en efecto, viola el derecho a la igualdad de oportunidades por excluir, en un primer momento, del concurso para ascender en la carrera de la Procuraduría a las personas no escalafonadas en la carrera de la entidad. Los factores que llevan a Corte a esta conclusión consisten en lo siguiente:

4.2.1.2.1. Los fines perseguidos por la norma que define quienes pueden en principio participar en el concurso de ascenso de la Procuraduría General son estimular a quien se ha destacado y reconocer los esfuerzos, el cumplimiento, la eficiencia y la experiencia en la carrera de la entidad. Tales fines son sin duda legítimos e importantes. Ahora bien, uno de los medios escogidos por el legislador para alcanzar dichos fines es el concurso cerrado para ascender a un cargo de carrera de superior jerarquía, en el cual sólo pueden participar – en principio, esto es, si hay por lo menos cinco inscritos en la carrera que cumplen con los requisitos para optar por el cargo que se prevé proveer – los inscritos en la carrera de la entidad. Se pregunta la Corte si la afectación del derecho a la igualdad de oportunidades, respecto de las personas ajenas a la entidad que quisieran ocupar el cargo vacante, que implica el impedirles participar en el concurso cerrado de ascenso, es razonable, o, por el contrario, vulnera el derecho a la igualdad de oportunidades de terceros ajenos a la entidad. 

En concepto de la Corte, aunque el mecanismo del concurso cerrado resultase adecuado para alcanzar los fines de estimular a los inscritos en la carrera de la Procuraduría y reconocerles su cumplimiento, eficiencia y experiencia en el desempeño de cargos en la entidad, lo cierto es que el concurso cerrado de ascenso – y la exclusión de terceros igual o más calificados que éste lleva implícita – es innecesario, ya que existen otros medios menos lesivos de los derechos fundamentales de terceros – quienes también podrían, por sus calidades, optar para ocupar el cargo de carrera mediante el concurso público – y más adecuados para asegurar no sólo los fines de la norma sino también otros igualmente importantes como son la buena calidad de la función pública y la igualdad en el acceso y el ejercicio de la función pública. En efecto, nada impide que en el diseño del concurso se diseñen y adopten otros medios como, por ejemplo, el otorgamiento de puntos a los inscritos en la carrera y el ascenso del escalafonado y no del externo en caso de empate, con miras a estimular a los servidores de carrera y valorar su desempeño y su experiencia en la entidad, siempre que dichos medios no establezcan ventajas que en la práctica equivalgan a una barrera de entrada para los ciudadanos ajenos a la entidad ni represente un privilegio contrario al sistema de mérito en la provisión de cargos que protege la igualdad de oportunidades. El medio alternativo del concurso abierto (o mixto) además de valorar la dedicación de los servidores de carrera, no excluiría a otros potenciales participantes con mayores calidades y méritos. Con ello se deja a salvo, además, el derecho a la igualdad de oportunidades (art. 13 C.P.) en el acceso a los cargos públicos (art. 41 num. 7 C.P.), se optimiza la calidad de la función pública y se promueve el principio de imparcialidad como fundamento de la función administrativa (art. 209 C.P.). 

En consecuencia, el legislador vulneró los derechos fundamentales a la igualdad de oportunidades y al acceso el desempeño de funciones o cargos públicos, así como el principio de imparcialidad en que se basa la función administrativa cuando escogió el concurso cerrado de ascenso como medio de reconocimiento de las calidades y los méritos a los inscritos en la carrera de la entidad. Es el concurso público, bien sea abierto o mixto, el medio alternativo que debe emplearse para el nombramiento de funcionarios de carrera cuando se trata de proveer cargos de carrera en la Procuraduría General de la Nación, aún para aquellos de elevada jerarquía.

4.2.2. La jurisprudencia anterior sobre concursos cerrados contradice, además, las premisas de las cuales partía para concluir la constitucionalidad de los mismos. 

Las premisas en las que se basó la Corte en el pasado para concluir sobre la constitucionalidad de los concursos cerrados eran que con ellos se reconocía la igualdad de oportunidades y que el legislador tenía una amplia facultad de configuración jurídica para determinar el tipo de concurso – abierto, cerrado o mixto – a aplicar para el ascenso en la carrera de una cualquiera entidad del Estado. No obstante, esa misma jurisprudencia contradecía las mencionadas premisas. En efecto, en criterio de la Corte era constitucional el concurso cerrado de ascenso, porque de todas formas la administración, por razones del buen servicio, tendría la potestad de determinar cuándo y para qué organismo o entidad del Estado adelantaría un concurso mixto, en el que sí pudieran tomar parte ciudadanos no inscritos en carrera. De lo contrario, la aplicación indiscriminada del concurso público abierto en la provisión de todos los cargos de carrera del Estado, aseveró la Corte en Sentencia C-486 de 2000, “podría hacer imposible el ascenso como forma de estímulo por el mérito demostrado”. 

Nótese que la Corte se había abstenido de analizar la razonabilidad de la diferenciación entre los inscritos y los no inscritos en carrera como criterio de diferenciación al momento de determinar quiénes pueden tomar parte en el concurso de ascenso, esto es, si tal exclusión es razonable y proporcionada o por el contrario viola la igualdad de oportunidades y representa una limitación innecesaria del derecho político a acceder a cargos públicos. Tal abstención se funda en que, según la Corte, de aceptarse la aplicación del concurso público abierto se desconocería el mérito de quienes ya están en carrera y se desincentivaría la pertenencia a la misma. Tal afirmación carece, sin embargo, de sustento, ya que – como se dijo más arriba – bien puede reconocerse a los inscritos en carrera su experiencia, cumplimiento, eficiencia y méritos en el desempeño en la carrera, mediante medidas alternativas menos restrictivas de la igualdad de oportunidades y del derecho político fundamental a acceder a cargos públicos. La medida de excluir del concurso a los no escalafonados no es la única disponible para alcanzar los fines de estímulo al esfuerzo, al cumplimiento, a la eficiencia y a la experiencia en la carrera de la entidad. Por otra parte, se contradice la propia Corte en la sentencia C-110 de 1999, al afirmar que es el Jefe de esta entidad el llamado a determinar a qué modalidad de concurso recurre – si cerrado, mixto o abierto – en caso de un concurso de ascenso, cuando anteriormente había sostenido que es el legislador, en ejercicio de la competencia de configuración legislativa, el llamado a determinar el tipo de concurso para el ascenso en la Procuraduría General de la Nación. 
4.2.3. Adicionalmente, la ratio decidendi de las jurisprudencias antes citadas sobre la constitucionalidad de los concursos cerrados, tampoco es consistente con las sentencias constitucionales que reconocen en el mérito un criterio fundamental para determinar el acceso, el ascenso y el retiro de la función pública. Entre dichas sentencias cabe mencionar las relativas al ascenso en la carrera diplomática y consular
, a la inconstitucionalidad de la imposibilidad de participar en concursos de ascenso en la DIAN diferentes al correspondiente a la categoría inmediatamente superior
, a las calidades requeridas para el cargo de notario
 y a los méritos para la promoción en la carrera docente
. Lo anterior porque cualquier tipo de trato privilegiado o preferencial a servidores públicos, así sean de carrera, es contrario a la calidad y al mérito como criterios para el ingreso, el ascenso y la permanencia en la función pública (art. 125 C.P.).

4.3. Se justifica el cambio de precedente cuando éste contradice la Constitución, es incompatible con las premisas de las que parte para decidir y no es consistente con otras sentencias de la propia Corte sobre la materia. En el presente caso tal cambio – v.gr. excluir totalmente la posibilidad de concursos cerrados para ingresar o ascender a cargos de carrera en la Procuraduría General de la Nación - se justifica porque de otra forma se desconocen los derechos fundamentales a la igualdad de oportunidades y al acceso a las funciones y cargos públicos, así como la regla general según la cual los empleos en las entidades y órganos del Estado son de carrera y deben ser provistos mediante concurso público. 

4.4. En consecuencia, la Corte concluye que excluir a ciudadanos no inscritos en la carrera, del concurso de ascenso para proveer cargos superiores en la carrera de la Procuraduría General de la Nación, constituye una medida irrazonable, contraria al sistema de ingreso, permanencia y ascenso a los cargos públicos cuyo fundamento son la calidad y el mérito de los aspirantes (artículo 125 C.P.). Tal exclusión vulnera además el derecho político fundamental a acceder a cargos públicos (art. 40 num. 7 C.P.) en igualdad de oportunidades (art. 13 C.P.). En consecuencia, la expresión “sólo” empleada en el numeral 2º del artículo 192 del Decreto 262 de 2000, la cual impone a la Procuraduría General convocar concursos cerrados de ascenso, es contraria a la Constitución, y así lo declarará la Corte en la parte resolutiva de esta providencia.

5. Interpretación de los incisos 2º y 3º del artículo 192 del Decreto 262 de 2000 parcialmente demandado a la luz de la decisión de la Corte

Los incisos 2º y 3º del artículo 192 del Decreto 262 de 2000 establecen el procedimiento para convocar y llevar a cabo el concurso de ascenso en la Procuraduría. La convocatoria del mismo se ata a la existencia en la entidad de cinco empleados inscritos en carrera que cumplan los requisitos de ley para ascender. En caso contrario, la disposición ordena que se declare desierto el concurso y se convoque a uno abierto, en el que también podrán participar los ya admitidos. 

De conformidad con la declaratoria de inexequibilidad de la expresión “sólo” contenida en el numeral 2º del inciso 1º del citado artículo, se hace indispensable interpretar los incisos 2º y 3º de conformidad con la Constitución. 

El inciso 2º establece la condición que permite distinguir cuándo la provisión de un cargo de la carrera debe hacerse, en principio, mediante concurso de ascenso, y cuándo debe hacerse como concurso de ingreso o abierto. En el caso de cumplirse la condición, esto es, si existen cinco empleados inscritos en la carrera que cumplen los requisitos legales para ascender en la carrera y ocupar el cargo vacante, el concurso puede ser mixto, es decir, con participación de ciudadanos internos y externos a la Procuraduría. En él se podrán reconocer a los inscritos en la carrera, mediante diversos mecanismos, su experiencia, eficiencia, cumplimiento y mérito en el desempeño de otros cargos de carrera dentro de la entidad, sin excluir del concurso a personas no inscritas en la entidad ni convertir el criterio para estimular el esfuerzo de los ya escalafonados en una barrera de entrada para los externos o en un privilegio contrario al sistema de mérito que protege la igualdad de oportunidades. 

En caso contrario, si la condición contenida en el inciso 2º no se cumple, el concurso deberá ser abierto, esto es, los llamados a participar en él, en condiciones iguales, serán las personas no inscritas en la carrera de la entidad, así como las inscritas y ya admitidas al concurso de ascenso que se declaró desierto. De esta forma, la interpretación del artículo parcialmente acusado guarda coherencia con la providencia que ahora se profiere así como con el sentido de la regulación constitucional de la materia.

El concurso deberá convocarse de ascenso cuando existan en la entidad por lo menos cinco (5) empleados inscritos en carrera que cumplan los requisitos para ascender, determinados en este decreto, según certificación que expedirá el jefe de la División de Gestión Humana. 

Convocado un concurso de ascenso, éste continuará teniendo tal naturaleza si se admiten en él por lo menos cinco (5) empleados inscritos en carrera. En caso contrario, se declarará desierto y se convocará a concurso abierto. En este último evento, quienes fueron inicialmente admitidos continuarán en el concurso abierto para ascender, sin necesidad de nueva inscripción. 

PARAGRAFO. Con el fin de dar cumplimiento a una decisión judicial, la Comisión de Carrera deberá dejar sin efecto el concurso que se encuentre en trámite para proveer el respectivo empleo, en los casos en que el empleado reintegrado fuere titular de derechos de carrera al momento de su desvinculación. 

Artículo 193. REQUISITOS PARA PARTICIPAR EN CONCURSOS DE ASCENSO. En los concursos de ascenso podrán participar los empleados de carrera que acrediten, además de los requisitos exigidos para el empleo al cual aspiran, lo siguiente: 

1) Que la última calificación de servicios del período anual en firme sea igual o superior al setenta por ciento (70%) de la escala. 

2) Que no hayan sido sancionados disciplinariamente en el año anterior a la fecha de la respectiva convocatoria. 

3) Que hayan obtenido un puntaje correspondiente al 70% o más del máximo establecido para los cursos de reinducción previstos en el numeral segundo del artículo 253 de este decreto. 

Parágrafo. Lo previsto en el numeral tercero de este artículo comenzará a regir a partir del primero (1o.) de enero del año 2001. 

Artículo 194. PROCESO DE SELECCIÓN. El proceso de selección comprende las siguientes etapas: 

1) Convocatoria. 

2) Reclutamiento: inscripción y lista de admitidos y no admitidos. 

3) Aplicación de pruebas o instrumentos de selección: etapa eliminatoria y etapa clasificatoria. 

RESOLUCIÓN N.° 081

(27 MARZO 2007)

Por medio de la cual se deroga la Resolución N.° 0456 de 25 de noviembre de 2003 y se adoptan los parámetros de puntuación para la prueba de análisis de antecedentes

El PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales conferidas en el numeral 45 del artículo 7°, y en especial la señalada en el artículo 205 del Decreto 2000 y,

CONSIDERANDO

Que el proceso de selección por méritos comprende las etapas legales contempladas en el articulo 194 del Decreto Ley 262 de 2000, entre las que se destaca la aplicación de pruebas o instrumentos de selección, cuya finalidad es establecer las aptitudes, habilidades, conocimientos y experiencia de los aspirantes; y determinar que esas calidades correspondan con la naturaleza y el perfil de los empleos que deben ser provistos, permitiendo la diferenciación pertinente por niveles jerárquicos. 

Que el examen y valoración de estos rasgos se hace a través de pruebas escritas, de ejecución, de análisis de antecedentes, entrevistas y otros medios técnicos que permiten medir las áreas objeto de evaluación. 

Que la prueba de análisis de antecedentes aunque obligatoria, es de carácter clasificatorio; siendo el Procurador General de la Nación como máximo administrador del sistema de carrera de la entidad, quien señala previamente los instrumentos y parámetros de calificación y puntuación, de acuerdo con criterios de objetividad e imparcialidad. 

Que los criterios fijados en la Resolución 0456 de 2003 deben replantearse y actualizarse, para que la evaluación del análisis de antecedentes como prueba en el proceso de selección de la entidad esté acorde con nuevas modalidades de educación y experiencia laboral, que permita seleccionar servidores públicos que cumplan las funciones profesionales, investigativas y de servicio que requiere la entidad.

Que el análisis de antecedentes es una prueba cuyo objeto es el de asignar valores adicionales al requisito mínimo señalado en la convocatoria, para que los concursantes más calificados obtengan con los estudios y experiencia, los mejores puntajes en el proceso de selección por méritos. 

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO: La prueba de análisis de antecedentes tendrá un valor máximo de cien (100) puntos, los cuales serán divididos en dos partes. Por haber acreditado los requisitos mínimos (estudios y experiencia), la oficina les asignará a todos los participantes en igualdad de condiciones un 50% del total de la Prueba (50 puntos). 

El otro 50% (50 puntos) será asignado conforme a los certificados de estudios, experiencia y cursos allegados que excedan los requisitos mínimos, que se valorarán de acuerdo a los puntajes que se fijen en la presente Resolución. 

ARTÍCULO SEGUNDO: Los factores objeto de valoración en la prueba de análisis de antecedentes, conforme lo señala el Decreto Ley 263 de 2000, serán los estudios (educación formal); experiencia (específica o relacionada); y cursos específicos (educación no formal o educación para el trabajo), tal como están definidos en la ley. 

1.) Experiencia: Se entiende por experiencia los conocimientos, habilidades y destrezas adquiridas o desarrolladas mediante el ejercicio de una profesión, ocupación, arte u oficio. 

a. Experiencia Profesional: Es la adquirida a partir de la terminación y aprobación de todas las materias que conforman el pénsum académico de pregrado de la respectiva formación profesional o de especialización tecnológica, en el ejercicio de las actividades propias de la profesión o especialidad relacionadas con las funciones del empleo al cual se aspira. 

b. Experiencia Docente: Es la adquirida en el ejercicio de actividades como profesor o investigador adelantadas en instituciones educativas reconocidas oficialmente, Cuando se trate de cargos comprendidos en el nivel profesional y niveles superiores a éste, la experiencia docente deberá acreditarse en Instituciones de educación superior, en áreas afines al cargo que se va a desempeñar y con posterioridad a la obtención del correspondiente título de formación universitaria. 

c. Experiencia Específica: Es la adquirida en el ejercicio de las funciones de un empleo o el desempeño de una actividad en una determinada área de trabajo o de la profesión, ocupación, arte u oficio, igual o similar al empleo que se va a desempeñar. 

d. Experiencia Relacionada: Es la adquirida en el ejercicio de las funciones afines a las del empleo que se va a desempeñar, 

e. Experiencia General: Es la adquirida con el ejercicio de cualquier empleo, profesión, ocupación, arte u oficio. 

Cuando para desempeñar empleos pertenecientes a los niveles ejecutivo, asesor y profesional se exija experiencia, ésta deberá ser profesional o docente universitaria. 

2.) Educación formal: Entendida como la serie de contenidos académicos adquiridos en instituciones públicas o privadas debidamente reconocidas por el Gobierno Nacional, correspondientes a la educación básica primaria, básica secundaria, media vocacional, superior en los programas de pregrado en las modalidades de formación técnica profesional, tecnológica y universitaria y en los programas de postgrados en las modalidades de especialización, maestría y doctorado. 

3.) Educación no formal: Es la que se ofrece con el objeto de complementar, actualizar, suplir conocimientos y formar en aspectos académicos o laborales sin sujeción al sistema de niveles, títulos o grados que señala la ley. Se acreditan a través de diplomados, cursos, seminarios, congresos, etc. 

Lo anterior sin perjuicio de contemplar las definiciones contenidas en los artículos 1 al 27 de la Ley 30 de 1992; en los artículos 1 al 4 de la Ley 749 de 2002; en el artículo 1° de la Ley 1064 de 2006 y demás normas que las deroguen. 

ARTÍCULO TERCERO: Los factores a valorar para los cargos de los niveles ejecutivo, asesor y profesional en los que los concursantes superen los requisitos mínimos exigidos en la respectiva convocatoria, serán los siguientes: 

1.) Por experiencia profesional, docente, específica o relacionada, según se exija en la convocatoria, hasta veinticinco (25) puntos que se podrán obtener así: 

a. Por cada año de experiencia profesional específica: Tres (3) puntos. 

b. Por cada año de experiencia profesional relacionada: Dos (2) puntos. 

c. Por cada año lectivo de experiencia profesional docente universitaria o investigativa universitaria específica de tiempo completo: Tres (3) puntos. 

d. Por cada año lectivo de experiencia profesional docente universitaria o investigativa universitaria relacionada de tiempo completo: Dos (2) puntos. 

e. Por experiencia profesional docente universitaria o investigativa universitaria por hora cátedra, se contabilizará por año lectivo en la siguiente forma: 

	INTERVALO PROMEDIO DE HORAS CÁTEDRA/SEMANA
	PUNTOS POR TIPO DE

EXPERIENCIA

	
	Especifica
	Relacionada

	3-11
	0.5
	0.25

	12-19
	1
	0.5


Parágrafo: Las horas cátedra dictadas en diferentes Instituciones de educación superior, son acumulables para efectos de lo antes dispuesto. 

2.) Por educación formal relacionada con las funciones del cargo objeto del concurso, hasta quince (15) puntos que se podrán obtener así: 

a. Por titulo de Postdoctorado: Quince (15) Puntos. 

b. Por título de Doctorado: Catorce (14) puntos.

c. Por título de Maestría: Diez (10) puntos. 

d. Por título de Especialización: Cinco (5) puntos. 

e. Por título de formación profesional adicional al exigido y relacionado con las funciones del cargo: Diez (10) puntos. 

f. Por terminación y aprobación de materias de Postdoctorado pendiente de titulo: Nueve (9) puntos. 

g. Por terminación y aprobación de materias de Doctorado pendiente de título: Ocho (8) puntos. 

h. Por terminación y aprobación de materias de Maestría pendiente de título: Seis (6) puntos. 

i. Por terminación y aprobación de materias de Especialización Profesional pendiente de título: Tres (3) puntos. 

j. Por título de formación Técnica Profesional o Tecnológica, siempre y cuando no forme parte del ciclo propedéutico del título profesional exigido en la convocatoria: Tres (3) puntos. 

k. Por título de formación Técnica Profesional o Tecnológica en el área de sistemas o informática para oficina, siempre y cuando no forme parte del ciclo propedéutico del titulo profesional exigido en la convocatoria: Tres (3) puntos. 

l. Por título de Especialización Técnica: Uno y medio (1,5) puntos. 

m. Por título de Especialización Tecnológica: Dos (2) puntos. 

n. Por terminación y aprobación de materias de Especialización Técnica pendiente de título: Un (1) punto. 

o. Por terminación y aprobación de materias de Especialización Tecnológica pendiente de título: Uno y medio (1,5) puntos. 

3.) Por educación no formal relacionada con las funciones del cargo objeto del concurso, hasta diez (10) puntos que se podrán obtener así: 

a. Cursos superiores a 100 horas: Tres (3) puntos. 

b. Cursos entre 40 y 99 horas: Uno y medio (1,5) puntos. 

c. Cursos entre 15 y 39 horas: Cero cinco (0,5) puntos. 

ARTICULO CUARTO: Los factores a valorar para los cargos del nivel técnico, en los que los concursantes superen los requisitos mínimos exigidos en la respectiva convocatoria, serán los siguientes: 

1.) Por experiencia, específica, relacionada o docente, según se exija en la convocatoria, hasta treinta y cinco (35) puntos que se podrán obtener así: 

a. Porcada año de experiencia específica: Tres (3) puntos. 

b. Por cada año de experiencia relacionada: Dos (2) puntos. 

c. Porcada año lectivo de experiencia docente específica en educación superior e institutos de educación no formal, de tiempo completo: Tres (3) puntos. 

d. Por cada año lectivo de experiencia docente relacionada en educación superior e institutos de educación no formal, de tiempo completo: Dos (2) puntos. 

e. Por experiencia docente o investigativa en educación superior e institutos de educación no formal por hora cátedra. Se contabilizará por año lectivo en la siguiente forma:

	INTERVALO PROMEDIO POR HORAS CÁTEDRA/SEMANA
	PUNTOS POR TIPO DE 

EXPERIENCIA

	
	Específica
	Relacionada

	3-11
	0.5
	0.25

	12-19
	1
	0.5


Parágrafo: Las horas cátedra dictadas en diferentes Instituciones de Educación Superior o Instituciones de Educación no formal, son acumulables para efectos de lo antes dispuesto. 

2.) Por educación formal relacionada con las funciones del cargo objeto de concurso, hasta diez (10) puntos que se podrán obtener así: 

a. Por título de formación Profesional relacionado con el cargo a proveer, siempre en (sic) cuando no forme parte del ciclo propedéutico del título de educación superior acreditado para el cargo: Diez (10) puntos. 

b. Por título de formación Tecnológica adicional relacionado con el cargo a proveer: Siete (7) puntos. 

c. Por título de formación técnica Profesional adicional relacionado con el cargo a proveer: Cinco (5) puntos. 

d. Por título de Especialización Técnica Profesional relacionado con el cargo a proveer: Tres (3) puntos. 

e. Por título de Especialización Tecnológica relacionado con el cargo a proveer: Cuatro (4) puntos. 

f. Por aprobación de cada año de educación superior en ciclo profesional, formación Técnica Profesional o Tecnológica: Dos (2) puntos. 

3.) Por educación no formal relacionada con las funciones del cargo objeto del concurso, hasta cinco (5) puntos que se podrán obtener así: 

a. Por certificación de competencias laborales: Cinco (5) puntos. 

b. Por certificación de aptitud profesional: Cuatro (4) puntos.

c. Cursos superiores a 100 horas: Tres (3) puntos. 

d. Cursos entre 60 y 99 horas: Dos (2) puntos. 

e. Cursos entre 15 y 59 horas: Un (1) punto. 

f. Cursos entre 8 y 14 horas: Cero cinco (0,5) puntos. 

ARTÍCULO QUINTO: Los factores a valorar para los cargos de los niveles administrativo y operativo en los que los concursantes superen los requisitos mínimos exigidos en la respectiva convocatoria, serán los siguientes: 

1.) Por experiencia docente, específica o relacionada con las funciones del cargo, según se exija en la convocatoria, hasta cuarenta (40) puntos que se podrán obtener así: 

a. Por cada año de experiencia específica: Tres (3) puntos. 

b. Por cada año de experiencia relacionada: Dos (2) puntos. 

c. Por cada año lectivo de experiencia docente específica: Tres (3) puntos. 

d. Por cada año lectivo de experiencia docente relacionada: Dos (2) puntos. 

e. Para la experiencia docente o investigativa por horas cátedra se contabilizará por año lectivo en la siguiente forma: 

	INTERVALO PROMEDIO DE HORAS CÁTEDRA/SEMANA
	PUNTOS POR TIPO DE

EXPERIENCIA

	
	Específica
	Relacionada

	3-11
	0.5
	0.25

	12-19
	1
	0.5


Parágrafo: Las horas cátedra dictadas en diferentes Instituciones de Educación Superior, Institutos de Educación no Formal, educación básica primaria, secundaria o media vocacional de tiempo completo, son acumulables para efectos de lo antes dispuesto. 

2.) Por educación formal relacionada con las funciones del cargo objeto de concurso, hasta seis (6) puntos que se podrán obtener así: 

a. Por título de formación en educación superior: Seis (6) puntos. 

b. Por aprobación de cada año de educación superior en ciclo Profesional, formación Técnica profesional o Tecnológica: Cuatro (4) puntos. 

c. Por aprobación de cada año de educación básica secundaria y media vocacional: Dos (2) puntos. 

3.) Por educación no formal relacionada con las funciones del cargo objeto del concurso, hasta cuatro (4) puntos que se podrán obtener así: 

a. Certificación de competencias laborales: Cuatro (4) puntos.

b. Por certificación de aptitud profesional: Cuatro (4) puntos.

c. Cursos superiores a 100 horas: Tres (3) puntos, 

d. Cursos entre 60 y 99 horas: Dos (2) puntos.

e. Cursos entre 15 y 59 horas: Un (1) punto. 

f. Cursos entre 8 y 14 horas: Cero cinco (0,5) puntos. 

ARTÍCULO SEXTO: Para todos los niveles, adicionalmente al puntaje asignado por educación formal cuando este no supere su límite, a los concursantes se les dará valor por las publicaciones, documentales y programas audiovisuales certificados de la siguiente manera: 

Por trabajo investigativo, publicación u obra debidamente registrada con su respectivo ISBN (Numero Estándar de Identificación Internacional del Libro), hasta cinco (5) puntos cuando el autor o coautor sea el concursante y el trabajo no sea parte de un requisito laboral o académico. Su temática debe estar relacionada con las funciones del empleo convocado, 

Por artículo en publicación seriada indexada y debidamente registrada con su respectivo ISSN (Numero Internacional Estándar para Publicaciones Seriadas), hasta dos (2) puntos cuando el autor o coautor sea el concursante y el trabajo no sea parte de un requisito laboral o académico. Su temática debe estar relacionada con las funciones del empleo convocado. 

Por obra audiovisual que incluya registros sonoros y visuales provenientes de la radio; cine, televisión y video, o cualquier otra producción que incluya imágenes y/o sonidos registrados, así como guiones, fotografías, carteles y equipo técnico, entre otros, cuando el autor o coautor sea el concursante, y lo haya registrado acorde a lo señalado en la Ley 397 de 1997 y demás normas complementarias, hasta dos (2) puntos. Su temática debe estar relacionada con las funciones del empleo convocado. 

Una vez sumados los puntajes asignados por los trabajos descritos en el presente artículo, estos no podrán superar el límite asignado por el factor de educación formal. 

ARTICULO SÉPTIMO: Para la prueba de análisis de antecedentes, se valoraran y puntuarán solo los documentos aportados por el Concursante a la fecha de su recepción por la entidad. No obstante, la Oficina de Selección y Carrera y la Comisión de Carrera podrán solicitar de oficio aclaración a las entidades que expidieron las certificaciones sobre documentos, en desarrollo de las facultades previstas en los numerales 100 del artículo 12 y 80 del artículo 240 respectivamente, del Decreto Ley 262 de 2000. 

ARTÍCULO OCTAVO: Para valorar la experiencia profesional a partir de la fecha de terminación de estudios de pregrado, el concursante deberá acreditar mediante certificación la fecha de terminación y aprobación de todas las materias que conforman el pensum académico de la respectiva formación profesional. En caso de no anexar esta certificación, la experiencia se valorará a partir de la fecha de grado, o a falta de esta, a partir de la expedición de la tarjeta o matricula profesional. 

ARTICULO NOVENO: Cuando los documentos o certificaciones de experiencia sean expedidos indicando jornadas de trabajo inferiores al día laboral, su validez en tiempo se establecerá sumando las horas trabajadas y dividiendo el resultado por 8, para determinar los días, meses o años trabajados. 

ARTÍCULO DÉCIMO: La presente Resolución rige a partir de la fecha de publicación y deroga las demás disposiciones que le sean contrarias. 

PUBLÍQUESE y CÚMPLASE

EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN

Procurador General de la Nación

4) Conformación de la lista de elegibles. 

5) Período de prueba. 

6) Calificación del período de prueba. 

Artículo 195. CONVOCATORIA. La convocatoria es la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración como a los participantes. No podrán cambiarse sus bases una vez iniciada la inscripción de aspirantes, salvo que se incurra en violación a la ley o las regulaciones internas o que las modificaciones se refieran a aspectos como sitio y fecha de recepción de inscripciones, fecha, hora o lugar en que se llevará a cabo la aplicación de las pruebas, casos en los cuales debe darse aviso oportuno a los interesados. 

En ningún caso podrán anticiparse las fechas inicialmente previstas en la convocatoria. 

Artículo 196. CONTENIDO DE LA CONVOCATORIA. Corresponde al jefe de la Oficina de Selección y Carrera el diseño y la elaboración del proyecto de convocatoria, de acuerdo con los requerimientos legales y los parámetros técnicos según la naturaleza del empleo por proveer. 

La convocatoria para el concurso y sus modificaciones se suscribirán por el Procurador General o su delegado. 

La convocatoria para todo concurso deberá contener como mínimo la siguiente información: 

I. Información básica: 

1) Identificación de la convocatoria mediante un número de serie consecutivo anual. 

2) Clase de concurso. 

3) Fecha de fijación de la convocatoria. 

4) Identificación del empleo. 

5) Ubicación orgánica y geográfica inicial del empleo. 

6) Término y lugar para las inscripciones. 

II. Información complementaria: 

1) Medio de divulgación. 

2) Número de empleos por proveer o la respectiva anotación, cuando se trate de formar lista de elegibles para la provisión de futuras vacantes. 

3) Sueldo. 

4) Funciones. 

5) Requisitos de estudio y experiencia, de acuerdo con el manual vigente, así como los documentos necesarios para acreditarlos. 

6) Lugar y fecha de publicación de la lista de admitidos y no admitidos al concurso. 

7) Clases de pruebas. 

8) Carácter de las pruebas: eliminatorio o clasificatorio. 

9) Puntaje mínimo aprobatorio para las pruebas eliminatorias y valor en porcentajes de cada una de las pruebas dentro del concurso. 

10) Términos dentro de los cuales se pueden formular las reclamaciones de los no admitidos. 

El Procurador General deberá dejar sin efecto los concursos respectivos, en los casos en que, iniciadas las inscripciones, se advierta la existencia de error u omisión en alguna o varias de las convocatorias en relación con la información básica, en los numerales 2, 4, 5, 7 y 8 de la información complementaria o la firma del Procurador General o su delegado. 

Artículo 197. DIVULGACION. La convocatoria para la inscripción a los concursos se divulgará con una antelación no inferior a quince (15) días hábiles a la fecha de iniciación de las inscripciones, publicando un aviso, al menos en uno de los siguientes medios: prensa de amplia circulación nacional, radio o televisión. Tales avisos deberán contener la información básica del concurso, así como la información sobre los sitios en donde se fijarán las convocatorias. 

La divulgación de los avisos de modificación de los términos para inscripciones se hará por los mismos medios empleados para divulgar la convocatoria, al menos con dos (2) días de anticipación a la fecha señalada para la iniciación del período adicional. 

Copia integral de las convocatorias se fijará en lugar visible en el sitio de acceso a la Procuraduría General y a la sede territorial inicial del empleo por proveer, por lo menos con quince (15) días hábiles de anticipación a la fecha de iniciación de las inscripciones de los aspirantes y por todo el tiempo determinado para las mismas. 

Los avisos que modifiquen las convocatorias serán fijados en los sitios antes señalados, a más tardar el día siguiente de producida la modificación. 

Artículo 198. INSCRIPCIONES. La inscripción se hará en un formulario elaborado para el efecto por la Oficina de Selección y Carrera, dentro del término y en el sitio previsto en la convocatoria o en el aviso de ampliación, si lo hubiere, durante jornadas laborales completas. Podrá hacerse personalmente por el aspirante o por quien fuere encargado por éste, en cualquiera de las procuradurías territoriales o en la dependencia de la sede central de la entidad indicada en la convocatoria, o enviarse a los sitios mencionados, por cualquier medio, siempre y cuando su recibo se registre antes de la hora y fecha fijados para el cierre de inscripciones. 

El aspirante deberá anexar a la solicitud de inscripción los documentos que acrediten los requisitos mínimos exigidos para el empleo al que aspira, en original o fotocopia simple. 

Las inscripciones se deberán registrar en un formato, al momento de su recibo, consignando el nombre y documento de identidad del aspirante, el número de folios aportados y el orden consecutivo. 

PARAGRAFO. No podrán exigirse a los empleados inscritos en el Registro Único de Inscripción en Carrera de la Procuraduría, documentos que reposen en su hoja de vida, salvo aquellos que requieran actualización y cuya expedición no corresponda a la entidad. 

Artículo 199. CIERRE DE INSCRIPCIONES. Las inscripciones se cerrarán una hora antes de terminarse la jornada laboral del último día previsto para esta etapa del proceso. El jefe de Selección y Carrera verificará que el registro corresponda a una numeración continua y que haya sido debidamente diligenciado el formato correspondiente, el cual cerrará con su firma. 

Cuando la inscripción se realice en sede territorial diferente a Santa Fe de Bogotá D. C., la anterior actuación se cumplirá por el Procurador Regional, Distrital o Provincial, según el caso. 

Copia de este registro será fijado ese mismo día, antes de la finalización de la jornada laboral, en lugar visible al público en la Oficina de Selección y Carrera o en la secretaría de la Procuraduría Regional, Distrital o Provincial, sede territorial del empleo, en donde permanecerá hasta la fecha en que se publique la lista de admitidos y no admitidos al concurso. 

Terminada la etapa de inscripción, los procuradores regionales, distritales y provinciales elaborarán un acta anexando fotocopia de los formatos de recepción de inscripción, que se deberá enviar, acompañada de los documentos presentados por los aspirantes, a la Oficina de Selección y Carrera, a más tardar el día hábil siguiente al cierre de las inscripciones. 

Artículo 200. LISTA DE ADMITIDOS Y NO ADMITIDOS. Recibidos los formularios de inscripción, la Oficina de Selección y Carrera verificará que los aspirantes acreditaron los requisitos mínimos señalados en la convocatoria. 

Con base en la revisión de la documentación aportada, el jefe de la oficina mencionada elaborará y firmará la lista de admitidos y no admitidos al concurso, indicando en este último caso los motivos por los cuales no se reúnen los requisitos exigidos en la convocatoria. 

Esta lista deberá ser fijada en lugar visible en el sitio de acceso a la entidad y a las sedes territoriales de los empleos, en la fecha prevista para el efecto en la convocatoria, y permanecerá allí hasta el día de aplicación de la primera prueba. 

Artículo 201. AMPLIACION DEL PLAZO DE INSCRIPCION. Cuando en los concursos abiertos no se inscriban al menos cinco (5) aspirantes, deberá ampliarse el plazo de inscripción por un término igual al inicialmente previsto. 

Si al vencimiento del nuevo plazo no se inscribiere el número mínimo de aspirantes señalado en el inciso anterior, el concurso se declarará desierto por el Procurador General o su delegado. Por necesidades del servicio, el concurso se podrá realizar con las personas inscritas, aunque no se reúna el número mínimo de inscritos exigido. 

En todo caso, no habrá proceso de selección sin la admisión a concurso de por lo menos tres (3) aspirantes. 

Artículo 202. RECLAMACIONES. Dentro de los dos (2) días hábiles siguientes a la publicación de la lista, los aspirantes no admitidos podrán presentar reclamaciones motivadas ante el jefe de la Oficina de Selección y Carrera, quien deberá resolverlas dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, mediante acto administrativo motivado. Para resolver la reclamación no se tendrán en cuenta los documentos que no hubieren sido aportados en la etapa de inscripción. 

La decisión se notificará el día hábil siguiente a su expedición, mediante su publicación durante dos (2) días hábiles en el sitio donde fue fijada la respectiva lista de admitidos y no admitidos. Copia íntegra, auténtica y gratuita de la decisión se entregará al notificado, si éste la solicitare. 

Contra la decisión de que trata el presente artículo procede recurso de apelación ante la Comisión de Carrera, el cual deberá interponerse, debidamente sustentado, a más tardar el día hábil siguiente a la fecha en que termine la publicación, ante el jefe de la Oficina de Selección y Carrera. 

El jefe de la Oficina de Selección y Carrera, el día hábil siguiente a la presentación del recurso, lo remitirá a la Comisión de Carrera, junto con el original del expediente respectivo. La Comisión se reunirá extraordinariamente, si fuere necesario, dentro de los dos (2) días siguientes a la recepción de la documentación y lo resolverá dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes. 

El día hábil siguiente a la fecha en que se decida la apelación, la Comisión de Carrera devolverá el expediente al jefe de la Oficina de Selección y Carrera, quien deberá notificar la decisión de conformidad con lo establecido en el presente artículo. 

Resuelto el recurso de apelación a que se refiere el presente artículo se agota la vía gubernativa. 

Si la reclamación no es formulada en el término señalado en este artículo, se rechazará por extemporánea mediante acto expedido por el jefe de la Oficina de Selección y Carrera de la entidad. Contra este acto no procede recurso alguno. 

Artículo 203. PRUEBAS O INSTRUMENTOS DE SELECCION. Las pruebas o instrumentos de selección tienen como finalidad establecer las aptitudes, habilidades, conocimientos, experiencia y que las condiciones de los aspirantes correspondan con la naturaleza y el perfil de los empleos que deben ser provistos, y permitir la clasificación de dichos aspirantes. 

La valoración de estos rasgos se hará mediante pruebas escritas, de ejecución, análisis de antecedentes, entrevistas, evaluaciones finales de los cursos efectuados por la entidad y otros medios técnicos que permitan conocer las áreas objeto de evaluación y que respondan a criterios de objetividad e imparcialidad, con parámetros de calificación previamente definidos por el Procurador General. 

Jurisprudencia: En sentencia C-478/05 la Corte Constitucional declaró exequibles, por los cargos formulados, las expresiones subrayadas “y que las condiciones de los aspirantes correspondan con la naturaleza y el perfil de los empleos que deben ser provistos” contenida en el inciso primero del artículo 203 y la expresión “entrevistas”, contenida en el inciso segundo del mismo artículo. Igualmente declaró EXEQUIBLE la totalidad del artículo 204.
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Cuarto. Análisis de las disposiciones acusadas.

El artículo 125 de la Constitución consagra el régimen de carrera administrativa, como un instrumento eficaz para proveer empleos en los órganos y entidades del Estado. 

Para la Corte, este régimen impulsa la realización plena de principios como el de igualdad y el de imparcialidad, pues se sustenta en la promoción de un sistema de competencia a partir de los méritos, capacitación y específicas calidades de las personas que aspiran a vincularse a la administración pública; sólo cumpliendo esos objetivos, que se traducen en captar a los mejores y más capaces para el servicio del Estado, éste, el Estado, está en capacidad de garantizar la defensa del interés general, pues descarta de manera definitiva la inclusión de otros factores de valoración que repugnan a la esencia misma del Estado social de derecho, tales como el clientelismo, el favoritismo y el nepotismo, entre otros, y en cambio fomenta la eficacia y eficiencia de la gestión pública (v gr. Sentencia C-563 de 2000).

Específicamente respecto de la Procuraduría General de la Nación, el Art. 183 del Decreto ley 262 de 2000 señala que “la carrera de la Procuraduría es un sistema técnico de administración de personal, que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la entidad y ofrecer igualdad de oportunidades para el acceso a ella, la estabilidad en los empleos y la posibilidad de ascender, como también establecer la forma de retiro de la misma” 

“Para alcanzar estos objetivos, el ingreso, la permanencia y el ascenso en los empleos de carrera de la Procuraduría se hará exclusivamente con base en el mérito, sin que las consideraciones de raza, religión, sexo, filiación política u otro carácter puedan influir sobre el proceso de selección”. 

Dentro de este contexto, en la realización de un concurso de méritos, además de la convocatoria, y la prueba escrita, se prevé en algunos casos la entrevista como un procedimiento de selección. 

Según la demandante, este tipo de procedimiento puede ser subjetivo, de manera tal que desconoce el derecho a la igualdad de los participantes o el ingreso mismo al régimen de carrera.

Para lo que interesa en este caso, sobre este tema la Corte ha dicho que:

“[La entrevista] constituye un instrumento que en ciertos casos resulta útil para que la entidad a cuyo cargo se encuentra el proceso de selección de personal, “conozca, mediante contacto directo, a los aspirantes, y aprecie, dentro de un razonable margen de ponderación, las características personales, profesionales, de preparación y de aptitud de cada uno de ellos”. Empero, según lo ha explicado, “de tal concepto no puede derivarse que la normatividad admita, en cabeza de los entrevistadores, una atribución omnímoda y carente de control, pues su cometido no implica la consideración subjetiva de las calidades de los entrevistados para inclinar la balanza del concurso a favor o en contra, según simpatía o animadversión personal que merezcan a la vista de quien los examina”
. 

Si bien no puede desconocerse que existe cierto margen de discrecionalidad de los entrevistadores, también lo es que esa potestad no puede convertirse en arbitrariedad ni subjetividad porque, recuerda la Sala, el proceso de concurso de méritos ante el Consejo Superior de la Judicatura está inspirado en la objetividad e imparcialidad en la evaluación. Por esta razón, para garantizar la transparencia en su desarrollo, el valor de la entrevista deberá tomar en consideración al menos los siguientes criterios
: 

- La entrevista no puede tener un valor tal que distorsione la relevancia de los demás factores de evaluación, pues de lo contrario la transparencia del proceso mismo quedaría en entredicho. Si bien en algunas ocasiones constituye un indicativo útil frente a las necesidades del servicio, también existen otros criterios no menos importantes que son determinantes al momento de la selección.

- Para la realización de la entrevista deben existir criterios técnicos preestablecidos, lo que significa la necesidad de reglas claras y precisas sobre las directrices y tipos de preguntas que eventualmente se podrían formular.

- En concordancia con lo anterior, los parámetros de evaluación deben ser conocidos previamente por todos los aspirantes en igualdad de condiciones, revistiendo así de publicidad y transparencia el proceso de selección.

- Los criterios técnicos a tener en cuenta por los evaluadores necesariamente deben guardar relación de conexidad frente a las necesidades del servicio, así como al perfil del cargo (o cargos) a proveer. No es admisible que, como ocurre en ocasiones, los entrevistadores acudan a estrategias o técnicas que si bien pueden ser útiles en ciertos ámbitos, resultan irrelevantes frente a las exigencias de los empleos para los cuales se concursa en otro escenario.

- No son de recibo preguntas orientadas a revelar aspectos íntimos de la persona o, en general, todas aquellas cuestiones que puedan comprometer el ejercicio de los derechos fundamentales, así como tampoco son válidas cuestiones totalmente ajenas e irrelevantes según el perfil del cargo.

- Es necesario que se prevea algún mecanismo de control a las entrevistas al cual puedan acogerse los aspirantes, ya sea de carácter previo (recusación) o posterior (impugnación), siempre y cuando surjan razones fundadas por parte de los participantes para creer que su calificación fue o será arbitraria.

- Los entrevistadores deben señalar por escrito y en forma motivada los resultados de la evaluación”. 

En este orden de ideas, cuando se programa la entrevista dentro de un proceso de selección, su realización está condicionada como todas las etapas del concurso a la transparencia de la misma, la participación en condiciones de igualdad y la máxima objetividad al momento de la evaluación. 

Precisamente para garantizar estos principios, el artículo 204 acusado establece que en ningún caso dicha entrevista podrá tener un puntaje superior al 20 % de la calificación definitiva, y se realizará con un mínimo de tres personas que integran el jurado calificador, dentro de los cuales se encuentra el jefe de la dependencia a la que esté adscrito el empleo a proveer

Es decir, la norma prevé la posibilidad de que dentro del concurso de méritos para acceder a un cargo en la Procuraduría General de la Nación, se tenga la posibilidad de conocer si las condiciones de quien pretende acceder a dicha entidad, correspondan con la naturaleza del empleo que se va a proveer, sin que esto signifique que la decisión será subjetiva, pues precisamente en aras de garantizar la objetividad de la misma, ésta corresponde tan solo a una de las etapas del concurso, que no tiene carácter eliminatorio y se realiza, después de la prueba escrita pues su finalidad es conocer bajo criterios preestablecidos la personalidad del aspirante. 

En concordancia con el Ministerio Público encuentra la Corte que las expresiones acusadas del artículo 203 y el artículo 204 del decreto 262 de 2000 constituyen un desarrollo del artículo 125 constitucional, en tanto que precisan el porcentaje dado a la entrevista y su pertinencia dentro del concurso de méritos. 

Por consiguiente, se declarará exequible por los cargos formulados las expresiones “y que las condiciones de los aspirantes correspondan con la naturaleza y el perfil de los empleos que deben ser provistos” y “entrevistas” contenidas en el inciso primero y segundo del artículo 203 y la totalidad del artículo 204 del Decreto ley 262 de 2000.

La prueba de análisis de antecedentes es obligatoria. Además, se aplicarán, como mínimo, dos (2) pruebas más, de las cuales por lo menos una tendrá carácter eliminatorio y una de ellas deberá ser escrita. Corresponde al Procurador General determinar las pruebas que se aplicarán para cada convocatoria y definir cuál de ellas tendrá carácter eliminatorio. 

Para los empleos cuyo requisito de estudios sea igual o inferior al último grado de educación media podrá reemplazarse la prueba escrita por una de ejecución. 

PARAGRAFO. El Procurador General determinará el valor máximo de cada una de las pruebas que se deban aplicar en los concursos. 

Artículo 204. ENTREVISTA. Cuando en un concurso se programe entrevista, ésta no podrá tener un valor superior al veinte por ciento (20%) de la calificación definitiva y nunca podrá tener carácter eliminatorio. El Procurador General o su delegado integrará el jurado calificador con un mínimo de tres (3) personas, una de las cuales deberá ser el jefe de la dependencia a la que esté adscrito el empleo por proveer. 

Cuando se asigne un puntaje no aprobatorio, el jurado deberá dejar constancia escrita de las razones que lo justifican. 

Jurisprudencia: En sentencia C-478/05 la Corte Constitucional declaró EXEQUIBLE la totalidad del artículo 204. Los apartes pertinentes se encuentran en seguida del inciso segundo del artículo 203.

Artículo 205. ADOPCIÓN DE INSTRUMENTOS Y PARÁMETROS DE PUNTUACIÓN DEL ANÁLISIS DE ANTECEDENTES. El Procurador General adoptará los instrumentos y parámetros de puntuación de los factores valorados en el análisis de antecedentes. 

Artículo 206. ADMINISTRACION DE LAS PRUEBAS. El jefe de la Oficina de Selección y Carrera, conforme a las orientaciones del Procurador General, es el responsable de la elaboración, calificación y aplicación de las pruebas, así como de la custodia de los bancos de preguntas. 

PARAGRAFO. El Procurador General o su delegado podrá suscribir contratos con personas públicas o privadas para la elaboración, calificación o aplicación de las pruebas de selección. 

Artículo 207. INFORME SOBRE LAS PRUEBAS APLICADAS. De todas las pruebas aplicadas se dejará un informe firmado por quien las haya diseñado o construido, en el cual consten el objeto de evaluación, las normas y los parámetros de construcción, los temas evaluados y sus valores porcentuales, así como las normas y los patrones de calificación utilizados. 

Artículo 208. RESERVA DE LAS PRUEBAS. Las pruebas aplicadas o a utilizarse en los procesos de selección tienen carácter reservado y solo serán de conocimiento de los empleados responsables de su elaboración y aplicación, de los concursantes al momento de su aplicación o de la Comisión de Carrera cuando requiera conocerlas en desarrollo de las investigaciones que adelante. 

Artículo 209. TRANSPARENCIA DE LOS CONCURSOS. Los responsables de la aplicación de las pruebas deberán tener en cuenta los siguientes aspectos: 

1) Identificación correcta de los concursantes, para evitar la suplantación. 

2) Control estricto de las pruebas, con el fin de evitar la pérdida y divulgación del material de examen. 

3) Aplicación correcta de las pruebas, claridad en las instrucciones y control en su ejecución, con el fin de garantizar que cada aspirante las responda individualmente. 

Artículo 210. VALIDACION DE LAS PRUEBAS. Para evitar los errores de contenido e interpretación de las preguntas cerradas que conforman las pruebas que se apliquen en los concursos, la Oficina de Selección y Carrera deberá validarlas utilizando los métodos y las herramientas estadísticas que existen para el efecto, o verificar la validación que haya hecho quien las elaboró. 

Validadas las preguntas, no se admitirán reclamaciones sobre su contenido por parte de los concursantes. 

Artículo 211. RESULTADOS DE LAS PRUEBAS. Cuando se trate de pruebas con preguntas abiertas, la calificación será realizada por tres jurados expertos en cada una de las áreas, seleccionados por el Procurador General. En este evento, los resultados se consignarán en un informe firmado por los jurados. 

En caso de que las pruebas se realicen con preguntas cerradas, su calificación se hará mediante lectora óptica y los resultados de cada prueba se consignarán en un informe firmado por el jefe de la Oficina de Selección y Carrera. 

Los resultados serán publicados en cartelera visible al público en la Oficina de Selección y Carrera y en las procuradurías territoriales sedes de los empleos convocados a concurso. 

Artículo 212. RECLAMACIONES. Dentro de los dos (2) días hábiles siguientes a la publicación de los resultados de las pruebas, los concursantes sólo podrán formular reclamaciones por escrito, debidamente sustentadas, en caso de inconformidad con los puntajes obtenidos en las pruebas con pregunta abierta, o con la estructura y el contenido de las pruebas con pregunta cerrada. Contra los resultados de la entrevista no podrán presentarse reclamaciones. 

Cuando se trate de reclamaciones por errores aritméticos, se presentarán ante el jefe de la Oficina de Selección y Carrera, quien resolverá de plano, en única instancia, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes. Cuando se trate de reclamaciones sobre las pruebas con pregunta abierta, serán decididas, en única instancia, por el jurado que las calificó, que resolverá de plano dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su recepción. En este último caso, las reclamaciones se presentarán en la Oficina de Selección y Carrera, que deberá remitirlas inmediatamente al jurado designado. Para el análisis de las preguntas cuestionadas, el jurado podrá asesorarse de expertos en cada uno de los temas. 

La decisión se notificará mediante publicación que se fijará durante dos (2) días hábiles, en el mismo lugar donde se publicaron los respectivos resultados de las pruebas, a partir del día hábil siguiente a su expedición. Copia íntegra, auténtica y gratuita de la decisión se entregará al notificado, si éste la solicitare. 

Las reclamaciones por inconformidad con la estructura y el contenido de las pruebas de pregunta abierta serán resueltas en primera instancia por el jurado calificador y en segunda por la Comisión de Carrera. En estos casos, los procesos de selección se suspenderán hasta cuando quede ejecutoriada la decisión correspondiente. 

En los casos de aplicación de pruebas con pregunta cerrada, su estructura y contenido deberán corresponder al perfil del cargo convocado, para lo cual se solicitará su definición a los superiores inmediatos de los empleos por proveer. 

Resuelto el recurso de apelación a que se refiere el presente artículo, se agota la vía gubernativa. 

Artículo 213. ACTA DEL CONCURSO. Resueltas las reclamaciones contra la última prueba o vencido el plazo para presentarlas, la Oficina de Selección y Carrera elaborará y firmará un acta de cada concurso, en la cual conste: 

1) Número, fecha de convocatoria y empleo por proveer. 

2) Nombres de las personas inscritas y admitidas y número del correspondiente documento de identificación. 

3) Calificaciones obtenidas en la prueba eliminatoria y relación de las personas que no se presentaron. 

4) Puntajes obtenidos en las pruebas de la etapa clasificatoria. 

PARAGRAFO. La información que sobre los aspirantes se deba publicar en desarrollo de un concurso de méritos, deberá hacerse identificándolos con la cédula de ciudadanía y no con el nombre. 

Artículo 214. INVESTIGACION POR IRREGULARIDADES. Cualquier persona, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho que considere irregular o dentro de los tres (3) días siguientes a la publicación de los listados correspondientes en la realización de un proceso de selección, podrá solicitar por escrito a la Comisión de Carrera, que adelante, en un plazo máximo de diez (10) días, las investigaciones necesarias para determinar su existencia y las circunstancias en las que ocurrió y adopte las medidas pertinentes. 

La petición deberá presentarse en la Oficina de Selección y Carrera o en las procuradurías territoriales y será remitida a la Comisión de Carrera a más tardar el día hábil siguiente a su presentación. 

La Comisión de Carrera informará a quien corresponda, de acuerdo con la etapa en que se encuentre el proceso, sobre la iniciación de la investigación que adelante para establecer la existencia de irregularidades en la aplicación de las normas de carrera o en la ejecución de los procesos de selección, para que se suspendan los respectivos trámites administrativos, hasta la ejecutoria de la decisión definitiva. No producirá efectos ninguna actuación administrativa adelantada con posterioridad a dicha comunicación. 

Artículo 215. DECLARACION DE DESIERTO DEL CONCURSO. El concurso deberá ser declarado desierto, mediante resolución motivada, en los siguientes casos: 

1) Cuando el número de aspirantes que acrediten los requisitos exigidos sea inferior a cinco (5), salvo cuando se presenten las necesidades del servicio a que se refiere el artículo 201 de este decreto. 

2) Cuando ningún concursante hubiere superado la prueba eliminatoria. 

3) Cuando en un concurso de ascenso no se hubieren admitido por lo menos cinco (5) empleados inscritos en carrera. 

PARAGRAFO. Declarado desierto un concurso, deberá hacerse nueva convocatoria, dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes, si no hay lugar a efectuar nombramientos de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 190 de este decreto. 

Artículo 216. LISTA DE ELEGIBLES. Formarán parte de la lista de elegibles para el empleo correspondiente los concursantes que obtengan, un puntaje total igual o superior al 70% del máximo posible en el concurso. 

Jurisprudencia: El inciso primero de este artículo fue declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados en sentencia C-963/03 de la Corte Constitucional.
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2. Planteamiento del problema
Corresponde a la Corte precisar si es constitucional o no, la estipulación del 70% como puntaje mínimo para acceder a cargos de carrera en la Procuraduría General de la Nación. En tal sentido se examinarán los siguientes temas: (i) el régimen de carrera en el nuevo ordenamiento constitucional, tanto en el plano general como en el especial; (ii) el derecho a la igualdad en el régimen de carrera; (iii) el caso concreto.

3. El régimen de carrera en el nuevo ordenamiento constitucional, tanto en el plano general como en el especial 

Tal como lo ha sostenido reiteradamente esta Corte, con apoyo en el artículo 125 de la Constitución la regla general de la función pública es la carrera. Por donde, tomando al mérito como piedra angular del acceso, permanencia, ascenso y retiro del servicio, dispone la Carta Política que los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera, exceptuándose los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. 

La cobertura de la regla general sobre carrera se extiende de tal manera que cuando existan empleos cuyo sistema de provisión no haya sido determinado por la Constitución o la ley, deberá acudirse al concurso público para el nombramiento de los respectivos funcionarios. 

En todos los casos le corresponde al legislador regular lo atinente al ingreso y ascenso de las personas respecto de los cargos de carrera, para lo cual debe especificar las etapas del concurso, los requisitos y condiciones, en orden a determinar los méritos y calidades de los aspirantes. En el mismo sentido, para efectos del retiro del servicio el legislador debe señalar los parámetros de calificación del desempeño, al igual que el régimen disciplinario aplicable, sin perjuicio de las demás causales que la Constitución o la ley contemplen para la hipótesis del retiro.

En salvaguarda de los propósitos, derechos y deberes que engloba el régimen de carrera, el artículo 125 in fine le prohíbe al nominador apoyarse en la filiación política de los ciudadanos para nombrarlos en un empleo de carrera, para ascenderlos o finalmente para removerlos. Esta prohibición comporta una fortaleza jurídica que le corresponde al Estado mantener y desarrollar en todas las etapas e instancias del concurso de méritos, en la vinculación y posterior evaluación del desempeño para efectos del ascenso, y por supuesto, en la ponderación y aplicación de las causales de retiro. Igualmente, la prohibición en comento se erige como bastión del derecho fundamental a la libertad de conciencia, dado que, el nominador debe respetar el fuero interno de los aspirantes y empleados de su resorte, inhibiéndose de cualquier alusión o conducta que pueda lesionar el derecho que toda persona tiene a prohijar y ejercer las ideas políticas de su preferencia. Advirtiendo al punto que el quebrantamiento de esa prohibición redunda en detrimento del derecho al trabajo, a la igualdad, al desempeño de funciones y cargos públicos, y por tanto, en la medida en que la ponderación del mérito pierde peso, se atenta contra los fundamentos y objetivos de la función administrativa, de la función judicial, y de todas las demás funciones que al Estado le corresponde realizar con personal de carrera en el espectro de los fines esenciales y no esenciales que la Constitución le encomienda. 

En relación con el régimen de carrera, en el plano general, mediante sentencia C-517 de 2002 afirmó esta Corte:

Esta Corporación reiteradamente ha expresado
 que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 125 de la Carta Política, por regla general los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera salvo las excepciones previstas en la norma constitucional que se refieren a los cargos de elección popular, los de trabajadores oficiales, libre nombramiento y remoción, y los demás que señale la ley, y que compete al legislador la determinación del régimen jurídico correspondiente, señalando el sistema de nombramiento, los requisitos y condiciones para determinar los méritos y calidades de los aspirantes así como las causales de retiro del servicio oficial, para lo cual goza de un amplio margen de configuración sin perder de vista que la carrera administrativa tiene el carácter de principio del ordenamiento superior “que además se constituye en cimiento principal de la estructura del Estado, a tiempo que se erige en instrumento eficaz para la realización de otros principios de la misma categoría, como los de igualdad e imparcialidad, y de derechos fundamentales tales como el consagrado en el numeral 7º del artículo 40 de la Constitución, que le garantiza a todos los ciudadanos, salvo las excepciones que establece la misma norma superior, el acceso al desempeño de funciones y cargos públicos”.

Los contornos de esta facultad, según la jurisprudencia, están delimitados por tres objetivos fundamentales a saber: 

i) La búsqueda de la eficiencia y eficacia en el servicio público, ya que la administración debe seleccionar a sus trabajadores exclusivamente por el mérito y su capacidad profesional empleando el concurso de méritos como regla general para el ingreso a la carrera administrativa;

ii) La garantía de la igualdad de oportunidades, pues de conformidad con lo preceptuado en el artículo 40-7 de la Carta todos los ciudadanos tienen igual derecho a acceder al desempeño de cargos y funciones públicas; y

iii) La protección de los derechos subjetivos consagrados en los artículos 53 y 125 de la Carta, pues esta Corporación ha señalado que las personas vinculadas a la carrera son titulares de unos derechos subjetivos adquiridos que deben ser protegidos y respetados por el Estado
. 

Ahora bien, en lo tocante a las carreras especiales dijo la Corte en la misma sentencia:

La Corte también ha señalado
 que de conformidad con el artículo 130 de la Carta Política existen varias carreras administrativas, unas administradas por la Comisión Nacional del Servicio Civil y otras que se separan de dicha competencia por tener carácter especial en los términos previstos en la ley. Regímenes especiales que pueden tener origen constitucional o legal y que también deben ser configurados por el legislador bien directamente o mediante el otorgamiento de facultades extraordinarias al Ejecutivo.
 

La Corte mediante Sentencias C-391 de 1993 y C-356 de 1994 ha determinado que los regímenes especiales creados por la Constitución son: el de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional (artículos 217 y 218); Fiscalía General de la Nación (artículo 253) Rama Judicial del poder público (artículo 256, numeral 1°); Contraloría General de la República (artículo 268 numeral 10°), y Procuraduría General de la Nación (artículo 279). Lista a la que hay que agregar la carrera de las universidades del Estado (artículo 69), de acuerdo con lo expresado en la sentencia C-746 de 1999. 

Además de los regímenes especiales de rango constitucional, pueden existir regímenes especiales de origen legal. Al efecto, el artículo 4° de la Ley 443 de 1998, por la cual se expidieron normas sobre carrera administrativa, dispone que los regímenes especiales de carrera creados por la ley son aquellos que “en razón de la naturaleza de las entidades en las cuales se aplican, contienen regulaciones específicas para el desarrollo y aplicación de la carrera y se encuentran consagradas en leyes diferentes a las que regulan el sistema general”. El mismo artículo 4º determina que estos son los que rigen para el personal que presta sus servicios en el Departamento Administrativo de Seguridad -DAS-; en el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC; en la Registraduría Nacional del Estado Civil; en la Unidad Administrativa Especial de Impuestos y Aduanas Nacionales; los que regulan la carrera diplomática y consular y la docente. Así mismo el parágrafo 2º de dicha disposición establece que “...el personal científico y tecnológico de las entidades públicas que conforman el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología, en razón de que su misión, objeto y funciones básicas consisten en la investigación y/o el desarrollo tecnológico, tendrán un régimen específico de carrera y de administración de su personal, de conformidad con el reglamento que para el efecto adopte el Gobierno Nacional...”
Para la Corte el establecimiento por parte del legislador de regímenes especiales de carrera debe responder a un principio de razón suficiente, en la medida en que a través de ellos debe tomar en consideración la especificidad de las funciones que cumple el respectivo órgano o institución, de manera que el sistema específico de carrera que se adopte contribuya eficazmente al cumplimiento de las funciones que le han sido asignadas por la Constitución o la ley. 

Estos regímenes especiales serán constitucionales “en la medida en que respeten el principio general, esto es que establezcan procedimientos de selección y acceso basados en el mérito personal, las competencias y calificaciones específicas de quienes aspiren a vincularse a dichas entidades, garanticen la estabilidad de sus servidores, determinen de conformidad con la Constitución y la ley las causales de retiro del servicio y contribuyan a la realización de los principios y mandatos de la Carta y de los derechos fundamentales de las personas, a tiempo que hagan de ellos mismos instrumentos ágiles y eficaces para el cumplimiento de sus propias funciones, esto es, para satisfacer, desde la órbita de su competencia, el interés general”.

Vale la pena anotar que según la jurisprudencia
 el origen de creación de un régimen de carrera constitucional o legal no es el único criterio para diferenciar si un régimen es especial o no, pues, al legislador le corresponde, al hacer las determinaciones del caso, atender la propia naturaleza del régimen y las consecuencias que su decisión implica, entre ellas el hecho de que sobre un determinado régimen de creación legal la Comisión Nacional del Servicio Civil tenga o no la competencia señalada en el artículo 130 de la Constitución.

4. El derecho a la igualdad en el régimen de carrera

El derecho a la igualdad discurre a lo largo y ancho de toda la Constitución como un criterio indispensable a la concreción de los demás derechos previstos a favor de los habitantes del país. En su sentido natural y obvio, según lo reitera esta Corte, la igualdad se predica de los iguales y la desigualdad de los desiguales, a condición de que uno u otro tratamiento se funden en referentes objetivos, racionales, razonables y proporcionados. Siendo inadmisibles las disposiciones legales que permiten darle un tratamiento desigual a hipótesis realmente iguales, bajo el supuesto de una ficción legal infundada. Así entonces, con arraigo en los preceptos constitucionales el derecho a la igualdad debe ser desarrollado por el legislador y aplicado por los respectivos operadores jurídicos atendiendo al sentido de realidad, consultando el mundo de la concreción, ponderando la objetividad, razonabilidad y proporcionalidad de cada regla; lo cual opera, tanto para igualar directamente a las personas, como para hacerlo de manera inversa.
 

Por esto mismo el derecho a la igualdad resulta quebrantado cuando el legislador desconoce el principio de no discriminación dándole cabida al perfil negativo de la igualdad con apoyo en criterios que a más de irrelevantes para otorgar tratamientos distintos, son claramente sospechosos. Sobre el particular afirmó en sentencia C-371 de 2000 esta Corporación: 

Los criterios sospechosos son, en últimas, categorías que "(i) se fundan en rasgos permanentes de las personas, de las cuales éstas no pueden prescindir por voluntad propia a riesgo de perder su identidad; (ii) han estado sometidas, históricamente, a patrones de valoración cultural que tienden a menospreciarlas; y, (iii) no constituyen, per se, criterios con base en los cuales sea posible efectuar una distribución o reparto racional y equitativo de bienes, derechos o cargas sociales."
 
El constituyente consideró, entonces, que cuando se acude a esas características o factores para establecer diferencias en el trato, se presume que se ha incurrido en una conducta injusta y arbitraria que viola el derecho a la igualdad. 

El régimen de carrera puede verse afectado por la presencia de éstos u otros factores de discriminación, derivando en la vulneración del derecho a la igualdad, al acceso al desempeño de funciones y cargos públicos, al trabajo, y por tanto, configurando un desconocimiento de uno de los fines esenciales del Estado, cual es el de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes estipulados en la Constitución. 

Sobre el derecho a la igualdad en el ámbito de la carrera, ha dicho la Corte: 

7. El acceso a carrera mediante concurso dirigido a determinar los méritos y calidades de los aspirantes (CP art. 125), es una manifestación concreta del derecho a la igualdad (CP art. 13) y al desempeño de funciones y cargos públicos (CP art. 40-7). La libertad del legislador para regular el sistema de concurso de modo que se garantice la adecuada prestación del servicio público, no puede desconocer los derechos fundamentales de los aspirantes que se satisfacen mediante la participación igualitaria en los procedimientos legales de selección de los funcionarios del Estado. 

El derecho a la igualdad no significa que el aspirante que toma parte en un concurso adquiere sin más el derecho a ser designado en el cargo. La ley está facultada para señalar los requisitos y condiciones necesarios para ingresar a los cargos de carrera y para determinar los méritos y calidades de los aspirantes (CP art. 125). El principio de igualdad, sin embargo, se opone a que la ley al regular el mecanismo de ingreso a la función pública, establezca requisitos o condiciones incompatibles y extraños al mérito y a la capacidad de los aspirantes teniendo en cuenta el cargo a proveer, que serían barreras ilegítimas y discriminatorias que obstruirían el ejercicio igualitario de los derechos fundamentales. Para asegurar la igualdad, de otra parte, es indispensable que las convocatorias sean generales y que los méritos y requisitos que se tomen en consideración tengan suficiente fundamentación objetiva y reciban, junto a las diferentes pruebas que se practiquen, una valoración razonable y proporcional a su importancia intrínseca.

Asimismo, la fuerza vinculante del derecho a la igualdad de oportunidades para acceder al servicio público ha determinado la proscripción de los concursos cerrados por ser contrarios al ordenamiento superior. Al respecto expresa la Corte:

4.2.1. La jurisprudencia que admitía la constitucionalidad de los concursos cerrados para el ascenso en la carrera contradice la Constitución, específicamente los artículos 125, 13, 41 y 209.

El artículo 125 de la Constitución consagra dos reglas generales: los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera, salvo las excepciones constitucionales y legales; además, el nombramiento de los funcionarios debe hacerse por concurso público, salvo que el sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, lo que no se aplica a los empleos de carrera. En consecuencia, el nombramiento de funcionarios en cargos de carrera debe hacerse, salvo excepciones constitucionales o legales, mediante concurso público. La disposición constitucional no distingue si se trata de nombramientos para ingresar o ascender en la carrera al establecer el concurso público como condición del nombramiento del funcionario que pretende ocupar un cargo de carrera. Si la Constitución no distingue entre el ingreso a la carrera y el ascenso a la misma – sino que por lo contrario impone, en ambos casos, que se cumplan “los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y las calidades de los aspirantes” (art. 125 C.P.) –, no corresponde al intérprete distinguir entre estas dos eventualidades para efectos de determinar el alcance de la regla general sobre el nombramiento por concurso público. El concurso público tiene como función no sólo la escogencia según los méritos y calidades del aspirante (arts. 125 y 209 C.P.), sino el aseguramiento de la igualdad de oportunidades (art. 13 C.P.) en el acceso a las funciones y cargos públicos (art. 40 num. 7 C.P.). De limitarse el mecanismo de nombramiento de funcionarios de carrera por vía del concurso público sólo al ingreso a la carrera y excluirlo, así sea parcialmente, del ascenso en la carrera, no sólo se desconocería el texto del artículo 125 de la Carta, sino que se vulnerarían los derechos fundamentales a la igualdad de oportunidades y a acceder al desempeño de funciones y cargos públicos.

De esta suerte queda suficientemente claro que el derecho a la igualdad es inherente a la existencia y funcionamiento del sistema de carrera –general o especial-, en tanto se busque acompasarlo a los postulados superiores en bien de los fines esenciales del Estado y de los derechos de las personas que pretendan acceder al servicio público o que ya estén vinculadas al mismo.

5. El caso concreto

5.1. En primer lugar debe enfatizarse que en el orden superior el régimen de carrera es la regla general, el cual se sustenta en el principio del mérito dentro de la órbita del derecho a la igualdad. Asimismo debe destacarse la existencia de carreras constitucionales especiales, dentro de las cuales milita la de la Procuraduría General de la Nación, que por tanto, no se puede comparar con las carreras de estirpe legal.

Ahora bien, en el régimen de carrera que prevé la Constitución la regla general es la igualdad, la cual en principio no requiere justificación. Por contraposición la excepción sí requiere justificación, es decir, cuando se está frente a la desigualdad se impone la necesidad de justificar ese marginamiento de la regla general.

No hay un solo concepto de igualdad, pues ella supone atender a unas características relevantes. Así por ejemplo, en el campo tributario la principal característica relevante reside en la capacidad de pago, de suerte tal que un impuesto servirá mejor al derecho de igualdad en la medida en que sea progresivo, esto es, en tanto grave más a quienes tienen mayor capacidad de pago, y grave menos a quienes tienen menor capacidad de pago
. Frente al derecho al voto, en las democracias modernas la característica relevante es la edad; y así sucesivamente aparecerán diversas esferas de la actividad humana ligadas a una característica relevante en particular, de cuya correcta aplicación dependerá la materialización del derecho a la igualdad. De allí que con suficiente razón se exija siempre que el derecho a la igualdad, en cualquier hipótesis, deba tener un referente determinante, una característica relevante, una regla cardinal para la distribución de beneficios y cargas
; reconociendo a la vez que aquello que puede ser relevante para una sociedad política, puede no serlo para otra, o serlo pero en diferente cantidad, cualidad o intensidad. Más aún, en una misma sociedad la característica relevante es susceptible de variar con arreglo a los diversos contextos de acción o a su devenir normativo, pudiendo ir de lo regresivo hacia lo progresivo, o viceversa. Por consiguiente, siempre que se hable de igualdad, la pregunta obligada es: ¿igualdad con referencia a qué?

Una de las características relevantes es la relativa al mérito, en torno a la cual, recordando a Aristóteles nos dice Félix D. Oppenheim:

Las cantidades de beneficios no deben ser proporcionales al grado en que los beneficiarios tienen no una característica cualquiera que la regla podría especificar sino una característica específica, es decir, el mérito correspondiente. Cuanto más merece una persona tanto mayor será su recompensa, y por lo tanto personas de iguales méritos merecen partes iguales. Cualquier criterio de distribución que no toma en cuenta el mérito no es entonces verdaderamente igualitario.

En efecto, en esta perspectiva y de acuerdo con Aristóteles la igualdad de trato surge de la igualdad de mérito. Por lo mismo, no se puede discriminar o desmejorar a alguien que demuestra el mismo mérito que otro, quien por contraste sí recibe los beneficios previstos en la ley. Siendo claro que en la base del proceso demostrativo del mérito deben operar previas y claras reglas de juego que van concretándose a partir de la igualdad de oportunidades para participar en el respectivo certamen.

De acuerdo con la Carta Política los procesos de selección deben conducir a la igualdad de mérito, y por tanto de trato, a partir de la igualdad de oportunidades para participar en los correspondientes concursos de carrera. Por donde, el derecho de acceder a cargos de carrera no se puede predicar con prescindencia de alguna característica relevante, la cual no es otra que el mérito. Así, el que satisface mejor determinados requisitos puede ejercer cierto empleo; y siendo varios los empleos, quienes cumplan mejor, tendrán derecho a ser vinculados al servicio en estricto orden de puntaje, de manera descendente. 

5.2. El artículo 216 del decreto 262 de 2000 establece que formarán parte de la lista de elegibles para el empleo correspondiente los concursantes que obtengan, un puntaje igual o superior al 70% del máximo posible en el concurso. Frente al cual el actor alega violación de los artículos 13 y 125 de la Constitución, según argumentación que obra en las primeras páginas de esta sentencia.

El decreto 262 de 2000 fue expedido por el Presidente de la República con fundamento en la ley 573 de 2000, mediante la cual fue revestido de precisas facultades extraordinarias para expedir normas con fuerza de ley para:

4. Modificar la estructura de la Procuraduría General de la Nación, así como su régimen de competencias y la organización de la Procuraduría General de la Nación e igualmente la del Instituto de Estudios del Ministerio Público, así como el régimen de competencias interno de la entidad y dictar normas para el funcionamiento de la misma; determinar el sistema de nomenclatura, denominación, clasificación, remuneración y seguridad social de sus servidores públicos, así como los requisitos y calidades para el desempeño de los diversos cargos de su planta de personal y determinar esta última; crear, suprimir y fusionar empleos en esa entidad; modificar su régimen de carrera administrativa, el de inhabilidades e incompatibilidades de sus servidores públicos y regular las diversas situaciones administrativas a las que se encuentren sujetos. (Destaca la Sala).

Según se observa, con apoyo en el artículo 150-10 superior el Congreso le confirió al Presidente, de manera extraordinaria, las potestades que le son propias en términos del artículo 125 ibídem, subrogándose al efecto el Ejecutivo para regular lo concerniente al régimen de carrera administrativa de la Procuraduría General de la Nación. Es decir, que a partir de la ley de facultades, y con arreglo a sus precisos términos, el Presidente adquirió competencia para regular lo atinente al ingreso y ascenso respecto de los cargos de carrera, esto es, especificando las etapas del concurso, los requisitos y condiciones, en orden a la determinación de los méritos y calidades de los aspirantes, y por tanto, a la oportuna vinculación o ascenso de los mejores. En el mismo sentido, el Presidente quedó facultado para regular lo concerniente al retiro de los empleados de carrera. De manera tal que el Presidente, en su condición de legislador delegado, quedó autorizado para determinar “(...) el régimen jurídico correspondiente, señalando el sistema de nombramiento, los requisitos y condiciones para determinar los méritos y calidades de los aspirantes así como las causales de retiro del servicio oficial, para lo cual goza de un amplio margen de configuración sin perder de vista que la carrera administrativa tiene el carácter de principio del ordenamiento superior (...)”.

Es decir, que con apoyo en las facultades extraordinarias otorgadas por el Congreso, el Presidente estaba llamado a realizar plenamente los dictados del artículo 125 de la Carta, en la esfera de la carrera administrativa propia de la Procuraduría General de la Nación; eso sí, con cabal respeto y acatamiento hacia los postulados constitucionales que amparan y enaltecen el instituto de la carrera en tanto factor cardinal para la marcha del Estado y en tanto escenario para el ejercicio de los derechos de las personas que aspiren vincularse a dicho ente, o que ya se encuentren a su servicio.

Siendo finalidad primordial del concurso la de seleccionar y vincular al servicio –o ascender- a quienes demuestren mejores condiciones profesionales, técnicas, personales y éticas, le correspondía al Presidente establecer los parámetros generales que deben regir todo el proceso del concurso, con un referente fundamental: el mérito comprobado a través de las pruebas. En ese sentido al artículo demandado señaló sin excepción un porcentaje mínimo para formar parte de la lista de elegibles (70%). Puntaje éste que cobija por igual a todas las personas que se inscriban para participar en el respectivo concurso de méritos, sean o no empleados de la Procuraduría. Consecuentemente, por este aspecto no se vulnera el derecho a la igualdad.

En auxilio de su pedimento el actor trae a colación algunos textos de varias leyes sobre carrera administrativa, puntualizando que en ninguna de tales disposiciones se limita el acceso o el derecho a conformar la lista de elegibles. Añadiendo que es injusta la restricción que utilizó el Gobierno Nacional al exigirle únicamente a los aspirantes a ocupar cargos en la Procuraduría, obtener el 70% o más del máximo posible para conformar la lista de elegibles, lo cual rige tanto para los particulares que pretendan vincularse a la entidad como para los empleados de carrera que opten por el ascenso. Y que ello no sucede en relación con otros empleos de la Administración Pública, como por ejemplo, los correspondientes a la Defensoría del Pueblo, para quienes se conservan las disposiciones de la ley 201 de 1995 que quedaron vigentes por mandato del artículo 262 del decreto 262 de 2000. 

Sobre este particular conviene recordar que a través de la ley 201 de 1995 se reguló simultáneamente lo atinente a la estructura orgánica y funcional de la Procuraduría General de la Nación y a la carrera administrativa de ésta y de la Defensoría del Pueblo. Donde, si bien se estableció una sola definición para el concepto de carrera, también se hizo especial énfasis sobre el deslinde organizacional que media entre la Procuraduría y la Defensoría. Siendo claro que, aunque con arreglo al artículo 281 superior la Defensoría del Pueblo forma parte del Ministerio Público y debe ejercer sus funciones bajo la suprema dirección del Procurador General de la Nación, se trata de un organismo diferente. En el mismo sentido, a excepción de la competencia para atender a la protección de los derechos humanos, las funciones de la Procuraduría y de la Defensoría son distintas. Como que, mientras las funciones del Defensor del Pueblo se circunscriben a velar por la protección, el ejercicio y la divulgación de los derechos humanos; las del Procurador General de la Nación trascienden ampliamente esa esfera tuitiva, según términos del artículo 277 superior. Consecuentemente, teniendo en cuenta que la competencia funcional de los empleos de la Defensoría del Pueblo difiere de la de los empleos de la Procuraduría General, el legislador bien podía regular de manera distinta el porcentaje mínimo requerido para vincularse como empleado de carrera con esta entidad, o en su caso, para ascender en la escala jerárquica de la misma. Desde luego, siempre y cuando ese porcentaje no atente contra la objetividad, racionalidad y proporcionalidad que deben informar los lineamientos básicos de la carrera administrativa. 

En concordancia con la Vista Pública encuentra la Corte que el primer inciso del artículo 216 demandado constituye un desarrollo del artículo 125 constitucional, en tanto precisa la regla de porcentaje mínimo para acceder a la lista de elegibles, y al cual deben someterse todos los aspirantes. Asimismo, la objetividad y la razonabilidad de ese dispositivo se ajustan a los principios constitucionales de la carrera administrativa, de la función administrativa y de los fines esenciales del Estado, sobre la base de la igualdad y del mérito comprobado. Ciertamente, la norma impugnada no engloba requisitos o condiciones incompatibles o extraños al mérito y a la capacidad de los potenciales aspirantes, teniendo en cuenta los cargos a proveer. Por el contrario, la norma es idónea para la medición del mínimo de requisitos profesionales, técnicos, éticos y personales de los partícipes de los respectivos concursos de méritos. 

De otra parte, atendiendo a las especiales características, finalidades y responsabilidades que entrañan los cargos de la Procuraduría, el legislador secundario ejercitó su libertad de configuración normativa especificando un puntaje mínimo (70%) para poder formar parte de la lista de elegibles, que a las claras consulta los imperativos del mérito y de la misión que atañe a la Procuraduría como guardiana de la moral pública. Por donde, en el marco de la carrera especial que comporta la Procuraduría, el porcentaje en cuestión exhibe una adecuada relación de proporcionalidad para con los fines perseguidos con el concurso, pues: se trata de seleccionar y vincular, o ascender, a los mejores. De allí que el Ministerio Público tenga razón al decir que dicho porcentaje corresponde a la libertad de configuración normativa del legislador, el cual, a su vez es concurrente con el principio de competitividad que debe caracterizar a quienes aspiran a los cargos públicos en esa entidad y en todas las entidades estatales, con el objeto de elegir a los que no sólo cumplen con los requisitos mínimos, sino a los que obtienen puntajes superiores a las exigencias básicas. 

Por lo demás, un concurso de méritos que no pueda dar objetiva cuenta de las altas y medianas calidades de los participantes no tiene razón de ser, máxime cuando se trata –como en el presente caso- de empleos que para su cabal desempeño exigen especiales conocimientos, habilidades y sentido ético de los aspirantes. Sin retos importantes no hay cualificación de la persona ni del servicio público; y el porcentaje de la norma acusada es constitutivo de un reto compatible con el mérito deseable en un Estado Social de Derecho. 

Igualmente la Corporación acoge la posición de la Vista Fiscal, según la cual no le asiste razón al actor cuando afirma que en virtud de la regla demandada los funcionarios más antiguos de la Procuraduría se hallarían en inferioridad de condiciones. Dado que, por el contrario, son ellos los que están aventajados frente a las personas ajenas a la entidad, particularmente si se considera que es precisamente su experiencia la que les permite tener un mayor conocimiento e idoneidad para el desempeño de las funciones propias del cargo sometido a concurso; condición de preeminencia que dimana del eficiente cumplimiento de las labores asignadas, de la permanente actualización de los campos en que se desarrollan, y del esfuerzo personal de superación que les concede la oportunidad de ocupar un cargo de superior jerarquía, a través del mérito, que incluye la aprobación de las distintas etapas del concurso, obteniendo un puntaje igual o superior al 70%, a tono con el requisito indispensable para hacer parte de la lista de elegibles. Según concluye el Ministerio Público
.

Y la sala enfatiza: en todo caso, en los eventos en que los concursantes tengan el mismo mérito, la autoridad nominadora debe darles igual tratamiento.

Así, pues, considerando que la presunción de constitucionalidad que ampara la norma demandada no fue desvirtuada, esta Corte declarará su exequibilidad por los cargos examinados. 

La lista de elegibles se elaborará en riguroso orden de mérito. Tendrá vigencia de dos (2) años contados a partir de la fecha de su publicación y deberá estar contenida en resolución proferida por el Procurador General. 

La provisión de los empleos objeto de convocatoria será efectuada con quien ocupe el primer puesto en la lista y en estricto orden descendente. 

La lista deberá fijarse en donde se publicaron los demás actos expedidos dentro del proceso de concurso. 

Quienes obtengan puntajes totales iguales tendrán el mismo puesto en la lista de elegibles. Si esta situación se presenta en el primer lugar, el nombramiento recaerá en quien haya obtenido el puntaje superior en la prueba de conocimientos y si el empate persiste, en quien demuestre haber cumplido con el deber de votar en las elecciones públicas inmediatamente anteriores. Si no se puede dirimir el empate, el nominador escogerá discrecionalmente. 

Jurisprudencia: La Corte Constitucional en sentencia C-041/04 decidió declarar condicionalmente EXEQUIBLE la expresión subrayada “y si el empate persiste, en quien demuestre haber cumplido con el deber de votar en las elecciones públicas inmediatamente anteriores”, contenida en el inciso 5º del artículo 216, en el entendido de que dicho estímulo sólo rige cuando se vota para elegir gobernantes.

En la misma providencia declaró EXEQUIBLE la expresión en cursiva “si no se puede dirimir el empate, el nominador escogerá discrecionalmente”, contenida al final del inciso 5º de este artículo.

ELECCIONES - Concepto técnico / ELECCIONES - Concepto ontológico

CARRERA ADMINISTRATIVA - El ejercicio del sufragio como criterio para dirimir un empate en lista de elegibles

PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN - Facultad discrecional para dirimir un empate en lista de elegibles

5. Exequibilidad del la participación en las elecciones públicas inmediatamente anteriores como criterio de desempate en los procesos de selección de personal en la Procuraduría General de la Nación.

Manifiesta la ciudadana que “tampoco es estímulo que en casos de empate en concursos públicos de mérito se prefiera a quien participó en esos otros mecanismos de participación ciudadana (Dct. 262 de 2000 )”. Al respecto, considera la Corte que la demandante interpreta indebidamente la expresión demandada, ya que ésta alude es a “votar en las elecciones públicas” y no en los certámenes democráticos que tienen lugar con ocasión de los mecanismos de participación ciudadana. En efecto, la ciudadana confunde el acto de sufragar en unas elecciones para Presidente y Vicepresidente de la República, Congreso, Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y Juntas Administradoras Locales, con el acto de expresar una voluntad política, mediante el voto o absteniéndose válidamente de depositarlo, durante certámenes no electorales.

En efecto, siguiendo la valiosa doctrina sentada recientemente por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, en su obra “Diccionario Electoral”, el término “elecciones” presenta un sentido neutro o técnico y otro ontológico. El primero alude a una técnica de designación de representantes, no siendo procedente introducir distinciones sobre los fundamentos en que se basan los sistemas electorales, las normas que regulan su verificación y las modalidades que tiene su materialización. La segunda acepción se apoya en vincular el acto de elegir con la existencia real de la posibilidad que el elector tiene de optar libremente entre ofertas políticas diferentes y con la vigencia efectiva de normas jurídicas que garanticen el disfrute de los derechos políticos. En tal sentido, concluye el Instituto “se da una confluencia entre los conceptos técnico y ontológico de “elección”, al definírsela como “método democrático para designar a los representantes del pueblo””
. 

En este orden de ideas, la convocatoria al pueblo para que acuda a las urnas con el propósito de que se manifieste durante el desarrollo de un mecanismo de participación ciudadana, no puede ser entendida técnicamente como unas elecciones, ya que los ciudadanos no están ejerciendo una función electoral encaminada a designar a sus representantes de manera libre, pacífica, periódica y abierta.

Ahora bien, la Corte en sentencia C-337 de 1997, con ponencia del Magistrado Carlos Gaviria Díaz consideró ajustado a la Constitución un estímulo electoral consistente en preferir, en caso de igualdad de puntaje en la lista de elegibles, al aspirante a un cargo de carrera en una entidad estatal que hubiese participado en “la votación inmediatamente anterior” frente a quienes injustificadamente no lo hubieran hecho. Los argumentos de esta Corporación fueron los siguientes:

 “Como en los supuestos anteriores, el privilegio para la elección de empleados de carrera es adecuado para estimular el voto de todos aquellos que aspiren o eventualmente quieran hacerlo, a ocupar un empleo de carrera en cualquier entidad del Estado. El ejercicio del sufragio como criterio adicional de elección no implica un trato desigual o desproporcionado frente a los candidatos que no votaron, porque se trata de una conducta que guarda conexidad con el tipo de actividad que ejercen los empleados del Estado. En efecto, como el ingreso y ascenso a cargos de carrera se realiza por el sistema de méritos y calidades, bien puede disponer el legislador que, en caso de igualdad en el puntaje, una calidad adicional sea el cumplir cabalmente con los deberes de ciudadano. Si el Estado está interesado en que la democracia se preserve, es lógico que prefiera que las personas que están a su servicio tengan un compromiso con ese propósito. 

“Obsérvese además que, en este caso, la preferencia constituye factor de desempate, pues claramente se señala que la preferencia en la elección se presenta cuando existe "igualdad de puntaje". En consecuencia, no se vulnera el derecho a la igualdad”.
Estima la Corte que los anteriores argumentos son atendibles para la situación regulada en el artículo 216 del Decreto 262 de 2000, en tanto que criterio constitucionalmente válido para dirimir un empate que se presente en el primer lugar de la lista de elegibles en un concurso público organizado para la provisión de cargos en la Procuraduría General de la Nación, siempre y cuando se entienda que se trata haber sufragado en las anteriores elecciones de gobernantes y no con ocasión de un mecanismo de participación ciudadana, por cuanto se insiste, la abstención en estos casos es una opción política amparada por la Constitución, y por ende, al legislador le está vedado establecer cualquier clase de beneficio o ventaja a favor del ciudadano que depositó su voto en un certamen democrático de esta naturaleza; tanto menos si se trata de acceder a la función pública.

En este orden de ideas, la Corte declarará exequible la expresión “y si el empate persiste, en quien demuestre haber cumplido con el deber de votar en las elecciones públicas anteriores”, contenida en el quinto inciso del artículo 216 del Decreto 262 de 2000, en el entendido de que dicho estímulo sólo rige cuando se vota para elegir gobernantes.

6. Exequibilidad de la facultad legal con que cuenta el Procurador General de la Nación para dirimir un empate en un proceso de selección de personal.

Aduce la ciudadana demandante que el criterio que eligió el legislador para dirimir un empate en el primer lugar en el caso de un concurso para proveer un cargo en la Procuraduría General de la Nación vulnera el derecho al debido proceso, ya que a su juicio “infringe el mínimo derecho de contradicción contemplado en el artículo 29 de la Carta y no es un acto de transparencia para con el ciudadano”. Que además la única posibilidad es la de acudir a la suerte o albur “o al menos invitación, de los concursantes que están en empate”, so pena de violar el artículo 125 constitucional. No comparte la Corte estas afirmaciones por las razones que pasan a explicase.

El artículo 125 constitucional establece como regla general el concurso público para proveer los cargos en la administración pública, salvo las excepciones constitucionales y legales. Se trata por tanto de garantizar el derecho fundamental de acceso a la función pública en igualdad de condiciones. Al respecto, la Corte en sentencia SU 554 de 2001, con ponencia del Magistrado Eduardo Montealegre Lynett, consideró lo siguiente:

 “El derecho a acceder a cargos públicos debe entenderse en el sentido de inmunizar a la persona contra las decisiones estatales que de manera arbitraria le impida acceder a un cargo público, a no ser desvinculado de manera arbitraria del mismo y, ocupando uno, que no se le impida arbitrariamente el ejercicio de sus funciones. ( subrayado fuera de texto ).
Más recientemente, esta Corporación en sentencia T- 752 de 2003, con ponencia de la Magistrada Clara Inés Vargas Hernández, insistió en los principios que orientan la carrera administrativa:

En términos generales la carrera administrativa es el sistema técnico que permite el ingreso, permanencia y asenso en cargo de la Administración con base en la meritocracia, esto es, en las capacidades, conocimientos e idoneidad de la persona. (Subrayado fuera de texto).
En el caso concreto, se está ante la situación de dos o más personas que se encuentran en el primer lugar de la lista de elegibles, han obtenido idénticos puntajes en las pruebas de conocimiento, e igualmente, han votado en las elecciones públicas inmediatamente anteriores. Ante la persistencia del empate, el legislador decidió inclinarse por la fórmula de la discrecionalidad del nominador, es decir, dado que los aspirantes se encuentran en plena igualdad de condiciones y ante la necesidad de dar por terminado un largo proceso de selección de personal donde se han agotado diversas etapas previas, se optó por el mencionado criterio de solución de un empate.

En tal sentido, en diversas ocasiones la Corte se ha pronunciado sobre las diferencias existentes entre la arbitrariedad y la discrecionalidad, siendo esta última compatible con los postulados del Estado Social de Derecho. En tal sentido, en la sentencia C-318 de 1995, con ponencia del Magistrado Alejandro Martínez Caballero, esta Corporación consideró lo siguiente:

“Esta diferenciación entre lo discrecional y lo arbitrario tiene claro fundamento constitucional en Colombia, pues la Carta admite la discrecionalidad administrativa pero excluye la arbitrariedad en el ejercicio de la función pública. Así la potestad discrecional es una herramienta jurídica necesaria e indispensable, en ciertos casos, para una buena administración pública, pues se le brinda al gestor público la posibilidad de decidir, bajo un buen juicio, sin la camisa de fuerza de una reglamentación detallada que no corresponda a la situación que se quiera superar o enfrentar. En cambio, la arbitrariedad está excluida del ordenamiento jurídico colombiano. En efecto, si bien la Constitución colombiana no consagra expresamente "la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos", como lo hace el artículo 9º-3º de la Constitución Española, este principio deriva de normas específicas de nuestra Carta.”

No siendo la discrecionalidad del nominador sinónimo de arbitrariedad, no encuentra la Corte que la expresión demandada vulnere la Carta Política. Es más, dado que los dos o más candidatos que habiendo superado diversas etapas de un concurso público terminan ocupando el primer lugar, cualesquiera de ellos es igualmente apto para ocupar el cargo público. De allí que el legislador, motivado por un criterio de racionalidad, consideró que en esos casos extremos el nominador finalmente decidiera. Por supuesto que la suerte o el azar hubiese podido ser otro criterio de desempate igualmente válido, pero no quiere decir que este último sea el único constitucionalmente aceptable para la provisión de cargos públicos en situaciones de empate en el primer lugar.

En este orden de ideas, la Corte declarará la exequibilidad de la expresión “si no se puede dirimir el empate, el nominador escogerá discrecionalmente”, que figura en el quinto inciso del artículo 216 del Decreto 262 de 2000.

Efectuados los respectivos nombramientos para proveer los empleos objeto de la convocatoria u otros iguales a éstos, se retirarán de la lista de elegibles los servidores en los que hayan recaído dichos nombramientos, salvo que no hayan aceptado o no se hayan posesionado por razones ajenas a su voluntad. El nominador deberá utilizar las listas en estricto orden descendente, para proveer las vacantes que se presenten en el mismo empleo o en otros iguales, para los cuales se exijan los mismos requisitos, o en empleos de inferior jerarquía. En este último caso, la no aceptación del nombramiento no constituye causal para la exclusión de la lista de elegibles. 

Conc.: Sentencia C 942 de 2003.

Artículo 217. TERMINO PARA EL NOMBRAMIENTO. Dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes a la publicación de la lista de elegibles, deberá producirse el nombramiento en período de prueba o en propiedad, según el caso, salvo lo previsto en el artículo 190 de este decreto. 

Este plazo no se tendrá en cuenta cuando el concurso se haya efectuado para conformar listas de elegibles para empleos no vacantes a la fecha de la convocatoria, caso en el cual el nombramiento deberá producirse dentro de los veinte (20) días siguientes al momento en que se presente la vacante o se cree el empleo. 

Artículo 218. PERIODO DE PRUEBA. La persona seleccionada por concurso abierto no inscrita en la carrera o de ascenso con cambio de nivel será nombrada en período de prueba, por un término de cuatro (4) meses, al vencimiento del cual se evaluará su desempeño laboral. 

Aprobado el período de prueba, el empleado deberá ser inscrito en el Registro Único de Inscripción en Carrera de la Procuraduría General. Si no lo aprueba, una vez en firme la calificación, su nombramiento deberá ser declarado insubsistente mediante acto administrativo motivado expedido por el Procurador General. Contra la declaratoria de insubsistencia sólo procede el recurso de reposición, dentro de los tres días siguientes a su notificación, el cual debe resolverse dentro del término de treinta (30) días, quedando agotada la vía gubernativa. 

Cuando el servidor de carrera sea seleccionado para un nuevo empleo por concurso, sin que implique cambio de nivel, será actualizada su inscripción en el registro mencionado, una vez tome posesión del nuevo cargo. Cuando el ascenso ocasione cambio de nivel, el nombramiento se hará en período de prueba; en este evento, si el empleado no obtiene calificación satisfactoria en la evaluación de su desempeño, regresará a su empleo anterior y conservará su inscripción en la carrera. Mientras se produce la calificación del período de prueba, el empleo del cual era titular el servidor ascendido podrá ser provisto por encargo o mediante nombramiento provisional. 

Jurisprudencia: la Corte Constitucional declaró EXEQUIBLE el aparte subrayado del inciso tercero de este artículo, por los cargos analizados en sentencia C-969/03.

CARRERA ADMINISTRATIVA - Concepto y fines

PERÍODO DE PRUEBA - Término / PERÍODO DE PRUEBA - Evaluación / PERIODO DE PRUEBA - Insubsistencia por calificación no satisfactoria 

PERIODO DE PRUEBA - Aplicación del principio de igualdad en situaciones de hecho diferentes / PERIODO DE PRUEBA - Derechos del concursante inscrito en carrera 

PERIODO DE PRUEBA - No se presenta desempeño simultáneo de más de un empleo público / PERIODO DE PRUEBA - Titular del cargo 

PERIODO DE PRUEBA - Calificación de servicios no satisfactoria / PERIODO DE PRUEBA - Estabilidad o permanencia en el cargo anterior

Problema jurídico planteado

2. Corresponde a la Corte establecer si al disponer la norma parcialmente acusada que los empleados de carrera administrativa de la Procuraduría General de la Nación que no hayan obtenido una calificación satisfactoria del período de prueba en un cargo de nivel superior para el cual concursaron, regresen al cargo anterior y conserven su inscripción en aquella, quebranta el principio de igualdad, el derecho a acceder al desempeño de funciones y cargos públicos y los principios de la carrera administrativa.

Examen del problema jurídico planteado

3. De conformidad con lo dispuesto en el Art. 125 de la Constitución Política, por regla general el desempeño de la función pública está sometido al régimen de carrera, con las excepciones previstas en la misma disposición y las que determine la ley. Señala dicha norma:

“Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. 

“Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público. 

“El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes”. 

En desarrollo de esta disposición, el Art. 183 del Decreto ley 262 de 2000 establece:

“La carrera de la Procuraduría es un sistema técnico de administración de personal, que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la entidad y ofrecer igualdad de oportunidades para el acceso a ella, la estabilidad en los empleos y la posibilidad de ascender, como también establecer la forma de retiro de la misma. 

“Para alcanzar estos objetivos, el ingreso, la permanencia y el ascenso en los empleos de carrera de la Procuraduría se hará exclusivamente con base en el mérito, sin que las consideraciones de raza, religión, sexo, filiación política u otro carácter puedan influir sobre el proceso de selección”. 

La Corte Constitucional se ha pronunciado en repetidas ocasiones sobre el concepto y los fines de la carrera administrativa, así:

“3.3. Conforme lo ha señalado esta Corporación, la institucionalización y configuración del régimen de carrera, en los términos en que ha sido concebido por el constituyente de 1991, y salvo las excepciones por él previstas
, le permite al Estado “contar con servidores cuya experiencia, conocimiento y dedicación garanticen, cada vez con mejores índices de resultados, su verdadera aptitud para atender las altas responsabilidades confiadas a los entes públicos”
; responsabilidades que, bajo la actual concepción del Estado social de derecho, exigen la aplicación de criterios de excelencia en la administración pública que posibiliten la realización de los fines y objetivos estatales más próximos, como lo son el servicio a la comunidad, la satisfacción del interés general y la efectividad de los principios, derechos y deberes que la propia constitución reconoce a todos y cada uno de los habitantes del territorio nacional 
. 

“Desde esta perspectiva, la carrera y el sistema de concurso de méritos constituyen, entonces, un sistema técnico de administración de personal y un mecanismo de promoción de los principios de igualdad e imparcialidad, en cuanto garantizan que a la organización estatal, y concretamente a la función pública, accedan los mejores y los más capaces funcionarios, “descartándose de manera definitiva la inclusión de otros factores de valoración que repugnan a la esencia misma del Estado social de derecho, tales como el clientelismo, el favoritismo y el nepotismo”
 que, por lo demás, se identifican en el área de la sociología política, el derecho público y la ciencia administrativa, como criterios de selección de personal que se contraponen a los nuevos roles del Estado contemporáneo y que afectan en gran medida su proceso de modernización y racionalización, el cual resulta consustancial a la consecución y cumplimiento de los deberes públicos. 
“3.4. Atendiendo pues a su propia naturaleza jurídica y a la filosofía que la inspira, la jurisprudencia constitucional
 viene considerando que, bajo el actual esquema constitucional, el régimen de carrera encuentra un claro fundamento de principio en tres objetivos básicos; los cuales, amén de encontrarse íntimamente relacionados, se sustentan en valores, principios y derechos plenamente garantizados por la Constitución Política. Así, ha dicho la Corte que mediante el sistema de carrera se persigue: 

-
(i) El óptimo funcionamiento en el servicio público, de forma tal que el mismo se lleve a cabo bajo condiciones de igualdad, eficiencia, eficacia, imparcialidad y moralidad; siendo condiciones que se alcanzan a través del proceso de selección de los servidores del Estado por concurso de méritos y capacidades (C.P. Preámbulo, arts. 1°, 2° y 209).

-
(ii) Garantizar el ejercicio del derecho de acceso al desempeño de funciones y cargos públicos, así como la efectividad del principio de igualdad de trato y oportunidad para quienes aspiran a ingresar al servicio estatal, a permanecer en él, e incluso, a ascender en el escalafón (C.P. arts. 13, 25 y 40). 

-
Y, finalmente, (iii) proteger y respetar los derechos subjetivos de los trabajadores al servicio del Estado, originados en el principio de estabilidad en el empleo, en los derechos de ascenso, capacitación profesional, retiro de la carrera y en los demás beneficios derivados de la condición de escalafonados (C.P arts. 53, 54 y 125).

“3.5. De este modo, ha sido unívoco el criterio de la Corte
 en considerar el sistema de carrera también como un principio de orden Superior que, al margen de constituirse en base principal de la estructura organizacional del Estado, se erige en una herramienta eficaz e imprescindible -siguiendo lo ya expuesto- para la realización y consecución de otros principios como la igualdad, eficacia, prevalencia del interés general e imparcialidad, y de ciertos derechos fundamentales como el trabajo, el acceso al desempeño de funciones y cargos públicos y aquellos derivados de las garantías laborales reconocidas expresamente por el artículo 53 de la actual Carta Política -igualdad de oportunidades, estabilidad laboral, reconocimiento e irrenunciabilidad de beneficios mínimos”. 

4. Según la disposición parcialmente impugnada, la persona seleccionada por concurso abierto no inscrita en la carrera o de ascenso con cambio de nivel será nombrada en período de prueba, por un término de cuatro (4) meses, al vencimiento del cual se evaluará su desempeño laboral.

Si el empleado no obtiene una calificación satisfactoria del desempeño del período de prueba, una vez en firme aquella el nombramiento debe ser declarado insubsistente mediante acto administrativo motivado expedido por el Procurador General.

En este evento, cuando el ascenso ocasione cambio de nivel, el empleado regresará a su empleo anterior y conservará su inscripción en la carrera. Mientras se produce la calificación del período de prueba, el empleo del cual era titular el servidor ascendido podrá ser provisto por encargo o mediante nombramiento provisional. 

Esta última parte es la materia de la impugnación que se examina.

5. En virtud del principio de igualdad consagrado en el Art. 13 superior, por regla general, que como tal no requiere justificación, todas las personas son iguales ante la ley y ante las autoridades del Estado y en consecuencia deben recibir la misma protección y trato de ellas. Por excepción, que en cuanto tal sí requiere una justificación objetiva y razonable, las personas o los grupos que se encuentran en situación de desigualdad deben recibir un trato desigual de la ley y de las autoridades públicas, que permita a aquellos el logro de una igualdad material, real o efectiva. 

Acerca de este tema la Corte ha manifestado:

“Como en reiterada jurisprudencia de esta Corte se afirma
, el derecho a la igualdad que responde al postulado según el cual todas las personas nacen iguales ante la ley y, en consecuencia, deben recibir la misma protección y trato de las autoridades y gozar de los mismos derechos, libertades y oportunidades, sin ninguna discriminación (C.P., art. 13) no significa que el legislador deba asignar a todas las personas idéntico tratamiento jurídico, porque no todas ellas se encuentran colocadas dentro de situaciones fácticas similares ni en iguales condiciones personales. 

“También se recuerda que para delimitar el alcance y aplicación del principio de igualdad se ha acudido a la fórmula clásica de que “hay que tratar igual a lo igual y desigual a lo desigual”.

“(...)

“La Corte Constitucional ha tenido oportunidad de señalar en varias oportunidades los criterios de diferenciación a los cuales debe acudir el juzgador cuando tiene que formular un juicio de igualdad, con el propósito de aceptar o rechazar un tratamiento desigual adoptado por el legislador al expedir la norma y que en esencia se reducen a dos: la razonabilidad de la diferenciación y la proporcionalidad de los medios incorporados en la norma y los fines que se propone lograr”. 

La demandante aduce que la expresión censurada, al establecer que el empleado inscrito en carrera de la Procuraduría General de la Nación que en virtud de concurso abierto es nombrado en período de prueba en un cargo de un nivel jerárquico superior y no obtiene una calificación satisfactoria de servicios en dicho período regresará a su empleo anterior y conservará su inscripción en la carrera, consagra una discriminación de los demás concursantes, tanto de los empleados de la misma entidad que no están inscritos en la carrera como de los particulares que no se han vinculado a aquella y viola el principio de igualdad.

Este cargo no es de recibo, puesto que evidentemente la situación de hecho del concursante inscrito en la carrera es distinta de la del concursante que no lo está, en cuanto aquel es titular de unos derechos subjetivos que no ostenta éste y que gozan de protección constitucional conforme a lo dispuesto en los arts. 125 y 53 superiores, por lo cual, precisamente en cumplimiento del citado principio de igualdad, la disposición acusada les otorga un trato desigual. Se nota que, además, desde un punto de vista lógico, si el legislador hubiera pretendido conferir un trato igual al concursante no inscrito en la carrera no hubiera podido hacerlo, por sustracción de materia.

6. La demandante sostiene que el aparte acusado contempla un doble desempeño de empleos públicos por parte del concursante inscrito en carrera de la Procuraduría General de la Nación.

De acuerdo con lo previsto en el Art. 128 de la Constitución, en el Estado colombiano “[n]adie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público (...)”.
En la situación que se examina no se presenta desempeño simultáneo de más de un empleo público, ya que la expresión impugnada señala que “[m]ientras se produce la calificación del período de prueba, el empleo del cual era titular el servidor ascendido podrá ser provisto por encargo o mediante nombramiento provisional”. En concordancia con esta disposición, y para garantizar el cumplimiento del proceso de selección, el Art. 188 del mismo Decreto ley 262 de 2000 estatuye que “[c]uando la vacancia sea el resultado de ascenso que implique período de prueba, el encargo o el nombramiento provisional podrán extenderse por el tiempo necesario para determinar la superación del mismo”. 

En consecuencia, la afirmación de la actora carece de fundamento.

7. De otro lado, según la actora el empleado inscrito en la carrera de la Procuraduría General de la Nación es al mismo tiempo titular de dos empleos de carrera.

A este respecto debe considerarse que el período de prueba es una etapa, entre varias, del proceso de selección para el ingreso a la carrera o el ascenso en ella, como lo prevé expresamente el Art. 194 del Decreto ley 262 de 2000, en virtud del cual:

“El proceso de selección comprende las siguientes etapas: 

1) Convocatoria. 

2) Reclutamiento: inscripción y lista de admitidos y no admitidos. 

3) Aplicación de pruebas o instrumentos de selección: etapa eliminatoria y etapa clasificatoria. 

4) Conformación de la lista de elegibles. 

5) Período de prueba. 

6) Calificación del período de prueba”. 

En consecuencia, es manifiesto que el empleado en período de prueba no es todavía titular del cargo de carrera para el cual concursó, sea concurso para ingreso o sea concurso para ascenso, pues para serlo se requiere que obtenga una calificación satisfactoria del desempeño en dicho período.

Consecuentemente, el Art. 224 del decreto mencionado señala que tal calificación tiene como fines, entre otros, “adquirir los derechos de carrera” y que la misma norma parcialmente acusada prescribe en su inciso 2º, no impugnado, que “[a]probado el período de prueba, el empleado deberá ser inscrito en el Registro Unico de Inscripción en Carrera de la Procuraduría General”. 

Por esta razón es claro que el empleado inscrito en carrera que se encuentra en período de prueba respecto del cargo de ascenso en otro nivel jerárquico sólo es titular de un cargo en aquella, o sea, del cargo anterior, y no lo es del nuevo cargo, lo que significa que el argumento de la demandante carece de validez.

8. Por otra parte, con un criterio lógico, la calificación de servicios no satisfactoria del período de prueba respecto del cargo de ascenso sólo puede producir efectos en relación con dicho cargo, en el sentido de impedir el nuevo registro de aforo y por tanto la permanencia en ese nuevo cargo, y no respecto del cargo de carrera que ocupaba el empleado, en el sentido de declarar insubsistente el nombramiento, ya que en relación con este último no ha existido una calificación igualmente no satisfactoria.

Por el contrario, en tal situación es imperativo garantizar a aquel la estabilidad o permanencia en el cargo anterior, por constituir ésta uno de los principios rectores de la carrera y también un derecho adquirido, conforme a lo previsto en los Arts. 53 y 125 superiores, mientras no se configure una causal válida de retiro del mismo. Respecto de dicha protección la Corte ha manifestado:

“(...) si bien el artículo 125 de la Constitución confiere al legislador la facultad de diseñar causales y procedimientos específicos de retiro, tal facultad no es absoluta pues ella se encuentra limitada por la regulación constitucional de los empleos en los órganos y entidades del Estado y por los principios rectores de la carrera administrativa. 

“En torno a esto, es importante recordar que la carrera administrativa, tema que ha sido ampliamente tratado por la Corte
, comprende tres aspectos fundamentales interrelacionados: En primer lugar la eficiencia y eficacia en el servicio público, principio por el cual la administración debe seleccionar a sus trabajadores exclusivamente por el mérito y su capacidad profesional. En segundo lugar, la protección de la igualdad de oportunidades, pues todos los ciudadanos tienen igual derecho a acceder al desempeño de cargos y funciones públicas (Artículo 40 de la Carta). Y, finalmente, la protección de los derechos subjetivos derivados de los artículos constitucionales 53 y 125 tales como el principio de estabilidad en el empleo, el sistema para el retiro de la carrera y los beneficios propios de la condición de escalafonado, pues esta corporación ha señalado que las personas vinculadas a la carrera son titulares de unos derechos subjetivos adquiridos, que deben ser protegidos y respetados por el Estado
”. 
 

Esta corporación, al pronunciarse sobre la constitucionalidad de un aparte del Art. 10 de la Ley 443 de 1998, señaló en el mismo sentido: 

“5. El texto legal bajo estudio señala que cuando quedare vacante un cargo por causa del ascenso, en período de prueba, de un empleado de carrera, el encargo o nombramiento provisional correspondiente se extenderá durante los cuatro meses propios de estos nombramientos, más el tiempo necesario para determinar si el empleado ha superado el aludido período de prueba, y, por lo tanto, tiene derecho a permanecer en el nuevo cargo y a que se actualice su inscripción en el registro público de carrera administrativa. 

“Evidentemente, en la situación analizada se va a superar el término de los 4 meses fijado para los nombramientos en encargo y provisionales. Sin embargo, concuerda la Corte con los intervinientes y con la Vista Fiscal en que en este caso específico se justifica establecer una excepción legal a la norma, por motivos propios del mismo sistema de carrera administrativa establecido. En el artículo 23 de la ley se determina, con muy buen sentido, que el empleado de carrera que triunfa en un concurso destinado a proveer un cargo superior al que él desempeña tiene derecho a que la estabilidad que le asegura su pertenencia al sistema de carrera le sea respetada, en el caso de que no apruebe el período de prueba para la nueva posición. Esta situación exige que la administración se abstenga de asignar definitivamente el cargo que ocupa el empleado ascendido en prueba. Es decir, ese cargo debe permanecer libre para suplir el evento de que el funcionario de carrera no supere el período de prueba (...)”.

Por lo anterior, la Corte declarará la exequibilidad de la expresión acusada, por los cargos examinados en esta sentencia.

La evaluación del período de prueba se efectuará con base en el instrumento adoptado por la Comisión de Carrera para tal efecto. 

Artículo 219. ESTABILIDAD RELATIVA Y PRORROGA. El servidor que se encuentre en período de prueba tiene derecho a permanecer en el empleo por el término de éste, a menos que sea sancionado con destitución como consecuencia de delito o falta disciplinaria, o le sobreviniere inhabilidad no subsanable que ocasione su retiro. Durante este período, no podrá efectuarse ningún movimiento dentro de la planta de personal que implique el ejercicio, por parte del servidor, de funciones distintas a las indicadas en la convocatoria que sirvió de base para su nombramiento. 

Cuando por cualquier circunstancia justificada se interrumpa el desempeño de las funciones del empleo, por un lapso superior a diez (10) días calendario continuos el período de prueba será prorrogado por el término necesario para su culminación. 

PARAGRAFO. Durante el período de prueba no podrá concederse al empleado licencia voluntaria no remunerada, salvo que se demuestren motivos de fuerza mayor. 

Artículo 220. CONVALIDACION. Los concursos convocados por la Procuraduría General antes de la ejecutoria de la sentencia C 078 del 17 de febrero de 1999, proferida por la Corte Constitucional, continuarán hasta su culminación, conforme a los procedimientos establecidos en el presente decreto, siempre que cumplan con los siguientes requisitos: 

1. Que los empleos en concurso hayan sido creados nuevamente por el Gobierno Nacional, en ejercicio de las facultades extraordinarias otorgadas en aplicación del numeral 4o del artículo 1o. de la Ley 573 del 7 de febrero de 2000. 

2. Que los empleos en concurso correspondan sustancialmente a los creados conforme a lo dispuesto en el numeral anterior, especialmente en cuanto a los requisitos exigidos, su ubicación inicial, su grado de remuneración y sus funciones. 

3. Que el empleo en concurso continúe siendo de carrera. 

De acuerdo con los anteriores requisitos, el Procurador General determinará, cuáles concursos deben continuar y cuáles deben ser convocados nuevamente. 

CAPITULO III.

INGRESO A LA CARRERA DE LA PROCURADURÍA

Artículo 221. INSCRIPCIÓN Y ACTUALIZACIÓN EN LA CARRERA DE LA PROCURADURIA. La inscripción en la carrera de la entidad consiste en la declaración expresa de que un empleado adquiere derechos de carrera. Se realiza mediante la anotación, en el Registro Único de Inscripción en Carrera de la Procuraduría General de la Nación del nombre, sexo y documento de identidad del servidor, el empleo en el cual se inscribe, el nombre de la dependencia de la entidad, el lugar en el cual desempeña las funciones, la fecha de posesión y el salario asignado al empleo al momento de la inscripción. 

Cuando se produzca nombramiento por ascenso, se deberá actualizar el registro anotando el nombre y las características del nuevo empleo. 

La inscripción o actualización del Registro Único será realizada por el jefe de la Oficina de Selección y Carrera. 

La notificación de la inscripción o de su actualización en la carrera de la entidad se cumplirá con la anotación en el Registro Único a cargo de la Oficina de Selección y Carrera, quien la comunicará al interesado y a la División de Gestión Humana. 

Artículo 222. REGISTRO Y CONTROL DE NOVEDADES. Para efectos de la inscripción en el Registro Único de Inscripción en Carrera de la Procuraduría, una vez cumplido el período de prueba, el servidor debe ser calificado por su superior dentro de los quince (15) días hábiles siguientes. 

CAPITULO IV.

CALIFICACIÓN DE SERVICIOS

Artículo 223. DEFINICION. La calificación de servicios es un instrumento para valorar la gestión que tiene por objetivo el mejoramiento y desarrollo de las condiciones personales y laborales de los empleados de carrera y la verificación del cumplimiento de las funciones por parte de los servidores en período de prueba o inscritos en carrera. 

La evaluación es la calificación parcial que se debe realizar en los casos establecidos en el artículo 228 del presente decreto. 

La Comisión de Carrera adoptará los instrumentos y factores de valoración y puntuación necesarios para la calificación de servicios. 

Artículo 224. FINES DE LA CALIFICACIÓN DE SERVICIOS. La calificación de servicios deberá tenerse en cuenta para: 

1) Adquirir los derechos de carrera 

2) Determinar la permanencia en el servicio 

3) Conceder estímulos a los empleados 

4) Participar en los concursos de ascenso que convoque la entidad 

5) Formular programas de capacitación 

6) Otorgar becas y comisiones de estudio 

Artículo 225. FACTORES PARA LA CALIFICACIÓN. La calificación de servicios comprenderá la valoración y puntuación de la calidad, eficiencia o rendimiento, responsabilidad y organización del trabajo. 

Artículo 226. CALIFICACIÓN. La calificación es el resultado del seguimiento y control permanente del desempeño del servidor público en período de prueba o inscrito en carrera y deberá ser motivada. Corresponderá a la evaluación de todo el período establecido o del promedio ponderado de las evaluaciones parciales que durante este período se hayan efectuado. 

Artículo 227. OBLIGACION DE EVALUAR Y CALIFICAR. Los empleados que sean responsables de evaluar y calificar el desempeño laboral del personal tienen la obligación de hacerlo dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al vencimiento del período por calificar o antes de retirarse del empleo, so pena de incurrir en causal de mala conducta, utilizando los instrumentos adoptados por la Comisión de Carrera para tal efecto. 

Cuando la calificación no se realice, el servidor público deberá solicitar al superior jerárquico del calificador, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al vencimiento del período fijado para éste último, que le ordene efectuarla. En este caso, la calificación deberá producirse dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes. 

Artículo 228. EVALUACIONES PARCIALES. Se efectuarán evaluaciones parciales a los empleados de carrera en los siguientes casos: 

1) Cuando quien deba calificar se retire del servicio o se traslade. 

2) Cuando quien deba ser calificado cambie de empleo como resultado de traslado. 

3) Cuando el empleado deba separarse temporalmente del ejercicio de las funciones del empleo, por suspensión, encargo, comisión, licencia o vacaciones, en caso de que el término de duración de estas situaciones sea superior a treinta (30) días calendario. 

4) Cuando deba calificarse el período comprendido entre la última evaluación parcial y el final de período respectivo. 

Estas evaluaciones deberán realizarse dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la fecha en que se produzca la situación que las origine y no harán parte de la hoja de vida del evaluado, salvo en el evento consagrado en el numeral 1) de este artículo caso en el cual la calificación deberá hacerse antes de la dejación del cargo. 

PARAGRAFO 1o. El término de duración de las situaciones administrativas a que se refiere el numeral 3 de este artículo no se tendrá en cuenta para la calificación. 

Si la fecha del vencimiento del período por calificar estuviere comprendida dentro del término de duración de alguna de estas situaciones, la calificación definitiva del período anual será la correspondiente al tiempo laborado hasta la fecha de iniciación de dicha situación administrativa. 

PARAGRAFO 2o. Cuando el servidor cambie de empleo como resultado de ascenso dentro de la carrera, la calificación corresponderá al tiempo laborado en el nuevo empleo, si supera el período de prueba. 

Artículo 229. COMPETENCIA PARA CALIFICAR. Corresponde al superior inmediato evaluar y calificar el desempeño laboral de los servidores públicos bajo su dirección o a quien ejerza la supervisión directa del empleado por calificar. 

Artículo 230. PERIODICIDAD DE LA CALIFICACIÓN Y CALIFICACIÓN EXTRAORDINARIA. Los servidores públicos de carrera deberán ser calificados por períodos anuales. 

No obstante, el Procurador General podrá ordenar que se califiquen los servicios de un empleado cuando reciba información, debidamente soportada, de que su desempeño laboral es deficiente. Esta calificación tendrá el carácter de extraordinaria y podrá ordenarse en cualquier época, siempre que hayan transcurrido tres meses desde la última calificación. 

PARAGRAFO. El período anual objeto de evaluación está comprendido entre el primero (1o.) de mayo y el treinta (30) de abril del año siguiente. 

Artículo 231. CALIFICACIÓN DE SERVICIOS EN PERIODO DE PRUEBA. La calificación de servicios efectuada para el período de prueba deberá hacerse en formato elaborado para el efecto. Se aplicarán las disposiciones relativas a la calificación anual, en cuanto fueren pertinentes. 

Artículo 232. NOTIFICACION Y RECURSOS. La calificación deberá ser notificada personalmente al calificado; si no estuviere de acuerdo con ella, tendrá derecho a interponer los recursos procedentes, de acuerdo con lo establecido en el Código Contencioso Administrativo. 

Del recurso de apelación conoce la Comisión de Carrera. 

PARAGRAFO. Si el empleado competente para resolver el recurso de reposición se ha retirado de la entidad, éste será decidido por quien designe el Procurador General. 

Si el calificador ha pasado a desempeñar otro empleo dentro de la misma entidad, conserva la competencia para resolver el recurso. 

Artículo 233. IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES. Los responsables de evaluar a los empleados inscritos en la carrera de la entidad deberán declararse impedidos cuando se presenten las causales previstas en el Código de Procedimiento Civil y el Código Contencioso Administrativo. 

En ningún caso la formulación de queja de carácter disciplinario dará lugar a impedimento o recusación, como tampoco cuando se adelante un proceso contra el calificado por parte del calificador. 

Artículo 234. PROCEDIMIENTO. El calificador manifestará su impedimento a la Comisión de Carrera, mediante escrito motivado. La Comisión lo resolverá, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su presentación. Si lo acepta, designará, en su reemplazo, al superior funcional del impedido o a un funcionario del mismo nivel del calificador. 

Artículo 235. DECLARATORIA DE INSUBSISTENCIA DEL NOMBRAMIENTO POR CALIFICACIÓN NO SATISFACTORIA. Una vez en firme la calificación anual o extraordinaria no satisfactoria, el empleado deberá ser declarado insubsistente. 

Contra el acto administrativo que declare la insubsistencia sólo procede recurso de reposición ante el Procurador General. 

La declaración de insubsistencia se entenderá revocada si, interpuestos los recursos dentro del término legal, la Administración no se pronunciare dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a su presentación. En este evento, la calificación que dio origen a la declaración de insubsistencia del nombramiento se considerará satisfactoria con el puntaje mínimo. 

CAPITULO V.

RETIRO DE LA CARRERA DE LA PROCURADURÍA

Artículo 236. CAUSALES DE RETIRO. El retiro de la carrera de la Procuraduría se produce por el retiro del servicio por cualquiera de las causas establecidas en el artículo 158 de este decreto y además por: 

1. Revocatoria del nombramiento, en caso de presentarse irregularidad en el proceso de selección. 

2. Haber tomado posesión en un empleo de libre nombramiento y remoción o de período fijo, sin que previamente haya sido comisionado por el Procurador. 

Artículo 237. PERDIDA DE LOS DERECHOS DE CARRERA. La ocurrencia de cualquiera de las causales previstas en el artículo anterior implica el retiro de la carrera de la Procuraduría y la pérdida de los derechos inherentes a ella, salvo cuando opere la incorporación en empleos de carrera equivalentes, dentro de los seis (6) meses siguientes a la supresión del empleo. 

Artículo 238. DERECHOS DEL EMPLEADO DE CARRERA EN CASO DE SUPRESIÓN DEL EMPLEO. Cuando se modifique total o parcialmente la planta de personal de la Procuraduría, variando solamente la denominación, el grado o la remuneración de empleos de carrera, sin modificar sus funciones, no se podrán establecer para su desempeño requisitos superiores a los establecidos en la norma modificada. 

En este caso, los titulares de tales empleos inscritos en la carrera de la entidad, así como quienes se encuentren en período de prueba, serán incorporados en sus respectivas situaciones a la nueva planta de personal y conservarán sus derechos. 

En el evento en que se suprima un empleo de carrera, o se convierta en empleo de libre nombramiento y remoción, su titular tendrá derecho a optar por ser incorporado en un empleo equivalente en grado y remuneración, o a ser indemnizado en la forma que corresponda, así: 

1. Por menos de un (1) año de servicios continuos: cuarenta y cinco (45) días de salario. 

2. Por un (1) año o más de servicios continuos y menos de cinco (5): cuarenta y cinco (45) días de salario por el primer año, quince (15) días por cada uno de los años siguientes al primero, y proporcionalmente por meses cumplidos. 

3. Por cinco (5) años o más de servicios continuos y menos de diez (10) años: cuarenta y cinco (45) días de salario por el primer año, y veinte (20) días por cada uno de los años siguientes al primero, y proporcionalmente por meses cumplidos. 

4. Por diez (10) años o más de servicios continuos: cuarenta y cinco (45) días de salario por el primer año, y cuarenta (40) días por cada uno de los años siguientes al primero, y proporcionalmente por meses cumplidos. 

PARAGRAFO 1o. Para efectos del reconocimiento y pago de las indemnizaciones de que trata este artículo, el tiempo de servicios continuos se contabilizará a partir de la fecha de posesión como empleado de la Procuraduría General y para el cálculo de la indemnización se tendrá como base el salario promedio causado en el último año de servicios. 

PARAGRAFO 2o. Cuando una servidora en estado de embarazo, titular de un empleo de carrera que haya sido suprimido, opte por la reincorporación y ésta no fuere posible, tendrá derecho, además de la indemnización a que se refiere este artículo y la indemnización por maternidad, a la cancelación de los ingresos dejados de percibir durante el período comprendido entre su retiro y la fecha en que debería terminar la licencia de maternidad. 

En este caso, la Procuraduría deberá efectuar los pagos correspondientes a la respectiva entidad promotora de salud, durante la etapa de gestación y los tres (3) meses siguientes al parto. 

PARÁGRAFO 3o. Cuando se opte por la incorporación, ésta deberá producirse en un término máximo de seis meses siguientes a la supresión del empleo, si existiere la vacante. Si vencido dicho término no se produce la vacante, el empleado será indemnizado. 

En ningún caso podrá reincorporarse a un servidor inscrito en la carrera de la entidad en un empleo de grado o remuneración inferior. 

CAPITULO VI.

COMISIÓN DE CARRERA

Artículo 239. INTEGRACIÓN. La Comisión de Carrera está integrada por: 

1) El Procurador General o su delegado quién la presidirá. 

2) El Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público. 

3) Un (1) representante de los procuradores delegados. 

4) Dos (2) representantes de los empleados inscritos en carrera. 

El jefe de la Oficina de Selección y Carrera actuará como Secretario de la Comisión, con voz pero sin voto. 

Cada uno de los representantes de los procuradores delegados y de los empleados inscritos en carrera tendrá un (1) suplente, que lo reemplazará en caso de ausencia temporal o definitiva. 

El período de los representantes de los procuradores delegados y de los empleados inscritos en carrera será de dos (2) años a partir de su elección. Dichos representantes sólo podrán ser reelegidos por una sola vez. 

El Procurador General podrá reducir hasta en un cincuenta por ciento (50%) la carga funcional a los integrantes de la Comisión de Carrera mientras dure su permanencia en esta comisión y sólo para el cumplimiento de los fines propios de la representación. 

PARAGRAFO. Para el ejercicio de sus funciones, la Comisión de Carrera podrá contar con la asesoría de expertos en diferentes temas, quienes podrán intervenir en las sesiones, con voz pero sin voto, previa autorización del Presidente de la Comisión. 

Artículo 240. FUNCIONES. La Comisión de Carrera tiene las siguientes funciones: 

1. Adoptar su propio reglamento. 

2. Vigilar el cumplimiento de las normas de carrera de la Procuraduría. 

3. Asesorar al Procurador General en la definición de los instrumentos necesarios para dar cumplimiento a las normas de carrera. 

4. Recibir copia de las convocatorias a concurso y remitir a la Oficina de Selección y Carrera las observaciones sobre ellas cuando sea procedente. 

5. Solicitar al Procurador General la modificación de la lista de elegibles, excluyendo o reubicando a las personas que hubieren sido incluidas en ella, cuando se haya comprobado cualquiera de los siguientes hechos: 

a) La admisión al concurso sin reunir los requisitos exigidos en la respectiva convocatoria o el aporte de documentos falsos o adulterados para su inscripción. 

b) La inclusión en la lista de elegibles sin haber superado las pruebas del concurso. 

c) La suplantación para la presentación de las pruebas previstas en el concurso. 

d) El conocimiento anticipado de las pruebas que se aplicarán en el concurso. 

6. Adelantar, de oficio o a petición de parte, las investigaciones necesarias para establecer la existencia de posibles irregularidades en los procesos de selección, y adoptar las decisiones correspondientes. 

7. Conocer las reclamaciones que formulen los servidores inscritos en carrera que hayan optado por el derecho preferencial de ser reincorporados cuando se supriman los empleos que desempeñen. 

8. Conocer en segunda instancia las decisiones adoptadas por la Oficina de Selección y Carrera sobre las reclamaciones que formulen los aspirantes no admitidos a un concurso. 

9. Conocer en segunda instancia las decisiones adoptadas por el jurado calificador sobre las reclamaciones por inconformidad con la estructura y el contenido de las pruebas de pregunta abierta. 

10. Conocer en segunda instancia los recursos interpuestos contra las calificaciones de servicios. 

11. Adoptar los instrumentos y factores de valoración y puntuación para la calificación de servicios de los empleados de carrera de la entidad. 

12. Resolver los impedimentos manifestados por los servidores que deban realizar la calificación de servicios, así como las recusaciones que contra ellos se formulen. 

13. Velar porque los empleos se provean en el orden de prioridad establecido en este decreto y porque las listas de elegibles sean utilizadas conforme a los principios de economía, celeridad, y eficacia de la función administrativa. 

14. Absolver las consultas que se le formulen en relación con la interpretación de normas reguladoras de la carrera de la Procuraduría. 

15. Formular propuestas para la elaboración de los programas de capacitación. 

16. Las demás que le asigne la ley. 

PARAGRAFO 1o. La Comisión de Carrera sesionará ordinariamente, por derecho propio, el primer día hábil de cada mes, y extraordinariamente por convocatoria del Presidente de la comisión o de tres de sus integrantes. 

PARAGRAFO 2o. Para el cumplimiento de las funciones asignadas en este capítulo, la Comisión de Carrera podrá tener acceso a la información de personal, cuando sea necesario. 

Artículo 241. IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES DE LOS MIEMBROS DE LA COMISIÓN DE CARRERA. Para todos los efectos, a los miembros de la Comisión de Carrera se les aplicarán las causales de impedimento y recusación previstas en el Código de Procedimiento Civil y en el Código Contencioso Administrativo. 

Artículo 242. TRAMITE DE LOS IMPEDIMENTOS. El delegado del Procurador General en la Comisión de Carrera o el Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público, al advertir una causal que les impida conocer del asunto objeto de decisión, deberán informarlo inmediatamente por escrito al Procurador General, quien decidirá dentro de los dos (2) días hábiles siguientes, mediante acto administrativo motivado. Si el impedimento fuere aceptado, designará al empleado que los reemplazará. 

Cuando el impedimento recaiga en otro de los miembros de la Comisión de Carrera, lo manifestarán a los demás integrantes, quienes en la misma sesión decidirán si el impedimento es fundado o no. Si lo fuere, lo separarán del conocimiento del asunto y asumirá el suplente correspondiente. 

Artículo 243. TRAMITE DE LAS RECUSACIONES. Cuando exista una causal de impedimento de un miembro de la Comisión de Carrera y no fuere manifestado por él, podrá ser recusado por el interesado en el asunto a decidir, caso en el cual allegará las pruebas que fundamentan sus afirmaciones. 

Cuando la recusación se refiera al delegado del Procurador General o al Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público, el escrito correspondiente se dirigirá a la Comisión, quien inmediatamente lo enviará al Procurador General. 

Cuando la recusación se interponga contra otro de los miembros de la Comisión de Carrera, se presentará ante los demás integrantes por medio de la Oficina de Selección y Carrera. 

Las recusaciones de que trata esta disposición se decidirán de conformidad con el procedimiento previsto en el artículo anterior. Contra estas decisiones no procede recurso alguno. 

Artículo 244. ELECCIÓN DE LOS REPRESENTANTES DE LOS PROCURADORES DELEGADOS Y DE LOS EMPLEADOS INSCRITOS EN CARRERA. Los representantes y suplentes de los procuradores delegados y de los empleados inscritos en carrera en la Comisión de Carrera serán elegidos directamente por los servidores vinculados a la Procuraduría General, en colegios electorales separados. 

PARAGRAFO TRANSITORIO. La Comisión de Carrera ejercerá sus funciones a partir de la entrada en vigencia del presente decreto. Sin embargo, mientras se efectúa la elección de los nuevos representantes, continuarán ejerciendo sus funciones los actuales representantes de los procuradores delegados y de los servidores a que se refería el literal g) del artículo 148 de la Ley 201 de 1995, en la Comisión de Carrera prevista en la misma ley. 

La Comisión de Carrera continuará sesionando de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 001 de 1997, expedido por la Comisión de Carrera prevista en la Ley 201 de 1995, mientras adopta su propio reglamento. 

Artículo 245. CONVOCATORIA A ELECCIONES. El Procurador General convocará a elecciones con una antelación no inferior a treinta (30) días hábiles a la fecha de la elección. 

La convocatoria se divulgará ampliamente y contendrá por lo menos la siguiente información: 

1) Fecha y objeto de la convocatoria. 

2) Funciones de la Comisión de Carrera. 

3) Calidades que deben acreditar los aspirantes. 

4) Dependencia en la cual se inscribirán los candidatos. 

5) Requisitos para la inscripción y plazos para hacerlo. 

6) Plazo para que los electores presenten los nombres de los servidores que actuarán como testigos del escrutinio. 

7) Lugar, día y hora en que se abrirá y se cerrará la votación 

8) Lugar, día y hora en que se efectuará el escrutinio general y la declaración de elección. 

Artículo 246. CALIDADES DE LOS ASPIRANTES. Los aspirantes a representar a los empleados inscritos en carrera deberán acreditar las siguientes calidades: 

1) No haber sido sancionados disciplinariamente durante el año anterior a la fecha de la inscripción de la candidatura. 

2) Ser empleados inscritos en carrera de la Procuraduría. 

Los aspirantes a representar a los procuradores delegados deberán acreditar las siguientes calidades: 

1) No haber sido sancionados disciplinariamente durante el año anterior a la fecha de la inscripción. 

2) Encontrarse ejerciendo el empleo de procurador delegado y haberlo desempeñado durante un lapso no inferior a un (1) año. 

Artículo 247. INSCRIPCION DE CANDIDATOS. Los candidatos deberán inscribirse en planchas donde figuren el principal y su suplente y acreditar las calidades exigidas en el artículo anterior, ante la Oficina de Selección y Carrera, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la divulgación de la convocatoria. Si dentro de dicho término no se inscribieren por lo menos dos (2) planchas o los inscritos no acreditaren los requisitos exigidos, éste se prorrogará por diez (10) días hábiles más. 

PARAGRAFO. Para efectos de la inscripción, la postulación de los candidatos para representar a los empleados de carrera deberá estar respaldada con la firma de por lo menos treinta (30) servidores de la Procuraduría General inscritos en carrera. 

La postulación de los candidatos para representar a los procuradores delegados deberá estar respaldada por un mínimo de cinco (5) procuradores delegados. 

Artículo 248. JURADOS DE VOTACION. La elección será vigilada por jurados de votación para cada una de las mesas, designados por la Oficina de Selección y Carrera, a más tardar dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la divulgación de la lista de candidatos inscritos, a razón de tres (3) principales y tres (3) suplentes por cada mesa, quienes actuarán, respectivamente, como presidente, vicepresidente y vocal. La notificación a los jurados se efectuará mediante la publicación de la lista respectiva a partir del día hábil siguiente al vencimiento del término previsto en este artículo para integrarla. 

La publicación de que trata este artículo deberá contener la siguiente información: 

1) Nombres y apellidos completos del jurado con indicación del cargo asignado a cada uno y del número y la ubicación de la mesa de votación en la que ejercerán sus funciones. 

2) Documento de identidad 

3) Funciones 

4) Citación a los jurados 

PARAGRAFO. Los jurados principales podrán ser reemplazados por los suplentes antes o durante las votaciones. 

Artículo 249. LISTA DE SUFRAGANTES. La Oficina de Selección y Carrera publicará, durante los cinco (5) días hábiles anteriores a la fecha de la elección, en cada una de las dependencias de la Procuraduría General, procuradurías regionales, provinciales y distritales, las listas generales, de empleados inscritos en carrera que tienen la calidad de votantes, con indicación del documento de identidad y del número y ubicación de la mesa de votación en la que les corresponderá votar y que sirve a los jurados para verificar la identidad de los votantes. 

El mismo procedimiento se aplicará respecto de la lista general de los procuradores delegados que tienen la calidad de votantes. 

Las votaciones se efectuarán en el sitio, la fecha y la hora que señale la respectiva convocatoria. 

Artículo 250. ESCRUTINIO. Los jurados procederán a hacer el escrutinio de cada una de sus mesas y concluido éste leerán el resultado en voz alta. Los jurados suscribirán un acta del escrutinio, que deberá ser enviada en sobre cerrado, junto con los votos y demás documentos utilizados durante la votación, separando en paquete especial los votos que no fueron computados, al Procurador Regional respectivo, o al jefe de la Oficina de Selección y Carrera, el mismo día de las elecciones. 

Agotado el procedimiento anterior, el respectivo Procurador Regional enviará a la Oficina de Selección y Carrera el sobre de que trata el precedente inciso, el día siguiente hábil de su recibo, para la realización del escrutinio general. De todo lo anterior se dejará constancia escrita. 

El escrutinio general será realizado en audiencia pública en el auditorio de la Procuraduría General de la ciudad de Santa Fe de Bogotá, D.C. En esta sesión participarán, por lo menos, el jefe de la Oficina de Selección y Carrera, quien hará el conteo de votos y dos testigos seleccionados por los representantes de los empleados de carrera de la entidad. Del escrutinio general se dejará constancia escrita con la anotación de las planchas ganadoras. 

Serán elegidos como representante principal y su suplente los candidatos que conformen la plancha que obtenga la mayoría de votos. 

TITULO XV.

CAPACITACIÓN DE LOS SERVIDORES DE LA ENTIDAD

CAPITULO I.

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 251. OBJETIVOS DE LA CAPACITACION. La capacitación de los servidores de la entidad está orientada a propiciar el mejoramiento en la prestación de los servicios, a subsanar las deficiencias detectadas en la evaluación del desempeño y a desarrollar las potencialidades, destrezas y habilidades y elevar el nivel de compromiso de los empleados con respecto a las políticas y objetivos de la entidad. 

Artículo 252. OBLIGACIONES DE LOS EMPLEADOS EN RELACIÓN CON LA CAPACITACIÓN. El empleado tiene las siguientes obligaciones en relación con la capacitación: 

1) Participar en la identificación de las necesidades de capacitación de su dependencia o grupo de trabajo y evaluar los planes y programas de capacitación desarrollados por la institución. 

2) Participar activamente en las actividades de capacitación para las cuales haya sido seleccionado y rendir los informes a que haya lugar. 

3) Aplicar los conocimientos y las habilidades adquiridos para mejorar la prestación del servicio a su cargo. 

4) Servir de agente capacitador dentro o fuera de la entidad, cuando se requiera. 

CAPITULO II.

INDUCCIÓN Y REINDUCCIÓN

Artículo 253. DEFINICIONES. Son procesos de formación y capacitación dirigidos a facilitar y fortalecer la integración del empleado a la cultura organizacional, a desarrollar en éste habilidades gerenciales y de servicio público y a suministrarle información necesaria para el mejor conocimiento de la función pública y de las que le corresponde ejercer. Dichos procesos se pueden clasificar en: 

1) Programas de Inducción: Dirigidos a iniciar al empleado en su integración a la cultura organizacional durante los cuatro (4) meses siguientes a su vinculación. El aprovechamiento del programa por el empleado vinculado en período de prueba deberá ser tenido en cuenta en la evaluación de dicho período. 

2) Programas de Reinducción: Dirigidos a reorientar la integración del empleado a la entidad cuando se produzcan cambios de normatividad u objetivos institucionales o avances tecnológicos. Para su desarrollo, se realizarán cursos por lo menos cada dos (2) años, que incluirán obligatoriamente la actualización de conocimientos para el cumplimiento de las funciones propias de cada empleo. Estos cursos serán calificados con una prueba final que evaluará los conocimientos adquiridos durante los mismos. 

TITULO XVI

SISTEMA DE ESTÍMULOS

CAPITULO I.

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 254. Estímulos. Los empleados cuyo desempeño laboral alcance niveles de excelencia serán objeto de especiales estímulos. El Procurador General establecerá, mediante resolución, los planes de estímulos, así como los requisitos y condiciones en que deban concederse.

En ningún caso, los estímulos podrán ser pecuniarios. 

Artículo 255. Sistema de estímulos. El sistema de estímulos de los empleados de la entidad estará conformado por el conjunto de políticas, planes y programas de bienestar social e incentivos. Tiene por objeto elevar los niveles de eficiencia, desarrollo y bienestar de los servidores de la Procuraduría General en el desempeño de su labor y contribuir al cumplimiento efectivo de los resultados institucionales. 

Artículo 256. Incentivos. Los programas de incentivos deben contribuir al logro de los siguientes objetivos: 

1) Crear condiciones favorables para que el desarrollo del trabajo y el desempeño laboral cumplan los objetivos previstos. 

2) Reconocer o premiar los resultados del desempeño con niveles de excelencia. 

Artículo 257. Comité de Estímulos. El Procurador General conformará un comité para la gestión de los planes de estímulos e incentivos, el cual estará integrado por el Viceprocurador o su delegado, el Secretario General, el Director del Instituto de Estudios del Ministerio Público, el representante de los empleados en la Comisión de Personal y uno de los representantes de los empleados inscritos en carrera. 

Parágrafo. El Procurador General podrá conformar comités de estímulos e incentivos en las procuradurías regionales, atendiendo el volumen de la respectiva planta de personal. 

Artículo 258. Funciones del Comité de Estímulos. El Comité de Estímulos tiene las siguientes funciones: 

1) Recomendar anualmente el mejor empleado de carrera de la Procuraduría General y de cada uno de los niveles jerárquicos que la conforman, así como los mejores grupos de trabajo de la entidad, teniendo en cuenta las variables y el sistema de calificación interno para la medición del desempeño. 

2) Recomendar a la Secretaría General la implementación de proyectos que garanticen el desarrollo del plan de estímulos de la entidad. 

3) Recomendar al Procurador General la celebración de convenios con entidades públicas y otros organismos para la ejecución de los planes de estímulos. 

4) Preparar para la firma del Procurador General de la Nación los planes de estímulos, así como los requisitos y condiciones en que éstos deban concederse. 

5) Dirimir los empates que se presenten en el proceso de selección de los mejores grupos de trabajo y de los empleados. 

6) Las demás que le asignen la ley o el Procurador General. 

CAPITULO II.

PROGRAMAS DE BIENESTAR SOCIAL

Artículo 259. Objetivos. Los programas de bienestar social deben contribuir al logro de los siguientes objetivos: 

1) Propiciar condiciones en el ambiente de trabajo que favorezcan el desarrollo de la creatividad, identidad, participación y seguridad laboral de los empleados, así como la eficacia, eficiencia y efectividad en su desempeño. 

2) Fomentar la aplicación de estrategias y procesos en el ámbito laboral que contribuyan al desarrollo del potencial de los empleados, a generar actitudes favorables frente al servicio público y al mejoramiento continuo de la organización para el ejercicio de su función social. 

3) Desarrollar valores organizacionales en función de una cultura de servicio público, que privilegien la responsabilidad social y la ética administrativa, de tal forma que se genere compromiso institucional y sentido de pertenencia e identidad. 

4) Velar porque los programas y servicios sociales que prestan los organismos especializados de protección y previsión social a los empleados y a su grupo familiar sean idóneos y respondan a la calidad exigida por la entidad, cuando éstos sean prestados por terceras personas. Así mismo, propender por el acceso efectivo a ellos y por el cumplimiento de las normas y procedimientos relativos a la seguridad social y a la salud ocupacional. 

TITULO XVII.

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 260. Protección de los derechos de los servidores inscritos en carrera. Los servidores de la Procuraduría General que al momento de entrar en vigencia el presente decreto se encuentren inscritos en carrera conservarán los derechos inherentes a ella. 

Artículo 261 Transitorio. Actuaciones disciplinarias. Las actuaciones disciplinarias que se encuentren en trámite en las distintas dependencias de la Procuraduría al momento de la entrada en vigencia de este decreto se remitirán inmediatamente a los funcionarios competentes, de acuerdo con las normas aquí establecidas. 

No obstante, las actuaciones disciplinarias que adelanten las dependencias de la entidad, incluida la Veeduría, en las cuales se haya proferido el pliego de cargos, continuarán su trámite en primera instancia en dichas dependencias. La segunda instancia se regirá por las normas previstas en este decreto. 

Artículo 262. Derogatoria y vigencia. Este decreto regirá a los diez (10) días calendario contados a partir de la fecha de su publicación, deroga las normas que le sean contrarias, en especial la Ley 201 de 1995, salvo los artículos 171, 172, 192, 193, 194, 196, 197, 198 y las disposiciones de dicha ley relacionadas con la Defensoría del Pueblo. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE
Dado en Santafe de Bogotá, D.C., a los 22 de febrero de 2000.






� Constitución Política, artículo 127; Ley 996 de 2005, artículos 38, 39, 40 y 41, Ley 734 de 2002, Código Único Disciplinario, artículo 48, numerales 39 y 40.


� El parentesco de consanguinidad “… es la relación o conexión que existe entre las personas que descienden de un mismo tronco o raíz, o que están unidas por los vínculos de sangre.” (Art. 35 C.C.); afinidad legítima “… es la que existe entre una persona que está o ha estado casada y los consanguíneos legítimos de su marido o mujer (…)” (art. 47 ídem); parentesco civil “… es el que resulta de la adopción, mediante la cual la ley estima que el adoptante, su mujer y el adoptivo se encuentran entre sí, respectivamente, en las relaciones de padre, de madre, de hijo. Este parentesco no pasa de las respectivas personas.”.


� “Los grados de consanguinidad entre dos personas se cuentan por el número de generaciones. Así, el nieto está en segunda grado de consanguinidad con el abuelo, y dos primos hermanos en cuarto grado de consanguinidad entre sí.” (Art. 37 C.C.); “En el parentesco de consanguinidad hay líneas y grados. Por línea se entiende la serie y orden de las personas que descienden de una raíz o tronco común.” (Art. 42 ibídem)


� La disposición hace referencia al ingreso y permanencia de los servidores públicos en virtud de la carrera administrativa.


5 Norma declarada EXEQUIBLE DE MANERA CONDICIONADA, en el entendido que respecto de diputados y concejales, cuando los mismos diputados y concejales no actúan como nominadores o no han intervenido en la designación de quien actúa como nominador, se aplicará la regla prevista en el segundo inciso del artículo 292 de la Constitución y que la inhabilidad a que dicho inciso se refiere se aplica dentro del ámbito territorial de competencia del respectivo gobernador, alcalde, diputado, concejal o miembro de junta administradora local, municipal o distrital.


� La Corte Constitucional, en diversas oportunidades ha señalado que debe entenderse por inhabilidades las “restricciones fijadas por el constituyente o el legislador para limitar el derecho de acceso al ejercicio de cargos o funciones públicas.”, o “aquellos requisitos negativos para acceder a la función pública, los cuales buscan rodear de condiciones de transparencia, imparcialidad, igualdad y moralidad el acceso y la permanencia en el servicio público, de tal suerte que las decisiones públicas sean objetivas y tengan como resultado el adecuado cumplimiento de los fines del Estado que asegure la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”





� Acciones disciplinaria, de nulidad electoral y de pérdida de investidura.


� Al tenor de lo dispuesto por el parágrafo 2º del Artículo 38 de la Ley 734 de 2002, “Para los fines previstos en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política a que se refiere el numeral 1 de este artículo, se entenderá por delitos que afecten el patrimonio del Estado aquellos que produzcan de manera directa lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido o deterioro de los bienes o recursos públicos, producida por una conducta dolosa, cometida por un servidor público. Para estos efectos la sentencia condenatoria deberá especificar si la conducta objeto de la misma constituye un delito que afecte el patrimonio del Estado.”.


� Conc. Artículo 323 de la Carta Política


� De conformidad con lo previsto por el Artículo 14 de la ley 890 de 2004, “las penas previstas en los tipos penales contenidos en la Parte Especial del Código Penal se aumentarán en la tercera parte en el mínimo y en la mitad en el máximo. En todo caso, la aplicación de esta regla general de incremento deberá respetar el tope máximo de la pena privativa de la libertad para los tipos penales de acuerdo con lo establecido en el artículo 2° de la presente ley. Los artículos 230A, 442, 444, 444A, 453, 454A, 454B y 454C del Código Penal tendrán la pena indicada en esta ley.”


� Cfr. Artículo 389 del Código Penal.





1 	Correa Henao, Néstor Raúl. Descentralización y Estado Moderno. FESCOL-FAUS. Bogotá, 1991, pág. 192


2 	Del mismo autor véase: Estado y Nuevo Régimen Territorial. FESCOL-FAUS-Federación Colombiana de Municipios. Bogotá, 1992, pag 121


� 	Cfr. Corte Constitucional. Sentencia N° C-221. Magistrado Ponente Alejandro Martínez Caballero. Mayo 29 de 1992


2 	Corte Constitucional. M.P. dr: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO. Sentencia C-020-093- enero 28. 


� Ver entre otras sents, C- 255/97, C-245/95, C-399/95 , C-743/98 


� M.P. Antonio Barrera Carbonell


� Cf. Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia No. C-245 de 1995. M.P. Dr. Antonio Barrera Carbonell.


� Ibídem


� sents. C-399/95, C-743/98


� M.P. Alvaro Tafur Galvis


� MM.PP. Clara Inés Vargas y Alvaro Tafur Gálvis, respectivamente


�Sent. T-715/96 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� Sent 443/98 M.P. Alejandro Martínez Caballero


� ibidem


� Sent. C-443/97 M. P. Alejandro Martínez Caballero


� El “Manual de Indicadores de Gestión de la Procuraduría General de la Nación” se puede obtener en: http://websql.procuraduria.gov.co/relatoriaweb/html/consulta.htm, descargando a través de la consulta PIREL la resolución N.° 212 de 2003.


� Dicha Comisión estaba presidida por los constituyentes Fernando Carrillo Flórez y Jaime Fajardo Landeta.


� Ver Gaceta Constitucional de 2 de mayo de 1991.


� "(...) Segundo. Los Procuradores Judiciales II para Asuntos Administrativos, intervención obligatoriamente en los siguientes asuntos: 1. En los de simple nulidad. 2. En las acciones de pérdida de investidura. 3. En las acciones populares. 4. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho cuando la cuantía discutida alcance un monto igualo superior a quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigentes, excepto en materia laboral. 5. En los asuntos laborales cuando se discuta el reconocimiento, la liquidación y el pago de la pensión de jubilación o de vejez, de invalidez, sustituciones pensiónales o de sobrevivientes o asignaciones de retiro; cuando el conflicto verse sobre supresión de cargos; cuando sea parte un asociación sindical; cuando se controviertan sanciones disciplinarias, y cuando tenga relación con la protección de la maternidad o al menor trabajador. 6. En los procesos de reparación directa y de controversias contractuales cuando la cuantía discutida alcance un monto igualo superior a trescientos (300) salarios mínimos mensuales legales vigentes (...)


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-743/98: "La Constitución Política confiere al Procurador General de la Nación, en su condición de "supremo director del Ministerio Público", una importante competencia de regulación normativa para que, en aras de la efectiva defensa del orden jurídico, del patrimonio público y de los derechos y garantías fundamentales- expida las directivas en las que, entre otras, fije los criterios de intervención necesaria ante las autoridades y en los procesos judiciales…"


� Resolución 371 de 6 de octubre de 2005, ord. 2 num. 10


� Artículo 19, Ley 678 de 2001


� Ver, entre otras, sentencias: Radicación No. 540012331000 1999 000311401 (31835); Expediente No. 24.902, Radicación No. 2000-0145; Expediente número 22.056; Radicación No. 25000232600020001612 01 Exp. 24.902


� Conforme al artículo 5 del Decreto 1214 de 29 de junio de 2000, son funciones del Comité de Conciliación: (...) 6. Evaluar los procesos que hayan sido fallados en contra de la entidad con el fin de determinar la procedencia de la acción de repetición" y el artículo 13 ib. Agrega: "Los apoderados de los entes públicos deberán estudiar la procedencia del llamamiento en garantía para fines de repetición en los procesos judiciales de responsabilidad patrimonial. De no ser viable el llamamiento, deberá justificarlo por escrito y presentar un informe mensual al Comité de Conciliación...". 





� ROCHA ALVIRA, Antonio Derecho Probatorio. E. Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 1987, Pág. 29. Para este autor “la acepción prueba sumaria… significa que una prueba aún no ha sido controvertida por aquel a quien puede perjudicar, no obstante lo cual excepcionalmente le atribuye la ley ciertos efectos jurídicos”. En el mismo sentido la Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, señalo: “Prueba sumaria es plena prueba, pero sin emplear en ella ciertas formalidades; es la que no es controvertida. La calidad de sumaria de una prueba se refiere al modo como ella se produce". Gaceta Judicial XLIII. No. 1909, pago 691.


� Ley 678 de 3 de agosto de 2001. Artículo 4°. DOLO. La conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado. Se presume que existe dolo del agente del Estado por las siguientes causas: 1. Obrar con desviación de poder. 2. Haber expedido el acto administrativo con vicios en su motivación por inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la norma que le sirve de fundamento. 3. Haber expedido el acto administrativo con falsa motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que le sirven de sustento a la decisión de la administración. 4. Haber sido penal o disciplinariamente responsable a titulo de dolo por los mismos daños que sirvieron de fundamento para la responsabilidad patrimonial del Estado. 5. Haber expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente contrario a derecho en un proceso judicial. Artículo 6°. CULPA GRAVE. La conducta del agente del Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones. Se presume que la conducta es gravemente culposa por las siguientes causas: 1. Violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho. 2. Carencia o abuso de competencia para proferir la decisión anulada, determinada por error inexcusable. 3. Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error inexcusable".


� Señaló La Corte constitucional que expedientes acumulados D-3824; D-3827; D-3812; y D-3833.


� La Corte Constitucional, al revisar la constitucionalidad de las disposiciones de la Ley 678 de 2001, ha proferido las siguientes sentencias: C-233 de 4 de abril de 2002; C-285 de 23 de abril de 2002; C-309 de 30 de abril de 2002; C--374 de 14 de mayo de 2002; C-372 de 15 de mayo de 2002; C-378 de 15 de mayo de 2002; C-394 de 22 de mayo de 2002; C-414 de 28 de mayo de 2002; C-455 de 12 de junio de 2002; C-484 de 25 de junio de 2002; C-162 de 25 de febrero de 2003; C-778 de 11 de septiembre de 2003; C-965 de 21 de octubre de 2003, y C-125 de 17 de febrero de 2004.


�Ver sentencia C-317/95.


� Sentencia C-334 de 1996. M. P. Alejandro Martínez Caballero y Julio César Ortiz Gutiérrez. Salvamento parcial de voto de Eduardo Cifuentes Muñoz y Alejandro Martínez Caballero.


� Sentencia C-631 de 1996.


� Sentencia C-540 de 1998.


� Sentencia C-1177 de 2001. M. P. Alvaro Tafur Gálvis.


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia C-368 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 


� Corte Constitucional. Sentencia C-109 de 2000, M.P. Alfredo Beltrán Sierra 


� Sentencia C-793 de 2002. M. P. Jaime Córdoba Triviño. Aclaración de voto de Alfredo Beltrán Sierra y Jaime Araújo Rentería.


� Ley 443 de 1998, Artículo 15. Concursos. La provisión definitiva de los empleos de carrera se hará a través de concurso, el cual puede ser: 





De ascenso, en los cuales podrán participar los empleados de carrera administrativa de cualquier entidad, que reúnan los requisitos exigidos para el empleo y las demás condiciones que establezcan los reglamentos.





Abierto en los cuales la admisión será libre para todas las personas que demuestren poseer los requisitos exigidos para el desempeño del empleo.





Parágrafo 1º. El reglamento establecerá los casos en que proceda el concurso abierto.





Parágrafo 2º. A los empleados que a la vigencia de la presente ley se encuentren desempeñando cargos de carrera, sin estar inscritos en ella, incluidos los de las contralorías territoriales, y que de acuerdo con la reglamentación de este artículo sean convocados a concurso, se les evaluará y reconocerá especialmente la experiencia, antigüedad, conocimiento y eficiencia en el ejercicio del cargo. (Se subraya lo demandado). 





El principal cargo de la demanda estimaba que el precepto atacado discriminaba entre un sector de la población -el que pertenece a la carrera administrativa- y otro, que estaría conformado por los particulares que no pertenecen a aquélla, pero que desean concursar en la provisión de diferentes cargos dentro del sector público, vulnerando así los artículos 1, 13, 25, 125 y 241 a 245 de la Constitución. 


� Corte Constitucional, Sentencia C-486 de 2000, M.P. José Gregorio Hernández Galindo.


� Magistrado Ponente Antonio Barrera Carbonell.


� La norma decía lo siguiente: “ARTICULO 140. Concursos. Los concursos son de dos clases:


a) Abiertos, para el ingreso de nuevo personal a la carrera de la Procuraduría y de la Defensoría del Pueblo. En ellos podrán participar también quienes se encuentren vinculados y cumplan con los requisitos para dicho concurso;


b) De ascenso, para el personal escalafonado.” (Se subraya lo demandado).


� Corte Constitucional, Sentencia C-110 de 1999, M.P. Antonio Barrera Carbonell.


� “Por el cual se modifican la estructura y la organización de la Procuraduría General de la Nación y del Instituto de Estudios del Ministerio Público; el régimen de competencias interno de la Procuraduría General; se dictan normas para su funcionamiento; se modifica el régimen de carrera de la Procuraduría General de la Nación, el de inhabilidades e incompatibilidades de sus servidores y se regulan las diversas situaciones administrativas a las que se encuentren sujetos”.


� Decreto 262 de 2000, artículo 262. Derogatoria y vigencia. Este decreto regirá a los diez (10) días calendario contados a partir de la fecha de su publicación, deroga las normas que le sean contrarias, en especial la Ley 201 de 1995, salvo los artículos 171, 172, 192, 193, 194, 196, 197, 198 y las disposiciones de dicha ley relacionadas con la Defensoría del Pueblo.


� Corte Constitucional, Sentencia C-110 de 1999, M.P. Antonio Barrera Carbonell.


� Corte Constitucional, Sentencia C-110 de 1999, M.P. Antonio Barrera Carbonell, considerando 2.6.


� Corte Constitucional, Sentencia C-292 de 2001, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Corte Constitucional, Sentencia C-725 de 2000, M.P. Alfredo Beltrán Sierra.


� Corte Constitucional, Sentencia C-097 de 2001, M.P. Fabio Morón Díaz.


� Corte Constitucional, Sentencia C-973 de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Sentencia C-372 de 1999. Entre otros pronunciamientos, la Corte declaró la exequibilidad condicionada del artículo 21 (parcial) de la ley 443 de 1998, “en el sentido que los entrevistadores no gozan de una competencia arbitraria y puramente subjetiva para calificar a las personas que participan en los concursos” para proveer cargos de carrera administrativa.


� Ver también la precitada Sentencia C-372 de 1999 MP. José Gregorio Hernández Galindo


� Sentencias C-746 de 1999, C-370 de 2000, C-1546 de 2000, C-670 de 2001


� Sentencia C-563 de 2000


�Ver entre otras, las sentencias T-419/92 y C-479/92


� Sentencia C-746 de 1999 


� Es de observar que a algunos de los órganos cuya carrera es de origen constitucional la Carta les ha reconocido expresamente el atributo de la autonomía, la cual no se ve vulnerada por la circunstancia de que el Congreso de la República otorgue facultades extraordinarias al Ejecutivo con el fin de que determine lo concerniente a la carrera administrativa en dichos organismos “pues cuando el Presidente de la República ejerce funciones legislativas, por virtud de las facultades extraordinarias, asume el papel de legislador y no puede decirse que en esa función está sujeto a los órganos de control ya que en el ejercicio de la misma está sujeta al control del juez constitucional”. (Sentencia C-409 de 2001)


� Sentencia C-563 de 2000


� Sentencia C-746 de 1999


� Macario Alemany: LAS ESTRATEGIAS DE LA IGUALDAD, LA DISCRIMINACIÓN INVERSA COMO UN MEDIO DE PROMOVER LA IGUALDAD. Universidad de Alicante, España.


� Corte Constitucional. Sentencia C-481 de 1998. M.P. Alejandro Martínez Caballero. Ver además, entre otras, las sentencias T-098 de 1994. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz y C-112 del 2000. M.P. Alejandro Martínez Caballero. 


� Idem


� C-266 de 2002.


� Aristóteles: Gran Ética, Ed. Sarpe S.A., Madrid, pág. 92


� “El hombre tiene derechos en cuanto tiene deberes y tiene deberes en cuanto tiene derechos”. Hegel.





� Sobre el derecho a la igualdad.


� C-517 de 2002.


� Véase concepto de la Procuraduría General de la Nación.


� Instituto Interamericano de Derechos Humanos, ob. cit. p. 1206.


� De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 125 de la Carta, del régimen de carrera tan sólo están exentos los cargos de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. 


� Sentencia C-479/92, Ms.Ps. José Gregorio Hernández Galindo y Alejandro Martínez Caballero.


� Sentencia ibídem.


� Sentencia C-563/2000, M.P. Fabio Morón Díaz.


� Sobre el tema se pueden consultar, entre otras, las siguientes Sentencias: C-479/92, C-391/93, C-527/94, C-040/95, C-063/97 y C-110/99.


� En relación con el punto, se pueden consultar, entre otras, las siguientes Sentencias: C-195/94, C-356/94 y C-563/2000.


� Sentencia C-1079 de 2002. M. P. Rodrigo Escobar Gil.


� Sentencia C-154 de 1996, M.P. Antonio Barrera Carbonell.


� Sentencia C-1114 de 2001. M.P. Alvaro Tafur Gálvis.


� Al respecto pueden verse, entre otras las sentencias C-479 de 1992, M.P. José Gregorio Hernández Galindo y Alejandro Martínez Caballero, C-391 de 1993. M.P. Hernando Herrera Vergara, C-527 de 1994, M.P. Alejandro Martínez Caballero C-040 del 9 de febrero de 1995. M.P. Carlos Gaviria Díaz


�Ver entre otras, las sentencias T-419/92 y C-479/92


� Sentencia C-292 de 2001. M. P. Jaime Córdoba Triviño. Salvamento de voto de Jaime Araújo Rentería, Rodrigo Escobar Gil y Eduardo Montealegre Lynett. 


� Sentencia C-368 de 1999. M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Salvamento de voto de Eduardo Cifuentes Muñoz.





